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LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL 
LIBRO SEGUNDO 
De la jurisdicción contenciosa. 
(Continuación.) 
TÍTULO V 
DE LOS JUICIOS DE ARBITROS Y DE AMIGABLES 
COMPONEDORES 
I 
Definiciones y observaciones comunes d estos juicios.—«Árbitros 
en latín, dice la ley 23, tít. 4.», Partida 3.a, tanto quiere decir en 
romance, como jueces avenidores, que son escogidos, é puestos de 
las partes, para librar la contienda que es entre ellas.» Según la 
misma ley, son de dos clases estos jueces avenidores: los unos se 
llaman simplemente árbitros; y también árbitros de derecho, por-
que deben resolver con arreglo á las leyes, y con sujeción á los 
procedimientos por ellas establecidos, lo mismo que los jueces or-
dinarios, las contiendas sometidas á su decisión por voluntad de 
las partes: y los otros se llaman árbitros de hecho, y más bien ar-
bitradores ó amigables componedores, porque deben decidir la con-
tienda según su leal saber y entender, ó conforme á la verdad sabi-
da y buena fe guardada, y sin sujeción ó formas legales. De aquí 
la diferencia entre el juicio arbitral y el de amigables componedo-
res, de que se trata en el presente título, dictándose en las dos sec-
ciones, en que está dividido, las reglas convenientes para cada uno 
de ellos, como lo hizo también la ley anterior en sus títulos XXV 
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y XXVI. Perteneciendo estos juicios á la clase de declarativos, y 
siendo de una misma índole, el buen método exigía darles la colo- 
. catión que tienen en la nueva ley, y en un solo título. 
Al contrato ó convenio entre los interesados para dicho objeto 
se da el nombre de compromiso, porque comprometen en un terce - 
ro la decisión de sus contiendas. Bajo esta denominación autoriza 
el juicio arbitral y el de amigables componedores el Código civil, 
que acaba de publicarse, el cual en su libro 4.°, que trata de las 
obligaciones y contratos, comprende los compromisos, dedicando á 
ellos;los artículos 1820 y 1821, para declarar que pueden contraer-
los las mismas personas que pueden transigir, siéndoles aplicables 
las disposiciones relativas á las transacciones, y que «en cuanto al 
modo de proceder en !los compromisos, y á la extensión y efectos 
de éstos, se estará á lo que determina la ley de Enjuiciamiento ci-
vil.» De suerte que el nuevo Código, siguiendo las tradiciones de 
nuestro antiguo derecho, desde el Fuero Juzgo hasta el día, auto-
riza y sanciona el arbitraje voluntario como medio conveniente, y 
sin duda más antiguo que las instituciones judiciales, para decidir 
las contiendas entre partes por jueces elegidos por los mismos inte-
resados. 
Los árbitros y los amigables componedores, aunque deben su 
nombramiento á un acto privado, cual es la elección de los mismos 
litigantes, tienen por ministerio de la ley verdadera jurisdicción 
para conocer del negocio sometido á su fallo: por eso nuestras le-
yes les han dado siempre el carácter y nombre de jueces, y han de-
clarado aplicables á los mismos las disposiciones relativas á los de-
litos de prevaricación, cohecho y exacciones ilegales. Pero carecen 
de autoridad pública, y por esto no tienen poder para ejecutar lo 
juzgado, ni para conocer de otras cuestiones que las sometidas ex-
presamente á su decisión por voluntad de las partes, y tampoco tie-
nen potestad sobre otras cosas ni personas que las comprometidas. 
No pueden, por tanto, dirigir exhortes á los jueces ordinarios, ni 
expedir mandamientos compulsories, ni apremiar á los testigos, y 
como en algunos casos será necesario valerse de estos medios para 
practicar la prueba, en la presente ley se atiende á esta necesidad 
con la disposición de art. 812. 
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Entre las disposiciones comunes á los juicios declarativos está 
el art. 487, el cual contiene la regla general de que «toda contes-
tación entre partes, antes ó después de deducida en juicio, y cual-
quiera que sea su estado, puede someterse al juicio arbitral ó al 
de amigables componedores por voluntad de todos los intere-
sados, si tienen aptitud legal para contraer este compromiso», sal-
vos los casos exceptuados por el mismo artículo. En el presente tí-
tulo se ordena el procedimiento para la aplicación de esa regla, y 
es preciso, por tanto, tener presente dicho artículo y cuanto he-
mos expuesto en su comentario (página 467 y siguientes del to-
mo II) acerca de las personas que pueden contraer el compromi-
so, y de las cuestiones que no pueden someterse al juicio de árbi-
tros ni al de amigables componedores. El Código civil ha introdu-
cido alguna novedad sobre estos puntos, y debemos hacernos cargo 
en este lugar de lo que en él se dispone. 
II 
Personas que pueden contraer el compromiso.—«Las mismas 
personas que pueden transigir pueden comprometer en un .tercero 
la decisión de sus contiendas», dice el art. 1820 del Código civil, 
según ya se ha indicado; y como pueden transigir todos los que se 
hallan en el pleno ejercicio de sus derechos civiles, resulta confir-
mada la regla general de la legislación antigua de que esas mismas 
Personas pueden comprometer sus contiendas en árbitros ó en 
amigables componedores, y que no pueden hacerlo, por consiguien-
te, los menores, ni los incapacitados, ni las demás personas que no 
tienen la libre administración de sus bienes. 
Al sentar esta misma doctrina en la página 468 del tomo II, 
expusimos, siguiendo la opinión más autorizada, que los menores 
é incapacitados, si bien podían transigir con autorización judicial 
por medio de sus representantes legítimos, no podían someterse, 
ni aun con esa autorización, al juicio arbitral ni al de amigables 
componedores; pero esta opinión no puede hoy prevalecer por ser 
contraria á la prescripción terminante del Código civil, que iguala 
en un todo los compromisos á las transacciones, mandando en su 
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art. 1821 que se aplique á aquéllos todo lo que se dispone respecto 
de éstas. Téngase esto presente como rectificación de la doctrina 
expuesta en el lugar citado, y veamos lo que ordena el Código ci-
vil para las transacciones, puesto que ha de aplicarse también á 
los compromisos de que estamos tratando. 
Según su art. 1810, «el tutor no puede transigir sobre filos de-
rechos de la persona que tiene en guarda, sino en la forma pres- 
crita en el núm. 12 del art. 269 y en el 274 del Código». Confor-
me á estas disposiciones, «el tutor necesita autorización del con-
sejo de familia para transigir y comprometer en árbitros (y lo 
mismo en amigables componedores) las cuestiones en que el menor 
ó incapacitado estuviese interesado». Esa autorización debe ser 
pedida por escrito en que el tutor exprese todas las condiciones y 
ventajas de la transacción 6 compromiso, y la concederá ó negará 
el consejo dé familia, según estime conveniente, pudiendo oir para 
ello el dictamen de uno ó más letrados. Ya no tiene que intervenir 
el juez en esas autorizaciones, y téngase presente también que,  se-
gún el art. 200 del mismo Código, están sujetos á tutela los me-
nores, los locos 6 dementes, los sordomudos que no sepan leer y 
escribir, los declarados pródigos y los condenados á la pena de 
interdicción civil, habiéndose suprimido la curaduría ejemplar y 
la de bienes, las que quedan refundidas en la tutela. 
Ordena también el mismo art. 1810 del Código, que «el padre, 
y en su caso la madre, pueden transigir sobre los bienes y dere-
chos del hijo que tuvieren bajo su potestad; pero si el valor del 
objeto sobre que recaiga la transacción excediere de 2.000 pese-
tas, no surtirá ésta efecto sin la aprobación judicial». Por consi 
guiente, los padres que tengan la representación legal de sus hijos, 
pueden someter al juicio arbitral, ó al de amigables componedo-
res, todas las cuestiones que se promuevan sobre bienes ó dere-
chos de los hijos, sin otra restricción que la de obtener la autoriza-
ción judicial cuando exceda de 2.000 pesetas el valor de la cosa 
litigiosa. Para pedir y obtener dicha autorización se observará el 
procedimiento establecido en los artículos 2025 y siguientes de la 
presente ley. 
Confirmando la doctrina expuesta en la página 469 del tomo 
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dato expreso, y que da facultad de transigir no autoriza para 
comprometer en árbitros ó amigables componedores», siendo, por 
tanto, indispensable para esto un poder especial. 
III 
Cosas que pueden ser objeto del compromiso, y sus excepcio-
nes.—La doctrina expuesta sobre esta materia en las páginas 469 
y siguientes del tomo II ha sido confirmada por el Código civil al 
declarar en su art. 1814, que «no se puede transigir sobre el esta-
do civil de las personas, ni sobre las cuestiones matrimoniales, ni 
sobre alimentos futuros.» Respecto de estos nada se dijo en la ley 
de Enjuiciamiento civil, aunque era de jurisprudencia que no ca-
bía sobre ellos transacción; y las cuestiones matrimoniales, por la 
relación que , tienen con el estado civil, estaban comprendidas en 
las excepciones que estableció el art. 487 de dicha ley. Por consi-
guiente, ahora lo mismo que antes, no pueden comprometerse en 
árbitros ni en amigables componedores la decisión de las contien-
das relativas á los tres puntos antes indicados. Respecto de los 
alimentos, téngase presente que la ley no prohibe la transacción 
ni el compromiso sobre el pago de los ya devengados y no satisfe-
chos, ni sobre el derecho á percibirlos, sino únicamente sobre los 
alimentos futuros. 
IV 
Nulidad 6 rescisión del compromiso.—Para que sea válido y 
eficaz el compromiso es indispensable que, además de formalizarlo 
en escritura pública, como previene el art. 792 de esta ley, con-
curran en su otorgamiento todos los requisitos que el Código civil 
exige como esenciales para la validez de los contratos. Será nulo 
por tanto, cuando los interesados no tengan capacidad legal para 
obligarse, y siempre que intervenga error, dolo, violencia ó false-
dad de documentos; pero si fuese de hecho el error, no podrá 
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oponerlo una parte á la otra, cuando ésta se hubiere apartado por 
la transacción de un pleito comenzado. El descubrimiento de nue -
vos documentos no será causa para anular ó- rescindir el compro-
miso, si no hubiere habido mala fé. Así se declara en los artícu-
los 1817 y 1818 de dicho Código. 
Por voluntad de los interesados puede someterse al juicio ar-
bitral ó al de amigables componedores toda contestación entre 
partes, antes ó después de deducida en juicio, y cualquiera que 
sea el estado de éste, según lo declara el art. 487 de la ley; de lo 
cual se deduce que no puede recaer el compromiso sobre cuestio-
nes decididas por sentencia firme, como hemos dicho en el comen-
tario de dicho artículo (página 470 del tomo II). Pero puede suce-
der que por ignorar una de las partes ó ambas la existencia de la 
sentencia firme, se celebre el compromiso, y previendo el caso el 
Código civil, ordena en su art. 1819, que la parte que ignorase ese 
hecho, podrá pedir la rescisión de la transacción ó compromiso, 
añadiendo que no podrá éste ser atacado por la ignorancia de la 
sentencia, cuando ésta pueda revocarse por medio del recurso de 
apelación ó el de casación, porque entonces no hay sentencia firme 
que impida someter la decisión de la contienda al juicio arbitral ó 
al de amigables componedores. 
El compromiso no comprende sino las cuestiones ó los objetos , 
expresamente determinados en él, é que, por una inducción nece-
saria de sus palabras, deban reputarse comprendidos en el mismo. 
La renuncia general de derechos se entiende sólo de los que tie-
nen relación con la disputa sobre que ha recaido el compromiso. 
Así lo dispone para las transacciones el art. 1815 del Código, apli-
cable también á los compromisos. Por consiguiente, los árbitros y 
los amigables componedores sólo tienen jurisdicción para fallar 
sobre los puntos sometidos expresamente á su decisión en la es-
critura de compromiso, y sobre los que deban reputarse compren-
didos en el mismo por una inducción necesaria de sus palabras. Si . 
se excediesen de- estas facultades, será nulo; no el compromiso, 
sino el laudo ó sentencia arbitral, y procederá la casación de la 
misma por infracción de la disposición legal que acaba de citarse. 
Sentados estos precedentes, que son de aplicación común al 
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juicio arbitral y al de amigables componedores, pasemos á exami-
nar lo que ordena la ley concretamente para cada uno de estos 
juicios, advirtiendo que en el método, en la redacción y hasta en 
el fondo se han hecho modificaciones y adiciones para aclarar los 
conceptos, perfeccionar el procedimiento y suplir deficiencias de la 
ley anterior. 
SECCIÓN PRIMERA 
DEL JUICIO ARBITRAL 
ARTÍCULO 790 
El nombramiento de Jueces árbitros, que para deci-
dir cuestiones litigiosas puede hacerse por las personas 
y en los casos que se determinan en el art. 48'7, habrá 
de recaer precisamente en letrados, mayores de veinti-
cinco anos, que estén en el pleno ejercicio de los dere-
rechos civiles. 
Art. 789 de la ley para Cuba y Puerto Rico.--(La referencia es al ar- 
tículo 486 de esta ley, sin otra variación.) 
Los árbitros tienen el carácter de jueces letrados en los nego-
cios sometidos á su decisión: deben proceder con arreglo á dere-
cho, y dictar su fallo conforme á lo alegado y probado, en la mis-
ma forma y con las mismas solemnidades prevenidas para las sen-
tencias de los juicios declarativos: la prudencia y la lógica exigen, 
por tanto, que concurran en ellos las condiciones de aptitud é im-
parcialidad exigidas á los jueces ordinarios. Por esto, según el ar-
tículo 799, pueden ser recusados por las mismas causas que los de-
más jueces, y se ordena en el presente, siguiendo lo establecido ya 
en el art. 776 de la ley de 1885, que el nombramiento de jueces ár-
bitrgs ha de recaer precisamente en letrados, que sean mayores de 
veinticinco años y que estén en el pleno ejercicio de los derechos 
civiles. No exige la ley que se hallen habilitados para el ejercicio 
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de la profesión, y bastará, por tanto, que tengan . el título de abo-
gado, con los demás requisitos indicados, y que no estén incapaci-
tados para poder ejercer la abogacía. 
Por las leyes 5 a, tít. 11, libro 5.°, y 4.a, tít. 35, libro 11 de la 
Novísima Recopilación, estaba prohibido á los jueces y  magistrados 
y á•sus oficiales admitir compromiso de negocios de que estuvieren 
conociendo ó pudieran conocer por razón de su cargo. Creemos que 
esta prohibición es hoy absoluta, puesto que según el art. 111 y el 
núm. 3.° del 474 de la ley orgánica del Poder judicial, los cargos 
de jueces y magistrados y los de secretarios judiciales son incom-
patibles con el ejercicio de cualquiera otra jurisdicción, y juris- 
- dicción ejercen los árbitros, aunque sea limitada.  
ARTÍCULO 791 
(Art. 790 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El número de los Jueces árbitros será siempre impar. 
Si las partes convinieren en que sea uno solo, debe-
rán elegirlo de comun acuerdo. 
Este mismo acuerdo deberá mediar para la eleccion 
de todos, 6 por lo menos del tercero, si convinieren en 
que sean tres 6 cinco, de cuyo número no podrá pa-
sarse. 
En ningun caso los interesados podrán conferir á 
una tercera persona la facultad de hacer la eleccion 6 
nombramiento de ninguno de los árbitros. 
En la ley de 1855 no se fijó ni se limitó el número de los jue-
ces árbitros, pero se daba por supuesto que debían ser uno por cada 
parte y un tercero elegido de común_ acuerdo para dirimir la dis-
cordia, si la hubiere. Esta era la práctica, y como con ese sistema 
se originaban discordias y dilaciones, al reformar la ley se creyó 
conveniente modificarlo en los términos consignados en el presen-
te artículo. Según él, en todos los casos, sin excepción, ha de ser 
impar el número de los.jueces árbitros, pero sin que puedan exceder 
de cinco; si los interesados convienen en que sea uno solo, deben 
elegirlo de común acuerdo; y si tres ó cinco, ha de mediar ese mis- 
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mo acuerdo para la elección de uno de ellos por lo menos, á falta 
de conformidad para la designación de todos, de suerte que podrá 
elegir cada parte una ó dos personas de su confianza, con tal de que 
no sean recusadas por la contraria; pero el tercero ó el quinto ha 
de merecer la confianza absoluta de ambas partes, á fin de que 
con un criterio imparcial dirima las discordias que podrán resul-
tar entre aquéllos, puesto que ha de estarse al voto de la mayoría 
absoluta. No podrá tener efecto el compromiso si los interesados 
no se ponen de acuerdo para la designación de uno de los árbitros 
por lo menos, y tampoco si los designados por una parte no son 
aceptados por la otra. Los árbitros, como jueces, deben ser impar-
ciales para ambas partes, y si una de ellas tiene motivos para creer 
que no reune esta cualidad el designado por la contraria, debe re-
chazarlo y negarse al compromiso, porque después de firmada la 
escritura no podrá recusarlo sino por causas posteriores, como se 
previene en el art. 798. 
Podrá suceder Rue sean tres ó más los interesados en la cues-
tión: ¿cómo se hará entonces la elección de los árbitros? La ley no 
permite que éstos pasen de cinco, y exige además que uno por lo 
menos sea elegido de común acuerdo. Por consiguiente, al conve-
nir los interesados en someter su contienda al juicio arbitral, deben 
convenir también en el número de los árbitros y en la forma de ele-
girlos, de suerte que uno de éstos por lo menos aparezca designado 
de común acuerdo; si no pueden llegar á estos acuerdos, no puede 
tener efecto el compromiso, y habrán de ventilar la cuestión en vía 
ordinaria. 
Como los árbitros reciben la jurisdicción, aunque por ministe-
rio de la ley que lo autoriza, de la voluntad y sumisión de los in-
teresados, no pueden éstos en ningún caso conferir á una tercera 
persona la facultad de hacer la elección ó nombramiento de ningu-
no de los árbitros, según se previene en el párrafd último del ar-
tículo que estamos comentando, y estaba prevenido también res-
pecto del tercero en el núm. 4.° del art. 774 de la ley anterior: ese 
acto es personalísimo y no puede delegarse en un tercero. Pero no 
se entienda por esto que cuando el compromiso se contraiga por 
medio de mandatario con poder especial para ello, no puede darse 
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al apoderado la facultad de hacer la elección de los árbitros. Ya se 
ha dicho que el Código civil, de acuerdo con nuestra antigua legis-
lación, permite el compromiso por medio de mandatario, sin poner-
le la restricción indicada, y como el mandatario se constituye en el 
lugar del mandante, claro es que puede hacer todo lo que á éste es 
permitido, si no está limitado el poder. Lo que la ley prohibe es 
que se confiera d una tercera persona, agena á los contratantes, la 
facultad de hacer el nombramiento de árbitro, y el mandatario en 
tal caso no es tercero, porque interviene en nombre y representa. 
ción del mandante, y puede hacer todo lo que éste haría si intervi-
niera por sí mismo en el acto, siempre que el poder le faculte para 
ello. 
ARTÍCULO 792 
(Art. 191 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El compromiso habrá de formalizarse necesariamen-
te en escritura pública, y será nulo en cualquiera otra 
forma en que se contrajere.  
ARTÍCULO 793 
(Art. 792 para Cuba y Puerto Rico.) 
La escritura de compromiso habrá de contener preci-
samente, bajo pena de nulidad: 
1. 0 Los nombres, profesion y domicilios de los que 
la otorguen. 
2. ° Los nombres, profesion y domicilios de los ár-
bitros. 
3.e El negocio que se someta al fallo arbitral, con 
expresión de sus circunstancias. 
 - 
4.0 El plazo en que los árbitros hayan de pronun-
ciar la sentencia. 
5.e La estipulacion de una multa, que deberá pagar 
la parte que deje de cumplir los actos indispensables 
para la realizacion del compromiso. 
6.0 
 . La estipulacion de otra multa, que el que se 
alzare del fallo deberá pagar al que se conformare con 
él para poder ser oido. 
DEL JUICIO ARBITRAL 15 
7. 0 La designación del lugar en que habrá de se-
guirse el juicio 
8. 0 La fecha en que se otorgare el compromiso. 
Concuerdan con los artículos 773, 774 y 775 de la ley de 1855, 
con algnna modificación en el segundo como conse cue ncianecesaria 
de las que se han hecho en la presente ley. Esta no permite el nom-
bramiento de árbitro tercero, según hemos expuesto en el comen-
tario anterior, y se suprime por tanto el núm. 4.° de dicho art. 774, 
que exigía se hiciera en la escritura de compromiso la designación 
de tercero para el caso de discordia, y lo que se prevenía en el nú-
mero 5.° respecto del plazo que debía fijarse al tercero, para pro-
nunciar la sentencia. Pero se ha adicionado el núm. 7.° en el ar- 
tículo 2.° de éste comentario, por el cual se ordena que se haga en 
la escritura la designación del lugar en que habrá de seguirse el 
juicio arbitral, para evitar las dudas y cuestiones á que daba oca-
Sión el silencio de la ley anterior sobre este punto. También se adi-
ciona en los números 1.° y 2.° que se exprese la profesión de los 
contratantes y de los árbitros, siendo iguales en todo lo demás las 
disposiciones de una y otra ley. 
Según el art. 792, primero de este comentario, copiado del 773 
de la ley anterior, «el compromiso ha de formalizarse necesaria-
mente en escritura pública, y será nulo en cualquiera otra forma en 
que se contrajere.» También la ley 23, tít. 4.° de la Partida 3. 0 
 previno que el compromiso se formalizase en ejrta hecha por mano 
de escribano público; pero lo permitía también en otra que fuese 
sellada con los sellos de los mismos interesados, y la jurisprudencia 
tenía autorizado que pudiera formalizarse en acto de conciliación, 
ó por escrito presentado al juez que conocía del pleito, cuando éste 
se hallaba incoado. Ninguno de estos medios puede utilizarse, ni se 
utiliza después de la ley de Enjuiciamiento civil, puesto que, según 
ella, ha de formalizarse el compromiso en escritura pública, bajo 
pena de nulidad, en consideración á que ese documento es la base 
y fundamento de la jurisdicción de los árbitros y del juicio arbitral. 
Y téngase presente que esta disposición es también aplicable á los 
asuntos mercantiles, puesto que nada se dispone en contrario en el 
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nuevo Código de Comercio, y que quedó derogada la ley de Enjui-
ciamiento mercantil, la cual permitía en su art. 256 que pudiera 
formalizarse el compromiso hasta en documento privado. 
Son frecuentes los casos en que en un acto de conciliación ó 
en documento público ó privado se comprometen los interesados á 
someter al juicio de árbitros ó al de amigables componedores la 
decisión de las contiendas entre ellos existentes, ó las que puedan 
suscitarse con ocasión del contrato á que se refieran: ¿qué efectos 
producirá este compromiso? Los consiguientes á la obligación per-
sonal contraída: quedan obligadas las partes á otorgar la corres-
pondiente escritura pública formalizando el compromiso con todos 
los requisitos que se determinan en el art. 793, y la que se niegue 
á verificarlo tendrá que abonar á la otra los daños y perjuicios, 
como sucede en toda obligación de hacer ó no hacer, cuando es 
personalísima y no se puede cumplir de otro modo. Esta demanda 
habrá de ventilarse por los trámites del juicio declarativo .que co-
rresponda. 
También bajo pena de nulidad, se determinan en el art. 793, 
segundo de este comentario, los requisitos ó circunstancias que 
debe contener la escritura de compromiso. Iguales circunstancias 
exigieron las leyes 23 y 26, tít. 4 0, y 106, tít. 18 de la Partida 3.a, 
pero sin tener como esenciales más que las tres primeras: hoy lo 
son todas, tanto que la omisión de cualquiera de ellas produce la 
nulidad de la escritura, y no podrá tener efecto el compromiso; 
esto además del conocimiento de los otorgantes y de los demás re-
quisitos que exige la ley del Notariado para la validez de los ins-
trumentos públicos. No puede ofrecer dudas la inteligencia de 
dicho artículo, ni la ejecución de lo que en él se ordena, y por esto 
nos limitaremos á ligeras indicaciones sobre los ocho requisitos 
que contiene. 
Al consignar en la escritura la personalidad de los otorgantes, 
conforme al requisito 1. 0, se hará con relación á la cédula per-
sonal, que deben exhibir, según está prevenido para todos los ca-
sos, y el Notario dará fe de conocerlos ó de que han presentado 
los testigos de conocimiento. 
En el 2.°, aunque sólo es de esencia consignar los nombres, 
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profesión y domicilio de cada uno de los árbitros, será conve-
niente expresar la edad ó por lo menos que son mayores de vein-
ticinco años, para que conste la capacidad de los mismos, confor-
t me al art. 790. También deberá consignarse si han sido elegidos 
de común acuerdo, ó cuál de ellos reune esta circunstancia para los 
efectos del art. 791. 
En el 3.°, es de la mayor importancia consignar con clari-
dad y precisión los puntos ó cuestiones que se someten al fallo 
de los árbitros, pues ésto determina su competencia, y será nulo el 
fallo si se extralimita de las cuestiones expresadas determinada-
mente en la escritura, ó que por una inducción necesaria de sus 
palabras deban reputarse comprendidas en el compromiso, como 
ya se ha dicho en la introducción de este título. 
En el 4.°, al fijar el plazo dentro del cual hayan de pro-
nunciar los árbitros su sentencia, se consignará también, si así lo 
acuerdan los interesados, que éstos les han concedido la facultad 
de prorrogarlo, ó se la han reservado, como hoy pueden hacerlo 
conforme al art. 803. Téngase presente asimismo, que los inte-
resados pueden fijar en la escritura el día en que haya de empezar 
á correr dicho plazo y la forma de computarlo, y no haciéndolo se 
contará desde el día siguiente al de la última aceptación de los ár-
bitros, como se previene en el art. 802, y se computará conforme 
á los artículos 304" y 305, según se hubiere designado por días ó 
por meses (1). Aunque el plazo referido era improrrogable según la 
ley anterior, hoy ha perdido este carácter, puesto que el art. 803 
permite prorrogarlo. La ley 27, tít. 4.°, Partida 3.a  señaló como 
máximum el plazo de tres años para que los árbitros dieran su sen-
tencia, cuando no lo hubieren fijado los interesados: hoy no puede 
darse ese caso, en razón á que ha de fijarse en la escritura de coin-
promiso, bajo pena de nulidad. 
(1) Como estas disposiciones son también aplicables á los amigables corn - 
ponedores, según el art. 828, advertiremos que respecto de éstos el plazo se-
ñalado por días habrá de contarse de momento á momento, como en los con-
tratos, á no haberse pactado otra cosa, según tiene declarado el Tribunal Su-
premo en sentencias de 20 de Marzo de 1877, 28 de Marzo de 1882 y otras. 
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Las multas, que han de estipularse conforme á los requisi-
tos 5.° y 6.°, dan al compromiso el carácter de una obligación con 
cláusula penal, y sustituyen por tanto á la indemnización de daños 
y al abono de intereses en caso de falta de cumplimiento de aqué-
lla, como se declara en el art. 1152 del Código civil de acuerdo 
con la antigua jurisprudencia. Por consiguiente, esas multas no 
han de invertirse en papel timbrado de pagos al Estado, sino que 
deben satisfacerse en metálico, entregándolo á la parte á quien co-
rresponda ó consignándolo para que le sea entregado por el actua-
rio. Pueden ocurrir dos casos; el uno, á que se refiere el núm. 5.°, 
en que una de las partes deje de cumplir los actos indispensables 
para la realización del compromiso, y el otro del núm. 6.°, en 
 que 
 no se conforme con el fallo de los árbitros: para cada uno de estos 
casos ha de estipularse una multa distinta, fijando su cuantía en la 
escritura. Si fueren tres ó más los otorgantes del compromiso, con-
vendrá establecer la proporción en que hayan de repartirse la mul-
ta, y si nada se establece en la escritura se distribuirá por partes 
iguales entre los colitigantes que deban percibirlas, á no ser que 
se hubiere estipulado una multa para cada uno de éstos. La falta 
de cumplimiento de los actos indispensables para realizar el com-
promiso dará lugar, una s veces á que éste quede sin efecto, y otras 
á que se siga el juicio en rebeldía del que cometa la falta: en am-
bos casos ha de pagar éste á su contrario la multa estipulada por 
vía de indemnización de perjuicios, como se declara en los artícu-
los 795 y 805. Sobre si debe pagarse multa por interponer el re-
curso de casación, véanse los comentarios de los artículos 823 
y 826. 
La obligación á que se refiere el núm. 7.°, de designar en la 
escritura el lugar en que habrá de seguirse el juicio, no sólo con-
duce á evitar toda duda cuando sea diferente el domicilio de cada 
uno de los árbitros y el de los litigantes, sino también á determi-
nar el juez de primera instancia competente para conocer de las 
actuaciones á que se refieren los arts. 797, 812 y 817, que lo será 
el del partido á que corresponda el lugar del juicio, y la Audien-
cia que deba conocer de la apelación en su caso. 
Y el requisito 8.° es de esencia en todo instrumento público, 
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según el art. 24 de la ley del Notariado, que obliga al notario á 
consignar el lugar, año y día del otorgamiento. 
ARTÍCULO 794 
(Art. 793 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Otorgada la escritura, el notario autorizante, ú 
otro que dé fé del acto, la presentará á los árbitros 
para su aceptacion. 
De la aceptacion 6 de la negativa se extenderá á 
continuacion diligencia, que firmarán los árbitros con 
el notario. 
Este artículo dispone lo mismo que el 778 de la ley de 1855, 
pero modificada su redacción en términos que no puede ofrecer 
dudas ni dificultades en la práctica. La escritura, qúe el mismo 
notario autorizante, ú otro de quien quiera valerse cualquiera de 
los interesados, ha de presentarse á los árbitros para su aceptación, 
no puede ser la matriz, sino la copia librada por aquél. A conti-
nuación de ésta, se extenderán las diligencias de aceptación de los 
árbitros sin el juramento que se exigía en la práctica antigua, 
puesto que no lo exige la ley, ó la negativa en su caso; y practica-
das estas diligencias en uno ó más actos, según las circunstancias 
del caso, y firmadas por los árbitros y por el notario, éste las en-
tregará originales á los interesados, ó á la parte requirente, para 
el uso de su derecho. Nunca puede hacerse por cédula la notifica-
ción á los árbitros de la escritura de compromiso; ha de ser perso-
nal, puesto que han de manifestar si aceptan ó no el cargo. 
ARTÍCULO 795 
Si alguno de los árbitros no aceptare, 6 no reuniere 
las circunstancias exigidas por el art. 790, se proce-
derá á su reemplazo en la forma prevenida para su 
nombramiento. 
Cuando las partes no se pongan de cuerdo para 
dicho nombramiento, quedará sin efecto el compro-
miso. 
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Lo mismo se entenderá en el caso de que una parte 
no se preste á realizar el nombramiento después de 
tres días de haber sido requerida para ello por notario 
á instancia de la otra. En este caso aquélla pagará á 
esta la multa estipulada, conforme á lo prevenido en 
el núm. 5. ° del art. 793. 
Art. 794 de la ley para Cuba y Puerto Rico. —(La referencia del párrafo 
1.° es al art. 789, y la del párrafo último es al núm. 5.° del ar-
tículo 792 de esta ley, sin otra variación.) 
La ley de 1855 en sus arts. 779, 780 y 781 previó el caso de 
que no aceptase alguno de los árbitros ó el tercero, y ordenó la 
forma en que había de ser reemplazado, pero de una manera defi-
ciente é incompleta; y lo mismo resultaba de su art. 777, relativo 
al caso en que careciese de aptitud legal cualquiera de los elegi-
dos. En el presente artículo están comprendidos ambos casos, y se 
ordena con claridad lo que ha de hacerse para reemplazar al árbi-
tro ó árbitros que no acepten, ó que no reunan alguna de las cir-
cunstancias exigidas en el art. 790, que son las de letrado, mayor 
de 25 años y hallarse en el pleno ejercicio de los derechos civiles. 
Ese reemplazo ha de hacerse en la forma prevenida para el nom-
bramiento, y por consiguiente, de común acuerdo, si las partes hu-
bieren convenido en que sea uno solo el árbitro ó si hubiere sido 
elegido en esa forma el que deba ser reemplazado, y en otro caso, 
por la parte que lo hubiere elegido, conforme al art. 791; pero 
siempre con la aceptación de la otra, y formalizándolo en escritura 
pública que se unirá á la de compromiso. 
Cuando los interesados procedan de buena fe y con el deseo de 
poner término á sus contiendas por medio del juicio arbitral, se 
allanarán todas las dificultades. Así que el notario les entere, 
 co-
mo debe hacerlo consignándolo en el expediente, que no ha queri-
do aceptar alguno de los árbitros, se reunirán aquéllos para acor-
dar su reemplazo, y lo mismo harán cuando cualquiera de ellos 
averigüe que alguno de los elegidos carece de aptitud legal. Si re-
unidos los interesados, no se ponen de acuerdo para dicho nombra- 
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miento, quedará sin efecto el compromiso, porque no hay medio de 
realizarlo; y como en este caso la culpa es de todos, no puede exi-
girse á nadie la multa estipulada conforme al núm. 5.° del art. 793. 
Pero si uno de los interesados no se presta á hacer el nombramiento, 
ó se opone por cualquier otro medio á la realización del acto, en-
tonces quedará también sin efecto el compromiso, y como será por 
culpa de dicho interesado, tendrá éste que pagar á la otra parte la 
multa estipulada. A estas reuniones deberá concurrir el notario 
para autorizar la escritura del nuevo nombramiento de árbitro, ó 
levantar acta de lo que ocurra cuando no se pongan de acuerdo las 
partes. 
Pero puede suceder que no haya buena inteligencia entre los 
interesados, y previendo la ley este caso no previsto en la anterior, 
ordena que á instancia de la parte á quien interese, requiera el no-
tario á la que no se preste á realizar el nombramiento para que lo 
verifique dentro de tercero día, y que transcurrido este plazo sin 
haberlo verificado, quedará sin efecto el compromiso, y pagará 
esta parte á la otra la multa estipulada. Así se dispone en el pá-
rrafo último del artículo que estamos comentando, el cual será 
aplicable, no sólo al caso en que una de las partes no se preste á 
realizar el nombramiento cuando á ella le corresponda hacerlo, 
sino también al en que no se preste á reunirse con la otra para ha-
cerlo de co' mún acuerdo, ó conformarse con el designado por la 
contraria, y sea requerida para ello por el notario. Si concurre y 
no se ponen de acuerdo, no hay motivo para exigirle la multa; pero 
si se niega á concurrir, no se presta á realizar un acto indispensa-
ble para que tenga efecto el compromiso, y es por tanto ineludible 
el pago á la otra parte de la multa estipulada. 
Si la parte que deba pagar la multa no la satisface voluntaria-
mente en los casos indicados, tendrá la otra que acudir al juzgado 
de primera instancia entablando demanda ordinaria, que se sus-
tanciará por los trámites del juicio declarativo que corresponda á 
la cuantía, para que se declare que el demandado ha incurrido en 
la multa y se le condene á su pago. No vemos la necesidad de pe-
dir que se declare sin efecto el compromiso, porque lo queda de 
derecho; pero podrá ser objeto del pleito, si el demandado se opo- 
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ne fundándose en que el acto por él realizado no produce ese efec-
to, y pide por reconvención que se declare válido y subsistente el 
compromiso. También podrá promoverse esta cuestión en la de-
manda, cuando interese al actor. 
Indicaremos, por último, que siempre que quede sin efecto el 
compromiso, quedan en libertad los interesados para promover y 
ventilar sus cuestiones ante la jurisdicción ordinaria en la vía y 
forma que corresponda. 
ARTÍCULO 796 
(Art. 795 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 	 • 
La aceptacion de los árbitros dará derecho á cada 
una de las partes para compelerlos á que cumplan con 
su encargo, bajo la pena de responder de los daños y 
perjuicios. 
ARTÍCULO 797 
(Art. 796 para Cuba y Puerto Rico.) 
En el caso del articulo anterior, el Juez de primera 
instancia del partido en que se siga, ó deba seguirse el 
juicio arbitral, y en su defecto el del lugar donde resi-
da cualquiera de los árbitros, prevendrá á éstos, á ins-
tancia de parte legítima, que procedan sin dilacion al 
cumplimiento de su encargo, bajo apercibimiento de 
responder de los daños y perjuicios. 
Si se oponen los árbitros, 6 alegan alguna excusa, se 
sustanciará la oposicion por los trámites y con los re-
cursos establecidos para los incidentes, quedando mien-
tras tanto en suspenso el término del compromiso. 
Desestimada la oposicion 6 consentida aquella provi-
dencia, la parte perjudicada podrá entablar la deman-
da de daños y perjuicios contra el árbitro 6 los árbi-
tros que los hayan causado, la cual se sustanciará en el 
Juzgado de primera instancia por los trámites del jui-
cio declarativo que corresponda. 
«De su grado, é sin ninguna premia, dice la ley 29, tít. 4. ° ,Par-
tida 3.a, reciben en su mano los jueces de avenencia los pleytos, é 
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las contiendas de los homes, para librarlos. E bien assí como es en 
poder dellos, quando los escogen, de non tomar este oficio, si non 
quisieren; otrosí despues que lo ovieren recebido, son tenudos de 
librarlos, magiier non quieran.» En este justo principio se funda 
la disposición del art. 796, primero de este comentario, copiado li-
teralmente del 783 de la ley de 1855. Los árbitros son libres para 
aceptar, ó no, su encargo; pero una vez aceptado contraen la obli-
gación de cumplirlo bien y fielmente, dictando las providencias 
necesarias para la sustpnciación del juicio, y pronunciando su fallo 
en tiempo oportuno. Esta obligación sería ineficaz, si no hubiera 
medios para compelerles á que la cumplan. A este fin ordenó la 
misma ley de Partida antes citada, que cuando alguna de las par-
tes acudiese al juez ordinario haciendo presente que los árbitros 
alargan ó no quieren fallar el pleito, pudiendo hacerlo, dicho juez 
les señale plazo para que fallen; y si no lo verificasen, que les apre-
mie á ello «teniéndolos encerrados en una casa, fasta que deliberen 
aquel pleyto.» Había caído en desuso este apremio por ser ineficaz 
y contrario á la libertad individual, y teniendo en consideración 
que los árbitros, al aceptar el cargo, contraen voluntariamente una 
obligación de hacer, y que la falta de cumplimiento de esta clase 
de obligaciones se resuelve en otra de daños y perjuicios, se decla-
ra en dicho artículo que «la aceptáción de los árbitros da derecho 
A cada una de las partes para compelerlos á que cumplan con su 
encargo, bajo la pena de responder de los daños•y perjuicios.» 
No dijo más la ley de 1855: no determinó la forma para el 
apremio ni para la demanda en su caso, y por esto decíamos al co-
mentar el art. 783 de dicha ley, que, en tales casos, la parte intere-
sada tendría que deducir su demanda ante el juez de primera ins-
tancia solicitando se compela al árbitro ó árbitros á que cumplan 
con su encargo, y que de lo contrario se les condene á la indemni-
zación de daños y perjuicios; que la demanda debería limitarse á 
este último extremo cuando se entablase después de transcurrido 
el plazo del compromiso sin haberse dictado la sentencia á pesar 
de las gestiones de los interesados; y que en ambos casos debía se-
guirse la tramitación del juicio ordinario; pero censurando á la vez 
que no se hubiese establecido un procedimiento breve y adecuado 
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para el apremio. «A esta demanda, decíamos en dicho comenta-
rio, habrá de darse la tramitación ordinaria con arreglo al articu-
lo 221 (de aquella ley), puesto que no se establecen para ella trá-
mites especiales y breves, adecuados á su naturaleza, como hubiera 
sido conveniente.» 
Un ilustrado comentarista de la nueva ley, fundándose en nues-
tra opinión y honrándonos con la cita de nuestro nombre, sostiene 
que hoy son necesarias dos demandas ordinarias: la una para apre-
miar á los árbitros á que cumplan su encargo, y la otra para exigirles 
la responsabilidad de daños y perjuicios, y la criminal en su caso; y 
como no es esta nuestra opinión, conforme á la ley actual, nos cree-
mos en el deber de protestar. La demanda ordinaria para el apre-
mio era necesaria según la ley de 1855, á la cual nos referíamos al 
exponer la doctrina antes indicada; pero en la nueva ley se ha es-
tablecido el procedimiento breve y adecuado, que echábamos de 
menos en aquélla, adicionándose á este fin el art. 797, segundo del 
presente comentario. 
Tres declaraciones importantes se hacen en este artículo: 1. 8, la 
de la competencia del juez, á quien corresponde apremiar los 
árbitros y exigirles la responsabilidad; 2.°, la del procedimiento 
para el apremio y para la oposición que puedan deducir los árbi-
tros; y 3.a, la del procedimiento para exigirles la responsabilidad. 
En cuanto á la competencia se declara, que corresponde apre-
miar á los árbitros, para que cumplan su encargo después de acep-
tado, al juez de primera instancia del partido en que, conforme á 
lo estipulado en la escritura de compromiso, se siga el juicio ar- 
bitral, ó deba seguirse si todavía no estuviere comenzado, y en su 
defectó al del lugar donde resida cualquiera de los árbitros, que 
deba ser apremiado. Puede suceder que no haya juez do primera 
instancia en el lugar designado para seguir el juicio arbitral, por 
no ser cabeza de partido, y por esto se dice que en su defecto se 
acudirá al del lugar donde resida cualquiera de los árbitros. 
Aquél tiene competencia preferente, y sólo en el caso de que no lo 
haya en el lugar del juicio, la tendrá el del domicilio ó residencia 
del árbitro que de lugar al apremio, ó el de cualquiera de ellos, si 
son dos ó más, á elección de la parte apremiante. 
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Respecto del apremio, se declara que ha de procederse d' ins-
tancia de parte legítima, que lo será cualquiera de los interesados 
que hubieren otorgado el compromiso. El que se halle en este caso, 
deberá acudir con un escrito al juez de primera instancia compe-
tente exponiendo los hechos, esto es, haciendo una ligera relación 
del compromiso, de la fecha en que aceptaron los árbitros, y del 
olvido, negligencia ó resistencia de estos ó de alguno de ellos á dar 
comienzo al juicio ó á continuarlo, y se concluirá suplicando se les 
prevenga que procedan sin dilación al cumplimiento de su encar-
go, bajo apercibimiento de responder de los daños y perjuicios. 
Siendo esto un incidente del juicio de árbitros, no tienen necesidad 
los litigantes de valerse de procurador, según el núm. 4.° del ar-
tículo 4.°, aunque sí de letrado. Tampoco tienen necesidad de 
acompañar documentos ni otra prueba de los hechos, puesto que la 
ley no la exige, y que se concede á los árbitros el medio de impug-
narlos. Ese escrito no tiene otro carácter que el de un  . apremio, y 
el juez debe acordarlo accediendo de plano á la pretensión. Y aun-
que por tener ese carácter pudiera considerarse exceptuado de la 
copia, como su principal objeto es preparar la demanda de respon-
sabilidad, según luego diremos, y los árbitros para oponerse han 
de impugnar los hechos y razones que en él se aleguen, creemos 
de necesidad se acompañen tantas copias de dicho escrito y de los 
documentos en su caso cuantos sean los árbitros apremiados, con-
forme á lo prevenido en los artículos 515 y siguientes, que son de 
aplicación á estos juicios por ser declarativos, y como se declara en 
el 806. 
La providencia de apremio debe notificarse en la forma ordi-
naria al árbitro ó árbitros apremiados, entregándoles la copia del 
escrito, los cuales pueden oponerse á ella, ya por estimar inmotiva-
do el apremio, ya alegando alguna excusa que justifique su con-
ducta, ó para eximirse del cargo, y por consiguiente, de responsa-
bilidad. No determina , la ley las causas que podrán servir de excu-
sa, dejándolas por consiguiente á la prudente apreciación del juez: 
podrán servir, lo mismo que para renunciar el cargo, las que indi-
có por vía de ejemplo la ley 30, tít. 4.°, Partida 3.a, á saber: haber 
sido injuriado por alguna de las partes, ausencia larga en servicio 
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del Estado, enfermedad, ó cualquier otro impedimento físico ó mo-
ral, y también por considerar revocado el compromiso por hechos 
posteriores de los mismos interesados, como el haber promovido el 
mismo pleito ante el juez ordinario ó haberlo sometido á otros ave-
nidores. 
Tampoco fija la ley término para presentar la oposición, pero 
del último párrafo del artículo que estamos comentando se deduce 
que debe hacerse antes de que se tenga por consentida la provi-
dencia, pues si se consiente queda firme y no cabe recurso alguno. 
Toda providencia que no es de mera tramitación, como no lo es la 
de que se trata, queda consentida y firme si no se pide reposición 
dentro de los cinco días siguientes al de la notificación de la mis-
ma: luego dentro de este término habrá de formularse la oposición, 
por la cual se intenta realmente la reposición de dicha providencia. 
La oposición de los árbitros al apremio es de grave transcen-
dencia, puesto que si no se oponen y consienten la providencia, 
queda preparada la acción para exigirles la responsabilidad de da-
ños y perjuicios si no pronuncian su fallo dentro del plazo del com-
promiso. Al oponerse, podrán pedir que se declare inmotivado y 
sin efecto el apremio ó relevados del cargo en virtud de las excu-
sas y razones que aleguen. Esta oposición, que como hemos dicho 
ha de deducirse antes de qúe quede consentida la providencia de 
apremio, debe sustanciarse por los trámites y con los recursos es-
tablecidos para l`ôs incidentes, como se ordena en el párrafo 2.° del 
artículo que estamos examinando. Por consiguiente, del escrito en 
que se deduzca, y del cual deberán acompañarse las copias preve-
nidas en el art. 515, se dará traslado por seis días á la parte apre-
miante, observándose lo prevenido para la sustanciación y fallo de 
los incidentes en los artículos 749 y siguientes; pero si los árbitros 
se excusasen de seguir en el cargo, habrá de conferirse también el 
traslado á los demás interesados en el compromiso y que sean 6 
deban ser parte en el juicio arbitral, porque á todos afecta esa 
cuestión. 
Mientras se sustancia y decide la oposición queda en suspenso 
el término del compromiso. Así lo declara también con notoria jus-
ticia el mismo art. 797 en su párrafo 2.° Esta suspensión durará 
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desde el día en que se presente el escrito de oposición, hasta que 
se notifique á las partes la sentencia firme que acerca de ella re-
caiga, descontándose este tiempo del término señalado en el com-
promiso, cuando haya de continuarse el juicio arbitral. 
Y en cuanto á la demanda de daños y perjuicios, podrá enta-
blarla la parte perjudicada contra el árbitro ó los árbitros que los 
hayan causado por no haber cumplido su encargo, luego que trans-
curra el plazo fijado en el compromiso para pronunciar la senten-
cia. Esta demanda es la que ha de sustanóiarse por los trámites del 
juicio declarativo que corresponda, como lo declara el párrafo úl-
timo de dicho artículo. Deberá, pues, formularse conforme el ar-
tículo 524, acompañando las copias prevenidas de la misma y de los 
documentos en que se funde, que deberán ser, la escritura de com-
promiso, testimonio del que resulte la fecha de la aceptación de los 
árbitros, y que ha transcurrido el plazo, sin haber pronunciado su 
sentencia, y si no se comparece en los autos originales instruidos 
en el juzgado de primera instancia, testimonio con referencia á los 
mismos de la providencia de apremio -y de que fué consentida ó 
desestimada la oposición en su caso. En esa demanda debe la parte 
actora fijar la cuantía de los daños y perjuicios que crea se le han 
ocasionado, sin dejarla á la apreciación de peritos ni al resultado 
de la prueba, y así lo da por supuesto la ley al ordenar que se 
sustancie por los trámites del juicio declarativo que corresponda: 
es preciso, por tanto, fijar la cantidad para determinar el juicio 
correspondiente, y para que sirva de base á la discusión, sin per-
juicio de la facultad del juez para moderarla en la sentencia si la 
considera excesiva. No creemos necesario el acto de conciliación, 
porque siendo consecuencia de otro juicio, está comprendido el 
caso en la excepción 2.a del art. 460. 
Pero téngase muy presente que no procede ni puede entablarse 
dicha demanda de responsabilidad, si no hubiere precedido el apre-
mio. «Desestimada la oposición, dice la ley, ó consentida aquella 
providencia (la de apremio), la parte perjudicada podrá entablar 
la demanda de daños y perjuicios contra el árbitro ó los árbitros 
que los hayan causado»: luego no podrá entablarse esta demanda 
cuando no hubiere precedido el apremio de la parte interesada, 
w 
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porque sin esta pretensión, el juez de primera instancia no ha po-
dido dictar aquella providencia, ni oponerse los árbitros á la mis-
ma. Y la razón de la ley es bien obvia: cuando los interesados no 
apremian, es claro que cónsienten la inacción ó negligencia de los 
árbitros, y que están conformes con que estos no cumplan su encar-
go y quede sin efecto el compromiso, y no sería justo en tal caso 
exigirles la responsabilidad por una falta de la que son también 
responsables aquéllos. Por esto es indispensable para poder enta-
blar esa demanda, que la parte interesada haya apremiado oportu-
namente á los árbitros para compelerles á que cumplan su encargo, 
y que no lo hayan cumplido á pesar de haber consentido la provi-
dencia de apremio ó de haber sido desestimada su oposición. 
• 	 ARTÍCULO 798 
(Art. 797 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los árbitros sólo son recusables por causa que haya 
sobrevenido después del compromiso, 6 que se ignorara 
al celebrarlo. 
ARTÍCULÓ 799 
(Art. 798 para Cuba y Puerto Rico.) 
Los árbitros podrán ser recusados por las mismas 
causas que los demás Jueces. 
La recusacion debe hacerse ante ellos mismos. 
Si no accedieren, la parte que la haya propuesto 
podrá repetirla ante el Juez de primera instancia del 
partido en que resida el árbitro recusado, 6 cualquiera 
de ellos si fuere recusado más de uno. 
Miéntras se sustancia el incidente de recusacion ante 
el Juez de primera instancia, quedará en suspenso el 
juicio arbitral, debiendo continuar despues que sobre 
la recusacion haya recaido ejecutoria. 
De la recusación de los árbitros tratan estos dos artículos, to-
mados literalmente de los 784 y 785 de la ley de 1855. Siendo los 
árbitros verdaderos jueces en el negocio sometido á su fallo, deben 
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concurrir en ellos las condiciones de imparcialidad y rectitud exi-
gidas á todo el que administra justicia: por esto se les declara recu-
sables, y pueden ser recusados por ambas partes, y por las mismas 
causas que los demás jueces, que son las determinadas en el artícu-
lo 189. Pero se exige también que la causa, en que se funde la re-
cusación, haya sobrevenido después del compromiso, ó que se igno-
rara al celebrarlo, porque si era anterior y conocida de la parte in-
teresada, al someterse ésta al fallo de aquel árbitro, reconoció su 
imparcialidad y renunció al derecho de tacharlo: de otro modo no 
debió consentir en el compromiso, como se ha indicado en el co-
mentario del art. 791. 
La recusación debe hacerse ante los mismos árbitros en la 
forma prevenida en el art. 194, y se sustanciará conforme á lo es-
tablecido en el 195 y siguientes. Por consiguiente, si el árbitro es 
uno solo, y estima que la causa de recusación es cierta y de las 
expresadas en el art. 189, y que há sobrevenido después del com-
promiso ó que la parte la ignoraba al celebrarlo, dictará auto 
dándose por recusado y mandando se haga saber á las partes para 
el uso de su derecho; y en otro caso, denegará la recusación, man-
dando se entregue á la parte, si lo pide, el escrito original de re-
cusación con las diligencias en su virtud practicadas para que pue-
da acudir ante quien corresponda. Cuando sean tres ó cinco los 
árbitros, dicho auto se dictará por todos ellos en ambos casos, des-
pués de consignar el recusado si reconoce ó no como cierta la cau-
sa alegada. 
Contra el auto admitiendo la recusación no se da recurso al-
guno, conforme al art. 197. Si se deniega, «la parte que la haya 
propuesto podrá repetirla ante el juez de primera instancia del 
partido en que resida el árbitro recusado, ó cualquiera de ellos si 
fuere recusado más de uno.» Así se dispone en el párrafo 3.° del 
art. 799 que estamos examinando, de acuerdo en cuanto á la com-
petencia con lo establecido en la regla 10 del 63. Estos incidentes 
habrán de sustanciarse conforme á los arts. 204 y siguientes, por 
los trámites y con los recursos que en ellos se determinan, siendo 
indispensable para ello que la parte interesada reproduzca ó repi-
ta la recusación ante el juez de primera instancia competente. 
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Esto se hará por medio de escrito con dirección de letrado, pero 
sin necesidad de procurador, acompañando las diligencias origina-
les practicadas ante los árbitros, que como antes hemos dicho, de-
ben entregársele á este fin, pues con ellas debe formarse la pieza 
de recusación según el art. 199, y tantas copias del escrito cuantos 
sean los litigantes contrarios, á quienes se dará traslado por tres 
días, y se practicará•lo demás que previenen los artículos antes ci-
tados, cuyos comentarios podrán consultarse como complemento 
de esta materia. 
El término para proponer la recusación en estos casos y para 
repetirla ante el juez de primera instancia debe ser el señalado 
como regla general en los arts. 192 y 193: debe proponerse tan 
luego como ocurra la causa o llegue á noticia del recusante, justifi-
cando que no tuvo antes conocimiento de ella, y en todo caso an-
tes de la citación para sentencia. La parte interesada perderá ese 
derecho, si.después de tener noticia de la causa sigue gestionando 
en los autos sin proponer la recusación ante los árbitros, é sin re-
petirla ante el juez de primera instancia, pues se supone que la re-
nuncia por tener confianza en la imparcialidad de los árbitros. 
Ordena, por último, el art. 799, que «mientras se sustancia 
el recurso de recusación ante el juez de primera instancia, queda-
rá en suspenso el juicio arbitral, debiendo continuar después que 
sobre la recusación haya recaído ejecutoria». Será necesario á di-
cho fin que por otrosí del escrito en que se interponga el recurso se 
pida testimonio de haberlo interpuesto, el que se presentará á los 
árbitros para que suspendan sus procedimientos; y luego que haya 
recaído auto firme sobre la recusación, se llevará por la parte á 
quien interese, otro testimonio de aquél ante los mismos para que 
continúen el juicio, si ésta hubiera sido denegada; ó para que se 
tenga por separado el árbitro recusado, si hubiese sido otorgada. 
En este caso, la recusación ha de producir naturalmente el mismo 
efecto que el fallecimiento, y habrá de practicarse lo que se orde-
na en el art. 801 para el reemplazo del recusado, siguiendo mien-
tras tanto en suspenso el juicio arbitral. 
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ARTÍCULO 800 
(Art. 799 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El compromiso cesará en sus efectos: 
1.0 Por la voluntad unánime de los que lo contra-
jeron. 
2.° Por el trascurso del término señalado en el 
compromiso, y de la .próroga en su caso, sin haberse 
pronunciado sentencia. - 
Si esto sucede por culpa de los árbitros, quedarán 
obligados á la indemnizaoion de daños y perjuicios. 
Concuerda este artículo con el 786 de la ley de 1855, modifica-
da ligeramente la redacción del núm. 2.° para comprender en él el 
transcurso de la prórroga del término del compromiso, no mencio-
nada en dicha ley, porque no autorizaba tal prórroga; ahora la 
 autoriza el art. 803, y era procedente hacer aquí mención especial 
de ella. 
Los efectos del compromiso no son ni pueden ser otros que la 
sustanciación del juicio arbitral por los trámites que la ley déter-
mina, hasta que los árbitros pronuncien su sentencia sobre los pun-
tos ó cuestiones sometidas á su fallo por voluntad expresa de los 
interesados. En el presente artículo se determinan los casos en que 
ha de cesar el compromiso en sus efectos, y por consiguiente tam-
bién los árbitros en sus facultades, teniéndose aquél por revocado 
ó terminado. Dichos casos son: 
1.° «Por la voluntad unánime de los que lo contrajeron.»—El 
mutuo disentimiento es el medio más general y común de disolver 
los contratos bilaterales, y no había razón para  que fuera el com- 
promiso una excepción de esta regla, debiendo como debe su exis-
tencia á la voluntad ó convenio de las partes. Y así como esta vo-
luntad ha de haber sido unánime para su constitución, también 
debe serlo para su revocación, y por esto se declara que cesará en 
sus efectos el  compromiso por la voluntad unánime de los que lo 
contrajeron. No se entienda por esto que no puede quedar sin efec-
to el compromiso si no concurre esa voluntad unánime de los inte- 
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resados: se dan casos, como lo reconoce la misma ley, en que aquél 
queda sin  . efecto por voluntad solamente de una de las partes, y 
así sucede siempre que una de ellas se niega al cumplimiento ó eje-
cución de cualquiera de los actos que son indispensables para la 
realización del compromiso; pero en tales casos queda obligada esa 
parte á pagar la otra la multa estipulada conforme al núm. 5.° 
del art. 793, según ya se ha dicho, cuya multa no se paga cuando 
queda sin efecto- el compromiso por voluntad unánime de los inte-
resados. 
La voluntad puede ser expresa ó tácita, y en ambos casos pro-
ducirá los mismos efectos. Si los interesados no se ponen de acuer-
do para el reemplazo del árbitro, en los casos de falta de acepta-
ción, incapacidad, recusación ó fallecimiento; si de común acuerdo 
someten la misma cuestión ó la decisión de otros árbitros ó de ami-
gables componedores, ó la llevan ante el juez ordinario; si termi-
nan su litigio por medio de una transacción; si se extingue la obli-
gación litigiosa por cualquiera de los medios legales, es tan clara y 
manifiesta la voluntad de las partes para que cese el compromiso 
en sus efectos, como cuando así lo convienen y lo consignan expre-
samente en un documento público ó en otra forma fehaciente. Los 
árbitros deben sobreseer en sus actuaciones y dar por terminado 
su encargo, siempre que así lo soliciten los interesados de común 
acuerdo, y también cuando cualquiera de las partes les 'exponga y 
justifique el hecho del que resulte la voluntad unánime de los inte-
resados de separarse del compromiso y que cese éste en sus efectos. 
2.° «Por el transcurso del término señalado en el compromiso, 
y de la prórroga en su caso, sin haberse pronunciado sentencia.»—
La ley 27, tít. 4.°, Partida 3.a, señaló también esta causa como efi-
ciente de la terminación de los efectos del compromiso. La jurisdic-
ción de los árbitros está limitada al tiempo, cosas y personas en él 
designadas, y es consiguiente que cesen sus facultades para juzgar 
luego que transcurra dicho término, pues «por ende, , se desata el 
poder que ellos habían para librar el pleito,» como dice la ley de 
Partida, antes citada. Véase lo que hemos dicho respecto de este 
término al comentar la circunstancia 4.' 
 del art. 793. Pero como 
los árbitros, una vez aceptado su encargo, están obligados á cum- 
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plirlo, seg(In el art. 796, incurrirán en la responsabilidad de daños 
y perjuicios que en él se determina, si por su culpa hubiere trans-
currido dicho término sin pronunciar dentro de él la sentencia, 
como se declara también en el 800. 
Concluiremos indicando, que será nulo todo cuanto hagan los 
árbitros después de haber cesado el compromiso en sus efectos, por 
carecer ya de jurisdicción para conocer del negocio. Deberán las 
partes hacerles presente en tal caso, que ha pesado el compromiso, 
requiriéndoles para que se abstengan de conocer; y si no accedie-
ren, procederá el recurso de reposición ante los mismos árbitros y 
el de nulidad para ante  la Audiencia, conforme al art. 821. 
ARTÍCULO 801 
(Art. 800 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si fallecieren los árbitros ó alguno de ellos, los inte-
resados se pondrán de acuerdo para reemplazarlos en 
la forma designada para su nombramiento; á no ser que 
convengan en que dicten el fallo los que queden. 
El juicio, entre tanto, quedará en suspenso para con-
tinuarlo despues, en el estado en que se hallare. 
Lo que resuelvan los interesados se consignará en 
escritura pública; y si no se ponen de acuerdo, queda-
rá sin efecto el compromiso. 
La ley 28, tít. 4 °, Partida 3.a  prohibía seguir adelante en el 
juicio arbitral cuando fallecía alguno de los jueces de avenencia, 
fundándose en que por la muerte del compañero quedaba desatado 
el poderío que tenían para juzgar, á no ser que las partes hubie-
sen convenido al otorgar el compromiso en que pudieran los res-
tantes continuar el juicio y dictar sentencia. El art. 787 de la ley 
de 1855 atribuyó á la muerte de los árbitros ó de cualquiera de 
ellos los mismos efectos que á la no aceptación, de suerte que que-
daba subsistente el compromiso si las partes procedían al reempla-
zo del que hubiere fallecido. Y este mismo principio se acepta en el 
artículo de este comentario, pero restableciendo la disposición de 
la ley de Partida en cuanto permitía la continuación del juicio poi 
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los árbitros restantes, cuando ésta sea la voluntad de los interesa-
dos, porque así se facilita la realización del compromiso. 
Se ordena en él con notoria conveniencia, que «si fallecieren 
los árbitros ó alguno de ellos, los interesados se pondrán de acuer-
do para reemplazarlos en la forma designada para su nombramien-
to», esto es, conforme á los artículos 791 y 795, y se añade: «á no 
ser que convengan en que dicten el fallo los que queden.» De lo 
cual se deduce, que si, este convenio lo hubieren consignado en la 
escritura de compromiso, por la muerte de uno ó dos de los árbi-
tros, cuando sean tres ó cinco, no se interrumpirá la marcha del 
juicio, puesto que los restantes están ya facultados para continuar-
lo y fallarlo, sin necesidad de nuevo acuerdo de los interesados. Y 
es de notar que para este solo caso permite la ley què sea par el 
número de los árbitros, por la conveniencia de que terminen el 
juicio los que tienen conocimiento de él desde su principio. 
No habiéndose consignado ese acuerdo en la escritura de com-
promiso, cuando fallezca alguno de los árbitros tendrán que re-
unirse los interesados para acordar su reemplazo ó que dicten el 
fallo los que queden. Lo que resuelvan, se consignará en escritura 
pública, de la cual se librará copia para unirla á las actuaciones 
del juicio arbitral, en el que ha de producir sus efectos. Si no se 
ponen de acuerdo, quedará sin efecto el compromiso, no pudiendo 
exigirse la multa en tal caso. Y cuando alguna de las partes no se 
preste á reunirse para tomar dicho acuerdo, habrá de emplearse el 
procedimiento establecido en el párrafo último del art. 795, esto 
es, 15, instancia de la otra será aquélla requerida por notario para 
que concurra con el objeto antedicho, y si transcurren tres días 
sin haberlo realizado, qnedará sin efecto el compromiso, pero pa-
gando la parte rebelde á la otra la multa estipulada conforme al 
núm. 5.° del art. 793. 
En tales casos, quedará en suspenso el juicio arbitral desde el 
día en que hubiere fallecido el árbitro, hasta el en que, verificado 
su reemplazo, acepte el elegido. La aceptación se consignará á con-
tinuación de la copia de la escritura, que ha de unirse á los autos, 
autorizándola el notario en la forma que se previene en el art. 794. 
Y si las partes hubieren convenido en que se continúe y falle el 
r 
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juicio por los árbitros que queden, éstos acordarán que se alce la 
suspensión así que se les presente la copia de la escritura en que 
conste dicho convenio. 
La ley de Partida antes citada daba también por terminado el 
compromiso por muerte de alguna de las partes, á no ser que en él 
se hubiere convenido lo contrario, en cuyo caso los árbitros debían 
emplazar á los herederos del finado para ir adelante en el jui-
cio. Nada se ha dispuesto sobre este punto en la ley anterior ni en 
la actual, porque está subordinado á las reglas de los contratos, y 
éstos, por regla general, producen sus efectos entre las partes que 
los otorgan y sus herederos, como se declara en el art. 1257 del 
Código civil. Por consiguiente, no debe quedar sin efecto el com-
promiso por el fallecimiento de alguna de las partes; sus herederos 
están obligados á continuar el juicio, para lo cual deberán ser cita-
dos, si no comparecen voluntariamente, como se hace en todo jui-
cio declarativo, y si después de esta citación no comparecen en el 
plazo que se les señale, ó se niegan á ejecutar los actos indispensa-
bles para realizar el compromiso, incurrirán en la multa estipula-
da conforme al núm. 5.° del art. 793, salvo siempre pacto en con-
trario. 
ARTICULO 802 
Art. 801 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El término señalado en el compromiso para pronun-
ciar sentencia, empezará á correr desde el dia siguien-
te al de la última aceptación de los árbitros, á no ser 
que los interesados hubieren fijado el dia en la escri-
tura. 
ARTICULO 803 
(Art. 802 para Cuba y Puerto Rico.) 
Podrán los interesados de comun acuerdo prorogar 
dicho término, consignándolo en escritura pública, adi-
cional á la de compromiso. 
Tambien podrán prorogarlo los árbitros, cuando 
expresamente se les haya concedido esta facultad en la 
escritura; pero en este caso no podrá exceder la pr6ro- 
• 
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ga de la mitad del término señalado en el compromi-
so, y habrá de tomarse el acuerdo por unanimidad de 
votos. 
El'primero de estos artículos concuerda con el 782 de la ley 
de 1855, aunque notablemente reformado, y el segundo ha sido adi-
cionado en la presente ley para suplir la omisión de aquélla sobre 
la prórroga del término del compromiso. Son tan claras las dispo-
siciones de ambos, que bastará atenerse á su letra para aplicarlos 
sin ninguna dificultad. Puede verse lo que hemos expuesto sobre 
dicho término al comentar el núm. 4.° del art. 793. Sólo indicare-
mos que la prórroga habrá de entenderse para la sustanciación y 
fallo del juicio en el estado en que se halle al tiempo de otorgarla, 
sin retroceder en el procedimiento, á no ser que los interesados 
convengan en otra cosa, ó fijen de común acuerdo el objeto de la 
prórroga: si ésta fuese sólo para la ampliación de las pruebas, ó 
para dictar la sentencia, no vemos inconveniente en que así se 
practique. 
ARTÍCULO 804 
(Art. 803 de la ley para Cuba y Puerto  Rico.) 
Las actuaciones del juicio arbitral se verificarán por 
ante escribano del eTuzgado de primera instancia, ele-
gido por los árbitros, si no lo hubiesen designado los 
interesados de común acuerdo. 
Siempre han exigido nuestras leyes la intervención de escriba-
no en las actuaciones judiciales para dar fe de ellas y autorizarlas 
con su firma, y no había razón para dispensar al juicio arbitral de 
esta formalidad, establecida como regla general en el art. 249. So-
bre este punto, la ley de 1855 se limitó á decir en su art. 788, que 
«toda la sustanciación del juicio arbitral se hará ante escribano»; 
y para evitar las dudas que solían ocurrir en la práctica, se añade 
ahora, que ese escribano ha de ser uno de los del juzgado de pri-
mera instancia á que corresponda el lugar designado en la escritu-
ra de compromiso para seguir el juicio arbitral; que su elección co- 
t 
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rresponde á los mismos interesados, siempre que lo hagan de co-
mún acuerdo, y en otro caso á los árbitros. Como la designación 
del escribano no es requisito esencial de dicha escritura, los inte-
resados podrán hacerla en ella ó en otra separada, y también por 
escrito 6 comparecencia ante los árbitros, puesto que la ley no de-
termina la forma en que haya de hacerse. Los árbitros están obli-
gados á valerse en todas sus actuaciones del escribano designado 
de común acuerdo por todos los interesados, y sólo en el caso de 
que no resulte este acuerdo ó lo hayan omitido, están aquéllos fa-
cultados para elegir al que crean conveniente entre los que actúen 
en el juzgado de primera instancia. Dicho escribano podrá ser re- 
cusado en los casos y en la forma que se determinan en los artícu-
los 234 y siguientes, debiendo conocer de este incidente los mismos 
árbitros. 
ARTÍCULO 805 
(Art. 804 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los árbitros señalarán á los interesados un plazo, 
que no podrá exceder de la cuarta parte del fijado en 
la escritura, para formular sus pretensiones y presen-
tar los documentos en que las apoyen. 
Si alguno de los interesados no lo hiciere, continua-
rá el juicio en su rebeldía, sin perjuicio de exigirle la 
multa estipulada por haber dejado de cumplir con los 
actos indispensables para la realizacion del compro-
miso. 
En cualquier estado del juicio en  que comparezca 
el rebelde, será oido, pero sin que en ningun caso pue-
da retroceder la sustanciacion. 
ARTÍCULO 806 
Las pretensiones y documentos que se presentaren, . 
se comunicarán mútuamente a. las partes por medio de 
las copias que han de acompañarse conforme á lo pre-
venido en los artículos 515 y siguientes, concediéndo-
les para impugnarlas un término que no podrá exce- 
38 LIB. II—TÍT. V 
der de la cuarta parte del señalado en el artículo an-
terior para formularlas. 
Art. 805 para Cuba y Puerto Rico. —(La referencia es ci los artícu-
los 514 y siguientes de esta ley, sin otra variación) 
ARTÍCULO 807 
(Art. 806 para Cuba y Puerto Rico.) 
Dentro de dicho término, cada interesado podrá im-
pugnar las pretensiones del contrario y presentar los 
documentos que creyere necesarios al efecto. 
En estos escritos manifestarán si estiman ó no nece-
sario el recibimiento á prueba. 
ARTÍCULO 808 
(Art. 807 para Cuba y Puerto Rico.) 
Luego que trascurran los términos concedidos para 
formular las pretensiones é impugnarlas, los árbitros 
recibirán el pleito á prueba si lo hubieren solicitado 
ámbas partes, 6 si no hubiere conformidad entre ellas 
sobre hechos de directa y conocida influencia en las 
cuestiones objeto del pleito. 
ARTÍCULO 809 
(Art. 808 para Cuba y Puerto Rico.) 
Aunque ninguna de las partes hubiere pedido el re-
cibimiento á prueba, los árbitros podrán acordarlo, de-
terminando los hechos á que deba contraerse. 
En este caso, la prueba no podrá ampliarse á ningun 
otro punto. 
ARTÍCULO 810 
(Art. 809 para Cuba y Puerto Rico.) 
El término de prueba no podrá exceder de la cuar-
ta parte del señalado en el compromiso. 
Será comun para proponerla y practicarla, y dentro 
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de él habrá de hacerse tambien la prueba de tachas en 
su caso. 
ARTÍCULO 811 
(Art. 810 para Cuba y Puerto Rico.) 
Son admisibles en el juicio arbitral los mismos me-
dios de prueba que en el ordinario de mayor cuantía, 
y las diligencias que se propongan se practicarán con 
igual solemnidad y en la misma forma. 
Se permitirá á los interesados sacar copias 6 notas 
de las pruebas que se ejecuten. 
ARTÍCULO 812 
(Art. 811 para Cuba y Puerto Rico.) 
Para las diligencias de prueba que no puedan prac-
ticar por sí mismos los árbitros, impetrarán el auxilio 
del Juez de primera instancia, el cual expedirá los 
mandamientos, exhortos y demas despachos que sean 
necesarios. 
ARTÍCULO 813 
(Art. 812 para Cuba y Puerto Rico.) 
Concluido el término de prueba y unidas á los autos 
las que se hubiesen practicado, los árbitros citarán á 
las partes para sentencia. 
Antes de pronunciarla, podrán oir á las partes 6 á 
sus letrados, si lo creen necesario é aquellas lo solici-
tan, señalando dia para la vista. 
ARTÍCULO 814 
(Art. 813 para Cuba y Puerto Rico.) 
Los árbitros, ántes de pronunciar su fallo, podrán 
acordar para mejor proveer la práctica de cualquiera 
de las diligencias expresadas en el art. 340. 
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ARTÍCULO 815 . 
(Art. 814 para Cuba y Puerto Rico.) 
Los árbitros pronunciarán su fallo sobre todos los 
puntos sujetos á su decision, dentro del plazo que res-
te por correr del señalado en el compromiso, 6 de su 
próroga, si se hubiere otorgado. 
I 
Consideraciones generales sobre el procedimiento arbitral.—
Después de haber establecido todo lo referente á la constitución 
y efectos del compromiso y á las personas de los árbitros hasta 
que con la aceptación del cargo se hallan en el caso de ejercer sus 
funciones, pasa la ley á ordenar el procedimiento para incoar y 
sustanciar el juicio arbitral hasta ponerle término con la sentencia 
de los árbitros. Este es el objeto de los once artículos, que vamos 
á examinar en un solo comentario para presentar con más cohesión 
los trámites de estos juicios. Es el mismo procedimiento que esta-
bleció la ley de 1855 en sus artículos 782 y 789 al 802, cuyas dis-
posiciones se reproducen en los de este comentario, aunque con 
modificaciones y adiciones importantes, dirigidas á evitar dudas y 
suplir deficiencias de dicha ley. 
La principal ventaja del juicio arbitral debe consistir en econo-
mizar tiempo y gastos, y nada de esto se conseguía en la práctica 
antigua, puesto que, conforme á las leyes 23 y siguientes del títu-
lo 4.°, Partida 3.a, los árbitros debían proceder y procedían del 
mismo modo que los jueces ordinarios, y daban al juicio toda la 
sustanciación correspondiente á su naturaleza. En la ley de Enjui-
ciamiento mercantil de 1830 se dió á estos juicios un procedimien-
to especial para los asuntos de comercio, que fué adoptado después 
por la de Enjuiciamiento civil de 1855, y es el mismo que se ha 
trasladado á la presente. Este procedimiento es más breve que el 
ordinario y más adecuado á su objeto, sin que por esto deje de re-
unir las circunstancias esenciales de todo juicio declarativo, cuales 
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son, demanda, contestación, prueba y sentencia, como se verá al 
exponerlo. Ha de emplearse en todos los asuntos sometidos á la de-
cisión de árbitros, cualquiera que sea su cuantía: acaso resulte lar-
go y dispendioso para las cuestiones de poca importancia ó de es-
caso valor; pero las partes tienen en su mano el remedio, toda vez 
que pueden someter esas cuestiones al juicio de amigables compo-
nedores, que no tiene que sujetarse á.îormas legales. 
Ya se ha dicho que los árbitros están obligados á pronunciar 
su sentencia dentro del plazo fijado en el compromiso, y de la pró-
rroga en su caso, bajo la pena de responder de daños y perjuicios. 
Por consiguiente, la duración del juicio no puede exceder de ese 
plazo, y como á la sentencia han de preceder las alegaciones y 
pruebas de las partes, para el mejor orden del juicio la misma ley 
divide ese término ó plazo en cuatro períodos: el 1. 0, para formu-
lar las pretensiones respectivas: el 2.°, para impugnarlas: el 3 °, 
para la prueba; y el 4.°, para dictar sentencié. El primer período 
no puede esceder de la cuarta parte de todo el término: el segundo, 
de una.cnarta parte del anterior, que equivale á una décimas*ta 
parte de aquél: el tercero, de otra cuarta parte también de todo el 
plazo señalado en la escritura, y el término restante se deja para el 
cuarto período. 
Expondremos lo que ha de practicarse en cada uno de dichos 
períodos; pero antes indicaremos, por ser de aplicación general á 
todos ellos, que en el juicio arbitral pueden comparecer las partes 
por sí mismas, ó por medio de sus administradores, sin necesidad 
de valerse de procurador, conforme al núm. 4.° del art. 4.°; que 
deben ser dirigidas por letrados habilitados para ejercer, puesto 
que no está comprendido este caso entre las excepciones del artícu-
lo 10; que no es necesario intentar la conciliación, según la excep-
ción 8." del art. 460; que son aplicables á estos juicios las disposi-
ciones contenidas en las secciones 3° y 4° del capítulo 1.°, tít. II 
de este libro, relativas á la presentación de documentos y á las co-
pias de estos y de los escritos, y que debe emplearse el papel sella-
do del timbre correspondiente á la cuantía litigiosa. 
Téngase presente también, que el procedimiento que vamos á 
exponer es para el caso en que el pleito se incoe y principie ante 
TOMO IV 
	
6 
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los árbitros: respecto de los ya incoados y pendientes en primera 6 
en segunda instancia, véanse los artículos 824 y 825. 
II 
PRIMER PERIODO.—Abrir el juicio y formular las partes sus 
pretensiones.—Como los árbitros incurren en responsabilidad, según 
ya hemos dicho, si por su culpa transcurre inútilmente el término 
señalado en la escritura de compromiso, deben, así que aceptaren 
el cargo, dictar las providencias necesarias para que principie el 
juicio, y se sustancie por los trámites que marca la ley. Al efecto 
se pondrán de acuerdo lo más pronto posible, si son tres ó cinco' 
acerca del local donde hayan de reunirse como tribunal, que regu-
larmente será la casa del más antiguo en la abogacía, según , se 
acostumbra, á no ser que por circunstancias particulares convinie-
ren en otro; y elegirán el escribano que haya de actuar en el juicio, 
si las partes no lo hubiesen designado; y en seguida acordarán su 
primera providencia, que extenderá el escribano en los auLos á con-
tinuación de las diligencias de aceptación. 
Dicha primera providencia ge reducirá á mandar los interesa-
dos, como previene el art. 805, primero de este comentario, que 
formulen sus pretensiones y presenten los documentos en que las 
apoyen respectivamente, dentro del término que al efecto les seña-
larán. Este término no podrá exceder, como ya se ha dicho, de la 
cuarta parte del fijado en la escritura para pronunciar los árbitros 
su sentencia, pudiendo prorrogarlo á petición de cualquiera de las 
partes, cuando en la primera providencia no lo hubiesen concedido 
por entero, pero sin poder traspasar dicho límite. 
Nótese bien que en este primer período han de formular ambas 
partes sus respectivas pretensiones, presentando los documentos 
en que las apoyen; de modo que no se sigue el orden sucesivo 
de demanda y contestación, sino que á la vez ha de exponer cada 
parte sus pretensiones, lo mismo cuando tengan reclamaciones 
mutuas que hacerse, que cuando la una demande el cumplimiento 
de una obligación ó la reivindicación de una cosa, y la otra se 
oponga negando 6 excepcionando. Para introducir esta novedad, 
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se habrá tenido en cuenta que necesariamente han de haber prece-
dido explicaciones entre los interesados acerca de la cuestión liti-
giosa, puesto que debe expresarse con todas sus circunstancias en 
la escritura de compromiso; y de consiguiente, en ningún caso pue-
de ofrecer dificultad ni confusión la ejecución de lo dispuesto por  
la ley. La parte demandante pedirá que se condene á la otra al  
cumplimiento de la obligación de que se trate, ó lo que proceda,  
concretándose á la contienda sometida á la decisión de los árbi-
tros, y la demandada solicitará á la vez su absolución, ó que se la  
declare libre de la obligación ó de lo que pretenda la contraria.  
Este sistema de enjuiciar, en el que realmente no hay demandante  
ni demandado para los efectos . del procedimiento, no puede ser ta-
chado de inconveniente, puesto que se concede á cada una de las  
partes el medio de impugnar lo alegado por la otra, como luego  
veremos. 
No se determina la fórmula de estos escritos. Teniendo en con-
sideración que en estos procedimientos debe dominar la buena fe,  
no creemos de necesidad la numeración de los puntos de hecho y  
de derecho que se exige para el juicio ordinario, aunque debemos  
aconsejar este método por ser el más claro y á propósito para fijar  
bien la cuestión. Y en cuanto á documentos, cada parte debe pre-
sentar con su escrito los que le favorezcan ó en que apoye sus pre-
tensiones, como lo previene terminantemente el art. 805. Si no los  
tiene á su disposición, debe adquirirlos por los medios legales; y  
cuando no haya podido conseguirlos dentro del plazo señalado para  
formular las pretensiones, lo hará presente designando el archivo 
 ó lugar en que se encuentren los originales, como previene el ar-
ticulo 504, ofreciendo presentarlos luego que los adquiera.  
No es de presumir que las partes, cuando voluntariamente han  
sometido el negocio al juicio arbitral, dejen transcurrir el plazo d e-
signado sin formular sus pretensiones; pero si lo hiciere alguna de  
ellas, lo mismo la que hubiere iniciado la contienda que la otra,  
no por esto se suspenderá el juicio, sino que continuará en su re- 
beldía, exigiéndole la multa estipulada con arreglo á la circunstan-
cia 5.' del art. 793, por haber dejado de cumplir los actos indispen-
sables para la realización del compromiso. Así lo ordena el mismo 
• 
	^ 
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art. 805, previniendo además, conforme á lo establecido para todos 
los juicios en rebeldía, que se oiga al rebelde en cualquier estado 
del juicio en que se presente, sin retroceder la sustanciación en 
ningún caso, de modo que sólo podrá utilizar los trámites que 
resten. 
Dicha declaración de rebeldía podrá hacerse á instancia de la 
otra parte; pero también deberán hacerla de oficio los árbitros cuan-
do, transcurrido el término concedido para formular las pretensio-
nes, se vean en el deber de dar á los autos el curso legal, pues de 
otro modo incurrirían en responsabilidad. En este caso se consig-
nará en la providencia que, en atención á que el litigante se há 
constituido en rebeldía, se continúe la sustanciación del juicio, no- 
tificándole en estrados las providencias que recaigan, con arreglo 
á los arts. 281 y siguientes. En la misma providencia declararán 
los árbitros á dicho litigante incurso en la multa; pero su exacción 
corresponde al juez de primera instancia por la vía de apremio. 
Cuando ninguna de las partes haya formulado sus pretensiones 
dentro del plazo señalado, los árbitros nada podrán hacer de oficio, 
debiendo suponerse que aquéllas han querido separarse del com-
promiso; y si luego comparecen, podrá continuarse el juicio siempre 
que reste término suficiente para ello. 
SEGUNDO PERÍODO.—Impugnación de las pretensiones del con-
trario.— «Las pretensiones y documentos que se presentaren se co-
municarán mutuamente á las partes por medio de las copias que 
han de acompañarse conforme á lo prevenido en los artículos 515 y 
siguientes». Así lo dispone el art. 806, aclarando el 791 de la ley 
anterior, el cual, aunque ordenaba también dicha comunicación, no 
determinó la forma en que había de hacerse. Y añade de acuerdo 
con éste: «concediéndoles para impugnarlas un término que no po-
drá exceder de la cuarta parte del señalado en el artículo anterior 
para formularlas». Déjase también aquí á la prudencia de los árbi-
tros la designación de este término, que en su caso podrán prorro-
gar hasta la cuarta parte del señalado por la ley en el art. 805 
i 1 
• 
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para formular las pretensiones, y no del concedido por los árbitros 
cuando lo hayan reducido. 
Estar comunicación ó traslado no deberá verificarse hasta que 
ambas partes hayan presentado sus pretensiones y documentos, de 
manera que sea simultánea y recíproca, pues de otro modo no sería 
igual la condición de ambos litigantes. Tiene por objeto el que cada 
interesado pueda impugnar las pretensiones y documentos presen-
tados por su contrario, pudiendo presentar también los nuevos do-
cumentos que crean necesarios al efecto, como lo ordena el art. 807. 
Nótese que es potestativo en las partes el hacer ó no esta impug-
nación, por lo que no incurrirán en multa caso de no verificarlo. 
En el . escrito de impugnación debe cada parte fijar definitiva-
mente con claridad y precisión los puntos de hecho y de derecho, 
objetó de la cuestión expresada en la escritura, á cuya cuestión y 
á sus consecuencias necesarias han de concretarse siempre, confe - 
sando ó negando llanamente á la vez los hechos que le perjudiquen 
de los alegados por la contraria. En ese mismo escrito, al que de-
berán acompañarse las copias prevenidas para entregarlas á la con-
traria, deberá manifestar cada parte, conviniendo lo haga por me-
dio de otrosí, si estima ó no necesario el recibimiento á prueba. 
Resulta, pues, que en este juicio, lo mismo que en el ordinario, 
pueden presentarse dos escritos por cada parte antes de la prueba; 
el uno formulando las pretensiones, y el otro impugnando las de 
la contraria. Pero ambas partes lo han de hacer simultáneamente, 
de modo que, aunque la una será la demandante y la otra la recon-
venida, por la razón que ya hemos indicado no se sigue el método 
de demanda y contestación, réplica y dúplica, si bien es idéntico el 
resultado. 
Iv 
TERCER PERÍODO.—Prueba.—Después de haber formulado cada 
'interesado sus pretensiones é impugnado las del contrario, llega eI 
período de la prueba, trámite 'esencial en todo juicio, cuando es de 
hechos la cuestión que se ventila y las partes  no  están conformes 
respecto de ellos. De los casos en que procede el recibimiento á 
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prueba, de su término, de los medios de prueba que pueden utili-
zarse en el juicio arbitral, y del modo de practicarla tratan los ar-
tículos 808 al 812, que vamos á exponer. 
Según el art. 808, luego que se presenten los escritos de im-
pugnación, ó que transcurra el término concedido para presentar-
los, deben los árbitros acordar lo que estimen procedente sobre el 
recibimiento á prueba, aunque las partes no lo hayan solicitado, y 
sin darles nueva audiencia aunque no estén conformes sobre este 
punto. Si aquéllos estimaren que no es necesaria la prueba, en la 
misma providencia mandarán citar á las partes para sentencia. Con-
tra esta providencia, lo mismo que contra las demás que dicten du-
rante la sustanciación del juicio, no caben otros recursos que los 
determinados en el art. 821. 
Los árbitros están obligados á recibir el pleito á prueba, siem - 
pre que lo hayan solicitado una y otra parte. También deben reci-
birlo, aun cuando una sola lo haya pedido, siempre que no resulte 
conformidad sobre hechos de conocida y directa in$uéncia en la 
cuestión. No puede menos de dejarse al prudente juicio de los ár-
bitros la apreciación de estas circunstancias. En estos dos casos 
pueden los interesados proponer durante el término de prueba to-
da la que estimen conducente. 
Pueden también los árbitros recibir el pleito á prueba, aun 
cuando ninguna de las partes lo hubiese pedido; pero en este caso 
han de determinar precisamente en la misma providencia los he-
chos á que ésta deba contraerse, sin que las partes puedan ampliar-
la á ningún otro punto. Así lo ordena el art. 809, sin duda con el 
objeto de que puedan los árbitros dar al proceso la instrucción que 
estimen necesaria para fallar con acierto. No deberán hacer uso, 
en nuestro concepto, de esta facultad, cuando ambas partes hayan 
convenido en que se falle el pleito sin recibirlo á prueba, siempre 
que puedan suplir la falta acordando para mejor proveer, en uso 
de la facultad que les concede el art. 814, la práctica de las dili-
gencias que estimen necesarias para completar la prueba. 
En cualquiera de los casos antedichos, el término de prueba no 
podrá exceder de la cuarta parte del señalado en el compromiso 
para pronunciar los árbitros la sentencia (art. 810). Este precepto 
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tan absoluto excluye la concesión del término extraordinario ultra-
marino y 
 la suspensión del ordinario, lo que tendrán presente los 
interesados para fijar aquel plazo más ó menos largo, habida con-
sideración á la mayor ó menor facilidad en hacer las pruebas. Di-
cho término es el máximo que los árbitros pueden conceder á este 
fin, si bien podrán señalar otro más corto, y otorgar las prórrogas 
que se soliciten antes de cumplirse. No ha de dividirse en dos pe-
ríodos como en el juicio ordinario de mayor cuantía, sino que es 
común dicho término para proponer y practicar toda la prueba, 
inclusa la de tachas de los testigos, cuando concurra en ellos algu-
na de las causas determinadas en el art. 660, y no la hubieren con- 
fesado en su declaración. Lo expuesto en las páginas 562 y siguien-
tes del tomo 3.° sobre la alegación y prueba de tachas en los inci-
dentes es aplicable á estos juicios, pero teniendo presente que no 
puede prorrogarse el término si se hubiere concedido ya todo el 
que corresponda á la cuarta parte del señalado en el compromiso. 
Según el art. 811, son admisibles en el juicio arbitral los mis-
mos medios de prueba que en el ordinario de mayor cuantía, y las 
pruebas ó diligencias probatorias que se propongan, han de prac-
ticarse con igual solemnidad y en la misma forma que en dicho 
juicio ordinario. Son, por lo tanto, aplicables al juicio de que tra-
tamos todas las disposiciones contenidas en los artículos 578 y si-
guientes, que tratan de los medios de prueba, como igualmente las 
de los artículos 565, 566, 567 y 570 hasta el 577, que se refieren á 
la forma y solemnidades con que en general han de proponerse y 
practicarse. 
Previene también el mismo artículo que se permitirá á los inte-
resados sacar copias ó notas de las pruebas que se ejecuten, sin 
duda con el objeto de que puedan prepararse para el acto de la 
vista, si la hubiere. Como hoy son públicas todas las pruebas, po-
drán los interesados ó sus defensores hacer uso de esa facultad des-
de luego ó cuando lo crean conveniente, pero verificándolo en la 
escribanía, de la que no deben salir los autos. 
Al comentar el art. 797 de la ley de 1855, con el que concuer-
da el 811 que estamos examinando, nos hicimos cargo de la duda 
á que daba lugar el silencio de aquella ley sobre la facultad de los 
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árbitros para emplear medidas coercitivas, cuando sean necesarias, 
á fin de ejecutar algún medio de prueba, y expusimos nuestra opi-
nión en los términos siguientes: «Tenemos por indudable que los 
árbitro pueden recibir y practicar por sí mismos todas las diligen-
cias de prueba, pues de otro modo sería ilusoria la jurisdicción que 
les permite la ley. Pero como esta jurisdicción no es pública, ni pue-
den ejercerla sobre otras personas que las comprendidas en el com- 
promiso, de aquí la necesidad de implorar el auxilio del juez de 
primera instancia para apremiar á los testigos y peritos que volun-
tariamente no quieran comparecer ante ellos. Por la misma razón 
habrán de acudir dicho juez para que éste expida el correspon-
diente mandamiento compulsorio, cuando acuerden traer á los au-
tos copia de una escritura ó de otro documento que no hayan po-
dido presentar las partes. En una palabra, tienen potestad coerci-
tiva sobre los compromitentes; mas no sobre terceras personas ex-
trañas al compromiso, respecto de las cuales han de implorar el au-
xilio del juez ordinario.» 
De acuerdo con esta doctrina se ha resuelto la duda en la pre-
sente ley, adicionando para ello el art. 812. Se manda en él que 
«para las diligencias. de prueba que no puedan practicar por sí 
mismos los árbitros, impetrarán el auxilio del juez de primera ins-
tancia, el cual expedirá los mandamientos, exhortos y demás des-
pachos que sean necesarios.» Por consiguiente, los árbitros sólo 
pueden entenderse directamente con el juez de primera instancia 
del lugar ó partido donde se siga el juicio, el cual está obligado á 
prestarles su auxilio para la práctica de cualquier diligencia que 
aquellos no puedan ejecutar por sí mismos. Como ejercen jurisdic-
ción del mismo grado, aquéllos se dirigirán á éste por medio de ex-
horto o de oficio, y este expedirá los mandamientos y órdenes qu e . 
sean necesarias, y los exhortos y suplicatorios para otros juzgados 
ó tribunales, encargándoles 6 rogándoles la práctica de la diligen-
cia por aquéllos acordada. 
V 
CUARTO PERÍODO.- Vista y sentencia.
—Concluido el término de 
prueba, sin necesidad de gestión de los interesados, deben los árbi- 
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tros dictar providencia mandando que se unan á los autos las prue-
bas practicadas, y que se cite á las partes para sentencia. Hecho 
esto, pueden dictar su fallo desde luego sin otra formalidad; pero 
como del estudio de los autos pueden comprender que conviene 
ilustrar alguna cuestión, ó completar los datos indispensables para 
formar juicio exacto sobre alguno de los hechos que sean de in-
fluencia en la resolución del pleito, la ley les faculta para que antes 
de pronunciar su sentencia puedan acordar la celebración de vista 
pública para oir á las partes ó sus defensores, y que para mejor 
proveer se practique cualquiera de las diligencias expresadas en el 
art. 340. Así lo ordenan los artículos 813 y 814, de conformidad-
con el procedimiento establecido en la ley anterior, aunque en ella 
se omitió prevenir la unión de las pruebas y la citación para sen-
tencia. 
En cuanto á la celebración de vista, ordena el art. 813, que los 
árbitros «podrán oir á las partes ó á sus defensores, silo creen ne-
cesario, ó aquéllas lo solicitan, señalando día para la vista.» Luego 
queda este acto al prudente arbitrio de los árbitros: si lo creen ne- 
cesario, señalarán día para la vista; y podrán también negar este 
trámite, cuando las partes lo soliciten, si no lo creen necesario. Sin 
embargo, obrarán con prudencia no negándolo en este caso, y espe-
cialmente cuando lo hubieren solicitado ambas partes, siempre que 
haya tiempo suficiente para celebrarlo y dictar después la sentencia 
antes de espirar el plazo del compromiso. 
Y respecto de la providencia para mejor proveer, no sólo se 
ajustarán los árbitros á lo que ordena el art. 340, sino también á lo 
que previene el 341 (véase el comentario de estos artículos en las 
páginas 59 y siguientes del tomo 2.°), pero teniendo presente que 
no puede aplicarse lo que dispone el 342 sobre la suspensión del 
término para dictar sentencia, porque los árbitros tienen que ajus-
tarse estrictamente al plazo estipulado en el compromiso, bajo pena 
de nulidad y de abonar los daños y perjuicios. Por consiguiente, al 
dictar la providencia para mejor proveer, deben considerarlos ár-
bitros si puede ejecutarse y pronunciar después su fallo dentro de 
dicho plazo, y si no queda tiempo suficiente para ello, se absten-
drán de dictarla para no incurrir en la responsabilidad indicada, á 
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no ser que se presten las partes á prorrogar el término, ó que estén 
ellos facultados para prorrogarlo, conforme al art. 803. 
En todo caso, los árbitros deben pronunciar su fallo sobre to-
dos los puntos sometidos á su decisión, y no sobre otro alguno, 
dentro del plazo que reste por correr del señalado en el compro-
miso, ó de su prórroga, si se hubiere otorgado, como lo ordena el 
art. 815, último de este comentario. Sobre la forma en que han de 
votar y dictar la sentencia, véase el comentario que sigue. 
ARTÍCULO 816 
(Art. 815 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
La sentencia arbitral deberá ser conforme á derecho 
y á lo alegado y probado, y se dictará en la forma y 
con las solemnidades prevenidas para las de los juicios 
ordinarios. 
ARTÍCULO 817 
(Art. 816 para Cuba y Puerto Rico.) 
El voto de la mayoria absoluta de los árbitros hará 
sentencia cuando sean más de uno. 
Si no resultare mayoria de votos conformes, se ex-
tenderá en los autos el voto de cada árbitro en forma 
de sentencia. 
Los puntos en que discordaren se someterán á la re-
solucion del Juez de primera instancia del partido, y 
será sentencia lo que éste acordare, fuere 6 no confor-
me con el voto de cualquiera de los árbitros. 
Del fondo y la forma de la sentencia arbitral y de lo que ha de 
hacerse en el caso de discordia, tratan estos dos artículos. Con re-
dacción más clara y sencilla se ha ordenado en ellos lo que la ley 
de 1855 dispuso en siete artículos, que eran el 802 al 808, exclu-
yendo y reformando lo relativo á los casos y forma en que había de 
dar su fallo el tercero, porque en la presente ley no se permite el 
nombramiento de árbitro tercero, como ya se ha dicho. Todos los 
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nombrados, cuando sean más de uno, han de concurrir á dictar la 
sentencia, y si hubiere discordia, como puede suceder cuando 
sean más de uno, se dirimirá del modo que luego diremos. 
Lo que se ordena en el primero de estos dos artículos es una 
consecuencia precisa de la naturaleza del juicio arbitral, y del ca-
rácter de los árbitros, y  en ello se diferencian principalmente de 
los amigables componedores. Estos pueden decidir la cuestión so-
metida á su fallo según su saber y entender, sin sujetarse á formas 
legales (art. 833), y conforme á equidad, ó la verdad sabida y bue-
na fe guardada: aquéllos han de hacerlo precisamente conforme á 
derecho, y á lo alegado y probado, lo mismo que los jueces ordina-
rios. Por esta razón la sentencia arbitral ha de dictarse en los mis-
mos términos y con iguales solemnidades que las de los juicios de-
clárativos. Al establecerlo así dicho artículo, ha sancionado lo que 
de antiguo venía practicándose con arreglo á la ley 23, tít. 4.°, 
Partida 3 
Pero no se eche en olvido que los árbitros sólo pueden decidir 
las cuestiones expresamente sometidas á su fallo por la escritura 
de compromiso, como lo indica el art. 815. A ellas también deben 
haber limitado las partes sus alegaciones y , pruebas; y si se hubie-
ren excedido, alegando y probando hechos que no tengan relación 
con aquellas cuestiones, ó promoviendo otras nuevas, se absten-
drán de decidir sobre estas, y se concretarán á fallar únicamente 
sobre las expresadas en el compromiso, porque no tienen jurisdic-
ción para otra cosa. Mas, así como los árbitros no pueden traspa-
sar este límite, tampoco llenarían su deber cumplidamente si su re-
solución no comprendiera todos los puntos sometidos á su fa llo, ex-
presando clara y terminantemente lo que decidan respecto de las 
pretensiones que hayan sostenido los interesados sobre cada uno 
de ellos. Sin embargo de lo dicho, cuando éstos hayan pretendido 
la declaración sobre frutos ó rentas de la cosa, ó sobre el pago de 
costas, deberán hacer en la sentencia la que consideren justa sobre 
estos puntos, aunque de ellos no se haya hecho mención expresa 
en la escritura, pues van unidos tan íntimamente á la cuestión 
principal, que deben considerarse como parte de la misma, confor-
me á la ley 32, tít. 4.°, Partida 3.a y al art. 1815 del Código civil. 
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También tendrán presente lo que ordenan los artículos 359 y 360, 
cuyas disposiciones son igualmente aplicables á las sentencias ar-
bitrales. 
En cuanto á la forma ó términos con que deben redactarse es-
tas sentencias, véase el art. 372, que es aplicable á las mismas. Y 
respecto de las solemnidades, además de la citación de las partes, 
se dictarán y firmarán por los árbitros con firma éntera (art. 251) 
y en día hábil (art. 256), haciéndose en el mismo día, y si en él no 
fuese posible en el siguiente hábil, su publicación por medio de 
lectura, que en sesión pública, en el local que hubiesen elegido 
para administrar justicia, y á presencia del escribano, quien dará 
fe del acto, se hará por el más moderno, al cual corresponderá tam-
bién el redactarla cuando se dicte de común acuerdo (art. 364); y 
cuando no, cada uno redactará su voto. 
También tendrán presente los árbitros para su observancia lo 
que ordena el art. 363; pero no podrán hacer la aclaración ó su-
plemento de que habla este artículo, sino dentro del término seña-
lado en el compromiso para dictar sentencia, en razón á que es 
parte integrante de la misma dicha aclaración ó suplemento. 
Los árbitros deben ver por sí mismos los autos, puesto que ca-
recen de relator (art. 318); y después de haberlos estudiado cada 
uno en particular, se reunirán para discutir y votar la sentencia. A 
este acto deberán concurrir todos, por la razón que da la ley 32, 
tít. 4.°, Partida 3.a, de que tal vez el ausente hubiera podido ale-
gar razones tan poderosas, que por ellas sería dada la sentencia de 
- otra manera. 
Según el art. 817, cuando los árbitros sean más de uno, el 
voto de la mayoría absoluta hará sentencia, y si no resultare dicha 
mayoría de votos conformes, se extenderá en los autos el voto de 
cada árbitro en forma de sentencia, ó sea con los requisitos que 
previene el art. 372. Cuando sean tres los árbitros, ó queden redu-
cidos á dos en el caso del art. 801, cada uno de ellos redactará su 
voto en la forma dicha; pero si son cinco, podrá suceder que dos 
estén conformes, y entonces el voto de estos dos se pondrá en una 
misma sentencia, pues sería irregular y contrario al espíritu de la 
ley poner en tal caso tantas sentencias cuantos sean los árbitros: 
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deben ponerse tantas cuantos sean los votos, á fin de que aparezca 
que no ha resultado la mayoría absoluta sobre todos ó alguno de 
los puntos sometidos á la decisión de los árbitros. 
Corresponde dirimir la discordia al juez de primera instancia 
del partido á que pertenezca el lugar donde se haya seguido el jui-
cio, y no á un tercero elegido por las partes de común acuerdo, 
como antes se practicaba conforme á la ley anterior. Si en el lugar 
del juicio hubiere dos ó más juzgados de primera instancia, se de-
terminará la competencia por el repartimiento. Dicho juez ha de 
limitarse á resolver sobre el punto ó puntos en que hubieren dis-
cordado los árbitros, pues aquellos en que estuviere conforme la 
mayoría obsoluta de estos, quedaron resueltos definitivamente: por 
esto los árbitros deben cuidar de consignar con claridad en  sus 
 respectivos votos los puntos en que convinieren, y aquellos en 
que disintieren de sus compañeros, como se previene para caso 
análogo en el art. 356. El juez de primera instancia no está obli-
gado á seguir la opinión de uno de los árbitros; podrá adherirse 
en todo ó en parte á la de cualquiera de ellos, ó separarse por com-
Aleto de todos: ha de dictar su fallo conforme á derecho y á lo ale-
gado y probado, y será sentencia lo que él acuerde sobre los pun-
tos sometidos á su resolución, esté ó no conforme con el voto de 
cualquiera de los árbitros. Esta sentencia ha de formularse tam-
bién conforme á lo prevenido en el art. 372. 
Para llevar á efecto lo que de acuerdo con el art. 817 acaba-
mos de exponer, cuando la sentencia haya sido dictada por unani-
midad, se redactará, se extenderá en los autos, se firmará y se pu-
blicará del modo que ya se ha dicho. Lo mismo se hará cuando se 
hubiere dictado por mayoría absoluta; pero no vemos inconvenien-
te en que en este caso así se consigne en la misma sentencia, y 
hasta que se exprese el nombre del árbitro que hubiere quedado 
en minoría, si éste lo exige, pues.no hay otro medio de . salvar su 
voto y responsabilidad. Si éste se negare á firmar la sentencia, no 
hay razón para que por este motivo quede sin valor un fallo legíti-
mamente pronunciado, y producirá el mismo efecto que si todos la 
-hubieren firmado, siempre que consten las firmas de la mayoría 
absoluta, si bien en tal caso deberá consignarse en la misma sen- 
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tencia, 6 en diligencia dando fe el actuario, haberse negado á fir 
merla el árbitro ó árbitros que quedaron en minoría. 
Cuando no resulte mayoría absoluta, cada árbitro redactará su 
voto en forma de sentencia, se extenderá en los autos y se firmará 
por aquél autorizándolo el esbribano, pero sin la solemnidad del 
pronunciamiento por no ser sentencia. Hecho esto, se notificarán 
los votos á las partes, y en seguida dictarán providencia los árbitros 
mandando pasar los autos al juez de primera instancia para que 
dirima la discordia: convendrá consignar en esa providencia los 
puntos en que hubieren discordado, por analogía con lo que se dis-
pone en el art. 356, para que el juez de primera instancia pue-
da apreciar mejor cuáles, son los puntos sometidos á su resolu-
ción. 
El escribano dará cuenta sin dilación al juez de primera instan-
cia, dejando en su poder los autos para que pueda estudiarlos. No 
determina la ley el procedimiento para estas actuaciones, sin duda 
porque no puede ser otro que el establecido para dictar sentencia. 
Esta ha de ser conforme á derecho y á lo alegado y probado: por 
consiguiente, si el juez encuentra suficiente instrucción en los autos, 
podrá dictarla desde luego, sin necesidad de nueva citación de las 
partes, porque ya fueron citadas para sentencia. En otro caso, po-
drá acordar para mejor proveer la práctica de cualquiera de las 
diligencias expresadas en el art. 340, y oir á las partes ó á sus de-
fensores, señalando día para la vista, cuando lo crea necesario ó 
aquéllas lo soliciten. Esto, que pueden hacer los árbitros conforme 
á los artículos 813 y 814, y que es permitido por regla general en 
todo juicio declarativo, no puede negarse al juez de primera instan-
cia en el caso de que se trata: lo que no puede es admitir escritos 
y documentos de las partes, porque con la citación para sentencia 
quedó cerrada la discusión por escrito, y porque lo prohibe el ar-
tículo 507. Después pronunciará su sentencia en la forma estable-
cida para el juicio de mayor cuantía, haciendo expresión en los re-
sultandos y considerandos de las cuestiones del pleito, de las que 
en su caso hubieren sido resueltas por los árbitros, y de las some-
tidas á su resolución, dictando por último sobre éstas el fallo que 
estime procedente en derecho. Esta sentencia habrá de dictarse 
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dentro del plazo que señala el art. 678, puesto que el del compro-
miso no rife para los jueces de primera instancia. 
Excusado parecerá advertir que la sentencia definitiva, ya sea 
de los árbitros, ya del juez de primera instancia, ha de notificarse 
á las partes por el escribano dentro del plazo que señalan los ar-
tículos 260 y 261, quedando derogado lo que sobre este punto se 
disponía en el 804 de la ley anterior, que concedía el término de 
tres días para notificarla. 
ARTÍCULO 818 
(Art. 817 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
La sentencia de los árbitros, 6 la que en su caso dic-
tare el Juez de primera instancia, será apelable en am-
bos efectos para ante la Audiencia del distrito. 
ARTÍCULO 819 
(Art. 818 para Cuba y Puerto Rico.) 
Dicha apelacion deberá interponerse dentro de los 
cinco dias siguientes al de la notificacion de la senten-
cia arbitral, 6 de la del Juez de primera instancia en 
su caso. 
Al interponerla, 6 dentro de los tres dias siguientes, 
deberá el apelante acreditar que ha satisfecho, á la par-
te que se hubiere conformado con el fallo, la multa es-
tipulada para este caso en el compromiso, 6 consignar-
la en la escribanía para que le sea entregada, sin cuyo 
requisito no será admitida la apelacion y quedará fir-
me la sentencia. 
ARTÍCULO 820 
(Art. 819 para Cnba y Puerto Rico.) 
Si las dos partes hubieren apelado de la sentencia, 
ninguna de ellas pagará la multa. 
Si el apelado, despues de haber recibido la multa, se 
adhiriese á la apelacion en el Tribunal superior, la de-
volverá al apelante con el interés legal. 
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De la apelación de las sentencias arbitrales se trata en estos tres 
artículos que concuerdan con los 809 al 814 de la ley de 1855, pero 
modificada su redacción en terminos más concretos y adecuados á 
su objeto, y con las importantes adiciones que luego indicaremos. 
Aceptando la justa y conveniente novedad que por dicha ley se in-
trodujo en nuestro antiguo derecho (1), se declara por los artícu-
los 818 y 819 de este comentario, que la sentencia de los árbi-
tros, y lo mismo la que dicte el juez de primera instancia en su 
caso, es apelable en ambos efectos dentro de cinco días para ante la 
Audiencia del territorio, pero pagando el apelante á su contrario, 
que se hubiere conformado con el fallo, la multa estipulada en el 
compromiso para este caso, cuyo pago ó consignación debe verifi-
car al interponer el recurso, ó dentro de los tres días siguientes, Ÿ 
no llenando este requisito no puede admitirse la apelación y queda 
firme la sentencia. 
Los cinco días para apelar han de contarse desde el siguiente al 
de la notificación de la sentencia de los árbitros, cuando ésta sea la 
definitiva por haber sido dictada por unanimidad ó por mayoría ab-
soluta, y en otro caso desde la notificación de la que dicte el- juez de 
primera instancia, pues mientras éste no pronuncie su fallo sobre los 
(1) Según las leyes 23 y 35, tít. 4.°, Partida 3.°, no eran apelables las sen-
tencias de los árbitros: su fuerza obligatoria dependía de la voluntad de las 
partes, las cuales podían abstenerse de cumplirlas manifestándolo dentro de 
dies días, y pagando la pena estipulada; 6 impunemente, si no se hubie, e 
pactado pena. La ley 4.°, tít. 17, libro 11 de la Novísima Recopilación, permi-
tió la alzada para ante el juez ordinario, sin perjuicio de la ejecución de la 
sentencia, que se llevaba á efecto previa la fianza llamada de la Ley de Ma-
drid. La Constitución de 1812, en su art. 281, adoptó un término medio, orde-
nando que «la sentencia que dieren los árbitros se ejecutará, si las partes al 
hacer el compromiso no se hubieren reservado el derecho de apelar.» Este 
mismo principio fué adoptado para los asuntos de comercio en el art. 292 de 
la ley de Enjuiciamiento mercantil, si bien concediendo en su caso sin res-
tricción alguna el recurso de nulidad para ante el Tribunal de Comercio, 
como en los asuntos comunes se permitía también, hasta por la legislación 
de Partidas, para ante el juez ordinario de primera instancia. Eran notorios 
los inconvenientes y la irregularidad de cualquiera de esos sistemas, y por 
eso en la ley de 1855 se adoptó el de la apelación en todo caso para ante la 
Audiencia, que es el tribunal competente para conocer en segunda instancia. 
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puntos sometidos á su resolución por la discordia de aquéllos, no 
hay sentencia definitiva contra la cual pueda entablarse el recurso. 
Así lo ordena la ley y ha de entenderse aun el caso de que el voto 
de los árbitros sea sentencia sobre lo principal, y la resolución del 
juez haya de limitarse á puntos secundarios por haber versado la 
discordia sólo sobre ellos. El término para apelar es de los impro-
rrogables: no está comprendido en el señalado á los árbitros para 
pronunciar sentencia, y podrá utilizarse aunque éste haya espi-
rado. 
El escrito de apelación deberá presentarse á los mismos árbi-
tros, cuando sea de ellos la sentencia definitiva que haya puesto 
término al pleito, y al juez de primera instancia cuando sea éste 
quien la hubiere dictado por discordia de aquellos en todo ó en par-
te. En ambos casos se interpondrá y admitirá la apelación para 
ante la Audiencia del territorio á que corresponda el pueblo en 
que se haya fallado el pleito, como se declara en la regla 11 del 
art. 63; y h a  de admitirse en ambos efectos, mandando remitir los 
autos originales á dicho tribunal á costa del apelante con citación . 
y emplazamiento de las partes por término de veinte días, sin que 
pueda ejecutarse la sentencia conforme á lo prevenido en los ar-
tículos 387 y 388. Los árbitros han de hacer la remesa de los au-
tos por conducto del juez de primera instancia, como se ordena en 
el art. 822. 
Pero téngase presente que no se puede admitir la apelación 
mientras que la parte que la interponga no satisfaga á la que se 
conforme con la sentencia la multa estipulada en el compromiso 
para este caso. A esto se limitó el precepto del art. 813 de la ley 
anterior, y á fin de evitar las dudas y dilaciones á que se presta-
ba, se añade y declara ahora en el párrafo 2.° del 819 de la pre-
sente, que al interponer la apelación, é dentro de los tres días si-
guientes, debe el apelante acreditar que ha satisfecho dicha multa 
á la otra parte, ó consignarla en la escribanía para que le sea en- 
- tregada, y que sin llenar este requisito no será admitida la apela-
ción y quedará firme la sentencia. Esta prevención da á dicho tér-
mino de tres días el carácter de improrrogable, y por consiguiente 
si transcurren sin acreditar el apelante el pago 6 la consignación 
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de la multa, habrá de dictarse providencia al escrito de apelación 
declarando no haber lugar á admitirla y firme la sentencia. 
Cuando las dos partes apelen de la sentencia, ambas incurren 
en la multa estipulada en el compromiso para este caso, y por lo 
mismo quedan compensadas, sin que ninguna de ellas tenga que 
pagarla á la otra. Y si el apelado, después de haber recibido la 
multa, se adhiere á la apelación en el tribunal superior, que es don-
de puede hacerlo, está obligado á devolverla al apelante con el in-
terés legal del 6 por 100 desde el día en que la recibió. Así lo or-
dena con notoria justicia el art. 820, adicionado también en la pre-
sente ley. En tal caso, luego que se entregue al apelante la copia 
del escrito en que el apelado se adhiera á la apelación, podrá 
aquél pedir á la Sala que mande se requiera á éste para que le de-
vuelva la multa con el interés legal, y que si no lo verifica en el 
acto, se libre orden al juez de primera instancia para que proceda 
á su exacción por la vía de apremio. La ley le condena a  la devo-
lución, y dado el caso debe emplearse este procedimiento. 
Indicaremos, por último, que transcurridos los cinco días sin 
interponerse apelación, ó tres, después de interpuesta, sin haber 
verificado el apelante el pago ó consignación de la multa, queda de 
derecho homologada la sentencia arbitral, esto es, consentida y pa-
sada en autoridad de cosa juzgada, sin necesidad de declaración 
alguna (art. 408). Pero como con ella concluye la jurisdicción de 
los árbitros, y estos carecen además de autoridad pública y coer-
citiva, su ejecución corresponde al juez de primera instancia, el 
cual la llevará á efecto del modo que se previene en el título de la 
ejecución de las sentencias, como para las de amigables compone-
dores se ordena en el art. 837. A este fin, aunque podría ser sufi-
ciente entregar á la parte interesada testimonio comprensivo de la 
escritura de compromiso, de la aceptación de los árbitros y de la 
sentencia, con expresión de no haber sido apelada ó de haber que-
dado firme, para que solicite su ejecución, creemos más convenien-
te, por ser menos dispendioso y no haber disposición legal que lo 
impida, que se pasen los autos originales al juez de primera ins-
tancia, si no obran en su poder, y así deberán acordarlo los árbi-
tros, si lo solicita dicha parte. En el juzgado se hará y aprobará 
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la tasación de costas, cuando sea necesario practicarla para la eje-
cución de la sentencia. 
ARTÍCULO 821 
(Art. 820 de la ley para Caba y Puerto Rico.) 
Contra las providencias que dictaren los árbitros 
durante la sustanciacion del juicio, no se dará otro re 
curso que el de reposicion dentro de cinco dias. 
Si ésta fuere desestimada, y la reclamacion versare 
sobre defectos en la forma del compromiso 6 en los pro-
cedimientos, que , puedan afectar á la validez del juicio, 
podrá interponerse el recurso de nulidad juntamente 
con el de apelacion de la sentencia. 
 . 
Nada se dijo en la ley de 1855 sobre los recursos que podrían uti-
lizarse contra las providencias y  demás resoluciones que dicten los 
árbitros durante la sustanciación del juicio, y supliendo esta omisión 
se ordena en el presente artículo, que contra dichas providencias 
no se dará otro recurso que el de reposición dentro de cinco días, 
y que si ésta fuere desestimada, podrá interponerse el de nulidad 
juntamente con el de apelación de la sentencia, pero sólo en el 
caso de que «la reclamación versare sobre defectos en la forma del 
compromiso ó en los procedimientos, que puedan afectar á la vali-
dez del juicio.» De lo cual se deduce que cuando una providencia 
ó cualquier reclamación incidental deducida ante los árbitros no 
afecte á la validez del juicio, contra la resolución de éstos no cabe 
otro recurso que el de reposición, el cual se sustanciará conform e . 
á los artículos 378 y 379, :sin que pueda apelarse del auto que lo 
decida, ya conceda ó ya niegue la reposición, salvo el caso qn  e 
 luego indicaremos; pero si afecta á dicha validez y es desestimada 
la reposición, podrá interponerse el recurso de nulidad, no en el 
acto, sino después de fallado el pleito, juntamente con el de apela-
ción de la sentencia. 
Para ordenarlo así la ley, se habrá tenido en cuenta que. Ta 
parte que gana el pleito ya no tiene interés en sostener cualquiera 
reclamación que hubiere hecho sin éxito favorable durante la sus- 
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tanciación del juicio: no está en el mismo caso la parte que lo 
pierde, y por esto se le permite que interponga el recurso de nuli-
dad juntamente con el de apelación de la sentencia, por cuyo medio 
se atiende á la defensa sin embarazar la marcha del juicio. Habrán 
de interponerse, por tanto, estos dos recursos en un mismo escrito 
dentro de los cinco días señalados para apelar: en primer término 
se pondrá la apelación de la sentencia lisa y llanamente, como en 
los demás casos, y á continuación ó por medio de otrosí el recurso 
de nulidad, exponiendo sucintamente los motivos en que ésta se 
funde. Los árbitros, ó el juez en su caso, admitirán ambos recur-
sos, y mandarán remitir los autos á la Audiencia en la forma que 
se dirá en el comentario que sigue. 
Podrá suceder que al que gane el pleito en primera instancia, 
si apela su contrario, le interese sostener la nulidad del compromi-
so ó de las actuaciones por si fuere vencido en la segunda instan-
cia: no puede hacerlo apelando del auto denegatorio de la reposi-
ción, porque la ley no permite este recurso: tampoco por medio 
del de nulidad, porque no apela de la sentencia, ni le conviene 
apelar, si le es favorable, para eximirse del pago de la multa: ¿po-
drá hacerlo en otra forma? Creemos que sí, sin la menor duda: po-
drá reproducir la misma pretensión ante la Audiencia por medio 
de otrosí en el escrito dándose por instruído de los autos, confor-
me á lo prevenido en el art. 859 (858 en la ley de Ultramar). Son 
de tal índole las cuestiones que afectan á la validez del juicio, que 
no pueden quedar firmes por la resolución de primera instancia, y 
es preciso someterlas al juicio imparcial del tribunal superior, por 
el medio indicado, puesto que no hay otro, y porque en el art. 1696 
se exige ese requisito como indispensable para que pueda ser admi-
tido el recurso de casación. 
Las providencias que recaigan durante la sustanciación de un 
juicio arbitral, tendrán que ser de tramitación é resolutorias de 
incidentes. Contra aquéllas no se da otro recurso que el de reposi-
ción y quedan firmes si ésta se deniega, á no ser que afecten á las 
formas esenciales del juicio, porque entónces pueden ser impugna-
das y revisadas en la segunda instancia por medio del recurso de 
nulidad ó reclamando la subsanación de la falta, según ya se ha 
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dicho. Las que no tengan este carácter, no pueden causar perjui-
cio irreparable, pues aunque denieguen alguna diligencia de prue-
ba, puede reproducirse la misma pretensión en la segunda instan-
cia, conforme al art. 567. - 
Hemos dicho que las providencias de los árbitros pueden ser 
también resolutorias de incidentes, porque entendemos que en los 
juicios arbitrales pueden promoverse cuestiones incidentales de 
previo ó especial pronunciamiento, como en los demás juicios de-
clarativos. No podrán suscitarse en otra forma las que versen so-
bre la nulidad del compromiso, y las más veces las de nulidad del 
procedimiento, y así lo da á entender el presente artículo al refe-
rirse á esas cuestiones, reconociéndolas á la vez como de la compe-
tencia de los árbitros. Cuando se promueva alguna de esas cuestio-
nes incidentales, habrá de sustanciarle y decidirse por los trámites 
establecidos para los incidentes en el título III de este libro; pero . 
contra la resolución que recaiga no podrá admitirse otro recurso 
que el de reposición, y el de nulidad en su caso, conforme á lo 
prevenido en el. presente artículo, siempre que no ponga término 
al juicio, pues si lo pusiere, tendría el carácter de sentencia defini-
tiva del pleito, la cual es apelable en ambos efectos para ante la 
Audiencia del territorio según el art. 818. 
Creemos conveniente indicar en este lugar, á quién correspon-
derá conocer de la demanda de nulidad de un compromiso en los 
dos casos que pueden ocurrir. Dicha nulidad habrá de fundarse en 
la falta de alguno de los requisitos que se exigen como esenciales 
en los artículos 790 al 793 inclusive y en el 487 á que aquél se re-
fiere. En la práctica antigua, siguiendo con rigor el principio de 
que la jurisdicción de los árbitros está limitada á las cuestiones 
sometidas á su decisión, no se les reconocía competencia para co-
nocer sobre la validez ó nulidad del compromiso, y en todo caso 
debía ventilarse esta cuestión ante el juez ordinario. En la nueva 
ley, lo mismo que en la anterior, se ha seguido el principio de que 
todo juez está facultado para decidir sobre su competencia y sobre 
las cuestiones incidentales que se promuevan en los juicios de que 
conozca legítimamente, como lo declara el art. 55, y por consi-
guiente se reconoce competencia en los árbitros para decidir sobre 
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la validez del compromiso. Pero esto ha de entenderse y aplicarse 
en el caso de que se promueva la cuestión después de incoado el 
juicio arbitral, y como incidencia del mismo. Si se promueve antes, 
como los árbitros no han entrado en el ejercicio de su jurisdicción, 
ni existe el juicio del que esa cuestión pueda ser incidental, no 
pueden conocer de ella, y será preciso presentar la demanda de 
nulidad ante el juez de primera instancia, para que se ventile y 
decida por los trámites del juicio declarativo que corresponda, lo 
mismo que si se tratara de la nulidad ó validez de cualquier otro 
convenio entre particulares. 
ARTÍCULO 822 
Admitida la apelacion, con el recurso de nulidad en 
su caso, se practicará lo que se ordena en el art. 387, 
remitiéndose los autos á la Audiencia por conducto del 
Juez de primera instancia. 
Art. 821 de la ley para Cuba y Puerto Rico. —(La referencia es al artícu-
lo 386 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 823 
(Art. 822 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
La sustanciacion de estas apelaciones se acomodará 
á las reglas establecidas para las de sentencias defini-
tivas en juicios de mayor cuantía. 
Contra la sentencia que dicte la Audiencia se dará 
el recurso de casacion en los casos y en la forma en que 
procede en dichos juicios. 
No puede ocurrir duda en la inteligencia y ejecución de lo que 
en estos artículos se ordena para remitir los autos al tribunal su-
perior, en el caso de apelación, sustanciar la segunda instancia, y 
utilizar el recurso de casación contra la sentencia que en ella se 
dicte: es lo mismo que se halla establecido para los juicios ordina-
rios de mayor cuantía. Aunque el primero de estos artículos no 
tiene concordante en la ley anterior, confirma lo que venía practi- 
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cándose con la aclaración de que los árbitros han de remitir los 
autos á la Audiencia por conducto del juez de primera instancia, 
cuando á  ellos les corresponda admitir la apelación. Y en el segun-
do se han refundido los artículos 815 y 816 de la ley anterior, 
también con la aclaración de que la sustanciación de la segunda 
instancia ha de acomodarse en todo caso á las reglas establecidas 
para las apelaciones de sentencias definitivas en juicios de mayor 
cuantía, que son las determinadas en los artículos 855 y siguientes, 
cualquiera que sea la cuantía y  el objeto del pleito. Establecido un 
solo procedimiento para la primera instancia del juicio arbitral en 
todos los casos, parece lógico seguir la misma regla en la segunda 
instancia. 
En cuanto al recurso de casación se declara, que es admisible 
contra la sentencia que dicte la Audiencia en los casos y en la for-
ma en que procede en los juicios de mayor cuantía: por consiguien-
te,tampoco habrá que atender para ello al valor de lo litigado, 
sino á si concurren los requisitos que la ley exige para admitir el 
recurso en dichos juicios. La ley supone que no se someterán al 
juicio de árbitros cuestiones de poca importancia, para las cuales 
está el más breve y económico de amigables componedores, y si lo 
hacen los interesados, tienen que someterse á todas sus consecuen-
cias. No procede en este caso el pago de la multa, porque ésta se 
estipula para el de alzarse del fallo de los árbitros, y el recurso de 
casación no se dirige contra la sentencia de los árbitros, sino contra 
la del tribunal superior ordinario: podrá, sin embargo, estipularse 
en el compromiso, puesto que la ley no lo prohibe; y si se estipula, 
la parte que interponga el recurso de casación tendrá que satisfa-
cerla á la otra, y no podrá admitirse el recurso sin acreditar haber 
pagado la multa, como para caso análogo se ordena en el art. 826. 
La estipulación y pago de la multa no puede eximir en su caso del 
depósito que la ley exige para dichos recursos. 
ARTÍCULO 824 
(Art. 823 de la ley para Cuba y Puerto Rico). 
Cuando se celebre el compromiso para fallar un 
pleito incoado ya y pendiente en primera instancia, 
	 /1•1nL A._ VFW 
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luego que se presente la escritura de compromiso con 
la aceptacion de los árbitros, mandará el Juez que pase 
á éstos el cónocimiento de los autos, dándoles cuenta 
el actuario en cuyo oficio hubieren radicado. 
Aunque en la ley de 1855 se dijo lo mismo que en el art. 487 
de la actual, que toda contestación entre partes, antes 6 después de 
deducida en juicio, y cualquiera que sea su estado, puede some-
terse al juicio arbitral ó al de amigables componedores, se olvidó 
aquella ley de dar reglas para el caso en que recayera el compro-
miso sobre un pleito incoado ya y pendiente en primera instancia, 
y esta omisión se ha suplido con el presente artículo. Según él, ce-
lebrado el compromiso, debe librarse la copia de la escritura y 
presentarla el notario á los árbitros para su aceptación, como se 
ordena en el art. 794. Aceptado el compromiso por los árbitros, 
deben los interesados ó sus procuradores ó cualquiera de ellos pre-
sentar la escritura con la aceptación al juez de primera instancia 
que conozca del pleito, el cual mandará que se una á los autos y 
que el conocimiento de éstos pase á los árbitros, dándoles cuenta 
el mismo actuario en cuyo oficio hubieren radicado. 
No dice más este articulo, pero de él se deduce, que en este 
caso no procede la elección de escribano que previene el art. 804, 
sino que ha de seguir actuando el mismo del juzgado, en cuyo ofi-
cio hubieren radicado los autos, porque de otro modo se le priva-
ría de un derecho adquirido. Del silencio de ese artículo sobre el 
procedimiento que han de seguir los árbitros en tal caso se deduce 
también, que deben sujetarse al especial establecido para estos 
juicios, y que no han de continuar los autos en el estado en que se 
hallen, dándoles la misma sustanciación ordinaria que les habría 
dado el juez de primera instancia. Si este hubiera sido el pensa-
miento de la ley, se habría dicho claramente, como se dice en el 
artículo que sigue para la segunda instancia. Sólo en el caso de 
que los interesados, fundándose en que sus pretensiones y alega-
ciones, ó las pruebas en su caso, resultan de los autos, sin tener que 
alegar ni probar otra cosa, facultaren expresamente á los árbitros 
para fallar el pleito, ó para recibir las pruebas y fallarlo conforme 
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á las pretensiones deducidas, creemos que podrían éstos prescindir 
de los trámites anteriores dispensados por los interesados, y suje-
tarse á las facultades que éstos les den y que constituyen la ley del 
caso; pero sin la renuncia expresa de las partes á determinados 
trámites, dándolos por cumplidos, no pueden prescindir de todo el 
procedimiento .especial establecido en la ley, porque además de ser 
de orden público, como todo procedimiento, es más breve y senci-
llo que el ordinario de mayor cuantía. 
ARTÍCULO 825 
(Art. 821 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el compromiso se celebrare para fallar un pleito 
pendiente en segunda instancia, los árbitros continua-
rán su sustanciacion con arreglo á derecho, y su fallo 
surtirá los mismos efectos que el de la Audiencia. 
ARTÍCULO 826 
(Art. 825 para Cuba y Puerto Rico.) 
Contra este fallo se dará el recurso de casacion en 
los casos y con los requisitos que procede contra las sen-
tencias de las Audiencias en los juicios ordinarios. 
En este caso no se admitirá dicho recurso si, al inter-
ponerlo, no acredita el recurrente haber satisfecho á la 
otra parte la multa estipulada en el compromiso. 
Estos dos artículos, que concuerdan casi literalmente con los 
817 y 818 de la ley de 1855, son los últimos de las disposiciones 
relativas al juicio arbitral, y en ellos se determina lo que ha de 
hacrse cuando se celebre el compromiso para fallar un pleito pen-
diente en segunda instancia. Para este caso se ordena que los árbi-
tros continuarán la sustanciación del juicio con arreglo á derecho, 
esto es, por el procedimiento establecido en los artículos 855 y si-
guientes para las apelaciones de sentencias definitivas en juicios 
de mayor cuantía, continuándolo en el estado en que se halle. No 
podía establecerse otro procedimiento más breve y sencillo. 
TOMO IV 	 9 
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Los árbitros en este caso se constituyen en tribunal de ape-
lación ó de segunda instancia, y por esto se declara que su fallo 
surtirá los mismos efectos que el de la Audiencia, y que se dará 
contra él el recurso de casación en los casos y con los requisitos que 
procede contra las sentencias de las Audiencias en los juicios ordi-
narios de mayor cuantía. Por consiguiente podrá intentarse dicho 
recurso tanto por infracción de ley, como por quebrantamiento de 
forma, si éste se hubiere preparado oportunamente, y se consti-
tuirá el depósito en los casos en que la ley lo exige para uno y otro 
recurso, todo como si la sentencia hubiere sido dictada por la  Au-
diencia. 
Y se añade que en estos casos «no se admitirá dicho recurso si, 
al interponerlo, no acredita el recurrente haber satisfecho á la 
otra parte la multa estipulada en el compromiso». Se refiere ála 
que según el núm. 6.° del art. 793 ha de estipularse para el caso 
de alzarse alguna de las partes del fallo de los árbitros; y como por 
éstos se dicta la sentencia de segunda instancia en el caso de que 
se trata, contra la cual no cabe otro recurso que el de casación, la 
parte que lo interpone se alza del fallo de los árbitros y procede 
que pague la multa á la otra parte según lo estipulado: no así en 
el caso del artículo 823, porque no es de los árbitros la sentencia 
recurrida. Al interponer el recurso, debe el recurrente acreditar 
el pago ó hacer la consignación de la multa para que se entregue 
á la otra parte, como se previene en el art. 819. Y no se concede 
el nuevo plazo de tres días que señala dicho artículo para .el pago 
ó la consignación, en consideración sin duda á ser mucho más lar-
go el plazo para interponer el recurso de casación. Si éste es por 
quebrantamiento de forma, como ha de interponerse ante los árbi-
tros según el art. 1749, ante ellos habrá de acreditarse dicho requi-
sito; y si por infracción de ley, ante la Sala tercera del Tribunal 
Supremo, ante la cual' ha de interponerse conforme al art. 1716, lo 
mismo que se hace respecto del depósito. 
En el art. 824 se dispone lo que ha de hacerse para dar cuenta 
á los árbitros, y naturalmente habrá de practicarse lo mismo en el 
presente caso. Los procuradores de la partes ó cualquiera de ellos 
presentarán á la Sala la escritura de compromiso con la aceptación 
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de los árbitros, y en su vista mandará la Sala que pase á éstos el 
conocimiento de los autos, dándoles cuenta el secretario en cuyo 
oficio hubieren radicado, el cual seguirá actuando hasta la termina-
ción del pleito. 
Concluiremos indicando que los árbitros, cuando sean tres ó 
cinco, han de tomar sus acuerdos por mayoría absoluta, y el voto 
de esta mayoría hará sentencia. Si no resultare mayoría de votos 
conformes, se extenderá en los autos el voto de cada árbitro en 
forma de sentencia, y los puntos en que discordaren se someterán 
á la resolución de la Sala que hubiere conocido del pleito, y será 
sentencia lo que ésta acuerde, sea ó no conforme con el voto de 
cualquiera de los árbitros. Este es el procedimiento establecido en 
el art. 817 para dirimir esas discordias en primera instancia, y cree-
mos procedente aplicarlo también á la segunda. En tal caso el re-
curso de casación se dirigirá contra la sentencia de la Sala, pero 
sin eximirse el recurrente del pago de la multa. 
SECCIÓN SEGUNDA 
DEL JUICIO DE AMIGABLES COMPONEDORES 
ARTICULO 827 
El nombramiento de amigables componedores, que 
pueden hacer los que tengan aptitud legal, para deci-
dir las cuestiones que se determinan en el art. 487, ha 
de recaer precisamente en varones mayores de edad, 
que se hallen en el pleno goce de los derechos civiles, 
y sepan leer y escribir. 
Art. 826 de la ley para Cuba y Puerto Rico. —(La referencia es al ar-
tículo 486 de esta ley, sin otra variación.) 
Véase la introducción de este título y el comentario del ar-
tículo 790, cuya disposición es igual á la del presente, sin otra di-
ferencia que la de no exigirse para ser amigable componedor la 
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cualidad de letrado mayor de 25 años, exigida para los árbitros, 
porque aquéllos no tienen que fallar con arreglo á derecho. Para 
ejercer el cargo de amigable componedor basta ser varón, mayor 
de edad ó sea de 23 años, saber leer y escribir, y hallarse en el 
pleno goce de los derechos civiles. Las mismas condiciones exigía 
el art. 825 de la ley anterior, quedando por consiguiente excluidas 
las mujeres y los menores de edad, que no lo estaban expresamen-
te en la legislación antigua. 
ARTÍCULO 828 
Las disposiciones de los artículos 791 al 797 y 800 
al 803 inclusive, relativos á los Jueces árbitros, serán 
aplicables á los amigables componedores, sin otra mo-
dificacion que la siguiente: 
La escritura de compromiso ha de contener precisa-
mente, bajo pena de nulidad, las circunstancias expre-
sadas en los números 1. 0, 2.°, 3. 0, 4.0  y 8.° del ar-
tfculo 793. 
Art. 827 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(Las referencias son d los 
artículos 790 al 796 y 799 al 802 inclusive, y á los números 1.0 , 
2.°, 3 °, 4.° y 8.° del art. 792 cte esta ley, sin otra variación.) 
Del número, nombramiento y aceptación de los jueces árbitros, 
del modo de reemplazarlos cuando no acepten ó fallezcan, de la 
responsabilidad de los mismos, de la forma en que ha de consti-
tuirse el compromiso y circunstancias que debe contener la escritu-
ra bajo pena de nulidad, del término y su prórroga, y de las cau-
sas por las cuales cesa el compromiso en sus efectos, tratan los ar-
tículos á que se refiere el presente. Todas esas disposiciones son 
aplicables á los amigables componedores sin otra modificación que 
la de no ser necesario consignar en la escritura de compromiso 
para eta validez las circunstancias 5.a, 6.a y 7.a del art. 793 (792 
para Ultramar), que son las relativas á las dos multas que deben 
estipularse para el caso en que alguna de las partes deje de cum-
plir los actos indispensables para la realización del compromiso, ó 
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se alce del fallo de los árbitros, y á la designación del lugar en 
que haya de seguirse el juicio. No son necesarias estas circunstan-
cias, porque la primera de dichas multas se suple con la responsa-
bilidad de daños y perjuicios que se determina en el art. 830: res-
pecto de la segunda, porque no se permite la apelación del fallo de 
los amigables componedores; y tampoco interesa designar el lugar 
del juicio dada la índole de estos procedimientos. Pero aunque no 
son necesarios estos requisitos para la validez del compromiso, po-
drán pactarlos los interesados si les conviene, puesto que la ley no 
lo prohibe. En el caso de estipularse la multa, no podrá pedirse la 
indemnización de daños y peljuicios, á no haberse pactado expre-
samente otra cosa, conforme á lo prevenido en el art. 1152 del 
Código civil. 
Véase el comentario del artículo correspondiente de los citados 
en el 828, que sea aplicable al caso de que se trate. En este artícu-
lo se han refundido, sin modificación esencial, las disposiciones de 
los artículos 821, 822, 823, y 826 al 830 de la ley de 1855, la cual 
exigía también para la validez de la escritura de compromiso en 
amigables componedores las mismas circunstancias que ahora se 
exigen, y además la designación del tercero para el caso de discor-
dia, que no tiene cabida en la presente ley por deber ser impar el 
número conforme al art. 791. 
ARTÍCULO 829 
(Art. 828 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Estos compromisos producen todas las consecuencias 
legales que las demás obligaciones, y podrán invali-
darse por las mismas causas que éstas. 
En el art. 824 de la ley de 1855 se dijo solamente que «estos 
compromisos producen todas las consecuencias legales que las de-
más obligaciones», y ahora se añade como consecuencia del mismo 
principio, que «podrán invalidarse por las mismas causas que és-
tas». Debe estarse, por tanto, á lo que en los títulos I y II del 
libro IV del Código civil se establece respecto de las obligaciones 
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y contratos en general, y en especial sobre los compromisos en los 
artículos 1820 y 1821 del mismo, de cuyas disposiciones nos he- 
mos hecho cargo en la introducción del presente título, que podrá 
verse, como también el comentario al art. 487. De las demandas 
sobre nulidad ó rescisión de estos compromisos deberá conocer en 
todo caso el juez de primera instancia que sea competente confor-
me á la regla La del art. 62, por tratarse de una acción per-
sonal. 
ARTÍCULO 830. 
(Art. 829 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
r 
Las partes están obligadas á ejecutar todo lo que 
sea necesario para que tenga efecto el compromiso. La 
que no lo haga deberá satisfacer á la otra los daños y 
perjuicios que se la originen. 
El conocimiento de esta cuestion corresponderá al 
Juez de primera instancia, y se sustanciará por los trá-
mites establecidos para los incidentes. 
Supliendo una omisión de la ley anterior, se declara en este 
artículo la obligación de las partes á ejecutar todo lo que sea ne-
cesario para que tenga efecto el compromiso, la responsabilidad en 
que incurre la que no lo haga, el juez competente para exigirla y 
el procedimiento que para ello ha de emplearse; declaraciones de 
importancia y expresadas con tal claridad, que seremos muy bre-
ves en su exposición. 
En el juicio de árbitros, cuando una de las partes se niega, 
después de tres días de haber sido requerida para ello por notario 
á instancia de la otra, á realizar el nombramiento del que deba 
reemplazar al árbitro que no ha aceptado é ha fallecido, ó á prac-
ticar cualquier otro acto que sea indispensable para llevar adelan-
te el compromiso, queda éste sin efecto, y obligada aquella parte 
á pagar á la otra la multa estipulada para este caso conforme al 
núm. 5.° del art. 793. La misma obligación con iguales efectos 
tienen los interesados en el juicio de amigables componedores; 
pero como en éste no es de esencia para la validez de la escritura 
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la estipulación de dicha multa según el art. 828, si se pacta, se es-
tará á lo estipulado, como hemos indicado en el comentario de di-
cho artículo; y no habiéndose pactado, la parte que falte al cum-
plimiento de dicha obligación debe satisfacer á la otra los daños y  
perjuicios que se la originen, como sucede en toda obligación de  
hacer, cuando es personalísima, y se niega la parte á su cumpli-
miento. 
El conocimiento de esa demanda de daños y perjuicios corres-
ponde al juez de primera instancia, á quien las partes se hubieren  
sometido en la escritura de compromiso, como conviene hacerlo; y  
á falta de sumisión, se determinará la competencia por la regla 1.a  
del art. 62. En la demanda deberá fijar el actor la cantidad en que  
estima los daños y perjuicios, como base de discusión; pero cual-
quiera que sea su cuantía, ha de sustanciarse y fallarse por los trá-
mites establecidos para los incidentes, como se ordena en el pre-
sente artículo. Sin embargo, aunque su precepto es absoluto, cree-
mos que cuando la cuantía reclamada no exceda de 250 pesetas en  
la Península y de 1.000 en Ultramar, deberá ventilarse en juicio  
verbal ante el juez municipal, porque el de primera instancia no  
tiene jurisdicción para conocer de esa cuantía, sino en los casos de-
terminados en el art. 716, entre los cuales no se encuentra el de  
que se trata. 
 
ARTÍCULO 831 
(Art. 830 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los amigables componedores no podrán ser recusa-
dos sino por causa posterior al compromiso, ó que se 
 
ignorase al celebrarlo. 
 
Sólo podrán estimarse como causas legales para di-
cha recusacion:  
1.0 Tener interés en el asunto que sea objeto del 
 
juicio. 
2.0 Enemistad manifiesta con alguno de los inte-
resados. 
 
^ 
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ARTÍCULO 832 
La recusacion ha de interponerse ante los mismos 
amigables componedores. Si no accedieren, se procede-
rá del modo establecido en el art. 799 respecto á los 
Jueces árbitros. 
Art. 831 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al ar-
tículo 798 de esta ley, sin otra variación.) 
• 
Concuerdan casi literamente con los artículos 834 y 835 de la 
ley de 1855. El carácter de los amigables componedores, como su 
nombre lo indica, rechaza las causas de recusación establecidas 
para los demás jueces, y por esto las limita la ley á las dos que 
más directamente pueden influir en su parcialidad; la de tener in-
terés en el mismo asunto sometido á su decisión, y no en otro se-
mejante, y la de enemistad manifiesta con alguno de los interesa-
dos. Y todavía para que puedan ser recusados por estas causas, es 
preciso que hayan ocurrido con posterioridad á la fecha de la es-
critura de compromiso, ó que las ignorara al celebrarlo la parte 
que las alegue. 
La recusación ha de interponerse ante los mismos amigables 
componedores, empleándose el procedimiento establecido para la 
de los árbitros en el art. 799: véase, por tanto, el comentario de 
este artículo. Mientras se sustancia el incidente de recusación cuan-
do haya que acudir para ello al juez de primera instancia, quedará 
en suspenso el término fijado en el compromiso para que aquéllos 
pronuncien su laudo ó sentencia, como se previene en dicho ar- 
tículo. 
ARTÍCULO 833 
(Art. 832 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los amigables componedores decidirán las cuestio-
nes sometidas á su fallo, sin sujecion á formas legales 
y segun su saber y entender. 
Se limitarán á recibir los documentos que les pre-
senten los interesados, á oirlos y á dictar su sentencia. 
-14 
ARTICULO 834 
(Art. 833 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Para que haya sentencia, se necesitará mayoría ab-
soluta de votos. Si no hubiere esta mayoría, quedará 
sin efecto el compromiso. 
ARTICULO 835 
(Art. 834 para Cuba y Puerto Rico.) 
La sentencia se dictará precisamente por ante nota-
rio, el cual la notificará á los interesados entregándo-
les copia autorizada de ella, en la que expresará la fe-
cha de la notificacion y entrega, circunstancia que 
acreditará además á continuacion de la sentencia ori-
ginal, por diligencia que firmarán los interesados. 
En estos tres artículos está comprendido todo lo que se refiere 
á la sustanciación y fallo del juicio de amigables componedores, 
llamado juicio porque realmente hay contienda entre partes y e l. 
fallo de un juez que la decide, y no con relación al procedimiento, 
puesto que no está sujeto á formas legales ni á otra solemnidad que 
la de la sentencia ante notario. Se han refundido en ellos las dis-
posiciones de los artículos 819, 831, 832 y 833 de la ley de 1855, 
excluyendo la intervención del tercero, que no tiene cabida en el 
sistema de la presente ley, y modificando lo que en aquélla se pre-
venía para el caso de discordia. 
Según el art. 833, primero de este comentario, «los amigables 
componedores decidirán las cuestiones sometidas á su fallo, sin su-
jeción á formas legales y según su saber y entender.» Re aquí las 
circunstancias que determinan el carácter y naturaleza de este jui- 
cio, y su diferencia esencial del de los árbitros. Estos, como hemos 
visto, han de guardar las solemnidades y formas del juicio estable-
cidas por la ley, y han de fallar conforme á derecho y á lo alegado 
y probado; aquéllos, por el contrario, no han de sujetarse á formas 
legales, ni á otros procedimientos que los que luego indicaremos. 
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Tampoco están obligados los amigables componedores á decidir la 
contienda con arreglo á derecho, sino según su leal saber y enten-
der, conforme á la verdad sabida y buena fe guardada, y mirando 
las cuestiones bajo el aspecto de la equidad, de la prudencia y con-
ciliación. Non enim aretatur, ut arbiter, ut pronuntiet secundum 
jus; sed pro bono pacis potest auferre de jure unes, et dare alteri, 
como dice Gregorio López en su glosa 10 á la ley 23, tít. 4.°, Par- 
tida 3.a, que sancionó la misma doctrina; de modo que, más bien que 
oficio de jueces, ejercen el de amigos y .conciliadores. Por esta cir-
cunstancia, únicamente suelen someterse al juicio de que tratamos 
las cuestiones de poca entidad, ó las que se promueven entre per-
sonas unidas por estrechos lazos de amistad ó de parentesco, y las 
que son tan complicadas ó dudosas que es difícil resolverlas con 
arreglo á estricto derecho. 
Tampoco se ha hecho novedad en el procedimiento: es el mis-
mo que tenía admitido la práctica antigua conforme á la ley antes 
citada y á la 32 del mismo título y Partida. Según estos artículos, 
está limitado el procedimiento á recibir los documentos que les pre-
senten los interesados, á oirlos, y á dictar sentencia por ante nota-
rio. Pero nada de esto debe entenderse por vía de solemnidad, 
puesto que los amigables componedores han de proceder y fallar 
sin sujeción á formas legales, sino para su instrucción, y para que 
conste de un modo auténtico la sentencia que pronuncien, á fin de 
que pueda llevarse á ejecución. 
Lo primero, pues, que harán los arbitradores después que hayan 
aceptado el cargo, será señalar día á las partes para que compa-
rezcan ante ellos á exponer sus pretensiones: en este acto las oirán 
y recibirán los documentos conducentes, que cada una quiera pre-
sentar para apoyarlas. Mas como nada de esto es de solemnidad 
y de esencia para la validez del juicio, bien podrán oir á cada par- 
te por separado, si no es fácil ó conveniente reunirlas, y recibir los 
documentos que voluntariamente les presenten, tanto antes como 
después de dicho acto. Aunque lo regular es que sea verbal esa au-
diencia, no creemos haya inconveniente en que cada parte expon-
ga por escrito sus pretensiones y las razones en que las apoye, siem-
pre que esto se haga sin solemnidad alguna, en papel simple y sin 
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la firma de letrado ni de procurador. Como son confidenciales es-
tos actos, no es necesaria la intervención del notario: la ley sólo la 
exige para que autorice la sentencia. 
Limitadas las atribuciones de los amigables componedores á es-
tos medios de instrucción, es consiguiente que no puedan recibir el 
pleito á prueba, ni practicar de oficio para mejor proveer, ni á ins-
tancia de parte, ningún género de probanza; pero esto no se opone 
á que oigan á las personas que puedan estar enteradas de los he-
chos, ni á que adquieran los demás medios de instrucción que esti-
men necesarios para formar juicio exacto, siempre que lo hagan 
confidencialmente p sin solemnidades ni formas legales. Téngase 
presente que los arbitradores, más bien que jueces, son amigos que 
deben procurar la conciliación de los interesados sin lastimar sus 
legítimos derechos, y á este fin deben tener la amplitud necesaria 
para instruirse de la verdad de los hechos por cuantos medios con-
fidenciales y seguros les dicte su prudencia. 
Después de oir á los interesados, de examinar los documentos 
que éstos presentaren, y de haberse impuesto de la cuestión y de 
la verdad de los hechos por los medios indicados, dictarán los ami-
gables componedores su fallo sobre todas las cuestiones sometidas 
á su decisión, resolviéndolas según su saber y entender, del modo 
que estimen más justo y equitativo, y sin necesidad por lo tanto de 
sujetarse al derecho estricto: por esto se les llama amigables com-
ponedores, ó «comunales amigos, que son escogidos por las partes ; 
para avenir, é librar las contiendas, que ovieren entre sí, en cual-
quier manera que ellos tovieren por bien , solo que sea fecho á 
buena fe, é sin engaño,» como dice la misma ley 23, tít. 4.° , Parti-
da 3' Por esta razón la ley no les impone el deber de fundar las 
sentencias, como lo impone á los árbitros (art. 816); pero será con-
veniente que expongan los hechos y razones en que funden su fallo, 
sujetándose en él á lo que se ordena en los artículos 359 y 360, en 
cuanto lo permitan los puntos ó cuestiones sometidos á su decisión. 
Por la propia razón en lenguaje forense se llama laudo esta senten-
cia, cuya voz, según el Diccionario de la Academia, es también si- 
nónima de la de convenio. 
Como ha de ser impar el número de los amigables componedo- 
i 
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res, cuando sean tres 6 cinco, habrán de acordar su sentencia por 
mayoría absoluta de votos, y si no hubiere esta mayoría, quedará 
sin efecto el compromiso como lo ordena el art. 834, y por consi-
guiente en libertad los interesados para promover y ventilar sus 
cuestiones ante la jurisdicción ordinaria en el juicio que corres-
ponda (1). Podrán sin embargo someter de común acuerdo la 
misma cuestión á la decisión de un tercero ó de otros amigables 
componedores; pero esto será un nuevo compromiso, con el que se 
vendrá á reconocer que no tuvo efecto el anterior. 
Podrá suceder que siendo varias las cuestiones, la discordia 
verse sobre algún punto quedando resueltos los demás por unani-
midad ó por mayoría absoluta: ¿quedará en tal caso sin efecto el 
compromiso para todo, 6 solamente respecto del punto ó puntos de 
la discordia? La ley no distingue, y de consiguiente el compromiso 
por regla general debe quedar sin efecto en todos los extremos, 
como si no se hubiere celebrado. Sin embargo, cuando se hayan 
sometido al juicio de amigables componedores varias cuestiones 
independientes entre sí, y éstos hayan sido autorizados por las 
partes para dictar su laudo sobre cada una de ellas, las decididas 
por conformidad ó mayoría estarán bien falladas, y entonces el 
compromiso sólo deberá quedar sin efecto para aquellas cuestiones 
respecto de las cuales no hubo mayoría. Esto es lo que aconseja la 
recta razón; pero sobre todo, debe estarse siempre en tales casos 
á lo que hayan convenido las partes y se deduzca legítimamente de 
la escritura de compromiso, y en caso de duda, por la caducidad de 
éste para todos sus efectos. 
Están obligados los amigables componedores, que hubieren 
aceptado el cargo, á pronunciar su fallo dentro del plazo estipula-
do en el compromiso, ó de la prórroga que puede otorgarse con-
forme al art. 803, limitándolo á las cuestiones sometidas á su de-
cisión: son tan esenciales estos dos puntos que la infracción de cual- 
(1) El Tribunal Supremo tiene declarado en sentencia de 25 de Junio de 
1883, que «la jurisdicción de los amigables componedores termina luego que 
pronuncian su laudo, ó que transcurre el término fijado en el compromiso 
para dictarlo, volviendo á ser de la competencia de la jurisdicción ordinaria las 
cuestiones que no hayan sido resueltas por aquéllos oportuna y legalmente.» 
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quiera de ellos daría lugar al recurso de casación, como se dirá en el 
comentario siguiente. Deberán reunirse para ello, si fueren tres ó 
cinco, y luego que tengan acordada la sentencia, han de dictarla pre-
cisamente ante notario, como previene el art. 835, á fin de darle la 
autenticidad que le imprime la fe pública de dicho funcionario, el 
cual la conservará en su protocolo conforme á lo prevenido en el re-
glamento del Notariado. Esa es la única formalidad que les impone 
la ley, y sin ella no tendrá autenticidad ni valor alguno la senten-
cia. Cuando ésta no se dicte por unanimidad, podrá así consignar- 
se, y será válida siempre que resulte haber sido dada y firmada 
por los que constituyan la mayoría absoluta, aunque no concurra 
el disidente, como se deduce de la sentencia del Tribunal Supremo 
de 15 de Diciembre de 1885. 
Corresponderá á los interesados la designación de ese notario, 
que convendrá sea el mismo que otorgó la escritura de compro-
miso; y si no hubieren hecho la designación, lo elegirán los amiga-
bles componedores. 
El mismo notario debe notificar sin dilación la sentencia á los 
interesados. Esta notificación se hará entregándoles copia autori-
zada de la sentencia, á cuya continuación pondrá y firmará el nota-
rio diligencia expresiva de la fecha de la notificación y de su entre-
ga á la parte interesada, y además se acreditará la notificación por 
diligencia, puesta á continuación de la sentencia original, que fir-
marán los interesados con el notario. Así lo dispone el art. 835, 
último de este comentario. Debiendo ser autorizada la copia de la 
sentencia, claro es que ha de extenderse en papel sellado y sig-
narse y firmarse por el notario, como la de cualquiera escritura pro-
tocolizada: de este modo podrán utilizar los interesados esa copia ó 
testimonio, el uno para pedir la ejecución de la sentencia, y el otro 
para entablar el recurso de casación, cuando proceda conforme al 
artículo que sigue. 
ARTÍCULO 836. 
(Art. 835 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Contra las sentencias dictadas por los amigables 
componedores no se dará otro recurso que el de casa- 
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ción, por los motivos y en el tiempo y forma que para 
este caso se determinan en el título XXI de este libro . 
r 
Por el art. 836 de la ley de 1855 se declaró ejecutoria la sen-
tencia de los amigables componedores, de suerte que no se daba 
contra ella ningún recurso, ni aun el de reducción á arbitrio de 
buen varón que permitieron las leyes 23 y 35, tít. 4.°, Partida 3.a 
Eso era la consecuencia lógica y racional de la índole, naturaleza 
r y objeto de estos juicios, los cuales perderían su carácter é impor-
tancia si se permitiera la alzada del fallo de los amigables compo-
nedores. Pero éstos pueden abusar de su cargo, no sólo con he-
chos que constituyan delito, en cuyo caso quedarán sujetos al Có-
digo penal, sino también extralimitándose de sus facultades, ó no 
sujetándose á las prescripciones establecidas por la ley como ga-
rantía del derecho de los interesados y del cumplimiento de lo 
pactado. En tales casos es justa y procedente la revisión de la sen-
tencia para anularla, si se hubiere cometido en el procedimiento 
alguna infracción que lo exija; facultad que sólo podía conferirse 
al Tribunal Supremo por medio del recurso de casación, por tra-
tarse de una sentencia firme. Por estas consideraciones, en la ley 
provisional de 18 de Junio de 1870, y después en la de 22 de 
Abril de 1878, sofre reforma de la casación civil, se introdujo la 
de conceder este recurso contra las sentencias de los amigables 
componedores, pero sólo en los casos de haber fallado sobre pun- 
tos no sometidos á su decisión, ó fuera del plazo señalado en el 
compromiso; y por las mismas dos causas, y con el carácter y sus-
tanciación de los de quebrantamiento de forma, que es el más ade-
cuado, se han incluido en la presente ley en cumplimiento de lo 
mandado en el núm. 4.° de la base 2.a de las aprobadas para la re-
forma. 
Ordénase en el presente artículo que contra las sentencias dic-
tadas por los amigables comp onedores no se dará otro recurso que 
el de casación. Quedan, pues, excluídos los de reposición y apela-
ción, de suerte que será firme la sentencia si no se interpone el de 
casación; pero no el de revisión de que se trata en e] título XXII 
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del presente , libro, porque este recurso se da contra las sentencias 
firmes siempre que concurre alguna de las causas que se expresan 
en  el art. 1796. Y se añade, que se dará el recurso de casación 
«por los motivos y en el tiempo y forma que para este caso se de-
terminan en el título XXI de este libro», que es el que trata de 
los recursos de casación. 
En cuanto á los motivos, después de declarar en el núm. 3.° del 
art. 1689 que habrá lugar al recurso de casación contra estas sen-
tencias, se determinan en el 1691 las dos únicas causas, en las 
cuales podrá fundarse dicho recurso, que son: 1.a «haber dictado 
los amigables componedores la sentencia fuera del plazo señalado 
en el compromiso»; y 2° haber «resuelto puntos no sometidos á su 
decisión». Podrán mediar otras causas que invaliden la senten-
cia, como la de no haber sido dictada por mayoría absoluta de vo-
tos, ó ante notario, requisitos que la ley exige como esenciales; 
pero no los estima la ley ni pueden alegarse como motivos de ca-
sación, sin duda porque en tales casos no hay sentencia: si se pide 
su ejecución, no puede otorgarla el juez, y si la despacha, podrá 
oponerse la parte interesada promoviendo el oportuno incidente. 
En el caso de fundarse el recurso en la primera de dichas causas, 
téngase presente que, según repetidas declaraciones del Tribunal 
Supremo, el plazo señalado á los amigables componedores para dar 
su fallo debe contarse de momento á momento, sin descontar los 
días festivos á no haberse pactado otra cosa, como ya se ha dicho. 
Respecto al tiempo en que ha de entablarse el recurso de casa-
ción contra las sentencias de los amigables componedores, el ar-
tículo 1776 concede 20 días, si se hubiese dictado la sentencia en 
la. Península, y 40 días si en Canarias, á contar desde el día si-
guiente al de la notificación del fallo á la parte recurrente. Si se 
hubiese dictado en Cuba ó Puerto Rico, ese plazo es de 60 días, 
según el art. 1774 de su ley. Estos términos tienen el carácter de 
judiciales, y no se cuentan los días inhábiles. 
Y en cuanto á la forma de interponer y sustanciar estos recur-
sos, veánse los artículos 1774 y siguientes (1772 y siguientes en 
la ley de Ultramar). 
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ARTÍCULO 837 
(Art. 836 para Cuba y Puerto Rico.) 
Desestimado 6 no interpuesto en tiempo el recur-
so de casacion, serán ejecutorias dichas sentencias, y 
á instancia de parte legitima se llevarán á efecto por 
el Juez de primera instancia á cuyo partido correspon-
da el pueblo donde se hayan dictado, procediéndose de 
la manera prevenida para la ejecucion de las sen-
tencias: 
ARTÍCULO 838 
(Art. 837 para Cabs y Puerto Rico.) 
Para pedir la ejecucion de la sentencia, se presentará 
testimonio de la escritura de compromiso y de la sen-
tencia arbitral, librados por el notario autorizante. 
El Juez la decretará si se pidiere despues de tras-
currido los veinte dias que esta ley concede para 
interponer el recurso de casacion contra las sentencias 
dictadas por los amigables componedores; pero si el con- 
denado por ella acreditare haber sido interpuesto y ad-
mitido dicho recurso, á su instancia dejará el Juez sin 
efecto todo lo actuado, imponiendo las costas al que 
instare la ejecucion, á no ser que éste diere la fianza 
prevenida en el articulo siguiente. 
ARTÍCULO 839 
(Art. 838 para Cuba y Puerto Rico .) 
Tambien se decretará la ejecucion de la sentencia 
de los amigables componedores, inmediatamente des-
pues de "pronunciada y aunque haya sido interpuesto 
y admitido el recurso de casacion, si el que lo pidiere 
presta fianza bastante, á satisfaccion del Juez, para res-
ponder de lo que hubiere recibido y de las costas, en 
el caso de que llegara á declararse la casacion. 
DEL JUICIO DE AMIGABLES COMPONEDORES 	 81 
Del tiempo y forma, y por quien han de ejecutarse las senten-
cias de los amigables componedores, se trata en estos tres artícu-
los. La ley de 1855 se limitó á declarar en su art. 836 que eran 
ejecutorias las dictadas de común acuerdo ó por mayoría, y á 
mandar que se llevaran á efecto de la manera que se previene en 
el título de la ejecución de las sentencias. Como ahora se permite 
el recurso de casación, se declara en el art. 837, que serán ejecu-
torias ó firmes dichas sentencias luego que haya sido desestimado 
ese recurso ó que transcurra el término sin haberlo interpuesto, y 
ampliando la disposición de la ley anterior se añade, que en tal 
caso, se llevarán á efecto, á instancia precisamente de parte legíti-
ma, por el juez de primera instancia á cuyo partido corresponda 
el pueblo donde se hayan dictado, procediéndose de la manera pre-
venida para la ejecución de las sentencias. 
Supliendo también omisiones de la ley anterior y completando 
esta materia, se ordena en el art. 838, que «para pedir la ejecución 
de la sentencia, se presentará testimonio de la escritura de compro-
miso y de la sentencia arbitral, librados por el notario autorizan-
te.» Como éste, al notificar la sentencia debe entregar á los inte-
resados copia autorizada de la misma, con expresión de la fecha 
de la notificación y de la entrega, según previene el art. 835, esa 
misma copia servirá para pedir la ejecución, presentando además la 
de la escritura de compromiso que hubiere servido para la acepta-
ción de los amigables componedores, y si no la tuviere á su dispo-
sición un testimonio de la misma, librado también por el notario 
autorizante. 
No puede pedirse la ejecución sino «después de transcurridos los 
veinte días que esta ley concede para interponer el recurso de casa-
ción contra las sentencias dictadas por los amigables componedo-
res». Esto dice el párrafo 2.° del art. 838, y lo mismo el del 837 de 
la ley para Cuba y Puerto Rico, sin duda porque al ser copiado de 
aquél no se cuidó de hacer la rectificación necesaria. En Cuba y 
Puerto Rico, no son veinte días, sino sesenta, y en Canarias cua-
renta, los que se conceden para interponer el recurso, y por consi-
guiente en dichos puntos deberá esperarse á que transcurran res-
pectivamente estos plazos, guardando el de veinte días solamente 
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respecto de las sentencias dictadas en la Península. Aunque esta  
es la regla general, puede pedirse desde luego la ejecución, siempre  
que el que la pida preste fianza bastante, á satisfacción del juez, y  
no del contrario, para responder de lo que hubiere recibido y de  
las costas, en el caso de que llegara á declararse la casación. Así  
lo dispone el art. 839, último de esta materia.  
Presentado el escrito pidiendo la ejecución de la sentencia con  
los documentos antes indicados, debe examinar el juez si ha trans-
currido ó no el término para interponer el recurso de casación,  
para lo cual habrá de atenerse á la fecha de la notificación y entre-
ga de la copia autorizada, que el notario debe hacer constar á con-
tinuación de la misma: si no ha transcurrido el término, suspenderá  
la ejecución, á no ser que se preste la fianza antes indicada; y si  
hubiere transcurrido, la decretará, acordando lo que proceda, con-
forme á lo prevenido para la ejecución de las sentencias.  
Podrá suceder que se pida la ejecución de la sentencia á pesar  
de haberse interpuesto el recurso de casación: en tal caso, como al  
juez no consta de oficio, debe decretar la ejecución, si resulta ha-
ber transcurrido el término; pero si la parte contraria acredita  
que ha interpuesto el recurso y que le ha sido admitido, á su ins-
tancia debe el juez dejar sin efecto todo lo actuado, imponien-
do las costas al que hubiere instado la ejecución en pena de su te-
meridad, á no ser que éste diere la fianza antes indicada. Téngase 
 
presente que, según el texto del art. 838 que así lo ordena, para 
 
deducir esa reclamación no basta acreditar haberse interpuesto el 
 
recurso; es necesario que haya sido admitido, lo cual se acreditará 
 
con certificación que habrá de pedirse á la Sala tercera del 
 Tribu-
nal Supremo; y como la otra parte tiene el derecho de prestar la 
 
fianza para que siga la ejecución, habrá de dársele audiencia 
 
antes de dejar sin efecto lo actuado, lo cual exige que se dé á esa 
 
petición la sustanciación de los incidentes. 
 
^  
FORMULARIOS DEL TITULO V, 
De los juicios de árbitros y de amigables componedores. 
SECCION 1. 
DEL JUICIO AREITRAL. 
1.—Aceptación, reemplazo, apremio y recusación de los árbitros. 
Otorgada la escritura de compromiso ante notario competente y con 
todos los requisitos que se determinan en el art. 793, bajo pena de nuli-
dad, librada por aquél copia fehaciente y entregada á los interesados, és-
tos ó cualquiera de ellos requerirá al mismo notario autorizante ó á otro 
para que la presente á la aceptación de los árbitros, extendiéndose á con-
tinuación de la misma copia de la escritura, y en papel del timbre co-
rrespondiente á la cuantía del negocio, las siguientes diligencias: 
Requerimiento al notario.--D. José A. y D. Justo B. nie han reque-
rido para que presente la anterior escritura á la aceptación de los jueces 
árbitros en ella expresados y para que autorice las actuaciones consi-
guientes. Y para que conste, lo acredito por la presente que firmo con 
dichos interesados en... (lugar, fecha y firma de los interesados y del 
notario). 
Aceptación de un árbitro.—En .. (lugar y fecha), yo el notario en 
virtud del anterior requerimiento, me constituí en el domicilio y estudio 
del letrado D. M., que lo tiene en esta villa calle de..., núm..., y habién-
dole encontrado le presenté la escritura de compromiso que precede, la 
flue leyó por sí mismo, y enterado dijo: que aceptaba, como aceptó el 
cargo de juez árbitro para la decisión de las cuestiones expresadas en 
dicha escritura, obligándose á desempeñarlo bien y fielmente conforme á 
derecho, y á dictar su fallo dentro del plazo señalado por los interesados; 
y en su crédito lo firma, de que doy fe.—(Firma del árbitro y del no-
tario.) 
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En igual forma se extenderá la aceptación de, los otros árbitros, cuan-
do sean tres ó cinco. Si estuviesen reunidos, se pondrá la aceptación de 
todos en una sola diligencia. Si alguno de ellos no aceptase, extendida 
la oportuna diligencia para acreditarlo, el notario lo hará saber á los in-
teresados por medio de la siguiente 
Diligencia.— En... (lugar y fecha), yo el notario hice saber á Don 
José A. y D. Justo B., que el letrado D. N. no ha querido aceptar el car-
go de juez árbitro que le han conferido por la escritura de compromiso 
que va al frente de estas actuaciones, y en su vista han convenido en 
reunirse en mi despacho tal día á tal hora para proceder á su reemplazo; 
y lo firman de que doy fe.—(Firma de los interesados, 6 del que haya 
sido notificado, si no lo son en un mismo acto, y del notario.) 
Rl reemplazo del árbitro que no hubiere aceptado, ó que resulte 
no reunir los requisitos legales, y lo mismo en los casos de recusación ó 
de fallecimiento, se hará en la misma forma que su nombramiento, esto 
es, por medio de escritura pública adicional á la  de  compromiso. Si los 
interesados no se ponen de acuerdo para verificarlo, que lará sin efecto 
el compromiso, no procediendo en este caso el pago de la multa estipu- 
lada. Hecho el nombramiento, el notario librará copia de la escritura, la 
unirá á las actuaciones y presentará ambas éscrituras al nuevo árbitro 
para su aceptación en la forma ya dicha. 
Si una de las partes no se prestase á realizar el nombramiento, debe-
rá pagar á la otra la multa estipulada; mas para poder exigirla, es nece-
sario que á instancia de ésta haga á aquélla el notario el siguiente 
Requerimiento para el reemplazo de un árbitro.—En... (lugar y fe-
cha), yo el notario, á instancia de D. José A., he requerido á D. Jus-
to B., en su domicilio, para que se presta a realizar el nombramiento del 
árbitro que ha de reemplazar al letrado D. N., reuniéndose para ello con 
D. José A., que está dispuesto á verificarlo, y advirtiéndole que si no lo 
verifica dentro de tres días incurrirá en la multa estipulada en el com-
promiso, conforme á lo prevenido en el art. 795 de la ley de Enjuicia-
miento civil, y enterado contestó, que tal día á tal hora comparecerá con 
dicho objeto en el despacho del presente notario (ó la contestación que 
diere), y lo firma de que doy fe.—(Firma del requerido y del notario.) 
Notificación á la otra parte.— Acto continuo yo el notario hice saber 
tt D. José A. para los efectos consiguientes la contestación dada por Don 
Justo B. al hacerle el requerimiento que precede; y lo firma, doy fe. 
Transcurridos los tres días, sin que haya comparecido el requerido 
para hacer el nombramiento del árbitro, el notario lo acreditará por dili- 
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gencia a instancia de la otra parte, a la cual dará testimonio de estas ac-
tuaciones, si lo pide, para reclamar en el juzgado de primera instancia el 
pago de la multa. 
Apremio de los krbitros. — Estos son responsables de los daños y per-
juicios que se ocasionen á los interesados, si no cumplen su encargo den-
tro del plazo señalado en la escritura de compromiso; mas para exigirles 
esta responsabilidad es necesario que las partes les apremien y compelan 
por medio del juez de primera instancia, á quien deben acudir, ya ocurra 
el caso antes ya después de comenzado el juicio arbitral, presentando el 
siguiente 
Escrito de apremio.— Al juzgado de primera instancia de...—D. José 
A., propietario y vecino de esta villa, con residencia en la calle de..., nú-
mero..., según la cédula personal que exhibe de tal clase, número tantos, 
ante el juzgado parezco y como más haya lugar en derecho digo: Que 
teniendo cuestiones con mi arrendatario Justo B. sobre abono de perjui-
cios ocasionados por la falta de cumplimiento de las condiciones con que 
éste tomó en arrendamiento la hacienda de mi propiedad titulada de Pra-
dos, en el término de esta villa, convinimos en someter esas cuestiones á 
la decisión de jueces árbitros, y para llevarlo á efecto otorgamos en tal 
fecha y ante tal notario la correspondiente escritura de compromiso, 
nombrando de común acuerdo árbitro único al letrado D. M. también 
vecino de esta villa. Este aceptó el cargo en tal día, y a pesar de que 
van transcurridos tres meses y de las excitaciones que yo le he dirigido 
no ha practicado hasta ahora gestión alguna para incoar el juicio arbitral 
y dar cumplimiento al encargo que tiene aceptado, con notorio perjuicio 
de mis intereses. Por esto me veo en la necesidad de acudir a este juz-
gado, que es el competente para ello, conforme al art. 797 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, a fin de que se sirva compeler dicho.juez árbitro 
a que cumpla con su encargo. Por tanto, 
Suplico al juzgado que habiendo por presentado este escrito con su 
copia, se sirva compeler al letrado D. M. á que cumpla con su encargo de 
juez arbitro en el asunto de que se ha hecho mérito, previniéndole que 
proceda sin dilación á incoar el juicio arbitral (ó á continuarlo) por los 
trámites de la ley y a fallarlo dentro del plazo señalado en el compromi-
so, bajo apercibimiento de responder de los daños y perjuicios; pues así 
es de justicia que pido. (Lugar, fecha y firma del letrado y del procura-
dor, 6 de la parte si éste no interviene.) 
Repartido este escrito y puesta la nota de la cédula personal, el escri-
bano á quien corresponda dará cuenta al juez de primera instancia, el 
cual dictará la siguiente 
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Providencia.—Juez Sr. N. (Lugar y fecha.) 
Por presentado el anterior escrito con su copia: hágase saber al le-
trado D. M. que proceda sin dilación al cumplimiento de su encargo de 
juez árbitro en el asunto á que se refiere dicho escrito, cuya copia se le 
entregará, bajo apercibimiento de responder de los daños y perjuicios. 
Lo mandó y firma dicho señor juez de primera instancia de que doy fe. 
(Firma entera del juez y del actuario.) 
Notificación á las partes en la forma ordinaria, entregando en el mis-
mo acto al árbitro la copia del escrito. 
Dentro de los cinco días siguientes á esta notificación, puede el juez 
árbitro oponerse al apremio por creerlo inmotivado,'ó alegando alguna 
causa que justifique su conducta, ó para eximirse del cargo. Del escrito 
de oposición, del que se acompañará copia, se dará traslado por seis días 
R la parte apremiante, ó á todos los interesados si aquél trata de eximirse 
del cargo, y se sustanciará y decidirá esta oposición por los trámites de 
los incidentes, quedando mientras tanto en suspenso el término del com-
promiso. 
Si el árbitro consiente la providencia de apremio ó es desestimada su 
oposición, queda preparada la acción de la parte perjudicada para enta-
blar, después de transcurrido el término del compromiso sin haberse dic-
tado la sentencia arbitral, la demanda de daños y perjuicios contra el ár-
bitro ó los árbitros que los hubieren causado. Esta demanda se sustan-
ciará en el Juzgado de primera instancia por los trámites del juicio ordi-
nario declarativo que corresponda á su cuantía. 
Recusación de los jueces árbitros.—Puede fundarse en cualquiera de 
las causas determinadas en el art. 489; pero es preciso que la causa haya 
sobrevenido después del compromiso, ó que al celebrarlo fuese ignorada 
de la parte que la alegue. La recusación se hará ante los mismos árbitros 
por medio del siguiente 
Escrito de recusación.—Justo B., vecino de esta villa, en el juicio ar-
bitral con D. José A. sobre reclamación de perjuicios y mejoras á conse-
cuencia de un arrendamiento, corno más haya lugar en derecho digo: 
Que después de principiado este juicio, la parte contraria ha contraído 
matrimonio con Doña Juana R., parienta dentro del cuarto grado civil del 
árbitro D. M. (6 la causa que sea); y siendo ésta una de las causas lega_ 
les de recusación, propongo en debida forma la del referido árbitro. En 
su virtud, 
Suplico á los Sres. Jueces árbitros que teniendo por recusado al árbi -
tro M. por la causa expuesta, se sirvan acordar que se separe desde luego 
del conocimiento de este juicio, haciéndolo saber á las partes para el uso 
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de su derecho; y en el caso no esperado de no acceder a esta petición, 
mandar que se me entregue este escrito original con las actuaciones y di-
ligencias en su virtud practicadas para repetir la recusación ante el señor 
juez de primera instancia del partido, conforme a lo prevenido en el ar-
ticulo 799 de la ley de Enjuiciamiento civil, como es de justicia que pido. 
(Lugar, fecha y firma del letrado y de la parte.) 
A este escrito se dictará providencia mandando que se ratifique en él 
con juramento la parte que lo presente. Si el arbitro recusado manifiesta 
ser cierta la causa de la recusación, se dictará auto por todos los árbitros 
teniéndole por recusado y por separado del conocimiento del negocio, y 
 
mandando hacerlo saber a las partes para que probedan á su reemplazo 
conforme á la ley; y en otro caso se denegará la recusación mandando 
entregar á la parte las diligencias originales para el uso de su derecho, 
quedando en los autos la oportuna nota y recibo. Pueden servir de mo-
delo los formularios de las recusaciones (paginas 474 y siguientes del 
tomo 1). 
Si los árbitros no hubiesen accedido a la recusación, podrá repetirse 
ante el juez de primera instancia del domicilio del recusado en la forma 
siguiente: 
Escrito repitiendo la recusación ante el Juez de primera instancia.--
D. N., en nombre de Justo B., de quien presento poder, ante el Juzgado 
parezco, y como más haya lugar en derecho digo: Que en tal fecha y 
ante tal notario mi parte otorgó escritura de compromiso con D. José A. 
sometiendo las cuestiones que en ella se expresan á la decisión de los le-
trados M., N. y Z , jueces árbitros que nombraron en la misma escritura. 
Después de haberse principiado el juicio arbitral ha ocurrido que la par-
te contraria ha contraído matrimonio con Doña Juana R., parienta den-
tro del cuarto grado civil del árbitro M , por cuya causa lo ha recusado 
ante aquéllos, los cuales no han accedido á la recusación, como resulta 
de las diligencias practicadas ante los mismos, que acompaño originales. 
En su consecuencia, haciendo uso del derecho que concede el art. 749 de 
la ley de Enjuiciamiento civil, repito ante V. S. dicha recusación, que es 
procedente por estar fundada en la causa 1.a del art. 489 de la misma 
ley. En cuya atención, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con su 
copia y con las diligencias originales que se acompañan, y por repetida 
la recusación del árbitro M., se sirva acceder ella separándole del co-
nocimiento del expresado juicio arbitral, y mandar a D. José A. que 
dentro de tercero dia se ponga de acuerdo con mi parte para el reempla• 
zo del recusado, bajo apercibimiento de declararle incurso en la multa 
estipulada en el compromiso; por ser así conforme á justicia que pido con 
costas. 
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Primer otrosí.— Caso cíe que la parte contraria no reconozca la certe-
za de la causa alegada,—Suplico al Juzgado se sirva recibir prueba este 
incidente por el término legal. 
Segundo otrosí. — Para acreditar ante los árbitros la interposición de 
este recurso á fin de que suspendan todo procedimiento en el juicio ar- 
bitral, como previene el art. 799 ya citado,—Suplico al Juzgado se sirva 
acordar se me libre y entregue el oportuno testimonio. (Fecha y firma 
del letrado, del procurador si interviene, y de la parte si estuviere pre-
sente.) 
Providencia.
—
En lo principal, por presentado con las diligencias que 
se acompañan; por repetida la recusación, y traslado á D. José A. para 
que en vista de la copia del anterior escrito, que le será entregada, ex-
ponga lo que estime procedente respecto de ella dentro de tres días, 
transcurridos los cuales dése cuenta: en cuanto al primer otrosí, á su 
tiempo, y en cuanto al segundo, como se pide. El Sr. Juez de primera 
instancia, etc. 
Notificación en la forma ordinaria- con entrega de la copia del escrito 
á la parte contraria. 
Este recurso se sustanciará como el de recusación de jueces de prime-
ra instancia. Véanse los formularios de las páginas 474 y siguientes del 
tomo I. 
Si se accede a la recusación, se procederá al reemplazo del recusado 
en la forma dicha anteriormente. Y si no se accede á ella, la parte a quien 
interese pedirá testimonio del auto y lo presentará a los árbitros para que 
continuen el juicio alzándose la suspensión. 
II. —Juicio arbitral en primera instancia. 
• 
Debe actuar en estos juicios un escribano del Juzgado de primera ins-
tancia, designado por los interesados de común acuerdo, y en su defecto 
elegido por los- árbitros. Si el compromiso versare sobre un pleito pen-
diente ya en primera instancia, seguirá actuando el mismo escribano en. 
cuyo oficio hubiese radicado. En este caso los interesados presentarán la 
escritura de compromiso con la aceptación de los árbitros al Juez de pri-
mera instancia, el cual mandará que pase á éstos el conocimiento de los 
autos, dándoles cuenta el mismo actuario. 
Primera providencia de los árbitros.
— Hágase saber á D. José A. y 
á Justo B., que en el término de... (no podrá exceder de la cuarta parle 
del fijado en la escritura) formulen sus pretensiones, y presenten los do- 
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cumentos en que las apoyen respectivamente. Así lo acordaron M., N. 
y Z. jueces árbitros nombrados por dichos interesados para conocer de las 
cuestiones expresadas en la escritura de compromiso que precede, y lo 
firman en... (lugar y fecha), de que doy fe. (Firma de los árbitros y del 
escribano con Ante mí.) 
Notificación á los interesados en la forma ordinaria. 
Escrito formulando una parte sus pretensiones.— A los Sres. Jueces 
árbitros.—D. José A., vecino de Madrid, con residencia accidental en la 
presente villa, en el juicio arbitral con Justo B. sobre tal cosa, como más 
haya lugar en derecho digo: Que en la escritura de compromiso que sir-
ve de base a estos procedimientos, se han indicado el origen y circuns-
tancias de las cuestiones que tengo pendientes con mi antiguo arrenda-
tario Justo B., y que hemos sometido á la decisión de V V. . Me concretaré 
por tanto, cumpliendo con lo mandado en providencia de tal fecha, á 
formular mis pretensiones impugnando luego las de la contraria, lo uno 
y lo otro dentro del círculo á que debe circunscribirse este juicio. 
Como se indica en dicha escritura de compromiso, yo pretendo que 
Justo B. me ha ocasionado perjuicios de consideración por haber faltado 
á las condiciones estipuladas en la escritura de arrendamiento que pre-
sento en debida forma, cuyos perjuicios, que voy á enumerar, han sido 
calculados por personas inteligentes en diez mil pesetas; y le reclamo el 
abono de esta cantidad, ó de la que resulte por tasación de peritos. Fin- 
dome para ello en lo siguiente: (Se expondrán numerados los hechos y los 
fundamentos de derecho.) 
A su vez pretende Justo B. que yo debo abonarle ocho mil pesetas 
por mejoras que ha hecho en la finca con la plantación de ocho mil vi-
des; y aunque es cierto este hecho, no rne creo obligado á dicho abono 
por las razones siguientes: (Se expondrán del mismo' modo los hechos y 
 los fundamentos de derecho.) 
En cuya atención, 
Suplico á los Sres. Jueces árbitros, que habiendo por presentados los 
referidos documentos, con las copias prevenidas de los mismos y de este 
escrito, y á mí por cumplido con la providencia de tal fecha, se sirvan 
declarar en definitiva: 1. 0 , que Justo B. me ha ocasionado los perjuicios 
antes relatados, y que viene obligado á su indemnización, condenándole 
en su consecuencia a que me pague por tal concepto la cantidad de diez 
mil pesetas, ó la que resulte del justiprecio que se practicará durante el 
término de prueba; y 2.°, que yo no vengo obligado al abono de las me-
joras que reclama Justo B., absolviéndome por tanto de lo que éste de-
manda por tal motivo; y condenar además a la parte contraria en todas 
las costas, por ser asi conforme á justicia que pido. (Fecha y firma del le-
trado y de la parle, ó de su procurador, si interviene.) 
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Del mismo modo formulará sus pretensiones la otra parte. Luego que 
ambas las hubieren presentado, se dictará la siguiente 
Providencia.—Comuníquense mutuamente á las partes sus respecti-
vas pretensiones por medio de las copias de los escritos y documentos 
que han presentado, uniéndose los originales á los autos, y se les conce-
de para impugnarlas el término de tantos días comunes (no podrá exceder 
de la cuarta parte del señalado para formular las pretensiones): Lo man - 
daron los Sres. Jueces árbitros, etc. (Lugar y fecha, media firma de los 
árbitros y entera del actuario con Ante mí.) 
Notificación á las partes en la forma ordinaria, entregando al mismo 
tiempo á cada una las copias del escrito y documentos presentados por su 
contrario. 
Cuando no se hubiere acompañado copia de algún documento por ex-
ceder de 25 pliegos, se entregará el original á la parte contraria, consig-
nándolo así en la diligencia.. 
Cuando una parte haya dejado transcurrir el término sin formular 
sus pretensiones, si los árbitros no hubieren acordado de oficio que siga 
el juicio en rebeldía de la misma, - podrá la otra presentar et siguiente 
Escrito acusando la rebeldia.—D. José A., etc., digo: Que es trans-
currido el término concedido en providencia de tal fecha, sin que la par-
te contraria haya formulado sus pretensiones, por lo que le acuso la re-
beldía. 
Suplico á los Sres. Jueces árbitros se sirvan haberla por acusada con 
costas, y conforme á lo que previene el art. 805 de la ley de Enjuicia-
miento civil, mandar que continúe el juicio en rebeldía de Justo B , ha-
ciéndosele en estrados las notificaciones y citaciones sucesivas, y decla-
rarle incurso en la multa estipulada de 4.000 pesetas por haber dejado 
de cumplir con los actos indispensables para la realización del compro-
miso, acordando lo demás que proceda para la continuación del juicio; 
por ser asi conforme á justicia que pido. (Fecha y firma de la parte.) 
Providencia.— Por acusada la rebeldía con costas, y como se pide, sin 
perjuicio de oirá Justo B. cuando se presente, pero sin retroceder en el 
juicio: entréguensele las copias del escrito y documentos presentados por 
la otra parte para que pueda impugnar sus pretensiones por el término 
de tantos días (el de la providencia anterior). Lo mandaron los Sres. Jue-, 
ces árbitros, etc. 
Notificación á la parte presente en la forma ordinaria. 
Otra al rebelde en la misma forma, y las demás que ocurran en es-
trados conforme á lo prevenido en los artículos 281 y siguientes. 
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Para la exacción de la multa acudirá la parte á quien interese al Juz-
gado de primera instancia con testimonio de haber sido declarado su con-
trario incurso en ella, y pedirá su ejecución por la via de apremio. 
Cada interesado puede impugnar las pretensiones del contrario (len-
tro del término señalado, y presentar los documentos necesarios al efec-
to. Los escritos de impugnación podrán formularse como los anteriores. 
Por medio de otrosí manifestarán si el juicio ha de recibirse á prueba, 6 
si no hay necesidad de ella. Cuando no sea necesaria, se acordará: Autos 
citadas las partes para sentencia; y si ambas partes hubieren pedido el 
recibimiento á prueba, ó los árbitros la creen necesaria, dictarán el si-
guiente 
Auto recibiendo el pleito á prueba.—(Después de los resultandos y 
considerandos conducentes, se dirá): Se reciben estos autos á prueba por 
término de... (no podrá exceder de la cuarta parte del señalado en el com-
promiso), cuyo término será común para proponerla y practicarla, y per-
mítase á las partes tomar copia ó notas de las que se ejecuten. (Cuando 
ninguna de las partes haya solicitado prueba, pero los árbitros la crean 
necesaria, añadirán al primer periodo: debiendo contraerse precisamen-
te la que se haga á tales y tales hechos.) Lo mandaron, etc. 
Notificación á las partes en la forma ordinaria. 
Pueden practicarse las mismas pruebas que en el juicio ordinario y 
en igual forma. Véanse los formularios de las páginas 407 y siguientes 
del tomo III, pero teniendo presente que el término es común para pro-
poner y practicar la prueba, inclusa la de tachas en su caso. 
Para las que no puedan practicar los árbitros por si mismos, recla-
marán el auxilio del Juez de primera instancia del partido donde se siga 
el juicio, en la forma siguiente: 
Exhorto.—M., N. y Z., Jueces árbitros en el asunto de que después 
se hará mención, que de serlo y de hallarse en actual ejercicio de su car-
go el infrascrito Escribano da fe. 
Al Sr. Juez de primera instancia de este partido, hacemos saber: Que 
ante nosotros, y por la escribania del que refrenda, se siguen autos entre 
D. José A. y Justo B., á consecuencia de compromiso otorgado por los 
mismos en escritura autorizada en tal parte, su fecha tal, ante el Nota-
rio X , en los cuales, durante el término de prueba, que principió á co-
rrer en tal día y concluirá en tal otro, por parte de... se ha solicitado tal 
cosa, y en su virtud hemos dictado la siguiente providencia: (se copia). 
Y para que lo mandado por nosotros tenga cumplido efecto, dirigi-
rnos á V. S. el presente, por el cual, en virtud de la jurisdicción y facul- 
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tad que nos concede la ley para conocer del negocio expresado por com-
promiso de las partes, exhortarnos y requerimos á V. S. á fin de que nos 
preste su auxilio, y por nuestra parte le rogamos, que siéndole presenta-
do este exhorto por cualquiera persona, se sirva disponer (lo que se mande 
en la providencia), devolviéndonos el presente con las diligencias practi-
cadas en su razón, pues en hacerlo así administrará justicia. Dado en... 
(Fecha y firma de los árbitros y del escribano.) 
Concluido el término de prueba, dará cuenta el escribano, y los árbi-
tros, sin necesidad de excitación de parte, dictarán la siguiente 
Providencia.—Unanse á estos autos las pruebas practicadas, y trái-
ganse para sentencia, citadas las partes. Lo mandaron, etc. 
Diligencia de unión de las pruebas.— Puede servir de modelo la de 
la pág. 437 del tomo III. 
Notificación y citación á las partes por medio de cédula, conforme al 
formulario de la pág. 629 dal torno I. 
Pueden los árbitros, silo creen necesario, señalar día para la vista á 
fin de oir á las partes ó á sus defensores, y acordar para mejor proveer 
cualquiera de las diligencias expresadas en el art. 340. 
La sentencia se formulará como la de la pág. 443 del tomo 1H, 
expresando al principio ó al fin que la dictan de común acuerdo ó por 
mayoría absoluta de votos. Si no resultare dicha mayoría, cada uno ex-
tenderá su voto con sepaiación, pero usando de la misma fórmula ante-
dicha, y después de notificarlos á las partes, se dictará la siguiente 
Providencia.—Mediante á que no ha habido conformidad entre los 
que proveen, sobre tales y tales puntos, sométanse éstos á la resolución 
del señor Juez de primera instancia de este partido, á quien dará cuenta 
el presente Escribano. Lo mandaron los señores jueces árbitros, etc. 
Notificación á las partes en la forma ordinaria 
El Juez de primera instancia dictará su fallo sobre los puntos de la 
discordia en la forma antes indicada: su resolución constituirá sentencia, 
sea ó no conforme con la de cualquiera de los árbitros. 
Estas sentencias son apelables en ambos efectos dentro de cinco días 
para ante la Audiencia del territorio, como las de los Jueces de primera 
instancia; pero no puede admitirse la apelación si el apelante no paga á 
su contrario ó consigna la multa estipulada para este caso, como se pre-
viene en el art. 819. 
Téngase también presente lo que dispone el art. 824, para interponer 
en su caso el recurso de nulidad juntamente con el de apelación de la 
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sentencia de los árbitros; y que han de remitirse los autos á la Au-
diencia por conducto del Juez de primera instancia, después de emplaza-
das las partes. 
III.— Juicio arbitral en segunda instancia. 
Cuando los árbitros hayan conocido del juicio en primera instancia, 
la apelación se sustanciará ante la Audiencia como en los juicios ordina-
rios de mayor cuantía. Véanse los formularios del título que sigue. 
A los mismos formularios acomodarán los árbitros su procedimiento, 
cuando el compromiso se haya celebrado para fallar un pleito que se 
halle en segunda instancia; si bien con las modificaciones consiguientes 
a no poder valerse de relator. 
Contra las sentencias definitivas que se dicten en la segunda instan-
cia, se da el recurso de casación, en los mismos casos que en los demás 
juicios declarativos. Luego que son firmes, se llevan a efecto por los tri- 
mites establecidos para la ejecución de sentencias. 
SECCIÓN II. 
DEL JUICIO DE AMIGABLES COMPONEDORES. 
Para la aceptación, reemplazo, apremio y recusación de los amigables 
componedores se empleará el mismo procedimiento que para los árbi-
tros se ha formulado al principio de la sección anterior. 
La parte que no ejecute lo necesario para que Tenga efecto el compro-
miso, debe satisfacer á la otra los daños y perjuicios que se la originen. 
Corresponde conocer de esta demanda al Juez de primera instancia del 
partilo, pero es necesario prepararla con el requerimiento á dicha parte 
para que dentro de tercero día se preste á realizar lo que proceda, con- 
forme al formulario antes indicado, y si no lo verifica, podrá entablarse 
dicha demanda, la cual ha de sustanciarse y decidirse por los trámites 
establecidos para los incidentes. 
Los amigables componedores han de decidir las cuestiones sometidas 
A su fallo sin sujeción á formas legales y según sù saber y entender, li-
mitándose á recibir los documentos que les presenten los interesados y 
á oirlos juntos ó separadamente, lo cual podrán hacer constar por dili-
gencia que extenderán ellos mismos, si lo creen conveniente. Instruidos 
así de los hechos, dictarán su sentencia sin citación de las partes ni otra 
formalidad que la presencia de un notario que la autorice levantando 
acta, en la que insertará dicha sentencia, custodiándola en su protocolo. 
El notario autorizante notificará la sentencia á los interesados, entre- 
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fiándoles copia autorizada de la misma, extendida en papel del timbre 
que corresponda, expresando al pie de ella la fecha de la notificación 
y de la entrega, lo que hará también constar continuación de la origi-
nal . por diligencia que firmarán los interesados. 
Contra estas sentencias puede interponerse recurso de casación por 
las dos causas que se determinan en el núm. 3.° del art. 4694, y luego 
que son firmes se llevan a efecto por los trámites establecidos para la 
ejecución de las sentencias. 
Si no resultare sentencia por no haber mayoría absoluta de votos, 
queda sin efecto el compromiso, y para hacerlo constará los efectos con-
siguientes, convendrá que los amigables componedores lo consignen por 
acta ante notario ó por diligencia á continuación de la escritura de coin-
pro!niso, y se haga saber á las partes para el uso de su derecho. 
Creemos suficientes estas explicaciones, sin necesidad de formularios 
especiales: para las diligencias que á ellos pudieran ajustarse, podrán 
servir de modelo las formuladas para el juicio de árbitros. 
TÍTULO VI 
DE LA SEGUNDA INSTANCIA 
Entre las disposiciones comunes á la jurisdicción contenciosa y 
II la voluntaria, comprendidas en el libro 1.° de la presente ley, se 
halla el tít. IX, que trata de los recursos contra las resoluciones 
judiciales y sus efectos, concretándose su sección 1.a á los que pro-
ceden contra las resoluciones de los jueces de primera instancia. 
De estos recursos el más importante es el de apelación, por ser el 
que abre la puerta á la segunda instancia, en cuya virtud se some-
te el conocimiento del negocio al tribunal superior, para que pue-
da «desatar los agravamientos que los jueces facen á las partes tor-
ticeramente, ó por non lo entender», como dice la ley 1,a, tít. 23 
de la Partida 3 
En dicha sección (artículos 382 y siguientes) están recopiladas 
las disposiciones que se refieren á las apelaciones en general, de-
terminándose las resoluciones judiciales que son apelables, el tér-
mino para interponer este recurso, para ante , quién y cómo ha de 
admitirse, efectos que produce respecto de la jurisdicción del juez 
ante quien se interpone, forma en que han de remitirse los autos á 
la Audiencia, ó ha de darse el testimonio al apelante para que com-
parezca en ella, según haya sido admitida la apelación en uno ó en 
ambos efectos, y término para comparecer en dicho tribunal su-
perior; de suerte que se trata allí de todo lo que sobre esta mate-
ria ha de pedirse, acordarse y ejecutarse en el juzgado de primera 
instancia. Y ahora se trata aquí de todo lo que corresponde al co-
nocimiento de la Audiencia, después de haber sido interpuesta y 
admitida la apelación, ordenándose el procedimiento para la se- 
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gunda instancia. Es lógica y racional esa distinción de materias, y 
ella justifica la colocación que se les ha dado en la presente ley. 
La misma distinción se hizo en la ley de 1855, concretándose á 
tratar en el título XV II de su primera parte, que concuerda con el 
actual, del procedimiento ante la Audiencia, pero dándole el epí-
grafe De las' apelaciones, que no expresaba su objeto: por esto se 
ha variado en el que vamos á examinar, denominándolo De la se-
gunda instancia, á la que se refiere concretamente, pues de las ape-
laciones y sus efectos se trata en el lugar antes citado. (Véanse en 
sus respectivos casos los artículos 382 y siguientes y sus comenta-
rios en las páginas 164 y siguientes del tomo IL) 
Otras modificaciones de más importancia y transcendencia que 
la del epígrafe se han introducido en este título, en cumplimiento 
de lo ordenado en las bases 3. 8 y 7.a de las aprobadas por la ley 
de 21 de Junio de 1880. Según los artículos 837, 838 y 839 de la 
reformada, recibidos los autos en la Audiencia en virtud de apela-
ción, quedaban sin curso hasta que se presentara el apelante, el 
cual podía comparecer en cualquier tiempo para promover y con-
tinuar la segunda instancia mientras no le acusara la rebeldía su 
contrario. Esto daba lugar á que quedaran los pleitos paralizados 
indefinidamente, y á que pudiera instarse su prosecución después 
de muchos años por los mismos interesados ó por sus herederos, 
cuando aquéllos los habían abandonado acaso por haber transigido 
sus diferencias, ó cuando por el transcurso del tiempo el contrario 
carecía de antecedentes y de medios para la defensa de sus legíti-
mos derechos. Para poner coto á este abuso y á los graves inconve-
nientes que de ese sistema resultaban, se ordenó en la primera de 
de dichas dos bases, que se declaren desiertas las apelaciones, sea 
cual fuere su clase, si el apelante no compareciere dentro del tér-
mino del emplazamiento, sin necesidad de que se acuse rebeldía; y 
así se establece en los artículos 840 y 841 de la presente, quedan-
do por consiguiente derogados los antes citados de la ley de 1855. 
Conforme á los artículos 849 y siguientes de la misma ley, cuan-
do era definitiva la sentencia apelada, se entregaban los autos al 
apelante para expresar agravios de ella por el término de ocho á 
veinte días, que en algunos casos podían prorrogarse hasta treinta; y 
1S 
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,de ese escrito se daba traslado al apelado para que lo contestase por 
otro término igual. En la práctica se daba grande extensión á esos 
escritos, en los cuales se reproducían las alegaciones de la primera 
instancia, y como después se exponían de palabra en el acto de la 
vista los mismos razonamientos, resultaba que los alegatos de agra-
vios sólo servían, por regla general, para aumentar el volumen de 
los autos y ocasionar crecidas costas á los litigantes. Por esto ., en la 
base 7.a antes citada se ordenó, que se reformara el procedimiento 
de la segunda instancia suprimiendo las alegaciones escritas, sin 
perjuicio de recibir los autos á prueba, cuando proceda, y de uti-
lizar las alegaciones de derecho si el tribunal lo estimase conve-
niente, y así se ha establecido también esa reforma en la nueva ley, 
como puede verse en los artículos 856 y siguientes. 
Con las dos reformas indicadas se ha conservado sustancial-, 
mente el procedimiento de la ley anterior para las segundas ins-
tancias. La claridad con que están redactadas sus disposiciones, 
la aplicación constante que de ellas viene haciéndose en la prác-
tica sin dificultad alguna, y la ilustración de los tribunales, auxi-
liares y letrados encargados de aplicarlas, hacen innecesario nues-
tro comentario en cuanto al procedimiento, y lo limitaremos por 
tanto á las novedades que se introducen. Téngase presente que las 
disposiciones de la- sección 1.a  son aplicables en toda clase de ape-
laciones; las de la 2.a, solamente á las de sentencias definitivas dic-
tadas en pleitos de mayor cuantía, y las de la  3.a á todas las demás 
apelaciones, como sus respectivos epígrafes lo indican, si bien en 
los juicios de menor cuantía habrá de sustanciarse la segunda ins-
tancia conforme á las reglas especiales que para ellos se establecen 
en los arts. 705 y siguientes, y en los verbales y de desahucio con 
sujeción á lo que se determina en los arts. 735 al 737 y 1584 y si -
guientes; pero en todas ha de observarse la disposición del 840, 
por la cual se ordena que de oficio; y sin necesidad de que se acuse 
la rebeldía, debe declararse desierta la apelación y firme la senten-
cia ó el auto apelado, luego que transcurra el término del empla-
zamiento sin haberse personado en forma el apelante ante el tri-
bunal superior que deba conocer de la segunda instancia. 
TOMO IV 
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SECCIÓN PRIMERA. 
DISPOSICIONES GENERALES. 
ARTÍCULO 840 
(Art. 839 de la ley para Cuba y Puerto  Rico.) 
Todo apelante debe personarse en forma ante el Tri-
bunal superior dentro del término del emplazamiento. 
Si no lo verifica, así que trascurra dicho término se 
declarará desierto el recurso, sin necesidad de que se 
acuse rebeldia, y de derecho quedará firme la senten-
cia 6 auto apelado, sin ulterior recurso. 
ARTÍCULO 841 
En los casos en que, por haber sido admitida la ape-
lación en un efecto, se facilite al apelante testimonio 
para mejorarla, la Audiencia no admitirá el recurso y 
lo declarará desierto sin necesidad de que se acuse la 
rebeldía, cuando se presente el apelante despues de 
trascurrido el plazo de los quince días que señala el 
art. 393. 
Lo mismo sucederá respecto de los recursos de que-ja a que se refiere el art. 399. 
Art. 840 para Cuba y Puerto Rico.—(Las referencias son d los ar-
tículos 392 y 398 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO $42 
(Art. 841 para Cuba y Puerto Rico.) 
En todos los casos en que se declare desierto el re-
curso, se condenará en las costas del mismo al apelan-
te, y se comunicará este auto al Juez inferior con de-
volucion de los autos en su caso, a los efectos consi-
guientes. 
En la carta-órden de devolucion anotará el secreta- 
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rio los derechos devengados y lo que corresponda por 
reintegro del papel del sello de oficio que se hubiere 
invertido conforme á lo prevenido en el párrafo segun-
do del art. 248, para que se exija su importe del ape-
lante. 
En la introducción que precede hemos expuesto la razón de la 
reforma que por estos artículos se ha hecho en el procedimiento 
de la segunda instancia en toda clase de apelaciones. Según ellos, 
no es necesaria la acusación de rebeldía, que exigía la ley de 1855, 
para que se declare desierta una apelación: basta el transcurso del 
término del emplazamiento, y si dentro de él no se persona en  for-
ma el apelante ante el tribunal superior, está éste obligado á de-
clarar de oficio desierto el recurso y firme la sentencia ó auto ape-
lado, condenando al apelante en las costas causadas con la apela-
ción, y mandando devolver los autos al juzgado inferior á los efec-
tos consiguientes, esto es, para la ejecución de la sentencia ó auto 
que haya quedado firme por la deserción del recurso. Y el mismo 
principio se aplica á las apelaciones admitidas en un solo efecto y 
á los recursos de queja por la no admisión de apelación, cuando él 
apelante no se presenta en forma ante el tribunal superior á mejo-
rar la apelación ó formalizar la queja dentro de los quince días 
señalados en los arts. 393 y 399. 
Para dar cumplimiento á estas disposiciones, cuando la apela-
ción ha sido admitida en ambos efectos, así que se reciben los au-
tos en la Audiencia, el secretario á quien correspondan por repar-
timiento debe dar cuenta á la Sala, la cual acuerda que se acuse el 
recibo y que se vuelva á dar cuenta luego que se persone el ape-
lante, ó transcurrido el término del emplazamiento sin haberlo 
verificado. Y en el día siguiente al de haber transcurrido dicho tér-
mino sin haberse presentado el apelante, el secretario, se haya acu-
sado ó no la rebeldía, debe dar cuenta á la Sala, y ésta por medio 
de auto 9  sin más trámites, declara desierto el recurso, con los de-
más pronunciamientos antes indicados. Estas actuaciones se extien-
den en papel del sello de oficio sin perjuicio del reintegro, confor-
me á lo prevenido en el párrafo 2.° del art. 248. 
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En las apelaciones admitidas en un efecto y en los recursos de 
queja, como el apelante, al comparecer en el tribunal superior 
para mejorar la apelación ó formalizar el recurso, debe acompañar 
el testimonio que para ello se le habrá facilitado en el juzgado, si 
por la fecha de la entrega del mismo resulta haber transcurrido los 
quince días útiles queda ley concede para interponerlo, debe la Sala 
desde luego y sin más trámites dictar auto declarando no haber 
lugar á la admisión del recurso, y éste desierto, con las costas al 
recurrente, y mandando se comunique este auto en la forma ordi-
dinaria al juez inferior á los efectos consiguientes, esto es, para 
que conste en los autos la deserción del recurso, y se tenga por 
firme la resolución á que se.refiera. 
El art. 840, primero de este comentario, establece como regla 
general y absoluta, que «todo apelante debe personarse en forma 
ante el tribunal superior dentro del término del emplazamiento», 
y á continuación ordena las consecuencias de esta omisión, que 
son las que acabamos de explicar. Para comparecer en forma, ha 
de personarse el apelante por medio de procurador con poder de-
clarado bastante por un letrado, conforme á lo prevenido en el ar-
tículo 3.°, fuera de los casos exceptuados en el 4.°, en los que es 
permitido á los litigantes comparecer por sí mismos. Por consi-
guiente, si el apelante no comparece en dicha forma, aunque lo 
verifique dentro del término del emplazamiento, procede declarar 
desierto el recurso y firme la sentencia ó auto apelado, lo mismo 
que cuando no se persone dentro del término, por faltar uno de 
los dos requisitos que la ley exige como esenciales para que pueda 
darse curso á la segunda instancia. 
Aunque la ley no establece excepción alguna, de esos requisi-
tos está exento el Ministerio fiscal, cuando es apelante, según tiene 
declarado el Tribunal Supremo en sentencia de 11 de Febrero de 
1886, de suerte que aunque no se persone en los autos ante la Au-
diencia dentro del término del emplazamiento, ha de tenérsele por 
personado, y sustanciarse la segunda instancia sin declarar desier-
to el recurso (1). No obstante esta declaración, que sin duda fué la 
(1) Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de Febrero de 1886, en recurso de 
casación por infracción de ley.—En el caso á que se refiere, fué apelante el 
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procedente dadas las circunstancias del caso á que se refiere, 
creemos que procederá con acierto el Ministerio fiecal personándo-
se en los autos ante la Audiencia dentro del término del emplaza-
miento cuando sea apelante, porque así se sujetará estrictamente 
á la ley, evitará las cuestiones y recursos á que dió lugar el caso 
en que recayó dicha sentencia, y no se expondrá á que, con mejor 
acuerdo ó por ser otras las circunstancias del caso, pueda variarse 
la jurisprudencia en ella establecida. No creemos que esa jurispru-
dencia pueda aplicarse á los abogados del Estado, que tienen hoy 
la representación de la Hacienda ante los tribunales. 
Ordena también el art. 840, que cuando se declare desierta la 
apelación por la no comparecencia del apelante, «de derecho que-
dará firme la sentencia é auto apelado, sin ulterior recurso.» Lo 
mismo habrá de entenderse en los casos del art. 841. Las palabras 
sin ulterior recurso se refieren claramente á la sentencia ó auto 
Ministerio fiscal, y aunque no se personó en los autos dentro del término del 
emplazamiento, se le tuvo por parte y se sustanció y falló la segunda ins-
tancia, no obstante la oposición de la parte contraria. Esta perdió el pleito, 
é interpuso recurso de casación citando, entre otras infracciones, la del ar-
tículo 840 de la ley de Enjuiciamiento civil, á virtud del cual quedó firme de 
derecho la sentencia de primera instancia, y la de «la doctrina legal que es-
tablece que el Ministerio fiscal en los pleitos en que interviene como represen-
tante y defensor de los derechos del Estado, es una parte como cualquiera 
otra y está como litigante obligado á cumplir y sujeto á las consecuencias 
jurídicas de inobservancia de los términos, trámites y requisitos que las leyes 
de procedimiento determinan, doctrina declarada por la jurisprudencia de este 
Supremo Tribunal en las sentencias, entre otras, de 24 de Enero de 1864 y 11 
do Enero de 1866»; pero el Tribunal Supremo declaró no haber lugar al recur-
so, desestimando dicho motivo por las razones expuestas en el siguiente 
«Considerando que la sentencia no infringe las disposiciones legales y 
doctrina que se invocan en el primer motivo, pues si bien es cierto que con 
arregló á ella, el Ministerio fiscal, en los juicios en que interviene representan-
do al Estado, se halla sujeto como todo litigante á los trámites, términos y 
formalidades de la ley procesal, debe establecerse diferencia entre los demás 
casos y aquel en que sólo se trate de comparecer como apelante en la segun-
da instancia, acto que, dadas las funciones permanentes que dicho Ministerio 
ejerce, y la circunstancia de que en aquellos asuntos está siempre presente 
en los tribunales respectivos, tienen éstos por realizado, según la práctica 
observada, sin necesidad de escrito ó gestión alguna.» 
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apelado, de suerte que no cabe el recurso de casación ni otro algu-
no contra la sentencia que ha quedado firme de derecho en el caso 
de que se trata; pero contra el auto declarando desierta la apela-
ción, procede el recurso de súplica para ante la misma Sala dentro 
de cinco días que concede el art. 402, y después, si no se repone, 
el de casación, conforme al 404 y núm. 1.° del 1690, en razón á 
que con dicho auto se pone término al pleito haciendo imposible 
su continuación, y tiene por tanto el concepto de sentencia defini-
tiva. Esta doctrina está conforme con la jurisprudencia constante 
del Tribunal Supremo. 
Puede suceder que la Audiencia dé curso á la segunda instan-
cia teniendo por personado y por parte al apelante á pesar de 
haberse presentado fuera del término del emplazamiento, ó de no 
haberlo verificado en forma. Esta providencia no puede conside-
rarse como de mera tramitación, para los efectos del art. 401, 
puesto que autoriza una segunda instancia, que una de las partes 
cree improcedente, y cabe por tanto contra ella el recurso de sú-
plica para ante la misma Sala dentro de cinco días conforme al 
art. 402, según tiene declarado el Tribunal Supremo en sentencias 
de 10 de Mayo de 1883 y 9 de Julio de 1887. Si la Sala la refor-
ma declarando desierta la apelación, contra este auto procede 
desde luego el recurso de casación, porque pone término al juicio; 
y si no se da lugar á la súplica, habrá de seguirse la segunda ins-
tancia, y contra la sentencia definitiva que en ella recaiga podrá 
intentarse el recurso de casación, citando como infringido el ar-
tículo 840. 
Cuando se defienda por pobre el apelante, véase el art. 844. 
ARTÍCULO 843 
(Art. 842 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el apelado no se hubiere personado en el Tribu-
nal superior, seguirán los autos su curso, notificándose 
en los estrados del Tribunal las providencias que se 
dictaren. 
Si compareciere despues, se le tendrá por parte, y se 
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entenderán con él 6 con su procurador las diligencias 
sucesivas, sin retroceder en el procedimiento. 
Concuerda con el párrafo 2.° del art. 838 de la ley de 1855. El 
apelado se constituye en rebeldía por el mero hecho de no perso-
narse en los autos ante el tribunal superior; pero esto no obsta 
para la continuación de la segunda instancia cuando se persone en 
tiempo y forma el apelante: siguen los autos su curso, y sin necesi-
dad de declaración de rebeldía deben notificársele á aquél en los 
estrados del tribunal todas las providencias que se dicten, obser-
vándose lo prevenido en los arts. 281 y siguientes. Pero en cual-
quier estado del juicio en que comparezca, debe tenérsele por par- 
te, cesando las notificaciones en estrados y entendiéndose con él 
si comparece por sí mismo en los casos en que puede hacerlo, ó 
con su procurador las diligencias sucesivas, sin retroceder en el 
procedimiento, conforme también á la regla general establecida en 
en el art. 766. Mientras permanezca en rebeldía el apelado, para 
dar curso á los autos, ha de esperarse á que transcurra el término 
de los traslados que se le confieran, porque tiene el derecho de uti-
lizarlos si comparece, y porque así se deduce del art. 281 antes 
citado, al ordenar que se ejecuten en los estrados las providencias 
que recaigan. 
ARTÍCULO 844 
(Art. 843 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando el apelante esté habilitado para defenderse 
por pobre, se le tendrá por personado en tiempo ante 
el Tribunal superior, si dentro del término del empla-
zamiento compareciere ante él mismo, por si 6 por me-
dio de otra persona, 'solicitando se le nombre de oficio 
abogado y procurador que se encarguen de su defensa. 
La misma pretension podrá dedudir al hacerle el em-
plazamiento, en cuyo caso lo consignará el actuario en 
la diligencia. 
En estos casos, el Tribunal acordará el nombramien-
to si resultare justificada aquella habilitacion, y se en- 
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tenderán con el procurador nombrado de oficio todas 
las actuaciones en representacion del apelante. 
ARTÍCULO 845 
(Art. 844 para Cuba y Puerto Rico.) 
• 
    
   
El apelado que se halle en el mismo caso, podrá so-
licitar en igual forma el nombramiento de abogado y 
procurador de oficio, en cualquier estado del recurso. 
Estos dos artículos, sin concordantes en la ley anterior, tienen 
por objeto facilitar á los litigantes pobres el medio de personarse 
ante el tribunal superior en los recursos de apelación y  de queja, sin 
necesidad de gastos que acaso no puedan soportar. Además de que 
pueden hacerlo por medio de procurador con poder bastante y bajo 
la dirección de letrado de su elección, como los litigantes ricos, les 
concede la ley otros dos medíos, á fin de que puedan defenderse sin 
gasto alguno, que son, el de comparecer por sí mismos ó por medio 
de otra persona, solicitando de la Sala que se les nombre de oficio 
abogado y procurador que se encarguen de su defensa, ó deducir 
de palabra esta misma pretensión al hacerles el emplazamiento, en 
cuyo caso está obligado el actuario á consignarla en la diligencia. 
El apelado puede deducir esta pretensión en cualquier estado del 
recurso; pero el apelante ha de deducirla y presentarla precisamen- 
te dentro del término del emplazamiento, pues transcurrido éste sin 
haberse personado en una ú otra forma ante el tribunal superior, 
ha de declararse desierto el recurso, y de derecho queda firme la 
sentencia ó auto apelado. 
Interpretando ampliamente los tribunales ese beneficio que la 
ley concede al litigante pobre, se admite la pretensión antedicha y 
se tiene por personado al litigante, ya la presente por sí mismo, ya 
la remita por el correo al presidente del tribunal, el cual manda 
que se pase á la Sala correspondiente, ó bien la deduzca un procu-
rador ó cualquiera otra persona en nombre y por encargo de aquél> 
sin necesidad de poder en forma ni de la ratificación del interesa-
do. También se permite que en ella se haga el nombramiento de 
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abogado y procurador, y lo mismo cuando se deduce en el acto del 
emplazamiento. En todos estos casos, si se ha hecho la designación 
de letrado y de procurador, ó de cualquiera de ellos, manda la Sala 
que se les haga saber para su aceptación, y si no aceptan, lo mis-
mo que cuando no se ha hecho la designación, manda aquélla que 
se nombren de oficio, á cuyo fin se pasan los autos á los decanos 
de los respectivos colegios para que nombren al abogado ó procu-
rador que se halle en turno, entendiéndose con éste las actuacio-
nes en representación de dicho litigante. 
Mas, para que pueda tener lugar dicho procedimiento, es nece-
sario, según el art. 844 que estamos comentando, que el litigante 
esté habilitado para defenderse por pobre, y que resulte justifica-
da esta habilitación. La habilitación para defenderse por pobre se 
obtiene, según el art. 27, desde el momento en que se solicita en 
forma la declaración de pobreza; y resultará su justificación de los 
mismos autos de primera instancia que se remiten originales al 
tribunal superior; cuando se admite la apelación en ambos efectos, 
ó del testimonio que para mejorar la admitida en un efecto ó. 
para formalizar el recurso de queja ha de facilitarse al recu-
rrente. No basta para ello que este testimonio se halle .extendido 
en papel del sello de pobres; es necesario que el actuario que lo li-
bre haga constar en él que el recurrente está habilitado para de-
fenderse en ese concepto, expresando la fecha de la sentencia fir-
me en que se le declaró pobre, ó la de la solicitud del incidente de 
pobreza y estado en que se halle: de otro modo no puede justificar-
se el uso de dicho timbre, é incurriría en responsabilidad el actua-
rio. Por esta omisión ha corregido disciplinariamente la Sala ter , 
 cera del Tribunal Supremo á los secretarios ó escribanos de Cáma-
ra que han incurrido en ella. 
Cuando se sustancia en pieza separada el incidente de pobreza 
por haberla solicitado después de contestada ó al contestar la de-
manda, son muchos los casos en que se abandona el curso de ese 
incidente y queda sin fallar, dándose por satisfecho el interesado con 
la habilitación que tiene para defenderse en ese concepto. En tales 
casos la Audiencia no puede prescindir de dispensar á ese litigante 
los beneficios de la defensa por pobre, puesto que se halla habilitado 
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para ello, aunque por el perjuicio que se sigue á los intereses del 
Estado y de los curiales debiera ponerlo en conocimiento del Mi-
nisterio fiscal para que inste la terminación del incidente, ya que 
no puede hacerlo el juez de oficio. Pero se tocan y se lamentan las 
consecuencias de ese abandono cuando el litigante se ve en el caso 
de interponer el recurso de casación: silo interpone en concepto de 
pobre, y por consiguiente, sin dar poder en forma a? procurador, 
y sin constituir el depósito, cuando proceda, como generalmente su-
cede, la Sala tercera del Tribunal Supremo declara no háber lugar 
á la admisión del recurso por no haberse llenado los requisitos in-
dicados, fundándose en que la ley sólo exime de ellos al recurrente 
que esté declarado pobre, como se dice expresamente en los artícu-
los 1698, 1706 y 1709, y la declaración de pobreza no se obtiene 
con la habilitación que autoriza para defenderse interinamente en 
ese concepto, sino por la sentencia firme que pone término al in-
cidente. 
ARTÍCULO 846 
(Art. 845 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En cualquier estado de la segunda instancia, podrá 
separarse de la apelacion el litigante que la haya in-
terpuesto, pagando las costas causadas con este motivo 
á su contrario. 
Para tenerle por separado, será necesario que el pro-
curador presente poder especial, 6 que el litigante in-
teresado se ratifique con juramento en el escrito. 
ARTÍCULO 847 
(Art. 846 para Cuba y Puerto Rico.) 
Dentro de los tres dias siguientes al de la entrega 
de la copia del escrito separándose de la apelacion, po-
drá el apelado impugnar esta pretension por insufi-
ciencia del poder 6 por falta de capacidad en el liti-
gante, cuyas faltas, siendo ciertas, acordará la Audien-
cia que se subsanen en un breve plazo que señalará 
para ello. 
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ARTÍCULO 848 
(Art. 847 para Cuba y Puerto Rico.) 
Subsanadas las faltas, y lo mismo cuando el apelado 
no haya impugnado la pretension, la Audiencia sin 
más trámites y sin ulterior recurso, tendrá al apelante 
por separado de la apelacion con las costas y por firme 
la resolucion apelada, y mandará comunicarlo al Juez 
inferior, con devolucion de los autos en su caso. 
ARTÍCULO 849. 
Si el apelado se hubiere adherido á la apelacion, y 
por este motivo, dentro de los tres días señalados en 
el art. 847, se opusiere á que se dé por terminada la 
segunda instancia, la Audiencia tendrá por separado al 
apelante con las costas hasta entónces causadas, y 
mandará seguir la sustanciacion del recurso para re-
solver sobre los extremos de la sentencia á que se re-
fiera la adhesion del apelado. 
Lo mismo se practicará si éste manifestase dentro 
de dicho término que se adhiere á la apelacion, en el 
caso de que la separacion del apelante haya tenido lu-
gar ántes del período del juicio en que puede utilizarse 
aquel recurso, segun los artículos 858 y 892. 
Art. 848 para Cuba y Puerto Rico. —(La referencia del párrafo 1.° es 
al art. 846, y la del párrafo 2.° á los arts. 857 y 891 de esta ley, 
sin otra variación.) 
Para evitar repeticiones, véase el comentario de los arts. 409 y 
410 (páginas 217 y siguientes del tomo II). Allí se determinan los 
casos en que puede el apelante desistir ó separarse de la apelación 
ante el Juez de primera instancia, y los en que ha de hacerlo ante 
la Audiencia, con los requisitos necesarios para que sea válido y 
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eficaz el desistimiento. Completando ahora aquella materia, sobre 
la cual nada se dispuso en la ley anterior, se ordena en los artícu-
los que estamos examinando el procedimiento que ha de seguirse 
en el segundo de los casos indicados, esto es, cuando se desiste de 
la apelación ante el tribunal de alzada. 
A la vez que se reconoce el derecho que tiene el apelante para 
separarse de la apelación en cualquier estado de'la segunda instan-
cia, antes de dictarse la sentencia con la cual queda terminada, se 
respeta el derecho adquirido por el apelado en virtud de la in-
coación de la misma. Este derecho consiste en adherirse á la ape-
lación sobre los extremos en que crea lees perjudicial la sentencia 
ó auto de que se trate, y sobre los cuales acaso no apeló por evi-
tarse las molestias y gastos de la segunda instancia,- creyendo que 
su contrario se conformaría con el fallo. Para conciliar uno y otro 
derecho y uniformar la práctica, se permite por el art. 847, que el 
apelado impugne esa pretensión dentro de los tres días siguientes 
al de la entrega de la copia del escrito separándose de la apela-
ción que debe acompañar el apelante, cuyo término es improrro-
gable; y que si funda su oposición en haberse adherido á la apela-
ción oportunamente, ó en adherirse á ella en el mismo escrito 
cuando no hubiere llegado el caso de hacerlo, solicitando por este 
motivo la continuación de la segunda instancia, debe la Audiencia 
según el art. 849, tener por separado al apelante con las costas 
hasta entonces causadas, y mandar que siga la sustanciación del 
recurso para resolver sobre los extremos del fallo á que se refiera 
la adhesión del apelado, en cuyo caso deberá éste desde entonces 
ser considerado como apelante para todos los efectos de la segunda 
instancia, y su contrario como apelado. 
Según el art. 847, puede el apelado impugnar también la sepa-
ración del apelante por ser insuficiente el poder ó por falta de ca-
pacidad en el litigante, cuyo derecho se le concede por el interés 
que tiene en ello, para evitarse las consecuencias de la nulidad del 
acto. El art. 846, de acuerdo con el 410, exige que el procurador 
tenga poder especial para separarse de la apelación, 6 que el liti-
gante en cuyo nombre gestiona se ratifique con juramento en el 
escrito, y faltando cualquiera de estas circunstancias no es válida 
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ni puede estimarse la separación. Y lo mismo cuando el litigante. 
interesado no tenga capacidad para hacerla por no hallarse en el 
pleno ejercicio de los derechos civiles. 
Pero estas faltas son subsanables. Puede presentarse un nuevo 
poder que sea bastante, ó ratificarse en el escrito el interesado. Si 
litiga un tutor en nombre de un menor ó incapacitado, por sí solo 
no tiene capacidad para separarse de la apelación, porque el ar-
tículo 275 del Código civil prohibe renunciar derechos que á éstos 
pertenezcan, como lo prohibía también la legislación antigua, y un 
derecho es el recurso de apelación; pero podrá hacerlo con autori-
zación del consejo de familia, según el núm. 13 del art. 269 de 
dicho Código. En el mismo caso se halla el Ministerio fiscal ó el 
abogado del Estado que tenga la representación de la Hacienda; 
tampoco pueden separarse de la apelación sin estar autorizados 
de Real orden; y en caso análogo se hallan las corporaciones y de-
más personas jurídicas que no gocen por completo de los derechos 
civiles. Por la razón indicada de ser subsanables estas faltas, se or-
dena que si la Audiencia estima cierta la que se hnbiere alegado, 
mandará que se subsane, señalando para ello un breve plazo, el que 
considere necesario según la' índole de la falta, y transcurrido sin 
haberlo verificado, seguirá su curso la segunda instancia, si así lo 
solicita el apelado. 
Y cuando quede subsanada la falta, ó el apelado hubiere dejado 
transcurrir los tres días sin oponerse, debe la Audiencia acceder á 
la pretensión del apelante, sin más trámites y sin ulterior recurso, 
como se ordena en el art. 848, teniéndole por separado de la ape-
lación con las costas, y por firme la resolución apelada, mandando 
comunicarlo al juez inferior, con devolución de los autos en s u. 
 caso, y previa la tasación de las costas, si fuese necesaria. 
Aunque es imperativo ese precepto de la ley, como la Audien-
cia ha de resolver conforme á derecho, sin acceder á pretensiones 
que sean contrarias al mismo, no .puede negársele la facultad de 
rechazar la del apelado, aunque no se oponga el apelante, cuando 
sea insuficiente el poder ó no tenga capacidad para separarse de 
la apelación, así como puede hacerlo cuando estime no haberse 
subsanado la falta. 
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Creemos suficiente lo expuesto para la recta inteligencia de 
estos cuatro artículos, bastando consultar su texto para ordenar sin 
dificultades el procedimiento que en ellos se establece. 
ARTÍCULO 850 
(Art. 849 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Luego que sea firme la sentencia que haya recaido 
en el recurso de apelacion, se comunicará, á costa del 
apelante, por medio de certificacion y carta-órden, al 
Juez inferior para que se lleve á efecto lo resuelto. 
Si hubiere habido condena de costas, se practicará 
préviamente la tasación de las mismas. 
ARTÍCULO 851 
(Art. 850 para Cuba y Puerto Rico.) 
La certificacion á que se refiere el artfculo anterior 
contendrá la sentencia firme, y en su caso la tasacion 
de costas y su aprobación. 
De ella se tomará razon en la cancillerfa de la Au-
diencia quedando en su registro copia literal. 
ARTÍCULO 852 
Se librará además ejecutoria de la sentencia defini-
tiva del pleito, con las solemnidades y en la forma que 
previene el art. 374, cuando alguna de las partes lo so-
licite para la guarda de sus derechos. 
Este documento se librará con citacion contraria á 
costa del que lo pidiere, y tambien se registrará en la 
cancillería de la Audiencia. 
Art. 851 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es el art. 373 de 
esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 853 
(Art. 852 para Cnba y Puerto Rico.) 
Sin perjuicio de librarse la ejecutoria, ó de practi- 
carse en su caso la tasacion de costas, se comunicará 
	L 
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desde luego la sentencia firme al Juez inferior para su 
ejecucion, si asf lo solicitare alguna de las partes. 
Del tiempo y forma en que ha de comunicarse al juez inferior 
la sentencia recaída en la segunda instancia, para que se lleve á 
efecto lo resuelto, se trata en estos cuatro artículos. El procedi-
miento es el mismo que se estableció en los artículos 885 al 888 de 
la ley de 1855, pero librándose ejecutorias en lugar de las cer-
tificaciones prevenidas por dicha ley, cuando las soliciten las par-
tes para conservarlas en su poder como guarda ó garantía de sus 
derechos. 
No puede llevarse á efecto lo que en estos artículos se ordena 
mientras no sea firme la sentencia que haya recaído en el recurso 
de apelación, y no lo será hasta que haya transcurrido el término 
de diez días que la ley concede para preparar ó interponer el re- 
curso de casación, según sea en el fondo ó en la forma, como lo in-
dica el art. 875, y caso de haberlo interpuesto ó preparado, hasta 
la resolución del mismo por el Tribunal Supremo ó que desista de 
él el recurrente. Y en cuanto á la forma de comunicar la sentencia 
al juez de primera instancia para que la lleve á efecto, es tan claro 
y de práctica tan corriente lo que en dichos artículos se ordena, 
que basta remitirnos al texto de los mismos y á lo que sobre las 
ejecutorias y el objeto de éstas y de las certificaciones hemos ex-
puesto en el comentario del art. 374 (pág. 145 y siguientes del 
tomo II). 
ARTÍCULO 854 
Las apelaciones que de las resoluciones de los Jue-
ces municipales se interpongan para los de primera ins-
tancia, se regirán por sus disposiciones especiales, sin 
perjuicio de aplicarles la regla establecida en el artícu-
lo 840. 
Art. 853 de la ley para Cuba y Puerto Itieo.
—(La referencia es al ar-
tículo 839 de esta ley, sin otra variación.) 
Este artículo no necesita de explicación alguna. Las disposi-
ciones especiales á que se refiere son las de los arts. 733 y siguien- 
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tes y 1584 y siguientes, que ordenan el procedimiento para la se-
gunda instancia 
 de los juicios verbales y de desahucio de que co-
nocen los jueces 
 municipales. La regla del art. 840 que ha de ob-
servarse en estas 
 apelaciones, relativa á que se declare de oficio 
desierto el recurso 
 cuando no comparece el apelante dentro del 
término del emplazamiento, 
 está consignada también en el 734 y 
y en el 1585. 
SECCIÓN SEGUNDA 
DE LAS APELACIONES DE SENTENCIAS DEFINITIVAS DICTADAS 
EN PLEITOS DE MAYOR CUANTÍA. 
ARTÍCULO 855 
(Art. 854 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Recibidos los autos en la Audiencia, se acusará el 
recibo, y luego que se persdne en tiempo y forma el 
apelante, se pasarán al relator para la formación del 
apuntamiento. 
ARTÍCULO 856 
(Art. 855 para Cuba y Puerto Rico.) 
Formado el apuntamiento, se entregará con los au-
tos á cada una de las partes, por su órden, para que se 
instruyan sus letrados, por un término que no bajará 
de diez dias ni excederá de veinte. 
Podrá prorogarse este término hasta treinta días á 
instancia de parte, sólo en el caso de que el volúmen de 
los autos exceda de 2.000 fólios. 
En este caso, la próroga otorgada al apelante se en-
tenderá concedida al apelado, sin necesidad de que lo 
solicite. 
ARTÍCULO 857 
(Art. 856 para Cuba y Puerto Rico.) 
Tanto el apelante como el apelado, al devolver los 
autos, manifestarán en escrito con firma de letrado, su 
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conformidad con el apuntamiento, 6 las adiciones 6 rec-
tificaciones que en él crean necesarias. 
ARTÍCULO 858 
(Art. 851 para Cuba y  Puerto Rico.) 
En dicho escrito deberá el apelado adherirse á la 
apelacion sobre los puntos en que crea que le es per-
judicial la sentencia. 
Ni ántes ni despues podrá utilizar este recurso. 
ARTÍCULO 859 
Cuando en la primera instancia se hubiere quebran-
tado alguna de las formas esenciales del juicio, de las 
que dan lugar al recurso de casacion, y reclamada en 
ella no hubiere sido estimada, la parte . á quien interese 
podrá reproducir su pretension por medio de otrosí en 
el escrito á que se refiere el art. 857, para que se subsa-
ne la falta. 
Esta reclamación se sustanciará y decidirá prévia-
mente por los trámites establecidos para los incidentes. 
No se reproducirá dicha pretension cuando ya hu-
biere sido desestimada por fallo ejecutorio de la Au-
diencia en virtud de apelación anterior. 
Art. 858 para Caba y Puerto Rico•—(La referencia que se hace al final 
del párrafo 1.0, es al art. 856 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 860 
(Art. 869 para Cuba y Puerto Rico.) 
En los mismos escritos deberán solicitar las partes, 
por medio de otrosí, que se reciba el pleito á prueba 
cuando lo crean necesario y procedente, expresando la 
causa que justifique esta pretension. 
ARTÍCULO 861 
(Art. 860 para Caba y Puerto;Rico.) 
En cualquiera de los casos de los tres artículos que 
preceden, se acompañará copia del escrito para entre-
garla a la parte contraria. 
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Téngase présente que las disposiciones de estos artículos, y de 
los demás comprendidos en la presente sección, como se consigna 
en su epígrafe, sólo son aplicables á las apelaciones de sentencias 
definitivas, dictadas en pleitos de mayor cuantía, y que han de 
completarse con las generales de la sección primera de este título. 
Se ordena en estos siete artículos el procedimiento para _el pri-
mer período de la segunda instancia, limitado á ]a formación del 
apuntamiento y á que se instruyan las partes de la resultancia de 
los autos para que puedan pedir el recibimiento á prueba, cuando 
proceda, y prepararse para el informe ó defensa oral en el acto de 
la vista. Este procedimiento es análogo al que se estableció por los 
arts. 837 y 849 al 858 de la ley de 1855, pero con la importante 
reforma que ya hemos expuesto en la introducción de este título, 
relativa á la supresión de los escritos de alegación de agravios, y 
como consecuencia de ella la del traslado que se daba al apelante, 
cuando el apelado se adhería á la apelación, para que pudiera im-
pugnar por escrito las razones expuestas por éste. 
Hoy nada puede alegarse por escrito sobre el fondo de la cues-
tión que se ventila 
 en la segunda instancia; es oral la defensa y 
tiene que reservarse para el acto de la vista la exposición de los 
hechos y de los fundamentos de derecho en que cada parte apoye 
sus pretensiones. Si algún letrado se atreviese á razonar por escri-
to sobre el fondo de la cuestión, además  de ser inútil lo alegado, 
porque el tribunal no puede tomarlo en consideración, debería ser 
corregido disciplinariamente conforme al art. 337 y al núm. 1.° 
del 443. El informe oral sólo puede ser sustituido por la alega-
ción escrita é impresa en el caso del art. 876. 
El procedimiento á que se refieren los artículos de que trata- 
mos, está ordenado en ellos tan minuciosa y lógicamente, y con 
tanta precisión y claridad, que es excusado comentarlos: basta ate-
nerse á su texto para aplicarlos sin dificultad, como sucede en la 
práctica. Por esto nos limitaremos á decir algo sobre el art. 859, 
que no tiene concordante en la ley anterior, y á indicar que no es 
necesario acompafiar copia del escrito á que se refiere el art. 857, 
sino en el caso de que el apelado se adhiera á la apelación, ó cual-
quiera de las partes pida la subsanación de alguna falta esencial 
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cometida en la primera instancia, ó el recibimiento á prueba, pre-
tensiones que deben deducirse por medio de otrosí en dicho escri-
to. Sólo cuando se deduzca alguna de estas pretensiones debe 
acompañarse copia del escrito para entregarla á la parte contra-
ria, como se ordena en el art. 861. 
Se previno en el art. 1019 de la ley de 1.855, como en el 1696 
de la actual, que para que puedan ser admitidos los recursos de 
casación fundados en quebrantamiento de forma, es indispensable 
que se haya reclamado la subsanación de la falta en la instancia en 
que se cometió, y si hubiere ocurrido en la primera, que se haya re-
producido la reclamación en la segunda. Pero nada se dijo en aque-
lla ley sobre el tiempo y forma en que había de hacerse esa reclama-
ción en la segunda instancia, y para suplir esta omisión y evitar las 
dudas á que se prestaba, se ha adicionado el art. 859. Según él, ha 
de deducirse por medio de otrosí en el escrito en que se manifies-
ta la conformidad con el apuntamiento, y ha de sustanciarse y de-
cidirse previamente por los trámites establecidos para los inciden-
tes, dándole por tanto el carácter de cuestión incidental de previo 
pronunciamiento, que ha de sustanciarse en la misma pieza de los 
autos principales, quedando éstos en suspenso mientras tanto. 
Se añade en el párrafo último de dicho artículo que «no se re-
producirá dicha pretensión cuando ya hubiere sido desestimada 
por fallo ejecutorio de la Audiencia en virtud de apelación ante-
rior.» Reconoce, pues, la ley que de las resoluciones que se dicten 
en primera instancia sobre la subsanación de faltas esenciales en el 
procedimiento, unas podrán ser apelables y otras no, y sólo respec-
to de éstas establece la necesidad de reproducir la pretensión' en 
la segunda instancia en el tiempo y por los trámites que se deter-
minan en el artículo que estamos examinando. La circunstancia de 
ser ó no apelables dependerá de la índole de la falta y del procedi-
miento empleado para reclamar la subsanación: si éste permite la 
apelación, como sucederá siempre que la reclamación se sustancie 
por los trámites de los incidentes, deberá utilizarse dicho recurso, 
porque de otro modo se tendrá por consentida y habrá quedado 
firme la providencia. Téngase presente que aquí se refiere la ley á 
las faltas determinadas taxativamente en el art. 1693 (1691 en la 
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ley para Cuba y Puerto Rico), y en sus lugares respectivos podrá 
verse el procedimiento que deba emplearse eá cada caso. 
ARTÍCULO 862 
Sólo podrá otorgarse el recibimiento á prueba en la 
segunda instancia: 
1.° En el caso del art. 567, si la Sala estimare per-
tinente la diligencia de prueba desestimada en primera 
instancia. 
2.° Cuando por cualquier causa no imputable al 
que solicitare la prueba, no hubiera podido hacerse en 
la primera instancia toda 6 parte de la que hubiere 
propuesto. 
3.° Cuando hubiere ocurrido algun hecho nuevo, 
de influencia en la decision del pleito, con posteriori-
dad al término concedido para proponer la prueba en 
primera instancia. 
4.0 Cuando, despues de dicho término, hubiere lle-
gado á conocimiento de la parte algun hecho de in-
fluencia notoria en el pleito, ignorado por la misma, si 
jura que no tuvo ántes conocimiento de tal hecho. 
5° Cuando el demandado declarado en rebeldía se 
hubiere personado en los autos en cualquiera de las dos 
instancias, despues del término concedido para propo-
ner la prueba en la primera. 
En los cuatro primeros casos, se limitirá la prueba 
á los hechos á que se refieren; en el último, se admiti-
rá toda la pertinente que propongan las partes. 
Art. 861 de la ley para Cuba y Puerto Rico. —(La referencia del núme-
ro 1.0 , es en esta ley al art. 566 de la misma, siendo en lo demás 
exactamente iguales ambos artículos.) 
Concuerda este artículo con el 869 de la ley de 1855, pero se 
han adicionado los números 1.° y 5.° y se ha modificado la redac-
ción de los restantes para aclarar más los conceptos y ponerlos en 
armonía con otras disposiciones de la presente ley. Se determinan 
en él taxativamente los casos en que puede recibirse el pleito á 
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prueba en la segunda instancia, limitándolos á aquellos en que, por 
causas independientes de la voluntad de las partes, no hubieren 
podido éstas practicar todas sus pruebas en la primera instancia, 
que es cuando deben hacerlas por exigirlo así la lealtad y buena fe 
en los debates y el buen orden del procedimiento. Análogas res-
tricciones pusieron también nuestras leyes antiguas, expresando 
ser su objeto evitar los abusos que se cometían, sobornando y co-
rrompiendo testigos y haciendo probanzas falsas para desvirtuar 
las hechas por la parte contraria en la primera instancia, de lo que 
resultaba en los pleitos mucho daño y fatiga, y costa á las partes, 
como dijo la ley 6 á, tít. 10, libro 11 de la Novísima Recopilación. 
Por regla general no procede el recibimiento á prueba en la se-
gunda instancia, porque toda ha debido proponerse y practicarse 
en la primera instancia; pero por vía de equidad se establecen los 
cinco _casos de excepción determinados en este artículo. Estos ca-
sos no se refieren á la confesión judicial, ni á los documentos, pues-
to que, según el artículo que sigue, sin necesidad de recibir el plei-
to á prueba pueden proponerse y practicarse dichos dos medios de 
prueba desde que se entregan los autos para- instrucción hasta la ci-
tación para sentencia. Por consiguiente, quedan limitadas las ex-
cepciones á las pruebas de peritos, de reconocimiento judicial y de 
testigos, y especialmente á esta última por ser la que más se pres 
ta á los abusos antes indicados. Los casos de excepción están ex-
presados con tal claridad, que nos permite limitarnos á ligeras indi-
caciones. 
Respecto del primero, téngase presente que, según el art. 567 
(566 en la ley de Ultramar), contra la providencia en que se denie-
gue alguna diligencia de prueba sólo puede utilizarse el recurso de 
reposición dentro de cinco días, y si el juez no lo estima no cabe 
en ningún caso el de apelación; pero puede la parte interesada re-
producir la misma pretensión en la segunda instancia, por cuyo 
medio se consigue el, mismo objeto con menos gastos y dilaciones 
que con la apelación que permitía la ley anterior, como se ha ex-
puesto en el comentario de dicho artículo (pág. 180 del tomo TTT). 
 Reproducida la pretensión, como es también indispensable para 
preparar el recurso de casación por quebrantamiento de forma con- 
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forme á los artículos 859 y 1696, si la Sala estima pertinente la di-
ligencia de prueba desestimada en primera instancia debe recibir el 
pleito á prueba para practicarla, y en otro caso lo denegará, no que-
dando ya otro recurso en este caso que el de casación indicado, si 
se hubiere preparado en forma. Por eso conviene expresar en el 
escrito los dos objetos, pidiendo que se subsane la falta y el recibi-
miento á prueba para practicar la diligencia desestimada en pri-
mera instancia. Según el art. 859, las reclamaciones para subsa-
nar faltas esenciales del procedimiento han de sustanciarse por los 
trámites de los incidentes; pero como en el caso de que se trata ha 
de pedirse á la vez el recibimiento á prueba, debe darse al inciden- 
te la tramitación especial que se establece en los arts. 864 al 867. 
En cuanto al caso 2 °, recordaremos que en el primer período 
del término de prueba ha de proponerse por cada parte toda la 
que le interese, debiendo ejecutarse precisamente en el segundo 
período toda la propuesta y admitida. Si esto no ha podido verifi-
carse por enfermedad grave ó por la ausencia é ignorado paradero 
de algún testigo, por calamidad pública, ó por cualquiera otra 
causa que no sea imputable á la parte interesada, podrá ésta pe-
dir y deberá otorgarse el recibimiento á prueba en la segunda ins-
tancia para practicar la que, propuesta oportunamente y admitida 
en la primera, no pudo ejecutarse dentro del término legal. Pero 
si hubiere dejado de practicarse esa prueba por culpa ó negligen-
cia'de la parte interesada, como por ejemplo, si no hubiere gestio-
nado lo necesario para el despacho y cumplimiento de algún ex-
horto ó mandamiento, ó para obligar á los testigos á que compa-
rezcan á prestar su declaración, ó á los peritos para que den su 
dictamen dentro del término concedido para ejecutar las pruebas, 
ó siendo posible au prórroga no la hubiere solicitado en tiempo, 
entonces no puede otorgarse el recibimiento á prueba en la segun-
da instancia, por ser imputable á la parte interesada la causa por-
que dejó de hacerse en la primera aquella prueba. Así lo tiene de-
clarado el Tribunal Supremo en sentencias de 17 de Noviembre 
de 1883, 20 de Octubre de 1885, 1. ° de Junio de 1887 y otras. Al 
tribunal sentenciador corresponde apreciar el hecho de ser ó no 
imputable la causa á la parte interesada, por la resultancia de los 
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autos, como se declara también en la segunda de dichas sentencias. 
Los casos 3.° y 4.° son el complemento de lo dispuesto en el ar-
tículo 563. La ley obliga á los litigantes á fijar definitivamente en 
los escritos de réplica y dúplica los puntos de hecho, objeto del de-
bate (art. 548); pero puede suceder que después de estos escritos 
ocurra algún hecho que sea de influencia notoria en la decisión del 
pleito, ó que llegue á noticia de los litigantes alguno anterior con 
esta circunstancia del que no tenían conocimiento: si esto sucede 
durante el primer período del término de prueba, permite dicho 
art. 563 que se alegue ese hecho nuevo ó ignorado por medio de 
un escrito de ampliación, y que se proponga y admita la prueba 
conducente á justificarlo, siempre que en el segundo caso jure la 
parte que alegue el hecho ignorado no haber tenido antes conoci-
miento del mismo. Y si ocurre después del primer período del tér-
mino de prueba, como ya no puede proponerse en la primera ins-
tancia la que conduzca á justificar el hecho nuevo ó ignorado, se 
permite hacerla en la segunda, mandándose en el presente artículo 
que en tales casos se otorgue el recibimiento á prueba en la segun-
da instancia, pero siempre con la condición indicada de que el he-
cho sea de influencia notoria en la decisión del pleito y de que jure 
la parte no haber tenido conocimiento del hecho ignorado antes de 
que transcurriera el primer período del término de prueba, jura- 
mento que no es necesario cuando se trate de un hecho nuevo. Co-
mo complemento ó ampliación de esta materia, véase el comenta-
rio del art. 563 antes citado, en las páginas 170 y siguientes del 
tomo III. 
Según el párrafo último del presente artículo, en los cuatro ca-
sos que acabamos de exponer ha de limitarse la prueba al hecho ó 
hechos á que se refieran, y así debe mandarse en la providencia 
otorgando el recibimiento, de suerte que no puede proponerse ni 
admitirse prueba sobre ningún otro extremo. Cuando esos hechos 
hayan de justificarse con documentos, no es necesario recibir el 
pleito á prueba, según el artículo que sigue; pero si se pide, habrá 
de otorgarse. 
Y el caso 5.° es consecuencia necesaria de lo dispuesto en el ar-
tículo 767. Si el demandado rebelde comparece en los autos des- 
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pués del primer período del término de prueba, como ya no puede 
proponer en la primera instancia la que le interese, es justo y 
equitativo permitirle que la proponga en la segunda instancia, y 
eon este objeto se manda que se otorgue en ella el recibimiento á 
prueba. En este caso ha de admitirse toda la pertinente que pro-
pongan ambas partes, sujetándose para determinar la pertinencia 
á la regla establecida en el art. 565. 
ARTÍCULO 863 
Sin necesidad de recibir el pleito á prueba, podrán 
pedir los litigantes, desde que se les entreguen los au-
tos para instruccion hasta la citacion para sentencia: 
1.° Que se exija á la parte contraria confesion ju-
dicial por una sola vez, con tal que fuere sobre hechos 
que no hayan sido objeto de posiciones en la primera 
instancia. 
2.° Que se traigan á los autos, 6 presentar ellas 
mismas, documentos que se hallen en alguno de los 
casos expresados en el art. 506. 
Art. 862 de la ley para Cuba y Puerto Rico.
—(La referencia del nzi- 
mero 2.° es al art. 505 de esta ley, sin otra variación) 
Lo que dispuso la ley anterior en sus artículos 866 y 867 se ha 
refundido en el presente, pero limitando á una sola vez en la se-
gunda instancia la confesión judicial, para evitar los abusos que 
antes se cometían por permitirse sin esa limitación siempre que se 
refiriese á hechos que no hubiesen sido objeto de posiciones en la 
primera instancia, y determinando el período dentro del cual ha de 
pedirse, que es desde que se entregan los autos para instrucción 
hasta la citación para sentencia, de suerte que pidiéndola antes ó 
después no puede accederse á la pretensión. Y lo mismo respecto 
á la presentación de nuevos documentos, ó á la solicitud para que 
se traiga á los autos testimonio de ellos; también ha de practicarse 
dentro de dicho período, sin que baste el juramento de no haber 
tenido antes conocimiento, único requisito exigido por dicha ley, 
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sino que es preciso se hallen en alguno de los casos expresados en 
el art. 506 (505 para Ultramar), y de otro modo no pueden ser ad-
mitidos: véase el comentario de dicho artículo en la pág. 524 y si-
guientes del tomo II. 
Para utilizar en la segunda instancia cualquiera de esos dos 
medios de justificación, no es necesario que se reciba el pleito á 
prueba. La confesión judicial se pedirá y ejecutará conforme á lo 
prevenido en los arts.' 580 y siguientes, y para la presentación de 
documentos, tanto públicos como privados, se observará lo dispues-
to en los arts. 508 al 513. Cuando la parte interesada, en vez de 
presentar el documento por sí misma, pida que se traiga á los au-
tos por copia ó testimonio, deberá practicarse lo que ordena la re-
gla 2.a  del art. 597: véase lo que hemos expuesto al comentarla en 
la página 247 del tomo III. 
ARTÍCULO . 864 
Cuando pida el apelante que se reciban el pleito á 
prueba, deberá el apelado contestar esta pretension 
en el escrito á que se refiere el art. 857. 
Silo pidiere el apelado, podrá el apelante impug-
narlo dentro de los tres días siguientes al en que se le 
entregue la copia del escrito de aquél. 
Art. 863 de la ley para Cuba y Puerto Rico. — (La referencia del pk- 
rrafo 1.° es al art. 856 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 865 
(Art. 864 para Cuba y Puerto Rico.) 
La Sala otorgará el recibimiento á prueba sin más 
trámites, siempre que las partes estén conformes en 
su necesidad y procedencia. 
ARTÍCULO 866 
(Art. 865 para Cuba y Puerto Rico.) 
No mediando dicha conformidad, se pasarán los au-
tos por seis días al Magistrado Ponente, y con vista 
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de su informe, dentro de los tres siguientes resolverá 
la Sala lo que estime justo. 
ARTÍCULO 867 
(Art. 866 para Cuba y Puerto Rico.) 
Contra el auto en que se otorgue el recibimiento á 
prueba, no se dará recurso alguno. 
Contra el que deniegue dicho trámite 6 cualquiera 
diligencia de prueba, se dará el recurso de súplica, y 
en su caso el de casacion.. 
Ordénase en estos cuatro artículos el procedimiento para sus-
tanciar y decidir el artículo sobre recibimiento á prueba en la se-
gunda instancia, y se ordena tan sencilla y claramente, que basta 
remitirnos al texto de los mismos. Conforme al art. 870 de la ley 
anterior debía oirse en todo caso al magistrado , ponente: esto se 
ha modificado en la actual, previniendo que informe dicho magis-
trado cuando no medie la conformidad de las partes; pero que si 
éstas están conformes en la necesidad y procedencia del recibi-
miento á prueba, lo otorgue la Sala sin más trámites, y por tanto, 
omitiendo el de oir al ponente. Es la única novedad qué se ha he-
cho en lo que se venía practicando. 
Según el precepto del art. 865, por el que se ha introducido 
dicha novedad, la  Sala debe otorgar el recibimiento á prueba, 
siempre que las partes estén conformes en su necesidad y proceden-
cia. Por consiguiente, en tal caso la Sala no tiene que apreciar si 
estuvo bien 6 mal desestimada la diligencia de prueba en la pri-
mera instancia; si es ó no imputable al litigante la causa que im-
pidió practicarla; ni si el hecho que se alega como nuevo ó desco-
nocido es de influencia en el pleito y reune los requisitos necesa-
rios para su admisión: en virtud de la conformidad de las partes, 
la ley da por supuesto que los reune, que es necesaria y proceden-
te la prueba propuesta, é impone á la Sala el deber de recibirla. 
Pero si se hubiere deducido la pretensión fuera del escrito á que 
se refiere el art. 857, é no se hubiere expuesto concretamente el he-
cho á que ha de limitarse la prueba en los cuatro primeros casos 
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del 862, la Sala no podría otorgarla á pesar de la conformidad de 
las partes, porque se faltaría á la forma, de que éstas no pueden 
dispensar, por ser de orden público. 
La resolución de la Sala otorgando ó denegando el recibimien-
to á prueba ha de dictarse en forma de auto, sin vista pública ni 
otro trámite más que la audiencia y la conformidad de las partes, 
y en defecto de ésta el informe del ponente. Contra el auto en que 
se otorgue no se da recurso alguno, y contra el que deniegue di-
cho trámite ó alguna diligencia de prueba, se da el recurso de sú-
plica, como indispensable para preparar el Le casación por que-
brantamiento de forma, que permite el art. 1693, núms. 3.° y 5Y 
ARTICULO 868 
(Art. 867 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En cuanto á los términos y medios de prueba y 
forma de practicarla, se observará lo establecido para 
la primera instancia del juicio de mayor cuantía. 
Aunque este artículo no tiene concordante en la ley anterior, 
está conforme con la práctica constante de los tribunales. En la se-
gunda instancia de los juicios de mayor cuantía se ha practiçado 
siempre la prueba, cuando ha sido procedente, en la misma forma 
y utilizando los mismos medios y términos que en la primera ins-
tancia, y así lo sanciona el presente artículo. Han de observarse 
por consiguiente las disposiciones de los arts. 553 al 562, que tra-
tan del término ordinario y del extraordinario de prueba, dividien-
do aquél en dos períodos, el uno para proponerla y el otro para eje-
cutarla; las de los arts. 565 al 577, que contienen disposiciones ge-
nerales sobre la prueba, y todas las de la sección 5 a 
 (artículos 578 
y siguientes) que determinan los medios de prueba y la forma de 
practicarla. También se tendrá presente lo que ordenan los artícu-
los 254 y 336 números 2.° y 3.°, respecto , á la forma en que los 
magistrados ponentes han de recibir las declaraciones y presidir 
los demás actos de la prueba, y el 285 y siguientes sobre exhortos 
y cartas-órdenes, cuando haya necesidad de librarlos para la prác-
tica de diligencias que no puedan presidir aquéllos. 
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ARTÍCULO 869 
(Art. 868 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Trascurrido el término de prueba, 6 luego que se 
haya practicado toda la propuesta y admitida, mandará 
la Sala, sin necesidad de que lo pidan las partes, que 
se unan las pruebas á los autos y vuelvan éstos al re-
lator para que adicione el apuntamiento. 
ARTÍCULO 870 
(Art. 869 para Cuba y Puerto Rico.) 
Adicionado el apuntamiento, se comunicará con los 
autos á cada una de la partes, para instruccion, por seis 
dias improrogables. 
Al devolver los autos, manifestarán las partes su 
conformidad con lo adicionado al apuntamiento, 6 pe-
dirán las nuevas adiciones 6 rectificaciones que crean 
necesarias. 
Se han adicionado estos dos artículos para suplir la omisión de 
la ley anterior sobre el trámite á que se refieren, cuya omisión daba 
lugar á que en la mayor parte de las Audiencias después de la 
prueba se comunicasen los autos á las partes para alegar de bien 
probado; trámite que ahora se suprime por innecesario y dilatorio. 
La claridad con que están redactados excusa todo comentario, bas-
tando atenerse á su texto. Sólo indicaremos para completar lo que 
e n ellos se ordena, que si á pesar de haberse recibido el pleito á 
p rueba hubieren transcurrido los términos respectivos sin propo-
nerla ó sin practicarla en absoluto, no habrá que adicionar el apun-
t amiento ni que comunicar de nuevo los autos á las partes para 
instrucción, como es de sentido común, y en tal caso se dictará la 
providencia que se previene en el artículo que sigue, luego que 
transcurra el término del primer período sin proponer prueba, ó el 
del segundo sin haberla practicado. 
• 
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ARTÍCULO 871 
Tanto en el caso del articulo anterior, como en el 
del 857, devueltos los autos por el apelado, se pasarán 
al Magistrado Ponente por un término igual al conce-
dido á las partes, para su instruccion á los efectos que 
determinan los artículos 336 y siguiente. 
Art. 870 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La primera referencia es 
al art. 856 de esta ley, sin otra variación.) 
• 
ARTfCULO 872 
(Art. 871 para Cuba y Puerto Rico.) 
Estando conformes las partes con el apuntamiento, 
6 hechas en él las reformas 6 adiciones que en vista 
del informe del Magistrado Ponente estime la Sala pro-
cedentes de las pedidas- por aquéllas, se dictará provi-
dencia, mandando traer los autos á la vista con citation 
de las partes para sentencia. 
ARTÍCULO 873 
(Art. 872 para Cuba y Puerto Rico.) 
Hecho el señalamiento y celebrada la vista confor-
me á lo prevenido en los artículos 321 y siguientes, la 
Sala dictará sentencia dentro de quince dias, contados 
desde el siguiente al de la terminacion de la vista. 
ARTÍCULO 874 
(Art. 873 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando la Sala estime necesario acordar, para me-
jor proveer, alguna de las diligencias que permite el 
art. 340, quedará en suspenso el término para dictar 
sentencia, el que volverá á correr, luego que se unan 
á los autos las diligencias practicadas. 
• 
i 
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ARTÍCULO 875 
Si alguna de las partes se propusiere interponer 
recurso de casación contra la sentencia dictada por la 
Audiencia, se procederá del modo . que se ordena en el 
tft. XXI de este libro. 
Trascurrido el término legal sin interponer ni pre-
parar dicho recurso, se practicará lo que previene el 
art. 850. 
Art. 874 para Cuba y Puerto Rico._ (La referencia que se hace al 
final del párrafo segundo es al art. 849 de esta ley, sin otra varia-
ción.) 
. 
Con más claridad y precisión que en los artículos 860 al 865 de 
la ley de 1855, se ordena ahora el procedimiento para la vista y 
fallo de los pleitos de mayor cuantía en la segunda instancia sobre 
el fondo de los mismos. Antes de señalar día para la vista, deben 
pasarse los autos al magistrado ponente, por un término igual al 
concedido á las partes, tanto en el caso del art. 857 (856 en la ley 
de Ultramar), ó sea cuando el apelado haya devuelto los autos sin 
pedirse el recibimiento á prueba por ninguna de las partes, como en 
el de que, practicada prueba y adicionado con ella el apuntamien-
to, hayan evacuado ambas partes la comunicación que debe dárse-
les conforme al art. 870 (869 en Ultramar). En el primero de estos 
casos, el término que se concede á las partes para instrucción es el 
de diez á veinte días, que en algún caso puede prorrogarse hasta 
treinta, según el art. 856, y en el segundo el de seis días improrro-
gables. De estos dos términos, el primero es el que debe regiriiara 
el ponente, en razón á ser el concedido á,las partes para instruirse 
de los autos, y la ley con justicia y con razón concede á aquél para 
ese objeto el mismo término que it éstas. Y no puede ser de otro 
modo si el ponente ha de llenar cumplidamente los deberes que le 
imponen el art. 336 en sus números 5.° y 6.° y el 337, y á cuyos 
efectos se le pasan los autos. Véase el comentario de dichos artícu-
los en la página 52 y siguientes 'del tomo II. 
DE LA SEGUNDA INSTANCIA 	 127 
Devueltos los autos por el ponente, si las partes están confor-
mes con el apuntamiento, dictará providencia la Sala mandando 
traer los autos á la vista coil citación de las partes para sentencia; 
pero si se hubieren pedido adiciones ó rectificaciones en el apunta-
miento, no se dictará dicha providencia hasta que haya sido re-
suelto este punto, en vista del informe del ponente, y hechas en su 
caso las adiciones ó rectificaciones, las que no se comunican á las 
partes, aunque pueden enterarse de ellas en la secretaría. El seña-
lamiento y celebración de la vista se hará conforme á lo prevenido 
en los artículos 321 al 334, y en los quince días siguientes dictará 
la Sala su sentencia, pudiendo también acordar para mejor proveer 
cualquiera de las diligencias que permite el art. 340. Para la vota-
ción, redacción y publicación de la sentencia se observarán las dis-
posiciones generales del libro I, que son aplicables al caso. 
Según el art. 403, contra las sentencias definitivas dictadas por 
las Audiencias en segunda instancia sólo se da el recurso de casa-
ción, dentro de los diez días siguientes al de la notificación de la 
sentencia, y en su caso del auto en que se haga 6 deniegue la acla-
ración de la misma (art. 407). Si dicho recurso es por infracción de 
ley, se preparará del modo que se previene en el art. 1700, y si por 
quebrantamiento de forma, se interpondrá ante la misma Sala sen-
tenciadora del modo que se ordena en el 1749 y siguientes. Trans-
curridos los diez días sin haberse preparado ó interpuesto dicho re-
curso, de derecho queda firme la sentencia, y debe mandar la Sala, 
sin necesidad de petición de parte, que se comunique al juez de pri-
mera instancia para que la lleve á efecto, como se previene en el 
art. 850 (849 para Ultramar). Esto es lo que ordena el 875, último 
de este comentario, de acuerdo con el 885 de la ley anterior, y con 
ello queda terminada la segunda instancia en los pleitos de mayor 
cuantía. - 
ARTICULO 876 
(Art. 815 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando las partes lo pidieren, 6 cuando á instancia 
de alguna de ellas lo ordenare la Sala, se podrá, en lu-
gar de informe oral, escribir é imprimir una alegación 
en derecho. 
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Deberá deducirse esta pretension dentro de los tres 
días siguientes al de la citation de las partes para sen-
tencia. 
ARTÍCULO 877 
(Art. 876 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si todos los interesados solicitaren de comun acuer-
do escribr é imprimir la alegacion en derecho, la Sala 
lo otorgará, sean cuales fueren la clase é importancia 
del pleito. 
En otro caso, sobre la pretension que cualquiera de 
las partes deduzca con dicho objeto, se oirá á la con-
traria por término de tres dias, y si ésta no estuviere 
conforme, en vista de lo que ambas expongan, la Sala 
decidirá lo que estime procedente. 
ARTÍCULO 878 
(Art. 877 para Cuba y Puerto Rico.) 
Para que en los casos del último párrafo del articulo 
anterior pueda otorgarse la alegacion en derecho, será 
necesario: 
1. 0 Que el pleito sea declarativo de mayor cuantía. 
2.0 Que por su importancia y gravedad sea, á jui-
cio de la Sala, más conveniente informar á los Jueces 
por escrito que de palabra. 
ARTÍCULO 879 
(Art. 878 para Cuba y Puerto Rico.) 
El término para escribir la alegacion en derecho será 
el que las partes convinieren, en los casos en que pro-
cedieren de conformidad: en los demás, el que la Au-
diencia señalare al .decidir la pretension que se hubie-
re formulado sobre esto. 
ARTÍCULO 880 
(Art. 879 para Cuba y Puerto Rico.) 
El término que señalen las Audiencias no podrá ba-jar de treinta dias ni exceder de sesenta. 
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Dentro de este límite podrá ampliarse el seíalado, 
siempre que medie la conformidad de las partes, 6 cuan-
do el Tribunal, por cualquier justa causa, lo estimare 
procedente. 
ARTÍCULO 881 
(Art. 880 para Cuba y Puerto Rico.) 
La Audiencia, atendida la extension de las alegacio-
nes, señalará término para su impresion. 
Este término podrá ampliarse, cuando circunstancias 
independientes de la voluntad de las partes lo exigie-
ren, á juicio de la Sala. 
ARTÍCULO 882 
(Art. 881 para Cuba y Puerto Rico.) 
Contra las providencias que las Audiencias dictaren 
sobre permitir alegaciones en derecho y término para 
hacerlas, no se dará ningun recurso. 
ARTÍCULO 883 
(Art. 882 para Cuba y Puerto Rico.) 
En todos los casos en que se escriba é imprima ale -
gacion en derecho, se imprimirá también, unido á ella 
precisamente, el apuntamiento del pleito. 
ARTÍCULO 884 
(Art. 883 para Cuba y Puerto Rico.) 
Hecha la impresion, se repartirán ejemplares á los 
Magistrados que deban fallar el pleito, firmados por el 
relator, letrado y procurador de las partes, y se unirá 
otro á los autos. 
ARTÍCULO 885 
(Art. 884 para Cuba y Puerto Rijo.) 
El término para' pronunciar sentencia en los casos 
en que haya alegacion en derecho, empezará ii contarse 
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desde el dia siguiente al en que se entreguen los impre-
sos á los Magistrados, lo cual hará constar el escribano  
de Cámara 6 secretario, por diligencia que extenderá  
en los autos.  
ARTÍCULO 886 
(Art. 885 para Cuba Puerto y Rico.)  
Si hubiere discordia, despues de hecha constar en la  
forma prevenida, se hará entrega á los Magistrados  
que deban dirimirla de los correspondientes ejemplares  
de las alegaciones.  
Desde la fecha en que se verificare dicha entrega,  
principiará á correr el término para pronunciar sen-
tencia.  
En lenguaje forense se da el nombre de alegación en derecho á 
la defensa que, para la vista y fallo de un pleito, se hace por me-
dio de escrito impreso, en lugar y sustitución del informe oral en 
estrados. En la antigua práctica solía hacerse uso de este modo de 
alegar ó informar, al que se llama también escribir en derecho, so-
lamente en los pleitos de grande importancia ó complicación, y 
siempre con autorización ó permiso de la Sala (1). La ley de 1855 
aceptó esta jurisprudencia, aunque dándole alguna más latitud, 
determinando, en sus arts. 873 al 884, los casos en que se podría 
escribir imprimir una alegación en derecho en lugar del informe 
oral, y el procedimiento que para ello había de seguirse. Y en 
cumplimiento, de lo ordenado en la base 7.a de las aprobadas . por 
la ley de 21 de Junio de 1880, se han trasladado dichas disposi- 
ciones á los once artículos que van al frente de este comentario, 
con las modificaciones que vamos á indicar. 
En la ley anterior no se fijó término para deducir la preten- 
sión de escribir en derecho, de suerte que podía deducirse en cual- 
(1) Leyes 5. °, tit. 8. 0, lib. 4.°; 31, tit. 1. 0 , lib. 5. 0; y 3. ° , tit. 14, lib. 11.  
Nov. Rec. 
^ 
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quier tiempo antes de la vista, con lo cual se ocasionaban dilacio-
nes: en la actual se ha fijado el de tres días, á contar desde la ci-
tación para sentencia, como puede verse en el art. 876. 
En aquélla, cuando eran tres ó más los litigantes, se obligaba 
á la minoría á pasar por el acuerdo de la mayoría sobre escribir 
en derecho, cualquiera que fuere la importancia del pleito, y so-
bre el término para verificarlo, de lo cual podía resultar una noto-
ria injusticia para el litigante que quedaba en minoría, como hi-
cimos notar al comentar dicha ley; y ahora sólo se concede esa 
amplitud cuando lo solicitan todos los interesados de común acuer-
do, debiendo estarse en otro caso á lo que resuelva la Sala. 
Aquélla permitía que sin necesidad de trámites ni de autori-
zación se escribiera en derecho, cuando había conformidad de 
las partes 6 de la mayoría; y ahora se necesita en todo caso la au-
torización de la Sala, como la exigieron también las leyes recopi-
ladas. Y para los casos en que hubiera de decidir la Sala, ordena-
ba la ley de 1855 que, además de oir á las otras partes por escrito 
sin fijar término, se celebrara vista pública, cuyo trámite se supri-
me ahora, permitiendo sólo la audiencia por el término de tres 
días. En lo demás se han aceptado las disposiciones de la ley an-
terior. 
A pesar de la amplia facultad que se deja á las partes para es-
cribir en derecho, cualquiera que sea la importancia y clase del ne-
gocio, cuando todas convengan en ello, es seguro que ahora lo mis-
mo que antes, no se hará uso de este medio de defensa sino en los 
pleitos que lo requieran por su gravedad, importancia y compli-
cación. La alegación en derecho exige mucho estudio y trabajo, 
como que debe hacerse cargo de todo el proceso, y plantear y resol-
ver en forma magistral y científica, si bien concreta y sin difusión, 
todas las cuestiones de hecho y de derecho sobre que versa la 
 con-
tienda: más bien que la obra del abogado, es la obra del juriscon-
sulto. A este aumento de trabajo, de esmero y delicadeza en su re-
dacción, que lleva consigo el aumento de honorarios, deben agre-
garse la pérdida:del tiempo que en ello es necesario invertir, y los 
gastos de impresión, por todo lo cual los letrados, con la dignidad 
y desinterés de nuestra noble profesión, no aconsejarán á las par- 
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tes ese medio de defensa, sino cuando lo crean de absoluta necesi-
dad, 6 muy conveniente al menos. 
Por lo demás, nada tenemos que decir respecto de la inteligen-
cia y aplicación de estos artículos: en ellos se determinan concre-
tamente los casos en que se puede escribir é imprimir una alega-
ción en derecho en lugar del informe oral, y se dan reglas claras y 
precisas para resolver este incidente, y paras la impresión de los 
escritos y fallo del pleito, por lo cual creemos innecesario repetir 
aquí sus disposiciones y á ellas nos remitimos. 
• 
SECCIÓN TERCERA. 
DE LAS APELACIONES DE LAS SENTENCIAS Y  AUTOS DICTADOS EN 
INCIDENTES Y EN LOS JUICIOS QUE NO SEAN DE MAYOR CUANTÍA. 
ARTÍCULO 887 
(Art. 886 de la ley para Cuba y Puerto Rico.). 
Todas las apelaciones, tanto de autos como de sen-
tencias, excepto las definitivas de mayor cuantia á que 
se refiere la seccion anterior, se sustanciarán por los 
trámites que en ésta sé establecen. 
Tambien se exceptúan las apelaciones en los juieios 
de menor cuantía, las cuales se ventilarán por sus trá-
mites especiales. 
ARTÍCULO 888 
(Art. 887 para Cuba y Puerto Rico., 
Recibidos los autos en la Audiencia, se acusará el 
recibo, y luego que se persone en tiempo y forma el 
apelante, se pasarán al relator para que forme el apun- 
. tamiento de lo que se refiera al objeto de la apelacion. 
'ARTÍCULO 889 
(Art. 	 para Cuba y Puerto Rico.) 
En los casos en que se facilite el testimonio al ape- 
lante para mejorar ante el Tribunal superior la apela- 
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cion admitida en un efecto, tambien se pasarán los au-
tos al relator para la formacion del apuntamiento, lue-
go que aquél mejore el recurso, si lo verifica dentro 
del término legal. 
ARTÍCULO 890 
(Art. 
	
para Cuba y Puerto Rico.) 
Formado él apuntamiento, se entregará con los 
autos por su orden á cada una de las partes para ins-
truccion de sus letrados, por un término que no bajará 
de seis días ni excederá de diez improrogables. 
ARTÍCULO 891 
(Art. 890 para Cuba y Puerto Rico.) 
Tanto el apelante como el apelado, al devolver los 
autos, manifestarán en escrito, con firma de letrado, 
su conformidad. con el apuntamiento, 6 pedirán las re-
formas y adiciones que estimaren procedentes. 
ARTÍCULO 892 
(Art. 891 para Cuba y Puerto Rico.) 
En este escrito deberá el apelado adherirse á la 
apelacion sobre los extremos en que crea le es perju-
dicial la sentencia 6 auto de que še trate. 
Ni Antes ni despues podrá utilizar este recurso. 
ARTÍCULO 893 
También deberán formularse en dichos escritos las 
pretensiones á que se refieren los artículos 859 y si-
guiente, cuando sean procedentes, y en su caso se prac-
ticará lo que ordena el 861. 
Art. 892 para Cuba y Puerto Rico.—(Las referencias son: la prime- 
ra al art. 858 y siguiente; y la segunda al 860 de esta ley, sin otra 
variación.) 
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ARTÍCULO 894 
(Art. 893 para Cuba y Puerto Rico.) 
Devueltos los autos por el apelado, se pasarán al Ma-
gistrado Ponente para su instruction por un término 
igual al otorgado á las partes. 
ARTÍCULO 895 
(Art. 894 para Cuba y Puerto Rico.) I 
Habiendo conformidad con el apuntamiento, 6 he-
chas en él las reformas ó adiciones que en vista del in-
forme del Magistrado Ponente estime la Sala proceden-
tes de las solicitadas por las partes, se acordará traer 
los autos á la vista, con citàcion. 
ARTÍCULO 896 
(Art. 895 para Cuba y Puerto Rico.) 
Celebrada la vista, la Sala dictará su fallo, emplean-
do la fórmula de auto ó de sentencia, segun lo que esté 
prevenido para igual resolucion en primera instancia. 
Lo dictará dentro de cinco dias en los asuntos decla-
rados preferentes para la vista por el art. 321, y en los 
demás casos dentro de ocho dias. 
Como lo indica el epígrafe de la presente sección, y se consig-
na también en el primero de estos diez artículos, se ordena en ellos 
el procedimiento para la segunda instancia en las apelaciones de 
autos y sentencias en toda clase de juicios y negocios, tanto de la 
jurisdicción contenciosa como de la voluntaria, con exclusión de 
las de sentencias definitivas dictadas en pleitos de mayor cuantía, 
que se rigen por las disposiciones de la sección anterior, y de las 
que se interpongan en los juicios de menor cuantía y en los verba-
les y de desahucio de que conocen los jueces municipales, que tam-
bién se rigen por sus disposiciones especiales, como ya se ha dicho 
al final de la introducción del presente título. En los artículos 840 
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al 848 de la ley de 185.5 se estableció también un procedimiento 
más breve para las apelaciones de providencias y sentencias inter- 
locutorias, sujetando al general todas las de sentencias definitivas, 
menos las que recayesen en los juicios ejecutivos, en los interdictos, 
en los de menor cuantía y  en los verbales, para cada una de las 
cuales se dictaron reglas especiales. En la nueva ley se ha evitado 
la confusión á que esto daba lugar, estableciendo- como regla gene-
ral para toda clase de apelaciones el procedimiento que se deter-
mina en estos diez artículos, con las tres excepciones antes indica-
das, consignadas las dos primeras en el mismo art. 887, y la terce -
ra en el 854. 
Comparando estas disposiciones con las de la sección anterior, 
se verá que es igual el procedimiento en unas y otras apelaciones, 
sin otra diferencia que la de abreviar los términos en las de que 
ahora tratamos, por ser menos complicadas las cuestiones que en 
ellas se ventilan y no tener tanta importancia como las de senten-
cias definitivas de mayor cuantía. La diferencia consiste principal-
mente en el procedimiento para la prueba, de lo cual corresponde 
tratar en el comentario que sigue. Cuando no sea necesario ó no 
proceda el recibimiento á prueba, es tan sencillo el procedimiento 
y se ordena con tanta claridad en estos artículos, que bastará con-
sultar el texto de los mismos y atenerse á su precepto, sin que de 
ellos resulte ninguna oscuridad ni confusión, como lo ha demostra-
do la práctica. Si ocurriese alguna duda, véase el comentario del 
artículo correlativo de la sección anterior, teniendo presente que si 
el apelado se adhiere á la apelación, debe acompañar copia del es- 
crito para entregarla á la otra parte, y lo mismo cuando se pida la 
subsanación de alguna falta cometida en la primera instancia, á 
cuyo incidente ha de darse la sustanciación prevenida en el artícu-
lo 859, ó se solicite el recibimiento á prueba: así lo ordena el 893 
en la referencia que hace á los artículos 859, 860 y 861. • 
ARTÍCULO 897 
Sólo podrá otorgarse el recibimiento á prueba en es-
tas apelaciones, cuando la ley lo conceda para la pri- 
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mera instancia, y concurra alguno de los casos expre-
sados en el art. 862. 
Art. 896 de la ley para Cuba y Puerto Rico. (La referencia es al ar- 
tículo 861 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 898 
(Art. 897 para Cuba y Puerto Rico.) 
El término de prueba no podrá exceder en tal caso 
del concedido por la ley para l a
. 
primera instancia, pu- 
diendo la Sala fijar el que estime necesario con calidad 
de improrogable. La prueba se practicará en la misma . 
forma establecida para la primera instancia. 
ARTÍCULO 899 
Tambien serán aplicables en su caso á las apelacio-
nes de que se trata, las disposiciones de los artícu- 
los 863, 864, 865 , 866 , 867 , 874 y 875. 
Art. s98 para Cuba y Puerto Rico.— (Dispone lo mismo, pero las re-
ferencias son d los artículos 862, 863, 864, 865, 866,-873 y 874 de 
esta ley.) 
ARTÍCULO 900 
Unidas las pruebas á los autos en el tiempo y for-
ma que determina el art. 869, se pondrán de manifies-
to á las partes en la secretaria por cuatro dias comu-
nes á ambas. 
Art. 899 para Cuba y Puerto Rico.— (Tampoco contiene otra varia- 
ción que la de referirse al art. 868 de esta ley.) 
ARTÍCULO 901 
(Art. 900 para Cuba y Puerto Rico.) 
Luego que trascurra este término, dará cuenta el 
secretario, y la Sala acordará traer los autos á la vis-
ta, con citacion de las partes para sentencia. 
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ARTÍCULO 902 
(Art. 901 para Cuba y Puerto Rico.) 
Desde esta providencia hasta el dia que se señale 
para la vista, el relator adicionará el apuntamiento 
con el resultado de las pruebas. 
Del recibimiento á prueba en las apela iones de sentencias y 
autos dictados en incidentes y en los juicios que no sean de mayor 
cuantía se trata en estos seis artículos, determinando los casos en 
que procede, su término y el procedimiento que ha de emplearse 
para recibir la prueba, para que se instruyan de ella las partes y 
para la vista y fallo. Nada se dispuso sobre este punto en la ley 
anterior al establecer el procedimiento para las apelaciones de pro-
videncias ó sentencias interlocutorias, dando lugar á la duda de si 
habrían de resolverse por expediente, como se decía en la práctica 
antigua, 6 por sus mismos méritos, sin permitirse nuevas pruebas. 
La ley actual ha resuelto esa duda de la manera más racional y 
conveniente á la defensa', y más conforme á la naturaleza del nego-
cio que se ventile. 
Dos requisitos exige conjuntamente el art. 897, primero de este 
comentario, para que pueda otorgarse el recibimiento á prueba en 
las apelaciones de que se trata: 1.° que lo conceda la ley para la 
primera instancia, de suerte que si en ella no autoriza• la ley el re-
cibimiento á prueba, como sucede en los recursos de reposición, 
tampoco puede otorgarse en la segunda; y 2.° que concurra ade-
más alguno de los casos expresados en el art. 862 (861 en la ley de 
Ultramar), que son aquellos en que no pudo hacerse la prueba en 
la primera instancia por causas independientes de la voluntad del 
litigante interesado. Por consiguiente, éste, al solicitar el recibi-
miento á prueba, lo cual debe hacer necesariamente por medio de 
otrosí en el escrito sobre conformidad con el apuntamiento, ha de 
demostrar que concurren dichos dos requisitos. 
A la solicitud para el recibimiento á prueba ha de darse la tra-
mitación que ordena el art. 864, observándose también lo dispues- 
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tó en los artículos 865, 866 y 867 para decidirla. Cuando haya de 
limitarse la prueba á la de confesión judicial ó de documentos, 
podrá practicarse sin necesidad de recibir el pleito á prueba, como 
se previene en el 863.. Todas estas disposiciones, cuyos comentarios 
convendrá consultar, son aplicables á las apelaciones de que se 
trata, como lo declara el art. 899. 
Cuando se otorgue el recibimiento á prueba, en el mismo auto 
ha de fijarse el término para proponerla y practicarla. Este térmi-
no no podrá exceder del concedido por la ley para la primera ins-
tancia en el asunto de que se trate; pero se concede á la Sala la fa- 
cultad de fijar dentro de ese límite el que estime necesario con la 
calidad de improrrogable. Así lo dispone el art. 898, dejando por 
consiguiente ese punto al prudente criterio de la Sala, sin ulterior 
recurso. Si se trata, por ejemplo, de un incidente, en el que la ley 
fija el término de prueba de diez á veinte días (art. 753), la Sala 
podrá reducirlo á quince ó al que estime necesario, y será impro-
rrogable si lo fija con esta calidad; pero si no le da este carácter, 
podrá prorrogarse hasta el máximum de la ley. Si la ley divide di-
cho término en dos períodos, el uno para proponer la prueba y el 
otro para practicarla, lo mismo se hará en la segunda instancia, 
pudiendo la Sala reducir uno y otro con la calidad de improrroga- 
• ble, como puede darla á todo el término, cuando conforme á la ley 
sea común para proponer y ejecutar la prueba, practicándola en 
todo caso en la misma forma establecida para la primera instancia. 
Hasta aquí no hay diferencia esencial entre el procedimiento de 
estas apelaciones y el de las de sentencias definitivas de mayor 
cuantía: unas y otras están sujetas á los mismos trámites. La dife-
rencia se establece para las actuaciones ulteriores, á fin de que sea 
más breve el procedimiento en las de que estamos tratando, cual lo 
exige y permite la menor importancia del asunto, en el que no se 
ventilan cuestiones tan difíciles y complicadas como suelen ser las 
de fondo en los pleitos de mayor cuantía. Se acortan los términos 
y se suprimen trámites, sin menoscabo de la defensa. 
Según el art. 900, la unión de las pruebas á los autos ha de ha-
cerse en el tiempo y forma que determina el 869: por consiguien- 
te, transcurrido el término de prueba, ó luego que se haya practi- 
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cado toda la propuesta y admitida, debe mandar la Sala, sin nece-
sidad de que lo pidan las partes, que se unan las pruebas á los 
autos; pero no que vuelvan éstos al relator para adicionar el apun-
tamiento, ni que se comuniquen á las partes para instrucción, cu-
yos trámites se suprimen, sino que se pongan aquéllas de manifies-
to á las partes en la secretaría por cuatro días comunes á ambas, 
lo cual tiene por objeto el que se instruyan de las pruebas, si no 
las hubieren presenciado, y tomen las notas ó apuntes que estimen 
necesarios para la defensa oral en el acto de la vista. 
También se suprime el trámite de pasar de nuevo los autos al 
magistrado ponente para su instrucción: en estas apelaciones sólo 
una vez se han de pasar los autos al ponente, que es en el período 
que determina el art. 894; entonces debe instruirse de ellos, tanto 
en el fondo, Domo para informar en su caso á la Sala sobre adicio-
nar el apuntamiento ó sobre el recibimiento á prueba. No necesita 
instruirse especialmente de las pruebas, porque correspondiéndole 
recibirlas y presidir todos los actos de las mismas, debe estar ente-
rado de su resultancia, y en todo caso puede hacerlo después de la 
vista para proponer 'á la deliberación de la Sala los puntos de he-
cho y de derecho y redactar la sentencia. 
En el día siguiente al de los cuatro en que las pruehas han de 
estar de manifiesto en la secretaría para que se instruyan de ellas 
las partes, debe dar cuenta el secretario y acordar la Sala que se 
traigan los autos á la vista con citación de las partes para senten-
cia. Desde esta providencia hasta el día señalado para la vista, el 
relator adicionará en su caso el apuntamiento con el resultado de 
las pruebas, como se previene en el art. 902, último de este comen-
tario, para dar cuenta á la Sala en el acto de la vista. Esa adición 
no se comunica á las partes como en las otras apelaciones, pero 
pueden enterasre de ella en la 
 secretaria y llamar la atención de 
la Sala en el acto de la vista si notaren alguna inexactitud. Esto 
basta para que la Sala, al apreciar las pruebas, no lo haga por lo 
consignado en el apuntamiento, que en este caso carece de la con-
formidad de las partes, sino por lo que de ellas mismas resulte, y 
así sê evitan trámites y dilaciones. 
La vista se celebrará, como todas, en el día que se señale, suje- 
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tándose á lo que se previene en los artículos 321 y siguientes. Des-
pués de celebrada podrá lá Sala acordar para mejor proveer, cuan-
do lo estime necesario, cualquiera de las diligencias que permite el 
art. 340, como lo declara el 899 en su referencia al 874, y dictará 
su fallo dentro del término que fija el 896, empleando la fórmula 
de auto ó de sentencia, según lo que esté prevenido para igual re-
solución en primera instancia, como se ordena en el mismo artícu-
lo. Y si el fallo fuere susceptible , del recurso de casación por poner 
término al pleito haciendo imposible su continuación, sé practicará 
lo que previene el art. 875, al que también se refiere el 899 antes 
citado de este comentario, cuya disposición es aplicable en todas 
estas apelaciones, hóyase recibido, ó 
 no, . á prueba el pleito. 
li 
FORMULARIOS DEL TITULO VI. 
De la segunda instancia. 
SECCIÓN 1. 
PROCEDIMIENTOS COMUNES A TODAS LAS APELACIONES. 
Recibidos los autos en la Audiencia, por el secretario á quien corres-
pondan por repartimiento, se da cuenta á la Sala, y se dicta en papel del 
sello de oficio la siguiente 
Providencia.—Sala de lo civil.—Sres. N. N. N. 
Acúsese el recibo de los autos, y personada que sea la parte apelante, 
6 transcurrido el término del emplazamiento sin que se haya personado, 
vuélvase á dar cuenta. (Lugar y fecha; rúbrica del Presidente de la Sala 
y,firma del Secretario con Ante mí.) 
Nota de haberse acusado el recibo de los autos. 
Todo apelante debe personarse en forma ante el Tribunal superior 
dentro del término del emplazamiento. Transcurrido este término sin 
que lo haya verificado, se dictará de oficio, y sin necesidad de que se 
acuse la rebeldía, el siguiente 
Auto.—Sala de lo civil.—Sres. N. N. N. 
Resultando que interpuesta en forma por la parte de D. Justo B. ape-
lación de la sentencia pronunciada en tal fecha por el juez de primera 
instancia de..., fué admitida en ambos efectos y se remitieron los autos 
á esta superioridad con emplazamiento de las partes, habiéndose hecho 
en tal fecha el del apelante: 
Resultando que éste no se ha personado hasta ahora ante este Tribu-
banal superior y que es ya transcurrido el término del emplazamiento. 
Considerando que en este caso procede declarar desierto el recurso 
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conforme á lo prevenido en el art. 840 de la ley de Enjuiciamiento civil: 
Visto además lo que ordena el art. 842 de la misma ley; 
Se declara desierta la apelación interpuesta por D. Justo B. y firme 
la sentencia (6 el auto) dictada en estos autos en tal fecha; se condena en 
las costas al apelante, y comuniquese este auto al juez de primera ins-
tancia, con devolución de los autos, á los efectos consiguientes. Lo acor-
daron y firman los señores anotados al margen en... (lugar y fecha) de 
que certifico. (Firma entera de los Magistrados y del Secretario con 
Arete mi, y la del Relator en su caso con expresión de su cargo.) 
Notificación en la forma ordinaria á la parte 6 partes que se hubieren 
personado. 
Contra este auto se da el recurso de súplica para ante la misma Sala, 
y si no fuere estimado podrá utilizarse el de casación. 
El Secretario devolverá los autos con carta-orden, 'y certificación del 
auto, anotando en aquélla los derechos devengados y lo que correspon-
da por reintegro del papel, para que el juez de primera instancia los 
exija del apelante por la via de apremio. 
Escritogersonándose el apelante.—A la Sala de lo civil.—D. José A., 
en nomt•re de D. Justo B., en los autos con N. sobre 141 cosa, digo: Que 
se han remitido dichos autos á esta superioridad en virtud de apelación 
interpuesta por mi representado de la sentencia (ó del auto) dictada por 
el juez de primera instancia de... en talfecha, y á fin de que se dé al 
recurso la sustanciación correspondiente me persono dentro del término 
del emplazamiento en representación de dicho D. Justo B. mostrándome 
parte en su nombre. 
Suplico á la Sala que habiéndome por personado en tiempo y por 
parle á nombre del apelante en virtud del poder que obra en autos (ó 
que acompaño) se sirva mandar se dé al recurso la sustanciación preveni-
da por la ley, entendiéndose conmigo las diligencias sucesivas, como es 
de justicia que pido. (Lugar, fecha y firma del procurador.) 
Nola de presentación de este escrito, por ser de término perentorio. 
Providencia —Sala de lo civil.— Sres. N. N. N. 
Se tiene por personado en tiempo al Procurador D. José A. en nom-
bre de D. Justo B.; hágase constar si tiene acreditada su personalidad en 
los autos remitidos, y verificado vuélvase á dar cuenta para proveer lo 
que proceda sobre tenerle por parte. (Lugar y fecha, rúbrica del Presi-
dente y firma del Secretario con Ante mi.) 
Notificación al procurador en la forma ordinaria. 
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Certificación sobre el poder.—Yo el Relator Secretario de esta Audien-
cia certifico: Que al fol!o tantos de la pieza de autos remitida, obra testi-
moniado el poder otorgado por D. Justo B. en tal fecha, ante el Notario 
D. N., de tal parte, á favor del Procurador D ; José A. Y para que conste 
firmo la presente en... (lugar, fecha y firma.) 
Providencia.—Sala de lo civil.—Sres. N. N. N. 
Por el resultado que ofrece la auterior certificación, se tiene por parte 
en estos autos al Procurador D. José A., en nombre del apelante Don 
Justo B.; entiéndanse con él las diligencias sucesivas y fórmese el apun-
tamiento. (Lugar, fecha, rúbrica y firma.) 
Notificación á los procuradores de las partes en la forma ordinaria. 
Cuando el procurador acompañe al anterior escrito la copia del poder 
bastanteado, en una sola providencia, en vez de las dos antes formu-
ladas, se le tendrá por personado y por parte, y se mandará formar el 
apuntamiento. 
El escrito antes formulado podrá servir de modelo para personarse el 
apelado, el cual puede verificarlo en cualquier estado de los autos, y 
mientras tanto se le notifican en estrados las providencias que se dictan, 
sin necesidad de acusarle la rebeldía ni de que lo mande la Sala. 
Escrito mejorando la apelación admitida en un efecto.—A la Sala de 
lo civil.—D. José A., en nombre de D. Justo B., de quien presento poder 
en forma, ante la Sala parezco y como mas haya lugar en derecho digo: 
Que mi representado está siguiendo pleito ordinario de mayor cuantía 
con F. de T. en el juzgado de... sobre tal cosa, en cuyos autos el juez 
inferior ha acordado por auto (ó sentencia) de tal ,fecha que... (lo que 
sea). Este proveído es perjudicial y gravoso a los derechos de mi parte, 
quien además lo considera improcedente, por lo que apeló de él dentro 
del termino legal, cuyo recurso le fué admitido en un solo efecto, facili-
tándosele el testimonio que presento, el que le fué entregado en tal dia, 
como se acredita á continuación del mismo testimonio. En su consecuen-
cia, y para conseguir la revocación y enmienda del auto apelado, compa-
rezco en su nombre ante la Sala á mejorar dicha apelación dentro del tér-
mino prevenido en el art. 393 de la ley de Enjuiciamiento civil. Por 
tanto, 
Suplico á la Sala que habiendo por presentados el poder y testimonio, 
y a mí por parte en el nombre que comparezco, se sirva tener por mejo-
rada la apelación en tiempo oportuno, y acordar que se proceda á la sus-
tanciación y fallo de la misma por los trámites de la ley, mandando que 
desde luego se pasen los autos al Relator para la formación del apunta- 
144 	 FORMULARIOS DEL TÍTULO VI 
miento, por ser así conforme á justicia que pido con costas. (Fecha y fir-
ma del letrado y procurador.) 
Nota de presentación de este escrito por ser de término perentorio. 
Providencia.—Sala de 16 civil.—Sres. N. N. N. 
Por presentado con el poder y testimonio que acompaña: se tiene por 
parte al Procurador D. José A., en nombre de D. Justo B., y por mejora-
da en tiempo la apelación, y fórmese el apuntamiento. 
Notificación al procurador en la forma ordinaria. 
Cuando la apelación ha sido admitida en un efecto, al presentar en 
la Audiencia el testimonio para mejorarla, 6 dentro del término del em-
plazamiento en los casos en que se remiten los autos originales, puede 
solicitar el apelante que la Sala la declare admitida en ambos efectos y 
mande al juez de primera instancia que con suspensión de todo procedi-
miento remita sin dilación los autos originales en el primer caso, ó sus-
penda la ejecución de la sentencia en el segundo. Esta pretensión puede 
deducirse en lo principal' del escrito personándose en la Audiencia ó por 
medio de otrosí, y ha de citarse precisamente la disposición legal en que 
se funde. Presentado el escrito con su copia, si se hubiere personado el 
apelado, debe mandar la Sala que se le entregue la copia para que dentro 
de tres días impugne la pretensión si le conviene; y transcurridos los tres 
días; ó desde luego si no se hubiera personado el apelado, ha de dictar la 
Sala la resolución que estime arreglada á derecho, sin más trámites y sin 
ulterior recurso. Véanse los artículos 394, 395. y 396, en los cuales se or-
dena detalladamente este procedimiento. 
Cuando la apelación baya sido admitida en ambos efectos, puede la 
parte apelada solicitar ante la Audiencia, dentro del término del empla-
zamiento, que se declare admitida en un solo efecto, citando también la 
disposición legal en que se funde. Esta pretensión se sustanciará por los 
trámites antes indicados. Véase el art. 397. 
Recurso de queja por denegación del de apelación 
—En la pág. 250 
del tomo II puede verse el formulario del escrito para interponer este 
recurso ante la Audiencia. Si se presenta después de transcurridos los 
quince días que para ello concede el art. 399, debe la Sala declarar de-
sierto el recurso, sin necesidad de que se acuse la rebeldía, como en el 
caso anterior, condenando en las éstas al recurrente y mandando se co-
munique el auto al Juez de primera instancia á los efectos consi-
guientes. 
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Apelante pobre. — Cuando el apelante esté habilitado para defenderse 
por pobre, se le tiene por personado en. la  Audiencia si al hacerle el em-
plazamiento solicita que se le nombren de oficio abogado y procurador 
para su defensa. En este caso, luego que se reciban los autos en la Au-
diencia, debe mandar la Sala que se acuse el recibo y se pasen á los de-
canos de los colegios -de Abogados y Procuradores para que nombren al 
que esté en turno, y con el procurador nombrado se entienden las actua - 
ciones en representación del apelante pobre. 
Si éste no hubiera deducido dicha pretensión al emplazarlo, debe 
personarse en la Audiencia dentro del término del emplazamiento: puede 
verificarlo por medio de procurador con poder bastante del modo antes 
formulado, pidiendo, si le conviene, que se le nombre abogado de oficio, 
y también puede hacerlo por si mismo ó por medio de una tercera perso-
na sin necesidad de poder, presentando el siguiente 
Escrito personándose el apelante pobre.—A la Sala de lo civil. —Don 
Justo B., mayor de edad, vecino de... según la cédula personal de tal 
clase, número... que exhibo, ante la Sala parezco en los autos seguidos 
en el Juzgado de primera instancia de... con D. José A. sobre tal cosa, 
Ÿ como mejor proceda, digo: Que se han remitido dichos autos d este 
Tribunal superior en virtud de la apelación interpuesta por mi parte de la 
sentencia definitiva (ó del auto de tal fecha)-en ellos pronunciada,.y á 
fin de que se dé á este recurso la sustanciación correspondiente, haciendo 
uso del derecho que me concede el art. 8fi4 de la ley de Enjuiciamiento 
civil por hallarme habilitado para defenderme como pobre, según resulta 
de los mismos autos, me persono en ellos ante este Tribunal superior 
dentro del término del emplazamiento, Ÿ 
Suplico á la Sala, que teniéndome por personado en tiempo, se sirva 
acordar se me nombren Abogado y Procurador de oficio para mi defen 
sa y representación, como es de justicia que pido. (Lugar, fecha y firma 
del interesado, 6 de la persona que por encargo del mismo haga esta soli-
citud.) 
Nola de presentación de este escrito por ser de término perentorio. 
Providencia.— Sala de lo civil.—Sres. N. N. N. 
Se tiene •por personado en tiempo al apelante D. Justo B., y nómbren-
se para su representación y defensa al Procurador y Abogado que se 
hallen en turno, d cuyo fin pásense los autos d los decanos de los respec-
tivos Colegios. 
En igual forma puede personarse en los autos - el apelado que esté ha-
bilitado para defenderse por pobre, y pedir que se le nombren abogado y 
procurador de oficio. 
TOMO Iv 	 19 
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Escrito separándose de la apelación.—A la Sala de lo civil.—Don 
Juan N., en nombre de D. Justo B., en los autos con D. José A., etc., 
digo: Que en cumplimiento de orden expresa y terminante de mi re-
presentado me separo de la apelación interpuesta por el mismo en estos 
autos, á cuyo fin acompaño el poder especial que me ha otorgado para 
ello (ó se ratificará en este escrito mi parte, compareciendo para ello en 
la Secretaria). 
Suplico á la Sala que habiendo por presentado este escrito con et 
poder y las copias prevenidas, se sirva tener á mi representado Don 
Justo B. por desistido y separado de la apelación de que se trata, estando 
pronto á pagar las costas causadas, y devolviéndose los autos al Juzgado 
de primera instancia para los efectos consiguientes, corno es de justicia 
que pido. (Lugar, fecha y firma del letrado y procurador.) 
Providencia.—Sala de lo civil.--Sres. N. N. N. 
Por presentado con el poder y copias que se acompañan: entréguense 
éstas á la otra parte para que dentro de tres días pueda impugnar la  pre-
tensión si le interesa, y transcurrido dicho plazo vuélvase á dar cuenta. 
Notificación á los procuradores de las partes en la forma ordinaria en- 
tregando las copias al apelado. 
Si el procurador no presenta poder especial, acordará la Sala que la 
parte interesada se ratifique con juramento en el anterior escrito, cuya . 
ratificación se hará ante el Magistrado ponente ó por medio de carta-
orden al Juez de primera instancia donde se halle el apelante. 
Puede oponerse el apelado dentro de los tres días: si se funda en que 
no debe darse por terminada la segunda instancia por haberse adherido 
6 adherirse á la apelación, la Sala tendrá por separado al apelante con 
las costas hasta entonces causadas, y mandará seguir la sustanciación 
del recurso para resolver sobre los extremos de la sentencia ó auto á que 
se refiera la adhesión del apelado. Si éste no se opone y se han llenado 
los requisitos legales, la Sala tendrá al apelante por separado de la ape-
lación con las costas, y por firme la resolución apelada, y mandará co-
municarlo al juez inferior, con devolución de los autos en su caso, á los 
efectos consiguientes. 
SECCION II. 
APELACIONES DE SENTENCIAS DEFINITIVAS EN PLEITOS DE MAYOR CUANTÍA. 
Personado el apelante en tiempo y forma y formado el apuntamiento 
(véase la sección anterior), se dictará la siguiente 
Providencia.—Sala de lo civil.—Sres. N. N. N.. 
Entréguense estos autos á la patte apelante para instrucción por ter- 
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mino de.. (de diez á veinte días), conforme á lo dispuesto en el art. 856 
de la ley de Enjuiciamiento civil. (Lugar y fecha, rúbrica del Presidente 
y Jfrota del Secretario con Ante mí.) 
Notificación á los Procuradores de las partes en la forma ordinaria, y 
entrega de los autos al apelante. 
Cuando no se haya concedido todo el término legal, puede pedirse 
prórroga hasta los veinte días, y hasta treinta sólo en el caso de que el 
volumen de los autos exceda de /000 folios. Véase el formulario para la 
prórroga en la página 6.6 del tomo I. 
Escrito del apelante devolviendo los autos. — A la Sala de lo civil.—
D Juan M., en nombre de D Justo B., etc., digo: Que el letrado que 
suscribe se ha instruido de los autos, y habiendo examinado el apunta-
miento lo encuentra conforme con lo que de ellos resulta (6 entiende que 
deben hacerse en él las adiciones y rectificaciones siguientes: (Se eapre- 
saran.) Por tanto, 
Suplico á la Sala que habiendo por devueltos los autos y por confor-
me á mi parte con el apuntamiento, se sirva darles el curso correspon-
diente conforme á la ley. (0 en su caso: que habiendo por devueltos tos 
autos, se sirva acordar se hagan en el apuntamiento las adiciones y rec-
tifieaciones que quedan expresadas.) (Lugar, fecha y firma del letrado 
y del procurador.) 
Otrosí sobre subsanación de fallas.—(En el caso del art. 859, debe pe -
dirse en este escrito por medio de otrosí que se subsanen las faltas esencia-
les del procedimiento que se hubieren cometido en la primera instancia . 
En tal caso debe acompañarse copia  del escrito, y con suspensión del curso 
de los autos principales, ha de resolverse previamente este incidente por 
los trámites establecidos para los incidentes, dándose traslado por seis 
días al apelado para que conteste concretamente sobre esa cuestión inci-
dental, con vista de la copia del escrito y sin entregarle los autos ) 
Otrosí sobre recibimiento á prueba.— (Cuando interese pedirlo al ape-
lante, y sea procedente conforme al art. 862, deberá solicitarlo por medio 
de otrosí en dicho escrito, del que acompañará también copia en este caso 
para entregarla a la otra parte.) 
Fuera de estos casos al anterior escrito se dictará la siguiente 
Providencia.— Sala de lo civil.— Sres. N. N. N. 
Por instruida esta parte y (en su caso) por conforme con el apunta-
miento, y entréguense los autos á la parte apelada también para instruc-
ción por el mismo término que los ha tenido el apelante. 
Notificación á los procuradores de las partes en la forma ot dinaria. 
• 
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Escrito del apelado devolviendo los autos.—(Lo mismo que el formu-
lado anteriormente para el apelante. Cuando convenga al apelado adhe-
rirse á la apelación, lo que ha de hacer precisamente en este escrito, lo 
verificará del modo siguiente:) 
Otrosí. -Haciendo uso del derecho que concede á mi  parte el art. 838 
de la ley de Enjuiciamiento civil, me adhiero á la apelación por cuanto 
en la sentencia apelada no  se  condenó expresamente en las costas á la 
otra parte, ó sobre tales extremos, á fin de que la Sala se sirva revocar-
los y mandar respecto de ellos.. . (lo que convenga, sin entrar en ale-
gaciones). —Suplico á la Sala se sirva tenerme por adherido á la apelación 
en los extremos antes expresados, y mandar que se entregue al apelante 
la copia que acompaño de este escrito, como es de justicia que pido. 
(Lugar, fecha y,frma del letrado y del procurador.) 
Otrosí sobré el recibimiento d prueba.—(Si lo hubiese solicitado el 
apelante, debe el apelado contestar á esa pretensión en este escrito, con-
formándose ú oponiéndose. También puede deducirla por sí, citando el 
caso en que se halle del art. 862.) 
Otrosí sobre subsanación de faltas.—(Cuando interese al apelado, ha 
de deducir la pretensión por medio de otrosí en dicho escrito, dándole la 
sustanciación antes indicada para el caso en que lo pida el apelante.) 
Recibimiento á prueba.—Cuando sea el apelado quien lo solicite, 
debe acordar la Sala que se entregue al apelante la copia del escrito, para 
que dentro de los tres días siguientes exponga y pida sobre ello lo que 
crea procedente. 
Si no están conformes las partes, acordará la Sala que se pasen los 
autos por seis días al Magistrado ponente para los efectos del art. 866, 
y con vista de su informe, dentro de los tres días siguientes resolverá la 
Sala por medio de auto lo que estime procedente sobre el recibimiento 
á prueba. Se suprime el trámite de oir al ponente cuando están confor-
mes las partes. 
Contra el auto otorgando el recibimiento á prueba no se da recurso 
alguno: contra el que lo deniegue, procede el de súplica, y si no se es-
tima, el de casación por quebrantamiento de forma luego que se dicte la. 
sentencia definitiva del pleito. 
En cuanto á los términos y medios de prueba y forma de proponerla 
y practicarla, se observará lo establecido para la primera instancia del 
juicio de mayor cuantía, cuyos formularios podrán consultarse. 
Transcurrido el término de prueba, ó practicada toda la admitida, se 
dictará de oficio la siguiente 
• 
L 
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Providencia.—Sala de lo civil.—Sres. N N. N. 
Únanse á los autos las pruebas practicadas, y pásense al relator para 
que adicione el apuntamiento. 
Notificación á los procuradores en la forma ordinaria. 
dicionado el apuntamiento, acordará la Sala que se comunique con 
los autos á cada una de las partes para instrucción por seis días impro-
rrogables. 
Las partes devolverán los autos manifestando su conformidad con lo 
adicionado al apuntamiento, 6 las adiciones 6 rectificaciones que crean 
necesarias, cuyos escritos podrán formularse del modo ya expuesto. 
Tanto en este caso, como en el de no haberse pedido el recibimiento 
A prueba, devueltos los autos por el apelado, 6 recogidos en virtud de 
apremio, se dictará la siguiente 
Providencia.—Pásense los autos al Sr. Magistrado ponente que se 
halle en turno por el mismo término concedido á las partes (el de diez á 
veinle días del art. 856, con sus prórrogas). 
Notificación á las partes en la forma ordinaria. 
Nota.—En cumplimiento de lo mandado, paso estos autos al señor 
D. N , á quien por turno ha correspondido el cargo de Magistrado po-
nente en los mismos. (Lugar, fecha y media firma del secretario.) 
Vista y sentencia.—Devueltos los autos por el ponente, si se hubie-
ren pedido reformas 6 adiciones al apuntamiento, en vista del informe 
de aquél, acordará la Sala lo que que sobre ello estime procedente, y si 
acuerda que se hagan, mandará que con este objeto vuelvan los autos 
al r elator. Hechas por éste las reformas ó adiciones acordadas, y cuando 
n o se hayan pedido, luego que el apelado devuelva los autos dándose 
p or instruido de ellos, se dictará la siguiente 
Providencia.—Tráiganse los autos á la vista con citación de las par-
tes para sentencia, celebrándose aquélla e! día que corresponda 
Notificación y citación por medio de cédula á los procuradores de las 
partes, conforme al formulario de la pág. 629 del tomo 1. 
Señalamiento para la vista.—Se hace por el presidente de la Sala con-
forme al art. 321, consignándolo en providencia, que se notifica á los pro-
curadores de las partes. 
Escrito pidiendo suspensión de la vista.—A la Sala de lo civil.—Don 
Juan M., en nombre de D Justo B., etc, digo: Que por hallarse enfer-
mo en cama con un fuerte catarro el Licenciado D M., abogado defensor 
11 
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de mi parte, como lo acredito con la certificación que acompaño del fa-
cultativo de su asistencia, no le es posible asistir á la vista señalada para 
el día tantos. Por tanto, y siendo esta una de las c usas determinadas en 
el art. 323 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
Suplico é la. Sala que habiendo por presentada dicha certificación se 
sirva acordar la suspensión de dicha vista por los días necesarios para el 
restablecimiento de dicho letrado, el cual firma conmigo este escrito (ó 
no lo firma por impedírselo su enfermedad), como es de justicia que pido. 
(Lugar, fecha y firma del procurador, y la del letrado cuando á éste se 
refiera la causa y pueda firmar.) 
Providencia.—Sala de lo civil. —Sres. N. N. N. 
Resultando suficientemente justificada, é juicio de la Sala, la enfer-
medad del letrado de esta parte, se suspende la vista hasta nuevo se'iala-
miento. 
Notificación á los procuradores de las partes en la forma ordinaria. 
Diligencia de vista. — Visto por los Sres. N. N. N. que componen la 
Sala, con asistencia de los letrados y procuradores de las partes (ó los 
.que hayan asistido) y del relator, habiendo durado el acto tantas horas. 
(Lugar, fecha y media firma del secretario.) 
Si alguno de los defensores do las partes hubiere deducido en la vista 
alguna pretensión incidental, se consignará en la diligencia del modo que 
ordena el art 334. 
Providencia para mejor proveer.— (Después de la vista puede acordar 
la Sala para mejor proveer cualquiera de las diligencias que permite el 
art. 340, quedando suspenso mientras se practica el término para dictar 
sentencia.) 
Discordia.—Si de la votación resultare discordia, volverán á discutir-
se y votarse los puntos sobre que verse, y si tampoco resultare mayoría, 
se dictará la siguiente 
P ovidencia.—Sala de lo civil.—Sres. N N. N. N. 
A más señores (si es sobre el todo, y si es en parte:) A más señores so-
bre los puntos A. y B. Los señores del margen lo mandaron en... (Lugar, 
fecha y firma de los Magistrados, y del secretario cou l nte mí.) 
Notificación  las partes en la forma ordinaria. 
Providencia del Presidente del Tribunal.—Sr. N. 
Designo para dirimir conmigo la anterior discordia á los Sres. N. y N.: 
hágase saber é las partes para que puedan hacer uso del derecho de re-
cusación. (Lugar y techa, rúbrica del Presidente y firma del secretario.) 
DE LA SEGUNDA INSTANCIA 151 
Notificación á las partes en la forma ya dicha. 
En este caso pueden las partes recusar á los Magistrados dirimentes, 
si existe causa para ello, dentro del término y en la forma que se deter-
minan en los arts. 326 y 327. 
Al Presidente del tribunal corresponde hacer el señalamiento para la 
nueva vista en discordia. poniéndose para ello de acuerdo con el de la 
Sala. A esta vista deben asistir todos los magistrados discordantes con 
los dirimentes. Antes de comenzar el acto debe el Presidente preguntar á 
los discordantes si insisten en sus pareceres, y sólo en el caso de contes-
tar afirmativamente, se procederá á la vista, en la misma forma ya indi-
cada para la primera. 
Sentencia.—Se redactará por el ponente como la formulada en la pá-
gina 433 del tomo Ili, y.aprobada por la Sala, se extenderá en papel del 
sello de oficio, se firmará y publicará dentro de quince días á contar desde 
la vista, y se pondrá en los autos certificación literal de la sentencia y 
de su publicación, á cuya continuación se notificará á las partes, custo-
diando el presidente de la Sala la original para formar el libro registro 
de sentencias, tolo del modo que se ordena en el art. 365. 
Contra esta sentencia no cabe otro recurso que el de casación por in-
fracción de ley ó por quebrantamiento de forma. Los formularios para 
preparar el primero ó interponer el segundo, véanse en las págs. 252 y 
siguientes del tomo Il. 
SECCION III. 
APELACIONES DE SENTENCIAS Y AUTOS EN INCIDENTES Y EN LOS JUICIOS 
QUE NO SEAN DE MAYOR NI DE MENDE.CUANTÍA. 
En todas las apelaciones, con exclusión solamente de las que se in-
terpongan en los juicios de menor cuantía y verbales, que se rigen por 
sus disposiciones especiales, y contra las sentencias definitivas en los de 
mayor cuantía á que se refiere la sección anterior, ha de sustanciarse la 
segunda instancia por el procedimiento que se establece en la presente. 
Este procedimiento es igual al ordenado para las apelaciones de senten-
cias definitivas de mayor cuantía, y puede acomodarse por tanto á los 
formularias de las dos secciones anteriores, con las modificaciones si-
guientes: 
1.a La entrega de los autos á las partes para instrucción, luego que se 
forma el apuntamiento, ha de ser por el término de seis á diez días im-
prorrogables. 
2 a Devueltos los autos por el apelado, se pasan al Ponente para su 
instrucción por un término igual al otorgado a las partes, y aunque haya 
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oposicifn sobre el recibimiento á prueba no se le  han de comunicar 
otra vez. 
3.a  Sólo puede otorgarse el recibimiento á prueba cuando h ley lo 
conceda para la primera instancia y concurra alguno de los casos ex-
presados en el art. F62. En tal caso el término no puede exceder del con-
cedido por la ley para la primera instancia, pudiendo fijar la Sala dentro 
de él el que estime necesario con calidad de improrrogable, y ha de pro-
ponerse y practicarse la prueba en la misma forma establecida para la 
primera instancia en el incidente ó juicio de que se trate. 
4.a Cuando se haya practicado prueba, no vuelven los autos al rela-
tor para que adicione el apuntamiento, ni se comunican d,e nuevo á las 
partes ni al Ponente para instrucción; sirio que, transcurrido el término 
de prueba, ó luego que se haya practicado toda la propuesta, dictará la 
Sala la siguiente 
Providencia.— Unanse á los autos las pruebas practicadas y pónganse 
de manifiesto á las partes en la Secretaría por cuatro días comunes. 
5 a Transcurrido dicho término, y si no hubiere habido prueba, luego 
que el apelado devuelva los autos, ó en su caso se haya adicionado el 
apuntamiento, se dicta la providencia mandando traer los autos ó la vista 
con citación de las partes para sentencia ó la resolución que proceda; y 
desde esta providencia hasta el día de la vista, el relator adicionará el 
apuntamiento con el resultado de las pruebas. 
6a El término para dictar sentencia es el•de cinco días en los asuntos 
declarados preferentes para la vista por el art. 321, y 
 el de ocho días en 
los demás casos. 
Con estas modificaciones el procedimiento es igual al formulado en 
la sección anterior. 
Î 
TITULO VII 
DEI, RECURSO DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRA 
JUECES Y MAGISTRADOS. 
En las páginas 221 y siguientes del tomo II, y por apéndice al 
tít. IX del libro I de la ley, hemos tratado extensamente de la res-
ponsabilidad, tanto civil como criminal, de los jueces y magistral 
dos, determinando los casos en que procede este recurso y las re-
soluciones judiciales que á Al pueden dar lugar; pero sin hacernos 
cargó del procedimiento, por ser el objeto del presente título, para 
el que debíamos reservarlo. Como introducción al mismo, y para 
evitar repeticiones, véase lo que allí hemos expuesto sobré esta 
materia. 
Aunque en la Constitución política, lo mismo que  en 'todos 
nuestros códigos antiguos, se hallaba consignado el principio de 
que «los jueces son responsables personalmente de toda infracción 
de ley que cometan», nada se ordenó en la de Enjuiciamiento civil 
de 1855 sobre el procedimiento que debiera emplearse para exigir 
la responsabilidad civil, ni sobre el tribunal competente para cono-
cer de este recurso. Tampoco estaban definidos los casos en que 
pudiera exigirse dicha responsabidad ni sus efectos. En la ley or-
gánica del Poder judicial de 1870 se dictaron por primera vez al-
gunas reglas sobre todo ello, como puede verse en el capítulo II de 
su tít. V, y esas reglas, que están vigentes, se han refundido y 
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completado en el presente título, en cuanto se refieren á la com-
petencia y procedimiento, en cumplimiento de lo mandado en el 
'iiúm. 1. ° de la base 2.a de las aprobadas por la ley de 21 de Junio 
de 1880, como veremos al examinar los artículos que siguen. 
ARTÍCULO 903 
(Art. 9022 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
La responsabilidad civil en que puedan incurrir los 
Jueces y Magistrados cuando en el desempeño de sus 
funciones infrinjan las leyes por negligencia 6 ignoran-
cia inexcusables, solamente podrá exigirse á instancia 
de la parte perjudicada 6 de sus causa-habientes, en 
juicio ordinario y ante el Tribunal superior inmediato 
al que hubiere incurrido en ella. 
En el art. 260 de la ley orgánica del Poder judicial se declaró 
que «la responsabilidad civil de los jueces y magistrados estará li-
mitada al resarcimiento de los daños y perjuicios estimables que 
causen á los particulares, corporaciones, ó al Estado, cuando en el 
desempeño de sus funciones infrinjan las leyes por negligencia 6 
ignorancia inexcusables.» Y explicando estos conceptos se declara 
en el art. 261 de la misma ley, que «se entendrá por perjuicios es-
timables para los efectos del artículo anterior, todos los que pue-
den ser apreciados en metálico al prudente arbitrio de los tribuna- 
les»; y en el 262, que «se tendrán por inexcusables la negligencia ó 
la ignorancia cuando, aunque sin intención, se hubiere dictado 
providencia manifiestamente contraria á la ley, ó se hubiere falta-
do á algún trámite ó solemnidad, mandada observar por la misma, 
bajo pena de nulidad.» 
Partiendo de estas reglas, que están vigentes, se ordena en el 
prensente artículo, de acuerdo con el 263 de la ley antes citada, 
que la responsabilidad civil en que conforme á ellas puedan incu-
rrir los jueces y magistrados, «solamente podrá exigirse á instan-
cia de la parte perjudicada 6 de sus causahabientes, en juicio ordi-
nario y ante el tribunal superior inmediato al que hubiere incurri-
do en ella.» So determinan, pues, la personalidadad, el procedi- 
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miento y la competencia para promover, sustanciar y decidir el re-
curso de responsabilidad civil contra jueces y magistrados, ya sea 
civil, ya criminal el asunto en que se haya incurrido en ella; puntos 
esenciales é importantes que se desarrollan en los artículos si-
guientes. 
En cuanto á la personalidad, se declara que solamente podrá 
exigirse dicha responsabilidad por la parte perjudicada por la re-
solución judicial ó sus causahabientes. Sobre este punto tiene de-
clarado el Tribunal Supremo en sentencia de 21 de Abril de 1884, 
que al tenor de las disposiciones de la ley orgánica y de la de En-
juiciamiento civil que estamos examinando, «la responsabilidad ci-
vil presupone daño ó perjuicio, los cuales, para el efecto del recur-
so, no pueden ser causados por las resoluciones de los jueces y ma-
gistrados sino d las personas que directamente intervienen como par-
tes en los juicios ó actuaciones de que aquéllos conocen.» Pur con-
siguiente, el que no sea parte en el juicio, en que se haya dictado 
la resolución judicial que cause el agravio, como ésta no puede per-
judicarle por no ser parte litigante, y si le perjudica puede utilizar 
otros medios, carece de personalidad para entablar el recurso de 
responsabilidad civil. 
Respecto del procedimiento, ordena el presente artículo que la 
responsabilidad civil se exija en juicio ordinario, y en el 910 se 
declara que este juicio ha de ser el de mayor cuantía, y de consi-
guiente por los trámites de este juicio habrá de sustanciarse en 
todo caso la demanda, cualquiera que sea la entidad ó cuantía de 
los daños y perjuicios que se reclamen, y el negocio ó procedimien-
to en que se hayan causado, ya sea civil, ya criminal. Sin duda se 
ha creído conveniente dar esta amplitud al juicio, porque no es 
sólo de cantidad la cuestión que en él se ventila, sino principal-
mente la de reputación, honra y dignidad del juez ó magistrados 
contra quienes se dirija la demanda. 
Y en cuanto á la competencia, por razones bien obvias que no 
necesitamos exponer, se atribuye al tribunal superior inmediato de 
aquel contra quien se dirija la demanda de responsabilidad civil_ 
En los artículos 911 al 915 se designa concretamente el tribunal 
que ha de conocer en cada caso. 
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ARTÍCULO 904 
(Art. 903 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
La demanda de responsabilidad civil no podrá inter-
ponerse hasta que quede terminado, por sentencia 6 
auto firme, el pleito 6 causa en que se suponga causa-
do el agravio 
ARTÍCULO 905 
(Art. 904 para Cuba y Puerto Rico.) 
Dicha demanda deberá entablarse dentro de los seis 
meses siguientes al en que se hubiere dictado la sen-
tencia 6 auto firme que haya puesto término al pleito 
6 causa. Trascurrido este plazo quedará prescrita la 
acción. 
ARTÍCULO 906 
(Art. 905 para Cuba y Puerto Rico.) 
No podrá entablar el juicio de responsabilidad civil 
el que no haya utilizado á su tiempo los recursos lega-
les contra la sentencia, auto 6 providencia en que se 
suponga causado el agravio, 6 no hubiere reclamado 
oportunamente durante el juicio, pudiendo hacerlo. 
El primero y el último de estos artículos concuerdan casi lite-
ralmente con el 265 y el 266 de la ley orgánica del Poder judicial, 
habiéndose adicionado el segundo para determinar la prescripción 
de la acción. 
Ya se ha indicado que la responsabilidad civil de los.jueces y 
magistrados lo mismo es exigible en asuntos civiles, que en causas 
ó negocios criminales, y así lo confirma el art. 904. Incurren en 
ella cuando eu el desempeño de sus funciones judiciales en toda 
clase de negocios infringen las leyes por negligencia ó ignorancia 
inexcusables, no en la sentencia definitiva ó auto que ponga tér-
mino al pleito, fuera de los casos de prevaricación ó de cohecho; 
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sino en la sustanciación del juicio 6 causa, como se ha expuesto en 
las páginas 224 y siguientes del tomo II. Y en todo caso, siempre 
que se haga uso solamente de la acción civil, ha de sustanciarse la 
demanda por los trámites establecidos para el juicio declarativo de 
mayor cuantía, cualquiera que sea su cuantía y el tribunal que de 
ella conozca, como se ordena en el .art. 910. 
Para el ejercicio de esa acción se establecen tres limitaciones 
v restricciones en los artículos que son objeto de este comentario_ 
Es la primera, que no puede interponerse la demanda «hasta que 
quede terminado, por sentencia ó auto firme, el pleito ó causa en 
que se suponga causado el agravio.» A dos consideraciones impor-
tantes obedece esta restricción: puede suceder que se repare el 
agravio durante la sustanciación del juicio 6 en la sentencia defi-
nitiva y que desaparezca, por tanto, el motivo ó interés del litigan-
te en sostener su reclamación. Por otra parte, no era raro en la 
práctica entablar el recurso de responsabilidad sin otro objeto que 
el de tener una causa legal para recusar al juez ó á la Sala á fin 
de separarle del conocimiento del negocio. La ley debía poner coto 
á este recurso de la mala fe, y amparar en lo posible el prestigio 
de los,que administran la justicia, que siempre resulta lastimado 
con el recurso de responsabilidad, aunque sea injusto, y por esto 
se previene que no pueda entablarse dicho recurso hasta que que-
de terminado el pleito ó la causa. Por consiguiente, si antes se en-
tabla la demanda, no deberá admitirla el tribunal por faltarle ese 
requisito. 
La segunda, restricción se refiere al término para entablar la 
demanda de responsabilidad civil. Quedará prescrita esta acción 
si no se entabla dicha demanda «dentro de los seis meses siguien-
tes al en que se hubiere dictado la sentencia ó auto firme que haya 
puesto término al pleito 6 causa.» Nótese que no se habla aquí de 
días, sino de meses, y por consiguiente han de contarse por meses 
naturales, sin excluir los días inhábiles, conforme al art. 305, corn-
prendiendo ese término los seis meses naturales siguientes, no al 
día, sino al mes dentro del cual se hubiere dictado la sentencia defi-
nitiva que sea firme y ponga término al pleito ó causa. Dicho pla-
zo es suficiente para que la parte  guise crea agraviada pueda re- 
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solver si le conviene entablar el recurso, y era de justicia abreviar-
lo para no amenguar el prestigio de los tribunales con la amenaza 
indefinida de responsabilidad. El precepto del art. 905, que lo es-
tablece, no excluye á entidad jurídica alguna, y deben sujetarse á 
ese término cuantos estén en el caso de entablar la demanda de 
responsabilidad civil, incluso al Ministerio fiscal, como tiene de-
clarado la Sala primera del Tribunal Supremo en sentencia de ca-
sación de 8 de Febrero de 1886. 
Y la tercera restricción, establecida en el art. 906, consiste en 
que no pueda entablarse el juicio de responsabilidad civil, sin haber 
utilizado á su tiempo, de los recursos legales de reposición, apela-
ción, súplica y casación, el que de ellos proceda, contra la sentencia, 
auto ó providencia en que se suponga causado el agravio, ó sin 
haber reclamado oportunamente durante el juicio, pudiendo hacer-
lo, la subsanación de la falta esencial del procedimiento en que 
aquél se funde. Es un principio de derecho procesal que no puede 
utilizarse un recurso extraordinario, cual es el de responsabilidad 
civil, sin haber intentado antes todos los ordinarios que la ley per-
mite para reparar el agravio. Si el recurrente, aunque sea el Mi-
nisterio fiscal, no reclamó durante el juicio pudiendo hacerlo, y 
consintió por tanto la resolución judicial, ya no puede hacer uso 
del recurso de responsabilidad civil, como también tiene declarado 
el Tribunal Supremo en sentencia de 14 de Junio de 1886. 
ARTÍCULO 907 
(Art. 906 de la ley para Cuba y Puerto Rico.), 
A toda demanda de responsabilidad civil deberá 
acompañarse certificacion 6 testimonio- que contenga: 
1.0 La sentencia, auto 6 providencia en'que se su-
ponga causado el agravio. 
2.° Las actuaciones que, en concepto de la parte, 
conduzcan á demostrar la infraccion de ley, 6 del trá-
mite 6 solemnidad mandados observar por la misma
. 
bajo pena de nulidad, y que á su tiempo se entablaron 
los recursos 6 reclamaciones procedentes. 
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3. 0 La sentencia 6 auto firme, que haya puesto tér-
mino al pleito 6 causa. 
ARTÍCULO 908 
(Art. 907 para Cuba y Puerto Rico.) 
La certificacion 6 testimonio á que se refiere el ar-
ticulo anterior, se pedirá en el Juzgado 6 Tribunal 
donde radiquen los autos. 
El secretario 6 escribano dará recibo de la presenta-
cion del escrito. 
El Juzgado 6 Tribunal deberá mandar, bajo su res-
ponsabilidad, que se facilite sin dilacion dicho docu-
mento, pudiendo acordar que se adicionen los particu-
lares que, estimare necesarios para que resulte la ver-
dad de los hechos. 
ARTÍCULO 909 
(Art. 908 para Caba y Puerto Rico.) 
Si trascurrieren diez dias, á contar desde la presen-
tacion del escrito, sin que se hubiere entregado á la 
parte la certificacion 6 testimonio, podrá ésta acudir 
en queja. al Tribunal que deba conocer de la demanda, 
el cual hará al inferior las prevenciones oportunas 
para que le remita dicho documento en un breve plazo, 
6 le reclamará los autos originales, si lo estima más 
conveniente, y no fueren necesarios para la ejecucion 
de la sentencia. 
En estos casos, se pondrán de manifiesto los autos 
al actor, 6 se le entregará el testimonio, para que for-
mule su demanda, reteniéndose en su caso los autos 
para tenerlos á la vista hasta la conclusion del juicio 
de responsabilidad. 
Según queda expuesto en los comentarios anteriores, el recur-
so de responsabilidad civil contra jueces ó magistrados ha de fua-
darse en que éstos, por ignorancia ó negligencia inexcusables,—y 
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no se dice d sabiendas, porque entonces se habría cometido el delito 
de prevaricación del que nacería necesariamente dicha responsabili-
dad.como consecuencia de la criminal, han infringido la ley, ó al-
gún trámite ó solemnidad de los mandados observar por la misma 
bajo pena de nulidad, durante la sustanciación del juicio; no puede 
interponerse hasta que recaiga y sea firme la sentencia ó auto que 
ponga término al pleito ó causa; y es indispensable prepararlo 
reclamando oportunamente durante el juicio, y utilizando á su 
tiempo los recursos legales que procedan contra la sentencia, auto 
o providencia en que se suponga causado el agravio. Preciso es, 
por tanto, justificar todos estos extremos, y en el art. 907„ prime-
ro de este comentario, se determinan la forma y tiempo en que ha 
de hacerse esa justificación. 
«A toda demanda de responsabilidad civil, dice dicho artícu-
lo, deberá acompañarse certificación ó testimonio que contenga» 
los particulares que designa con toda claridad, por lo cual nos re-
mitimos á su texto, y que son los mismos que acabamos de indicar. 
Como necesariamente han de resultar de los autos, no hay medio 
más adecuado y auténtico para justificarlos que la certificación ó 
testimonio librado con referencia á los mismos; certificación, si se 
libra por el secretario de la Sala, y testimonio si por el escribano 
del juzgado, según donde se hallen los autos. Y como ése documen-
to ha de producir sus efectos contra el mismo juez ó tribunal que 
mande expedirlo, y es perentorio el término para utilizarlo, se 
adoptan en la misma ley las precauciones necesarias para evitar 
dilaciones y abusos. 
Según el art. 908, la certificación ó testimonio ha de pedirse en 
el tribunal ó juzgado donde se hallen los autos: habrán de expre-
sarse en el escrito los particulares que ha de contener conforme al 
907, y el objeto con que se pide, á fin de que el juez ó la Sala, con-
tra quien se intentará dirigir el recurso de responsabilidad civil, 
pueda acordar que á los particulares pedidos, y que no deben ne-
garse, se adicionen los que estime necesarios para que resulte la 
verdad de los hechos. Como esta adición es el complemento de lo 
que ha debido-pedir el interesado, y que acaso haya omitido con 
malicia, éste debe pagar las costas de la misma, puesto que le co- 
w 
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rresponde abonar los derechos de la certificación ó testimonio. 
El secretario ó escribano debe dar recibo de la presentación del 
escrito, y dar cuenta á la Sala ó al juez á quien corresponda en el 
mismo día ó en el siguiente. El tribunal acordará que se facilite sin 
dilación la certificación ó el testimonio, y lo librará el actuario den-
tro de los diez días siguientes al de la presentación escrito. Si 
transcurre este término sin haberse entregado dicho documento á 
la parte interesada, puede ésta acudir en queja al tribunal superior, 
á quien corresponda conocer de la demanda, acompañando para jus-
tificarla el recibo de la presentación del•escrito. Este tribunal man-
dará al inferior que en un breve plazo, que le señalará, remita á la 
superioridad el testimonio, ó los autos originales, si aquél lo esti-
ma así más conveniente y no son necesarios en el inferior para la 
ejecución de la sentencia. Recibidos los autos ó el testimonio, se 
pondrán aquéllos de manifiesto en la secretaría á la parte interesa-
da, ó en su caso se le entregará el testimonio para que formule su 
demanda, todo conforme al art. 909. 
No se fija término para el recurso de queja porque es de inte-
rés de la parte activarlo á fin de poder presentar la demanda de 
responsabilidad dentro de los seis meses que señala el art. 905, 
transcurridos los cuales quedará prescrita la acción, sin que sirva 
de excusa á la parte el no habérsele facilitado el testimonio á pe-
sar de haberlo pedido en tiempo: medios le concede la ley para ob-
tenerlo oportunamente, y suya será la culpa si prescribe la acción 
por no haber entablado la demanda dentro del término legal. 
No es de presumir que el juez ó tribunal deniegue dicho docu-
mento, aunque se solicite después de haber prescrito la acción ó 
no pueda ésta prosperar por cualquier otro motivo, porque no es 
á él, sino al tribunal superior á quien corresponde apr eciar y de-
clarar este extremo: la ley no fija término para solicitarlo; manda 
que se facilite, bajo la responsabilidad del juez, cuando se pida; y 
es de decoro y dignidad concederlo por lo mismo que tiene por 
objeto exigir la responsabilidad. Lo que deberá hacer el juez ó tri-
bunal en tal caso, acordar que se adicione el testimonio con los 
particulares necesarios para que resulte justificada la prescripción, 
lo mismo que cualquiera otra circunstancia de las que, conforme á 
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los artículos 904, 905 y 906 impiden el ejercicio de la acción de 
responsabilidad, si no estuvieren comprendidos en los designados 
por el interesado, á fin de que pueda resolver el tribunal superior 
con exacto conocimiento de la verdad de los hechos. Pero si se de-
negare el tes imonio, contra esta providencia, si es del juez, proce-
derá el recurso de reposición y el de apelación en su caso, y si es 
de la Audiencia, el recurso de suplica ante la misma y después el 
de queja al Tribunal Supremo. Repetimos que no es de presumir 
este caso, porque sería otro motivo, claro y evidente, de responsa-
bilidad. 
La certificación ó testimonio de que se trata debe acompañarse 
á la demanda, según previene el art. 907, como fundamento y com-
probante de la misma. Si no se llena este requisito legal, no se po-
drá dar curso á la demanda, y deberá acordar el tribunal que lue-
go que se subsane la falta, se dictará la providencia que correspon-
da. Cuando sea necesario justificar otros hechos determinantes de 
la responsabilidad, como sucederá siempre que la civil nazca de la 
criminal, se hará esta prueba en el juicio durante la dilación pro-
batoria; pero siempre ha de acompañarse á la demanda la certifica-
ción ó testimonio indicados, sin que sea posible admitir después 
este documento, por no hallarse en ninguno de los casos del ar-
tículo 506. 
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ARTÍCULO 910 
(Art. 909 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
  
       
Cualquiera que sea el Tribunal que deba conocer de 
la demanda de responsabilidad civil, se sustanciará 
este juicio por los trámites establecidos para el ordina-
rió de mayor cuantfa. 
En el art. 903 se consignó el principio de que la responsabili-
dad civil ha de exigirse en juicio ordinario, que lo mismo pudiera 
ser el de mayor que el de menor cuantía; y explicándolo ahora y 
completando el pensamiento se ordena en el presente, por las ra-
zones ya expuestas en el comentario de aquél, que el juicio de res- 
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ponsabilidad civil ha de sustanciarse en todo caso por los trámites 
establecidos para el ordinario (6 declarativo como se dice en la ley 
d e Ultramar) de mayor cesantía, cualquiera que sea el tribunal que 
deba conocer de la demanda, y la cuantía de los daños y perjuicios 
que se reclamen. La diferencia respecto del tribunal..stá en los re-
cursos contra la sentencia definitiva, determinados en los artículos 
siguientes. Estos juicios están exceptuados del acto de conciliación, 
según el núm. 7.° del art. 460, y rigen en ellos las disposiciones de 
los artículos 515 y siguientes relativas á la presentación de copias 
de los escritos y documentos. 
ARTfCULO 911 
(Art. 910 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando la demanda se dirija contra un Juez munici-
pal, conocerá de ella el Juez de primera instancia del 
partido á que aquél corresponda. 
Contra la sentencia que éste pronuncie, procederá la 
apelacion en ambos efectos para ante la Audiencia del 
distrito. 
ARTfCULO 912 
(Art. 911 para Cuba y Puerto Rico.) 
Las Salas de lo civil de las Audiencias conocerán, en 
primera y única instancia, de las demandas de respon-
sabilidad civil que se entablen contra los Jueces de 
primera instancia de su• respectivo distrito. 
Contra las sentencias que aquéllas dicten en estos 
juicios, no se dará otro recurso que el de casacion. 
ARTfCULO 913 
(Art, 912 para Cuba y Puerto Rico.) 
La Sala tercera del Tribunal Supremo conocerá de 
dichas demandas en primera y única instancia, y sin 
ulterior recurso, cuando se entablen contra Magistra-
dos de las Audiencias. 
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ARTÍCULO 914 
(Art. 913 para Cuba y Puerto Rico.) 
En el c so del artículo anterior, presentada la de-
manda, acordará la Sala que se reclame de la Audie o-
cia certificación de los votos reservados, 6 negativa 
en su caso. 
Recibida dicha certificacion, se unirá á los autos, y 
si de ella resultase que hubo algun voto reservado so-
bre la resolucion que sea objeto de la responsabilidad, 
se comunicará al actor por seis dfas para que manifies-
te si insiste en su demanda, 6 si la modifica respecto 
del Magistrado 6 Magistrados que hubieren salvado 
su voto. 
ARTÍCULO 915 
(Art. 914 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando se entablare la demanda contra los Magis-
trados de una Sala del Tribunal Supremo, conocerán 
de ella, en única instancia y sin ulterior recurso, todos 
los demás Magistrados del mismo Tribunal, constitui-
dos en Sala de Justicia, funcionando de Presidente y 
secretario los que lo fueren del Tribunal. 
También en el art. 903 se consignó el principio ó regla general 
de que la responsabilidad civil ha de exigirse ante el tribunal su-
perior inmediato al que hubiere incurrido en ella, y desarrollando 
este principio se determina ahora cuál es el tribunal competente 
en cada caso de los que pueden ocurrir, y los recursos admisibles 
contra sus sentencias definitivas. Todo ello está expresado con tal 
claridad y precisión en estos cinco artículos, que creemos excusa-
do el comentario y nos remitimos á su texto. Sólo indicaremos que 
la disposición del párrafo 2. ° del art. 912, según la cual no se da 
otro recurso que el de casación contra las sentencias que dicten las 
Audiencias en estos juicios, no sólo es aplicable al caso del misma 
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artículo, 6 sea cuando conocen de estas demandas en primera y 
única instancia, sino también al del artículo anterior, cuando cono-
cen en segunda instancia en virtud de apelación. En todo caso se 
da el recurso de casación contra las sentencias definitivas de las 
Audiencias. 
En la disposición del art. 913, deben considerwse comprendi-
dos los magistrados de las Audiencias de lo criminal, pues aunque 
no pudo referirse á ellos la presente ley, porque entonces no exis-
tían, están subordinados para este efecto al Tribunal Supremo por 
ser el superior inmediato para la revisión de sus fallos, y porque 
así se deduce también del párrafo último del art. 4.° de la ley adi-
cional á la orgánica del Poder judicial, de 14 de Octubre de 1882. 
Aunque el art. 914 se refiere al caso del articulo anterior, es 
también aplicable al del siguiente, como es de sentido común y de 
recta interpretación por ser iguales los casos. La demanda de res-
ponsabilidad civil habrá de dirigirse contra todos los magistrados 
que hubieren dictado y firmado la resolución que sea objeto de la 
responsabilidad; pero pudiera suceder que alguno de ellos hubiera 
salvado su voto, y por esto se ordena, para evitar que se dirija el 
procedimiento contra el que no haya incurrido en responsabilidad, 
que presentada la demanda en el Tribunal Supremo, mande éste á 
la Sala contra la cual se dirija el recurso, ya sea de Audiencia, ya 
del mismo Tribunal Supremo, que remita certificación de los vo-
tos reservados, no con relación á la sentencia definitiva, sino sobre 
la resolución que sea objeto de la responsabilidad. Recibida dicha 
certificación, si de ella resulta que hubo algún voto reservado, se 
comunicará por seis días al actor para que manifieste si insiste en 
su demanda, ó si la modifica respecto del magistrado ó magistra-
dos que hubieren salvado su voto, y con lo que manifieste, se con- 
ferirá el traslado con emplazamiento, que previene el art. 525, á los 
que resulten demandados, lo mismo que se hará, sin dicho trámite, 
cuando sea negativa la certificación. 
• 
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ARTÍCULO 916 
En todo caso, la sentencia que absuelva de la de-
manda de responsabilidad civil, condenará en todas las 
costas al demandante; y las impondrá á los demanda- 
dos, cuando on todo 6 en parte se acceda á la demanda. 
En este último caso, se remitirá copia literal de la 
sentencia, autorizada en forma, al Ministerio de Gracia 
y Justicia, para los efectos que procedan. 
Art. 916 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(No contiene otra varia-
ción que la relativa d que la copia de la sentencia se remita al Mi-
nisterio de Ultramar.) 
• 
Son evidentes la justicia de esta disposición y el objeto de la 
misma. Si no prospera la demanda de responsabilidad civil y se 
termina el juicio por sentencia que absuelva de ella, debe ser con-
denado el demandante en todas las costas, en pena de su temeridad; 
pero si prospera en todo ó en parte, no queda al arbitrio del 
 tribu-
nal determinar la proporción en que deban pagarse las costas en 
este segundo caso, sino que manda la ley se impongan todas las 
costas al juez ó magistrados demandados: así lo merecen por haber 
faltado á la ley, dando ocasión, por su ignorancia ó negligencia, 
aunque no haya mediado malicia, al juicio promovido. La ley debe 
ser y es inexorable con los encargados de administrar la justicia, 
que faltan al cumplimiento de sus deberes sagrados. 
Siempre que sea condenatoria la sentencia definitiva, accedien-
do en todo ó en parte á la demanda de responsabilidad, debe man-
darse en ella que se remita copia literal de la misma, autorizada 
en forma, al Ministerio de Gracia y Justicia, ó al de Ultramar en 
su caso, para que conste en los expedientes personales del jue z ó 
magistrados condenados á los efectos consiguientes en su carrera . 
No se manda que se remita de oficio la copia de la sentencia cuan-
do ésta sea absolutoria; pero no puede negarse al interesado el de-
recho de pedirlo cuando le convenga que conste la absolución en 
.su expediente. 
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ARTÍCULO 917 
(Art. 916 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En ningun caso la sentencia pronunciada en el jui-
cio de responsabilidad civil, alterará la'sentencia firme 
-
que haya recaido en el pleito 6 causa en que se hubie-
re ocasionado el agravio. 
Este artículo, que concuerda con el párrafo 2.° del 266 de la 
ley orgánica del Poder judicial, tiene por objeto alejar toda duda 
sobre el valor que ha de darse á la cosa juzgada cuando se estime 
el recurso de responsabilidad. Cualquiera que sea la causa de ésta, 
y aunque la demanda se funde en la infracción de alguna de las 
formas esenciales del juicio que debiera anularlo, no puede alte-
rarse la sentencia firme que en él haya recaído. Para esto concede 
la ley otros recursos, cuales son, el de casación por quebrantamien-
to de forma y el de revisión cuando hubiere mediado delito, con-
forme al núm. 4.° del art. 1796. Pero el resultado del recurso de 
responsabilidad no influye para nada en la sentencia firme que hu-
biere recaído en el pleito ó causa en que se haya causado el agra-
vio: se ejecutará dicha sentencia en la forma que ordena la ley, y 
la parte agraviada será indemnizada de los daños y perjuicios que 
se le hayan causado, si obtiene sentencia favorable en el juicio de 
responsabilidad civil, cuyo único objeto es dicha indemnización, 
salvando siempre el respeto debido á la cosa juzgada. 
ARTÍCULO 918 
(Art. 917 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando se declare haber lugar á la responsabilidad 
civil, luego que sea firme la sentencia, se comunicarán 
los autos al Fiscal, á fin de que si resultaren méritos 
para exigir la responsabilidad criminal, inste y pro-
ponga lo que estime procedente. 
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Aun en el caso de que la responsabilidad civil nazca de la cri-
minal, puede la parte agraviada prescindir de la acción penal y 
entablar sólo la civil, como hemos expuesto en la pág. 224 del 
tomo II. En tales casos, podrá quedar satisfecho el interés de la 
parte agraviada con la indemnización de perjuicios, pero no el de 
la sociedad niel de la justicia, y á evitar que quede impune un de-
lito de tant o escándalo y transcendencia se dirige el presente ar-
tículo, cuya disposición es tan clara y sencilla que no necesita de 
explicación alguna. 
ADVERTENCIA SOBRE LOS FORMULARIOS.—No creemos necesa-
rios los del tít. 7.°, que acabamos de comentar, porque debiendo 
sustanciarse el juicio de responsabilidad civil por los trámites del 
ordinario de mayor cuantía, los formularios de éste podrán servir 
de modelo. 
TÍTULO VIII 
DE LA EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS 
El complemento de todo juicio es la ejecución de la sentencia, 
ó sea el acto de llevar á efecto lo acordado por la que ha causado 
ejecutoria; acto importantísimo, que debe subordinarse á reglas 
precisas para evitar que con dilaciones y subterfugios llegue á ser 
ilusoria ó ineficaz la cosa juzgada. A. este fin se dirigen las disposi-
ciones del presente título: comparándolas con las de la ley de 1855, 
se verá que se han introducido reformas y adiciones importantes 
con dicho objeto, sobre las cuales llamaremos la atención en su res-
pectivo comentario. 
Cuando en la ciencia del derecho dominaba el principio de que 
sólo tenían fuerza y valor de cosa juzgada en una nación las sen-
tencias dictadas por los tribunales de la misma, era consiguiente 
la omisión de reglas para la ejecución de las que dictasen los tribu-
nales extranjeros. Hoy, con los adelantos de la civilización, ha va-
riado el modo de ser de los pueblos, y su mutua conveniencia exi-
gía que se modificara aquel principio, como lo hizo la ley de 1855 
y se reproduce en la presente. Pero hubiera sido peligroso conce-
der á estas sentencias el mismo valor que á las dictadas por los 
tribunales espaíïoles: no son iguales sus condiciones, y por eso de-
bía tratarse de ellas con separación, como se hace en las dos sec-
ciones en que se divide este título. En las introducciones de las 
mismas expondremos algunas observaciones que son peculiares á 
cada una de ellas. 
TOMO 1V 22 
DE LAS SENTENCIAS DICTADAS POR TRIBUNALES 
Y JUECES ESPAÑOLES 
En el tít. 27 de la Partida 3.a, en el 17, libro 11 de la Novísi-
ma Recopilación y en algunas otras leyes, se consignaron varias 
disposiciones relativas al modo de ejecutar las sentencias. En to-
das ellas se ve la tendencia de que los procedimientos sean breves 
y sencillos: sin embargo, unas veces por insuficiencia de la ley, y 
las más por abusos de la práctica, se daba con frecuencia ocasión 
á muchos dispendios y á largos procedimientos. La nueva ley ha 
tratado de salvar estos inconvenientes estableciendo reglas senci-
llas, breves y seguras, á las que deberá ajustarse el procedimiento 
en cada caso de los que pueden ocurrir, como veremos en los co-
mentarios á los artículos que comprende esta sección. Pero antes 
debemos hacernos aquí cargo de algunos puntos que son de aplica-
ción general. 
¿Dentro de qué término podrá pedirse la ejecución de la senten-
cia firme? ¿Habrá lugar d la prescripción de las obligaciones por 
ella declaradas?—He aquí dos puntos importantes que, aunque re-
lacionados con el procedimiento, no los resuelve directamente la 
presente ley, porque el segundo es de la competencia del Código 
civil, y de él depende necesariamente la resolución del primero. Los 
examinaremos en el terreno del derecho constituido. 
La ley 5.0, tít. 8. 0 , libro 11 de la Novísima Recopilación (63 de 
Toro) ordenaba que «el derecho de ejecutar por obligación perso-
nal se prescriba por diez años, y la acción personal y la ejecutoria 
dada sobre ella se prescriba por veinte años, y no menos; pero don-
de en la obligación hay hipoteca, ó donde la obligación es mixta, 
personal y real, la deuda se prescriba por treinta años, y no me-
nos.» Las disposiciones de esta ley se aplicaban también á la pres - 
cripción de las acciones para exigir el cumplimiento de obligacio - 
nes declaradas por ejecutoria ó sentencia firme; pero como en sa 
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primera parte ordena que «el derecho de ejecutar por obligación 
personal se prescriba por diez años,» ocurría la duda de si sería 
aplicable este término á la ejecución de las sentencias. 
En la práctica antigua, según la opinión más autorizada y ge-
neral, se resolvía esa duda en el sentido de que el derecho para 
pedir la ejecución de una sentencia por la vía ejecutiva ó de apre-
mio, se prescribía por los diez años que fijó la ley de Toro al dere-
cho de ejecutar, pasados los cuales era necesario entablar de nue-
vo la acción ordinaria para exigir el cumplimiento de la obliga - 
ción personal declarada por ejecutoria anterior. Al comentar la 
ley de Enjuiciamiento civil de 1855, expusimos nuestra opinión de 
que no podía continuar esa práctica, en razón á que en esta ley se 
establecían trámites especiales para la ejecución de las sentencias, 
sin fijar ni limitar el término dentro del cual había de emplearse 
este procedimiento, deduciéndose de ello necesariamente que en 
cualquier tiempo en que aquélla se pida, aun pasados los diez años, 
siempre que no haya prescrito la acción, deberá ejecutarse la sen-
tencia por los trámites especiales que establece la ley. 
Esta opinión, seguida generalmente en la práctica, tiene hoy 
sólido fundamento en el nuevo Código civil. Por éste ha quedado 
derogada la ley citada de Toro: en el cap. 3 °, tít. 18 de su li-
bro IV, se fija el tiempo para la prescripción de las acciones, así 
reales como personales, y entre ellas no se menciona la correspon- 
diente al derecho de ejecutar por obligación personal, quedando, 
por consiguiente, subordinado este derecho á los requisitos nece-
sarios para ejercitarlo, y podrá utilizarse en cualquier tiempo 
mientras no haya prescrito la acción. Podría haber duda sobre si 
ésta era prescriptible y por cuánto tiempo, y este punto lo resuel-
ve expresamente el Código civil en su art. 1971, que dice así: «El 
tiempo de la prescripción de las acciones para exigir el cumpli-
miento de obligaciones declaradas por sentencia, comienza desde 
que la sentencia quedó firme.» 
Tenemos, pues, por indudable que, conforme al Código civil, son 
prescriptibles las obligaciones declaradas por sentencia firme; que 
el tiempo para esta prescripción comienza á contarse desde el  (Ha 
 siguiente al en que hubiere quedado firme la sentencia; y que pue- 
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de pedirse la ejecución de ésta por los trámites especiales del pre-
sente título en cualquier tiempo, mientras no haya prescrito la ac-
ción. Si se trata, por ejemplo, del pago de pensiones alimenticias, 
deberá pedirse la ejecución de la sentencia que haya condenado á 
satisfacerlas dentro de los cinco años siguientes al día en que ésta 
quedó firme; si del pago de honorarios, dentro de tres años; y si de 
cualquiera otra obligación personal, que no tenga señalado térmi-
no especial de prescripción, dentro de quince años, y así en los de-
más casos; de suerte que ha de pedirse en cada caso la ejecución 
de la sentencia dentro del término correspondiente de los que se 
fijan en los artículos 1961 y siguientes del Código civil para la 
prescripción de las acciones. Prescrita la acción por el mero lapso 
del tiempo fijado por la ley, á contar desde que quedó firme la 
sentencia, ya no puede pedirse su ejecución, y si se pide y otorga, 
podrá objetarse la excepción de prescripción, promoviendo un in-
cidente de previo y especial pronunciamiento. 
La doctrina que precede es aplicable al caso en que se utilice 
la cosa juzgada como fundamento de la acción: cuando haya de 
alegarse como excepción, véase - lo expuesto en las páginas 107 y 
siguientes del tomo III, debiendo advertir que la doctrina allí con-
signada con referencia á las leyes de Partida, acerca de los requi-
sitos que son necesarios para que la cosa juzgada surta sus efectos 
de excepción perentoria en otro juicio, tiene hoy su apoyo legal 
en lo que disponen los artículos 1251 y 1252 del Código civil. 
Cuando los tribunales eclesiásticos ejercían jurisdicción civil, 
no podían ejecutar sus sentencias contra los legos por la vía de 
apremio sin implorar el auxilio del brazo seglar, ó sea de la juris-
dicción ordinaria, según estaba prevenido por las leyes 4 a, 9.a 
y 12 del tít. 1. 0, libro II de la Novísima Recopilación; pero esta 
caducó y no tiene aplicación desde que por el decreto-ley de 6 de 
Diciembre de 1868, al establecer la unidad de fueros, se limitó la 
competencia de la jurisdicción eclesiástica á las causas sacramen-
tales, beneficiales, de divorcio y nulidad del matrimonio canónico 
y de los delitos eclesiásticos. 
Indicaremos, por último, que las disposiciones de esta sección 
se refieren solamente á la ejecución de sentencias definitivas dicta- 
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das en juicios declarativos, como lo da á entender su colocación 
después de dichos juicios. Han de aplicarse, pues, en todos ellos, 
sin otra modificación que la relativa á la reducción de los términos 
ordenada en el art. 738 para los juicios verbales. En los demás 
juicios, que no sean declarativos, se considerarán como supletorias 
de las disposiciones especiales que en cada uno de ellos se estable-
cen para la ejecución de sus respectivas sentencias. Y las resolu-
ciones judiciales que no tengan el carácter de sentencia definitiva 
del pleito se llevarán á efecto ejecutando lo que se ordene en la 
misma resolución, luego que sea firme. 
ARTÍCULO 919 
(Art. 918 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Luego que sea firme una sentencia, se procederá á 
su ejecucion, siempre á instancia de parte, y por el 
Juez 6 Tribunal que hubiere conocido del asunto en 
primera instancia. 
ARTÍCULO 920 
(Art. 919 para Cuba y Puerto Rico.) 
En los casos de apelacion, así que se reciba en el 
Juzgado inferior la certificacion que contenga la sen-
tencia firme, se acordará su cumplimiento y se notifi-
cará á las partes, para que insten lo que les convenga 
a dicho fin. 
Concuerdan estos artículos con el 891 de la ley de 1855, pero 
con distinta redacción para expresar su objeto con más claridad. 
En el primero de ellos se hacen tres declaraciones importantes, 
que han de servir de regla general para todos los casos, y en el 
segundo se ordena lo que ha de practicarse para instar la ejecu-
ción de la sentencia en el caso de apelación, comprendido también 
en dichas reglas, que son las siguientes: 
I..' No puede procederse á la ejecución de la sentencia mien-
tras ésta no sea firme ó haya pasado en autoridad de cosa juzgada. 
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—Adquiere este carácter, ó por consentimiento de las partes, con-
forme al art. 408, ó porque la ley no permite ulterior recurso, como 
sucede con las sentencias que dicta el Tribunal Supremo. Se ex-
ceptúan de esa regla general los casos en que la ley autoriza ex-
presamente la ejecución de una sentencia antes de que sea firme, 
como sucede cuando ha sido admitida la apelación en un efecto 
(art. 391); cuando interpuesto y admitido el recurso de casación, se 
presta la fianza que previene el art. 1786, y respecto de las senten-
cias de remate (art. 1476) y de las que recaen en los interdictos. 
2.8 Sólo á instancia de parte puede procederse á la ejecución 
de las sentencias.—Cuando quede firme la de primera instancia 
por no haberse apelado en tiempo, como adquiere el carácter de 
ejecutoria por ministerio de la ley, el juez nada tiene que hacer ni 
acordar sobre este punto, sino esperar á que la parte interesada 
inste la ejecución de la sentencia, pidiendo lo que estime proceden-
te á dicho fin. Y en los casos de apelación, luego que se reciba en 
el juzgado inferior la certificación de la Audiencia, que contenga 
la sentencia firme, ya sea ésta la de la misma Audiencia, por no ha-
berse interpuesto recurso de casación, ya la del Tribunal Supremo, 
debe el juez acordar su cumplimiento, que se acuse el recibo, y que 
se notifique á las partes para que insten lo que les convenga. De 
suerte que en ningún caso puede el juez acordar de oficio diligen-
cia alguna para la ejecución de la sentencia; ha de esperar siempre 
á que la parte interesada inste lo que le convenga para acordar lo 
que sea procedente á dicho fin, según los diferentes casos que pue-
den ocurrir. 
3.8 
 Al juez ó tribunal que haya conocido del asunto en prime-
ra instancia corresponde en todo caso la ejecución de la sentencia. 
—Esto está en armonía con la disposición del art. 55 y con la prác-
tica constante. Cuando la Audiencia ó el Tribunal Supremo hayan 
conoci do en primera y única instancia, como sucede en los recur-
sos de responsabilidad civil contra jueces de primera instancia y 
magistrados, al mismo Tribunal corresponde la ejecución de su ren-
ten cia, pudiendo cometer al juez de primera instancia correspon-
diente las diligencias que hayan de practicarse fuera del Tribunal, 
conforme á lo prevenido en el art. 254. 
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Son de aplicación general las tres reglas que quedan expuestas; 
pero no es posible subordinar la ejecución de las sentencias á un 
mismo procedimiento en todos los casos. Fuera del de absolución . 
de la demanda sin condena de costas, en cl que nada hay que eje-
cutar para su cumplimiento, la sentencia contendrá necesariamente, 
solas ó combinadas, alguna de las declaraciones ó condenas si-
guientes: al pago de cantidad líquida; al de cantidad i'íquida; al de 
daños y perjuicios, frutos ó intereses; á hacer, ó no hacer, ó entre-
gar alguna cosa, y al pago de costas. Respecto de éstas, en los ar-
tículos 421 y siguientes se ordena el modo y fórma de tasarlas y 
exigirlas, por lo cual nada se dispone sobre ellas en la presente 
sección, en la que se dictan las reglas conducentes para cada uno 
de los casos indicados, como veremos en los artículos y comenta-
rios que siguen. 
ARTfCULO 921 
(Art. 920 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si la sentencia condenare al pago de cantidad liqui-
da y determinada, se procederá siempre, y sin necesi-
dad de prévio requerimiento personal al condenado, al 
embargo de bienes del deudor, en la forma y por el 
órden prevenidos para el juicio ejecutivo. 
Para dicho efecto serán considerados como cantidad 
liquida los intereses de una cantidad determinada, 
cuando se haya fijado en la sentencia el tanto por cien-
to 6 tipo, y el tiempo por el que deban abonarse. 
ARTÍCULO 922 
(Art. 921 para Cuba y Puerto Rico.) 
Hechos los embargos, se pasará al avalúo y venta de 
los bienes en que consistan, y al pago en su caso, con 
entera sujeción á las reglas establecidas para el proce-
dimiento de apremio despues del juicio ejecutivo. 
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De la forma en que ha de procederse para ejecutar la senten-
cia que condene al pago de cantidad líquida y determinada, se tra-
ta en estos dos artículos, que concuerdan con los 892 y 893 de la 
ley de 1855, pero modificados conforme á la ley de 9 de Julio de 
1877, en cumplimiento de lo ordenado en el párrafo 5.° de la base 
segunda de las aprobadas por la ley de 21 de Junio de 1880. 
En la práctica antigua, para dar cumplimiento á la ejecutoria 
que condenaba al pago de cantidad líquida, se mandaba por el juez 
requerir al deudor para que pagase dentro de diez días bajo aper-
cibimiento de ejecución, y transcurrido ese plazo sin haber pagado, 
se despachaba la ejecución á petición del actor y se seguían todos 
los trámites del juicio ejecutivo dictándose sentencia de remate, . 
después de haber sustanciado en su caso la oposición del ejecutado. 
La ley de Enjuiciamiento civil de 1855 suprimió estos trámites y 
dilaciones injustificadas y depresivas de la autoridad de la cosa 
juzgada, mandando en sus arts. 892 y 893 antes citados, que se 
procediera al embargo de bienes en la forma y por el orden preve-
nidos para el juicio ejecutivo, y que hecho el embargo se pasara al 
avalúo y venta con sujeción á lo establecido para el procedimiento 
de apremio después de dicho juicio. 
Como se ordenaba en el primero de dichos artículos que se 
procediera al embargo en la forma prevenida para el juicio ejecu-
tivo, se creyó generalmente, contra .nuestra opinión, que no podía 
hacerse el embargo sin requerir de pago previamente al deudor, 
según estaba ordenado para dicho juicio, y como ese requerimiento 
había de ser personal, era fácil al deudor eludirlo con la ausencia 
y dilatar indefinidamente el  cumplimiento de la ejecutoria, hacien- 
do desaparecer mientras tanto los bienes muebles y valores en que 
pudiera hacerse el embargo. Para poner coto en lo posible á estos 
y otros abusos de la mala fe, que imposibilitaban el pronto cumpli- 
miento de las sentencias, se reformó el art. 892 de dicha ley por 
la de 9 de Julio de 1877, dándole la misma redacción que tiene el 
párrafo 1.° del art. 921 que estamos comentando. 
Según este artículo, para ejecutar la sentencia que condene al 
pago de cantidad líquida y determinada, se procederá siempre des-
de luego, y sin necesidad de previo requerimiento personal al  con- 
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donado,—en lo cual consiste la reforma antes indicada,—al embar-
go de bienes del deudor, en la forma y por el orden prevenidos para 
el juicio ejecutivo en los arts. 1447 al 1455. Y conforme al 922, 
copiado casi literalmente del 893 de la ley anterior, hecho el em-
bargo, se procederá sin más trámites, á instancia siempre del actor, 
al avalúo y venta de los bienes embargados, hasta verificar el pago, 
todo con entera sujeción á las reglas establecidas para el procedi-
miento de apremio después del juicio ejecutivo en los arts. 1481 y 
siguientes. 
Se ha adicionado el párrafo 2.° del art. 921, también con el 
objeto de evitar dudas y dilaciones. Cuando la sentencia condena 
al pago de intereses de una cantidad determinada, fijando el tanto 
por ciento el tipo y el tiempo por el.que deban abonarse, basta una 
simple operación aritmética para conocer la cantidad precisa á que 
ascienden los intereses. Sin embargo, en la práctica solían conside-
rarse como cantidad ilíquida y se procedía á su liquidación por los 
trámites que para ello establece la ley, y como esto sólo conducía á 
dilaciones y gastos innecesarios, para corregir ese abuso se declara 
ahora que en el caso indicado deben considerarse los intereses como 
cantidad líquida para el efecto de la ejecución de la sentencia. En 
el escrit9 pidiendo la ejecución deberá el actor fijar la cantidad 11-
quide á que asciendan los intereses, haciendo la cuenta conforme á 
lo mandado en la sentencia, y si por casualidad se hubiere equivo-
cado y el juzgado incurriera en- la misma equivocación, como 
error de hecho no causa estado y puede rectificarse en cualquier 
tiempo, según la doctrina del art. 948. 
Téngase presente para su caso, que no pueden llevarse á efecto 
por los trámites aquí establecidos las sentencias firmes, por las 
cuales se condene al pago de cantidad líquida á un Ayuntamiento, 
al Estado, ó á cualquier establecimiento ó corporación que sea sos-
tenido de fondos públicos. Estas sentencias deben ejecutarse por la 
Administración misma, de conformidad con lo mandado, respecto 
de las deudas del Estado, por el art. 16 de la ley de Contabilidad 
de 25 de Junio de 1870, y en cuanto á las de los Ayuntamientos, 
por el Real decreto expedido por el Ministerio de Gracia y Jus-
ticia en 12 de Marzo de 1847 y por los arts. 143 y 144 de la ley 
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Municipal de 2 de Octubre de 1877 (1). Y respecto de las corpora- 
ciones y establecimientos públicos, inclusos los Montes de Piedad 
y Cajas de Ahorros, por tener el carácter de establecimientos de 
(1) Interesa tener á la vista, en su caso, estas disposiciones, por cuya 
razón creemos conveniente insertarlas en este lugar. Dicen así: 
Ley de Contabilidad de 25 de Junio de 1870. 
«Art. 16. Ningún Tribunal podrá despachar mandamiento de ejecución 
dictar providencias de embargo contra las rentas ó caudales del Estado. 
los que fueren competentes para conocer sobre reclamación de créditos 
á cargo de  la Hacienda pública y en favor de particulares, dictarán sus fallos . 
 declaratorios del derecho de las partes, y podrán mandar que se cumplan 
cuando hubieren causado ejecutoria; pero este cumplimiento tocard exclusi-
vamente á los agentes de la Administración, quienes con autorización del  Go-
bierno acordarán y verificarán el pago en la forma y dentro de los limites 
que señalen las leyes de presupuestos y las reglas establecidas por el de las 
obligaciones del Estadó.v 
Esta disposición sólo es aplicable al caso en que la sentencia condena al 
pago de cantidad líquida; pero si es iliquida ydebe liquidarse en la ejecución 
de la sentencia, corresponde w la jurisdicción ordinaria la resolución de este 
incidente, según tiene declarado el Tribunal Supremo en sentencia de casa-
ción de 7 de Junio de 1886. (Véase en la nota del comentario al art. 932.) 
Real decreto de 12 de Marzo de 1847, estableciendo las reglas que deben 
observares para hacer efectivos los creditos contra los Ayuntamientos. 
aArt. 1.° Cuando las deudas de los Ayuntamientos no se hallen declara-
das por unza ejecutoria, toca& la Administración examinarlas, á fin de deter-
minar si han de incluirse ó no, según que fuere clara ó dudosa su legitimidad, 
en el presupuesto ordinario ó en el adicional correspondiente. 
Art. 2.° El Ayuntamiento resolverá, bajo su responsabilidad, en el preci-
so término de un mes, contado desde el dia en que hubiere presentado la 
solicitud 'el interesado, quien en e l . acto de la presentación se dará el 
 co - 
rrespondiente recibo por el secretario de la corporación. 
Art. 3.° En los diez días inmediatos siguientes al en que espire el térmi-
no, se elevará el expediente con una exposición razonada á la autoridad á 
quien corresponda la aprobación del presupuesto municipal, dando desde lue-
go el oportuno conocimiento por escrito al interesado. 
Art. 4.° El Jefe politico (hoy Gobernador de la provincia), y en su caso 
el Gobierno; resolverán á la mayor brevedad lo que estimen justo. Cuando se 
aprobare la resolución en que el 
 Ayuntamiento haya desestimado, ó se des- 
aprobare la en que haya admitido como legitimo el crédito reclamado, se au- 
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Beneficencia, por varias deciciones de competencia, á consulta del 
Consejo Real y del de Estado, está declarado que deben gozar en 
esta materia de los mismos privilegios y ventajas que los fondos de 
torizará al mismo tiempo á aquella corporación para comparecer en el juicio 
que á consecuencia de ello promueva el interesado. 
Art. 5.° Declarada la legitimidad de la deuda por una ejecutoria, la in- 
cluirá el Ayuntamiento, bajo su responsabilidad, en el presupuesto munici-
pal dentro de los diez días siguientes al en que presentare aquel documento 
el acreedor, á quien en el acto se dará el oportuno recibo. 
Art. 6.° Si aplicadas las disposiciones que en semejantes casos deben ob-
servarse con arreglo á la citada ley de 8 de Enero de 1845, resultase que ' al-
gún pueblo no tiene medios ni recursos para pagar todas sus deudas, el Ayun, 
tamiento propondrá á su acreedor e 6 acreedores el arreglo que estime oportu- 
no. Puestos de acuerdo el Ayuntamiento y los interesados, ó negándose éstos 
A admitir la propuesta de aquél, se remitirá el expediente al Gobierno ó al Jefe 
politico (hoy Gobernador), según lo que corresponda conforme á la regla con-
tenida en el art. 3.° de este decreto para que resuelvan lo que estimen justo. 
Art. 7.°  La decisión de las cuestiones concernientes al arreglo de que' se 
trata en el articulo anterior, como el arreglo mismo, toca exclusivamente á 
la Administración, exceptuando la de aquellas que sean relativas á la legiti-
midad y antelación de créditos, las cuales se llevarán á los tribunales coni-
petentes.' 
Ley Municipal de 2 de Octubre ele 1877. 
«Art. 143. Las deudas de los pueblos que no estuvieren aseguradas con 
prenda 6. hipoteca, no serán exigidas á los Ayuntamientos por los procedi-
mientos do apremio. 
Cuando algún pueblo fuese condenado al pago de una cantidad, el Ayun-
tamiento, en el término de diez días después de ejecutoriada la sentencia, 
procederá á formar un presupuesto extraordinario, á no ser que el acreedor 
convenga en aplazar el cobro de modo que puedan consignarse en los presu-
puestos ordinarios sucesivos las cantidades necesarias para el pago del capital 
y rédito estipulado. 
Art. 144. Si los recursos de que puede disponer el pueblo no fueren sufi-
cientes á cubrir sus deudas, ó no creyese el Ayuntamiento posible recargar 
las cuotas impuestas á los vecinos, y los acreedores no se conformaren con 
los medios que se les ofrezcan para solventar sus deudas, se remitirá el expe 
diente á la Diputación Provincial, á fin de que, oyendo á los interesados, 
disponga lo conveniente para que tengan efecto los pagos, sin perjuicio de la 
competencia de los Tribunales y Juzgados ordinarios para resolver acerca de 
la legitimidad y prelación de los créditos.' 
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que se sostengan, en razón á que, hallándose prescrito también el 
sistema de presupuestos para la administración económica de di-
chos establecimientos, es incompatible con este sistema el uso de 
la vía de ejecución y apremio para reclamar el pago de cualquiera 
obligación; pero si el establecimiento se sostiene de fondos parti-
culares ó de rentas propias, no goza de estos privilegios y está su-
jeto á las disposiciones comunes. 
ARTÍCULO 923 
(Art. 922 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si la sentencia contuviere condena de hacer, 6 de no 
hacer, ó de entregar alguna cosa 6 cantidad ilíquida, 
se procederá á darle cumplimiento, empleando los me-
dios necesarios al efecto, y que se expresan en los ar-
tículos que siguen. 
En todos estos casos, si no puede tener inmediato 
cumplimiento la ejecutoria, cualquiera que sea la cau-
sa que lo impida, podrá decretarse el embargo de bie-
nes á instancia del acreedor en cantidad suficiente, á 
juicio del Juez, para asegurar lo principal y las costas 
de la ejecucion. 
El deudor podrá librarse de este embargo dando 
fianza suficiente, á satisfaccion del Juez. 
En este artículo, que concuerda en parte con el 895 de la ley 
de 1855, se establece una regla general para los casos en que la 
sentencia, de cuya ejecución se trate, condene á hacer ó no hacer, 
ó á entregar alguna cosa ó cantidad ilíquida. En cualquiera de 
ellos han de emplearse los medios necesarios para dar cumplimien-
to á la ejecutoria, como es natural, pero con sujeción á las reglas 
que se establecen en los artículos siguientes, y que expondremos 
al comentarlos. 
Pero podrá suceder, y sucede con frecuencia, que ya por la ín-
dole del asunto, ó bien por la mala fe del demandado, no pueda 
tener inmediato cumplimiento la ejecutoria en que se condene á 
hacer ó no hacer, ó á entregar alguna cosa ó cantidad ilíquida, y 
á fin de garantizar los derechos del que ha obtenido á su favor la 
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ejecutoria para que no sea ineficaz é ilusoria la cosa juzgada, se 
•lia adicionado en el presente artículo con notoria justicia, que en 
todos esos casos, y cualquiera que sea la causa que impida el 
inmediato cumplimiento de la sentencia firme, podrá decretarse el 
embargo de bienes, á instancia del acreedor, en cantidad suficien-
te, á juicio del juez, para asegurar lo principal y las costas de la 
ejecución, de cuyo embargo podrá librarse el deudor dando fianza 
suficiente, también á satisfacción del juez. 
El actor, á quien interese hacer uso del derecho que esta dis-
posición le concede, al pedir la ejecución de la sentencia, ó des-
pués cuando resulte que no puede ser inmediato su cumplimiento, 
puede solicitar el embargo de bienes del deudor, fundándolo en di-
cho motivo y expresando la cantidad que crea necesaria para ase-
gurar principal y costas. El juez, de plano y sin oir á la parte con-
traria, accederá á dicha pretensión, si la estima fundada, fijando la 
cantidad que, á su juicio, sea suficiente, y mandando se lleve á efec-
to el embargo si en el acto ó dentro de un breve plazo el deudor 
no presta fianza bastante á cubrir dicha cantidad. Esta fianza po-
drá ser hipotecaria, pignoraticia o personal, á satisfacción del juez, 
el cual la admitirá bajo su responsabilidad, sin audiencia ni inter-
vención de la otra parte. Para evitar contiendas, la ley somete esos 
puntos al arbitrio judicial, y por tanto sin ulterior recurso; pera 
contra la providencia otorgando ó denegando el embargo, proce-
derá el de reposición, y si no se estima, el de apelación en un sólo 
efecto conforme al art. 949. 
ARTÍCULO 924 
Si el condenado á hacer alguna cosa, no cumpliere 
con lo que se le ordene para la ejecucion de la senten-
cia dentro del plazo que el Juez al efecto le señale, se 
hará á su costa; y si por ser personalfsimo el hecho no• 
pudiere verificarse en esta forma, se entenderá que 
opta por el resarcimiento de perjuicios. 
Si se hubiere fijado en la sentencia la importancia 
de éstos para el caso de inejecucion, se procederá á la 
que respecto del cumplimiento de la sentencia en que 
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hay condena de cantidad líquida, se previene en el ar-
tículo 921. 
En otro caso se procederá conforme á lo establecido 
en los artículos 928 y siguientes. 
Art. 923 de la ley para Cuba y Puerto Rico. (La primera de las re- 
ferencias es al art. 920 y la segunda d los artículos 927 y siguien- 
tes de esta ley, sin otra variación) 
De Ïa forma en que ha de darse cumplimiento á la sentencia 
firme que condene d hacer alguna cosa, se trata en este artículo, el 
cual concuerda casi literalmente con el 896 de la ley de 1855. El 
procedimiento que para ello se establece es bien sencillo y adecua-
do á la naturaleza del caso. A instancia de la parte interesada 
debe señalar el juez á la contraria el plazo dentro del cual haya de 
hacer lo mandado en la sentencia. Se deja al arbitrio judicial la 
fijación del plazo, por no ser posible que la ley lo determine, en 
razón á que no pueden concurrir en todos los casos idénticas cir-
cunstancias, á las que deberá atender el juez para señalarlo. Si se 
hubiere fijado en la sentencia, deberá estarse á lo que en ella se 
mande. Ese plazo es de los prorrogables, cuando lo señale el juez, si 
antes de que espire alega la parte interesada justas razones para 
ello. En lo demás que ha de hacerse después, si no cumple el de-
mandado, se ajusta el presente artículo á lo que ordena el derecho 
civil respecto de las obligaciones de hacer alguna cosa, á las que 
pertenece lo mandado en la sentencia de que se trata. 
Según el art. 1098 del Código civil, de acuerdo con nuestra le-
gislación antigua, «si el obligado á hacer alguna cosa no la hi cie-
se, se mandará ejecutar á su costa,» lo mismo que se ordena en el 
presente artículo. Y previendo un caso de que éste no hace men-
ción, aunque está comprendido en su espíritu, se añade en el del 
Código civil, que «esto mismo se observará si la hiciere contravi-
niendo al tenor de la obligación,» y que «además podrá decretar-
se que se deshaga lo mal hecho.» Por consiguiente, transcurrido el 
plazo fijado por el juez sin que el demandado haya ejecutado lo 
.que deba hacer conforme á la sentencia, á instancia del actor acor- 
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dará aquél que se haga á costa del mismo demandado, empleando 
los medios necesarios al efecto, como se ordena en el art. 923. Y si 
lo hubiere hecho, pero contraviniendo á lo mandado en la ejecuto-
ria, á instancia también del actor, y previa la comprobación de la 
exactitud de ese hecho por los medios adecuados al caso, mandará 
el juez que á costa del demandado se deshaga ]o mal hecho y se 
ejecute en la forma prevenida en la sentencia. 
Cuando por dolo, negligencia ó morosidad, el por cualquier otro 
motivo el demandado no cumpla la ejecutoria dentro del plazo 
fijado por el juez, y por ser personalísimo el hecho, no sea posible 
ejecutarlo judicialmente, esa obligación se convierte en otra de in-
demnización de daños y perjuicios, como estaba también prevenido 
en nuestro derecho antiguo y se declara ahora en el art. 1101 del 
Código civil. En tales casos, según el artículo que estamos comen-
tando, si en la sentencia se hubiere fijado la importancia de los 
perjuicios ó la cantidad que deba abonarse en el caso de inejecu-
ción, se procederá á exigirla por la vía de apremio en la forma 
prevenida en el art. 921 (920 en Ultramar) para el cumplimiento 
de la sentencia que condena al pago de cantidad líquida; y en otro 
caso, se procederá á fijar la cuantía de los daños y perjuicios, con-
forme á lo establecido en los artículos 928 y siguientes (927 en Ul-
tramar), todo á costa del demandado. Y téngase presente que se-
gún el 1106 de dicho Código, «la indemnización de daños y per-
juicios comprende, no sólo el valor de la pérdida que haya sufrido, 
sino también el de la ganancia que haya dejado de obtener el 
acreedor. 
ARTÍCULO 925 
(Art. 924 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si. el condenado á no hacer alguna cosa quebrantare 
la sentencia, se entenderá que opta por el resarcimien-
to de perjuicios, los que se indemnizarán al que hubie-
re obtenido la ejecutoria en la forma expresada en el 
artículo que antecede. 
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Del caso en que el condenado d no hacer alguna cosa quebran-
tare la sentencia, se trata en este artículo, cuya disposición es igual 
á la del 897 de la ley anterior. Ordénase en él que en este caso se 
entenderá que aquél opta por el resarcimiento de perjuicios, los 
que se indemnizarán al que hubiere obtenido la ejecutoria en la 
forma expresada en el artículo que antecede, esto es, exigiéndo-
los con las costas por la vía de apremio como cantidad líquida, 
conforme al art. 921, si se hubiere fijado su importe en la senten-
cia, y en otro caso, regulándolos previamente por los trámites que 
establecen el 928 y siguientes, según se ha expuesto al final del 
comentario anterior. Pero esto habrá de entenderse sin perjuicio 
de deshacer, siempre que sea posible, lo hecho indebidamente que- 
brantando la ejecutoria, como lo ordena el art. 1099 del Código 
civil, según el cual podrá decretarse que se deshaga lo mal hecho, 
cuando la obligación consista en no hacer y el deudor ejecutare lo 
que le había sido prohibido. De suerte que si el actor ha sufrido 
perjuicios, aunque se deshaga lo mal hecho, debe ser indemnizado 
de ellos, conforme á la regla general del art. 1101 antes citado de 
dicho Código. 
ARTÍCULO 926 
Cuando en virtud de la  sentencia deba entregarse 
al que ganó el pleito alguna cosa inmueble, se proce-
derá inmediatamente á ponerlo en posesión de la mis-
ma, practicando a este fin las diligencias conducentes 
que solicite el interesado. 
Lo mismo se practicará si la cosa fuere mueble y 
pudiere ser habida. 
En otro caso se procederá en la forma prevenida en 
los artículos 928 y siguientes para el resarcimiento de 
perjuicios. 
Art. 925 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del últi- 
mo párrafo es d los artículos 927 y siguientes de esta ley, sin otra 
variación.) 
DE LA EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS 	 185 
Sobre el modo de ejecutar la sentencia que condene á entregar 
alguna cosa, nada se dijo especialmente en la ley anterior, rigién-
dose el caso por el de hacer alguna cosa. En el presente artículo se 
ha suplido esa omisión, determinando lo que ha de practicarse en 
cada uno de los casos que pueden ocurrir, esto es, según sea mue-
ble ó inmueble la cosa que haya de entregarse.  
Si la cosa fuere inmueble, luego que sea firme la sentencia, sin 
necesidad de requerimiento previo ni de ninguna otra diligencia, se 
pondrá inmediatamente en posesión de ella al que la haya ganado, 
practicándose á este fin las diligencias conducentes que solicite el 
mismo interesado. Si éste pide que se expida mandamiento al re-
gistrador de la propiedad con inserción de la sentencia para la 
inscripción correspondiente, ó que se le ponga judicialmente en 
posesión del inmueble, ó que se requiera á los inquilinos, colonos 
ó administrador para que le reconozcan como dueño y le paguen 
las rentas, ó cualquiera otra cosa que crea necesaria para el cum-
plimiento de la ejecutoria, el juez debe acceder á lo que se solicite, 
siempre que sea conducente á dicho fin. La posesión y los requeri-
mientos se practicarán en la forma que se ordena en los artícu-
los 2058 y 2059. 
Y si fuere mueble la cosa, también se practicarán las diligen-
cias que solicite el interesado para que se le entregue y ponga en 
posesión de la misma. A este fin, podrá darse comisión al alguacil 
y escribano para que recojan la cosa de quien la tenga y la entre-
guen al actor, y podrán emplearse los medios de apremio que sean 
conducentes al cumplimiento de la ejecutoria. Pero podrá suceder 
que la cosa haya sido destruida ó que se ignore su paradero de 
suerte que no pueda ser habida: en este caso la obligación de en-
tregar la cosa se convierte en la de abonar su valor con indemni-
zación de daños y perjuicios, cuyo importe se fijará del modo 
que se previene en los artículos 928 y siguientes, y conforme á lo 
expuesto en los dos comentarios que preceden. 
La doctrina expuesta está conforme con lo que se dispone en el 
art. 1096 del Código civil. Cuando lo que deba entregarse sea una 
cosa indeterminada ó genérica, véase el art. 1167 de dicho Código. 
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ARTÍCULO 927 
(Art. 926 de la lei para Cuba y Puerto Rico.) 
Si una sentencia contuviere condena al pago de una 
cantidad liquida y de otra iliquida, podrá procederse 
á hacef efectiva la primera, sin necesidad de esperar á 
que se liquide la segunda. 
En este artículo se ha copiado literalmente el 912 de la ley 
de 1855, y está conforme con lo que se establece en el párrafo 2.° 
del 1169 del Código civil. Nada diremos sobre la justicia y conve-
niencia de la disposición que contiene, porque son bien notorias, y 
por que tiende además á evitar dudas y abusos y á facilitar el cum-
plimiento de la cosa juzgada. Pero nos creemos en el deber de indi-
car, para llenar el objeto de esta obra, el procedimiento que á nues-
tro juicio habrá de emplearse, no sólo en el caso concreto á que este 
artículo se refiere, sino también en todos los demás en que una 
misma sentencia contenga varios extremos, para cúya ejecución se-
ñale la ley trámites diferentes. 
Ordénase en él que cuando en una misma sentencia se condene 
al pago de una cantidad líquida y de otra ilíquida, podrá proceder-
se á hacer efectiva la primera sin necesidad de esperar á que se li-
quide la segunda. Esto no deberá hacerse sino á instancia del 
acreedor, que es el único interesado: cuando lo solicite, el juez no 
podrá menos de acceder á tan justa petición. Como los procedi-
mientos son diferentes, cuando los unos puedan embarazar á los 
otros, lo que sucederá siempre que haya necesidad de proceder al 
embargo y venta de bienes, deberá formarse pieza separada con 
testimonio de la sentencia para llevarla á efecto en lo relativo á la 
cantidad líquida, procediéndose en la pieza principal respecto de 
lo ilíquido, por que será necesario las más veces, para formar la li-
quidación, tener á la vista lo que de ella resulte. 
Pero no es esta la única combinación posible: puede también 
suceder, y sucede frecuentemente, que en una misma sentencia  se 
condene simultáneamente á hacer ó entregar alguna cosa y al pago 
de una cantidad líquida ó ilíquida, como asimismo al pago de canti- 
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dades ilíquidas procedentes de frutos y de perjuicios. En todos estos 
casos no previstos en la ley, siguiendo el espíritu del artículo que 
estamos comentando y lo que aconseja la razón, podrá proceders e á 
ejecutar la sentencia simultáneamente en cada uno de sus extrem os, 
sin necesidad de esperar á que quede ejecutado el uno para llevar 
á efecto el otro. Para la ejecución de cada parte de la sentencia 
se emplearán los trámites especiales que correspondan de los esta-
blecidos en la presente sección; y cuando éstos sean diferentes, 
como los unos embarazarán á los otros, para evitarlo deberán for-
marse las piezas separadas que sean necesarias: todo siempre á ins-
tancia del acreedor. 
Según los artículos 928 y 932, cuando la sentencia conden e al 
pago de cantidad ilíquida procedente de frutos, ha de presentar el 
deudor la relación de ellos, al paso que la forma el acreedor si 
procede de perjuicios: de esas relaciones se da traslado á la parte 
contraria por medio de las copias que han de acompañarse (artícu-
los 929 y 935), y son iguales los demás procedimientos en uno y 
otro caso. No hay, pues, razón para liquidar en piezas separadas los 
frutos y los perjuicios, cuando la sentencia contenga ambas conde-
nas, toda vez que, con el procedimiento que vamos á indicar arre-
glado á la ley, una y otra liquidación pueden hacerse en un mismo 
expediente con economía de gastos y sin pérdida de tiempo. 
En tales casos, el acreedor presentará la relación de los perjui-
cios al pedir el cumplimiento de la sentencia, solicitando al propio 
tiempo se mande á la otra parte que presente la liquidación de los 
frutos dentro del término que al efecto se le señale. Así lo acorda-
rá el juez, dando á la vez traslado al deudor de aquella relación. 
Este manifestará si está ó no conforme con la de los perjuicios, al 
 presentar la liquidación de los frutos, de la que se dará traslado al 
acreedor. Si cada parte está conforme con la liquidación formada 
por la contraria, las aprobará el juez, y se procederá á hacer efec-
tivas las sumas que de ambas resulten (arts. 930 y 936): no habien-
do conformidad, se procederá en la forma ordenada en los artícu-
los 937 y siguientes, cuyo procedimiento es común á ambas liqui-
daciones. Podrá, en fin, suceder que las partes estén conformes con 
una de las dos liquidaciones y que no lo estén con la otra, en cuyo 
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caso podrá procederse á instancia del acreedor á hacer efectiva en 
pieza separada la suma que resulte de la liquidación en que hayan 
convenido; y respecto de la otra se seguirán los procedimientos co-
rrespondientes hasta que se determine la cantidad líquida que deba 
abonarse, y entonces podrán acumularse en su caso las actuaciones 
para realizar el pago. 
ARTÍCULO 928 
(Art. 927 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando la sentencia hubiere condenado al pago de 
daños y perjuicios sin fijar su importe en cantidad li-
quida, háyanse establecido 6 no en aquélla las bases 
para la liquidacion, el que haya obtenido la sentencia 
presentará, con la solicitud que deduzca para su cum-
plimiento, relacion de los daños y perjuicios y de su 
importe, sujetándose, en su caso, á dichas bases. 
ARTÍCULO 929 
(Art. 928 para Cuba y Pueito Rico.) 
De dicha relacion y del escrito se entregará copia al 
que haya sido condenado, para que dentro de seis dias 
conteste lo que estime conveniente. 
AItTfCULO 930 
Si el deudor se conforma con la relacion de los da-
ños 6 perjuicios y su importe, la aprobará el Juez sin 
ulterior recurso, y se procederá á hacer efectiva la su-
ma convenida en la forma establecida en los artículos 
921 y siguiente. 
Se entenderá que presta su conformidad, si deja pa-
sar el término expresado en el artículo anterior sin 
evacuar el traslado. 
Art. 929 para Cuba y Puerto Rico.
—(La referencia es d los artícu- 
los 920 y siguiente de esta ley, sin otra variación.) 
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ARTÍCULO 931 
Cuando el deudor impugne dicha relación ó su im-
porte, se procederá en la forma ordenada en los artícu-
los 937 y siguientes. 
Art. 930 para Cuba y Puerto Rico.
—(La referencia es d los artícu- 
los 936 y siguientes de esta ley, sin otra variación.) 
Cuando en la sentencia firme que condena al pago de daños y 
perjuicios no se fija el importe de éstos en cantidad líquida, es in-
dispensable deterxninar su cuantía para proceder á su exacción. 
El procedimiento que ha de emplearse para ello se ordena con cla-
ridad en estos cuatro artículos y en los demás á que se refieren. 
Concuerdan con los 910, 911 y 900 de la ley de 1855, pero con 
importantes modificaciones para poner este procedimiento en armo-
nía con la reforma hecha por el art. 360 de la presente, en cuya 
virtud, cuando no sea posible fijar en la sentencia el-importe lí-
quido de los frutos, intereses, daños ó perjuicios, ni las bases para 
su liquidación, se hará la condena á reserva de fijar su importan-
cia y hacerla efectiva, no en otro juicio como ordenaba el art. 63 
de la ley anterior, sino en las actuaciones para la ejecución de la 
sentencia, según se expuso al comentar dicho art. 360 en las pági-
nas 106 y siguientes del tomo II. 
De conformidad con esta reforma, y conciliando con ella el pr o-
cedimiento de la ley anterior, se previene ahora que «cuando la 
sentencia hubiere condenado al pago de daños y perjuicios sin fijar 
su importe en cantidad líquida», porque si se hubiere fijado se em-
pleará el procedimiento del art. 921, «hdyanse establecido 6 no en 
aquélla las bases para la liquidación, el que haya obtenido la sen-
tencia presentará, con la solicitud que deduzca para su cumpli - 
miento, relación de los daños y perjuicios y de su importe.» No 
basta, pues, graduarlos en una cantidad alzada según la aprecia-
ción del interesado: es indispensable presentar una relación cir-
cunstanciada expresando el concepto en que se han causado los 
^ 
hl 
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daños ó perjuicios y su importe; y es indispensable, por exigirlo la  
ley, en razón á que esos puntos pueden ser objeto de discusión y  
de prueba, como luego veremos. Si en la sentencia se hubieren  
fijado las bases para la liquidación, á ellas deberá sujetarse estric-
tamente la relación de los perjuicios, sin ampliarla á otros que no  
estén comprendidos en aquélla. 
 
Son aplicables á estos procedimientos las disposiciones de los  
artículos 515 y siguientes, como lo indica el 929, y por tanto deben  
acompañarse copias del escrito y de la relación de perjuicios, como  
también de los documentos que puedan presentarse para justifi-
carla. Presentado el escrito con la relación, debe mandar el juez  
que se entreguen las copias á la parte contraria para que dentro  
de seis días conteste lo que estime conveniente. Este término es  
improrrogable, como comprendido en el núm. 10 del  art. 310, 
puesto que, según el párrafo 2.° del 930, se entiende que el deudor  
presta su conformidad á la relación de daños ó perjuicios y su im-
porte, si deja pasar los seis días sin evacuar el traslado. Tanto en  
este caso, como en el que el deudor manifieste expresamente su  
conformidad con dicha relación y su importe, debe el juez aprobar  
la liquidación sin ulterior recurso, mandando que se haga efectiva 
 
la cantidad en que resulten tasados los daños y perjuicios, proce-
diéndose á instancia del acreedor en la forma que previenen los 
 
artículos 921 y 922 para el caso de cantidad líquida y deter-
minada. 
Y si se opone el deudor dentro de los seis días, impugnando la 
 
relación de los daños y perjuicios ó su importe, ha de sustanciarse 
 
y fallarse el incidente por los trámites y con los recursos que se or-
denan en los artículos 937 y siguientes (936 para Ultramar). Del 
 
escrito de oposición ha de acompañarse copia para entregarla á la 
 
otra parte, como ya se ha indicado. 
 
ARTÍCULO 932 
(Art. 931 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si la sentencia condenare al pago de cantidad illqui-
da procedente de frutos, rentas, utilidades 6 productos 
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de cualquier clase, háyanse fijado 6 no las bases para 
la liquidacion, se requerirá al deudor para que dentro . 
del término que , señalará el Juez, según las circunstan-
cias, presente la liquidacion, en su caso, con arreglo á 
las bases establecidas en la misma sentencia. 
ARTÍCULO 933 
(Art. 932 para Cuba y Puerto Rico.) 
No presentando el deudor.la liquidacion dentro del 
término que se le señale al efecto, se le concederá otro 
que no exceda de la mitad del primero, bajo apercibi-
miento de que no presentándola antes de que trascu-
rra, habrá de estar y pasar por la que presente el 
 que 
 haya obtenido la ejecutoria, en todo lo que no probare 
ser inexacta. 
ARTÍCULO 934 
Trascurrido este segundo término sin haber presen-
tado el deudor la liquidacion, se hará saber al acreedor 
para que la formule y presente, entregándole los autos 
á este fin, si los pidiere. 
- 
En este caso se dará al incidente la sustanciacion 
prevenida en los artículos 929, 930 y 931. 
Art. 933 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia que se hace al 
final del párrafo 2.°, es d los artículos 928, 929 y 930 de esta ley, 
sin otra variación.) 
ARTfCULO 935 
Cuando la liquidacion á que se refiere el art. 932 sea 
presentada por el deudor, se dará traslado al acreedor 
por término de seis dias, contados desde el siguiente 
al de la entrega de la copia de la liquidacion y del es-
crito. 
Art. 934 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al art. 931 de 
esta ley, sin otra variación.) 
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ARTÍCULO 936 
Si el acreedor se conformare con dicha liquidacion, 
la aprobará el Juez sin ulterior recurso, y se procede-
rá á hacer efectiva la 'suma convenida en la forma es-
tablecida en los artículos 921 y siguiente. 
Art. 935 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es d los artícu- 
los 920 y siguiente de esta ley, sin otra novedad.) 
Estos artículos se refieren al caso en que la sentencia condene 
al pago de cantidad ilíquida procedente de frutos, rentas, utilida-
des 6 productos de cualquier clase. Concuerdan con los artícu-
los 898 al 900 y 913 al 917 de la ley de 1855, pero con modifica-
ciones importantes que obedecen á las mismas razones consignadas 
en el comentario anterior, y ampliando expresamente este procedi-
miento á la liquidación de rentas, utilidades 6 productos de todas 
clases, no mencionados en dicha ley, aunque se consideraban com-
prendidos en la denominación de frutos, empleada por la misma 
• en sentido genérico. 
Téngase presente que se trata de la ejecución de sentencias que 
cóndenen al pago de cantidad iliquida, de suerte que no sea posi-
ble exigirla sin fijar previamente su cuantía ó importancia, liqui-
dándola conforme á las bases establecidas en la misma sentencia, 
si en ella se hubieren fijado, y en otro caso, en la forma que sea 
procedente. Si es líquida la cantidad, aunque consista en frutos ó 
en especie de las que se cuentan, pesan 6 miden, como, por ejem-
plo, mil litros de aceite, no debe seguirse el procedimiento de es-
tos artículos, sino el de los 921 y 922, después de hecha la compu-
tación á metálico, cuando sea necesario, del modo que ordena 
el 947. Tampoco está sujeta á este procedimiento la liquidación de 
intereses de una cantidad determinada, cuando se haya fijado en la 
sentencia el tanto por ciento y el tiempo por el que deban abonar-
se, pues en tal caso deben ser consideradas como cantidad lí quida, 
según se declara en el párrafo 2.° del art. 921. 
Comparando el art. 932, primero de este comentario, con el 
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928, se verá la diferencia que la ley establece para instar estos 
procedimientos entre el caso en que la cantidad ilíquida proceda 
de frutos, rentas, utilidades ó productos, y aquel en que proceda 
de daños y perjuicios: en el primero ha de presentar la liquidación 
el deudor, y en el segundo el acreedor. La razón de esta diferen-
cia es bien obvia. Nadie mejor que el mismo que ha percibido los 
frutos ó productos puede formar la relación de su cuantía é impor-
te, y por eso el deudor viene obligado, con arreglo al art. 932, á 
presentar en este caso la liquidación; al paso que cuando se trata 
de perjuicios, nadie con más datos y fundamentos que quien los 
ha sufrido puede hacer la relación de ellos, por lo cual, el art. 928 
le da la facultad de formar dicha relación con expresión de su im-
porte. 
El procedimiento que, se establece para hacer la liquidación de 
los frutos, rentas, utilidades ó productos de cualquier clase, es bien 
sencillo, y está ordenado con tal claridad en los artículos que van 
al frente de este comentario, que bastará atenerse á su texto, al 
que nos remitimos. Llamaremos, sin embargo, la atención sobre al-
gunos puntos que podrán prestarse á dudas. 
Según el art. 919, que es de aplicación general, no puede pro . 
cederse á la ejecución de la sentencia sino á instancia de parte, y 
por consiguiente no puede hacerse al deudor el requerimiento para 
que presente la liquidación mientras no lo solicite el que obtuvo á 
su favor la ejecutoria, y también ha de esperarse á que éste lo so-
licite para concederle en su caso el segundo término con el aper-
cibimiento que previene el art 933. 
Como nó pueden ser iguales las circunstancias de todos los 
casos, no fija la ley el término para presentar la liquidación, y deja 
su señalamiento al prudente criterio del juez, el cual las apreciará 
para fijarlo. Si el deudor entendiere que no es posible formar la 
liquidación dentro del término señalado, podrá pedir dentro de 
tercero día reposición de la providencia como de mera tramitación 
para que se amplíe el término, ó solicitar oportunamente la pró-
rroga conforme al art. 306, pues es de los prorrogables. Transcu-
rrido el término señalado, y la prórroga en su caso, sin haber pre-
sentado el deudor la liquidación, á instancia del acreedor le conce- 
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derá el juez un nuevo término, que no podrá exceder de la mitad 
del anterior, bajo apercibimiento de que no presentándola habrá 
de estar y pasar por la que presente el acreedor, en todo lo que no 
probare ser inexacta; apercibimiento que se lleva á efecto en su 
caso, haciendo saber á éste que aquél no ha cumplido para que for-
mule y presente la liquidación. No se señala término al acreedor 
para ello por ser de su exclusivo interés. Si para formar la liquida-
ción necesita tener á la vista los autos, deben entregársele origi-
nales, si lo solicita. 
Cuando formule y presente la liquidación el mismo acreedor, 
se dará traslado al deudor por seis días, para que con vista de las 
copias de aquélla y del escrito, y sin entregarle los autos, aunque 
podrá verlos en la escribanía, exponga lo que le interese, teniendo 
presente que será inútil su oposición si no prueba cumplidamente 
ser aquélla inexacta en todo ó en parte. La ley impone al deudor 
en este caso la obligación de probar en pena de su rebeldía, y en 
lo que no pruebe ser inexacta la liquidación presentada por el 
acreedor, tiene que estar y pasar por ella, según el apercibimiento 
que se le hizo y conforme también al art. 942. Debe darse á este 
incidente la sustanciación prevenida en los artículos 929, 930 y 931, 
expuesta en el comentario anterior. 
Y si el deudor, en cumplimiento del deber que le impone la 
ley, presenta en tiempo la liquidación de los frutos, rentas, utilida-
des ó productos, á cuyo pago ó entrega hubiese sido condenado, se 
dará traslado al acreedor por seis días, contados desde el siguiente 
al de la entrega de la copia de la liquidación y del escrito. Así lo 
ordena el art. 935, de lo cual se deduce que el deudor debe acom-
pañar dichas copias al escrito, y que no han de comunicarse los 
autos originales, aunque podrán -ser examinados en la escribanía, 
conforme á lo prevenido en los artículos 515 y siguientes. Si el 
acreedor se conforma con la liquidación, debe el juez aprobarla 
sin ulterior recurso, procediéndose á hacer efectiva por la vía de 
apremio la suma convenida en la forma establecida para cantidad 
liquida en los artículos 921 y 922; y si la impugna, ya por ser 
inexacta ó deficiente la liquidación, ya por no estar ajustada á las 
bases establecidas en la sentencia, ó por cualquier otro motivo, se 
• 
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sustanciará el incidente por los trámites determinados en los ar-
tículos que siguen. 
Creemos conveniente indicar que aunque corresponde á los 
agentes de la Administración la ejecución de las sentencias que en 
juicio ordinario se dicten contra el Estado, Ayuntamientos ó cor-
poraciones públicas, según hemos expuesto en el comentario á los 
artículos 921 y 922 (pág. 177), esto ha de limitarse al caso en que 
se condene al pago de cantidad líquida; pero cuando al resolver 
sobre una acción reivindicatoria ó de otra clase, se condena á la 
Administración al pago de una cantidad ilíquida en frutos ó en 
otros conceptos, cuya liquidación ha de practicarse en la ejecución 
de la sentencia, no está íntegro el fallo hasta que se decida este 
incidente y se fije la cantidad líquida que haya de pagar la Admi-
nistración, y corresponde por tanto á la jurisdicción ordinaria el 
conocimiento de ese incidente. Así lo tiene declarado la Sala pri-
mera del Tribunal Supremo en recurso de casación por infracción 
de ley (1). 
(1) Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de Junio de 1880.—Condenada la Ha-
cienda á la devolución de unos terrenos con los espartos producidos desde 
cierto dia, en la ejecución de la sentencia se mandó al Ministerio fiscal en 
representación del Estado que presentara la liquidación del producto de los 
espartos. Este interpuso recurso de casación, citando como infringido el ar-
ticulo 16 de la ley de Contabilidad de 25 de Junio de 1870, y el Tribunal Su-
premo declaró no haber lugar al recurso, estableciendo la doctrina que 
sigue: 
eConsiderando que el art. 16 de la ley de Contabilidad de la Hacienda pú-
blica, después de prohibir mandamientos de ejecución y providencias de em-
bargo contra las rentas ó caudales del Estado, prescribe que el cumplimiento 
de los fallos toca exclusivamente á los agentes de la Administración, quienes 
con autorización del Gobierno, acordaran y verificarán el pago en la forma y 
dentro de los trámites que sefialen las leyes de Presupuestos y las reglas es-
tablecidas para el de las obligaciones del mismo Estado: 
'Considerando, por tanto, que sólo cuando se llega al caso de pagar se 
Lace competente la Administración pública, con el fin tan conocido de no 
trastornar el sistema de presupuestos, contabilidad y pago de las obligacio-
nes del Estado: 
-Considerando que cuando la jurisdicción ordinaria resuelve competente- 
mente una acción reivindicatoria 6 de otra olase y deja para un incidente de 
1 
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ARTÍCULO 937 
No habiendo conformidad, se recibirá á prueba el 
incidente, si el Juez la estima necesaria, cuando al-
guna de las partes la hubiere solicitado. 
La misma providencia se dictará en los demas casos 
en que no haya conformidad, á que se refieren los ar-
tículos 931 y 934. 
El auto por el que se deniegue la prueba será ape-
lable; pero la apelacion se admitirá y sustanciará á la 
vez que la del que ponga término á la liquidacion, si 
se interpusiere. 
Art. 936 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es á los 
artículos 930 y 933 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 938 
(Art. 937 para Cuba y Puerto Rico.) 
El término de prueba no podrá exceder de veinte 
dias, dentro de los cuales concederá el Juez los que 
estime necesarios. 
Este término será comun para proponer y ejecutar 
la prueba, observándose en lo demás las disposiciones 
del juicio ordinario que á ella se refieren. 
ejecución de sentencia que se fije la cantidad que por frutos ú otros conceptos 
haya de satisfacerse, no está integrado el fallo hasta que ese incidente se 
decide y resulta determinado lo que ha de ser objeto de pago, y habría da 
serlo de apremio si no se tratara de la Hacienda pública: 
.Considerando que ese apremio constituye lo único prohibido á la juris-
dicción ordinaria, y que donde ésta acaba debe principiar la Administración, 
que de otro modo usurparía las atribnoiones de aquélla resolviendo el inci-
dente de liquidación de frutos, que es parte integrante de la sentencia: 
»Considerando, por lo expuesto, que el auto reclamado no infringe el ar-
ticulo que se cita, y que no existe por parte de la jurisdicción ordinaria el 
 ex - 
ceso que se la atribuye conociendo de lo que no debe conocer, en cuyo case sa 
habría suscitado por la Administración una contienda de competencia.» 
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ARTÍCULO 939 
(Art. 938 para Cuba y Puerto Rico.) 
Las pruebas se limitarán á los hechos en que no es-
tuviesen de acuerdo las partes. 
El Juez desestimará, sin oir á la contraria y sin otro 
recurso que el de reposicion, las que sean impertinen-
tes 6 se dirijan á contrariar las bases fijadas en la eje-
cutoria para hacer la liquidacion. 
ARTÍCULO 940 
(Art. 939 para Cuba y Puerto Rico.) 
Trascurrido el término de prueba, 6 luego que esté 
ejecutada toda la que se hubiere propuesto, dará cuenta 
el actuario y acordará el Juez convocar á las partes á 
comparecencia en el dia más próximo posible, pero 
precisamente dent^o de los ocho siguientes. 
Lo mismo se practicará en el caso de que no pro-
ceda recibir á prueba el incidente, luego que se pre-
sente el escrito impugnando la liquidacion. 
ARTÍCULO 941 
(Art. 940 para Cuba y Puerto Rico.) 
La comparecencia de las partes se celebrará en el
•dia y hora señalados, dando cuenta el actuario de las 
pretensiones de aquéllas y del resultado de las prue-
bas que se hubieren practicado; y acto continuo oirá 
el Juez á las partes 6 á sus defensores, si se presenta-
ren, excitándoles á que se pongan de acuerdo. 
Del resultado se extenderá la oportuna acta, que  fir-
marán todos los concurrentes, y autorizará el actuario. 
Siempre que en la ejecución de una sentencia que condene al 
pago de -cantidad ilíquida, ya por razón de daños y perjuicios, ya . 
por frutos, rentas, utilidades ú otros productos, no estén conformes 
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las partes con la liquidación presentada por la que deba hacerlo 
conforme á los artículos 928, 932 y 934, ha de sustanciarse el inci-
dente por los trámites que se establecen en los artículos que vamos 
á examinar. 
Como en el primero de ellos se ordena que se recibirá á prue-
ba el incidente, si él juez la estima necesaria, cuando alguna de las 
partes la hubiere solicitado, convendrá advertir, que en el escrito 
presentando la liquidación deben exponerse los hechos y razones 
que le sirvan de apoyo, y pedirse por otrosí el recibimiento á prue-
ba, cuando sea necesario justificar algunos hechos, para el caso en 
que la contraria no se conforme con la liquidación. Y esta parte, 
al evacuar el traslado impugnándola, deberá exponer también los 
hechos y razones en que se funde, rectificando la liquidación en lo 
que no la crea exacta, y solicitar del mismo modo el recibimiento 
á prueba, si le interesa. Así quedará planteada la cuestión que el 
juez ha de resolver, tanto sobre el fondo, como acerca de si proce-
de el recibimiento á prueba, ó si desde luego ha de convocar á las 
partes á la comparecencia que previene el art. 941. 
En los artículos 901 al 905 de la ley de 1855 se estableció un 
procedimiento análogo, pero ordenando como primer trámite, des-
pués de los escritos de las partes, que el juez las convocara á juicio 
verbal, en el que habían de presentar las pruebas sobre los hechos 
en que no estuvieren de acuerdo, y se dejaba al arbitrio judicial la 
fijación del término para preparar y hacer las pruebas, según las 
circunstancias del caso. Era irregular este orden de proceder y 
daba ocasión á dilaciones indefinidas, por lo cual se ha corregido 
en la presente ley. 
Según los artículos de este comentario, el juez no debe reci-
bir á prueba el incidente, sino en el caso de haberlo solicitado al-
guna de las partes y estimarla aquél necesaria; pero poárá acordar 
para mejor proveer, conforme al art. 340, la práctica de algún re-
conocimiento ó avalúo, ó de cualquiera otra diligencia que crea in-
dispensable para resolver con acierto. Contra el auto otorgando el 
recibimiento á prueba no se da recurso alguno (art. 551), y contra 
el que lo deniegue se da el de apelación dentro de cinco días; pero 
esta apelación no ha de admitirse, desde luego, sino que se adxni- 
^ 
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tirá y sustanciará á la vez que la del auto que ponga término al  
incidente de liquidación, si se interpusiere, como ordena el art. 937  
en su último párrafo. Por consiguiente, si se interpone en tiempo  
aquella apelación, se tendrá por interpuesta, sin perjuicio de resol-
ver sobre su admisión á su tiempo; si no se apela del auto resolu-
torio del incidente, quedará aquélla sin efecto por carecer ya de  
objeto; pero si se apela, se admitirán á la vez ambas apelaciones y.  
se sustanciarán juntas en el tribunal superior. Podrá suceder que  
una parte apele del auto de prueba y la otra del resolutorio del in-
cidente: esto no .obstará para que se admitan á la vez ambas ape-
laciones, como manda la ley, si no hubiere desistido expresamente  
el que interpuso la primera. La insistencia de éste servirá para que  
en la segunda instancia se reciba á prueba el incidente, si procede,  
subsanando la falta cometida en la primera, que es el fin de dicha  
apelación, y n l de reponer los autos al estado de prueba en pri-
mera instancia.  
Si no se solicita o no se otorga el recibimiento á prueba, man-
dará el juez sin más trámites convocar á las partes á comparecen-
cia en la forma y con el objeto que luego expondremos. Y sise re-
cibe á prueba el incidente, el juez señalará el término dentro del  
que haya de practicarse, el cual no podrá exceder de veinte días,  
hasta cuyo máximum deberá prorrogarlo á instancia de parte, silo 
 
hubiere limitado. Este término es común á ambas partes para pro-
poner y practicar toda la prueba que les interese, como se previene  
en el art. 938, y por consiguiente también la de tachas en su caso,  
sin dividirlo en los dos períodos que establece el art. 653, siendo 
 
en lo demás aplicables las disposiciones del juicio ordinario de ma-
yor cuantía, relativas á los medios de prueba y forma de ejecu-
tarlos.  
Según el art. 939, las pruebas han de limitarse á los hechos en  
que no estuvieren de acuerdo las partes; de lo cual se deduce que 
 
el que impugne la liquidación debe confesar ó negar llanamente los 
 
que le perjudiquen de los alegados por su contrario, y que su si-
lencio ó respuestas evasivas podrán estimarse como confesión de  
los hechos, conforme al art. 549. Serán impertinentes ó inútiles las 
 
pruebas que se refieran á hechos confesados ó no controvertidos, y 
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el juez debe desestimarlas de oficio, sin oir á la contraria, como 
también las que se dirijan é contrariar las bases fijadas en la eje-
cutoria para hacer la liquidación, porque esto sería un atentado 
contra la cosa juzgada, lo que no puede tolerarse. Así lo dispone 
también el art. 939, añadiendo que contra la providencia en que se 
deniegue alguna diligencia de prueba no se da otro recurso que el 
de reposición, lo cual ha de completarse con la disposición del 56 7, 
entendiéndose que es de cinco días el término para ese recurso, y 
que si se desestima, podrá reproducirse en la segunda instancia l a. 
 misma pretensión de prueba. 
Y por último, según los artículos 940 y 941, luego que esté eje-. 
cutada toda la prueba propuesta y admitida, ó que transcurra el 
término, el actuario debe dar cuenta al juez, el cual acordará de 
oficio que se unan á los autos las pruebas practicadas y se cónvo-
que á las partes á comparecencia, señalando para ella el día y hora 
más próximo posible dentro de los ocho días siguientes. En esta 
comparecencia, que tendrá lugar en audiencia pública, hará el ac-
tuario una sucinta relación de las pretensiones de las partes, y del 
resultado de las pruebas en su caso; y acto continuo el juez oirá á 
las partes ó á sus defensores, si se presentaren, excitándoles á que 
se pongan de acuerdo. Con estas palabras expresa la ley su propó-
sito de que el juez ejerza el oficio de conciliador, y debe procurar, 
p or tanto, basta donde sea posible sin coacción, que las partes se 
pongan de acuerdo sobre la cantidad que la una deba abonar á la 
otra por razón de los perjuicios, frutos ó utilidades á que se re-
fiera la condena impuesta en la ejecutoria, y si hubiere avenencia, 
á ella se sujetará el juez al dictar su fallo, aprobando la cantidad 
convenida sin ulterior: recurso, como en los casos de los artícu-
los 930 y 936. Del resultado de la comparecencia se extenderá la 
oportuna acta, que firmará el juez con todos los concurrentes y au- 
torizará el actuario, el cual pasará en seguida los autos al, estudio 
del juez para la resolución que corresponda conforme á los artícu-
los que siguen. 
Cuando el procedimiento que acabamos de exponer tenga por 
objeto la liquidación de cuentas de una administración, téngase 
presente lo que para este caso se ordena en el art. 946. 
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ARTfCULO 942 
Dentro de los . tres dias siguientes, el Juez dictará, 
por medio de auto, la resolucion que estime justa, fijan-
do la cantidad que deba abonarse, con arreglo á la eje-
cutoria. 
En el caso del art. 934, el Juez aprobará la liquida-
cion presentada por el acreedor, en todo lo que no hu-
biere probado el deudor ser inexacta, y fuere confor-
me a las bases fijadas en la ejecutoria. 
Dicho auto será apelable en un solo efecto. Admiti-
da la apelacion, quedará en el Juzgado testimonio del 
auto con relation de lo necesario para ejecutarlo, y se 
remitirán los autos originales al Tribunal superior, 
con emplazamiento de las partes, por término de quin-
ce (lías. 
Art. 941 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del pa- 
rra fo 2.° es al art. 933 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTfCULO 943 
(Art. 942 para Cuba y Puerto Rico.) 
• 
A instancia del acreedor, se podrá decretar la eje-
cucion de dicho auto. 
Vendidos los bienes, se entregará al acreedor la can-
tidad á cuyo pago se hubiere prestado el deudor y el 
importe de las costas que le sean de abono; y la dife-
rencia que resulte entre dicha cantidad y  la fijada en 
el auto, se depositará en el establecimiento público co-
rrespondiente hasta que se resuelva el recurso de ape 
lacion, a no ser que el acreedor diere fianza bastante, 
á satisfaccion del Juez, para responder de ella, en cuyo 
caso tambien le será entregada. 
Del fallo que ha de dictarse en el incidente, sustanciado con -
forme el comentario anterior, para fijar en cantidad líquida lo que 
TOMO IV 
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deba abonarse por daños y perjuicios, 6 por frutos, rentas, utilida-
des 6 productos, cuando en la sentencia firme se hubiere condena-
do á su pago sin determinar la cuantía, se trata en estos artículos, 
que han modificado en algunos puntos importantes lo que ordena-
ron los 906, 907, 908 y 918 de la ley de 1855, con los que concuer-
dan. Se fija en tres días, contados desde el siguiente al en que hu-
biere terminado la comparecencia, el término para dictar el fallo, 
mandando que sea en forma de auto, é imponiendo al juez la obli-
gación de aprobar la liquidación presentada por el acreedor, en 
el caso del art. 934 en que correspondía al deudor presentarla, en 
todo lo que fuere conforme á las bases fijadas en la ejecutoria, y 
no hubiere probado el deudor ser inexacto, lo cual es la consecuen-
cia del apercibimiento que á éste se hizo conforme al 933. 
En la ley anterior se declaró que la resolución de que se trata 
era apelable en ambos efectos, á pesar de lo cual se permitía su eje-
cución bajo fianza. Con más lógica se declara ahora, en cumpli-
miento también de la base 3.a de las aprobadas por la ley de 21 de 
Junio de 1880, que es apelable en un solo efecto, y se ordena lo 
conveniente para la remisión de los autos al tribunal superior, re- 
duciendo á quince días el término del emplazamiento, aunque ha-
brá de observarse en lo demás lo que previene el art. 387, y para 
que pueda procederse á la ejecución del auto apelado, cuando lo 
solicite el acreedor, garantizando los derechos de una y otra parte 
interín se resuelve el recurso de apelación. Todo se expresa y or-
dena en estos dos artículos con tal claridad y precisión que es ex-
cusado repetirlo en este comentario y nos remitimos al texto de 
los mismos. 
ARTÍCULO 944 
La segunda instancia, se sustanciará por los trámi-
tes establecidos en los artículos 887 y siguientes para 
las apelaciones de incidentes. 
Contra el fallo de la Audiencia no se dará recurso 
alguno. 
Art. 913 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es ó los 
artículos 886 y siguientes de esta ley, sin otra variación.) 
La ley de 1855, en sus artículos 919, 920 y 921, estableció un 
procedimiento especial para la segunda instancia en todos los casos 
en que se apelara de sentencias sobre liquidación de cantidades 
cuya importancia no se hubiere fijado en la ejecutoria, y declaró 
que no se daba recurso alguno contra el fallo de la Audiencia. Con 
esta misma declaración se ordena ahora en el presente artículo, 
conforme á lo,mandado en la base 5.a de las aprobadas por la ley 
de 21 de Junio de 1880, que dicha segunda instancia se sustancia-
rá por los trámites establecidos en los artículos 887 y siguientes 
para las apelaciones de incidentes: véanse por tanto dichos artícu-
los y sus comentarios. 
Al mandar la ley en este artículo que «contra el fallo de la 
Audiencia no se dará recurso alguno», se refiere al caso de que 
viene tratando en que el fallo se concrete á fijar la cantidad líqui-
da que deba abonarse por razón de daños y perjuicios, ó de frutos, 
rentas, utilidades ó productos, en virtud de la condena impuesta 
en la sentencia firme, de cuya ejecución se trate: entonces contra 
el auto que dicte la Audiencia confirmando ó revocando el apela-
do, no se da el  recurso de casación ni otro alguno. Pero si junta-
mente con la liquidación, ó con ocasión de ella, se hubiere promo-
vido y resuelto en el incidente alguna cuestión no controvertida en 
el pleito ni decidida en la sentencia firme en éste recaída, 6 el fallo 
de aquél estuviere en contradicción cdn' lo ejecutoriado, en cual-
quiera de estos casos procede el recurso de casación contra el auto 
resolutorio del incidente, aunque también resuelva sobre la liqui-
dación. Así lo declara el art. 1698, estableciendo expresamente esta 
excepción á la regla general de que no procede el recurso de casa-
ción contra los autos que dicten las Audiencias en los procedimien- 
tos para la ejecución de sentencias; y es también conforme con el 
principio á que responde el art. 949 y con la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo. 
La razón de esa diferencia es bien manifiesta. Cuando el fallo 
se limita á fijar la cantidad líquida que deba abonarse conforme á 
la ejecutoria, la cuestión es de hechos, cuya apreciación correspon-
de exclusivamente al tribunal sentenciador, por lo cual y porque 
la cuestión principal está ya resuelta ejecutoriamente y no cabe in- 
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fracción de ley en su cumplimiento, no es admisible el recurso de 
casación. Pero si se provee en contradicción con lo ejecutoriadp, 
dando más ó menos, ó cosa distinta, dedo mandado en la sentencia 
firme, se infringe la cosa juzgada; y si se resuelven puntos sustan-
ciales no controvertidos en el pleito ni decididos en la sentencia, se 
ventila una cuestión nueva, en cuya resolución puede haberse in-
fringido la ley, y justo es permitir en ambos casos el recurso de ca-
sación para reparar el agravio, si lo hubiere. 
Indicaremos, por último, que en estos casos, cuando se pida cer-
tificación del auto ó sentencia para interponer el recurso de casa-
ción, alegando haberse resuelto puntos sustanciales no controver-
tidos en el pleito ni decididos en la sentencia firme, ó que el fallo 
está en contradicción con lo ejecutoriado, la Sala sentenciadora no 
debe denegazla,fundándose en que son inexactas estas alegacio-
nes, por no ser de su competencia la apreciación de esos particula-
res, que constituyen el fondo del recurso, según tiene declarado el 
Tribunal Supremo en varios recursos de queja; pero cuando el fa-
llo se hubiere limitado á fijar la cantidad líquida que deba abonar-
se conforme á la ejecutoria, procede denegar la certificación para 
interponer el recurso de casación, porque contra ese fallo no per-
mite la ley recurso alguno, ni lo admite el Tribunal Supremo si lle-
ga á interponerse. 
ARTICULO 945 
Luego que sea firme 6 se mande ejecutar el auto, 
fijando la cantidad líquida en todos los casos Antes ex-
presados, se procederá á hacerla efectiva por los trámi-
tes establecidos en los artículos 921 y siguiente. 
Art. 944 do la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es d los 
artículos 920 y siguiente de esta ley, sin otra variación.) 
Se establece en este artículo una regla general, aplicable á to-
dos los casos en que la sentencia firme condene al pago de una can-
tidad ilíquida. Practicada la liquidación por los trámites estableci-
dos en los artículos anteriores, luego qu e  sea firme el auto fijando 
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la cantidad líquida que haya de pagarse, ó que se mande su ejecu-
ción conforme al art. 943 por haber sido admitida la apelación en 
un efecto, se procederá á hacerla efectiva en la forma que ordenan 
los artículos 921 y 922, esto es, por la vía de apremio, pero siem-
pre á instancia del acreedor. 
ARTÍCULO 946 
Las , disposiciones contenidas en los artículos 932 
al 945 serán aplicables al caso en que la sentencia hu-
biere condenado á rendir cuentas de una administra-
cion y entregar el saldo de las mismas; pero el término 
de seis dias fijado en el art. 935 será de veinte, y el 
de veinte señalado en el 938 podrá ampliarse hasta 
cuarenta, cuando el Juez lo estime necesario atendida 
la importancia y complicacion del asunto. 
Art. 915 de la ley para Cuba y Puerto Rico.
—(La primera referencia 
es d los artículos 931 al 944; la segunda al art. 934, y la tercera 
al 937 de esta ley, sin otra variación.) 
Este artículo, sin concordante en la ley anterior, se refiere al 
caso en que un administrador ó cualquiera gestor de negocios aje-
nos sea condenado por sentencia firme á rendir cuentas de su ad-
ministración y á entregar el saldo que de ellas resulte, y ordena 
que parada ejecución de esta sentencia se aplique el procedimiento 
establecido en los artículos 932 al 945 para la en que se condene 
al pago de cantidad ilíquida procedente de frutos; pero teniendo 
en consideración que suelen ser complicadas las cuestiones de esta 
clase, se amplía á veinte días el término de seis que concede el ar-
tículo 935 para examinar é impugnar la liquidación, y se autoriz a 
al juez para prorrogar hasta cuarenta días el término de prueba, 
que según el 938 no puede exceder de veinte, cuando lo estime n e-
cesario, atendidas la importancia y complicación del asunto. 
No debe confundirse este caso con el de aprobación de cuentas 
presentadas voluntariamente por el que debe darlas. Si éste es el 
objeto principal del pleito, habrá de sustanciarse por los trámites 
Y 
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del juicio declarativo que corresponda á la cuantía litigiosa, y la 
sentencia firme que en él recaiga se ejecutará del modo que proce-
da, que ordinariamente será conforme á los arts. 921 y 922, porque 
al aprobarse las cuentas, con rectificaciones ó sin ellas, de las mis-
mas cuentas resultará en cantidad líquida el saldo que deba abo-
narse. Pero cuando el pleito tenga por objeto obligar al demanda-
do á que rinda cuentas y pague el saldo, la sentencia que á ello le 
condene es la que ha de ejecutarse por los trámites que se ordenan 
en el presente artículo, reformando la práctica antigua que exigía 
un segundo juicio ordinario para la aprobación de esas cuentas 
cuando había contradicción. 
ARTfCULO 947 
(Art. 946 de la ley para Cuba y  Puerto Rico.) 
Cuando la sentencia condenare al pago de una can-
tidad determinada de frutos en especie, si el deudor no 
los entregare en el plazo que se le fije, se reducirán á 
dinero y se procederá á hacer efectiva la suma
. que re-
sulte. 
La reduccion de los frutos á metálico se hará por el 
precio medio que tuvieran en el mercado del lugar don-
de deba verificarse la entrega, y en su defecto en el 
más próximo, el dia fijado en la sentencia; y si en ésta 
no se determinara, el del cumplimiento de la misma. 
El precio se acreditará con certificacion de los sfndi-
cos del Colegio de Corredores, si lo hubiere, y no ha-
biéndolo de la Autoridad municipal correspondiente. 
ARTÍCULO '948 
(Art. 947 para Cuba y Puerto Rico.) 
Contra la providencia en que el Juez tenga por he-
cha la reduccion de frutos á metálico para los efectos 
de la ejecucion, no se dará recurso alguno; pero deberá 
corregirse cualquier error material ó de cálculo que se 
haya padecido en la operacion, luego que se advierta. 
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A un caso no previsto en la ley anterior se refieren estos ar-
tículos; al en que la sentencia firme condene al pago de una canti-
dad determinada de frutos en especie. Si el deudor no los entrega 
en el plazo fijado en la sentencia, y en su defecto por el juez, deben 
reducirse á metálico del modo que con toda claridad se ordena en 
el art. 947, de acuerdo también con lo establecido en el 1436 para 
el juicio ejecutivo, y hecha la reducción se procederá á hacer efec-
tiva la suma que resulte en la forma que para el pago de cantidad 
liquida se ordena en los artículos 921 y 922. Si lo que deba entre-
garse fuere una cantidad determinada de efectos de comercio, se 
hará la reducción á metálico del modo que se previene en el ar-
tículo 1437; y si de efectos públicos ó de valores negociables en 
Bolsa, conforme al 1438. 
Todo esto ha de practicarse á instancia del acreedor, según el 
art. 919. Por consiguiente, luego que transcurra el plazo concedi-
do al deudor para hacer la entrega de los frutos, efectos de comer-
cio ó valores cotizables sin haberla verificado, el acreedor presen-
tará escrito haciendo la reducción á metálico, acompañando para 
justificarla la certificación de los síndicos del colegio de corredo-
res, y si no lo hubiere del alcalde, que previenen los artículos cita-
dos, y teniendo presente que la reducción ha dè hacerse por el pre-
cio medio que tuvieren los efectos en el día fijado en la sentencia 
para su entrega, y si en ella no se hubiere determinado, en el del 
cumplimiento de la misma, que deberá ser aquel en que termine el 
plazo señalado por el juez para hacer la entrega. Pero esto habrá 
de entenderse para el caso en que de la obligación ó contrato no re-
sulte el día cierto en que deba cumplirse, pues entonces deberá es-
tarse á lo pactado, con indemnización de daños y perjuicios por la 
morosidad, conforme á lo prevenido en los artículos 1101 y 1125 del 
Código civil; aunque será raro el caso en que esto no se haya de-
terminado en la sentencia. 
Presentado el escrito, del que deberá acompañarse copia, como 
también de la certificación para entregarla á la parte contraria, el 
juez, sin oirá ésta y sin más trámites, dictará providencia tenien-
do por hecha la reducción de los frutos ó efectos á metálico, y man-
dando que se proceda á hacer efectiva por la vía de apremio la 
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suma que resulte, conforme á los artículos 921 y 922. Contra esta 
providencia no se da recurso alguno; pero si el deudor notase que 
en la operación se ha padecido error material ó de cálculo, podrá 
hacerlo presente, y debe corregirse ese error, luego que se advier-
ta, aunque se hubiese consentido la providencia. 
El procedimiento expuesto para reducirá metálico lo que deba 
entregarse en especie, no puede menos de entenderse que será apli-
cable solamente á los casos en que no sea posible, por cualquier mo-
tivo, entregar los frutos 6 efectos á que la sentencia se refiera. Si 
ésta hubiere condenado á la entrega de una cantidad determinada 
de trigo, por ejemplo, y en poder del deudor existe igual 6 mayor 
cantidad de la misma clase, no hay razón para no entregar ese fru-
to, si lo reclama el acreedor, aunque el deudor prefiera abonar su 
importe; en tal caso deberá emplearse el procedimiento del art. 826. 
Las obligaciones deben cumplirse en la forma pactada ó como se 
mande en la sentencia, y sólo en el caso de ser esto imposible, es 
cuando puede tener lugar la reducción á metálico con abono de da-
ños y perjuicios, conforme á los artículos 1096, 1101, 1106 y 1113 
del Código civil. 
ARTÍCULO 949 
(Art. 948 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Todas las apelaciones que fueren procedentes en las 
diligencias para ejecucion de sentencias, serán admiti-
das en un solo- efecto. - 
No se comprenderán en esta disposicion, los inciden-
tes que puedan promoverse sobre cuestiones no contro-
vertidas en el pleito ni decididas en la ejecutoria. 
En la base 3.a de las aprobadas por la ley de 21 de Junio de 
1880 se mandó establecer en la reforma de la del Enjuiciamiento 
civil, que la apelación procede sólo en un efecto en las ejecuciones 
de sentencias, como se manda en el primer párrafo del presente ar-
tículo, á fin de evitar las dilaciones y abusos á que se prestaba el 
admitirlas en ambos efectos conforme á la ley anterior. Se estable- 
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ce, pues, como regla general, que «todas las apelaciones que fueren 
procedentes en las diligencias para la ejecución de sentencias, serán 
admitidas en un solo efecto»; y se dice que fueren procedentes, para 
excluir las providencias contra las cuales la ley no permite ulterior 
recurso, ó sólo el de reposición, á cuya clase pertenecen las de mera 
tramitación y las expresadas en los artículos 930, 936, 937, 939 
y 948. 
Pero en esas diligencias pueden promoverse incidentes sobre 
cuestiones que, aunque relacionadas inmediatamente con la ejecu-
ción de la sentencia, pues de otro modo no podrían admitirse como 
tales incidentes según el art. 742, no fueron controvertidas en el 
pleito ni decididas en la ejecutoria: en tales casos se promueve una 
cuestión nueva, que es preciso sustanciar por todos los trámites é 
instancias que permite la ley como garantía de los derechos de las 
partes, y por esto se exceptúan tales incidentes de la regla general 
antes expuesta. En ellos, pues, debe admitirse la apelación en am-
bos efectos, conforme al art. 758 y al párrafo 2.° del que estamos 
comentando, como también cuando el incidente se refiera á la nu-
lidad de actuaciones ó á cualquier otro defecto esencial que sirva 
de obstáculo á la continuación de las diligencias de 
 que se trata. 
No se confundan con estos incidentes los que tienen por objeto 
fijar la cantidad líquida que deba abonarse con arreglo á la ejecu-
toria, á que se refiere el art. 942: como en ellos se trata directa-
mente de la ejecución de la sentencia, entran en la regla general 
de ser admisibles las apelaciones en un solo efecto, y así lo decla-
ra también dicho artículo. 
ARTÍCULO 950 
(Art. 9t9 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Las costas que se ocasionaren en las diligencias para 
el cumplimiento de las ejecutorias, serán de cargo del 
que haya sido condenado en la sentencia de cuya eje
-cucion se trate. 
Las de los incidentes que en ellas se promovieren, 
serán de cargo de la parte 6 partes á quienes se im-
pongan, sobre cuyo extremo deberán los Jueces y Tri- 
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bunales hacer declaracion expresa al resolver el inci-
dente. Si no la hicieren, cada parte pagará las causa-
das á su instancia. 
En el primer párrafo de este artículo se reproduce la disposi-
ción del 894 do la ley de 1855, por el cual se previno también, con-
forme á justicia y á la antigua jurisprudencia, que las costas 
que se ocasionen en las diligencias para el cumplimiento de las eje-
cutorias, serán de cargo del condenado por la sentencia de cuya 
ejecución se trate. Pero aplicando con rigor este principio, como 
solía aplicarse, resultaba en algunos casos una notoria injusticia, y 
para evitarlo se ha adicionado el párrafo 2.° En las diligencias para 
el cumplimiento de las ejecutorias pueden promoverse incidentes 
en que esté la razón de parte del condenado por la sentencia, y 
como en tal caso sería injusto imponerle las costas, se declara 
ahora que las de tales incidentes serán de cargo de la  parte ó par-
tes á quienes se impongan, según la apreciación que haga el tribu-
nal sentenciador de la razón derecha, ó de la buena 6 mala fe con 
que se hubiere promovido ó sostenido el incidente; y se encarga 
además á los jueces y tribunales que, al resolverlo, hagan declara-
ción expresa sobre la condena de costas, entendiéndose, si no la 
hacen, que cada parte debe pagar las causadas á su instancia, y 
las comunes por mitad. 
Concluiremos indicando, que los incidentes áque este artículo 
se refiere, no pueden ser otros que los que versen sobre cuestiones 
no controvertidas en el pleito ni decididas en la ejecutoria, y sobre 
nulidad de actuaciones, ó sean los comprendidos en la excepción 
del artículo anterior. Si el incidente tiene por objeto la práctica de 
diligencias indispensables para dar cumplimiento á la ejecutoria, 
como fijar la cantidad líquida que deba abonarse con arreglo á la 
misma, presentación de los títulos de propiedad de los inmuebles 
embargados y otros análogos, todas estas costas son á cargo del 
condenado por la sentencia, porque da lugar á ellas su falta de 
cumplimiento á la obligación que por la misma se le impuso. 
Téngase también presente que la condena de costas, impuesta en 
la sentencia de cuya ejecución se trate, es independiente de las que 
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s e ocasionen en las diligencias para el cumplimiento de :la misma: 
aquéllas se refieren á las causadas en el pleito, y deben pagarse 
por quien baya sido condenado en ellas, ó cada parte las suyas, si 
no hubiere habido condena; pero las del cumplimiento de la ejecu-
toria son siempre de cargo del condenado por la misma, aun en el 
caso de que en ella no haya recaído condena especial de costas: 
éste debe reintegrar en todo caso á su contrario de las que se cau-
sen á su instancia para dicho cumplimiento. 
SECCIÓN SEGUNDA 
DE LAS SENTENCIAS DICTADAS POR TRIBUNALES EXTRANJEROS 
Con este mismo epígrafe se dictaron por primera vez, en la 
sección segunda del título XVIII, primera parte de la ley de Enjui-
ciamiento civil de 1855, reglas para la ejecución en España de las 
sentencias dictadas por tribunales extranjeros. Aquellas disposi-
ciones han sido trasladadas casi literalmente á la presente ley, por 
lo cual no haremos más que reproducir lo que expusimos al co-
mentarlas, con las rectificaciones y adiciones que sean necesarias 
para consignar lo que hoy se halla vigente sobre esta importante 
materia. 
Grave y de transcendentales consecuencias, decíamos en la obra 
indicada y repetimos ahora, es la materia á que se dedica la pre-
sente sección, como que se roza esencial y necesariamente con el 
derecho público, con el internacional, y hasta con el privado de 
cada país, y puede afectar las relaciones internacionales de España 
con otras potencias. Introduce además en nuestro derecho escrito 
una modificación importante sobre un punto arduo y de difícil re-
solución, y respecto del que todavía no están de acuerdo los ju-
risconsultos y publicistas, cual es el determinar los efectos que 
deben producir las ejecutorias de tribunales extranjeros, bien 
se refieran á naturales de la nación en que la ejecución se pida, 
bien á súbditos de otras naciones, residentes en aquélla, ora, en fin, 
á la propiedad inmueble. Estas consideraciones nos obligan á de-
tenernos en su examen; pero sólo lo necesario para que nuestra . 
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obra llene el objeto que nos propusimos al emprender su publi-
cación. 
Según los principios fundamentales del derecho público y de 
gentes, las sentencias dictadas por los tribunales de una nación no 
pueden tener valor ni efecto legal en territorio de otra: lo contrario 
sería reconocer en el soberano extranjero, que transmitió la po-
testad de juzgar al tribunal que falló, el ejercicio de la soberanía en 
el país en que hubiera de ejecutarse la sentencia. «La autoridad de 
la cosa juzgada, como dice Merlín (1), no proviene del derecho de 
gentes, sino que deriva su fuerza del derecho civil de cada nación_ 
y como el derecho civil no comunica sus efectos de una nación á 
otra; como, por otra parte, la autoridad pública de que cada sobe - 
rano se halla revestido, no se extiende más allá de su territorio, es 
consiguiente el que se circunscriba precisamente á los mismos lí-
mites la de los magistrados por él instituídos, y que por lo tanto 
pierdan en la frontera toda su fuerza civil los actos ó sentencias 
que de éstos emanen. De aquí es que no puede invocarse en una 
nación la autoridad de cosa juzgada respecto de sentencias dic-
tadas por tribunales de otra nación extranjera.» 
Las legislaciones antiguas de Europa siguieron esta doctrina, 
aceptando y aplicando en todo su rigor el principio de la indepen-
dencia de las naciones. No es extraño, pues, que guardaran, como 
guardaron, absoluto silencio sobre la materia de que tratamos, cre-
yendo sin duda innecesaria una disposición expresa para consignar 
lo que se reputaba como un principio elemental del derecho. L a 
nuestra, como todas las demás, nada estableció sobre este punto, y 
hasta la publicación de la ley de Enjuiciamiento civil de 1855 no 
se daba generalmente valor de cosa juzgada á las sentencias dic-
tadas por tribunales extranjeros; ni de consiguiente se permitía su 
ejecución, .viéndose obligados los que las obtenían á su favor á en-
tablar una nueva demanda y á seguir un nuevo juicio por todos sus 
 trámites ante nuestros tribunales. 
Pero, aunque por derecho estricto no deban tener fuerza eje- 
7- 
    
    
    
    
    
    
    
(1) Questions de droit, articulo JUGEMENT, §. 14, núm. 1. 0, y Repertoire de 
jurisprudence, el mismo artículo d palabra, §. 6.° 
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cutiva ni valor legal en una nación las sentencias dictadas por tri-
bunales de otra, por consideraciones de utilidad y de conveniencia 
recíprocas ha sido necesario moderar el rigor de este principio, 
como lo han hecho casi todas las naciones, ya en virtud de tratados, 
ya admitiendo el principio de reciprocidad, y cual lo exigían los 
adelantos de la civilización moderna. 
No todas, sin embargo, han seguido un mismo sistema, según 
veremos en el comentario siguiente al indicar la legislación de 
cada Estado sobre este punto. Para ser más ó menos latas en su 
concesión, más bien que los principios jurídicos y de derecho pú-
blico, han tenido en cuenta la proximidad, la importancia relativa 
de las naciones, su desarrollo fabril y mercantil, la entidad, clase 
y condiciones de las transacciones recíprocas, el lugar más común 
del cumplimiento de las obligaciones y la influencia que en el 
propio país podrían ejercer las ejecutorias de otra nación. Así 
vemos, que Bélgica es más restrictiva con Francia que con otras 
naciones, y que no le satisface la reciprocidad, como sucede 
también en algunos cantones suizos. 
Asimismo ha ejercido su natural influjo en la jurisprudencia de 
cada país sobre esta materia el encuentro de opiniones de los ju-
risconsultos y políticos, que, si bien reconocen la necesidad de mo-
dificar las relaciones diplomáticas y jurídicas de los pueblos á con-
secuencia de haber variado las condiciones de la sociedad actual con 
la facilidad de las comunicaciones y demás adelantos de la civili-
zación moderna, se han dividido sobre el modo de efectuarlo. Unos 
opinan que estas mismas circunstancias exigen. mayores precau-
ciones para no dañar la soberanía é independencia de la nación; aI 
paso que otros creen que aquellas mismas circunstancias demandan 
menos rigorismo á fin de multiplicar las relaciones y transacciones. 
Nuestra ley de Enjuiciamiento ha seguido este último sistema, 
como tendremos ocasión de observar al comentar los artículos de 
esta sección. 
De aquí también la diferencia en cuanto á la forma de otorgar 
la ejecución. Todas las naciones han reconocido la conveniencia, y 
aun la necesidad de no permitir la ejecución de una sentencia ex-
tranjera sin que antes sea examinada por los tribunales del país e n. 
il 
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que haya de ejecutarse, para ver si contiene alguna disposición 
contraria á la soberanía, á los intereses, ó al derecho público del 
mismo; pues si la contuviere, no debería ejecutarse:. mas en unas se 
concede esta autorización ó exequatur á simple requerimiento de 
lá parte interesada, ó en vista del despacho requisitorio del tri-
bunal sentenciador; y en otra no se concede sino después de ha-
berse enterado del fondo de la cuestión, de modo que el tribunal 
que autoriza la ejecución, viene á constituirse como en tribunal de 
revisión del extranjero que dictó la sentencia. 
Respecto de los procedimientos y medios de ejecución, ha de ob-
servarse siempre la ley del lugar donde la sentencia haya de cum-
plirse. Por esta razón nada se dispone expresamente sobre este 
punto en la presente sección, debiendo estarse á lo ordenado en la 
que precede para las sentencias dictadas por tribunales españoles. 
También ha de estarse á lo dispuesto por las leyes españolas en 
cuanto á las solemnidades externas que ha de reunir la ejecutoria 
para que haga fe en España: las explicaremos al comentar la cir-
cunstancia 4.8 del art. 954. 
Debemos indicar también que, aunque las disposiciones de la 
presente sección parece se refieran exclusivamente á las sentencias 
dictadas por los tribunales extranjeros en asuntos pertenecientes á 
la jurisdicción contenciosa, también deberán tener aplicación á los 
actos y decisiones propios de la jurisdicción voluntaria. Esta juris-
dicción emana de la misma fuente que aquélla, por cuya razón 
deben regirse los actos procedentes de ambas por las mismas dis-
posiciones, y si la conveniencia y utilidad recíproca han moderado 
el rigor del derecho, permitiendo el cumplimiento de las sentencias 
extranjeras dictadas en asuntos contenciosos, con mayoría de razón 
debe permitirse el de los actos de jurisdicción voluntaria, que son 
de un uso mucho más frecuente en las relaciones entre los ciuda-
danos de diferentes naciones, y cuya exclusión imposibilitaría con 
frecuencia los actos de la vida civil. Así es, que es de jurispru-
dencia casi universal el admitir recíprocamente la autoridad de 
dichos actos, y vemos que Ja admiten generalmente aun aquellas 
naciones que, como la Francia, no reconocen la autoridad de la 
cosa juzgada en país extranjero. 
• 
Las sentencias firmes pronunciadas en paises ex-
tranjeros, tendrán en España la fuerza que establezcan 
los tratados respectivos. 
DE LA EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS 	 215 
En cuanto á la ejecución de las sentencias arbitrales pronun-
ciadas en país extranjero, los publicistas distinguen entre el arbi-
traje forzoso y el voluntario. En aquél, como las partes están obli-
gadas por la ley á someter sus diferencias á la decisión de árbitros, 
se concede al fallo de éstos los mismos efectos que á los dictados 
por los tribunales ordinarios, y sè sujetan por tanto á las mismas 
reglas respecto de su,ejecución. Pero en el vóluntario, como de- 
pende de la simple convención de las partes, es considerado el 
fallo arbitral para dicho fin como cualquier otro contrato, y habrá 
de observarsé lo que respecto de los documentos otorgados en el 
extranjero hemos dicho en el comentario del art. 600 (págs. 257 
y siguientes del tomo III). 
Téngase, en fin, presente que aquí sólo se trata de la ejecución 
de sentencias extranjeras: en cuanto á la de los demás actos judi-
ciales, se estará á lo que hemos expuesto en las págs. 570 y si-
guientes y principalmente en la 582 del tomo I, respecto del cum-
plimiento de exhortos procedentes de jueces y tribunales extran-
jeros. 
Explicados ya los principios que rigen en esta materia, pa-
semos al examen de los ocho artículos que á ella consagra la nueva 
ley, á cuyos comentarios daremos la extensión indispensable para 
que llenen el objeto que hemos indicado al principio de estas ob-
servaciones. En los cuatro primeros se determina la fuerza que han 
de tener en España las sentencias dictadas por tribunales extran-
jeros, y en los otros cuatro los procedimientos para pedir y con-
ceder el pase, exequatur ó cumplimiento de dichas sentencias. 
ARTÍCULO 951 
(4rt. 950 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
A 
ARTÍCULO 952 
(Art. 951 para Cuba y  Puerto Rico.) 
Si no hubiere tratados especiales con la nacion en. 
que se hayan pronunciado, tendrán la misma fuerza 
que en ella se diere á las ejecutorias dictadas en 
España. , 
ARTÍCULO 953 
(Art. 952 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si la ejecutoria procediere de una nacion en que 
por jurisprudencia no se dé cumplimiento á las dic-
tadas por los Tribunales españoles, no tendrá fuerza 
en España. 
ARTÍCULO 954 
(Art. 953 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si no estuviere en ninguno de los casos de que 
hablan los tres artículos que anteceden, las ejecutorias 
tendrán fuerza en España, si reunen las circunstancias 
siguientes: 
l.a Que la ejecutoria haya sido dictada á conse-
cuencia del ejercicio de una accion personal. 
2.a Que no haya sido dictada en rebeldía. 
3.a Que la obligacion para cuyo cumplimiento se 
haya procedido, sea licita en España. 
4.a Que la carta ejecutoria reuna los requisitos ne-
cesarios en la nacion en que se haya dictado para ser 
considerada como auténtica, y los que las leyes espa-
ñolas requieren para que haga fe en España. 
Estos cuatro artículos, que concuerdan con los 922 á 925 de 
la ley de 1855, demuestran lo que hemos indicado anterior-
mente, á saber, que nuestra ley de Enjuiciamiento ha seguido la 
opinión más libre de las que hoy se agitan sobre esta materia, con- 
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cediendo toda la latitud posible al cumplimiento de sentencias ex-
tranjeras, sin otras restricciones que las indispensables para que 
los españoles que traten con extranjeros, no sean de peor condición 
que éstos. Establécese como regla general que es ejecutiva en los 
dominios de España, y tiene fuerza de cosa juzgada toda sentencia 
extranjera, sin otra limitación á esta regla que la relativa á las sen-
tencias que procedan de una nación en la que por ley jurispru-
dencia no se dé cumplimiento á las dictadas por los tribunales es-
pañoles. Y nótese que no se hace distinción, como en algunas le- 
gislaciones extranjeras, entre nacionales y extranjeros; unos y otros 
están, pues, sujetos á iguales condiciones cuando la sentencia haya 
de cumplirse en España. 
La sentencia extranjera cuyo cumplimiento se solicite en nues-
tro territorio, puede proceder: ó de una nación con la que España 
haya celebrado tratados especiales sobre la materia; ó de otra en 
la que se dé cumplimiento absolutamente, ó bajo ciertas condicio-
nes, á las sentencias españolas; ó de otra, en la que se les niegue 
absolutamente dicho cumplimiento; ó bien de otra, en la que nada 
haya establecido sobre este punto, ni por ley, ni por jurispruden-
cia. En el primer caso se guardará lo establecido por los tratados; 
en el segundo y tercero se observará estrictamente el principio de 
reciprocidad; y en el último se dará cumplimiento á la ejecutoria 
si reune las circunstancias que luego expondremos. Esto es lo que 
ordenan los cuatro artículos preinsertos, de modo que para deter-
minar la fuerza y valor que ha de darse en España á una senten-
cia extranjera, ha de atenderse: 1. 0, á los tratados: 2.°, al principio 
de reciprocidad, ó sea, á lo que en la nación de donde proceda la 
sentencia se haga con las dictadas por los tribunales españoles; 
y 3 °, fuera de estos dos casos, á si la ejecutoria reune las circuns-
tancias que expresa el art. 954. Los examinaremos por este orden. 
Tratados.—Una nación no debe ni puede faltar á sus tratados 
ó convenciones con otra sin la fea nota de fedifraga, y sin exponer-
se á otras consecuencias desagradables: por esta razón, en primer 
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lugar debe atenderse en esta materia, como en todas las que se ro-
zan con el derecho internacional ó de gentes, á lo que se halle es-
tablecido por tratados especiales, y de aquí el ordenar el art. 951, 
que «las sentencias firmes pronunciadas en países extranjeros ten-
drán en España la fuerza que establezcan los tratados respectivos.» 
En este caso se halla la Cerdeña, única nación con quien la Espa-
ña ha celebrado hasta hoy tratados sobre esta materia. Existe en-
tre ambas un convenio para el recíproco cumplimiento de las sen-
tencias ó acuerdos expedidos por los tribunales de ambos países 
en materia civil, ordinaria ó comercial, firmado en Madrid á 30 de 
Junio, canjeadas las ratificaciones en 19 de Agosto y circulado á 
los tribunales para su cumplimiento por Real orden de 23 del mis-
mo mes de 1851. Importa tener á la vista este convenio por ser ley 
vigente sobre la materia; dice así: 
«Artículo 1.° Las sentencias ó acuerdos en materia civil or-
dinaria 6 comercial, expedidos por los juzgados ó tribunales 
de S. M. Católica y por los de S. M. el Rey de Cerdeña, y debida-
mente legalizados, serán recíprocamente cumplimentados en los de 
ambos países con sujeción á lo que se dispone en los artículos si-
guientes. 
»Art. 2.° El cumplimiento de estas sentencias ó acuerdos se 
pedirá de un juzgado 6 tribunal á otro por medio de un exhorto. 
Cuando se trate de sentencias definitivas acompañará al exhorto 
la ejecutoria correspondiente. Cuando se trate de autos no defini-
tivos, antes de decretar la expedición del exhorto, el exhortante se 
asegurará, y luego hará mención motivada en su providencia, de 
que han causado estado, si por su naturaleza requieren esta cir-
cunstancia para poder ser ejecutados. 
»Art. 3.° Para que puedan cumplimentarse por los juzgados 6 
tribunales competentes de cada país las sentencias 6 acuerdos de 
los del otro, deberán ser declarados previamente ejecutivos por el 
tribunal superior en cuya jurisdicción ó territorio haya de tener 
lugar el cumplimiento. No se accederá sin embargo á esta declara-
ción en los casos siguientes: 1.° Cuando la sentencia 6 acuerdo ado-
lezca de injusticia notoria. 2.° Cuando sea nulo por falta de juris-
dicción, auto ó emplazamiento. 3.° Cuando sea contrario á las  le- 
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yes prohibitivas del reino donde se requiera el cumplimiento. 
»Art. 4.° Las sentencias dictadas por los tribunales de S. M. 
Católica tendrán fuerza para hipotecar los bienes situados en los 
Estados de S. M. el Rey . de Cerdeña, y recíprocamente, cuando 
hayan sido declaradas ejecutables de la manera arriba indicada. 
Arts. 5.° y 6.° (Se declara que los testimonios auténticos tie-
nen también fuerza para hipotecar bienes, quedando á cargo de los 
interesados llenar las formalidades prescritas por la ley del país 
en que radiquen los bienes.) - 
»Art. 7.° Los actos de jurisdicción voluntaria expedidos en los 
Estados de S. M. Católica surtirán sus efectos en los Estados de 
S. M. Sarda, y viceversa, siempre que el tribunal superior en 
cuya jurisdicción deban cumplimentarse, haya declarado que nada 
se opone á la ejecución de los mismos.» 
Como el reinó de Cerdeña se halla hoy refundido en el de Ita-
lia, ocurre racionalmente la duda de si deberá estimarse en vigor 
dicho convenio; pero la Sala tercera del Tribunal Supremo, por su 
resolución de 2 de Octubre de 1880, sobre admisión de un recurso 
de casación, tiene declarado, no sólo que está vigente, sino que 
debe reputarse extensivo á todo el territorio que .comprende hoy 
el reino de Italia, «porque esta ha sido la voluntad de ambas Po-
testades contratantes, lo cual se demuestra en el hecho de que por 
ninguna se haya denunciado el propio tratado, como no hubiera 
podido dejarse de hacer en caso contrario.» El código de procedi-
miento civil de Italia está de acuerdo con lo establecido en dicho 
convenio sobre competencia, como luego veremos. 
II 
Reciprocidad.—A falta de tratados especiales admite la ley el . 
 principio de reciprocidad en toda su extensión. Ordena en su con-
secuencia para este caso por el art. 952, que las sentencias extran-
jeras tendrán en España la misma fuerza que en la nación en que 
se hayan pronunciado se diere á las dictadas por los tribunales es-
pañoles; y por el 953, que si la ejecutoria procede de una nación . 
1 
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en que no se da cumplimiento á las dictadas por nuestros tribu- 
nales, tampoco se le. dará ni tendrá fuerza alguna en España. De 
modo que cuando no existen tratados diplomáticos especiales sobre 
la materia, de cuyo caso hemos hablado anteriormente, es necesa-
rio saber lo que la legislación ó la jurisprudencia de la nación ex-
tranjera en que haya sido pronunciada la sentencia cuya ejecución 
se solicite en España, tienen establecido sobre el particular, para 
poder determinar el valor y efectos que han de darse en nuestro 
país á dicha sentencia, y si ha de otorgarse ó no su ejecución. 
De poca ó ninguna utilidad sería, por tanto, este comentario, si 
no presentásemos un resumen al menos, pero bastante para nues-
tro objeto, de lo que por ley  por jurisprudencia se observa en las 
naciones que tienen reglas fijas para dar cumplimiento á las sen-
tencias extranjeras, y de consiguiente á las de nuest ^os tribunales, 
á fin de aplicar en cada caso el principio de reciprocidad, dando á 
las sentencias de sus tribunales el mismo valor y efectos que ellos 
dan á las de los españoles. Lo haremos por el orden alfabético de 
naciones, para facilitar su consulta. 
Alemania.—Después de la disolución del imperio germánico, 
los Estados alemanes adoptaron el principio de que la sentencia 
sobre materia civil, pasada en autoridad de cosa juzgada, es la ley 
especial de las partes respecto de los puntos decididos por ella, sin 
consideración al territorio; y de consiguiente sus tribunales lleva-
ban á ejecución las sentencias extranjeras, siempre que en el Es-
tado ó nación de donde éstas procedían se prestase igual cumplí• 
miento á las de aquéllos. Reconstituido dicho imperio, se promulgó 
en 30 de Enero de 1877 el código de procedimiento civil, que 
había de regir y rige en toda la extensión del imperio alemán, cuyo 
código sobre la materia de que tratamos contiene los dos artículos 
que siguen: 
«Art. 660. La sentencia de un tribunal extranjero no será eje-
cutoria sino en el caso de que su ejecución hubiese sido declarada 
admisible por una sentencia. La demanda para obtener esta sen-
tencia se entablará ante el tribunal cantonal ó regional á cuya ju-
risdicción esté sometido el demandado, en razón de su estatuto de 
jurisdicción general, ó, á falta de este tribunal, ante el cantonal 6 
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regional•en el cual pudiera ser demandado en conformidad con el 
art. 24 (que es el del lugar donde se hallen los bienes). 
»Art. 661. La sentencia de ejecución se dictará sin previo exa-
men del fallo de que se trate. 
»No podrá dictarse la sentencia de ejecución: 1.° Si aún no fue-
ra firme la sentencia del tribunal extranjero con arreglo al dere-
cho á que se ajuste. 2.° Cuando la ejecución tuviera por consecuen- 
cia obligar á la parte demandada á cumplir un acto respecto del 
cual no pudiera ser apremiada con arreglo al derecho vigente en 
el tribunal alemán que deba fallar sobre la admisión de la ejecu-
ción forzosa. 3.° Si con arreglo al derecho vigente en el tribunal 
alemán que deba fallar sobre la admisión de la ejecución forzosa, 
no hubieren sido competentes los tribunales del Estado al cual 
pertenezca el tribunal extranjero sentenciador. 4.° Si - el deudor 
condenado perteneciese á la nacionalidad alemana y no hubiese 
sido parte en el litigio, á menos que se le hubiese notificado perso-
nalmente la demanda en el Estado en que resida el tribunal que 
hubiese entendido del litigio, ó bien en el imperio de Alemania por 
medio de suplicatorio. 5. ° Cuando no haya garantía de recipro-
cidad.» 
Como estas disposiciones rigen hoy en todo el imperio alemán, 
es excusado relatar lo que se hallaba dispuesto por la legislación 
particular de cada uno de los Estados de la Confederación. 
Austria. —Según varios decretos imperiales (1), los tribunales 
de este imperio ordenan la ejecución de las sentencias extranjeras, 
aunque sean dictadas contra súbditos autriacos, siempre que con-
curran las condiciones siguientes: 1.a Reciprocidad de parte de la 
nación en que se ha dictado la sentencia. No siendo notoria esta 
circunstancia, ha de justificarse con certificación de un tribunal su-
perior de dicha nación extranjera. 2.a Competencia en el tribunal 
extranjero, según las leyes de su país, justificada también con cer-
tificación de un tribunal superior que no sea el mismo que dictó 
(1) De 18 de Mayo de 1792; 18 ile Enero de 1799; 15 de Febrero de 180 
11 de Julio de 1817; 1. ° de Mayo de 1819, y 18 de Mayo de 1832. 
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el fallo. 3. a Que se hayan observado las formas legales prescritas 
en el Estado en que se pronunció la sentencia. 4 Que la senten-
cia haya adquirido fuerza ó valor de cosa juzgada; bastando que 
esto se asegure en la ejecutoria ó despacho que se libre para su 
cumplimiento. La parte interesada ha de solicitar la ejecución por 
sí 6 por medio de procurador. 
Bélgica.—En su código de procedimiento civil, art. 546, se dice: 
«Las sentencias dictadas por los jueces y tribunales extranjeros, 
y las actas recibidas de los funcionarios extranjeros, no serán sus-
ceptibles de ejecución en Bélgica, sino en la forma y modo previs-
tos en el art. 2128 del Código civil.» Según este artículo, á falta de 
disposiciones en contrario de los tratados, las sentencias extranje-
ras deben presentarse al Presidente del`sribunal civil, el cual debe 
examinar si reunen todas las condiciones necesarias para su auten-
ticidad en el país en que se hayan extendido, permitiéndose el re-
curso de apelación para ante el mismo tribunal, contra la decisión 
del Presidente, negando el visto bueno, ó el cumplimiento á la sen-
tencia extranjera. Y de acuerdo con estas disposiciones tiene esta-
blecido la jurisprudencia de dicha nación, que el tribunal ante quien 
se demande el cumplimiento de una sentencia extranjera, se con-
crete á examinar si el fallo contiene alguna disposición contraria á 
la soberanía, . á los intereses ó al derecho público de la nación; y si 
no la contiene, decreta su ejecución sin revisión previa del fondo, 
6 sea sin entrar en el examen de los derechos privados de las par-
tes declarados por la sentencia. Sólo se niega la ejecución á las sen-
tencias dictadas por tribunales franceses, con arreglo á un decreto 
de 9 de Septiembre de 1814. 
Dinamarca.—No tiene ley positiva sobre la materia: los juris-
consultos están por la ejecución de los fallos extranjeros, bajo la 
doble condición de la reciprocidad y de la competencia del tribunal 
que los dictó, si bien esta competencia se aprecia por las leyes del 
reino y no por las extranjeras. 
Estados-Unidos de América.—Rige en ellos la misma jurispru-
eercia que en Inglaterra respecto á las sentencias dictadas por tri-
bunales de los Estados que no pertenecen á la Unión; véase, por 
tanto, lo que decimos más adelante respecto de Inglaterra. 
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Francia.—En esta nación se ha sostenido y sostiene con tanto 
rigor el principio de la independencia de los Estados, que la juris-
prudencia de los tribunales, interpretando estrictamente la ley, 
no reconoce en las sentencias extranjeras autoridad de cosa juzga-
da ni fuerza obligatoria en el territorio francés. Las disposiciones 
legislativas que allí rigen sobre esta materia, dicen así: 
Art. 121 de la Ordenanza de 15 de Enero de 1629. «Las ejecu-
torias, contratos y obligaciones procedentes de los reinos y sobera-
nías extranjeras, cualquiera que sea su objeto, no causarán hipote-
ca ni ejecución en Francia; pero se dará á los contratos el valor de 
simples promesas, y no obstante las ejecutorias extranjeras, podrán 
los súbditos franceses, contra quienes se hubieren dictado, debatir 
nuevamente sus derechos, cual estando íntegros ante los jueces del 
país.» 
Art. 2123 del Código civil. «La hipoteca no puede nacer de 
las sentencias pronunciadas en país extranjero sino después que 
hayan sido declaradas ejecutorias por un tribunal francés, sin per-
juicio de lo que puedan disponer en contrario las leyes políticas ó 
los tratados,» 
Art. 2128 de íd. «Los contratos otorgados en país extranjero 
no pueden producir hipoteca sobre los bienes situados en Francia, 
á no ser que se disponga lo contrario en las leyes políticas ó en los 
tratados.» 
Art. 546 del código de procedimiento civil. ..«Las sentencias 
dictadas por tribunales extranjeros, y los actos ó documentos pú-
blicos recibidos por oficiales ó notarios extranjeros, no serán sus-
ceptibles de ejecución en Francia, sino del modo y en los casos pre-
vistos por los arts. 2123 y 2128 del Código civil.» 
Se ve, pues, que por esta disposición del código de procedi-
miento civil se ha hecho extensivo á todos los casos lo que para las 
hipotecas solamente estaba ordenado por el Código civil. También 
está reconocido en Francia como indudable, y declarado así por la 
jurisprudencia, que no obstante lo .que estos códigos ordenan, está 
vigente y enloda su fuerza el art. 121 de la Ordenanza de 1629. 
Y de la combinación de todas estas disposiciones resulta, y es allí 
también indudable, que las sentencias extranjeras no tienen en 
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Francia ejecución preparada, ni autoridad de cosa juzgada, hasta 
que son declaradas ejecutorias por un tribunal francés, á petición 
de la parte interesada, previa citación y audiencia de la contraria. 
Respecto de los procedimientos que para conseguirlo deben 
emplearse, los jurisconsultos franceses no están en completa confor-
midad. Según unos, si el fallo extranjero se dictó contra un fran-
cés, tendrá lugar la aplicación del art. 121 de la Ordenanza de 1629; 
pero si se dictó en perjuicio de un extranjero, el tribunal francés 
debe limitarse á examinar si la sentencia contiene alguna disposi-
ción contraria á la soberanía, á los intereses ó al derecho público 
de la Francia, negando la ejecución si la contiene, y concediéndola 
en otro caso, sin entrar en el fondo de la cuestión, ó sea en el exa-
men de los derechos privados de las partes. Según otros, la senten-
cia extranjera no tiene autoridad ninguna en Francia, sea francés 
ó extranjero aquel contra quien se dictó, necesitándose siempre un 
nuevo juicio ante los tribunales franceses y una nueva sentencia de 
éstos sobre el fondo de la cuestión, para obtener la revalidación y 
ejecución de los derechos declarados por aquélla. 
Aunque la jurisprudencia de los tribunales franceses había 
adoptado el segundo de estos procedimientos, parece que última-
mente ha prevalecido el primero, y que se otorga allí el cumpli-
miento de las sentencias extranjeras, sin revisarlas en  el 
 fondo, no 
sólo cuando han sido dictadas contra un extranjero, sino también 
cuando lo han sido contra un francés que se hubiere sometido vo-
luntariamente á la jurisdicción del tribunal sentenciador ó de 
árbitros. Así se deduce de la contestación que en 1866 dio el Go-
bierno francés é una nota del Embajador de España en París, con-
sultándole sobre la fuerza que allí se daba á las sentencias dictadas 
en vía contenciosa por los tribunales españoles; consulta que se 
hizo por la vía diplomática á instancia de nuestro Tribunal Supre-
mo, para conocer oficialmente lo que se practicaba en Francia so-
bre esta materia, á fin de poder aplicar con exactitud el principio 
de reciprocidad establecido en la ley (1). 
s 
(1) A pesar de ser frecuentes los casos en que se pide en Espa rta el cum-
plimiento de sentencias dictadas por tribunales franceses, todavía no se ha 
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Grecia.—Su código de procedimiento civil de 1834 contiene las 
disposiciones siguientes: «Art. 858. Las sentencias extranjeras .y los 
actos ó documentos públicos recibidos por los oficiales extranjeros, 
no podrán ejecutarse en Grecia, hasta haber sido declarados eje- 
fijado bien la jurisprudencia, y ocurren dudas, que creemos deben resolverse 
conforme á la doctrina consignada en la contestación citada del Gobierno 
francés y a la establecida con vista de ella por el Tribunal Supremo, por lo 
cual creemos conveniente insertar aquí dichos documentos. Dicen así: 
Ministerio de Estado.— Contestación del Ministro de Negocios extranjeros 
de  Francia á la nota del Embajador español, sobre cumplimiento de sentencias extran-
jeras. (Comunicada de Real orden en 17 de Diciembre de 1866 por el Ministe-
rio de Gracia y Justicia al Presidente del Tribunal Supremo de Justicia.) 
«Paris, 23 de Noviembre de 1866.—Sr. Embajador: En nota del 10 del co-
rriente V. E. me ha manifestado deseo de ver fijada una cuestión de derecho, 
cuya aplicación ocurre muy frecuentemente. Se trata de saber qué valor se 
atribuye en cada uno de los dos paises á sentencias contenciosas dictadas por 
los tribunales del otro. 
»Con este objeto V. E. ha formulado la siguiente pregunta:—Cuando á un 
tribunal francés se le presenta una sentencia dictada por la via contenciosa 
por un tribunal español contra un súbdito francés ó español, ¿se limita á 
examinar si el fallo español contiene alguna disposición contraria á la sobe-
rania, a los intereses, al derecho público de Francia, de suerte qué en el caso 
contrario el fallo español sea declarado ejecutorio sin entrar en el examen 
del fondo, es decir, de los derechos de las partes que han sido objeto del 
pleito llevado ante los tribunales españoles; ó bien el demandado citado ante 
un tribunal francés para oir declarar ejecutorio un fallo dictado en España, 
puede defenderse por todos los medios legales, bien sea en la forma, bien sea 
en el fondo, como si no se hubiera dictado fallo alguno en España, puesto 
que dicho fallo no tiene fuerza en Francia hasta tanto que el tribunal fran-
cés no lo haya confirmado, lo que en último resultado nos obliga a decir que 
es un fallo francés, y no un fallo español el que recibe su ejecución en Fran-
cia?—He aquí la respuesta del señor Ministro de la Justicia, á quien me he 
apresurado a consultar, en cumplimiento del deseo expresado por V. E. 
»Nuestra legislación en este punto se reduce á las disposiciones de los ar-
tículos 2123 del Código Napoleón y 516 del Código de procedimiento civil, 
concebidos en estos términos: (Ss copian: véanse anteriormente en este mismo co-
mentario.) 
»La ley francesa no ha determinado, por tanto, de una manera imperativa 
y absoluta las reglas que ban de seguir los tribunales franceses cuando son 
llamados a declarar ejeoutorias las sentencias dictadas en pais extranjero. 
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cutorios por un tribunal del reino.»—«Art. 859. En-el caso del ar-
tículo anterior, el mandamiento de ejecución se librará: 1. 0 , por el 
presidente del tribunal de primera instancia del lugar de la ejecu-
ción, sin previo examen del fondo de la sentencia ó del documento, 
Por la jurisprudencia de los tribunales y por los comentarios de los autores 
más acreditados ha debido formarse la jurisprudencia en este punto. Es desde 
luego fácil de comprender que las circunstancias han debido influir muchas 
veces en la decisión de los magistrados, y distinciones importantes han veni-
do á prevalecer ante la justicia francesa. Por esto diré desde luego que la 
cuestión presentada por el Sr. Mon no permite en el estado actual de la ju-
risprudencia una solución simple y concreta, y que no puede por el contra-
rio sor resuelta sino por una distinción capital. 
A.  Si el fallo español ha sido dado contra un francés llevado ante el tri-
bunal español por aplicación de las reglas de competencia y de procedimien-
tos españoles, y sin que el francés haya contraído anteriormente obligación 
de comparecer ante la justicia española y someterse á su decisión, puede y 
debe decirse que la jurisprudencia francesa se inclina visiblemente á dar á 
los tribunales franceses, á los cuales se pidiera que declarasen ejecutoria una 
sentencia extranjera, el derecho de revisar el fondo interno de la causa. Esta 
es una tradición de nuestro antiguo derecho, que el interés de nuestra nacio-
nalidad ha hecho introducir en el moderno. 
»Debo decir, sin embargo, que esta tesis jurídica no está admitida hasta el 
punto que pueda proclamarse la unanimidad de la jurisprudencia. $ace muy 
poco tiempo, el Tribunal imperial de París dictó, en 20 de Febrero de 1866, un 
auto por el cual negaba á los tribunales el derecho de revisar el fondo y juz-
gar nuevamente la causa, aun en el caso en que un francés sea parte intere-
sada en el litigio. Todavía menos acordes se hallaiian los tribunales en la 
solución, si se tratase de una sentencia de un tribunal extranjero sobre plei-
tos extranjeros: decretos bastante numerosos determinan que en este caso no 
ha lugar á la revisión del fondo: y el Tribunal de Angers, en auto de 4 de 
Julio de 1866 (Dalloz, 1866 —2, página 156), ha proclamado que no había lugar 
á examinar en tal hipótesis si la sentencia ha sido en el fondo bien ó mal juz-
gada. Buenos autores sostienen igualmente esta doctrina. 
»B. Como quiera que sea, y suponiendo fijada la jurisprudencia francesa 
en el sentido de ser necesaria la revisión en el fondo, y máxime, bajo este 
punto de vista, en la hipótesis que acabo de prever, de un francés ó de un 
extranjero, llamado ante un tribunal español, sin que anticipadamente haya 
aceptado esta jurisdicción; me parece seguro que la solución sería otra ente-
ramente, si un convenio hubiese ligado á las partes y atribuido jurisdicción, 
bien sea á árbitros, bien á un tribunal extranjero. En semejantes casos los 
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cuando todas las partes son extranjeras: 2.°, por el mismo tribunal 
de primera instancia, examinando previamente el contenido de la 
sentencia, cuando una de las partes es regnícola.»—«Art. 860. En 
el caso del párrafo 2.° del art. 859, no podrá rehusarse la ejecución, 
sino cuando la sentencia esté en contradicción con hechos probados, 
-tribunales han juzgado frecuentemente, que el mismo francés, que habla 
aceptado por una cláusula compromisoria, sea Un arbitraje, sea un tribunal 
extranjero, no podia citar de nuevo á su adversario ante un tribunal fran-
cés para hacer estatuir sobre el litigio ya juzgado por el tribunal 6 el árbitro 
extranjero. Esto ha sido juzgado particularmente por el Tribunal imperial de 
Paris en dos autos de 11 de Enero y 26 de Junio de 1866. 
»En el momento, pues, que ha sido dictada una sentencia por un tribunal 
extranjero incautado del litigio por acuerdó de las partes, habiendo sido èobe-
ranamente juzgado lo que concierne al interés privado, no queda á la parte 
más que obtener de los tribunales franceses la fórmula ejecutoria para 
que los agentes públicos puedan ejecutar en el territorio francés, y á nombre 
del Soberano del pais, la sentencia dictada por jueces cuya  . competencia y 
poderes han sido determinados por las partes. En este caso el tribunal fran-
cés no tendria que examinar sino los siguientes puntos: 1. ° Si la decisión 
emana de la jurisdicción elegida por la cláusula compromisoria. 2.° Si ha sido 
dictada siendo debidamente citadas las partes y estando legalmente repre-
sentadas, 6 si no han comparecido aunque llamadas regularmente. 3.° En fin, 
si la sentencia no infringe ninguno de los principios generales y esenciales 
de la legislación francesa, y no contiene ninguna disposición contraria á 
nuestro derecho público, ó á los intereses del orden público y de las buenas 
costumbres.—(Firmado) Moustier. » 
Tribunal Supremo de Justicia. —Auto de 22 de Octubre de 1867, acor- 
dando la ejecución en España de una sentencia pronunciada por el tribunal francés de 
comercio del Sena. 
«Considerando que el espiritu y letra de las prescripciones de la ley de 
Enjuiciamiento civil, sobre cumplimiento de sentencias dictadas por jueces ó 
tribunales extranjeros, tienden visiblemente á establecer el principio de reci-
procidad entre España y las demás naciones, pues según los arts. 923 y 924, 
(9552 y 953 de la ley actual), procede el exequatur á las sentencias extranjeras, 
si se da á las españolas la misma fuerza por la legislación del pais en que 
éstas se hayan pronunciado, 6 cuando por jurisprudencia se cumplen las dic-
tadas por tribunales de España: 
»Considerando que ha sido constante y uniforme la jurisprudencia de este 
Tribunal Supremo en su oposición á que se diera cumplimiento á las senten-
cias de Francia, porque ni por su legislación, ni por la jurisprudencia de sus 
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6 cuando-la. sentencia ó los documentos sean contrarios á leyes 
prohibitivas del reino.»—eA.rt. 861. Cuando en el caso del artículo 
anterior haya sido negada la ejecución, 1. 0 , las sentencias extranje-
rááinp•,pducirán efecto alguno, y el negocio deberá ser nuevamen-
teAebatido ante los tribunales del reino y juzgado por éstos; 
ribumales, ea ap.ept ha el principio de reciprocidad con España, ni existia 
tratado alguno internacional sobro punto tan importante: 
»Considerando que en respuesta del Ministro de la Justicia del vecino im-
perio ú las preguntas que estimó la Sala debían dirigirsele por conducto de 
nuestro Embajador, relativas al valor quo se atribuye en cada uno de los dos 
países á sentencias de carácter contencioso, dictadas por los respectivos tri-
bunales, distinguiendo dicho Ministro los casos de que un súbdito francés 
haya sido llevado á un tribunal extranjero por aplicación de sus reglas de 
competencia y su procedimiento, ó de quo haya comparecido voluntariamente, 
y á virtud de una cláusula compromisoria, manifiesta respecto al primer pun-
to, que no siendo unánime la jurisprudencia francesa, se inclina visiblemente 
4 conceder it los tribunales de su país el derecho de revisar el fondo mismo 
de la causa; y en cuanto al segundo, que es precisamente el de que se trata 
y motivó la consulta, que á su parecer es seguro sería distinta la solución, 
porque así lo han juzgado frecuentemente aquellos tribunales, citando en su 
comprobación dos fallos pronunciados recientemente por el Imperial do París, 
en 11- de Enero y 26 de Junio de 1866: que en este caso, añade, sólo queda á 
la parte que ganó la ejecutoria, obtener de los tribunales franceses la fórmn-
la de su ejecución para que los agentes públicos puedan cumplimentará nom-
bre del Soberano de la nación, el fallo dictado por jueces cuya competencia y 
poderes han sido determinados por las partes, deduciéndose de estos datos 
que la jurisprudencia francesa ha relajado su antigua severidad en cuanto á, 
ejecución de sentencias de los tribunales extranjeros: 
»Considerando quo aun prescindiendo de lo expuestp, sin tener en cuenta 
si las sentencias que cita el Jefe de la Magistratura francesa, y las traídas á 
los autos por el Vizconde de Kerveguen, son bastantes para apreciar que ha 
variado la jurisprudencia de aquel pais, y por consiguiente para que tenga 
aplicación el principio de reciprocidad, es lo cierto que la legislación de am-
bas naciones ha sufrido un cambio esencial, aunque concreto it determinadas 
ejecutorias, por; el decreto del Gobierno imperial de 5 de Agosto do 1861, y la 
ley española de, 19 de Ju lio de1862, estableciéndose en estas disposiciones á 
virtud del compromiso empeñado en el curso, do la negociación y de un deber 
de natural reciprocidad, ,gne: ; las. spc}edades_,as ónimas y demás asociaciones 
comerciales i4nstriales y de crédito, baI1p ; , giro de las mismas, que están 
sometidas á la autorización de los Gobiernos respectivos, puedan ejercitar 
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2.°, los documentos públicos extranjeros, cuando hayan sido firma-
dos por las partes, tendrán el valor de actos privados, en todos los 
puntos en que estén conformes con las leyes del reino.» 
Holanda.—El antiguo derecho neerlandés ó de los Países-Bajos 
admitía, en esta materia, el principio de la reciprocidad; pero en 
los nuevos códigos del reino de Holanda, como basados en los de 
Francia, se ha seguido la jurisprudencia francesa, que no reconoce 
autoridad de cosa juzgada en las sentencias extranjeras. El art. 431 
del código de procedimiento civil de dicho reino, publicado en 1837, 
dice así: «Fuera de los casos expresamente marcados en la ley, nin-
guna sentencia dictada por jueces ó tribunales extranjeros puede 
ser ejecutada en el reino. Los pleitos pueden ser nuevamente de-
batidos ante los jueces neerlandeses y fallados por éstos. En el caso 
sus acciones y comparecer ante los tribunales de uno y otro país, sin otra 
condición que la de sumisión y conformidad a sus leyes: 
»Considerando que autorizada la Compañia del ferrocarril de Sevilla a 
Jerez y Cadiz para ejercitar sus acciones y presentarse en juicio ante los tri-
bunales franceses, a los que voluntariamente se sometió por la cláusula octa-
va del contrato celebrado con su colitigante el Vizconde de Kerveguen, es 
procedente que la sentencia pronunciada por el Tribunal de Comercio del 
Sena, donde ha defendido sus derechos la citada Compañia, sin alegar la in-
competencia del mismo, se lleve á debida ejecución, porque en otro caso se-
ria completamente ineficaz la autorización concedida por el Gobierno español 
â los súbditos franceses y por el de Francia a los españoles, si terminado el 
juicio ante los tribunales de uno ú otro pais, no fuera recíproca la obligación 
de cumplimentar las ejecutorias obtenidas al amparo de esa misma reciproci-
dad que establecen las disposiciones citadas, y constituyen un verdadero con-
venio entre las dos naciones en los casos concretos que ellas determinan: 
nY considerando por último, que la ejecutoria de cuyo cumplimiento se 
trata, reune las circunstancias que exige el art. 925 de la citada ley de Enjui-
ciamiento civil (igual al 954 de la ley vigente); 
»En virtud de estas consideraciones, 
»Declaramos haber lugar a la ejecución de la sentencia pronunciada por el 
Tribunal francés de Comercio del Sena en los autos promovidos por el Viz-
conde de Kerveguen contra la Compañia del ferrocarril de Sevilla a Jerez y 
Cadiz, y al efecto expidase Real provisión a la Audiencia de esta corte con 
inserción de esta providencia y demas que sea necesario para su cumplimien-
to.—Madrid 22 de Octubre de 1567.»—(Siguen las firmas del Presidente y Minis-
tr(l, del Tribunal, en número de nueve, que dictaron este auto.) 
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de la excepción antedicha, no podrán ejecutarse en este reino las 
sentencias extranjeras, sino después que el tribunal de primera 
instancia, en cuyo distrito deba verificarse la ejecución, haya con-
cedido, á instancia de parte, el permiso para ello en la forma indi-
cada en el artículo precedente (que es por medio de despacho, que 
se hace saber á domicilio á la parte contraria). Para conceder 
este permiso, el tribunal no someterá la causa á un nuevo examen. » 
Inglaterra.—En este reino no hay ley escrita sobre la materia; 
pero, según la jurisprudencia, no es la condición principal para la 
ejecución de las sentencias extranjeras la reciprocidad, sino la com-
petencia del tribunal de donde proceden. El que las ha obtenido 
debe entablar una nueva demanda ante el tribunal inglés compe-
tente para que se le adjudique ó pague lo que ha sido objeto de la 
sentencia. Esta se considera allí como un título legítimo y decisivo, 
que hace prueba completa mientras que la parte contraria no de-
muestre su irregularidad en el fondo ó en la forma. A falta de esta
justificación, el tribunal inglés dicta una nueva sentencia confir-
mando la extranjera, y dispone las medidas conducentes á la ejecu-
ción. Pero cuando se justifica la irregularidad del fallo, el tribunal 
inglés no lo confirma. Así lo asegura Kent, Wheaton y otros juris-
consultos ingleses, y se halla confirmado por una declaración que 
hizo en 1840 el embajador de Inglaterra en París. 
Italia.—En el código de procedimiento civil, aprobado en 25 
de Junio de 1865, que desde 1.° de Enero siguiente rige en todas 
las provincias del reino de Italia, sobre la materia de que tratamos 
se dispone: - 
«Art. 941. La fuerza ejecutiva de las sentencias dictadas por 
las Autoridades extranjeras se dará por el tribunal de apelación 
en cuya jurisdicción deban ser ejecutadas, previo un juicio de de-
liberación, en el que el tribunal examinará: 1.° Si la sentencia ha 
sido pronunciada por una Autoridad judicial competente. 2.° Si 
ha sido dictada después de citadas legalmente las partes. 3° Si 
éstas han estado legalmente representadas, 6 han sido declaradas 
en rebeldía con arreglo á la ley. - 4.° Si la sentencia contiene dis-
posiciones contrarias al orden público ó al derecho público interior 
del Reino. 
DE LA EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS 	 231 
»Art. 942. El juicio de deliberación será promovido con ci-
tación por procedimiento sumario de los interesados, y deberá 
oirse al Ministerio público. La parte que lo promueva deberá 
presentar la sentencia en forma auténtica. Si la ejecución de una 
sentencia se pidiere por la vía diplomática y la parte interesada no 
hubiere designado un procurador que promueva el juicio de deli-
beración, el tribunal de apelación, á instancia del Ministerio pú -
blico, nombrará de oficio á la misma parte un procurador que lo 
promueva en nombre de aquélla.» 
En los artículos siguientes hasta el 949 se ordena el procedi-
miento para ejecutar en aquel reino las providencias de secuestro, 
las relativas al exameji de testigos, actos periciales, juramentos, in-
terrogatorios ú otros actos de instrucción, citaciones y notifica-
ciones, acordadas por autoridades judiciales extranjeras, ordenán-
dose en el 950, que todo esto estará subordinado en su caso á los 
convenios internacionales. Téngase presente el celebrado con 
Cerdeña en 1851, inserto anteriormente. 
Noruega.—Véase Suecia. 
Portugal.—Aunque estaba convenido por medio de notas di-
plomáticas canjeadas en 1844, que los jueces del vecino reino de 
Portugal se entendieran directamente con los de España, y vice-
versa, para la remisión y cumplimiento de exhortos, convenio que 
se dejó después sin efecto, como hemos dicho en las páginas 575 y 
siguientes del tomo I, nunca se le consideró extensivo al cumpli-
miento de sentencias, acerca del cual se guardaba el principio de 
reciprocidad. Sobre esta materia, en el art. 31 del Código civil por-
tugués, sancionado en 1.° de Julio de 1867, se ordenó lo siguiente: 
«Las sentencias dictadas por tribunales extranjeros sobre derechos 
civiles, entre extranjeros y portugueses, podrán ser ejecutadas por 
ante los tribunales portugueses, en los términos prescritos en el 
código de procedimientos.» 
Después se publicó en dicha nación el código de procedimien-
to civil, que fué sancionado en 8 de Noviembre de 1876, y en el 
cap. VI del tít. I, lib. III, trata de la revisión de las sentencias 
dictadas por tribunales extranjeros, disponiendo lo siguiente: 
«Art. 1087. Las sentencias dictadas por tribunales extranja- 
        
232 	 LIB. II-TIT. VIII-ARTS. 951 á 954 
ros, á que se refiere el art. 31 del Código civil, no serán ejecutivas 
en el reino si no estuvieren revisadas y confirmadas por alguno de 
los tribunales superiores (Relaçóes), con audiencia de las partes 
interesadas y del ministerio público, salvo cuando otra cosa estu-
viere estipulada en los tratados.—Para esta revisión y , confirmación 
es competente el tribunal superior (a relaça,o) del distrito en que 
el demandado tenga su domicilio, ó en que estuvieren situados los 
bienes si el demandado no tiene domicilio en el reino.» 
En los artículos siguientes se ordena el procedimiento mandan-
do que se cite á la parte contraria para que dentro de ocho días 
formule su oposición al cumplimiento de la ejecutoria, si le intere-
sa, y se declara que «podrá servir de funda smento á la oposición: 
1.° Cualquier duda sobre la autenticidad del documento ó sobre la 
inteligencia de la sentencia. 2.° No ser firme la sentencia. 3.° Haber 
sido dictada por tribunal incompetente. 4.° No haber sido citadas 
debidamente las partes, ó no haber sido declaradas legalmente en 
rebeldía cuando dejasen de comparecer. 5.° Contener la sentencia 
decisiones contrarias á los principios del derecho público portugués 
ú ofensivas al orden público. 6.° Haber sido dictada contra algún 
súbdito portugués en oposición á los principios del derecho civil 
de Portugal, cuando por éste debiera ser resuelta la cuestión.» 
Se declara también que en estos procedimientos no se admiti-
rán pruebas sobre el fondo de la cuestión juzgada, y que son apli-
cables igualmente á las sentencias dictadas en pleitos en que ambos 
litigantes sean extranjeros, ó ambos portugueses. 
.Rusia.— Según una ordenanza imperial de 1827, no pueden 
ejecutarse en esta nación las sentencias extranjeras sino después de 
un nuevo examen sobre el fondo del fallo. Conforme con este prin-
cipio está también allí establecido que dichas sentencias no pueden 
ser ejecutadas en bienes inmuebles del deudor situados en Rusia; 
el demandante ha de entablar en este caso una nueva demanda 
ante el tribunal del lugar de la cosa. 
Suecia y Noruega.—La jurisprudencia de estas naciones no 
reconoce autoridad de cosa juzgada en las sentencias extranjeras, 
y el negocio tiene que ser snstanciado y juzgado de nuevo por los 
tribunales suecos y noruegos, y si bien toman en consideración los 
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hechos y motivos consignados en la sentencia extranjera, admiten 
al demandado todos los medios de defensa de que quiere valerse, 
aun aquellos que han sido desestimados por el tribunal extranjero. 
Suiza.—Los cantones alemanes se rigen sobre esta materia 
por el principio de la reciprocidad, admitido generalmente en Ale-
mania; al paso que en los cantones franceses domina el sistema de 
la legislación francesa, excepto en el de Vaud, según luego vere-
mos. Como algunos de ellos tienen sus códigos particulares, indi-
caremos lo que éstos ordenan sobre la ejecución de las sentencias 
extranjeras. 
En el cantón de Argovia, el art. 478 del código de procedi-
miento civil dispone lo siguiente: «Las sentencias extranjeras no 
serán ejecutadas en el cantón, sino cuando lo sean igualmente los 
argovienses en el país cuyos jueces hayan pronunciado aquéllas.» 
En el de Basilea la jurisprudencia tiene también establecida la 
reciprocidad, sin admitir al demandado otras excepciones que las 
relativas á la autenticidad de la sentencia y á la competencia del 
tribunal que la dictó. 
En el de Berna, el § 336 del código de procedimiento civil 
dispone, que «las sentencias extranjeras no podrán ser ejecutadas 
sin una orden previa del pequeño consejo (el poder ejecutivo), el 
cual se guiará por los tratados y por el principio de la recipro-
cidad.» 
En el de Lucerna, una ley de 26 de Noviembre de 1836 esta-
blece como regla general que, en toda materia, los tribunales lu-
cerneses observarán el principio de la reciprocidad, tanto con los 
otros cantones, como respecto de las naciones extranjeras. 
En el de San Galo tiene reconocido la jurisprudencia el mismo 
principio. 
En el de Turgovia, el § 289 del código de procedimiento civil 
de 1832 ordena lo siguiente: «Para la ejecución de una sentencia 
dictada por un tribunal extranjero en perjuicio de un habitante del 
cantón, se presentará demanda al gobernador del círculo (Bezirlts-
stathalter), el cual la pondrá en conocimiento del pequeño consejo 
(ó poder ejecutivo). Este último decidirá sobre si debe ó no conce-
derse la ejecución reclamada, conforme á los tratados existentes, ó 
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á la costumbre observada entre este cantón y cualquiera otro, ó un 
Estado extranjero.» 
Nada disponen sobre esta materia los códigos de procedimiento 
civil de los cantones de Glaris y Soleura; pero según la jurispru-
dencia establecida, corresponde al gobierno decidir en cada caso si 
debe ó no accederse á la ejecución de una sentencia extranjera, te-
niendo en consideración el principio de la reciprocidad. 
Esto en cuanto á los cantones alemanes: veamos ahora lo que 
se observa en los franceses. 
En el de Ginebra, además de los arts. 2123 y 2128 del Código 
civil francés, que está vigente en este cantón, se observa lo que 
sobre esta materia dispone su ley de procedimiento civil, en el ar-
tículo 376, que dice así: «Las sentencias dictadas y las escrituras 
públicas otorgadas fuera del cantón, no podrán ejecutarse sino des-
pués de haber sido declaradas ejecutorias por el tribunal de la Au-
diencia, oídas ó debidamente citadas las partes, y con audiencia 
también del ministerio público, sin perjuicio de las disposiciones 
contrarias que existan en los tratados ó convenciones.» 
Y en el cantón de Vaud, aunque no existe ley general sobre esta 
materia, la jurisprudencia parece se inclina más al sistema alemán 
de la reciprocidad, que al francés, y por punto general se accede 
á la ejecución de una sentencia extranjera cuando ha sido dictada 
en debida forma por el tribunal competente y media la reciproci-
dad: la competencia se determina por los principios admitidos en 
el cantón. Conforme á los artículos 2.° y 1589 de su Código civil, 
no se reconoce allí autoridad de cosa juzgada en las sentencias ex-
tranjeras cuando versan directamente sobre inmuebles situados en 
el cantón. Las relativas á la paternidad no pueden ejecutarse sin 
consultar antes al Consejo de Estado. 
Repúblicas de América.—Por regla general se observa en ellas 
sobre esta materia la legislación ó la jurisprudencia de la metró-
poli á que pertenecieron, como se ha dicho ya respecto de los Es-
tados Unidos. En los artículos 1563 al 1566 del código de proce-
dimientos civiles de Guatemala, publicado en 8 de Marzo de 1877, 
se copian casi literalmente. los artículos 922 al 925 de nuestra ley 
de Enjuiciamiento civil de 1855, iguales también á los que son ob 
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jeto de este comentario, sin que se hiciera novedad sobre este 
punto en la ley de reforma á dicho código de 20 de Febrero 
de 1882. Y en el de la República Argentina, promulgado en 18 de 
Agosto de 1880, los artículos 558 y 559 son iguales al 922 y 925 
de nuestra ley citada, suprimiéndose los 923 y 924 de ésta que el? 
tablecen la reciprocidad, de suerte que en dicha República se pres-
cinde de este principio y, á falta de tratados, se da cumplimiento á 
las sentencias extranjeras, siempre que reunan las circunstancias ex-
presadas en elart. 559 de su código de procedimientos, que son las 
mismas que se determinan en el 594 de la ley que estamos comen-
tando. También es análogo á nuestro procedimiento el que se or-
dena en dichos códigos, pero con la notable diferencia de que a11i 
ha de pedirse la ejecución de la sentencia ante el juez de primera 
instancia que sería competente para conocer del pleito, con el re-
curso de apelación para ante el tribunal superior. 
Esta reseña de la legislación y de la jurisprudencia extranjeras 
sobre la materia de que tratamos, podrá servir de norma para la 
debida ejecución de lo que se ordena en los arts. 952 y 953 de la 
nueva ley, á fin de poder aplicar el principio de reciprocidad que 
sancionan. Y respecto de las naciones en las que nada haya esta-
blecido ni por ley ni por jurisprudencia, se estará á la regla general 
del art. 954 que vamos á examinar. 
Como complemento de esta materia, véase lo que hemos ex-
puesto en el comentario del art. 70 (págs. 201 y siguientes del 
tomo I), sobre la competencia de nuestros tribunales para conocer 
de demandas contra extranjeros. Es necesario tenerlo presente 
para aplicarlo, en uso del principio de reciprocidad, cuando se 
trate de la ejecución de las sentencias que procedan de las na-
ciones en que se exige que el tribunal que dictó la ejecutoria sea 
competente con arreglo á las leyes del país en que haya de ejecu-
tarse. 
Regla general para los demás casos.—Ya hemos visto que 
cuando la sentencia extranjera, cuya ejecución haya de verificarse 
en territorio español, proceda de una nación con la que España 
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haya celebrado tratados especiales sobre la materia, nuestros tri-
bunales han de ajustarse á lo estipulado en estas convenciones (ar-
tículo 951); y que á falta de tratados, ha de observarse el principio 
de reciprocidad, negando el cumplimiento á la sentencia extran-
jera cuando por ley ó por jurisprudencia se niegue á las españolas 
en el país de donde proceda; ó concediéndolo, si se les otorga, ya 
absoluta, ya condicionalmente (arts. 952 y 953). Pero podrá suceder 
que la ejecutoria extranjera proceda de una nación que no se en-
cuentre en ninguno de estos casos, en la que no haya ley expresa ni 
jurisprudencia establecida, que puedan servir de regla para apre-
ciar si allí se dará ó no cumplimiento á las sentencias españolas: en 
tal caso, con arreglo á lo que ordena el art. 954 ha de darse en Es-
paña á la ejecutoria extranjera fuerza y valor de cosa juzgada, y 
ha de acordarse, por tanto, su cumplimiento siempre que reuna las 
circunstancias que luego explicaremos. 
Resulta, pues, que la nueva ley, como ya hemos indicado ante-
riormente, ha optado por el sistema de los que juzgan más conve-
niente dar á esta materia toda la latitud posible, prescindiendo de 
la rigidez de los principios. Por esta misma razón creemos que, en 
caso de duda ó ignorancia sobre lo que se halle establecido en la 
nacion de donde proceda la sentencia, debe accederse á su cumpli-
miento si reune las circunstancias del art. 954: la interpretación y 
aplicación en sentido lato de estas disposiciones de la ley es con-
forme á su espíritu. De modo que puede sentarse como regla ge-
neral, sin otra excepción que la contenida en el art. 952, que toda 
sentencia extranjera es ejecutoria en España bajo las condiciones 
que exijan la reciprocidad ó los tratados diplomáticos; y á falta de 
aquélla y de éstos, lo será sin restricción alguna, siempre que re-
tina las circunstancias siguientes: 
1 â aQue la ejecutoria haya sido dictada d consecuencia del 
ejercicio de una acción personal.»—Fúndase esta circunstancia en 
el principio reconocido por todas las naciones y sancionado en el 
art. 10 del Código civil, de que los inmuebles se rigen por la ley 
del lugar en que están situados, y en que el juez competente para 
conocer de las acciones reales es el del lugar en que se halla la 
cosa. Por estas y otras consideraciones de conveniencia pública, y 
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que afectan á la soberanía é independencia de los Estados, se  or-
dena que sólo tengan fuerza en España las ejecutorias extranjeras, 
cuando hayan sido dictadas á consecuencia del ejercicio de una 
acción personal: las acciones reales sobre bienes raíces ó muebles 
situados en territorio español, han de ejercitarse siempre ante los 
tribunales españoles. Si los muebles se hallan en el extranjero con 
la persona demandada, bien podrán ser allí demandados, porque 
se consideran ambulantes como la persona, y porque allí mismo po-
drá se'r ejecutada la sentencia. Si fuese mixta la acción ejecutada 
en el extranjero, no tendrá fuerza en España la ejecutoria en cuan-
to afecté á los inmuebles. 
2.a «Que la ejecutoria no haya sido dictada en rebeldía.»—Con 
esta condición se evitarán los abusos que pudieran cometerse de-
mandando en el extranjero por acción personal y condenando en 
rebeldía á una persona residente en los dominios de España, cuan-
do por la naturaleza de la acción el juez competente es el de la re-
sidencia. No hay términos hábiles para promover contiendas de 
competencia con un juez extranjero, y no queda otro recurso al es-
pañol ó residente en España, demandado y citado para comparecer 
ante un juez extranjero á quien cree incompetente, que el de no 
comparecer ante él para no someterse á su jurisdicción. Además, la 
rebeldía no es siempre voluntaria, y por esto se conceden al decla-
rado en ella algunos recursos contra la sentencia que le ha conde-
nado sin oirle, de cuyos medios de defensa sería privado el conde-
nado en rebeldía por una sentencia extranjera, si ésta debiera 11e-
varse desde luego á ejecución. En estas y otras consideraciones de 
interés público, reconocidas además por el derecho de gentes, se 
funda la disposición antedicha que no concede autoridad de cosa 
juzgada á las sentencias extranjeras dictadas en rebeldía y á con-
secuencia del ejercicio de una acción personal. En tal caso debe el 
demandante promover un nuevo juicio ante el juez español compe-
tente. 
3.a «Que la obligación para cuyo cumplimiento se haya proce-
dido, sea lícita en España.»—La doctrina que hemos expuesto al 
comentar el art. 600 (pág. 259 y siguientes del tomo III) es apli-
cable á esta circunstancia y á la siguiente. Si la obligación es ilícita 
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ó ineficaz según las leyes españolas, no puede tener cumplimiento 
en España, por más que haya sido sancionada ó aprobada por el 
fallo de un tribunal extranjero. Esta sentencia, según los principios 
que sirven de base al derecho internacional, no puede tener aquí 
fuerza alguna, como no la tiene el documento público en que se 
baya consignado tal obligación. Para que una obligación sea lícita 
y eficaz, no sólo ha de atenderse á la materia objeto de ella, sino 
también al consentimiento y á la capacidad de los otorgantes; pero 
téngase presente que la capacidad se rige por las leyes de la nación 
á que pertenece el individuo, como hemos dicho en el lugar citado, 
al paso que el consentimiento y la materia de la obligación se rigen 
por las leyes del país en que ésta haya de ejecutarse. 
Esta doctrina está conforme con lo establecido en los artículos 
9.° , 10 y 11 del Código civil, añadiéndose en el último de ellos, de 
aplición concreta á este caso, que «las leyes prohibitivas concer-
nientes á las personas, sus actos ó sus bienes, y las que tienen por 
objeto el orden público y las buenas costumbres, no quedarán sin 
efecto por leyes ó sentencias dictadas, ni por disposiciones ó con-
venciones acordadas en país extranjero.» 
4.a «Que la carta ejecutoria reuna los requisitos necesarios en 
la nación en que se haya dictado para ser considerada como autén-
tica y los que las leyes españolas requieren para que haga  fe en Es-
paila.»— La palabra ejecutoria tiene en el foro dos acepciones: se 
On la una, significa la sentencia que ha pasado en autoridad de 
cosa juzgada; y según la otra, se expresa con ella el despacho, pro-
visión ó documento que se libra por los tribunales para la ejecución 
de dicha sentencia. En el primer sentido se ha hablado de la ejecu-
toria en las circunstancias 1.a y 2.a; y en el último trata de ella 
la 4."  que vamos á examinar, pues además de que la autenticidad 
se refiere á la forma, y no al fondo del documento, para que no 
haya duda se ha adicionado el sustantivo carta al adjetivo ejecuto-
ria, único empleado en la ley anterior. 
En el caso, pues, de que tratamos, para que pueda ejecutarse 
en España una sentencia extranjera, además de los requisitos antes 
enumerados que se refieren al fondo de la cuestión por ella resuel-
ta y á la forma del procedimiento, ha de reunir, en cuanto á la for- 
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ma de la ejecutoria, los necesarios en la nación en que se haya li-
brado el documento para ser considerada como auténtica ó feha-
ciente; y además los que las leyes españolas requieren para que 
haga fe en España. Estos requisitos son los mismos que exige el 
art. 600 para que tengan fuerza en España los documentos otor-
gados en una nación extranjera: ya los hemos explicado en el co-
mentario de dicho artículo (pág. 262 y siguientes del tomo III), al 
que nos referimos por tanto. Si la carta ejecutoria ha sido librada 
por el tribunal extranjero que la dictó, con inserción literal de la 
sentencia y relación conveniente para formar juicio exacto de la 
naturaleza de la cuestión debatida, y viene legalizada en debida 
forma, reunirá los requisitos necesarios para que se tenga por au-
téntica y haga fe en España, salva siempre la prueba en contrario. 
En el citado comentario hemos explicado también la forma de estas 
legalizaciones. 
Concluiremos este comentario manifestando que además de las 
cuatro circunstancias expuestas, consignadas expresamente en la 
ley, ha de concurrir otra que en éstas se da por supuesta, y que es 
de derecho internacional y de rigorosa justicia; tal es la de que se 
haya seguido el juicio por los trámites legales, permitiendo á los li-
tigantes todas las apelaciones y recursos que conceda la ley del 
lugar en que se haya dictado la sentencia, hasta que ésta cause eje-
cutoria. En el despacho que se libre para su ejecución, deberá ex-
presarse esta última circunstancia, esto es, que la sentencia ha pa-
sado en autoridad de cosa juzgada. 
ARTÍCULO 955 
( Art. 954 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
La ejecucion de las sentencias pronunciadas en na-
ciones extranjeras se pedirá ante el Tribunal Supremo. 
Se exceptúa el caso en que, segun los tratados, co-
rresponda su conocimiento á otros Tribunales. 
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ARTÍCULO 956 
(Art. 955 para Cuba y Puerto Rico.) 
Prévia la traduccion de la ejecutoria hecha con arre-
glo á derecho, y despues de oir, por término de nueve 
dias, á la . parte contra quien se dirija y al Fiscal, el 
Tribunal declarará si debe ó no darse cumplimiento á 
dicha ejecutoria. 
Contra este auto no habrá ulterior recurso. 
ARTÍCULO 957 
Para la citacion de la parte á quien deba oirse se-
gun el artículo anterior, se librará certificacion á la 
Audiencia en cuyo territorio esté domiciliada. 
El término para comparecer será el de treinta dias. 
Pasado dicho término, el Tribunal proseguirá en el 
conocimiento de los autos, aunque no haya compare-
cido el citado. 
Art. 956 para Cuba y Puerto Rico.—(El párrafo 1. ° y el último son 
iguales en ambos artículos, adicionándose en el de Ultramar el 
párrafo 2.° del de la Península del modo siguiente:) 
«El término para comparecer será el de treinta días,, si la parte 
residiere en la Península, islas adyacentes ó en las Canarias. 
»De sesenta días, si residiere en las islas de Cuba 6 Puerto Rico . 
»De noventa días, si residiere en las islas Filipinas.» 
ARTÍCULO 958 
(Art, 957 para Cuba y Puerto Rico.) 
Denegándose el cumplimiento, se devolverá la eje - 
cutoria al que la haya presentado. 
Otorgándose, se comunicará el auto por certificacion 
á la Audiencia, para que ésta dé la órden correspon-
diente al Juez de primera instancia del partido en que 
esté domiciliado el condenado en la sentencia, 6 del 
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en que deba ejecutarse, á fin de que tenga efecto lo 
en ella mandado, empleando los medios de .ejecucion 
establecidos en la seccion anterior. 
Concuerdan con los artículos 926 á 929 de la ley de 1855, pero 
modificada su redacción para expresar con más claridad los con-
ceptos, aunque sin hacer novedad en el procedimiento ni en la com-
petencia: por una y otra ley corresponde al Tribunal Supremo el 
conocimiento de estos asuntos, y han de sustanciarse y decidirse 
en la forma que se ordena en estos artículos, cualquiera que sea la 
procedencia de la sentencia extranjera cuya ejecución se solicite. 
Sobre estos puntos no cabe la reciprocidad: la sentencia se ejecuta 
bajo la autoridad de la ley y por ministerio de los tribunales de la 
nación donde ha de tener efecto, y por tanto debe aplicarse de 
lleno la regla de derecho internacional, locus regit actum, cual-
quiera que sea la nacionalidad del demandante y del demandado. 
En efecto; todos los publicistas reconocen que, aun admitién-
dose la reciprocidad, ha de estarse á lo que determine la ley del 
lugar de la ejecución respecto del tribunal que haya de conocer 
de ésta; si ha de decretarse á la simple demanda ó requerimiento 
de la parte, ó si ha de presentarse la ejecutoria con exhorto del tri-
bunal sentenciador, y sobre las formalidades que hayan de guar-
darse, y los procedimientos y medios de ejecución que podrán em-
plearse para que tenga efecto la sentencia extranjera. La recipro-
cidad, donde se admita, ha de guardarse en lo relativo á si el tri-
bunal de la ejecución podrá ó no conocer del fondo del negocio: 
esto afecta á la esencia y no á la forma, en razón á que si puede 
conocer del fondo se constituye en tribunal de revisión del tribu-
nal extranjero que dictó el fallo; se permite una nueva instancia, y 
se pronuncia una nueva sentencia, lo cual está muy lejos de ser 
una simple ordenanza de ejecución. Nuestra ley de Enjuiciamiento 
ha basado en aquellos principios las disposiciones de los artículos 
preinsertos que vamos á examinar. 
Ordénase en primer lugar por el 955 que «la ejecución de las 
sentencias pronunciadas en naciones extranjeras se pedirá ante el 
TOMO IV 	 31 
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Tribunal Supremo.» Llama la atención el que se cometa esta fa-
cultad al Tribunal Supremo, cuando en las demás naciones se co-
mete á los tribunales territoriales ó departamentales, y en algunas 
á los jueces de primera instancia. Para separarnos en este punto 
de lo que puede decirse que es de derecho público europeo, y que 
aceptó también nuestro Gobierno en el tratado con Cerdeña 
de 1851, se habrá tenido en cuenta, entre otras razones, la actual 
organización de nuestros tribunales y la importancia de la cues-
tión, por afectar la soberanía é independencia nacional, y á los 
intereses de los españoles en el extranjero, donde se les sujetará 
al principio de reciprocidad. Por esto y para que sea uniforme la 
jurisprudencia se ha conferido esa facultad al Tribunal Supremo en 
su Sala tercera, pero exceptuando el caso en que, según los trata-
dos, corresponda su conocimiento á otros tribunales; excepción no 
contenida en la ley anterior de 1855, aunque sí en la orgánica 
de 1870. 
Ya hemos dicho que sobre esta materia no existe otro tratado 
que el celebrado con Cerdeña en 1851, inserto anteriormente, se-
gún el cual corresponde declarar ejecutiva la sentencia al tribunal 
superior, ó sea á la Audiencia en cuyo territorio haya de tener 
cumplimiento. Téngase también presente la declaración hecha por 
el Tribunal Supremo en sentencia de 2 de Octubre de 1880, de 
que debe reputarse extensivo dicho tratado á todo el reino de 
Italia. (Véase en la pag. '219 de este tomo.) 
Con esta sola excepción por ahora, ha de pedirse ante la Sala 
tercera del Tribunal Supremo la ejecución de las sentencias extran-
jeras, sin atender á lo que sobre esto se haga en la nación de donde 
proceda la ejecutoria. A dicho, Tribunal no se confiere la facultad 
de conocer del fondo del negocio: se concretará por lo tanto á 
examinar, bajo el supuesto de la reciprocidad, si en la sentencia 
extranjera concurren los requisitos que se exijan en la nación de 
donde procede para dar el pase y cumplimiento á las de los tribu-
nales españoles, ó si reune en otro caso, y también bajo el supuesto 
de que por ley por jurisprudencia no se niegue el pase á las de 
nuestros tribunales, las circunstancias que expresa el art. 954. En 
todo caso ha de examinar, además, si la sentencia contiene alguna 
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disposición contraria al orden público, á la soberanía ó á los inte-
reses de España, ó á las buenas costumbres, pues así lo exigen los 
principios del derecho internacional y de gentes y el cumplimiento 
del párrafo último del art. 11 de nuestro Código civil; y sólo cuan- 
do no ocurra dificultad sobre ninguno de dichos puntos, otorgará 
la ejecución ó cumplimiento de la sentencia extranjera. 
Los trámites que para esto se establecen son bien sencillos, y 
están expresados con claridad en los artículos que comprende este 
comentario. El que haya obtenido la ejecutoria acudirá por medio 
de procurador y con dirección de letrado ante la Sala tercera del 
Tribunal Supremo presentando la ejecutoria extranjera, debidamen-
te legalizada, y solicitando que se acuerde su cumplimiento y ejecu-
ción por los trámites legales. Debe también acompañarse el papel 
de reintegro correspondiente, á no ser que se hubiese agregado al 
presentarla en el Ministerio de Estado para su legalización ó tra- 
ducción. Nuestra ley no exige el exhorto ó carta rogatoria del 
 tri-
bunal sentenciador, y no es necesario por tanto este documento, á 
no ser que la ejecutoria proceda de Italia, pues lo exige el tratado 
con Cerdeña. El secretario á quien corresponda dará cuenta á la 
Sala, la cual mandará ante todo que se practique en debida forma 
la traducción de la ejecutoria, remitiéndola al efecto á la oficina de 
la Interpretación de lenguas, si no se hubiese presentado traducida 
ya por dicha oficina, como suele hacerse. 
Hecha la traducción, ha de decretar la Sala que se cite al con-
denado por la ejecutoria para que comparezca dentro de treinta 
días á hacer uso de su derecho, librándose para ello certificación á 
la Audiencia en cuyo territorio esté domiciliado, la cual á su vez 
puede cometer la diligencia al juez de primera instancia correspon-
diente. Dicho término de treinta días ha de ampliarse á sesenta 
cuando el que ha de ser citado resida en las islas de Cnba y Puer-
to Rico, y á noventa días si residiere en Filipinas, como se ordena 
en el art. 956 de la ley para Ultramar. Si comparece el citado, per-
sonándose por medio de procurador, se le da audiencia por nueve 
días, entregándole los autos para que se oponga al cumplimiento 
de la ejecutoria, si le conviene y hay razones para ello; y si no com-
parece, transcurrido el término señalado, á instancia de la otra par- 
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te se da á los autos el curso correspondiente, sin declarar en re-
beldía al que no ha comparecido ni hacerle las notificaciones en es-
trados, pues supone la ley que renuncia al derecho de ser parte en 
estas actuaciones. 
Comparezca ó no el citado, ha de oirse después al Ministerio 
fiscal, también por término de nueve días. Dicho Ministerio, no sólo 
deberá exponer lo que crea conducente acerca de si la ejecutoria 
se halla en alguno de los casos previstos-en los artículos 951 á 954, 
y si reune las circunstancias que según ellos son necesarias para 
que sea ejecutiva en España, sino que habrá de examinar también 
si contiene alguna disposición contraria al orden público, á la so-
beranía ó á los intereses de nuestra nación ó á las buenas costum-
bres, pero sin entrar en el fondo del negocio, y concluirá propo-
niendo al tribunal lo que estime procedente respecto del cumpli-
miento, se haya opuesto ó no el demandado. Sin más trámites 
fallará la Sala lo que estime arreglado á derecho. Contra este auto 
no se concede recurso alguno. 
Si el Tribunal Supremo declara no haber lugar al cumplimien-
to de la ejecutoria, debe mandar al mismo tiempo que se devuelva . 
ésta al que la haya presentado, lo que se practicará por el secre-
tario ó escribano de Cámara, desglosándola de los autos para en-
tregarla original á la parte, si bien quedará en éstos la nota y re-
cibo correspondientes. En tal caso no queda al interesado otro re-
curso que demandar á la parte contraria en juicio ordinario ante el 
juzgado español competente, presentando la ejecutoria extranjera 
como un documento de prueba, que servirá de comprobante de su 
acción y derecho, mientras no se pruebe lo contrario. 
Y si el Tribunal Supremo concede el pase á la ejecutoria ex-
tranjera, otorgando su cumplimiento, debe desde luego llevarse á 
efecto lo mismo que si hubiera sido dictada por nuestros tribuna-
les. A este fin, con inserción de la ejecutoria traducida y del auto 
ha de dirigirse certificación á la Audiencia para que ésta dé la or-
den correspondiente al juez de primera instancia del partido en 
que esté domiciliado el condenado en la sentencia, ó al del en que 
deba ejecutarse, para que se lleve á efecto por los medios esta-
blecidos en la sección anterior. 
  
  
FORMULARIOS DEL TÍTULO VIII. 
De la ejecución de las sentencias. 
SECCION I. 
DE LAS SENTENCIAS DICTADAS POR TRIBUNALES Y JUECES ESPAÑOLES. 
Cuando la sentencia que haya de llevarse á efecto, sea una ejecutoria 
del tribunal superior, luego que se reciba en el juzgado de primera ins-
tancia la certificación que la contenga, á continuación de la misma se 
dictará de oficio la siguiente 
Providencia.— Guárdese y cúmplase la precedente ejecutoria, acúsese 
su recibo y hágase saber á las partes para que insten lo que les convenga. 
El Sr. D..., juez de primera instancia de esta villa y su partido, lo man-
dó, etc. (Fecha y firma entera del juez y escribano.) 
Notificación á las partes en la forma ordinaria. 
Hecha esta notificación, ha de esperarse á que la parte que ha obte-
nido la ejecutoria solicite lo conducente para su cumplimiento, pues en 
estas diligencias no puede procederse sino á instancia de parte. Cuando 
haya sido consentida y pasada en autoridad'de cosa juzgada la sentencia 
de primera instancia, se esperará también para llevarla á efecto á que la 
parte lo solicite. En ambos casos son iguales los procedimientos. 
Escrito solicitando la ejecución de una sentencia que condena al pago 
de cantidad líquida.—Al Juzgado de primera instancia.—D. José A., en 
nombre de D. Justo B., en los autos con D. Lope C., digo: Que según 
resulta de la ejecutoria que se ha recibido del tribunal superior, la parte 
contraria ha sido condenada en segunda instancia al pago de las treinta 
mil pesetas que le he demandado, y en las costas. (Si la sentencia es de 
246 	 FORMULARIOS DEL TITULO VIII 
primera instancia, se dirá: Que por no haberse interpuesto apelación, ha 
sido consentida, y de consiguiente pasada en autoridad de cosa juzgada 
por ministerio de la ley, la sentencia pronunciada en estos autos en tal 
dia, condenando á la parte contraria al pago de las treinta mil pesetas 
que le demandaba.) Se está, pues, en el caso de llevar efecto dicha sen-
tencia, puesto que la parte contraria, á pesar del tiempo transcurrido, no 
ha satisfecho á mi representado la expresada suma. A este fin, 
Suplico al Juzgado se sirva mandar se proceda desde luego, en de-
bida forma y sin previo requerimiento personal, al embargo de bienes de 
D. Lope C., hasta en cantidad suficiente a cubrir la suma en que ha sido 
condenado, y las costas que se causen hasta su efectivo pago, por ser así 
conforme a justicia que pido.—(Fecha y firma del letrado y procurador.) 
Providencia.— Juez Sr. N. — (Lugar y fecha.) 
Como se pide, expidiendo al efecto el oportuno mandamiento. Lo 
mandó, etc. 
Notificación á la parte que insta. 
El mandamiento y embargo, como en el juicio ejecutivo. Hecho el 
embargo, se procederá á instancia del acreedor al avalúo y venta de los 
bienes hasta realizar el pago, en la misma forma que en el procedimiento 
de apremio, después de dicho juicio, donde podrán verse estos formu - 
larios. 
Escrito solicitando la ejecución de una sentencia que'condene á hacer 
alguna cosa.—D. José A., en nombre de D. Justo B., etc., digo: Que por 
sentencia ejecutoria pronunciada en estos autos con tal fecha, ha sido 
condenado el referido D. Lope C. a demoler a su costa las obras que ha-
bía ejecutado en la finca de que se trata en estos autos, reponiéndolas at 
ser y estado que tenían antes de su construcción; y no habiéndolo ejecu-
tado á pesar del tiempo transcurrido, procede y 
Suplico al Juzgado se sirva ordenar al citado C., que en el preciso tér-
mino de nueve días cumpla lo que se ordena en dicha sentencia, bajo 
apercibimiento de que no verificándolo se hará á su costa, debiendo sa-
tisfacer además las que se ocasionen en estas actuaciones; por ser así de 
justicia que pido.—(Fecha y firma del letrado y procurador.) 
Providencia.—Como se pide. (Si el juez no creyese suficiente el plazo 
que se propone, añadirá:) entendiéndose dentro del plazo de tantos días 
que al efecto se le conceden. Lo mandó, etc. 
Notificación al procurador del demandante y al demandado. 
/^ ^
r 
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Transcurrido el plazo señalado sin haberse hecho la demolición 6 lo 
mandado en la ejecutoria, solicitará la parte interesada que se ejecute ju-
dicialmente, y asi se acordará empleando los medios necesarios al efecto. 
Escrito para el caso en que hubiere condena de hacer un hecho perso-
nalisiMo — D. José A , en nombre  del). Justo B., etc., digo: Que en  tan-
tos se pronunció sentencia, por la que se condenó al D. Lope C., á que 
pintara para mi representado un cuadro de... (6 lo que sea), en que se 
había convenido; y como aquélla se halle consentida de derecho por no 
haberse apelado en tiempo, 
Suplico al Juzgado se sirva mandará D. Lope C., que comience des-
de luego la ejecución de lo que se manda en dicha sentencia, terminan-
do la obra en el plazo que por el Juzgado se le designe, bajo apercibi-
miento de que no realizándolo, se entenderá que opta por el resarcimien-
to de perjuicios, con las costas de estas diligencias, con arreglo á lo pre-
venido en los artículos 924 y 950 de la ley de Enjuiciamiento civil; por 
ser así de justicia que pido.--(Fecha y firma del letrado y procurador.) 
Providencia.—Juez Sr. N.—(Lugar y fecha). 
Hágase saber á D. Lope C., que en el término de tres meses cumpla lo 
mandado en la sentencia, como se solicita en el anterior escrito, bajo 
apercibimiento de que no realizándolo, se entenderá que opta por el re-
sarcimiento de perjuicios. Lo mandó, etc. 
Esta providencia se notificará a las dos partes. Transcurrido el plazo 
designado, y no habiéndose cumplido lo que se mandó en la sentencia, se 
pedirá el resarcimiento de perjuicios, procediéndose á su liquidación en 
los términos que después veremos, si no se hubiere fijada su impor-
tancia en la sentencia. 
En todos los casos en que la sentencia condene á hacer, 6 no hacer, ó 
entregar alguna cosa ó cantidad ilíquida, si no puede tener inmediato 
cumplimiento, puede el actor pedir el embargo de bienes del deudor, 
conforme al art. 923. 
Escrito pidiendo la ejecución de sentencia que condena d la entre-
ga de una cosa inmueble determinada.—D. José A., en nombre de Don 
Justo B., etc., digo: Que por la sentencia ejecutoria del tribunal superior 
pronunciada en estos autos (6 por la sentencia dictada por este Juzgado 
en tal día y que ha sido consentida), se ha declarado ser de mi principal 
la heredad designada en la misma sentencia, condenando á D. Lope C. á 
que se la entregue y la deje á su libre disposición dentro de nueve días, 
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y le abone los frutos producidos desde la "contestación de la demanda; 
y como sea transcurrido dicho término sin que la parte contraria haya 
cumplido lo mandado en la referida sentencia, procede y 
Suplico al Juzgado se sirva mandar se lleve á efecto á costa de dicha 
parte, y  que en su consecuencia se entregue a mi representado la men-
cionada heredad, confiriéndole desde luego la posesión judicial de ella, 
haciendo al arrendatario el requerimiento oportuno para que le re-
conozca corno dueño, y tomándose razón en el Registro de la propiedad, 
a cuyo fin se expida el correspondiente mandamiento; todo sin perjuicio 
de hacer después la reclamación de los frutos en la forma prevenida por 
la ley; por ser asi conforme a justicia que pido.—(Fecha y firma del abo-
gado y del procurador ) 
Providencia.— Juez Sr. N.—(Lugar y fecha.) 
Como se pide, dándose comisión á uno de los alguaciles del Juzgado 
para que con asistencia de Escribano, ponga en posesión de la finca de 
que se trata á D. Justo B., haciéndose los requerimientos que se solicita-
sen, y expidiéndose por duplicado el mandamiento al Registrador de la 
propiedad. Lo mandó, etc. 
Notificación á los procuradores de las partes en la forma ordinaria. 
Diligencia de posesión.—(Se acomodará á lo prevenido en los artícu-
los 2058 y 2059, expresando si concurre 5 no la parte contraria y te-
niendo presente que se hace la entrega de la Tinca y se da la posesión al 
que la ha reclamado, no sin perjuicio de tercero, sino absolutamente 
como á dueño.) 
Notificación y requerimiento al arrendatario, conforme al formulario 
de la pág. 633 del tomo I. 
Nola de haber expedido el mandamiento para la inscripción de la sen-
tencia en el Registro de la propiedad. 
Lo mismo se practicará cuando la condena sea de entregar una cosa 
mueble determinada, lo que se llevará á efecto judicialmente, comisio-
nando al alguacil, asistido del actuario, para que la saque, tome ó apre-
henda de poder de quien la tenga y la entregue á su dueño, ó empleando 
cualesquiera otros medios conducentes al efecto. Si no puede realizarse 
la entrega, se pedirá la indemnización de daños y perjuicios, practicán-
dose su liquidación en la forma que luego se dirá. 
Cuando en una misma sentencia se condene al pago de una cantidad 
liquida y de otra iltquida, podrá procederse á hacer efectiva la primera 
• 
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sin necesidad de esperar á que se liquide la segunda (art. 927). En estos 
casos y en todos los demás en que la sentencia contenga varios extremos, 
para cuya ejecución sea necesario emplear diferentes procedimientos, po-
drá la parte interesada pedir que se lleven á efecto sucesiva ó simultánea-
mente, según le convenga ó crea más expedito, formándose en este se-
gundo caso las piezas separadas que sean necesarias. 
Escrito presentando la liquidación de daños y perjuicios.—Al Juzgado 
de primera instancia.—D. José A., en nombre de D. Justo B., etc., digo: 
Que por la sentencia ejecutoria recaída en estos autos ha sido condenado 
D. Lope C. á que abone á mi parte los daños y perjuicios que le ha oca-
sionado con la falta de cumplimiento de tal obligación. Para llevar á 
efecto esta condena, cuyo importe no se ha fijado en cantidad líquida, es 
preciso practicar previamente su liquidación, á cuyo fin, y en cumpli-
miento de lo mandado en el art. 928 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
presento la relación de dichos daños y perjuicios y de su importe, con 
sujeción (en su caso) a las bases establecidas en la misma sentencia. 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentada dicha relación con la 
• copia de la misma y de este escrito, se sirva aprobarla con audiencia de la 
parte contraria como previene la ley, y mandar se proceda a hacer efec-
tiva la cantidad líquida que de ella resulta, en la forma establecida en los 
artículos 924 y 922 de dicha ley y a costa de dicha parte, como es de 
justicia que pido. 
Otrosi.—Para el caso de que se oponga la parte contraria á la rela-
ción de daños y perjuicios que dejo presentada 6 á su importe, y no se 
conforme con los hechos en que la fundo, procede y—Suplico al Juzgado 
se sirva recibir prueba este incidente, conforma a lo prevenido en los 
artículos 937 y 938 de la ley antes citada. —(Lugar, fecha y rirma del le-
trado y del procurador.) 
Relación de los daños y perjuicios que D. Lope C. debe abonar á 
D. Justo B., en cumplimiento de lo mandado en la sentencia firme de tal 
techa.—(Se hará la relación circunstanciada de los hechos que constitu-
yan los daños y perjuicios, con sujeción g las bases establecidas en la sen-
tencia ó a lo que en ella se hubiese mandado, formándola por partidas y 
consignando en cada una de ellas su importe en cantidad liquida, que se 
sacará al margen de la derecha, para sumar después todas las partidas á 
fin de que aparezca el importe total. Aunque de la ley se deduce que esta 
relación ha de presentarse por separado, y así deberá hacerse siempre 
que conste de varias partidas, no vemos inconveniente en que se incluya 
en el cuerpo del escrito, cuando por estar bien determinados los perjui-
cios en la sentencia, baste referirse a ella y fijar su importe en cantidad 
TOMO 1V 3$ 
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liquida. En todo caso debe llevar la firma del letrado y de la parte ó su 
procurador. Al escrito presentándola recaerá la siguiente) 
Providencia.—Juez Sr. N.—(Lugar y fecha.) 
Por presentado el anterior escrito con la relación de daños y perjui-
cios y sus copias: entréguense éstas á la parte de D. Lope C., á quien se 
confiere traslado para que dentro de seis días conteste lo que estime con-
veniente, advirtiéndole que si no lo verifica se entenderá que presta su 
conformidad. Lo mandó, etc. 
Notificación á las partes en la forma ordinaria, con entrega de las 
copias del escrito y relación al deudor. 
Si el deudor se conforma con la relación y su importe, ó deja trans-
currir los seis días sin evacuar el traslado, en cuyo caso deberá pedir la 
otra parte que se dé é los autos el curso correspondiente, el Juez dictará 
la providencia, que se formulará más adelante, aprobando la liquidación 
de daños y perjuicios presentada por el acreedor, Ÿ  mandando se proce-
da á hacer efectiva la cantidad líquida que resulte por embargo y venta 
de bienes, como en el caso de ser la condena de cantidad líquida. Contra 
dicha providencia no se da recurso alguno. 
Si se opone el deudor dentro de los seis días impugnando la relación 
ó su importe en todo ó en parte, se sustanciará la oposición en la forma 
que luego se expondrá. 
Escrito para la liquidación de frutos, rentas, utilidad 6 productos.-
AlJuzgado de...—D. José A., en nombre de D. Justo B., etc., digo: Que 
a la vez que por la sentencia ejecutoria pronunciada en estos autos se 
condenó al D. Lope C. á que entregara á mi parte la finca que en aqué-
lla se expresa y que ha sido objeto de este pleito, se le condenó también 
al pago de los frutos producidos por la misma finca desde la contesta-
ción de la demanda, sin fijarlos en cantidad líquida. Está ya ejecutada 
dicha sentencia en su primera parte, y á fin de que lo sea también en la 
segunda, procede y 
Suplico al Juzgado se sirva mandar se requiera á la parte de Don 
Lope C. para que dentro del término de diez días, ó el que el Juzgado 
tenga á bien señalarle, presente la liquidación de dichos frutos con arre-
glo á lo prevenido en el art. 932 de la ley de Enjuiciamiento civil, como 
es de justicia que pido.—(Lugar, fecha y firma del letrado y del procu-
rador.) 
Providencia.—Juez Sr. N.—(Lugar y fecha.) 
Requiérase á la parte de D. Lope C. para que dentro del término 
de... (el que el Juez crea suficiente) presente la liquidación de los frutos 
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de que se trata, conforme á lo prevenido en el art. 932 de la ley de En-
juiciamiento civil. Lo mandó, etc. 
Notificación á las partes y requerimiento al deudor en la forma ordi-
naria. 
Transcurrido el término sin que el deudor haya presentado la liqui-
dación, presentará el acreedor el siguiente 
Escrito de apremio para la liquidación.—D. José A., en nombre de 
D. Justo B., etc., digo: Que ha transcurrido el término señalado en pro-
videncia de tal fecha sin que la parte de D. Lope C. haya presentado la 
 liquidación de los frutos, á cuyo pago ha sido condenado por la senten-
cia de cuya ejecución se trata. Se está, pues, en el caso de apremiarle á 
que lo verifique, concediéndole un segundo término con el apercibimien-
to que previene el art. 933 de la ley de Enjuiciamiento civil Por tanto, 
Suplico al Juzgado se sirva mandar al D. Lope C. que presente di-
cha liquidación dentro del nuevo término de tantos días, bajo apercibi-
miento de que no verificándolo habrá de estar y pasar por la que pre-
sente mi parte en todo lo que no probare ser inexacta, como es de justi 
cia que pido.—(Lugar, fecha y firma del procurador). 
Providencia.—Juez Sr. N.—(Lugar y fecha.) 
llagase saber á la parte de D. Lope C. que cumpla lo que le está man-
dado presentando la liquidación de frutos dentro del nuevo término de.._ 
(no ha de exceder de la mitad del primero), bajo apercibimiento de que no 
presentándola antes de que transcurra, habrá de estar y pasar por la que 
presente la otra parte en todo lo que no probare ser inexacta. Lo man-
dó, etc. 
Notificación á las partes en la forma ordinaria. 
Si transcurre el segundo término sin que el deudor presente la liqui-
dación de frutos, rentas, utilidades ó productos, se dictará providencia 
mandando hacerlo saber al acreedor para que la formule y presente, sin 
fijarle término, y que para ello se le entreguen los autos originales, si los 
pidiere. Formada y presentada la liquidación por el acreedor, se da tras-
lado por seis días al deudor entregándole para evacuarlo las copias del 
escrito y de la liquidación que aquél debe acompañar, y si éste no se opone 
dentro de dicho término ó si manifiesta expresamente su conformidad, se 
dictará la siguiente 
Providencia.—Juez Sr. N.—(Lugar y fecha.) 
Mediante la conformidad de las partes, se aprueba la liquidación pre-
sentada por la de D. Justo B., y para hacerla efectiva procédase al em-
bargo de bienes de D. Lope C. hasta en cantidad. suficiente á cubrir las 
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tantas pesetas que resultan de dicha liquidación y las costas causadas y 
que se causen en estas actuaciones hasta su efectivo pago, expidiéndose 
para ello el oportuno mandamiento. Lo mandó, etc. 
Notificación á las partes en la forma ordinaria. 
Contra esta providencia no se da recurso alguno, y se lleva á efecto 
por la via de apremio como en la condena al pago de cantidad líquida. 
Escrito del deudor presentando la liquidación de frutos.—Al Juzgado 
de... —D. Pedro T., en nombre de D. Lope C., etc., digo: Que cumplien-
do con lo mandado en providencia de tal fecha, presento la liquidación 
de los frutos, á cuyo pago ha sido condenada mi parte, habiéndome su-
jetado (en su caso) á las bases establecidas en la sentencia (ó á lo que en 
ella se manda). 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentada dicha liquidación con 
la copia de la misma y de este escrito, se sirva aprobarla por los trámites 
que la ley ordena, como es de justicia que pido. (Si interesa el recibi-
miento á prueba para el caso de oposición, se solicitará por medio de 
otrosi, como ya se ha formulado anteriormente).—(Lugar, fecha y firma 
del letrado y del' procurador.) 
Providencia.—Por presentado el anterior escrito con la liquidación y 
copias que se acompañan: traslado por seis días á la otra parte, evacuán-
dolo con vista de dichas copias, que le serán entregadas. Lo mandó, etc. 
Notificación á las partes en la forma ordinaria, con entrega de las co-
pias á la que corresponda. 
La parte contraria debe presentar escrito dentro de los seis días, ma-
nifestando si está conforme con la liquidación; y si no lo está, los pun-
tos, hechos ó partidas que crea no son admisibles, ó que deben modifi-
carse, aumentarse ó disminuirse conforme á la sentencia. 
Iabiendo conformidad, se dictará sin más trámites la providencia an-
tes formulada aprobando la liquidación. 
En todos los casos en que no haya conformidad, debe la parte que 
se oponga confesar ó negar llanamente en el escrito los hechos que le 
perjudiquen de los expuestos por la contraria ,y solicitar por medio de 
otrosí el recibimiento á prueba, si le interesa El Juez lo otorgará, si es• 
tima necesaria la prueba, cuando alguna de las partes lo hubiere solici-
tado, recayendo en tal caso al escrito de oposición la siguiente 
Providencia recibiendo á prueba el incidente.—Por presentado el an-
terior escrito con su copia, la que se entregará á la otra parte, y median- 
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te á que no resulta conformidad se recibe á prueba este incidente, por 
término de veinte días (ó los que el Juez estime suficientes dentro de 
ellos), cuyo término será común para proponer y ejecutar la prueba; 
practicándose desde luego con citación de las partes la que se admita 
como pertinente. Lo mandó, etc. 
Notificación á las partes en la forma ordinaria, con entrega de la co-
pia del escrito á la que corresponda. 
Pueden utilizarse los mismos medios de prueba que en el juicio ordi-
nario de mayor cuantía, y se propondrán y practicarán en la forma que 
puede verse en las páginas 407 y siguientes del tomo Ill, pero ejecutan-
do desde luego la prueba que se proponga y sea admitida. 
Transcurrido el término de prueba, ó luego que esté ejecutada toda 
la propuesta, dará cuenta el actuario y se dictará de oficio la siguiente 
Providencia.—Unanse á los autos las pruebas practicadas y convó-
quese á las partes á comparecencia para el día tantos á tal hora (dentro 
de los ocho días siguientes) en la audiencia del Juzgado, poniéndoles 
mientras tanto de manifiesto las pruebas en la escribanía. Lo mandó, etc. 
Notificación y citación á las partes por medio de cédula, conforme á 
los formularios de la pág. 629 del tomo I. 
El Juez debe denegar el recibimiento á prueba, aunque lo haya soli-
citado alguna de las partes, cuando no la estime necesaria. Esta resolu-
ción ha de dictarse por medio de auto, del cual podrá apelar dentro de 
cinco días la parte que se crea perjudicada; en tal caso se tendrá por in-
terpuesta la apelación, pero sin admitirla hasta que se interponga del 
auto resolutorio de la  liquidación, y entonces se admitirán y sustancia-
rán á la vez ambas apelaciones. 
Tinto en este caso, como en el de no haberse solicitado el recibi-
miento á prueba por ninguna de las partes, luego que se presente el es-
crito impugnando la liquidación, se dictará sin más trámites la provi-
dencia antes formulada convocando á las partes á comparecencia, tenien-
do por presentado el escrito de impugnación y mandando entregar la co-
pia á la otra parte. 
Acta de la comparecencia. —En... (lugar y fecha), siendo tal hora (la 
señalada), se constituyó en audiencia pública el Sr D. N., Juez de pri-
mera instancia de este partido, con mi asistencia y la de... (se expresarán 
los nombres de los abogados, procuradores y partes que concurran) para 
llevar á efecto la comparecencia acordada en la providencia anterior, y 
se dió principio al acto dando cuenta yo el actuario, de orden del señor 
Juez, de las pretensiones de las partes y (en su caso) del resultado de las 
pruebas que se han practicado. Acto continuo el Sr. Juez concedió la 
palabra á las partes y á sus defensores excitándolas á que se pongan de 
acuerdo sobre la cantidad que haya de fijarse por razón de los frutos (ó 
de los daños y perjuicios) de que se trata, y después de haber expuesto 
por su orden lo que tuvieron por conveniente, tanto sobre las partidas 
impugnadas, como sobre su respectivo derecho, sin llegar á ponerse de 
acuerdo, no obstante las excitaciones y observaciones que para ello les 
hizo el Sr. Juez, éste dió por terminado el acto, firmándolo con todos los 
concurrentes, después de leída y aprobada el acta, de que doy fe. (Si las 
partes se pusieren de acuerdo sobre todos ó algunos de los puntos en que 
consista la contienda, se consignará en el acta con toda exactitud, como 
es indispensable, puesto que el Juez debe en su caso ajustar su fallo á lo 
convenido por las partes.)—(Media firma del Juez y entera de los concu-
rrentes y del actuario con Ante mí.) 
Resolución.—Dentro de los tres días siguientes al de la comparecen-
cia el Juez dictará, por medio de auto, la resolución que estime justa, 
lijando la cantidad que haya de abonarse, con arreglo á la ejecutoria, 
por los daños y perjuicios, ó por los frutos, rentas, utilidades ó produc-
tos, teniendo presente que no puede separarse de aquello en que hubieren 
convenido las partes, y que en el caso de haber presentado el acreedor la 
liquidación de frutos ú otros productos por la rebeldía del deudor en 
presentarla, debe aprobar dicha liquidación en todo lo que no hubiere 
probado el deudor ser inexacta, y fuere conforme á las bases fijadas en la 
ejecutoria (art. 9 t ). 
Este auto es apelable en un solo efecto dentro de cinco días. Admiti-
da la apelación, se remitirán los autos originales al tribunal superior 
con emplazamiento de las partes por término de quince días, quedando 
en el Juzgado testimonio del auto con relación de lo necesario para eje-
cutarlo. 
La ejecución se llevará á efecto por la vía de apremio, á instancia del 
acreedor. Vendidos los bienes, se hará el pago del modo 
 que ordena el 
art. 943. 
Segunda instancia.—Se sustanciará por los trámites establecidos para 
las apelaciones de incidentes, cuyos formularios pueden verse en la pági-
na 454 de este tomo. 
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Contra el fallo de la Audiencia no se da recurso alguno, cuando se 
limita á aprobar la liquidación de frutos ó de daños y perjuicios; pero si 
se resuelven en él cuestiones no controvertidas en el pleito ni decididas 
en I a ejecutoria, ó se provee en contradicción con lo ejecutoriado, sobre 
estos puntos procederá el recurso de casación conforme al art. 4695. 
Cuando la sentencia condene á rendir cuentas de una administración 
y entregar el saldo de las mismas, véase en el art. 946 el procedimiento 
que ha de emplearse para llevarla á efecto. 
Si condena al pago de una cantidad determinada dN frutos en especie, 
véanse los arts. 947 y 948. 
Téngase también presente que en todos los casos en que no pueda te-
ner inmediato cumplimiento la ejecutoria, cualquiera que sea la causa 
que lo impida, puede pedir el acreedor el embargo de bienes, y debe de-
cretarlo el Juez en la cantidad que estime suficiente para asegurar lo 
principal y las costas de la ejecución. El deudor podrá librarse de este 
embargo dando fianza suficiente, á satisfacción del Juez (art. 923). 
No creemos necesarios los formularios especiales de estas actuaciones 
por ser bien sencillos. 
SECCIÓN 1l. 
DE LAS SENTENCIAS DICTADAS POR TRIBUNALES EXTRANJEROS. 
El escrito pidiendo el cumplimiento de una sentencia extranjera debe 
presentarse en el Tribunal Supremo, correspondiendo su conocimiento á 
la Sala tercera. Debe acompañarse el poder y la ejecutoria original, con 
las legalizaciones necesarias para su autenticidad, y su traducción hecha 
por la Interpretación de lenguas, ó pedir que con este objeto se pase á 
dicha oficina. Sólo cuando la sentencia proceda de Italia deberá presen - 
tarse el escrito ante la Sala de lo civil de la Audiencia, en cuyo territorio 
haya de dársele cumplimiento, conforme al tratado con Cerdeña. 
Se formulará el escrito como el letrado crea más conveniente, hacien-
do en él relación de la ejecutoria y exponiendo las cazones que existan 
para que deba otorgarse su cumplimiento, con indicación del caso en que 
se halle de los expresados en los arts. 954 al 954. También se expresará 
el punto de España en que resida la persona condenada por la ejecutoria, 
para que pueda ser citada. 
Presentado el escrito, el Tribunal acordará que se pase la ejecutoria 
original á la Interpretación de lenguas para su traducción, si no estuviese 
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en idioma castellano ó no se presentara con dicha traducción. Hecho esto, 
acordará el, tribunal que se cite á la parte contraria para que comparezca 
dentro de treinta días á hacer uso de su derecho, librándose para ello 
certificación á la Audiencia en cuyo territorio esté domiciliada. Presenta-
da la certificación en la Audiencia, ésta acuerda su cumplimiento y lo 
comete al Juez de primera instancia correspondiente. 
El término para comparecer es el antedicho de treinta días, cuando la 
parte demandada resida en la Península, islas adyacentes ó Canarias; 
pero si reside en Cuba ó Puerto Rico, será de sesenta días, y de noventa 
si se halla en Filipinas. 
Si la parte condenada por la ejecutoria comparece dentro del plazo se-
ñalado en la citación, personándose en forma por medio de procurador, 
se. le tiene por parte y se le da audiencia por término de nueve días para 
que exponga lo que estime procedente acerca del cumplimiento de la sen-
tencia extranjera. Si no comparece, se sigue la sustanciación á instancia 
de la contraria, sin declaración de rebeldía ni notificarle las providencias 
en estrados.  
No compareciendo el condenado por la ejecutoria, ó si comparece, 
después que haya evacuado el traslado, se comunican los autos al fiscal 
para que emita dictamen sobre si procede, ó no, dar cumplimiento á la 
ejecutoria, y sin más trámites el tribunal resuelve, por medio de auto y 
sin ulterior recurso, lo que estima procedente, sin entrar nunea a exami-
nar el fondo de la cuestión resuelta por la ejecutoria extranjera. 
Si el tribunal otorga el cumplimiento, manda que se comunique por 
medio de certificación á. la Audiencia, para que ésta dé la orden corres-
pondiente al juez de primera instancia en cuyo territorio deba ejecutarse, 
á fin de que la lleve á efecto, lo cual ha de verificarse en la misma forma 
que si la sentencia hubiere sido dictada por un tribunal español, y con-
forme a los formularios de la sección anterior. Y si se deniega el cumpli-
miento, se manda devolver la ejecutoria al que la haya presentado. 
Creemos suficientes estas indicaciones, sin necesidad de formularios 
prácticos, en consideración á la índole de estos asuntos y á la pericia de 
los funcionarios que en ellos deben intervenir. 
^  
TÍTULO IX  
DE LOS AB-INTESTATOS  
Después de haber ordenado el procedimiento de los juicios de-
clarativos con todo lo que con ellos se relaciona, inclusa la ejecu-
ción de la sentencia, pasa la ley á organizar los juicios universales, 
 
principiando, lo mismo que la ley anterior, por el de abintestato, 
 
locución latina, compuesta de la preposición ab y del ablativo in-
testato, usada en castellano, como dicen el Diccionario de la Aca-
demia y la ley 1." , tít. 13 de la Partida 0, para significar sin tes-
tamento. Así decimos, que ha fallecido abintestato el que ha muer-
to sin testar; heredero abintestato el que lo es del que ha fallecido  
de este modo; y juicio de abintestato el procedimiento judicial  
que se emplea para ocupar y poner en seguridad los bienes del que  
fallece sin herederos testamentarios, y hacer la declaración de los  
que deban serlo abintestato para adjudicar después los bienes á  
quien corresponda con arreglo á las leyes. 
 
En esta última acepción se emplea la palabra abintestato en el  
presente título. De ella se deduce que los procedimientos que aquí  
se establecen no pueden tener lugar sino á falta de herederos tes-
tamentarios, por cuya razón acaso parezca que el orden natural  
£erigía haber tratado primero de las testamentarías. La ley, sin em-
bargo, ha seguido el orden inverso por la consideración de que,  
debiendo el abintestato acomodarse á los trámites establecidos  
para el juicio de testamentaría luego que se hace la declaración de  
herederos (art. 1001), realmente son preliminares de este juicio  
los procedimientos que se establecen para los abintestatos, y en  
tal concepto deben precederle. 
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En la base 9.» de las aprobadas por la ley de 21 de Junio 
de 1880 para la reforma de la de Enjuiciamiento civil, se ordenó 
«simplificar los trámites de los abintestatos y testamentarías, li-
mitando las medidas de precaución en este juicio á los casos en que 
se promueva dentro de un corto plazo después del fallecimiento 
del testador...., y facilitar la acción de los administradores, esta-
bleciendo reglas sencillas para la gestión del haber hereditario.» 
En cumplimiento de esta base y en armonía con la misma se han 
hecho las reformas convenientes , sobre las cuales llamaremos la 
atención al comentar los respectivos artículos. 
En la ley de 1855 se dividió este título en dos secciones, deno-
minada la primera «del juicio ab-intestato», y la segunda «de la 
administración del ab-intestato». En aquélla se comprendieron las . 
disposiciones relativas á la prevención del juicio para poner en se-
guridad los bienes y al llamamiento de los que se creyeran con de-
recho á la herencia, y como estas diligencias no tienen el carácter 
de juicio, por no existir todavía controversia ni debate judicial, era 
impropia su inclusión en la sección en que fueron colocadas. Para 
salvar esta irregularidad y facilitar la consulta, se ha dividido aho-
ra el presente título en las cuatro secciones que vamos á examinar. 
SECCIÓN PRIMERA 
DE LA PREVENCIÓN DEL AB- INTESTATO 
ARTÍCULO 959 
(Art. 958 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El juicio de ab-intestato se prevendrá dejando en lu-
gares seguros, cerrados y sellados, los bienes, papeles, . 
libros y efectos susceptibles de sustraccion ú oculta-
cion, depositando en persona abonada, bajo la respon-
sabilidad del Juez y mediante inventario, aquellos á 
cuya conservacion 6 mantenimiento se deba atender, 
adoptando respecto á créditos, fincas, rentas y produc-
tos recogidos 6 pendientes, las providencias y precau-
ciones necesarias para evitar abusos y fraudes. 
• 
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Tratándose en esta sección de la prevención del abintestato, 
el orden lógico y racional de las ideas exigía que se explicara en 
primer término cuál es la significación de esa palabra, cuáles son 
las primeras medidas que como urgentes debe adoptar el juez para 
poner en seguridad los bienes que quedan desamparados por el fa-
llecimiento de una persona, cuando no existen herederos legítimos, 
ó alguno de ellos está ausente, ó es menor ó incapacitado, á fin de 
evitar ocultaciones y otros fraudes y abusos. Este es el objeto del 
presente artículo, y en los siguientes se determinan los casos y for-
ma en que ha de aplicarse. 
El método no puede ser más natural, bastando la anterior in-
dicación y la hecha en la introducción de este título para justifi-
carlo. Sin embargo, ha sido duramente combatido por un comen-
tarista, que revela mucho ingenio y más erudición teórica que 
práctica, impugnando á la vez varias de estas disposiciones, aun-
que reconoce que con ellas se ha mejorado notablemente el proce-
dimiento de estos juicios; y su apasionamiento le lleva hasta el 
extremo de consignar que se ha hecho la reforma «sin reflexión, sin 
detenimiento y sin criterio», y que «no honra mucho á sus autores, 
ni al Ministro que la autorizó con su firma y que debiera antes 
haberla repasado con mayor esmero.» Protestamos contra estas 
ofensas dirigidas á respetables y distinguidos jurisconsultos, enca-
necidos en la práctica del foro como abogados y como magistrados. 
Las razones que para ello se alegan, se fundan en supuestas defi-
ciencias de la ley que se hallan en otros artículos, y en confundir 
os casos y conceptos á que cada artículo debe aplicarse. La refuta-
ción detallada de las mismas de ninguna utilidad sería para nues-
tros lectores. No es la misión del comentarista suscitar ni comba-
tir dificultades que no son prácticas ni pueden nacer de la ley, 
sino facilitar la aplicación de ésta en su recto sentido y conforme 
á su letra y á su espíritu. No aspiramos tampoco á imponer nues-
tra opinión, sino á ilustrar á nuestros lectores, los cuales con su 
propio criterio apreciarán nuestra doctrina como crean más con-
veniente. 
Y dispensándonos esta ligera digresión, entremos en el exa-
men del artículo que es objeto de este comentario. 
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Este artículo no tiene concordante en la ley anterior de 1855, 
aunque tiene con él alguna relación el 356 de la misma. En éste 
se ordenó, que «el juez que tuviere conocimiento de la muerte de 
alguno sin testar y sin dejar descendientes, ascendientes ó colate- 
rales dentro del cuarto grado, procederá á ocupar sus bienes, li-
bros y papeles.» Como en la palabra genérica bienes están com-
prendidos los de todas clases, algunos jueces se creyeron en el de- 
ber de ocupar hasta los inmuebles, no obstante ser imposible su 
ocultación, dando á estas diligencias preventivas una extensión 
impropia de su objeto con gastos exorbitantes, contra cuyo abuso 
clamaba con razón la opinión pública. 
Con el objeto de poner coto á este abuso, se redactó en la nueva 
ley el presente artículo definiendo indirectamente lo que ha de en-
tenderse por prevención del abintestato con la designación de las 
diligencias á que ha de limitarse. Aquí se refiere la ley claramen-
te, no á la formacióu del inventario, que podrá venir después en 
su caso, sino á las medidas urgentes, que á raíz del fallecimiento 
de una persona debe el juez adoptar de oficio, como se dice en el 
art. 964, para poner en seguridad aquellos bienes que sean suscep-
tibles de ocultación, en cumplimiento del deber que tiene todo go-
bierno de precaver los fraudes y de prestar protección á los que 
por ausencia ó incapacidad no pueden atender al cuidado de sus in-
tereses, y en consideración también á que pertenecen al Estado los 
bienes de los que mueren sin herederos testamentarios ni legí-
timos. 
Para llenar estos fines se ordena al juez que proceda de oficio 
á la prevención del juicio de abintestato, en los casos que se deter-
minan en el artículo siguiente; pero no dejándole en libertad para 
que adopte las medidas que estime convenientes respecto de toda 
clase de bienes, como lo hacía la ley anterior, sino limitando su 
gestión á las diligencias y bienes que se designan expresamente. 
Para ello, el presente artículo divide los bienes en tres grupos, 
determinando la forma en que ha de atenderse á la seguridad y 
conservación de cada uno de ellos, dadas las circunstancias en que 
han de adoptarse estas medidas, que, como hemos dicho, deben 
practicarse á raíz del fallecimiento, si es posible estando todavía. 
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el cadáver de cuerpo presente en la casa mortuoria, como lo indi-
can los artículos 960, en su núm. 1. 0 , 961 y 963. Esos tres grupos 
son los siguientes: 
1.° Bienes, papeles, libros y efectos susceptibles de sustracción 
ú ocultación.—El metálico, las alhajas, los documentos de créditos 
activos y pasivos, los libros de cuentas, los valores .6 efectos públicos 
y hasta las ropas de uso del difunto, se comprenden en este grupo: 
todo lo que sean bienes muebles de alguna importancia, susceptibles 
de ocultación ó sustracción. Como sería necesario más tiempo del 
que las circunstancias antes indicadas permiten para formar un 
inventario detallado de todos esos bienes, la ley ordena que se de-
jen en lugares seguros, cerrados y sellados, que podrán ser los mis-
mos muebles en que estén guardados, si no son susceptibles de sus-
tracción, ó recogiéndolos en una habitación con llaves seguras, 
que si no las tiene podrá el juez mandar que se pongan en el acto, 
si es posible, guardándose las llaves, y sellando en todo caso las 
puertas, 45 precintando los muebles donde se guarden. En la dili-
gencia que se extienda para hacer constar ese acto, aunque no 
debe hacerse la descripción de los bienes, convendrá consignar las 
clases ó especies guardadas en esa forma, con lo demás que el juez 
estime conveniente para evitar abusos y fraudes, como podrá ser 
el contar el metálico ó el número de títulos de efectos públicos, si 
hubiere tiempo para ello. 
2.° Bienes d cuya conservación ó mantenimiento se deba atender. 
—En este caso se hallan los caballos y demás semovientes, los 
tiestos con plantas de valor, y los demás bienes que exijan un cui-
dado diario para su alimentación y conservación. Respecto de esta 
clase de bienes ordena la ley que se depositen, mediante inventa-
rio, en persona abonada, bajo la responsabilidad del juez. Por la 
urgencia y circunstancias del caso no exige la ley que ese deposita-
rio preste fianza, como lo exige en el del art. 967, porque esto da-
ría ocasión las más de las veces á que quedaran abandonados tales 
bienes, y ordena lo que racionalmente podía ordenarse; que ese 
depositario interino sea persona abonada, y lo designe el juez bajo 
su responsabilidad, sin perjuicio, por supuesto, de la civil y cri-
minal que procedería exigir al depositario, si abusara de su cargo. 
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3.° Créditos, fincas, rentas y productos recogidos 6 pendientes. 
—Respecto de estos bienes, se deja al prudente arbitrio del juez 
la adopción de las providencias y precauciones que estime necesa-
rias para evitar abusos y fraudes, según las circunstancias especia-
les de cada caso, por no ser posible establecer una regla general. 
Si existen letras-de cambio ó créditos que puedan ser perjudicados 
si no se cobran á su vencimiento y está para vencer el plazo, deberá 
el juez autorizar á una persona abonada de su confianza para que 
los cobre y consigne el metálico en la Caja de Depósitos á disposi-
ción del juzgado. Si hay fincas, como las industriales y también al-
gunas casas, cuyas rentas ó productos deban recaudarse diaria, se - 
manal 6 mensualmente, ó con frutos cuya recolección sea inmediata, 
habrá de nombrarse un administrador, interventor ó guarda, según 
los casos, pero no para las demás fincas que no se hallen en esas cir-
cunstancias. Y en cuanto á los frutos ó productos recogidos que 
puedan conservarse, bastará dejarlos en los graneros ó almacenes 
donde se hallen, si son lugares seguros, como es de suponer, cerrán-
dolos y sellándolos, pero sin medirlos ni contarlos. La prudencia y 
recto criterio aconsejarán al juez las medidas que deberá adoptar 
en cada caso para poner en seguridad los bienes, sin hacerlas ex-
tensivas á aquellos que no sean susceptibles de sustracción, oculta-
ción ó fraude, ni ejecutándolas de modo que puedan causar veja-
ciones. 
Si el difunto era hombre de negocios, como su corresponden-
cia podrá contener letras de cambio y otros valores, ó versar sobre 
asuntos que se relacionen con su caudal, la retención de la misma 
está dentro del espíritu del presente artículo, y deberá acordarla 
el juez desde luego, sin esperar á que llegue el caso del art. 966, 
en que manda la ley se verifique. A dicho fin dirigirá la oportuna 
comunicación al administrador de correos: se pondrá nota en los 
autos del número de cartas que se reciban cada día, y el juez las 
conservará para entregarlas á los herederos en el caso del párra-
fo 2.° del art. 961, ó para proceder á su apertura conforme 
 al 969. 
rara adoptar y llevar á efecto las medidas que el juez estime 
necesarias para la seguridad de los bienes de las expuestas an te-
riormente, debe constituirse de oficio el juzgado en la casa mor- 
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tuoria ó donde sea necesario, á fin de poder acordar lo que proce-
da según la clase de bienes. El juez no puede cometer esas diligen-
cias al actuario, porque no le autoriza para ello la ley, si bien 
éste hará de orden de aquél las notificaciones, requerimientos y 
demás actuaciones que son de su incumbencia. Habrá de requerirse 
al jefe ó encargado de la casa mortuoria, ó á quien proceda, para 
que ponga de manifiesto y entregue todo lo que perteneciera al 
finado, y diga lo que le conste sobre el paradero y clase de sus 
bienes, lo cual podrá también averiguar el juez por las personas 
más relacionadas con el difunto. Aunque no exige la ley la inter-
vención de testigos en esas actuaciones, obrará con prudencia el 
juez invitando á dichas personas á que las presencien. Todo se ac-
tuará en papel del sello de oficio, sin perjuicio del reintegro, con-
forme al art. 248. 
Algún comentarista es de opinión que para las diligencias oca-
sionadas en cumplimiento del presente artículo, debe citarse al 
cónyuge superviviente, si le hay. Esta opinión sería aceptable cuan-
do regía la ley de 1855; pero es notoriamente improcedente con-
forme á ley actual, puesto que, según el art. 960, el juez no puede 
proceder de oficio á prevenir el juicio de abintestato, cuando deje 
el finado cónyuge legítimo que viviera en su compañía, y serían, 
por tanto, improcedentes en este caso no sólo dicha citación, sino 
también todas las actuaciones. La ley no exige ni ordena semejante 
citación ni la de ninguna otra persona, en consideración á la urgen-
cia y objeto de esas medidas preventivas, que podrían ser ilusorias 
con las dilaciones de la citación, y porque todavía no puede saberse 
en aquel acto quiénes son los interesados en la herencia. La cita-
ción vendrá después, si llega á formalizarse el juicio de abintes-
tato, y cuando haya de procederse á la formación del inventario. 
Hasta que llegue este caso no deben levantarse los sellos, como se 
declara en el art. 976, ni darse intervención á nadie en las medi-
das provisionales que se adopten por el juzgado para la seguridad 
de los bienes. 
En el juicio necesario de testamentaría pueden también adop-
tarse de oficio las medidas preventivas antes expuestas, y á instan-
cia de parte en el voluntario conforme á lo prevenido en los ar- 
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títulos 1042 y 1061. Asimismo pueden y deben adoptarlas los jue-
ces municipales en el caso previsto en el párrafo último de la re-
gla 5'del art. 63, como lo confirman el 964 y siguientes. 
ARTÍCULO 960 
(Art. 959 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Para que pueda prevenirse el juicio de ab-intestato, se 
necesita: 
1. 0 Que se tenga conocimiento del reciente falleci-
miento de la persona causante del ab-intestato. 
2. 0 Que no conste la existencia de disposicion tes-
tamentaria. 
3. 0 Que no deje el finado descendientes, ascendien-
tes 6 colaterales dentro del cuarto grado, ni cónyuge 
legitimo que viviera en su compañía. 
ARTÍCULO 961 
(Art. 960 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si los parientes de que habla el articulo anterior, á 
alguno de ellos, estuvieren ausentes, sin representa 
cion legitima en el pueblo, el Juez se limitará á adop-
tar las medidas más indispensables para el enterra-
miento del difunto si fuere necesario, y para la seguri-
dad de los bienes, y á dar á dichos parientes el opor-
tuno aviso de la muerte de la persona á cuya sucesion . 
se les crea llamados. 
Luego que comparezcan los parientes, por si 6 por 
medio de persona que los represente legftimamente, se 
les hará entrega de los bienes y efectos pertenecientes 
al difunto, cesando la intervencion judicial, á no ser 
que alguno de los interesados la solicitare. 
ARTÍCULO 962 
(Art. 961 para Cuba y Puerto Rico.) 
Tambien se adoptarán de oficio las medidas que el 
Juez estime necesarias para la seguridad de los bienes; 
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aunque el finado hubiere dejado parientes de los ante-
riormente expresados, cuando alguno de ellos sea me-
nor ó incapacitado. 
A los que se hallaren en este caso, el Juez de pri-
m era instancia les proveerá de tutor 6 curador, si no 
lo tuvieren. 
Requisitos para prevenir de oficio el juicio de abintestato.—Con-
cuerdan estos tres artículos con los 351, 352 y 353 de la ley 
de 1855, pero con importantes modificaciones en su fondo y en su 
redacción. En ellos se determinan los casos y circunstancias-en que 
el juez puede y debe proceder de oficio á prevenir el juicio de 
abintestato adoptando las medidas para la seguridad de los bienes 
determinados en el artículo anterior y explicadas en su comenta-
rio, y las indispensables para el enterramiento del difunto si fuere 
necesario. Para la adopción de esas medidas es indispensable, se-
gún el art. 960, primero de este comentario, que concurran con-
juntamente los tres requisitos siguientes: 
1.° «Que se tenga conocimiento del reciente fallecimiento de 
la persona causante del abintestato. »—Se ha adicionado este re-
quisito, no consignado en la ley anterior, para evitar el abuso á 
que ésta se prestaba, de proceder de oficio á la prevención del 
abintestato en cualquier tiempo en que se daba noticia al juez del 
fallecimiento de una persona sin haber testado. Las medidas pre-
ventivas para la seguridad de los bienes no pueden producir sus 
saludables efectos y podrán ser de todo punto inútiles ó ineficaces 
si no se practican á raíz del fallecimiento, antes de que puedan 
haberse sustraído ú ocultado los bienes que sean susceptibles de 
ello. Por esto se ordena, que para prevenir el juicio de que se 
trata es necesario en primer lugar, que el juez tenga conocimiento, 
por cualquier medio seguro aunque no sea oficial, del reciente fa-
llecimiento de la persona causante del abintestato. El adjetivo re-
ciente significa, según el Diccionario de la Academia, acabado de 
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suceder, y en este mismo sentido lo emplea aquí la ley, puesto que 
encarga en los artículos 961 y 966 se adopten las medidas indis-
pensables para el enterramiento del difunto. Si no es reciente el 
fallecimiento, el juez debe abstenerse de prevenir de oficio el abin-
testato, á no ser que alguno de los herederos sea menor ó incapa-
citado y no esté representado por sus padres, ó que lo solicite parte 
legítima, y aun en estos casos, si hubiesen transcurrido treinta 
días desde la muerte del causante de la herencia ó de la noticia de 
su fallecimiento, no puede decretarse la intervención del caudal ó 
su ocupación conforme al art. 959, sino limitada á la ocupación de 
los libros, papeles y correspondencia del difunto, y á inventariar 
y depositar los bienes, como se previene en el párrafo último del 
art. 975. 
2.° «Que no conste la existencia de disposición testamentaria.» 
—Para pacticar de oficio las primeras diligencias de que se trata, 
y que por su naturaleza son urgentísimas, la ley no exige ni debía 
exigir la prueba de que el finado murió abintestato; tal justifica-
ción, lo mismo que la de si tiene ó no herederos legítimos, se prac-
ticará después de estas diligencias, como lo ordena el art. 965: 
basta que no conste la existencia de disposición testamentaria, 
como dice la ley, y aunque se tenga noticia extraoficial de haber 
hecho testamento, no constará su existencia para estos efectos, si 
no se tiene á la vista. Podrá suceder que al ocupar el juez los pa-
peles del finado, se encuentre entre ellos copia fehaciente de su 
testamento, ó que la presente en el acto algún interesado. En es-
tos casos, como ya consta la existencia de disposición testamenta-
ria, falta uno de los requisitos indispensables para que el juez 
pueda proceder de oficio, y debe por tanto abstenerse de interve-
nir el caudal, sobreseyendo en las actuaciones en el mismo acto, á 
no ser que el heredero ó herederos instituidos estén am entes sin 
representación legítima en el pueblo, ó sean menores ó incapaci-
tados, huérfanos de padre y madre, pues en estos casos debe tam-
bién prevenirse de oficio el juicio de abintestato, como luego ve-
remos, lo mismo que el de testamentaría según el art. 1042. 
3.° «Que no deje.el finado descendientes, ascendientes ó cola-
terales dentro del cuarto grado, ni cónyuge legítimo que viviera 
n 
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en su compañía.»—El primer concepto está copiado literalmente 
del núm. 2.° del art. 351 de la ley anterior, y se ha adicionado el 
segundo relativo al cónyuge viudo, de quien no hizo mención di-
cha ley. Si el juez no debe intervenir oficiosamente en los asuntos 
particulares cuando se hallan presentes las personas interesadas 
en su conservación y defensa, y por esto se le prohibe prevenir 
de oficio el abintestato cuando el finado deja descendientes, as-
cendientes ó colaterales dentro del cuarto grado que están pre-
sentes, porque entre ellos existe el heredero legítimo, no había ra-
zón para excluir al cónyuge sobreviviente, que por su participa-
ción en la sociedad conyugal tiene tanto ó más interés que aquéllos 
en la conservación del caudal relicto. Era lamentable, y en al-
gunas ocasiones motivo de escándalo y de indignación, el espec-
táculo que ofrecía la presencia del juez en la casa mortuoria ocu-
pando los bienes y cerrando y sellando habitaciones sin considera-
ción al dolor del cónyuge sobreviviente, y con la ofensa propia de 
semejante desconfianza, acaso infundada. Y si la ley no hubiese 
establecido esa prohibición por las razones indicadas, hoy sería 
procedente puesto que, según los artículos 952 y 953 del Código 
civil, á falta de hermanos y sobrinos, hijos de éstos, sucede en 
todos los bienes del difunto el cónyuge sobreviviente que no estu-
viere separado por sentencia firme de divorcio, y aunque existan 
esos parientes, tiene derecho en concurrencia con ellos á la mitad 
de la herencia en usufructo, como lo tiene también, aunque en me-
nor proporción, cuando la herencia corresponde á descendientes ó 
ascendientes, aparte de su mitad de gananciales. 
¿Ha traspasado la ley con esta disposición los límites de lo 
justo? ¿Puede suceder el caso, que supone el autor á quien antes 
hemos aludido, de que si el finado estaba casado en segundas nup-
cias, y tiene hijos del primer matrimonio que están ausentes, el 
cónyuge que sobreviva podrá defraudar á mansalva los intereses 
de sus hijastros en beneficio suyo ó de sus hijos, por no permitir 
la ley en este caso que el juez adopte medida alguna para la segu-
ridad de los bienes? De ningún modo, por ser inexacta esta razón 
en que se funda. Tanto en ese caso, como en todos los que pueden 
ocurrir, la ley concede medios para la seguridad de los bienes, y 
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sólo desconociendo sus disposiciones ó habiéndolas leído sin re-
flexión podrá sostenerse lo contrario. 
Si esos hijos del primer matrimonio, lo mismo que cualquier 
otro de los parientes que tenga derecho á la herencia, se hallan en 
el lugar del fallecimiento, y temen la ocultación ó sustracción de 
bienes, pueden solicitar la prevención del juicio de abintestato con-
forme al art. 973, y el juez debe acordarla practicando desde luego 
las medidas necesarias para la seguridad de los bienes, determina-
das en el 959. Y si están ausentes, sin representación legítima en 
el pueblo, ó son menores ó incapacitados y carecen de padres, debe 
el juez acordar de oficio dichas medidas preventivas, según se or-
dena en los artículos 961 y 962, aunque haya cónyuge sobrevi-
viente. Véase, pues, cómo la ley concede medios para la seguridad 
de los bienes en cuantos casos pueden ocurrir: lo que no quiere con 
sobrada razón, y lo prohibe, es que el juez se entrometa de oficio 
á prevenir un abintestato, perturbando la paz del hogar doméstico 
y dando ocasión á vejaciones y gastos innecesarios, cuando nadie 
reclame su intervención, ni sea indispensable para asegurar inte-
reses de personas ausentes ó desvalidas, á quienes tenga el deber 
de amparar. Por esto ha determinado la ley con claridad y preci-
sión en el art. 960 los requisitos que deben concurrir conjunta-
mente para que pueda prevenirse de oficio el juicio de abintestato. 
II 
Excepciones.—Expuestos ya dichos requisitos, veamos las ex-
cepciones que la ley establece en los artículos 961 y 962, compren-
didos también en este comentario. Estas excepciones se refieren, 
no å los requisitos 1.° y 2.° del art. 160, pues éstos deben concu-
rrir en todo caso, sino al 3.°, ó sea á «que no deje el finado des-
cendientes, ascendientes ó colaterales dentro del cuarto, grado, ó 
cónyuge legítimo que viviera en su compañía.» Pueden existir 
estos parientes y ser necesario, sin embargo, adoptar de oficio me-
didas para la seguridad de los bienes, como sucederá cuando estén 
ausentes sin representación legítima en el pueblo, ó cuando sean 
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menores ó incapacitados. Por eso establece la ley con previsión y 
justicia estos casos de excepción á la regla general. 
Explicando con acierto estos artículos un ilustrado comenta-
rista de la ley para Cuba y Puerto Rico, en la Revista general de 
Derecho, que se publica en la Habana, y refiriéndose al que antes 
hemos aludido, dice con razón lo siguiente: «Duramente han sido 
censurados los artículos precedentes (los de este comentario); pero, 
necesario es decirlo, la censura se ha debido á no haberse hecho 
un estudio detenido de la naturaleza de la prevención. Se ha- in-
terpretado de una manera torcida el art. 959, y de aquí una cen-
sura injustificada del 960 y 961, porque, cometido un error, son 
equivocadas las consecuencias que de él se deducen.» Hacemos 
nuestra esta apreciación, advirtiendo que los artículos que se citan 
son los de la ley de Ultramar, que corresponden literalmente á los 
que son objeto de este comentario. Con la exposición de las excep-
ciones indicadas, quedará justificada dicha apreciación, y demos-
tradas la justicia, previsión y acierto con que ha procedido la ley. 
La primera de dichas excepciones es la que establece el art. 961 
para el caso en que estén ausentes, sin representación legitima en 
el pueblo donde se prevenga el abintestato, los parientes antes  in-
dicados, incluso el cónyuge sobreviviente, comprendido en la de-
nominación genérica de parientes, ó alguno de ellos. Al art. 352 de 
la ley anterior, del que está tomado el que estamos examinando 
aunque con diferente redacción, se han adicionado las palabras 
subrrayadas, á fin de que no pueda entenderse que es necesaria la 
ausencia de todos los parientes para prevenir de oficio el abintes - 
tato, y que estando ausentes ha de procederse de este modo, aun-
que tengan apoderado ó representante legítimo en el pueblo. Basta 
que uno solo de los presuntos herederos esté ausente sin represen-
tación legítima para que el juez deba proceder de oficio «á adop-
tar las medidas más indispensables para el enterramiento del di-
funto si fuere necesario, y para la seguridad de los bienes,» como 
dice el artículo antes citado. 
Nótese que la ley sólo autoriza al juez para disponer el ente-
rramiento del difunto, si fuere necesario. No lo será cuando alg a r,. 
 amigo 6 pariente se hubiere encargado de ello, y en este caso debe.
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el juez abstenerse de tomar sobre ello disposición alguna. Y aun-
que tenga que disponer el entierro, que deberá ser según la clase 
del finado, nada puede hacer sobre el funeral y demás exequias y 
sufragios, porque esto corresponde á los herederos ó al albacea da-
tivo, y la ley no le autoriza para ello por no ser de urgencia. 
Las medidas para la seguridad de los bienes ya están determi-
nadas en el art. 959, y no había necesidad de repetirlas en este lu-
gar; pero de ellas sólo debe adoptar el juez las que considere más 
indispensables á dicho fin, hasta que comparezcan los parientes lla-
mados á la sucesión. En la mayoría de los casos llenará ese deber 
guardando en lugar seguro, cerrado y sellado, el metálico, alhajas, 
papeles de crédito y demás efectos que sean susceptibles de ocul-
tación ó sustracción, y respecto de los demás bienes acordará lo 
que sea indispensable para su seguridad y conservación. De estas 
disposiciones se deduce que la ley ha tenido en consideración el 
caso en que son más necesarias esas medidas, que es cuando una 
persona, con motivo de un viaje ó por otro motivo, fallece fuera de 
su domicilio habitual, donde, por no hallarse la familia que cuida-
ría del enterramiento y de guardar los bienes, es necesaria la in-
tervención del juez. Si al tener noticia de la enfermedad se hubie-
ren personado allí la mujer, los hijos ó los parientes más inmedia-
tos, deberá el juez abstenerse de toda intervención oficial. 
Adoptadas las medidas indispensables para el enterramiento 
del finado y la seguridad de los bienes, ó simultáneamente con 
ellas, debe el juez dar el oportuno aviso de la muerte de dicha per-
sona á los parientes que crea llamados á la sucesión de la misma. 
Así lo ordena también el art. 961, dando á entender claramente, 
que no se ha de dar ese aviso á todos los parientes mencionados 
en el núm. 3.° del art. 960, porque esto, además de inconveniente 
y dilatorio, á nada conduciría, sino solamente á aquéllos á quienes 
se crea llamados á la sucesión, ó sea á los herederos legítimos, que 
son los únicos interesados. Así, pues, si existen hijos legítimos que 
estén ausentes, á éstos únicamente se dará el aviso, aunque haya 
ascendientes ó colaterales dentro del cuarto grado: á falta de hijos, 
se dará el aviso á los padres, y en sa defecto á lcs abuelos si los 
hubiere, y en defecto de todos éstos se dará á los hijos naturales 
• 
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reconocidos ó legitimados, ó á los hermanos ó sobrinos á quienes 
corresponda la herencia. En todo caso deberá darse ese aviso al 
cónyuge subreviviente, si lo hubiere, por ser el más allegado al di-
funto y por su participación en la sociedad conyugal. El aviso se 
les notificará por medio de despacho ó exhorto, ó por edictos, si 
se ignora el paradero, conforme á los artículos 255, 269, 285, 300 
y demás disposiciones generales. 
Concluye el art. 961 ordenando que «luego que comparezcan 
los parientes, por sí ó por medio de persona que los represente le-
gítimamente, se les hará entrega de los bienes y efectos pertene-
cientes al difunto, cesando la intervención judicial, á no ser que al-
guno de los interesados la solicitare.» Respecto de los parientes á 
que esta disposición se refiere, debemos reproducir lo dicho ante-
riormente, que han de ser aquéllos que sean llamados á la sucesión 
legítima, de suerte que si comparecen hermanos ó sobrinos ó el 
mismo cónyuge viudo, y consta que existen hijos, sean legítimos ó 
naturales reconocidos, ó padres, no debe el juez dejar los bienes á 
disposición de aquéllos, porque no son los llamados por la ley á la 
sucesión, y habrá de continuar la intervención judicial hasta que 
comparezcan aquellos á quienes corresponda la herencia, conforme 
á los artículos 930 al 955 del Código civil. Y la entrega de los bie-
nes se hará dejándolos á disposición de los herederos legítimos, á 
cuyo fin se levantarán los sellos y se,les entregarán las llaves, ó se 
practicarán las diligencias que procedan; pero sin formar inventa-
rio, puesto que la ley no lo ordena, á no ser que lo pida alguno de 
los interesados, ó tenga el juez motivos fundados para presumir 
que existen otras personas con mejor ó igual derecho á la heren-
cia. En este caso el juez no puede negar la entrega de los bienes, 
si no hay quien se oponga, pero bien puedo hacerlo bajo inven-
tario, adoptando esa medida de precaución y seguridad, porque á 
esto no se opone la ley, y es conforme con su espíritu. 
La segunda y última de las excepciones de que tratamos es la 
que establece el art. 962, para el caso en que alguno de los llama-
d os á la sucesión sea menor ó incapacitado, y aunque este artículo 
no lo dice, debe entenderse aplicable la excepción solamente á los 
menores ó incapacitados que no estén representados por sus padres, 
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ó sea por el padre y en su defecto por la madre, pues así lo declara 
el núm. 2.°  del art. 1041 para el juicio de testamentaría, al que ha 
de acomodarse el de abintestato. Es también conforme á los efec-
tos de la patria potestad y á lo que dispone el art. 1060 del Códi-
go civil, que declara no ser necesaria la intervención ni la aproba-
ción judicial en las particiones de la herencia, en que los menores 
están representados por su padre, y en su defecto por la madre. 
Por consiguiente, cuando no vivan los padres de un menor ó inca-
pacitado llamado á la sucesión por sí sólo ó con otros, aunque se 
hallen presentes todos los herederos, el juez debe prevenir el abin-
testato adoptando de oficio las medidas para la seguridad de los 
bienes, que sean indispensables de las determinadas en el art. 959, 
como también está prevenido para las testamentarías en los artícu-
los 1041 y 1042, pues en tal caso se hace necesario el juicio. 
Adoptadas dichas medidas, y también la del enterramiento del 
difunto cuando sea necesario, si el menor está provisto de tutor ó 
curador, y el incapacitado de curador ejemplar conforme á la le-
gislación anterior al Código civil, ó de tutor según éste, el tutor ó 
curador en ejercicio representará en el juicio al menor ó incapaci-
tado, y si no lo tuvieren, el juez de primera instancia les proveerd 
de tutor ó curador. Esto dice el último párrafo del art. 962, que 
estamos examinando; pero téngase presente que hoy no puede em-
plearse dicho procedimiento, sino acomodarse á lo que ordena el 
Código civil para el nombramiento de tutores. Por consiguiente, 
el juez de primera instancia deberá poner en conocimiento del Mi-
nisterio fiscal ó del juez municipal correspondiente la situación en 
que se halla aquel menor ó incapacitado para que se constituya el 
consejo de familia conforme al art. 293 de dicho Código, y consti-
tuido, hará el mismo consejo el nombramiento de tutor y de pro-
tutor, y luego que los ponga en posesión, tendrá el tutor la repre-
sentación del menor ó incapacitado para todos los actos del abin-
testato. Esto no obsta para que siga de oficio la prevención esta-
blecida por la ley en beneficio de esas personas desvalidas, cuando 
carecen de padres, en quienes supone la ley, como es natural, un 
cariño y un interés muy superior al del tutor. 
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- ARTÍCULO 963 
(Art. 968 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El dueño de la habitacion en que ocurra el falleci-
miento, ó cualquiera otra persona en cuya compañía 
viviera el que haya muerto sin testar y sin parientes 
de los expresados, tendrá el deber de ponerlo en cono-
timiento de la Autoridad judicial, siendo responsable 
de las pérdidas 6 extravíos que por falta de esta di li-
gencia se hayan ocasionado en los bienes del ab-in-
testato. 
Este artículo no tiene concordante  en la ley anterior: la razón 
y conveniencia con que ha sido adicionado no pueden ser más 
obvias. Por esto nos limitaremos á indicar que los parientes á quie-
nes alude han de ser los llamados á la sucesión hereditaria, como se 
ha dicho en el comentario anterior; y para poner en armonía este 
artículo con los que le preceden, habrá de entenderse, que cuando 
,están ausentes todos ó alguno de los parientes llamados á la suce-
sión, ó alguno de ellos es menor ó incapacitado, el dueño de la ha- 
bitación en que ocurra el fallecimiento, ó la persona en cuya com-
pañía . viviera el finado, está obligado á poner el hecho, luego que 
ocurra, en conocimiento de la autoridad judicial, para que adopte 
las medidas conducentes á la seguridad de los bienes, aunque se 
hallen presentes otros parientes. Podrá suceder que ocurra el fa-
llecimiento en la casa ó compañía de un pariente dentro del cuarto 
grado: si éste no es el llamado á la herencia por existir hijos ú otros 
parientes con derecho preferente, estará en el deber de cumplir 
dicha obligación, pues para los efectos de que se trata debe ser con-
siderado como extraño. 
No es de poca importancia ni ilusoria la responsabilidad civil 
que se impone al que deje de cumplir dicha obligación: «será reá-
ponsable, dice la ley, de la pérdida ó extravío que por falta do 
esta diligencia se hayan ocasionado en los bienes de abintestato.» 
No es necesario, pues, que resulte culpa de su parte ni que haya 
sido el autor de la sustracción:. basta justificar la preexisten- 
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cia de los efectos en poder del finado y que no se han encontrado 
 
después de su fallecimiento, para que por el solo hecho de no ha-
ber dado el aviso á la autoridad judicial sea responsable de la pér-
dida ó extravío y deba indemnizar á los herederos, aunque otro 
 
haya sido el autor de la sustracción. Así, y de acuerdo con el prin-  
cipio consignado en el art. 1902 del Código civil, quedan garanti-
zados los intereses del abintestato, que es lo que importa á los he-
rederos, y por esto sin duda no se ha corregido esa falta con una 
 
multa, que podría ser ineficaz. La responsabilidad civil antedicha . 
no obsta para que se exija la criminal cuando haya méritos para 
 
ello. 
ARTÍCULO 964 
Cualquiera de los Jueces expresados en la regla 5.a 
 del art. 63, que tuviere conocimiento de haber muerto 
una persona sin testar y sin dejar parientes de los de-
signados en el núm. 3. ° del art. 960, además de las me-
didas pevenidas en el 961, procederá de oficio á la pre-
vencion del ab-intestato en la forma ordenada en el ar-
tículo 959. 
Art. 963 de la ley para Cuba y Puerto Rico.— (Dispone lo mismo, pe- 
ro las tres últimas referencias son al núm. 3.° del art. 959, al ar-
tículo 960 y al 958, que son los que en esta ley corresponden á los  
que se citan en la de la Peninsula.)  
ARTÍCULO 965 
(Art. 964 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Practicadas las diligencias establecidas en los ar-
tículos anteriores, el Juez de primera instancia, 6 el  
municipal en su caso, adoptará las medidas que esti-
me más conducentes para averiguar si la persona de  
cuya sucesion se trata ha muerto con disposicion testa-
mentaria 6 sin ella, recibiendo, á falta de otros medios,  
y sin perjuicio de traer á los autos el certificado de  
defuncion luego que sea posible, informacion en que  
^ 	  
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sean examinados los parientes, amigos 6 vecinos del 
difunto: 
1.0 Sobre el hecho de haber muerto ab-intestato. 
2.° Sobre si tiene herederos de alguna- de las cla-
ses que quedan designadas. 
ARTÍCULO 966 
Si en efecto resultare haber fallecido sin testar, y sin 
parientes de los expresados en el núm. 3. ° del art. 960, 
procederá el Juez: 
1. 0 A nombrar un albacea dativo que se encargue 
de disponer el entierro, exequias y todo lo demás que 
sea propio de este cargo con arreglo á las leyes. 
2.° A ocupar los libros, papeles y correspondencia 
del difunto. 
3. 0 A inventariar y depositar los bienes en perso-
na que ofrezca garantía suficiente, la cual se encargará 
tambien de su administracion. 
Art. 965 para Cuba y Puerto Rico.—(L a referencia que se hace al 
principio de este artículo es al núm. 3.° del art. 959 de la ley de 
Ultramar, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 967 
(Art. 966 para Cuba y Puerto Rico.) 
El depositario administrador de los bienes prestará 
fianza proporcionada á lo que deba administrar, á sa-
tisfaccion y bajo la responsabilidad del Juez que haya 
prevenido el ab-intestato, y será amovible á voluntad 
de dicho Juez. 
ARTÍCULO 968 
(Art. 967 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si se encontraren metálico, efectos públicos 6 alha-
jas, se depositarán en el establecimiento público desti- 
I 
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nado al efecto, debiendo el actuario poner en los autos 
el correspondiente testimonio del documento que acre-
dite el depósito, y conservar dicho documento en su 
poder, para entregarlo al depositario cuando se haga 
cargo de los bienes. 
Si en el lugar del juicio no hubiere establecimiento 
público en que hacer el depósito, el Juez proveerá in-
terinamente y bajo su responsabilidad á la seguridad 
de los valores de la manera que estime más conve-
niente, sin perjuicio de que en un término breve 
acuerde su traslacion á dicho establecimiento. 
ARTÍCULO 969 
(Art. 968 para Cuba y Puerto Rico.) 
El Juez abrirá la correspondencia en presencia del 
administrador nombrado y del actuario, y adoptará las 
'medidas que su resultado exija para la seguridad de los 
bienes. 
Entregará al administrador la que tenga relacion 
con el caudal, quedando en los autos nota 6 testimonio 
-de ella, segun lo estime oportuno, atendida su impor-
tancia; y dejará la restante eh poder del actuario, para 
darle en su dia el destino correspondiente. 
Objeto del art. 964.—En los artículos 354, 355 y 357 de la ley 
- de 1855, se determinó la competencia para conocer del juicio de 
'abintestato y de las diligencias preventivas para la seguridad de 
los bienes. Aquellas disposiciones se encuentran, sin modificación 
sustancial, en la regla 5.a del art. 63 de la presente ley, á cuya re-
gla se refiere el art. 964, primero de este comentario. Según ella, 
el conocimiento del juicio de abintestato, lo mismo que el de tes-
tamentaría, corresponde al juez del lugar del último domicilio' del 
finado, y si lo hubiere tenido en país extranjero, serán competen- 
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tes á prevención el juez de su último domicilio en España ó donde 
estuviere la mayor parte de sus bienes, dando también competen-
cia y facultades á los jueces de primera instancia y municipales del 
lugar del fallecimiento y de donde existan bienes del finado, par a . 
que adopten las medidas necesarias para el enterramiento y poner 
en seguridad los bienes, remitiendo las diligencias practicadas con 
este objeto al juez de primera instancia á quien corresponda cono-
cer del juicio y dejando expedita su jurisdicción. 
El objeto, pues, del art. 964, no es determinar la competencia, 
porque esto se hizo ya en la citada regla 5.'  del 63, sino mandar, 
como lo expresa claramente, que cualquiera de los jueces designa-
dos en dicha regla, que tuviere conocimiento de haber muerto una 
persona sin testar, ó sin que conste la existencia de disposición tes-
tamentaria, como se dice en el núm. 2.° del art. 960, y sin dejar pa-
rientes de los designados en el núm. 3.° del mismo artículo, esto 
es, cuando concurran los tres requisitos que en él se exigen, debe 
proceder de oficio á la prevención del abintestato, adoptando con 
la urgencia que el caso requiere, así que ocurra ó tenga noticia del 
fallecimiento, las medidas más indispensables para el enterramiento 
del difunto, si fuere necesario, y para la seguridad de sus bienes, 
prevenidas en el art. 961, y practicando dicha prevención en la 
forma ordenada en el 959. Y como en los artículos que subsiguen 
al 964, comprendidos también en este comentario, se ordena lo que 
esos mismos jueces han de hacer, luego que adopten esas medidas 
urgentes, para formalizar y completar la prevención del juicio, 
creemos oportuna, lógica y racional la colocación de dicho artículo 
en el lugar donde se halla. No entramos en esta cuestión porque iv  
nada conduce para la recta inteligencia y aplicación de la ley. 
II 
Períodos en que se divide la prevención del abintestato.—El 
recto sentido acomodándose al orden natural de las cosas aconseja y 
la práctica de estos negocios enseña que es preciso dividir en dos 
períodos la prevención del juicio de abintestato, como lo hace la- 
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ley. El primero, de ejecución urgentísima, reciente el fallecimiento, 
acabado de ocurrir, para poner en seguridad los bienes y papeles 
que sean susceptibles de ocultación ó sustracción ó que necesiten 
para su conservación de un cuidado diario. A estos fines deben 
adoptarse las medidas que previene el art. 959 y en su caso el 961 
para el enterramiento , que hemos explicado en sus comentarios, 
sin detenerse el juez, como allí hemos dicho, á hacer la descripción 
de esos bienes, bastando guardar los muebles en lugares seguros, 
cerrados y sellados. Adoptadas estas medidas, se pasa al segundo 
período, en el que se procede con más detención y tiempo, y ya en-
tonces se forma el inventario ó descripción de todos los bienes, 
practicándose lo demás que ordena el art. 966, y en los tres que le 
subsiguen, que son su complemento. Haciéndose cargo del objeto 
de cada uno de esos dos períodos, y de lo que en cada uno de ellos 
debe practicarse, se comprenderá fácilmente que ni la ley repite 
sus disposiciones, ni hay motivo para censurarla. 
Para llevar á efecto las medidas preventivas del primer pe-
ríodo basta que concurran los tres requisitos del art. 960, explica-
dos en su comentario, sin necesidad de justificar, porque la urgen-
cia del caso no lo permite, la muerte intestada, ni la falta de here-
deros. Esta justificación es necesaria para entrar en el segundo pe-
ríodo; la ordena el art. 965, previniéndose en el 966, que sólo en 
el caso de que resulte haber fallecido el causante de la herencia sin 
testar y sin descendientes , ascendientes ó colaterales dentro del 
cuarto grado, ni cónyuge legítimo que viviera en su compañía, se 
procederá á lo que en él se ordena, ó sea á practicar las diligen-
cias del segundo período. Mientras tanto, mientras no resulten 
probados estos hechos, han de quedar subsistentes las medidas para 
la seguridad de los bienes adoptadas en el primer período. Si de la 
justificación resulta que el finado hizo testamento, o que tiene he-
rederos legítimos de los antes indicados, lo mismo que cuando és-
tos comparezcan, el juez debe mandar entregarles los bienes, de-
jándolos á su disposición sin otra formalidad que la de levantar 
los sellos y darles las llaves, y hacer en su caso al depositario el 
requerimiento oportuno, y sobreseer en las diligencias preventivas, 
á no ser que alguno de ellos solicite la intervención judicial, ó esté 
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ausente, 6 sea menor ó incapacitado, como se ha dicho al comentar . 
los artículos 961 y 962. 
Hemos creído convenientes las anteriores explicaciones para 
demostrar cuál es el objeto y fin de la ley. Inspirándose en ellas y 
en las disposiciones de la misma ley á las que están ajustadas, los 
jueces de primera instancia y los municipales, á quienes corres-
ponda prevenir el abintestato, procederán con acierto en el cum- 
plimiento de ese deber, sin tropezar con dudas ni dificultades que 
no puedan vencer con su racional criterio, como lo han hecho 
hasta ahora, puesto que las disposiciones de que tratamos son igua-
les sustancialmente á las de la ley anterior, y detallan con más 
precisión las medidas que han de adoptarse para la prevención del 
abintestato en su primer período, como resulta de los comentarios 
anteriores, sin modificación esencial tampoco en las del segundo, 
como puede verse comparando los artículos 965 y siguientes de 
este comentario con el 358 al 365 de la ley de 1855, con los que 
concuerdan. 
III 
Información que ha de preceder al segundo período de preven-
ción.—Practicadas las diligencias urgentes, que constituyen, según 
se ha explicado, el primer período de prevención del abintestato, 
y puestos en seguridad los bienes, que es el principal objeto de las 
mismas, antes de entrar en el segundo. período debe el juez averi-
guar por los medios que estime más conducentes, según las circuns-
tancias del caso, si la persona de cuya sucesión se trata ha fallecido 
con disposición testamentaria ó sin ella, y si tiene herederos de al-
guna de las clases designadas anteriormente, ó sean descendientes, 
ascendientes, colaterales dentro del cuarto grado, ó cónyuge legí-
timo que viviera en su compañía. Así lo ordena el art. 965, aña-
diendo que la información sobre esos dos extremos, á falta de otros 
medios, se hará examinando sobre ello á los parientes, amigos ó 
vecinos del finado, ó sea á las personas que por sus relaciones con 
éste puedan dar razón, y sin perjuicio de traer d los autos el certi- 
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ficado de defunción luego gire sea posible, prevención que no se hizo  
en la ley anterior, de cuyo art. 358 está tomado el que estamos . 
examinando. 
Es de notar en esta disposición quo la información de que  se, 
trata han de recibirla tanto el juez de primera instancia como el  
municipal, ó sea todos los jueces que conozcan de la prevención  
del abintestato, y que . sólo á falta de otros medios ha de ser de  
testigos. Y como su objeto es el indicado anteriormente de tener el  
juez un dato más seguro para continuar ó no las diligencias pre-
ventivas después de adoptadas las medidas más urgentes para la  
seguridad de los bienes que sean susceptibles de ocultación ó sus-
tracción, por esto se lo ordena que la practique de oficio, sin cita-
ción del Ministerio fiscal ni de nadie, y hasta valiéndose de los  
parientes, que podrán ser testigos parciales. No existe en ello irre-
gularidad alguna, puesto que esa información sólo sirve para el co-
nocimiento del juez, y no causa estado ni puede ocasionar perjui-
cio alguno á los interesados en la herencia.  
Como la ley, con un fin laudable, autoriza para prevenir el ab-
intestato á raíz del fallecimiento, no sólo al juez de primera  ins-
tancia ó municipal donde éste haya ocurrido, sino también al del  
domicilio del finado y al de cualquiera otro lugar donde tuviera 
 
bienes susceptibles de ocultación ó sustracción, ó á cuya conserva-
ción deba atenderse, podrá suceder que dos ó más jueces conozcan  
á la vez de esas diligencias preventivas. En tal caso cada uno d e . 
ellos habrá de recibir la información antes indicada; pero limitán-
dola á los datos que pueda recoger dentro de su jurisdicción. E l . 
juez del lugar del fallecimiento, reclamará del Registro civil la cer-
tificación de defunción: el del lugar donde hayan nacido todos ó al-
guno de los presuntos herederos, podrá reclamar y unir á los auto s . 
las partidas de nacimiento que acrediten el parentesco con el fina-
do, y así de los demás medios que estime conducentes, empleando
. 
en Último término la información de testigos, que será el más expe-
dito y procedente en la mayoría de los casos. No se propone n i 
manda la ley que cada juez justifique ó haga constar cumplida-
mente el fallecimiento intestado y la existencia 
. y derecho prefe-
rente 
 de los presuntos herederos: esta justificación vendrá después, ; 
^ 	
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cuando se formalice el juicio, y para el objeto de la ley basta que 
el juez adquiera el convencimiento de si se halla ó no en el caso 
de continuar sus actuaciones, convencimiento que puede .adquirir 
breve y fácilmente, como el caso lo requiere, por los medios antes 
indicados. 
Sin duda alguna podría completarse esa justificación sobre 
 la 
 existencia del testamento y de los parientes haciendo indagaciones 
en las notarías, parroquias, registros civiles y demás archivos de 
los varios lugares donde haya residido, y de donde descienda y 
tenga ó pueda tener parientes el finado, y reclamando los docu-
mentos correspondientes, dirigiéndose para ello á los juzgados, 
oficinas y centros que puedan dar alguna luz, como aconseja un 
comentarista. Pero esto no cabe, á nuestro juicio, dentro del ob-
jeto y espíritu da la ley: no puede ésta imponer al juez la penosa 
tarea de hacer de oficio esas indagaciones, que corresponden á los 
interesados, y que no son necesarias para el objeto á que se diri-
gen, como ya se ha dicho. Si cada uno de los jueces hubiera de 
practicar esas investigaciones, resultarían duplicadas ó triplicadas 
con los gastos y dilaciones consiguientes, sin necesidad ni utilidad 
alguna, lo cual no puede estar ni está en el espíritu ni en la letra 
de la ley. Por eso repetimos, que cada juez debe reunir los datos 
que pueda recoger dentro de su jurisdicción, y cuando remitan lo 
actuado al de primera instancia que deba conocer del juicio, éste 
rectificará las faltas ú omisiones que resulten ó puedan haberse co-
metido, como se ordena en el art. 971. 
Por Real decreto de 14 de Noviembre de 1885 se creó un Re-
gistro general de actos de última voluntad, que desde 1.° de Enero 
siguiente debía llevarse y se lleva en la Dirección general de los Re-
gistros civil y de la propiedad y del notariado, dependiente del Mi-
nisterio de Gracia y Justicia, y en su art. 8.° se mandó, que siem-
pre que se solicite declaración de que una persona ha muerto 
abintestato, se presentará en el juzgado de primera instancia, para 
que se una á los autos, certificado de dicha Dirección de los testa-
mentes que consten registrados, o de que no consta ninguno del 
oausante. Creemos que no procede reclamar este certificado para 
la información de que se trata;, pero habrá de presentarse necesa- 
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riamente en el caso del art. 974, y reclamarlo el juez de oficio 
cuando, conforme al 977, haya de proceder á la declaración de he-
rederos abintestato. 
Practicada la información, si de ella resulta que el finado falle-
ció sin testar y sin parientes de los ya expresados, procederá el 
juez á practicar las diligencias prevenidas en los artículos 966 y 
siguientes, y que luego explicaremos. Así lo ordena dicho artículo, 
y aunque no dice lo que ha de hacerse cuando resulte lo contrario, 
esto es, que hizo testamento ó que existen parientes de los indica-
dos, se deduce claramente de su contexto que el juez debe abste-
nerse en estos casos de practicar dichas diligencias, que constituyen 
el segundo periodo de prevención del abintestato. Si . este juez es 
el municipal, ó alguno de primera instancia que no sea el compe-
tente para conocer del juicio, como está terminado lo que á él le 
corresponde, deberá remitir sus actuaciones al de primera instan-
cia del domicilio del finado ó al que sea competente, poniendo á su 
disposición los bienes, librós y papeles intervenidos, en cumpli-
miento de lo que se ordena en la regla 5.' del art. 63 y en el 970. 
El juez competente para conocer del juicio, luego que reciba 
las diligencias practicadas por los otros, si de ellas y de las suyas 
resulta que el finado hizo testamento o que dejó herederos de las 
clases indicadas, si éstos están ausentes, deberá darles el oportuno 
aviso y dejar su disposición los bienes, luego que se presenten, 
conforme á lo prevenido en el art. 961, cesando por consiguiente 
la intervención judicial, á no ser que alguno de los interesados la 
solicitare, ó que sea necesaria por haber entre los herederos algún 
menor ó incapacitado. Con dicha resolución se pone término al 
juicio de abintestato, por lo cual sólo puede dictarla el juez que sea 
competente para conocer de él: si pudieran acordarla los otros jue-
ces que practiquen diligencias preventivas, privarían á aquél de 
su jurisdicción, la que deben dejar expedita según la regla antes 
citada, y se dividiría la continencia de la causa, pudiendo resultar 
resoluciones contradictorias con los perjuicios consiguientes. Tene-
mos, pues, por indudable, y es conforme á los buenos principios, 
que esa resolución sólo puede dictarla el juez competente para co-
nocer del juicio. 
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IV 
Segundo período de prevención del abintestato.— Recibida la 
información, de que se  ha tratado en el párrafo anterior, si de ella 
resulta que la persona causante de la herencia falleció abintestato 
y sin descendientes legítimos ó naturales reconocidos, ascendientes 
ó colaterales dentro del cuarto grado ni cónyuge legítimo que vi-
viera en su compañía, el juez dictará auto en el que, fundándose 
en estos hechos y en lo que ordenan los artículos 966 y siguientes, 
acordará continuar en la prevención del abintestato, nombrando 
albacea dativo, que se encargue en su caso de disponer el entierro, 
y si estuviere ya hecho, del funeral y de todo lo demás que sea pro-
pio de su cargo; y mandando proceder á la ocupación y examen de 
los libros, papeles y correspondencia del finado, y á inventariar y 
depositar los bienes, nombrando en el mismo auto el depositario 
-administrador que haya de encargarse de ellos con designación de 
la fianza que deberá prestar. También mandará que se proceda á 
abrir la correspondencia en presencia del administrador y del ac-
tuario, luego que aquél acepte el cargo. 
Estos son los extremos que habrá de comprender dicho auto, 
conforme á los artículos antes citados que estamos examinando; 
pero basta el recto sentido para conocer que cada juez de los que 
adopten medidas preventivas habrá de acomodarse á las circuns-
tancias del caso en que se halle para acordar sobre dichos extremos 
lo que sea procedente, omitiendo aquellos que no puedan tener 
aplicación. El juez del lugar del fallecimiento tendrá que acordar 
sobre los tres puntos que determina el art. 966: el del domicilio 
nada tendrá que acordar en la mayoría de los casos, sobre nombra-
miento de albacea dativo; y el del lugar donde existan bienes á cuya 
seguridad ó conservación deba atenderse, habrá de limitarse á in-
ventariarlos y depositarlos. 
El juez del domicilio del finado, o el que sea competente para 
conocer del juicio, habrá de acordar también en dicho auto que se 
forme la pieza separada para la declaración de herederos abintes- 
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tato, que previene el art. 977. Sin embargo, cuando le conste que 
otros jueces están practicando á la vez diligencias preventivas, con-
vendrá que espere á que éstos se las remitan para acordar la for-
mación de dicha pieza, por si lo que de ellas resulte la hiciese in-
necesaria. En el comentario de dicho artículo expondremos lo que 
se relaciona con la pieza separada, y vamos ahora á examinar cada 
uno de los tres extremos que determina el 966. 
1.° A nombrar un albacea dativo.—Las leyes del tít. 10 de la 
Partida G. '  y las demás de nuestro antiguo derecho que trataron 
de albaceas, testamentarios ó cabezaleros, daban por supuesto que 
debían ser nombrados en testamento; pero los expositores, fundán-
dose en que las leyes encargaban á los herederos el cumplimiento 
de las mandas piadosas y facultaban á los Obispos para nombrar 
albaceas que las cumplieran, los dividieron en tres clases, dando 
el nombre de testamentarios á los albaceas nombrados en testamen-
to; de legitimos á los designados por la ley, que eran los herederos, 
y de dativos á los nombrados por el juez. Pero esta división apenas 
tuvo aceptación ni aplicación en la práctica, hasta que por el ar-
tículo 359 de la ley de Enjuiciamiento civil de 1855, igual sustan-
cialmente al 966 de la actual, se mandó que en el caso á que se re-
fiere el juez nombrase «un albacea dativo que se encargue de dis-
poner el entierro y de lo demás propio de este cargo con arreglo á 
las leyes». Y el Tribunal Supremo declaró después en sentencias 
de 29 de Marzo de 1869 y 31 de Diciembre de 1888, que procede 
el nombramiento de albacea dativo por el juez, cuando faltan todos 
los designados por el testador y carece de representación el here-
dero. 
El Código civil, siguiendo la tradición de nuestro antiguo de-
recho, tampoco reconoce ni autoriza otros albaceas ó testamenta-
rios que los nombrados en testamento, como puede verse en sus ar-
tículos 892 y siguientes. De aquí la duda de si podrá hoy el juez 
hacer el nombramiento de albacea dativo. Para el caso de que tra-
tamos entendemos que sí, en razón á que el Código civil no ha de-
rogado la ley de Enjuiciamiento, ni es opuesta á él la disposición 
que lo autoriza, la cual sólo tiene por objeto llenar una necesi-
dad relacionada con el procedimiento. Si no pudiera el juez hacer 
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ese nombramiento, tendría que disponer por sí mismo el entierro 
y exequias del finado, como tiene que hacerlo en el caso urgente del 
art. 961; y como además de ser esto impropio de su cargo, podría 
distraerle de otras atenciones preferentes de la administración de 
justicia, la ley le faculta para que encargue esa obra de piedad á 
persona que crea á propósito para ello. Si en vez de llamarle alba-
cea se le diera el nombre de comisionado ú otro análogo, no habría 
motivo para la duda indicada, la cual desaparece teniendo en cuen- 
ta que el nombre no altera la esencia de las cosas. 
Se dice en el núm. 1.° del art. 966, que estamos examinando, 
que el nombramiento de albacea dativo es para que éste «se en-
cargue de disponer el entierro, exequias (palabra adicionada en la 
nueva ley) y todo lo demás que sea propio de este cargo con arre-
glo á las leyes.» Con arreglo á las de Partida, que eran las que re-
gían cuando se publicó la de Enjuiciamiento civil, esas atribucio-
nes no podían ser otras que las relativas al entierro, exequias ó fu-
nerales, misas y demás sufragios y mandas piadosas forzosas, que 
se acostumbren en la localidad, con arreglo á la calidad, caudal y 
circunstancias del difunto; todo lo relativo al fecho de sus dnirnas, 
como decía la ley la, tít. 10 de la Partida 6.°, pues las demás fa-
cultades de los albaceas dependían de lo que el testador hubiere or-
denado en su testamento. Esas mismas serán hoy las atribuciones 
del albacea de que se trata, pues las demás que le atribuye el ar-
tículo 902 del Código civil, están subordinadas á lo que se ordene 
en el testamento, que no existe en el presente caso: por consi-
guiente, sólo podrá disponer y pagar los sufragios y el funeral del 
finado con arreglo á la costumbre del pueblo, como se dice en el 
núm. 1.° de dicho artículo. 
En cuanto al entierro, téngase presente que, según el art. 961, 
debe disponerlo el juez cuando sea necesario. Por consiguiente, si 
se hubiere verificado ya cuando sea nombrado el albacea dativo, 
bien por disposición del juez, é por la de cualquiera otra persona, 
nada tendrá aquél que disponer sobre esto, como no sea pagar los 
gastos que se hayan ocasionado, y sus atribuciones estarán reduci-
das á disponer el funeral y sufragios con arreglo á la costumbre 
del pueblo y á la posición social del finado. Pero puede ocurrir 
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que el juez prevenga el abintestato acto continuo del fallecimiento, 
y que antes de que transcurran las veinticuatro horas de éste en 
que debe hacerse el enterramiento, pueda hacer el nombramiento 
de albacea dativo: entonces éste será quien lo disponga. 
En el art. 360 de la ley de 1855 se previno que el juez diese 
instrucciones al albacea para el desempeño de su encargo, según 
la idea que se tenga del caudal del difunto y de sus circunstancias. 
Se ha suprimido este artículo por creerlo innecesario. Es natural 
que el juez confiera ese cargo á algún amigo del difunto, que estará 
enterado de la posición social de éste, y .si la ignora, fácil le será 
averiguarlo, y ponerse de acuerdo con las personas más allegadas 
y con el mismo juez para disponer la clase de entierro ó del fune-
ral y demás sufragios, como lo hace toda persona que desea llenar 
cumplidamente su cometido. Según la ley 26 de Toro, ó sea la 13, 
tít. 20, lib. 10 de la Novísima Recopilación, cuando no había des- 
cendientes ni ascendientes legítimos, debía invertirse por el alma 
del difunto la quinta parte de sus bienes. No habiéndose reprodu-
cido esta disposición en el Código civil, está derogada, y el albacea 
habrá de atenerse para esos gastos al uso y costumbre del pueblo, 
conforme al núm. 1.° del art. 902 ya citado de dicho Código. 
El cargo de albacea dativo puede conferirse á cualquiera per-
sona que tenga capacidad para obligarse: es gratuito y voluntario, 
pero él albacea que lo acepte se constituye en la obligación de des-
empeñarlo. Los gastos legítimos del entierro y funeral 6 exequias 
deben pagarse del caudal hereditario, y si en él no hubiere dinero 
bastante, puede promover el albacea la venta de los bienes mue 
bles, y no alcanzando éstos, la de los inmuebles, conforme al ar-
tículo 903 del Código civil y al 1030 y siguientes de la presen-
te ley. 
2.° A ocupar los libros, papeles y correspondencia del difunto. 
—Sólo examinando con ligereza esta disposición y la del art. 959, 
y desconociendo la marcha natural y ordenada de estos procedi-
mientos, puede asegurarse que en ambas se manda una misma cosa, 
y que el legislador se olvidó al redactar el art. 966 de lo que había 
ordenado en el 959. Nada de esto es exacto: cada disposición está 
en su lugar y ordena cosas distintas, adecuadas al estado de la pre- 
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vención del abintestato en que han de ejecutarse. En el párra-
fo II de este comentario hemos explicado ya los casos y el período 
 
de los procedimientos en que han de aplicarse una y otra disposi-
ción y no hay necesidad de repetirlo. Vamos á demostrar que no 
 
disponen lo mismo ni en su letra ni en su espíritu, y que son muy  
distintas y han de ejecutarse de diferente manera las diligencias á 
que respectivamente se refieren.  
Léase el art. 959 y se verá que no se manda en él al juez que 
 
proceda d ocupar los libros, papeles y correspondencia del difun-  
to: el verbo ocupar no se emplea en dicho artículo: se le ordena 
 
que deje en lugares seguros, cerrados y sellados, los bienes, pape-
les, libros y efectos susceptibles de sustracción ú ocultación. Con  
esta medida el juez no ocupa esos bienes y papeles; los deja donde 
 
se encuentran. Le manda la ley lo que racionalmente puede hacerse 
 
en las circunstancias del caso, que es guardar en lugar seguro los 
 
bienes que sean susceptibles de ocultación ó sustracción, y á cuyo 
 
fraude están expuestos cuando se adopta esa medida, que debe ser 
 
á raíz del fallecimiento, sin ordenarle que los ocupe, suponiendo 
 
que la urgencia del caso no permite ocuparlos judicialmente con 
 
las formalidades debidas.  
Pasados los primeros momentos de urgencia, en que deben 
 
adoptarse esas medidas de precaución, y acreditado ya que el fina- 
 
do murió sin testar y sin parientes de los expresados, porque si los 
 
hubiere debe sobreseerse en la prevención del abintestato fuera 
 
de los casos exceptuados, como ya se ha dicho, se entra con más 
 
tiempo y reposo en el segundo período de estas actuaciones, y lle^ 
gado este caso es cuando la ley manda al juez en el art. 966 que  
proceda á ocupar aquellos libros y papeles que provisionalmente  
quedaron guardados en lugares seguros, cerrados y sellados, como 
 
también la correspondencia del finado, á fin de darles el destino  
correspondiente, que será el de incluir en el inventario los que  re-
presenten valores efectivos ó se refieran á créditos àctivos 6 pasi= 
vos, disponiendo el depósito de aquéllos conforme al art. 968 y l a . 
entrega de éstos al administrador, conservar en el juzgado los de-
más que puedan ser de algún interés, y respecto de la correspon-  
dencia lo que previene el art. 969. Véase, pues, como lo que aquí se 
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ordena es cosa muy distinta de lo que se ordenó en el art. 959, y 
que son diferentes los procedimientos y casos á que cada uno de 
ellos se refiere. 
Al establecer en el núm. 3. ° de la ley anterior la misma dispo-
sición que estamos examinando, se empleó el verbo examinar, sus - 
tituído ahora por el de ocupar, por ser éste más propio y adecuado 
para expresar el concepto. No es sólo el examen de los libros y 
papeles lo que debe hacerse en estos casos, sino también ocuparlos 
apoderándose de ellos el juzgado para que produzcan en el juicio 
los efectos consiguientes. A este fin, en la diligencia de ocupación 
debe hacerse una sucinta relación de los que puedan ser de algún 
interés, y como para esto es ineludible examinarlos y enterarse de 
su contenido, claro es que al autorizar la ley al juez para ocupar-
los le autoriza también para examinarlos. Y se ha alterado á la vez 
el orden de colocación dándole el segundo lugar, porque lo lógico 
y natural es que preceda al inventario la ocupación y examen de 
los libros, papeles y correspondencia, porque entre ellos podrán 
existir valores que deban incluirse en aquél, y encont arse datos y 
antecedentes que podrán servir para depurar el caudal. 
Convendrá que antes de proceder á la ocupación de bienes y 
papeles y á la formación del inventario, el depositario administra-
dor haya prestado la fianza y se halle en posesión de su cargo, á 
fin de que concurra al acto y se encargue de lo que deba quedar 
en su poder. Con él, en tal caso, se constituirá el juzgado en el lo-
cal donde se halle lo que deba ser objeto de la ocupación, y des-
pués de asegurarse de que no han sido quebrantados los sellos, se 
levantarán éstos y se abrirán las puertas, no á la vez si se han co- 
locado en varias habitaciones ó muebles, sino sucesivamente según 
se vaya ocupando y describiendo lo que se encuentre, como se or-
dena para caso igual en el art. 976. De todo ello se levantará la 
correspondiente acta ó diligencia, que firmará el juez con el admi-
nistrador, si éste hubiere c&ocurrido, y autorizará el escribano, ó 
el secretario del juzgado municipal en su caso. 
Objeto preferente de las primeras medidas preventivas habrá 
sido la guarda del metálico, efectos públicos y alhajas, si los hu- 
biere, por ser lo más expuesto á sustracciones. Al abrirse el lugar 
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cerrado y sellado donde se encuentren, la primera diligencia deberá 
ser también la ocupación de esos valores antes que la de los pape-
les. El juez contará el metálico_ á presencia de los concurrentes, ha-
ciendo constar en el acta su importe; lo mismo hará con los efectos 
públicos, reseñando los títulos que los constituyan, y se hará igual-
mente la descripción de las alhajas. Acto continuo el juez dispon-
•drá,'que con la seguridad conveniente y por medio del administra-
dor, si estuviere ya en posesión del cargo, ó por persona de su 
confianza, se verifique la traslación de dichos valores y su depó-
sito en el establecimiento público destinado al efecto, que lo es 
para el metálico y efectos públicos la Caja general de Depósitos 
en Madrid y las tesorerías de Hacienda pública en las provincias, 
y para las alhajas el Banco de España y sus sucursales. Si no hu-
biere establecimientos de esta clase en el lugar del juicio, el juez 
proveerá interinamente, y bajo su responsabilidad,a la seguridad 
de esos valores de la manera que estime más conveniente, sin per-
juicio de acordar, lo antes posible y en un término breve, su trasla-
ción á dichos establecimientos. Y hecho el depósito, del resguardo 
ó documento que lo acredite se pondrá testimonio en los autos, en-
tregando el original al administrador depositario, si estuviere ya en 
ejercicio, ó conservándolo el actuario en su poder para entregár-
selo cuando se haga cargo de los bienes. 
Así lo dispone el art. 968, ampliando y mejorando notable-
mente lo que sobre este particular ordenó el 362 de la ley ante-
terior; y como el poner en seguridad esos valores es más impor-
tante y urgente que abrir la correspondencia, esto justifica la colo-
cación de dicho artículo antes del que á ésta se refiere, lo cual no 
obsta para que el juez proceda por el orden que crea más conve-
niente, según las circunstancias de cada caso. Si cree más urgente 
abrir la correspondencia, no vemos inconveniente en que lo haga 
antes de proceder á levantar los sellos y á ocupar los valores, li-
bros y papeles, si están, como deben estar, en lugar seguro. De lo 
que no se puede prescindir es de llevar á efecto Bada diligencia en 
la forma que previene la ley, quedando al prudente criterio del 
juez el orden y tiempo de la ejecución cuando la ley no lo deter-
mina expresamente. 
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En cuanto á libros y papeles del finado, al ocuparlos el juez, 
tendrá que examinarlos para darles e] destino correspondiente, co-
mo ya se ha dicho. El examen de los papeles privados deberá ha-
cerlo el juez por sí mismo, antes de darles publicidad, por si con-
tienen algún secreto de familia que deba quedar oculto, 6 pre-
vención del finado para que permanezcan reservados hasta cierto-  
tiempo 6 para personas determinadas, cuya prevención habrá de 
respetarse mientras no haya motivos racionales para proceder 
de otro modo. Se hará constar el estado en que se hallen los libros 
de cuentas, y si contienen hojas ó huecos en blanco entre lo escri-
to, convendrá tacharlas, y si las hubiere al final del libro, poner 
la oportuna nota á continuación de la última partida. No creemos 
procedente que en cada una de las hojas de esos libros y en los d o-
cumentos se estampen las firmas del juez, administrador y actuario 
y el sello del juzgado, porque no lo ordena la ley, y sería dilatorio,. 
costoso é inútil: si pudieran cometerse abusos, el juez, con su recto 
criterio, adoptará las medidas que el caso requiera para evitarlos.. 
El resultado de la ocupación y examen de los libros y papeles 
se consignará en los autos por medio de acta ó diligencia, que fir-
mará el juez, con el administrador si concurre, y autorizará el ac-
tuario, haciendo en ella relación clara y precisa que sirva de inven-
tario, no sólo de los créditos activos y pasivos que resulten, sino-
también de las escrituras, documentos y papeles de importancia que 
se encuentren, según lo ordena para las testamentarías el art. 1067: 
Todos estos libros y papeles deberán conservarse en el juzgado con 
 las precauciones que el juez estime necesarias para evitar abusos; 
pero habrán de entregarse al administrador los documentos de crée 
ditos 6 derechos en favor del abintestato para que, en uso de la 
facultad que le confiere el art. 1008, y se deduce también del nú-
mero 2.° del 1033, cobre aquéllos y ejercite las acciones que pu-
dieran corresponder al difunto. 
Respecto de la correspondencia, al comentar el art. 959 hemos 
dicho que si el difunto era hombre de negocios, convendrá que el 
juez la recoja como medida preventiva, dirigiendo para ello la 
oportuna comunicación al administrador de correos: si no lo hu-
biere hecho entonces, deberá hacerlo ahora, cualquiera que sea la 
  
^ 
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clase del finado. Ocupada así la correspondencia de éste, en cum-
plimiento de lo que previene el núm. 2.° del art. 966, que estamos  
examinando, se hará lo que ordena el 969, que le sirve de comple-
mento, en cuyo artículo se ha adicionado el párrafo 2.°, no conte-
nido en el 364 de la ley anterior, con el que concuerda, para de-
clarar el destino que ha de dársele.  
Según dicho artículo, «el juez abrirá la correspondencia en pre-
sencia del administrador nombrado y del actuario, y adoptará las 
 
medidas que su resultado exija para la seguridad de los bienes. 
 
Entregará al administrador la que tenga relación con el caudal,  
quedando en los autos nota ó testimonio de ella, según aquél lo es-
time oportuno, atendida su importancia, y dejará la restante en 
 
poder del actuario para darle en su día el destino correspondiente.» 
 
Si contuviese letras de cambio ú otros títulos de crédito, también 
 
se entregarán al administrador para que los cobre, como antes se 
 
ha dicho, pero después de inventariarlos en la diligencia que se 
 
extenderá de dicho acto, en la cual se expresará también la resolu-
ción del juez sobre la correspondencia que ha de entregarse al ad-
ministrador, y si ha de quedar en los autos nota ó testimonio de 
 
ella. A continuación se extenderán las providencias que el juez 
 
crea necesario dictar en vista de lo que resulte de la corresponden-
cia. La que se reciba después, se- abrirá con las mismas formalida-
des, en los días ó períodos que el juez señale, según las circuns-
tancias.  
3.° A inventariar y  depositar los bienes.—Esta es la última de  
las medidas que, según el art. 966, debe acordar el juez luego que 
 
resulte que el finado falleció sin testar, y sin parientes dentro del 
 
cuarto grado, ni cónyuge viudo, á quienes corresponda la heren-
cia. En el art. 359 de la ley anterior estaba colocada esta misma 
 
disposición en segundo lugar, y ahora ha pasado al tercero porque 
 
debe ser la última en el orden natural de los procedimientos, en 
 
consideración á la menor urgencia y mayor tiempo que se necesita 
 
para formar el inventario, y á los requisitos que deben precederle. 
 
Según la ley 5 $, tít. 6.°, Partida 6.a, «inventario en latín, tanto 
 
quiere decir en romance, como escritura que es fecha de los bienes 
 
del finado», y en esta acepción emplea aquí la ley dicha palabra. 
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Pero aunque el inventario debe contener la descripción de todos 
los bienes del finado, téngase presente que aquí se trata del que 
debe formar cada uno de los jueces que prevengan el abintestato, 
y debe por tanto limitarse á los bienes que existan en su jurisdic-
ción. El inventario general lo formará el juez competente para co-
nocer del juicio, completando los parciales formados por los otros 
jueces, luego que le remitan sus actuaciones, si resulta que exis-
ten bienes que no han sido inventariados. En este caso, y lo mismo 
cuando dicho juez sea el único que prevenga el abintestato, podrá 
dar comisión á otros jueces en cuya jurisdicción existan bienes, 
para inventariarlos, si fuese necesario, por no haberse encontrado 
entre los papeles del difunto datos suficientes para describirlos, di-
rigiendo para ello los exhortes ó despachos. correspondientes. Y 
como sería injusto autorizar la repetición de actuaciones con los 
gastos inútiles consiguientes, en el inventario de que ahora se tra-
ta no deben incluirse el metálico, efectos públicos, créditos y de-
más valores y bienes que se hubieren inventariado anteriormente 
al ocupar los libros y papeles del finado, ó al practicar las prime-
ras diligencias preventivas conforme al art. 959: esos bienes están 
ya descritos é inventariados en los autos, y puestos en seguridad, 
lo cual basta para el objeto de la ley. 
Al inventario y depósito de los bienes debe preceder el nom-
bramiento de depositario, que se encargue de la custodia y admi-
nistración de los mismos. Aunque este nombramiento debe hacerse 
en el mismo auto en que se mande formar el inventario, según 
hemos dicho anteriormente al principio de este párrafo, no puede 
darse comienzo á esta diligencia hasta que el depositario adminis-
trador haya sido puesto en posesión de su cargo, lo cual no puede 
hacerse según el art. 1007 mientras no preste la fianza. 
No exige la ley circunstancias especiales para dicho cargo; sólo 
previene en el núm. 3.° del art. 966 y en el 967, igual al 361 de la 
ley anterior, que sea «persona que ofrezca garantía suficiente, y que 
preste fianza proporcionada á lo que deba administrar, á satisfacción 
y bajo la responsabilidad del juez que haya prevenido el abintes-
tato.» Es, pues, este nombramiento de libre elección del juez, con 
tal de que recaiga en persona que tenga capacidad para obligarse 
e• 
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y preste la suficiente garantía por medio de la fianza; pero el juez 
incurriría en la responsabilidad que le impone la ley si la persona 
elegida careciere de la aptitud necesaria para el manejo de los 
bienes que va á administrar, y por su falta de inteligencia ó de 
probidad causase algún perjuicio, ó no llenara respecto de ellos 
todas las obligaciones de un buen padre de familia, como dice el 
art. 1788 del Código civil. Y como el juez es responsable de los 
actos de ese depositario administrador si no pudiese cubrir su res-
ponsabilidad con la fianza que preste, declara la ley que es amovi-
ble á voluntad del mismo juez. Este, sin embargo, tendrá en cuenta, 
para no proceder la remoción sin motivo que la haga necesaria, 
los gastos y perjuicios que son consiguientes al reemplazo de un 
administrador por otro, pues será preciso hacer entrega formal de 
los bienes, autorizada por el actuario, al nuevamente nombrado, 
expedirle el testimonio de su nombramiento y posesión y darle á 
reconocer á las personas con quienes deba entenderse para el des-
empeño de su cargo. 
La fianza ha de ser proporcionada d lo que deba administrar, 
dice la ley, de cuyas palabras no debe deducirse que ha de ser 
equivalente al capital que se ponga bajo la custodia y administra-
ción del depositario: una interpretación tan lata sería contraria, 
en nuestro concepto, al espíritu y objeto de la ley, é imposibilita-
ría en muchos casos su cumplimiento, por la dificultad de encon-
trar depositario que prestara tales garantías, que son innecesarias, 
toda vez que éste no puede enajenar ni hacer desaparecer los 
bienes raíces. Podrá causar en ellos perjuicios, por malicia ó por 
descuido; podrá alzarse con sus rentas ó productos; podrá también 
hacer desaparecer los bienes muebles: la fianza, pues, deberá ser 
suficiente á cubrir estas responsabilidades, y de ese modo será pro-
porcionada á lo que el depositario deba administrar. En la re-
gla 5.a del art. 1069 se da la norma para esta clase de fianza: ha de 
ser bastante á responder de lo que perciba en bienes muebles y de 
la renta de un año de los inmuebles. 
También previene la ley que la fianza sea á satisfacción del 
juez y bajo su responsabilidad, de lo cual se deduce: 1. 0 Que el juez 
deberá fijar la cuantía de la fianza, teniendo en consideración la 
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importancia de los bienes que hayan de confiarse al depositario 
administrador. Como en muchos casos no sabrá la entidad del cau-
dal hasta después de hecho el inventario, señalará dicha cuantía 
provisionalmente según la idea que tenga del caudal, bien de pro-
pia ciencia, ó por noticias extrajudiciales fidedignas que le será 
fácil adquirir, sin perjuicio de exigir mayor fianza, cuando esté ter-
minado el inventario, como se previene en el art. 1009. 2.° Que el 
juez podrá admitir cualquiera de las clases de fianzas ó garantías 
que reconoce el derecho, lo mismo la hipotecaria, que la consigna-
ción en la Caja de Depósitos de la cantidad designada, que la de 
simples fiadores. Aunque las dos primeras son siempre preferibles 
porque ofrecen mayor seguridad, la equidad exigirá en algunos 
casos que se admita la última, en particular cuando el caudal sea 
de poca importancia, y el fiador de notoria responsabilidad. Con 
mucha prudencia deben proceder los jueces en estos casos, pues 
así como incurrirían en la responsabilidad que les impone el 
art. 967 si entregaran los bienes á un depositario que no hubiere 
prestado las garantías oportunas, también faltarían á sus deberes 
si por ser demasiado exigentes no encontraran persona que acep-
tara dicho cargo, y sufriéran por esta causa perjuicio los bienes y 
entorpecimiento las actuaciones. 
Prestada la fianza por el depositario administrador y aprobada 
por el juez bajo su responsabilidad, se pondrá á aquél en posesión 
de su cargo, como previene el art. 1007, y habilitado ya para re-
cibir los bienes, se procederá á la formación del inventario, concu-
rriendo á este acto el mismo depositario para hacerse cargo de los 
bienes según se vayan inventariando. Para dicha diligencia podrá 
dar el juez comisión al actuario, sin perjuicio de concurrir aquél 
á su formación en todo ó en parte cuando lo Considere necesario, 
como está prevenido para las testamentarías en el art. 1063. Cuan-
do haya habitaciones cerradas y selladas, tendrá que concurrir el 
juez al acto de levantar los sellos y abrirlás, á fin de asegurarse 
de que todo está como él lo dejó, y acreditado esto, y ocupados é 
inventariados los valores muebles, podrá confiar al actuario la con-
tinuación del inventario. Para éste no ordena la ley la citación de 
persona alguna, porque no hay á quien citar, puesto que no exis• 
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ten ó no son conocidos los parientes que pudieran tener derecho 
á. la herencia, y el juicio no ha llegado todavía al estado en que 
debe ser parte el Ministerio fiscal, según el art. 972. 
Ya se ha dicho lo que ha de hacerse respecto del metálico, efec-
tos públicos y alhajas, que se encontraren en los lugares cerrados y 
sellados al abrirlos el juez para ocupar los libros y papeles y de-
más que allí se hubiere guardado. Si al formar el inventario resul-
taren más valores de esa clase, el actuario los incluirá en él entre-
gándolos al depositario; pero dará cuenta al juez sin dilación para 
que acuerde el depósito conforme al art. 968. 
Indicaremos, por último, que el nombramiento de depositario 
administrador judicial del abintestato ha de recaer en una sola 
persona, como se deduce de todas las disposiciones que á él se re-
fieren y especialmente del art. 1035: debe cesar, por tanto, el depo-
sitario que interinamente y sin fianza hubiere sido nombrado con-
forme al art. 959, para la guarda y cuidado de los semovientes y 
demás á cuya manutención ó conservación se deba atender constan-
temente, lo mismo que cualquiera otro administrador 6, interven-
tor, que como medida urgente de prevención hubiere sido nombra-
do á raíz del fallecimiento. El depositario con fianza, luego que 
sea puesto en posesión, debe encargarse del cuidado y administra-
ción de todos los bienes del abintestato, haciéndosele entrega for-
mal de ellos bajo inventario. En cuanto á sus atribuciones, véase 
la sección 4.fl de este título. 
Es de advertir, que entre las disposiciones que acabamos de 
comentar, se colocó en la ley de 1855 la del art. 363 de la misma, 
por el cual se mandaba que, «si hubiere frutos almacenados, se de-
berán sobrellavar los almacenes; y si pendientes, ó se estuvieren 
recogiendo, se constituirán guardas ó interventores, según más 
convenga.» Al comentar dicha ley, llamamos la atención sobre la 
irregularidad de haber colocado dicho artículo en este lugar, por-
que lo que en él se ordena deberá ejecutarse en su caso en las pri-
meras medidas que se adoptan á raíz del fallecimiento para la se-
guridad de los bienes, y su ejecución es incompatible con el carga. 
-del depositario ya en ejercicio, á quien deben entregarse los bie-
nes y su administración. Nos parece, pues, conveniente la supre- 
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sión de ese artículo en la nueva ley, la cual autoriza al juez para 
adoptar esas medidas en el primer período de prevención, según 
hemos expuesto al comentar el art. 959. 
ARTÍCULO 970 
(Art. 909 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando el Juez municipal haya practicado estas di-
ligencias, las remitirá al de primera instancia, ponien-
do á su disposicion los bienes, libros y papeles inter-
venidos y la correspondencia recibida: 
ARTÍCULO 971 
(Art. 970 para Cuba y Puerto Rico.) 
El Juez de primer, instancia, así que reciba las di-
ligencias, rectificará cualesquiera faltas que en ellas se 
hubieren cometido, dictando al efecto las providencias 
que estime oportunas. 
Concuerdan con los artículos 365 y 366 de la ley de 1855, y 
 aunque se les ha dado diferente redacción, son iguales sus disposi-
ciones. Se refieren al caso en que un juez municipal haya preveni-
do el abintestato, y se le ordena que luego que haya practicado 
las diligencias determinadas en los artículos anteriores, únicas á 
que alcanza su competencia, las remita al de primera instancia
. 
del partido, poniendo á su disposición los bienes, libros y papeles 
intervenidos y la correspondencia recibida, como deberá hacerlo 
también en su caso del resguardo del depósito de dinero, efectos
. 
públicos y alhajas, y de cuanto pertenezca al abintestato; y que 
el juez de primera instancia, así que reciba dichas diligencias, rec-
tificará cualesquiera faltas que en ellas se hubieren cometido. Esto• 
es claro y sencillo y no necesita de más explicaciones. El juez mu-
nicipal lo remitirá todo por conducto seguro en la forma acostum-
brada, haciendo saber al depositario que quedan los bienes á dis-
posición del de primera instancia; y éste, si notare algtlna falta, ya 
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sea de forma, ya por haberse omitido alguna diligencia que crea 
necesaria para la seguridad de los bienes, et sobre la inclusión de 
todos ellos en el inventario, dictará la providencia oportuna para 
subsanarla. 
Pero aunque ese sea el caso más frecuente, pueden ocurrir otros 
no expresados en estos artículos. La regla 5.n del art. 63 da com-
petencia para prevenir el abintestato á los jueces de primera ins-
tancia y municipales del lugar del fallecimiento del finado y de los 
demás lugares donde tuviera bienes, y al de primera instancia de 
su último domicilio para conocer del juicio. Puede suceder, por 
tanto, que todos esos jueces practiquen á la vez diligencias preven-
tivas, y entonces, siguiendo el espíritu de estos artículos y la dis-
posición expresa de dicha regla, todos deberán remitir las diligen-
cias que hubieren practicado al de primera instancia del domicilio 
del finado ó al que sea competente para conocer del juicio, deján-
dole expedita su jurisdicción, y poniendo á su disposición los bie-
nes, libros y papeles intervenidos y la correspondencia recibida, 
debiendo verificarlo los jueces municipales por conducto del de pri-
mera instancia á quien estén subordinados. 
Téngase presente que los jueces municipales proceden en estos 
casos con jurisdicción propia, de la que no pueden ser privados por 
el de primera instancia respectivo: por consiguiente, éste no podrá 
avocar á sí el conocimiento de esas diligencias preventivas, ni or-
denar que se le remitan mientras no estén terminadas. Esto no 
obsta para que ejerza la inspección que le corresponde como supe-
rior inmediato á fin de evitar abusos en la administración de jus-
ticia, y para que pueda corregir disciplinariamente las faltas que 
lo merezcan, pero esto último luego que reciba las actuaciones. 
ARTÍCULO 972 
(Art. 971 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Luego que el juicio hubiere llegado á este estado, 
el Promotor fiscal será parte en él, en representacion 
de los que puedan tener derecho á la herencia. 
TOMO IV 	 38 
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Será de su obligacion promover cuanto considere 
necesario para la seguridad y buena administracion de 
los bienes. 
Es igual este artículo al 367 de la ley de 1855, del que está 
copiado casi literalmente. Practicadas las diligencias preventivas 
para la seguridad de los bienes, que se terminan con el inventario 
y depósito de los mismos, explicadas en los comentarios anteriores, 
es llegado el caso de resolver á quién corresponden los bienes, lla-
mando á los que se crean con derecho á la herencia, conforme al 
artículo 986. Desde entonces puede haber controversia para la de-
finición de derechos, y como la herencia corresponderá al Estado, 
según el art. 956 del Código civil, á falta de descendientes, ascen-
dientes, cónyuge supérstite y colaterales dentro del sexto grado, 
que antes alcanzaba al décimo, y puede corresponder también á pa-
rientes ausentes cuyo paradero se ignore, é á menores ó incapaci-
tados que no tengan representación legítima, por esto se ordena en 
el presente artículo, que luego que el juicio llegue á ese estado, sea 
parte en él el Ministerio fiscal en representación de los que puedan 
tener derecho d la herencia. Representa, pues, no sólo al Estado, 
sino también á esas personas desvalidas á quienes la sociedad debe 
prestar su acción tutelar, para que no sean la stimadas en sus legí-
timos derechos; pero cesará su representación respecto de éstas, y 
continuará sólo con la del Estado, luego que se habilite de tutor á 
los menores ó incapacitados, y se presenten ó puedan comparecer 
los ausentes, todo conforme á lo prevenido en los artículos 1059 
y 1060 para el juicio de tes tamentaría, al que debe acomodarse el 
de abintestato. 
El Ministerio fiscal no tiene necesidad de personarse en los 
autos para que se le tenga por parte: luego que llegue el juicio al 
estado antedicho, de derecho es parte en él, sin necesidad de que 
lo solicite, porque lo manda la ley, y de oficio debe acordar el juez 
que se le tenga por parte, haciéndole saber el estado de las actua-
ciones para el uso de su derecho. Desde esta providencia han de 
notificarse á dicho Ministerio cuantas se dicten, y nada puede re-
solverse definitivamente sin su audiencia y citación. Como la ley le 
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impone la obligación de promover cuanto considere necesario para 
la seguridad y buena administración de los bienes, si pide que á 
este fin se le comunique todo lo actuado para la prevención del 
juicio, así deberá acordarlo el juez, puesto que para la declaración 
de herederos ha de formarse pieza separada, según el art. 977, y 
no puede embarazarse su marcha con dicha comunicación. 
Téngase presente que en la disposición de que tratamos, parte 
la ley del supuesto á que responden los artículos anteriores desde 
el 966, de que el difunto no ha dejado parientes dentro del cuarto 
grado ni cónyuge que viviera en su compañía; en este caso, hasta 
que estén practicadas las diligencias preventivas, no debe hacerse 
el llamamiento de los que se crean con derecho á la herencia, como 
se ordena en el 986, y tampoco hay necesidad de que sea parte el 
Ministerio fiscal. Pero, si antes de llegar el juicio á ese estado com-
pareciese algún pariente solicitando la prevención del juicio ó que 
se le declare heredero abintestato, desde entonces es también con-
siderado como parte dicho Ministerio, pues con su citación ha de 
recibirse la información, y no puede resolverse sin oir su dictamen, 
como se previene en el art. 980, y en los demás que ordenan el 
procedimiento para la declaración de herederos. Y aun fuera de 
estos casos, no puede negarse al Ministerio fiscal el derecho de 
mostrarse parte voluntariamente en las diligencias preventivas, 
cualquiera que sea su estado, para promover lo que crea necesario 
á la seguridad y buena administración de los bienes, puesto que 
le corresponde la representación del Estado y de los ausentes ó in-
capacitados que puedan tener derecho á la herencia, y tiene ade - 
más el deber de velar por el cumplimiento de la ley. 
ARTÍCULO 973 
(Art. 972 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Tambien podrá prevenirse el juicio de ab-intestato, 
en todo caso, á instancia de parte legitima. Lo serán 
para este efecto: 
1.0 Los parientes más próximos del finado que se 
crean con derecho á la herencia. 
alb 
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2.0 El cónyuge sobreviviente. 
3.0 Los acreedores que presenten un título escrito 
que justifique cumplidamente su crédito, y no lo ten-
gan asegurado con hipoteca ú otra garantía. 
ARTÍCULO 974 
(Art. 973 para Cuba y Puerto Rico.) 
En el caso del artículo anterior, el que solicite la 
prevencion del ab-intestato deberá justificar que es par-
te legítima conforme á dicho articulo, y que el cau-
sante de la herencia ha fallecido sin testar, 6 que no 
consta la existencia de disposicion testamentaria, ex-
presando además, si le constare, quiénes sean los pa-
rientes más inmediatos y sus domicilios. 
Dicha justificacion se hará con los correspondientes 
documentos, cuando fuere posible adquirirlos, y con 
informacion de testigos. 
    
     
     
       
   
ARTÍCULO 975 
Presentada la solicitud, mandará el Juez que se ra-
tifique el interesado y que dé la informacion, con cita-' 
cion del Promotor fiscal. 
Si de ella y de los documentos presentados resul-
tare el fallecimiento sin testar de la persona de cuya 
sucesion se trate, y que el actor es parte legítima, 
acordará el Juez la prevencion del ab-intestato, man-
dando practicar las diligencias prevenidas en los ar-
tículos 964 y 966. 
Estas diligencias se limitarán á lo ordenado en los 
números 2. ° y 3.0 del art. 966, cuando se haya solici-
tado la prevencion del juicio despues de treinta Bias 
de la muerte del causante de la herencia, 6 de haberse 
tenido noticia de su fallecimiento. 
    
       
       
   
Art. 974 para Cuba y Puerto Rico.—(Las referencias de este artículo 
en dicha ley son d los artículos 963 y 965 de la misma, sin otra va-
riación.) 
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ARTÍCULO 976 
En estos casos, si hubiere cónyuge sobreviviente 
que habitare en compañia del finado, se le nombrará 
depositario administrador, y á medida que se pueda 
formar el inventario de los bienes, le serán entrega-
dos en dicho concepto, levantándose sucesivamente las 
llaves y sellos conforme se vaya verificando la  en-
trega. 
No se le exigirá fianza cuando, á juicio del Juez, 
tenga bienes propios suficientes para responder de los 
que no le pertenezcan. Si no los tuviere, deberá pres-
tarla en la cantidad que el Juez determine. 
No habiendo cónyuge sobreviviente con capacidad 
legal para administrar los bienes, se dará dicho cargo 
á otra persona, y se practicará lo prevenido en los ar-
tículos 967 y 968. 
Art. 975 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia que se hace al 
final de este artículo en dicha ley es d los artículos 966 y 967 de la 
misma, sin otra novedad.) 
I 
Prevención del abintestato á instancia de parte. ¿Es incompati-
ble con la de oficio?—Después de haber ordenado la ley el procedi-
miento para prevenir de oficio el juicio de abintestato, pasa lógi-
camente á establecer el que ha de seguirse para acordar y llevar á 
efecto esa prevención tt instancia de parte. Aunque la ley de 1855 
reconoció este derecho á los interesados en la herencia, como 
puede verse al final de su art. 352, nada dispuso sobre los casos y 
forma en que podrían ejercitarlo, y esta omisión se ha suplido en 
la presente ley por medio de los artículos que van al frente de este 
comentario. 
Encontramos tan claros y terminantes estos artículos y redac-
tados con tan buen sentido práctico, que nos parecía excusado su 
comentario, creyendo que basta atenerse á su texto para aplicar- 
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los rectamente. Pero hemos leído con sorpresa algunos comentarios 
en que son impugnados duramente, suponiendo, sin razón alguna 
á nuestro juicio, que son absurdas algunas de sus disposiciones, y 
que su redacción es obscura, errónea y absurda, y no puede armo-
nizarse con la naturaleza y el mecanismo de la prevención. Pres-
cindiríamos de estos calificativos injustificados, sometiéndolos á la 
apreciación de los que tienen el deber de estudiar y aplicar la ley ; 
 pero como á la vez se exponen doctrinas y procedimientos que, 
dada la ilustración de sus autores, pueden inducir á error por se-
pararse irreflexivamente de la letra y del espíritu de la ley, nos 
creemos en el deber de extendernos lo necesario para explicar lo 
que la ley dice en los puntos impugnados, á fin de que pueda ser 
aplicada rectamente. 
La ley reconoce que la prevención del juicio puede ser de oficio 
ó á instancia de parte interesada; voluntaria ó forzosa, como es 
natural y justo; pero es un error suponer, que «cuando existe la 
prevención forzosa no es dable la voluntaria.» Si se parte de este 
principio erróneo, ilegal, y no diremos que absurdo por no emplear 
los calificativos que rechazamos, tienen que ser también erróneas 
é ilegales las consecuencias que de él se deduzcan. Vamos á de-
mostrar la ilegalidad y la injusticia de ese principio. 
Comienza el art. 973 (972 en la ley de Ultramar) declarando 
que á instancia de parte legítima «también podrá prevenirse el 
juicio de abintestato, en todo caso». También, porque en los ar-
tículos anteriores ha tratado de la prevención de oficio; y en todo 
caso, para significar con estas palabras que no obsta el que se deba 
prevenir ó se haya prevenido de oficio para que la parte interesada 
en la conservación y seguridad de los bienes, solicite la prevención. 
Lo contrario sería una arbitrariedad injustificada y un atentado 
al derecho de defensa. ¿Qué razón habría para prohibir al que se 
crea con derecho á la herencia, 6 al acreedor que ha de cobrar de 
esos bienes su crédito, el que solicite la prevención? Ninguna abso-
lutamente. ¿Es que interviniendo, é debiendo intervenir el juez de 
oficio, nada tiene que hacer ni gestionar el particular interesado? 
Por esa circunstancia, ¿no ha de poder intervenir en las actuacio-
nes para la defensa de sus derechos y para el ejercicio de la acción 
r 
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que la ley le concede sin restricción alguna? Cuando hasta en lo 
criminal, en que también se procede de oficio, es eso permitido, ¿no 
ha de serlo en lo civil? Si la ley hubiese establecido directa ó indi-
rectamente semejante prohibición, entonces sí que merecería la ca-
lificación de absurda, por ser contraria al derecho natural. ¿Es que 
el ejercicio de esa acción no está en armonía con la naturaleza y 
el mecanismo de la prevención del abintestato? Veámoslo, expo-
niendo el procedimiento que habrá de seguirse con arreglo á la ley 
y al sentido común, ya se solicite la prevención antes, ya después 
de incoado el procedimiento de oficio, que son los dos casos que 
pueden ocurrir. 
Si la parte interesada solicita la prevención del abintestato an-
tes de haberse incoado de oficio, el juez sustanciará y resolverá la 
solicitud en la forma que ordenan los artículos 974 y 975, y si ácce-
de á ella por estimarla procedente, mandará practicar las diligen-
cias prevenidas en los artículos 964 y 966, y por consiguiente, tam- 
bién las urgentes del 959, á que aquél se refiere. Si la parte expone 
la urgencia de estas medidas, 6 el juez las cree necesarias por con-
siderar que puede haber ocultación ó sustracción de bienes mien-
tras se sustancia y resuelve la solicitud, tiene el deber que le impo-
ne la ley de proceder desde luego á practicarlas, sin perjuicio del 
resultado de la justificación ofrecida por el interesado, puesto que 
concurren los requisitos que para ello exige el art. 960, sin que 
puedan embarazarse mutuamente estos procedimientos, porque de-
ben sustanciarse en piezas separadas. Y lo mismo practicará cuan-
do desestime la pretensión del solicitante por no concurrir en él las 
circunstancias necsarias para tenerle por parte legítima, siempre 
que resulte haber fallecido una persona sin testar y sin parientes 
de los expresados en el núm. 3.° del art. 960. 
En el otro caso, ó sea cuando se solicite la prevención del ab- 
intestato después de incoado de oficio el procedimiento, el juez 
debe admitir, sustanciar y resolver la solicitud en la forma antes 
indicada, pero en pieza separada para no entorpecer el curso de 
las medidas preventivas, las que debe continuar con preferencia 
hasta dejar practicadas todas las que determina el art. 959, porque 
la ley le impone el deber de atender á la conservación de los bie- 
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nes, y el sentido común aconseja que sea esto lo preferente. Si pre-
vios los trámites legales el juez estima procedente tener por parte 
al actor, lo acordará así en la pieza separada, y desde entonces le 
dará intervención en las diligencias preventivas, en las que podrá 
pedir lo que estime procedente al fin y objeto de las mismas. Y si 
se declara no haber lugar á tener por parte al actor, ninguna in-
tervención se le dará en las actuaciones de oficio, las que seguirán 
en todo caso el curso que les marca la ley. 
Véase, pues, cómo la prevención forzosa no excluye la volunta-
ria, y cómo se armonizan perfectamente los procedimientos de la 
una y de la otra para auxiliarse mutuamente, eón sujeción á lo que 
previene la ley. Examinemos ahora quiénes son los que tienen de-
recho á ser parte legítima en estos juicios, demostrando á la vez 
que las disposiciones del art. 973 sobre este punto son lo que de-
ben ser racionalmente, sin traspasar los límites de lo justo ni de la 
conveniencia. 
IT 
Personas que tienen derecho á ser parte legítima en estos proce-
dimientos.—Según dicho art. 973, son parte legítima para pedir la 
prevención del abintestato: 
1.° Los parientes más próximos del finado que se crean con dc-
recho d la herencia.—Parece imposible que se discuta sobre la in-
teligencia y alcance de este inciso, cuya disposición no puede ser 
más clara y terminante, ni más justa á la vez. No sólo están com-
prendidos en su letra y en su espíritu los parientes dentro del 
cuarto grado, sino cuantos tengan derecho á la sucesión legítima, 
siempre que no existan otros más próximos con mejor derecho. A 
-
falta, pues, de descendientes, ascendientes y colaterales dentro del 
cuarto grado, y de cónyuge legítimo que viviera en compañía del 
difunto, podrá solicitar la prevención del abintestato cualquier 
otro pariente colateral que se crea con derecho á la herencia, aun-
que se halle en quinto ó sexto grado, que es hasta donde hoy al-
canza el derecho de heredar abintestato según el art. 955 del Có-
digo civil, derecho que antes se extendía hasta el décimo grado 
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por la ley de 16 de Mayo de 1835. La ley no permite, con notoria 
justicia, que sean parte en estos juicios los que no tengan derecho 
á la herencia, y por esto exige que sean los parientes rnds próxi-
mos del finado que se crean con ese derecho. Si se halla en este 
caso un pariente en quinto ó sexto grado, ¿qué razón habría para 
privarle de ser parte en un asunto judicial de su interés, que acaso 
sea exclusivo? Ninguna absolutamente, sin faltar á la justicia y á 
los principios que rigen en todos los procedimientos. Más adelante 
diremos lo que ha de hacerse cuando no justifique el actor ser el 
pariente más próximo con derecho á la herencia, ó uno de ellos. 
2.° El cónyuge sobreviviente.—Disuelta la sociedad conyugal 
por la muerte de uno de los cónyuges, no puede negarse al que so-
breviva el derecho, que siempre ha tenido, de intervenir en todas 
las operaciones que se practiquen para llevar á efecto la liquida-
ción kdicha sociedad, tanto por el que tiene á la mitad de los ga-
nanciales que puedan resultar, como por el que le compete respecto 
de los bienes que hubiese aportado al matrimonio. Su derecho, 
pues, á intervenir en este juicio es tanto ó más atendible que el de 
los herederos, y la ley, por consiguiente, no podía menos de decla-
rarle parte legítima para pedir la prevención del abintestato, á fin 
de que se pongan en seguridad sus bienes. Nótese gire la ley con-
cede en general este derecho al cónyuge sobreviviente, sin limitarlo 
al que viviera en compañía del finado, como lo hace en el núm. 3.° 
del art. 960 y en el 976, y podrá por tanto ejercitarlo él cónyuge 
que sobreviva, aunque no habitare en compañía del finado, siem-
pre que no se hubiere realizado anteriortnente la separación de los 
bienes de la sociedad conyugal, en virtud de sentencia firme de 
nulidad de matrimonio ó de divorcio, conforme á los artículos 72 
y 73, núm. 4.° del Código civil. 
3.° Los acreedores del difunto.—Para que éstos puedan ser con-
siderados como parte legítima para promover el abintestato, es in-
dispensable, según el núm. 3.° del art. 973, que concurran conjun-
tamente dos requisitos: 1. 0 , que presenten un título escrito que 
justifique cumplidamente su crédito; y 2.°, que no tengan asegura - 
do el crédito con hipoteca ú otra garantía. El derecho de los acree-
dores es preferente al de los herederos sobre los bienes de la he- 
TOMO IV 	 39 
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rencia, y por el interés que tienen en que éstos no desaparezcan,  
es justo concederles en el abintestato la misma intervención que se  
concede á los presuntos herederos, ya sea de oficio ó forzosa la pre-
vención, ya voluntaria ó á instancia de parte, por las mismas ra-
zones expuestas anteriormente. Mas la ley no concede ese derecho  
á todos los acreedores, sino tan sólo á los que reunan los dos re-
quisitos antes indicados, porque no sería justo permitir que á título  
de acreedor, y sin justificarlo, se entremetiese un extraño á gestio-
nar en el abintestato, perturbando la paz de las familias y causan-
do gastos y vejaciones en perjuicio de los herederos legítimos.  
En cuanto al primer requisito, nótese que la ley exige, que el  
título sea escrito, y que con él se justifique cumplidamente el cré-
dito. Que se hallan en este caso las sentencias firmes, lo convenido  
en acto de conciliación y todos los documentos que según el ar-
tículo 1429 tienen aparejada ejecución, es indudable. También es  
escrito un pagaré ú otro documento privado; mas, como no sirve  
para justificar cumplidamente el crédito si no ha sido reconocido  
judicialmente, y este reconocimiento ya no puede hacerlo el deu-
dor por haber fallecido, no podrá ser admitido ese acreedor á ser 
 
parte legítima en el abintestato, aunque ofrezca justificar la certe-
za de la deuda, porque según el art. 974, esta justificación ha de 
 
hacerse conforme al 973, el cual exige que se haga presentando un 
 
título escrito que justifique cumplidamente el crédito. 
 
No por esto quedan privados de su derecho á reclamar su cré-
dito los que no puedan presentar un título escrito que lo justifique 
 
cumplidamente, puesto que les queda expedita la vía ordinaria. Si 
 
no puede prevenirse de oficio el abintestato por existir parientes 
 
de los expresados en el núm. 3.° del art. 960, fácil será al acreedor 
 
averiguar quién sea el heredero que se haya hecho cargo de los 
 
bienes para dirigir contra él su acción, pudiendo pedirle previa-
mente, si lo cree necesario, la declaración jurada que permite el 
 
art. 497 en su núm. 1.° Y cuando proceda prevenir de oficio el 
 
abintestato por no existir parientes de los indicados, ó ser meno-
res ó incapacitados, ese acreedor podrá poner en conocimiento del 
 
juez el fallecimiento intestado de su deudor con dichas circunstan-
cias, para que proceda de oficio, como debe hacerlo, y luego que 
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sea nombrado el administrador, á quien corresponde la representa-
ción del abintestato según el art. 1008, dirigirá contra él la deman-
da para que se le reconozca y pague 
 su.ospdito. 
Y en cuanto al segundo requisito, ó sea que el crédito no esté 
asegurado con hipoteca ú otra garantía, que podrá ser la'prenda ó 
la fianza, son tan notorias su justicia y la razón de la ley, que nos 
parece excusado demostrarlas. Puede el acreedor perseguir la hi-
poteca, cualquiera que sea el poseedor de los bienes hipotecados, 
conforme á los artículos 1876 y 1879 del Código civil y á la ley 
Hipotecaria: la prenda ha de estar en poder del acreedor ó de un 
tercero, y vencido el plazo, puede venderla aquél por medio de no-
tario ó de agente de Bolsa si consiste en efectos cotizables, según 
los artículos 1858, 1863 y 1872 del mismo Código civil; y si con-
forme á su art. 1830, para perseguir al fiador tiene que preceder 
la excusión de los bienes del deudor, podrá emplear contra el abin-
testato el procedimiento que acabamos de indicar para los acree-
dores sin título escrito. En todos estos casos está asegurado el cré-
dito, y no hay razón para dar á ese acreedor intervención en el 
abintestato, lo mismo que cuando los herederos den fianza bas-
tante para responder del crédito independientemente de los bienes 
del finado, como se ordena para las testamentarías en el núm. 2.° 
del art. 1040 de esta ley, cuya disposición no puede menos de ser 
aplicable también á los abintestatos. 
Si vendidas la prenda ó la hipoteca, su importe no fuese sufi-
ciente para cubrir el crédito asegurado con ellas, por el déficit é 
diferencia ese acreedor se convierte en acreedor escriturario, y 
como ya no existe para su pago otra garantía que los bienes del 
concurso, cesa la razón de la ley para no darle intervención en el 
juicio, y deberá por tanto ser tenido por parte legítima, justifican-
do dichos extremos. 
III 
Procedimiento d instancia de parte legitima.—Conforme al ar-
tículo 974, para prevenir á instancia de parte el juicio de abintes 
tato, el que se crea con este derecho debe acudir por medio de pro- 
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curador y con dirección de letrado al juez de primera instancia que 
según la regla 5.a del art. 63 sea competente para conocer del jui-
cio, solicitando por escro dicha prevención y ofreciendo justifi-
car que es parte legítima-para ello, por hallarse en el caso que ex-
presará de los determinados en el art. 973, explicados anteriormen-
te, y' que el causante de la herencia ha fallecido sin testar, y cuan-
do esto no pueda afirmarse, que no consta la existencia de disposi-
ción testamentaria. Debe expresar además en el mismo escrito, si 
le consta, quiénes sean los parientes más inmediatos del finado y 
sus domicilios, ó decir que no lo sabe. Cuando el actor sea uno de 
estos parientes, habrá de expresar quiénes sean los que se hallen 
en el mismo grado que él, pues si manifestase que existen otros 
más próximos con mejor derecho á la herencia, no podría darse 
curso á su pretensión. 
Ordena también el mismo artículo, que dicha justificación se 
hará con los correspondientes documentos cuando fuere posible 
adquirirlos, y con información de testigos. Los documentos á que 
se refería la ley cuando se publicó, no podían ser otros que los re-
lativos á la justificación del crédito ó del parentesco, el que puede 
y debe probarse con partidas sacramentales ó certificaciones del 
Registro civil, y era necesaria la información de testigos para jus-
tificar que el finado había fallecido sin testar, ó que no constaba la 
existencia de disposición testamentaria. Pero hoy debe justificarse 
este extremo, además de los testigos, con el certificado de la Direc-
ción general de los Registros y del Notariado, que previene el ar-
tículo 8. ° del Real decreto de 14 de Noviembre de 1885, librado 
con referencia al registro general de últimas voluntades, creado 
por dicho decreto, de que en él no consta testamento alguno del 
causante de la herencia; y como este registro se abrió en 1.° de 
Enero de 1886, para completar la justificación respecto de los 
años anteriores, será también hoy necesaria la información de tes-
tigos. Sin embargo, reconociendo la ley que pueden ocurrir casos 
urgentes para la seguridad de los bienes en que no sea posible ad-
quirir los documentos, para presentarlos con la solicitud de pre-
vención, permite que se suplan con la información de testigos, en 
razón á que esta información no causa estado y sólo sirve para 
^ 
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adoptar las medidas preventivas, no en beneficio exclusivo del so-
licitante, sino en el de todos los que tengan derecho á la herencia. 
La presentación de esos documentos será indispensable para solici-
tar y obtener la declaración de herederos, conforme á la sección 
siguiente. 
En el art. 975 se ordena con toda claridad la sustanciación que 
ha de darse á dicha solicitud y lo que ha  de acordar el juez si 
accede á ella. Luego que sea presentada, debe mandar el juez que 
se ratifique el interesado y que dé la información con citación sólo 
del Ministerio fiscal. La ratificación ha de ser del interesado en 
persona, y node su procurador, á no ser que el poder por éste pre-
sentado le faculte especialmente para ello, como será conveniente, 
para evitar exhortos y dilaciones, siempre que aquél no se halle 
en el lugar del juicio. Nótese. también que no ha de darse audien-
cia al Ministerio fiscal, en consideración á las razones indicadas de 
la urgencia del caso y de no: causar estado tal información: la ley 
manda solamente que se le cite y así ha de practicarse. En virtud 
de la citación, el Ministerio fiscal podrá exponer lo que estime pro- 
cedente para que se subsane cualquier defecto de forma que se 
hubiere cometido en la información, ó calificarla de insuficiente, 
pero sin formalizar oposición que embarace las medidas preven-
tivas. 
Si de la información y de los documentos presentados resulta 
el fallecimiento sin testar, ó sin que conste la existencia de testa-
mento, de la persona de cuya sucesión se trate, y que el actor es 
parte legítima, por ser uno de los parientes más próximos del finado 
con derecho á la herencia, ó que es el cónyuge viudo, ó un acree-
dor que justifique cumplidamente su crédito con título escrito sin 
estar asegurado con hipoteca, prenda ó fianza, dictará auto el juez 
teniendo al actor por parte legítima y mandando se proceda á la 
prevención del abintestato, practicándose las diligencias preveni-
das en los artículos 964 y 966, que son, todas las ordenadas en 
el 959 para poner en seguridad los bienes, el nombramiento de al-
bacea dativo si fuere necesario, la ocupación de los libros, papeles 
y correspondencia del finado, y la formación del inventario, nom-
brando á la vez depositario, que se encargue de los bienes y de sa 
ir• 
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administración. Si se hubiere solicitado la prevención del juicio  
después de treinta días de la muerte del causante de la herencia,  
ha de limitarse el juez á mandar que se proceda á ocupar los li-
bros, papeles y correspondencia y á inventariar y depositar los bie-
nes, sin acordar ni llevar á efecto las demás medidas preventivas.  
Y si resultare que existen parientes con derecho á la herencia, que  
no estén representados en el juicio, acordará también que se les  
dé el oportuno aviso de la muerte de su causante, como se previe-
ne en el art. 961, al que se refiere también el 964.  
Cuando se solicite la prevención del abintestato después de  
incoada de oficio, el juez, sin suspender sus actuaciones, sustan-
ciará la solicitud en pieza separada, y si estima procedente tener  
por parte legítima al actor, le dará intervención en las diligencias  
sucesivas, como se ha dicho ya en el párrafo primero de este co-
mentario, al que nos remitimos para éste y los demás casos que pue-
den ocurrir.  
Puede suceder también que de la información y documentos re-
sulte que existen otros parientes más próximos ó con mejor dere-
cho á la herencia, ó que el actor no se halla en ninguno de los ca-
sos que determine el art. 973 para ser parte legítima. En tales ca-
sos el juez debe desestimar la pretensión, de cuyo auto podrá el 
 
actor apelar en ambos efectos. Pero si resultan méritos para pre-
venir de oficio el abintestato, el juez, al declarar que el actor no 
 
es parte legítima, deberá acordar la prevención, si no la hubiere  
acordado anteriormente, con lo demás que para este caso se ordena  
en los artículos 959 y siguientes. Y si resultare que el causante de  
la herencia falleció con testamento, después de traer á los autos  
copia del mismo, acordará lo que proceda conforme á lo prevenido  
para el juicio de testamentaría. 
 
Concluyen las disposiciones relativas á la prevención del ab - 
intestato á instancia de parte legítima, mandando en el art. 976,  
último de este comentario, que en estos casos, refiriéndose á los de  
la prevención á instancia de parte, si hubiere cónyuge sobrevi-
viente, que habitare en compañía del finado, se le nombrará ad - 
ministrador depositario, con relevación de fianza cuando, á juicio  
del juez, tenga, ó le correspondan de la sociedad conyugal, bienes  
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propios suficientes para responder dé los que no le pertenezcan; y 
si no los tuviere, ó no fueren suficientes, prestando fianza en la 
cantidad que el mismo juez determine. Ya hemos dicho al comen-
tar el art. 967, que la fianza ha de ser bastante á responder de lo 
que el depositario perciba en bienes muebles y de la . renta de un 
año de los inmuebles. 
Con esta disposición la ley guarda la consideración debida al 
cónyuge viudo, evitando el caso lamentable que antes podía ocu-
rrir y ocurría de privarle hasta de lo más indispensable y de lo 
que era suyo durante el juicio de abintestato. Pero téngase pre-
sente que ha de guardarse esa consideración al cónyuge que viviera 
en compañía del finado, aunque por algún accidente no estuviera 
con él al tiempo del fallecimiento, y no al que no hiciera vida co-
mún con el difunto, estuviera ó no autorizado para esto. 
Si las circunstancias del caso, al ocurrir el fallecimiento, hu-
bieren exigido que el juez pusiera en seguridad los bienes suscep-
tibles de ocultación ó sustracción, dejándolos en lugares seguros, 
cerrados y sellados, conforme al art. 959, así que el cónyuge sobre-
viviente sea nombrado depositario, debe procederse á formar el in-
ventario de esos bienes para entregárselos en ese concepto, levan-
tándose sucesivamente los sellos y las llaves, según se vaya veri-
ficando el inventario y la entrega, como previene también dicho 
art. 976. 
Ha ordenado la ley, sólo para los casos en que se prevenga el 
abintestato á instancia de parte, que el cónyuge sobreviviente sea 
nombrado depositario administrador de los bienes, teniendo en 
consideración que, cuando le hubiere, por regla general no puede 
procederse á dicha prevención según el art. 960. Pero esta regla 
tiene las excepciones de los artículos 961 y 962, estando el juez 
obligado á prevenir de oficio el abintestato, aunque haya cónyuge 
sobreviviente, cuando estén ausentes los herederos ó sean menores 
ó incapacitados. Tenemos por indudable que debe aplicarse también 
4 estos casos la disposición del art. 976, de suerte que, ya sea á ins-
tancia de parte, ya de oficio, la prevención del abintestato, siem-
pre que haya cónyuge sobreviviente que viviera en compañía del 
finado, debe ser nombrado depositario administrador de los bienes. 
312 	 LIB. II-TIT. IX-ARTS. 973 A 976 
Ordena, por último, el artículo que estamos examinando, que 
si no hubiere cónyuge sobreviviente con capacidad legal para ad-
ministrar los bienes, como sucederá cuando sea menor ó incapaci-
tado, ó no preste la fianza que el juez le exija, se dará dicho cargo 
á otra persona, y se practicará lo prevenido en los artículos 967 
y 968, referente aquél á la fianza que en todo caso ha de dar el de-
positario, y el segundo al depósito en cl establecimiento público 
destinado al efecto, del metálico, efectos públicos y alhajas. De esta 
referencia se deduce claramente que este depósito sólo debe reali-
zarse cuando el administrador sea esa otra persona, pero no cuando , 
 lo sea el cónyuge sobreviviente, á quien manda la ley se entreguen 
todos los bienes después de inventariados, sin excepción alguna, y 
por consiguiente también el metálico, efectos públicos y alhajas, . 
siempre que tenga o dé la garantía suficiente. Si no la tuviese para 
responder de estos valores, y sí de los demás bienes, exponiéndolo 
así el juzgado, podrán depositarse aquéllos en el establecimiento 
público y entregarle con éstos el resguardo del depósito para que 
en su caso cobre los intereses como acto de la administración. 
SECCIÚN SEGUNDA 
DE LA DECLARACIÓN DE HEREDEROS AB-INTESTATO 
Adoptadas las medidas para la seguridad de los bienes, preve-
nidas en la sección anterior, el orden natural de los procedimientos 
exige que se haga la declaración de herederos abintestato para de-
terminar á quién corresponden esos bienes, y este es el objeto d e . 
la presente. También se dictaron reglas con el mismo objeto en los 
artículos 368 al 375 de la ley de 1855, aunque con la falta de mé-
todo ya indicada, y estableciendo un solo procedimiento para todos 
los casos. 
Según dichos artículos de la ley anterior, debía llamarse por 
edictos á los que se creyeran con derecho á la herencia por térmi-, 
no de treinta días, que el juez podía ampliar en ciertos casos. Se 
presentasen ó no parientes, había que hacer un segundo llama-
miento, también por edictos, con término de veinte días. A los pa.- 
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rientes que se presentaban había que concederles cuarenta días, 
también prorrogables, para justificar su parentesco. Después, si 
eran más de uno, se les convocaba á junta, y si en ella no se po-
nían de acuerdo, ó se oponía el promotor fiscal, tenían que venti-
lar su derecho en juicio ordinario, con los recursos de apelación y 
de casación. Este procedimiento había que emplearlo en todos los 
casos, lo mismo cuando reclamaban la herencia parientes colatera-
les del quinto ó ulteriores grados, que cuando correspondía á des-
cendientes ó ascendientes legítimos, respecto de los cuales no podía 
caber duda. Y el mismo procedimiento se aplicaba, por no haber 
establecido otro la ley, para hacer la declaración de herederos ab-
intestato, cuando por haber dejado el finado descendientes, ascen-
dientes ó colaterales dentro del cuarto grado, no podía procederse 
de oficio á la prevención del abintestato. 
Desde luego se notó en la práctica la inconveniencia de estos 
procedimientos, por dilatorios, costosos é innecesarios, cuando se 
trataba de descendientes, ascendientes ó colaterales dentro del 
cuarto grado; y como los Registradores de la propiedad se negaban 
á inscribir las particiones de herencias intestadas si no se había he-
cho la declaración de herederos en la forma prevenida por la ley 
de Enjuiciamiento civil, se aprovechó la ocasión de llevar á las 
Cortes la reforma de algunos artículos de la ley Hipotecaria, para 
incluir en ella la de dicho procedimiento. Así se hizo por la ley de 
17 de Julio de 1877, en cuyo art. 1.0 se mandó que al 21 de la ley 
Hipotecaria se añadieran los párrafos siguientes: 
«Los herederos ab-intestato que sucedan en concepto de pa-
rientes colaterales del cuarto grado podrán obtener la declaración 
de su derecho sin necesidad de la publicación de anuncios, y sólo 
en virtud de información judicial practicada con audiencia del Mi-
nisterio público, cuando no exceda de 2.000 pesetas el valor de los 
bienes inmuebles ó derechos reales que correspondan al mayor in-
teresado en dicha herencia. 
»Los herederos abintestato descendientes ó ascendientes legí-
timos, podrán obtener en igual forma la declaración de sus dere-
chos, cualquiera que sea el valor de los bienes inmuebles ó dere-
chos reales en que cada uno haya de suceder.» 
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En virtud de esta ley quedó modificada la de Enjuiciamiento 
civil para los casosá que se refiere, y así lo confirmó el Real de-
creto expedido por el Ministerio de Gracia y Justicia en 20 de 
Mayo de 1878, en cuyo art. 1.° se declaró, que la declaración de 
herederos abintestato debía hacerse por los trámites señalados en 
los artículos 368 al 375 de la ley de Enjuiciamiento civil, pero sin 
necesidad del trámite relativo á la publicación de los edictos, cuan-
do sucedan abintestato parientes legítimos en la línea recta, cual-
quiera que sea la cuantía de la herencia, ó colaterales dentro del 
cuarto grado cuando no exceda de 2.000 pesetas el valor de los in-
muebles adjudicados al mayor interesado, bastando en estos casos 
la información judicial, que podría ser extensiva á justificar la cuan-
tía, practicada con audiencia del Ministerio público. 
En el núm. 5.° de la base 2. 8. de las aprobadas por la ley de 21 
de Junio de 1880 para la reforma de la de Enjuiciamiento civil, se 
mandó que se refundiera en ésta la.ley antes citada de 17 de Julio 
de 1877 en la parte relativa á la declaración de herederos, y así 
se ha hecho, como era ineludible en cumplimiento de dicha base, 
ordenando el procedimiento para la declaración de herederos abiú: 
testato conforme á lo establecido en la ley de 17 de Julio, dándole, 
sin separarse de ella, el desenvolvimiento oportuno para ordenar 
el procedimiento que ha de seguirse en cada uno de los casos que 
pueden ocurrir según la relación de parentesco con el finado, que 
puede ser el de descendientes, ascendientes, colaterales dentro 
del cuarto grado, ó colaterales del quinto grado y sucesivos. Estos 
procedimientos se hallan -establecidos en los artículos 979 al 995, 
en cuyos comentarios los explicaremos. 
Hemos anticipado estas indicaciones por ser de aplicación ge-
neral á lo que se ordena en la presente sección. Y debemos adver-
tir además, que no sólo se hará conforme á ella la declaración de 
herederos abintestato cuando haya fallecido sin testamento el cau-
sante de la herencia, sino también en todos los demás casos en que 
tiene lugar la sucesión intestada ó legítima, que según el art. 912 
del Código civil, son los siguientes:—«1.° Cuando uno muere sin 
testamento, ó con testamento nulo, ó que haya perdido después su 
validez.-2.° Cuando el testamento no contiene institución de he- 
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redero en todo ó en parte de los bienes, ó no dispone de todos los 
que corresponden al testador. En este caso la sucesión legítima 
tendrá lugar solamente respecto de los bienes de que no hubiese 
dispuesto.-3.° Cuando falta la condición puesta á la institución 
de heredero, ó éste muere antes que el testador, ó repudia la he. 
rencia sin tener sustituto y sin que haya lugar al derecho de acre-
cer.-4.° Cuando el heredero instituido es incapaz de suceder.» 
No se entienda por esto, que en todos esos casos procede la 
prevención del abintestato en la forma ordenada en la sección pri-
mera, pues ésta se refiere solamente al caso en que no conste la 
existencia de disposición testamentaría. Si hay testamento, será 
necesario obtener previamente en juicio declarativo la declaración 
de su nulidad ó ineficacia, ó la de falta ó incapacidad del heredero, 
y cuando se declare que todos ó parte de los bienes de la herencia 
pertenecen á los herederos abintestato, se hará la declaración de 
éstos en la forma que se establece en la presente sección, sin que 
puedan adoptarse medidas preventivas para la seguridad de los 
bienes, sino en los casos en que son permitidas para las testamen 
tarias. 
ARTÍCULO 977 
(Art. 976 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Practicadas las medidas indispensables para la  se-
guridad de los bienes, ordenadas en la seccion ante -
rior, y sin perjuicio de continuar en las mismas dili - 
gencias la formacion de inventario, se procederá en 
 pieza separada á hacer la declaracion de herederos ab-
intestato. 
ARTÍCULO 978 
(Art. 977 para Cuba y Puerto Rico.) 
Tambien podrá hacerse esta declaracion á instan-
cia de los interesados, sin que precedan dichas dili-
gencias, en los casos en que no sea necesaria ni se so-
licite la prevencion del ab-intestato. 
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Cuando sea cuantiosa la herencia, ó los bienes se hallen en di-
ferentes poblaciones , necesariamente habrá de invertirse mucho 
tiempo en la formación del inventario, y como esto no obsta para 
que á la vez se haga la declaración de herederos, á fin de que no 
se dilate este acto importante se ordena en el primero de estos ar-
tículos, sin concordante en la ley anterior, que se proceda á hacer 
dicha declaración en pieza separada, luego que estén practicadas 
les medidas indispensables para la seguridad de los bienes, orde-
nadas en la sección anterior, sin perjuicio de continuar en estas 
mismas diligencias la formación del inventario. Esto es claro y 
sencillo y no necesita de más explicaciones. El juez que sea com-
petente para conocer del abintestato acordará de oficio la forma-
ción de dicha pieza separada al dictar el auto á que se refiere el 
art. 966, y si entonces no fuése.posible, tan pronto como lo per-
mita el estado de los procedimientos, según ya se ha indicado al 
comentar dicho artículo en la pág. 283 de este tomo. 
Al acordar el juez la formación de la pieza separada, debe de-
signar los particulares que haya de contener el testimonio que se 
libre para ello: estos particulares serán, una relación sucinta de 
las causas que hubieren motivado la prevención del abintestato, 
ya sea de oficio, ya á instancia de parte, con expresión del estado 
en que se hallen estas actuaciones, y la inserción literal de la pro-
videncia en que se mande formar la pieza, del certificado de de-
función del causante de la herencia y de cualquier otro documento 
que obre en los autos y pueda interesar, á juicio del juez, para ha-
cer la declaración de herederos. Librado el testimonio que ha de 
servir de cabeza á la pieza separada, dará cuenta el actuario y el 
juez acordará que se publiquen los edictos que previene el art. 986, 
llamando á los que se crean con derecho á la herencia. Se uni-
rán originales á esa pieza las reclamaciones de los parientes con 
sus documentos, que se hubieren presentado antes de formarla, lo 
mismo que las que se presenten- después, para darles la sustancia-
ción prevenida en los artículos 987 y siguientes, ó la que proceda 
según la clase de parentesco que aleguen, conforme á lo que dire-
mos en los comentarios que siguen. 
El procedimiento que acabamos de indicar, es aplicable sola- 
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mente á los casos en que, de oficio ó á instancia de parte, se hu-
biere prevenido el juicio de abintestato. Pero puede suceder que 
no se hayan incoado diligencias para la prevención de dicho juicio, 
bien por no ser ésta necesaria conforme al art. 960 en razón á exis-
tir descendientes, ascendientes ó colaterales dentro del cuarto gra-
do, 6 cónyuge legítimo que viviera en compañía del finado, sin 
que ninguno de ellos esté ausente ni sea menor ó incapacitado, ó 
ya por no haberla solicitado parte legítima conforme al 973: en es-
tos casos, que son los más frecuentes, los llamados por la ley á la 
sucesión tienen necesidad de acreditar su calidad de herederos ab-
intestato para el ejercicio de sus derechos y especialmente para 
poder inscribir á su favor en el Registro de la propiedad los in-
muebles que en tal concepto les correspondan. Para atender á esta 
necesidad, no prevista en la ley anterior, se ordena en el art. 978 
que también podrá hacerse la declaración de herederos abintestato 
á instancia de los interesados, sin que precedan diligencias para la 
prevención del juicio. 
Para hacer dicha declaración es igual el procedimiento en los 
dos casos á que estos artículos se refieren: la diferencia consiste en 
que en el primero, como ya hay juicio incoado, se sustancia y de-
cide la solicitud en pieza separada y surte sus efectos en el mismo 
juicio; y en el segundo, se sustancia y decide como cuestión princi-
pal y único objeto del procedimiento, dándose á los interesados 
testimonio del auto para el uso de su derecho donde y como co-
rresponda. En ambos casos, no tienen necesidad los interesados de 
valerse de abogado ni de procurador para deducir su pretensión, 
como se declara en el párrafo último del art. 979, en consideración 
á que tiene el carácter de acto de jurisdicción voluntaria mientras 
no haya oposición, y según la clase de parentesco se hará aplica-
ción de los artículos siguientes, que vamos á examinar. 
ARTÍCULO 979 
(Art. 978 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los herederos ab-intestato, que sean descendientes 
del finado, podrán obtener la declaracion de su dere- 
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cho justificando con los correspondientes documentos, 
6 con la prueba que sea posible, el fallecimiento de la 
persona de cuya sucesion se trate y su parentesco con 
la misma; y con informacion testifical, que dicha per-
sona ha fallecido sin testar, y que ellos, 6 los que de-
signen, son sus únicos herederos. 
Para deducir esta pretension no necesitarán valer-
se de abogado ni de procurador. 
ARTÍCULO 980 
(Art. 979 para Cuba y Puerto  Rico.)  
Dicha informacion se practicará con citacion del 
Promotor fiscal, á quien se comunicará despues el ex-
pediente por seis dias para que dé su dictámen. 
Si éste encontrare incompleta la justificacion, se 
dará vista á los interesados para que subsanen la falta. 
También se practicará el cotejo de los documentos 
presentados con sus originales, cuando lo pidiere el 
Promotor fiscal, 6 el Juez lo estimare necesario. 
ARTÍCULO 981 
(Art. 980 para Cuba y Puerto Rico.) 
Practicadas las diligencias antedichas, el Juez, sin 
más trámites, dictará auto, haciendo la declaracion de 
herederos ab-intestato si la estimare procedente, 6 de 
negándola con reserva de'su derecho á los que la ha-
yan pretendido, para el juicio ordinario. 
Este auto será apelable en ambos efectos. 
Descendientes. —Ya se ha dicho en la introducción de esta sec-
ción que, en cumplimiento de lo ordenado en la ley de bases, se 
había acomodado el procedimiento para la declaración de herede-
ros abintestato al introducido por la ley de 17 de Julio de 1877. 
En esta se mandó que los descendientes 6 ascendientes legítimos 
podrían obtener la declaración de sus derechos de herederos ab- 
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intestato, cualquiera que fuese el valor de los bienes inmuebles, 
sin necesidad de la publicación de anuncios y sólo en virtud de 
 in-
formación judicial con audiencia del Ministerio público, y así se 
 ordena en los tres artículos de este comentario respecto de los des-
cendientes, dando las reglas convenientes para llevarlo á efecto. 
Es de notar que la citada ley de 17 de Julio se refirió á los 
descendientes y ascendientes legítimos, y en la actual se habla en 
general de descendientes y ascendientes, sin ese calificativo, como 
puede verse en los artículos 979 y 982. Están, por tanto, compren-
didos en su precepto tanto los legítimos como los ilegítimos cuan-
do éstos son llamados á la sucesión intestada, y esto es lo justo y 
conveniente, puesto que alcanza lo mismo á los unos que á los 
otros la razón que se ha tenido para establecer este procedimiento. 
Según los artículos 939 y 944 del Código civil, «á falta de 
 des-
cendientes y ascendientes legítimos sucederán al difunto en el todo , 
de la herencia los hijos naturales legalmente reconocidos, y los le- 
gitimados por concesión Real;» y «si el hijo natural reconocido ó 
el legitimado muere sin dejar posteridad legítima ó reconocida por 
él, le sucederá por entero el padre madre que le reconoció, y s i . 
los dos le reconocieron y viven, le heredarán por partes iguales.» 
Por consiguiente, los descendientes ilegítimos que se hallen en di-
chos casos podrán obtener la declaración de su derecho de here-
deros abintestato en la forma que se ordena en los tres artículos 
de este comentario, y los ascendientes conforme á lo prevenido 
en el que subsigue. 
Está ordenado en ellos el procedimiento con tal claridad y pre-
cisión y con tan buen sentido práctico, que creemos excusado todo 
comentario sobre este punto y nos remitimos á su texto. Sólo re-
cordaremos que hoy es necesario acreditar la falta ó no existencia 
de testamento con la certificación que, con referencia al «registro 
general de actos de última voluntad,» debe librar la Dirección ge-
neral de los Registros y del Notariado, conforme á lo prevenido en 
el art. 8.° del Real decreto de 14 de Noviembre de 1885: por con-
siguiente, cuando no obre en los autos dicha certificación, té'ndrá 
que reclamarla y presentarla con su solicitud el que pida la decla-
r ación de heredero abintestato. El juez no puede resolver sin que 
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conste en los autos dicho documento, cuando el causante de la 
herencia hubiere fallecido después del M de Diciembre de 1885, 
en que se abrió dicho registro, y debe consignar lo que de él re-
sulte haciendo relación de su contenido en uno de los resultandos 
del auto en que haga la declaración de herederos abintestato, en 
cumplimiento de lo que dispone el párrafo 2.° del artículo antes 
citado. Esto no excusa la infor>llación testifical sobre el falleci-
miento intestado y personas llamadas á la herencia, que previene el 
art. 979, primero de este comentario. 
Indicaremos también que en estos procedimientos no hay nece-
sidad de acompañar copia de los escritos. Debe entregarse el expe-
diente original, tanto al Ministerio fiscal, como á los interesados 
cuando este encontrare incompleta la justificación, á fin de que en 
vista del dictamen fiscal subsanen la falta ó expongan al juez lo 
que estimen procedente, que podrá ser la demostración de no exis-
tir semejante falta. En estos casos el juez dictará su auto, sin más 
trámites, resolviendo lo que estime procedente. No se fija término 
á los interesados para evacuar la vista y subsanar la falta por ser 
de su exclusivo interés. Para dicho auto no es necesaria la citación 
de las partes, y como no se fija término para dictarlo, ha de enten-
derse sin dilación conforme al párrafo 2.° del art. 301, sin que deba 
exceder de los cinco días que concede el art. 758 para dictar sen-
tencia en los incidentes. 
ARTÍCULO 982 
El mismo procedimiento establecido en los tres ar-
tículos que preceden, se empleará para la declaracion 
de heredero ab-intestato, cuando lo solicitare alguno de 
los ascendientes del finado. 
En este caso, si de la certificacion de nacimiento de 
dicho finado resultare haber fallecido antes de llegar 
á la edad legal para poder testar, no será necesaria la 
• information de testigos prevenida en el art. 979. 
Art. 931 do la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia final es 
al art. 978 de esta ley, sin otra variación.) 
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Ascendientes. —De conformidad también con lo establecido en 
la ley de bases y en la de 17 de Julio de 1877, se ordena en este 
artículo, que el mismo procedimiento establecido en los tres que 
le preceden para la declaración de herederos abintestato cuando 
corresponda la herencia á los descendientes . del finado, se empleará 
para hacer dicha declaración cuando sean los ascendientes los lla-
mados á la sucesión legítima. Véase, pues, el comentario que pre-
cede. 
La declaración que contiene el segundo párrafo de este artículo, 
aunque es de sentido común, no huelga para evitar que aplicando 
la ley literalmente se entienda que debe recibirse en todo caso la 
información á que se refiere y se causen gastos inútiles. Si de la 
certificación de nacimiento del causante de la herencia resulta ha-
ber fallecido antes de llegar á la edad de poder testar, sería super-
flua, y por esto se declara innecesaria la información de testigos 
prevenida en el art. 979 para justificar que dicha persona ha falle-
cido sin testar. Y lo mismo debe entenderse respecto del otro ex-
tremo de la información, relativo á ser únicos herederos los que re-
claman; si éstos son los padres legítimos, no es posible que haya 
otros con igual mejor derecho; y si hubiere fallecido alguno de 
ellos, ó por falta de ambos corresponde la herencia á los abuelos, 
fácil es justificar con las partidas de defunción que toda la herencia 
corresponde al que pide se le declare heredero único; y cuando 
puede justificarse con documentos, es innecesaria la información 
testifical, que sólo debe emplearse á falta de aquéllos. 
En cuanto á la edad para poder testar, téngase presente que el 
artículo 663 del Código civil la fija hoy en la de catorce años cum-
plidos para uno y otro sexo, quedando derogada la ley 13, tít. 1.° 
de la Partida 6. 9- 
 que la fijaba en la de catorce años para los varo-
nes y de doce para las hembras. Como esta incapacidad es absoluta, 
basta justificar con la partida de nacimiento que el causante de 
la herencia falleció antes de llegar á la edad legal, para que se tenga 
por cierto que no hizo testamento. No así respecto de la incapaci-
dad que las mismas disposiciones declaran al que habitual ó acci-
dentalmente no se hallare en su cabal juicio: éste puede haber hecho 
testamento en un intervalo lúcido aunque con los requisitos que pre- 
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viene el art. 665 del mismo Código civil, y como es posible el hecho, 
de aquí la necesidad de justificar que falleció sin testar, por medio 
(le la información y certificado que hemos expuesto en el comenta-
rio anterior. La excepción, pues, de la información no alcanza, ni 
debía alcanzar á todos los incapacitadós para testar, sino sólo á los 
que no pueden hacerlo por ser menores de catorce años. 
ARTÍCULO 983 
(Art. 982 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Tambien se empleará el mismo procedimiento para 
hacer la declaracion de herederos ab-intestato, cuando 
la soliciten parientes colaterales dentro del cuarto 
grado. 
ARTÍCULO 984 
En el caso del artículo anterior, si á juicio del Pro-
motor fiscal 6 del Juez hubiere motivos racionalmente 
fundados para creer que podrán existir otros parien-
tes de igual 6 mejor grado, y siempre que exceda 
de 2.000 pesetas el valor de los bienes inmuebles 6 
derechos reales pertenecientes á la herencia, el Juez 
mandará fijar edictos en los sitios públicos del lugar 
del juicio y en los pueblos del fallecimiento y natura-
leza del finado, anunciando su muerte sin testar, y los 
nombres y grado de parentesco de los que reclamen 
la herencia, y llamando á los que se crean con igual ó 
mejor derecho, para que comparezcan en el Juzgado 
a reclamarlo dentro de treinta dias. 
El Juez podrá ampliar este término por el tiempo 
que estime necesario, cuando por el punto de la natu-
raleza del finado 6 por otras circunstancias se presu-
ma que podrá haber parientes fuera de la Península. 
Los edictos se insertarán en los periódicos oficiales 
de los tres pueblos antedichos, si los hubiere. 
Tambien se insertarán en la Gaceta de Madrid, si, 
á juicio del Juez, las circunstancias del caso lo exi-
giesen. 
Art. 983 para Cuba y Puerto Rico.—(En el primer párrafo se dice, 
• 
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.siempre que exceda de 5.000 pesetas el valor de los bienes in-
muebles ó derechos reales», en lugar de las 2.000 pesetas que se 
fijan para la Peninsula. El párrafo segundo concluye «fuera del 
territorio de las islas de Cuba y Puerto Rico.» Y el último pá-
rrafo principia: «También se insertarán en la Gaceta del Gobierno 
general y en la de Madrid...» En todo lo demás son iguales ambos 
artículos.) 
ARTÍCULO 985 • 
Trascurrido el término de los edictos, á contar des-
de la fecha de su publicacion en el último de los pue-
blos ó periódicos en que se haya verificado, si nadie 
hubiere comparecido, llamará el Juez los autos á la 
vista y dictará la resolucion prevenida en el art. 981. 
Si hubieren comparecido otros parientes, se practica-
rá lo que se previene en los artículos 987 y siguientes. 
Art. 981 para Cuba y4uerto Rico.—(La referencia del párrafo pri- 
mero es al art. 980, y la del segundo al 986 y siguientes de esta 
ley, sin otra variación.) 
Parientes colaterales dentro del cuarto grado y cónyuge viudo. 
—También estos artículos obedecen b. lo ordenado en la ley de ba-
ses, por la cual se mandó, como ya se ha dicho, que se refundiera 
en la presente la de 17 de Julio de 1877 en la parte relativa á la 
declaración de herederos. Según esta ley, «los herederos abintes-
tato que sucedan en concepto de parientes colaterales del cuarto 
grado, podrán obtener la declaración de su derecho sin necesidad 
de la publicación de anuncios, y sólo en virtud de información judi-
cial practicada con audiencia del Ministerio público, cuando no ex-
ceda de 2.000 pesetas el valor de los bienes inmuebles ó derechos 
reales que correspondan al mayor interesado en dicha herencia. Y 
de conformidad con esta base, se ha ordenado el procedimiento en 
estos tres artículos para hacer la declaración de herederos abintes-
tato cuando la soliciten parientes colaterales dentro del cuarto 
grado, que son los hermanos del difunto y los sobrinos hijos de 
324 	 LIB. II-TÍT. IX-ARTS. 983 A 985 
hermano, llamados á la sucesión por los artículos 946 al 951 del 
Código civil, á falta de descendientes y ascendientes legítimos, y 
naturales reconocidos. 
La regla general es, que dichos parientes colaterales dentro 
del cuarto grado pueden obtener la declaración de herederos ab-
intestato en la forma establecida para los descendientes en los ar-
tículos 979, 980 y 981, esto es, justificando con certificaciones del. 
registro civil y partidas sacramentales, y si faltase alguna con la 
prueba que sea posible, el fallecimiento de la persona de cuya su-
cesión se trate y el parentesco con la misma; y con información de 
testigos y el certificado de la Dirección general de los Registros 
y del Notariado, que dicha persona ha fallecido sin testar, y que 
son sus únicos herederos los reclamantes y demás que éstos desig-
nen. Para deducir esta pretensión no necesitan los interesados va-
lerse de abogado ni de procurador. La información ha de practi-
carse con citación del Ministerio fiscal, á quien se comunicará des-
pués el expediente por seis días para que désu dictamen. Y sub-
sanada cualquier falta que éste notase, y cotejados los documentos 
que el mismo indique, sin más trámites y sin la publicación de 
edictos, dictará auto el juez haciendo la declaración de herederos 
abintestato si la estima procedente, ó denegándola con reserva á 
los interesados de su derecho para que lo ventilen en juicio ordi-
nario declarativo, cuyo auto es apelable en ambos efectos. Esto es 
lo que ordena el art. 983, primero de este comentario. 
Pero en el 984 se establecen dos excepciones á esa regla gene-
ral, en las cuales no puede hacerse dicha declaración de herederos 
sin llamar antes por edictos á los que se crean con igual mejor 
derecho á la herencia, cuyo llamamiento ha de hacerse en su caso 
después de recibida la información y de haber oído al Ministerio 
fiscal, en vista de lo que éste proponga ó de lo que resulte de aqué-
lla. Dichas excepciones son: 
l.a Cuando á juicio del Ministerio fiscal ó del juez, hubiere 
motivos racionalmente fundados para creer que podrán existir 
otros parientes de igual ó mejor grado. Esos motivos han de re - 
sultar de la misma información, por haberse expresado los testigos 
eon dudas ó vacilaciones sobre la existencia de otros parientes coa 
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igual ó mejor derecho, ó por haber manifestado claramente que los 
hay, aunque no tengan noticia de su paradero. El juez y el fiscal 
han de formar su juicio por lo que resulte de los autos, y no por 
noticias particulares, en ellos no consignadas, aunque las tengan 
por fidedignas, con lo cual no se causa perjuicio á los que tengan 
igual ó mejor derecho, que no hayan comparecido, puesto que, 
según el art. 997, podrán deducirlo después en juicio ordinario 
contra los que fueren declarados herederos. En tales casos podrá 
el Ministerio fiscal proponer que se amplíe la información, si l a. 
 encuentra deficiente, para que se subsane la falta; pero no hacién-
dolo así, debe sujetarse á lo que resulte de la ya practicada. Y nó-
tese que la ley subordina el llamamiento por edictos al juicio que 
formen el fiscal ó el juez, de suerte que si aquél lo cree necesario, 
debe éste acordarlo como trámite legal, aunque opine de otro 
modo. 
2.'  «Siempre que exceda de 2.000 pesetas el valor de los bie-
nes inmuebles ó derechos reales pertenècientes á la herencia.» Es 
la misma cantidad que se fijó en la ley de 17 de Julio de 1877; pero 
ésta no se refirió al total de la herencia, sino «al valor de los bie-
nes inmuebles ó derechos reales que correspondan al mayor intere-
sado en dicha herencia», según resulta de su texto copiado ante-
riormente. Como esta ley debió refundirse en la presente conforme 
á la de bases, el Gobierno no estaba autorizado para reformarla ni 
aun modificarla, y por esto creemos que la diferencia que aparece 
á primera vista debe atribuirse á defecto de redacción, sin el pro-
pósito de introducir reforma alguna. Aconsejamos, pués, á los jue-
ces clue hagan la declaración de herederos abintestato sin la publi-
cación de edictos, cuando no exceda de 2.000 pesetas el valor de 
los bienes inmuebles ó derechos reales que correspondan al total de 
la herencia, si es uno solo el heredero, ó al mayor interesado en 
ella, si fuesen dos ó más, conciliando así ambas disposiciones en be-
neficio de los interesados. Los registradores no pueden negarse á 
la inscripción en este caso, por ser adicional á la ley Hipotecaria 
la citada de 1877, y no estar derogada ni aun por el Código civil. 
La dificultad en estos casos estará en fijar el valor de la heren 
cia, que en la mayoría de ellos no puede ser conocido oficialmente 
1. 
1 
i l. 
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cuando se solicite la declaración de herederos. A esta dificultad 
atendió el Real decreto de 20 de Mayo de 1878, mandando en su 
artículo 1.° que «la justificación de la cuantía se practicará al 
mismo tiempo que la expresada información». Esto es lo más ra-
cional y procedente, y no hay otro medio de hacerlo con facilidad 
para dar cumplimiento á la ley, sin la dilación de esperar á que se 
formalicen el inventario y avalúo de los bienes. Por consiguiente, 
al solicitar los parientes colaterales dentro del cuarto grado la de-
claración de herederos abintestato, además de presentar los docu-
mentos para justificar el parentesco, y de ofrecer la información 
que previene el art. 979, deberán pedir que ésta sea extensiva á 
justificar que en los bienes de la herencia, cualquiera que sea su 
cuantía, no existen inmuebles ni derechos reales, ó que el valor de 
los de esta clase, si los hay, no excede de 2.000 pesetas en su tota-
lidad é en la parte que corresponda al mayor interesado en la he-
rencia, valiéndose para esta prueba de peritos ó personas enten-
didas que puedan declarar sobre ello. Si no hacen esta justificación, 
ó no resulta de los autos, el juez habrá de acordar que se llame por 
edictos á los que se crean con igual ó mejor derecho. 
Los edictos han de fijarse en los sitios públicos de costumbre 
del lugar del juicio y pueblos del fallecimiento y naturaleza del 
finado, insertándolos también en los periódicos oficiales de dichos 
pueblos, si los hubiere, y además en la Gaceta de Madrid cuando, 
por estar diseminados los parientes, por la importancia de la he-
rencia é por otras circunstancias, el juez lo estime conveniente. El 
término que en ellos ha de fijarse para comparecer, es el de treinta 
días contados desde el siguiente al de la fecha de la última publi-
cación, pero puede ampliarlo el juez por el tiempo que estime ne-
cesario cuando se presuma que podrá haber parientes fuera de la 
Península, si en ella se sigue el juicio, y si se sigue en Cuba ó 
Puerto Rico, que podrá haberlos fuera del territorio de estas islas, 
á fin de que puedan llegar á su noticia los llamamientos y tengan 
tiempo para comparecer. 
Los que comparezcan á consecuencia de dichos llamamientos y 
dentro del término de los edictos, deberán hacerlo en la forma que 
se ordena en el art. 988. Sus escritos y documentos se unirán á los 
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autos ó á la pieza de declaración de herederos, y se dará cuenta 
luego que transcurra aquel término. 
Transcurrido el término de los edictos, dará cuenta el actuario, 
y si nadie se hubiere presentado, fuera de los que promovieron el 
expediente, llamará el juez los autos á la vista, y dictará auto lo 
antes posible dentro de cinco días, haciendo entre aquéllos la de-
claración de herederos abintestato si lo estima procedente, ó dene-
gándola con reserva de su derecho á los que la hayan pretendido 
para que lo ventilen en juicio ordinario declarativo. Dicho auto es 
apelable en ambos efectos. Y si hubieren comparecido otros parien-
tes alegando igual, ó mejor derecho que el de los que promovieron 
las actuaciones, el juez acordará, conforme al art. 987, que se fijen 
nuevos edictos en la forma antedicha, haciendo un segundo llama-
miento por término de veinte días (de treinta en Cuba y Puerto 
Rico), con apercibimiento de lo que haya lugar, practicándose lo 
demás que se ordena en dicho art. 987 y en los siguientes para ha-
cer la declaración de herederos. 
A falta de descendientes y ascendientes legítimos y naturales 
reconocidos y de parientes colaterales dentro del cuarto grado, su-
cede en la herencia intestada el cónyuge sobreviviente. La ley de 16 
de Mayo de 1835 le declaró este derecho, pero entendiéndose que á 
su muerte deberían volver los bienes raíces de abolengo áios colate-
rales; y sin esta limitación le concede el mismo derecho el art. 952 
del Código civil, declarando que «á falta de hermanos y sobrinos, 
hijos de éstos, sean ó no de doble vínculo, sucederá en todos los bie-
nes del difunto el cónyuge sobreviviente que no estuviese separado 
por sentencia firme de divorcio.» Puede suceder, por tanto, que el 
cónyuge sobreviviente se vea en la necesidad de pedir que se le de-
clare heredero abintestato de su difunto consorte, y como no se de-
termina expresamente el procedimiento que para ello ha de seguir-
se, podrá ocurrir la duda sobre cuál habrá de emplearse de los tres 
que establece la ley. 
Tenemos por indudable que debe seguirse el ordenado para los 
parientes colaterales dentro del cuarto grado, expuesto en este co-
mentario. A dichos parientes equipara la presente ley el cónyuge 
sobreviviente en el art. 960 para los efectos de la prevención del 
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juicio, por lo cual y por estar colocado en el orden de sucesión an-
tes de los de quinto grado, no procede aplicarle el procedimiento 
que se establece para los de este grado y ulteriores. Aquél es el 
más adecuado al caso, y éste sería inconveniente por la circunstan-
cia de no ser posible que concurra otro con igual derecho. Podrían 
comparecer hermanos y sobrinos del difunto alegando mejor dere-
cho; pero si existen, ya resultará de la información, y siempre que-
da al juez el medio de llamarlos por edictos, conforme al art. 984, 
cuando haya motivos racionalmente fundados para creer que po-
drán existir esos parientes, como tendrá que hacerlo también cuan-
do pase de 2.000 pesetas el valor de los inmuebles y derechos rea-
les pertenecientes á la herencia. Sin duda no ha hecho la ley men-
ción expresa de dicho cónyuge por considerarlo comprendido en el 
caso de los parientes colaterales dentro del cuarto grado. 
ARTÍCULO 986 
Cuando no hubiere descendientes, ascendientes ni 
colaterales dentro del cuarto grado, hóyase presentado 
6 no algun otro pariente á reclamar la herencia, prac-
ticadas las diligencias preventivas, el Juez mandará 
fijar y publicar edictos en los sitios y por el término 
expresados en el art. 984, anunciando la muerte intes-
tada de la persona de.cuya sucesion se trate, y llaman-
do á los que se crean con derecho á la herencia. 
Art. 985 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al ar- 
ticulo 983 de esta ley, sin otra variación.) 
	 _ 
ARTÍCULO 987 
Luego que trascurra el plazo de dichos edictos, se 
fijarán y publicarán otros en igual forma, haciendo un 
segundo llamamiento por término de veinte dias, con 
apercibimiento de lo que haya lugar. 
En estos segundos' edictos se expresarán, en su caso, 
los nombres de los parientes que se hayan presentado, 
y el grado de su parentesco con el finado. 
Art. 986 para Cuba y Puerto Rico. — «Luego que transcurra el plazo 
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de dichos edictos, se fijarán y publicarán otros en igual forma y tér-
mino, haciendo un segundo llamamiento, con apercibimiento de lo 
que haya lugar.»—(El párrafo segundo de este artículo es igual al 
del 987 de la Peninsula.) 
ARTfCULO 988 
(Art. 987 para Cuba y Puerto Rico.) 
Los que comparezcan a consecuencia de dichos lla-
mamientos, deberán expresar por escrito el grado de 
parentesco en que se hallen con el causante de la he-
rencia, justificándolo con los correspondientes docu-
mentos, acompañados de árbol genealógico. 
Estos escritos y documentos se unirán á la pieza for-
mada para là declaracion de herederos, por el órden en 
que se vayan presentando. 
ARTICULO 989 
(Art. 988 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando sea uno solo el aspirante a la herencia, y 
tambien en el caso de que, siendo varios, todos aleguen 
igual derecho fundados en el mismo titulo, se comuni-
carán los autos al Promotor fiscal para que emita su 
dictamen. 
Si éste conviniere en que se les declare herederos, 
mandará el Juez traer los autos á la vista, y sin más 
trámites, hará la declaracion, si la estimare proce-
dente. 
Este auto será apelable en ambos efectos. 
ARTÍCULO 990 
(Art. 989 para Cuba 9  Puerto Rico.) 
Si el Promotor fiscal se opusiere, se dará traslado 
por seis dias á los interesados, con entrega de los autos, 
y se sustanciará este juicio por los trámites estableci-
dos para los incidentes. 
TOMO IV 	 42 
ARTÍCULO 991 
(Art. 990 para Caba y Puerto Rico.) 
Cuando sean dos 6 más los aspirantes á la herencia, 
y no estén conformes en sus pretensiones, luego que 
trascurra el término de los segundos edictos, se les co-
municarán los autos por seis dial, para que expongan 
y pidan lo que crean procedente sobre los derechos de 
cada aspirante. 
Los que hagan causa comun deberán formular sus 
pretensiones en un mismo escrito y bajo una sola.di-
reccion. 
Los autos se comunicarán á las partes, por el 6rden 
en que hubieren comparecido. 
ARTÍCULO 992 
(Art. 991 para Cuba y Puerto Rico.) 
Evacuada la comunicacion por todos los interesados, 
se oirá al Promotor fiscal para que califique el derecho 
de cada aspirante y proponga lo que estime proce-
dente. 
ARTÍCULO 993 
Cuando alguna de las partes hubiere solicitado el 
recibimiento a prueba, se observará lo prevenido para 
los incidentes en los artículos 752, 753 y 754. 
Será además procedente el recibimiento á prueba: 
1. 0 Cuando por haber sido impugnado expresamen-
te algun documento, fuere necesario cotejarlo con su 
original. 
2. 0 Cuando alguno de los interesados necesite com-
pletar la justificacion de su derecho. 
Art. 992 para Cuba y Puerto Rico.
—(La referencia es d los artícu- 
los 751, 752 y 753 de esta ley, sin otra variación.) 
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• ARTÍCULO 994 
(Art. 993 para Cuba y Puerto Rico.) 
Unidas á los autos las pruebas practicadas así que 
concluya el término, y cuando no haya habido prueba 
luego que el Promotor fiscal emita su dictamen, el 
Juez convocará á junta a los interesados dentro de los 
ocho dias siguientes, señalando el dia y hora en que 
haya de celebrarse. 
En esta junta, á la que deberá concurrir el Promo-
tor fiscal, pudiendo tambien hacerlo los defensores de 
las partes, discutirán éstas su derecho á la herencia. 
Si se pusieren de acuerdo sobre el derecho y participa-
cion que á cada una corresponda, se consignará en el 
acta, con expresion de si está 6 no conforme el 
 Promo-
tor fiscal. 
Cuando no se consiga dicho acuerdo, se consignará 
tambien asf en el acta que ha de extenderse del resul-
tado de la junta, y la firmarán todos los concurrentes, 
con el Juez y el actuario. 
ARTÍCULO 995 
(Art. 991 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cualquiera que sea el resultado de la junta, el Juez 
acto continuo llamará los autos á la vista, con citacion 
de las partes para sentencia, la que dictará sin más 
trámites, dentro de los seis dias siguientes, resolviendo 
lo que estime justo sobre la declaracion del derecho de 
los aspirantes y su respectiva participacion en la he-
rencia. 
Acerca de este último extremo, estará a lo que hu-
bieren convenido los interesados, cuando tengan capa-
cidad para obligarse. 
Esta sentencia será apelable en ambos efectos. 
Parientes colaterales del quinto grado y posteriores.—Segfin los 
artículos 954 y 955 del Código civil, no habiendo hermanos ni hijos 
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de hermanos, ni cónyuge supérstite, suceden en la herencia del di-
funto los demás parientes colaterales, sin distinción de líneas ni 
preferencia entre ellos por razón del doble vínculo; y el derecho de 
heredar abintestato no se extiende más allá del sexto grado de pa-
rentesco en línea colateral. Este derecho se extendía antes hasta 
el décimo grado, según la ley de 16 de Mayo de 1835. A. estos pa-
rientes se refieren los diez artículos de este comentario, en los cua-
les se ordena el procedimiento para declararlos herederos, dán-
dole más amplitud que al establecido para los descendientes, as-
cendientes y colaterales dentro del cuarto grado, en consideración 
á que, por regla general, cuanto más lejanos son los parientes, au-
mentan en número, son menos conocidos y suele ignorarse su exis-
tencia y paradero; y de aquí la necesidad de llamarlos repetida-
mente por edictos, haya comparecido, ó no, alguno de ellos á 
reclamar la herencia. 
El procedimiento que á dicho fin se establece es análogo al que 
se ordenó para todos los casos en los artículos 368 al 375 de la ley 
de 1855, pero con modificaciones importantes, encaminadas á ha-
cerlo más breve y menos costoso, siendo las más importantes, la de 
obligar á los que comparezcan á que acompañen á su primer escri-
to, como debe hacerlo todo el que ejercita una acción en juicio con-
forme al sistema de la nueva ley, los documentos que justifiquen su 
parentesco con el causante de la herencia, demostrándolo con el 
correspondiente árbol genealógico, en vez de los cuarenta días que 
para ello concedía la ley anterior, y la de ventilarse por los trámi-
tes de los incidentes, en lugar del juicio ordinario que dicha ley 
prevenía, la oposición que se haga, tanto por el Ministerio fiscal, 
como por cualquiera de los aspirantes á la herencia, cuando entre 
ellos no hubiere conformidad. 
Está ordenado ese procedimiento con tal claridad y precisión 
en los diez artículos de este comentario, por cuya razón los presen-
tamos reunidos, que basta atenerse á su texto para aplicarlo rec-
tamente: haremos, sin embargo, algunas observaciones para su me-
jor inteligencia. En ellos están previstos cuantos casos pueden 
ocurrir, ya sea uno solo el aspirante á la herencia, ya lo sean dos 
ó más, y tanto cuando haya conformidad entre todos ellos y el Mi- 
DE LOS ABINTESTATOS 	 333 
nisterio fiscal, que en este caso tiene la representación de la ley 
para reclamar su exacto cumplimiento en interés del Estado y del 
orden público, como cuando resulte oposición de parte de cual-
quiera de ellos. 
Téngase presente que tratamos del caso en que no haya des-
cendientes, ni ascendientes legítimos ó naturales reconocidos, ni 
parientes colaterales dentro del cuarto grado, ni cónyuge sobrevi-
viente, que soliciten la herencia, pues si los hubiere habrá de em-
plearse el procedimiento que corresponda del expuesto en los tres 
comentarios quepreceden. Cuando no se hubiere presentado nin-
guno de esos parientes, aunque lo haya verificado alguno del quin-
to ó sexto grado, luego que estén practicadas las diligencias pre-
ventivas para poner en seguridad los bienes, ordenadas en las sec-
ción I, con exclusión del inventario que, según el art. 977, podrá 
continuarse á la vez en la pieza principal, si por su extensión no 
estuviese concluido, y formada la pieza separada que previene di-
cho artículo, en ésta mandará el juez de oficio que se fijen y publi-
quen edictos, anunciando la muerte intestada de la persona de cuya 
sucesión se trate y llamañdo á los que se crean con derecho á la 
herencia, por término de treinta días, que podrá ampliar por el 
tiempo que estime necesario, cuando se presuma que,podrá haber 
parientes en nuestras provincias de Ultramar ó en el extranjero. 
Estos edictos han de fijarse y publicarse en los lugares y periódi-
cos que se determinan en el art. 984 y hemos expuesto en el co-
mentario anterior. 
Transcurrido el plazo de dichos edictos, á contar desde el día 
siguiente al de la última publicación, con exclusión de los días in-
hábiles, háyanse presentado ó no parientes, dará cuenta al actua-
rio y el juez acordará, también de oficio, que se fijen y publiquen 
segundos edictos en los mismos lugares y periódicos que los ante-
riores, haciendo un segundo llamamiento con apercibimiento de lo 
que haya lugar, por término de veinte días, que en Cuba y Puerto 
Rico ha de ser de treinta días, según el art. 986 de su ley, en con-
sideración sin duda á creer más difíciles sus comunicaciones. La 
ley no autoriza para ampliar este segundo término. En estos edic - 
tos han de expresarse además, en su caso, los nombres de los pa- 
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rientes que se hayan presentado y el grado de su parentesco con 
el finado. El apercibimiento de lo que haya lugar, que ha de ha-
cerse en ellos, es sólo para los efectos del procedimiento, que se 
determinan en el art. 997, y no respecto del derecho á la herencia, 
como lo demuestra el mismo artículo al declarar que podrán utili-
zarlo en vía ordinaria contra los declarados herederos los que se 
crean con igual mejor derecho y no se hubieren presentado en el 
juicio durante el término de los edictos ni antes de la convocato-
ria para la junta. 
Como los parientes pueden utilizar para comparecer los dos 
términos de treinta y de veinte días fijados sucesivamente en los 
edictos, tienen tiempo sobrado para adquirir del registro civil y de 
las parroquias las partidas de nacimiento y de matrimonio que 
sean necesarias para justificar su parentesco con el causante de la 
herencia. Por esto, modificando en este punto la ley anterior como 
ya se ha dicho, se les obliga por el art. 988 á que en el escrito per-
sonándose en el juicio y solicitando á la vez se les declare here-
deros abintestato, expresen el grado de su parentesco, justificán-
dolo con los correspondientes documentos, acompañados de árbol 
genealógico. La omisión de este requisito les privará del medio de 
justificar su derecho, pues conforme al art. 506 no podrán admitir-
se después esos documentos sino en el caso de haber expuesto en 
el mismo escrito la imposibilidad de adquirirlos, con expresión del 
archivo donde se hallen, ó la ignorancia de su paradero, ofrecien-
do prueba supletoria. En previsión de este caso, permite la ley 
en el art. 993, que se reciban á prueba los autos cuando alguno 
de los interesados necesite completar la justificación de su derecho. 
También es suficiente el término de los edictos para que du-
rante su dilación pueda solicitar la defensa por pobre el que se crea 
con derecho á este beneficio, y habilitado de procurador y abogado 
hacer en debida forma la reclamación de su derecho á la herencia. 
Téngase presente que en estos procedimientos, según el nú-
mero 5.° del art. 4.°, pueden los interesados comparecer por sí mis-
mos, sin necesidad de valerse de procurador, para presentar el es-
crito del art. 988 y para concurrir á las juntas; pero si por mediar 
oposición tiene que darse al asunto la tramitación de los incidentes, 
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cesa el caso de la excepción y tienen que seguir la regla general 
de comparecer en juicio por medio de procurador. En todo caso 
tienen que hacerlo bajo la dirección de letrado, por no estar com-
prendidos en ninguna de las excepciones del art. 10, y como lo da 
también por supuesto el 991 al ordenar que los parientes que hagan 
causa común, deberán formular sus pretensiones en un mismo es-
crito y bajo una sola dirección. No creemos aplicable á estos pro-
cedimientos la disposición final del art. 979, según la cual los he-
rederos abintestato, para deducir su pretensión, no necesitan va-
lerse de abogado ni de procurador, porque la ley lo establece sola-
mente para los descendientes, ascendientes ó colaterales dentro del 
cuarto grado, sin hacerla extensiva á los demás parientes por ser 
más difícil determinar su derecho á la herencia. Por esto, sin duda, 
no se ha colocado dicha disposición al final del art. 978, donde 
algún comentarista cree debiera hallarse por suponerla de aplica-
ción general: sólo los artículos 982 y 983 se refieren al 979, y no 
el 988 que estamos comentando. 
Cuando sean dos ó más los aspirantes á la herencia, pueden 
fundarse en un mismo título; esto es, en que se hallan en igual grado 
de parentesco con el finado alegando el mismo derecho, ó en títulos 
diferentes, como sucederá cuando algunos aleguen el derecho de 
representación ó la preferencia de su línea, ó se crean con mejor 
derecho que los otros, de suerte que no estén conformes en sus pre-
tensiones. La ley hace distinción entre estos dos casos, para orde-
nar el procedimiento adecuado á cada uno de ellos, dándole más 
amplitud en el segundo que en el primero, como lo exige la índole 
de la controversia. 
En el primer caso, ó sea cuando todos los aspirantes aleguen 
igual derecho á la herencia por hallarse en el mismo grado de pa-
rentesco con el finado, y lo mismo cuando sea uno solo, según el 
artículo 989, luego que transcurra el plazo de los segundos edictos 
deben comunicarse los autos originales, ó sea la pieza de declara-
ción de herederos, á la que se habrán unido los escritos y docu-
mentos de los interesados, al Ministerio fiscal para que emita su 
dictamen. Esta comunicación debe ser por seis días, como para caso 
análogo lo previene el art. 980, y por ser ese el término para la 
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comunicación de autos en los incidentes. Si está conforme el fiscal 
con las pretensiones de los aspirantes, el juez llamará los autos á 
la vista sin citación de las partes, y sin más trámites dictará auto 
dentro de cinco días haciendo la declaración de herederos, ó dene-
gándola en todo ó en parte, según estime procedente, cuyo auto es 
apelable en ambos efectos. Pero si se opone el fiscal, ha de darse 
traslado por seis días á los interesados con entrega de los autos, y 
sin más escritos se sustanciará y decidirá el juicio por los trámites 
establecidos para los incidentes en los artículos 750 y siguientes, 
recibiéndolo á prueba si la hubieren pedido los interesados en su 
escrito de contestación al del fiscal y fuere procedente, ó llamando 
los autos á la vista para sentencia con citación de las partes. En este 
caso, aunque sean varios los aspirantes, como todos alegan igual 
derecho á la herencia, habrán de evacuar el traslado en un mismo 
escrito y bajo una sola dirección. 
Cuando sean dos ó más los aspirantes á la herencia y no estén 
conformes en sus pretensiones, que es el caso segando, luego que 
transcurra el término de los segundo edictos, dará cuenta el actua-
rio y dictará el juez providencia, sin oir previamente al Ministe-
rio fiscal, mandando que se comuniquen los autos originales, ó sea 
la pieza de declaración de herederos, por seis días sucesivamente 
á los interesados, y por el orden en que hubieren comparecido, 
para que expongan y pidan lo que estimen procedente sobre los 
derechos de cada aspirante, previniéndoles que los que hagan cau-
sa común ó aleguen igual derecho formulen sus pretensiones en un 
mismo escrito y bajo una sola dirección. Así lo ordena el art. 991. 
En esos escritos debe pedirse por otrosí el recibimiento á prueba, 
cuando interese y sea procedente conforme al art. 993. No deben 
acompañarse copias de los escritos ni de los documentos, porque 
no las exige la ley ni son necesarias, puesto que se comunican los 
autos originales. 
«Evacuada la comunicación por todos los interesados, dice el 
art. 992, se oirá al Ministerio fiscal para que califique el derecho 
de cada aspirante y proponga lo que estime procedente.» Devuel-
tos los autos con el dictamen fiscal, se recibirán á prueba, cuando 
proceda conforme al art. 993, en combinación con el 752, practi- 
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cándola dentro del término y en la forma que determina el 753, cu-
yos comentarios podrán consultarse. También podrá otorgarse en 
su caso el término extraordinario de prueba conforme al 754, pues-
to que estas actuaciones se practican en pieza separada. 
Luego que transcurra el término de prueba, dará cuenta el 
actuario y el juez dictará providencia mandando unir 
 los autos 
las pruebas practicadas y que se convoque á los interesados y al 
Ministerio fiscal á la junta que previene el art. 994, con señala-
miento de día y hora dentro de los ocho días siguientes. La misma 
providenca se dictará luego que el fiscal emita su dictamen, cuan-
do no se haya solicitado ó no se otorgue el recibimiento á prueba. 
En esta junta ha de discutirse sobre el derecho á la herencia de 
cada uno de los aspirantes, á cuyo fin pueden concurrir á ella sus 
abogados defensores, y es precisa la asistencia del Ministerio fiscal, 
el cual ha de emitir su dictamen de palabra después de oir á los 
interesados y á sus defensores. Del resultado de la junta ha de ex-
tenderse la correspondiente acta, que firmará el juez con todos los 
concurrentes y autorizará el actuario, haciendo constar en ella con 
claridad si hubo ó no acuerdo entre los interesados, no sólo sobre 
el derecho á la herencia, sino también sobre la participación de 
cada uno de ellos, y si el fiscal está ó no conforme con lo acordado 
por aquéllos. 
Haya ó no conformidad en la junta, acto continuo debe el juez 
llamar los autos á la vista con citación de las partes para senten-
cia, y con la fórmula de ésta, y no por medio de auto, como lo exi-
ge la solemnidad del debate, dictará la resolución que estime justa 
dentro de los seis días siguientes, sin más trámites, y por consi-
guiente sin vista pública. En la sentencia ha de resolver el juez so-
bre el derecho de cada uno de los aspirantes y su respectiva parti-
cipación en la herencia, haciendo la declaración de herederos abin-
testato á favor de quienes tengan este derecho y en la proporción 
que á cada uno corresponda, y teniendo presente que sobre el de-
recho puede resolver lo que estime procedente conforme á la ley; 
pero en cuanto á la participación, ha de atenerse á lo que hubie-
ren convenido los interesados en la junta, si hubo convenio ó con-
formidad sobre ello, cuando tengan capacidad para obligarse: si no 
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la tienen, por ser menores ó incapacitados, resolverá también sobre 
este punto lo que estime justo. Así lo dispone el art. 995, último 
de este comentario, declarando además, para la aplicación del ar-
tículo 383, que dicha sentencia es apelable en ambos efectos. 
ARTÍCULO 996 
(Art. 995 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Luego que sea firme la resolucion judicial por la 
que se haya hecho la declaracion de heredero, cesará 
la intervencion del Ministerio fiscal en estos juicios, y 
todas las cuestiones pendientes, 6 que puedan promo-
verse, se entenderán y sustanciarán con el heredero"ó 
herederos que hayan sido reconocidos por dicha reso-
lucion. 
Es tan claro el texto de este artículo y tan obvia la razón de 
sus disposiciones, que es excusado su comentario. Sabido es que 
no queda firme la declaración de herederos mientras pueda utili-
zarse algún recurso legal contra el auto ó sentencia en que se hu-
biere hecho. Mientras tanto ha de seguir interviniendo el Ministe-
rio fiscal en todas las instancias conforme al art. 972; pero luego 
que sea firme el auto ó sentencia en que se haga la declaración de 
uno ó más herederos, éstos tienen la representación legal, y cesa 
el motivo de dicha intervención, debiendo entenderse con ellos 
todas las cuestiones pendientes y que puedan promoverse, ya se 
refieran á la administración del caudal ó al mejor derecho á la he-
rencia, ya versen sobre el pago de deudas ó con cualquier otro ob-
jeto. Lo mismo se dispuso en el párrafo segundo del art. 375 de la 
ley de 1855. 
ARTÍCULO 997 
(Art. 996 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los que creyéndose con derecho á la herencia no se 
hubieren presentado en el juicio durante el término 
de los edictos, podrán hacerlo antes de la convocato- 
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Tia para la junta, acompañando los documentos que 
justifiquen su derecho, y sin que en ningun caso se 
pueda retroceder en el procedimiento. 
No serán admitidos los que se presenten despues 
de acordada dicha convocatoria; pero les quedará á 
salvo su derecho para ejercitarlo en via ordinaria con-
tra los que fueren declarados herederos. 
Por este artículo se resuelve un caso bastante frecuente, no 
previsto en la ley anterior de 1855. No se determinó en ella lo que 
debiera hacerse cuando compareciera algún aspirante á la heren-
cia después del término de los edictos: en unos juzgados no eran 
admitidos, y en otros lo eran, concediéndoles el término de cua-
rénta días que señalaba el art. 372 de dicha ley para hacer la jus-
tificación de su parentesco, con lo cual se hacían interminables es-
tos juicios. Para poner término á esas dudas y uniformar la prác-
tica de acuerdo con los buenos principios del procedimiento, se 
declara en el presente artículo, que los que creyéndose con dere-
cho á la herencia no se hubieren presentado en el juicio durante 
el término de los edictos, podrán hacerlo después, y serán admiti-
dos siempre que lo verifiquen antes de dictarse la providencia man-
dando convocar á la junta que previene el art. 994, y acompañan-
do los documentos que justifiquen su derecho. 
Se declara también que en ningún caso se podrá retroceder en 
el procedimiento, á fin de evitar los perjuicios que se seguirían de 
la dilación á los que comparecieron en tiempo, si á los que lo ve-
rifican después se les concediera un nuevo plazo para hacer la 
prueba de su parentesco: por esto se previene que deben acompa-
ñar los documentos que lo justifiquen. Por consiguiente, si compa-
recen en el período de exponer cada aspirante sobre su respectivo 
derecho, se les comunicarán los autos con este objeto por seis días 
como á los demás: si lo verifican después del dictamen fiscal, ya 
no puede tener lugar dicha comunicación, porque sería retroceder 
en el procedimiento, pero podrán utilizar el término de prueba, ó 
lo que de él reste, para hacer la que les interese; y si se presentan 
después del término de prueba, lo mismo que cuando no la haya: 
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habido, podrán concurrir á la junta y tomar parte en sus delibera-
ciones y acuerdos. En este caso, si fuere impugnado expresamente 
en la junta alguno de los documentos presentados por el nuevo as-
pirante, no podrá hacerse á su instancia el cotejo con el original 
por no permitirlo el estado del juicio, pero podrá y deberá acor-
darlo el juez para mejor proveer. 
Al ordenar este artículo que cuando «los que creyéndose con 
derecho á la herencia no hubieren comparecido en el juicio duran-
te el término de los edictos, podrán hacerlo antes de la convocato-
ria para la junta», se refiere á los casos determinados en los artícu-
los 984 y 986, en que, por corresponder la herencia á los parientes 
colaterales y presumirse que podrán existir otros de igual mejor 
grado que no hayan comparecido, han de ser llamados por edictos, 
celebrándose después la junta que previene el 994. No es, pues, 
aplicable esta disposición á los casos en que, por corresponder la 
herencia á los descendientes ó ascendientes, ó á colaterales dentro 
del cuarto grado cuando conste que no existen otros, no han de 
publicarse edictos ni celebrarse junta; pero si durante el juicio com-
pareciese algún otro pariente alegando igualó mejor derecho, cosa 
que rara vez sucederá y por esto no se halla previsto en la ley, se 
seguirá la regla general del art. 766, admitiéndole como parte y 
entendiéndose con él la sustanciación, pero sin retroceder en el 
procedimiento, de suerte que si el Ministerio fiscal hubiere emiti-
do ya su dictamen, se faltaría á la ley si se le comunicaran otra 
vez los autos para nuevo dictamen. 
Téngase presente que el que comparece oportunamente y es 
parte en estos juicios, tiene que sujetarse al fallo ó resolución fir-
me que en ellos se dicte sobre la declaración de herederos abintes-
tato, sin poder ventilar después la misma cuestión en juicio ordi-
nario, en el que debía resolverse según la ley anterior, siempre que 
había oposición; pero si no comparece, ó no es admitido en el jui-
cio por haberse presentado fuera de tiempo, le queda á salvo su 
derecho para ejercitarlo en vía ordinaria contra los que fueren 
declarados herederos. Así lo declara el párrafo 2.° del presente ar-
tículo, fundándose en el principio jurídico de que nadie puede ser 
privado de sus derechos y acciones sin ser oído y vencido en jui- 
^. 
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cio. Por esto será más conveniente para el buen éxito del asunto, 
 
ejercitar la acción en juicio ordinario que en el de abintestato, 
 
cuando no pueda comparecerse en éste á tiempo de poder justifi-
car cumplidamente el derecho á la herencia. Como es de ley esa 
 
reserva de derechos, no es necesario hacerla en el auto ó senten-
cia en que se haga la declaración de herederos. El apercibimiento  
de lo que haya lugar, que debe hacerse en los segundos edictos,  
según el art. 987, no se refiere al derecho á la herencia, que siempre  
queda á salvo al que no comparece en el juicio de abintestato, sino 
al procedimiento de este juicio para el efecto de no ser admitido 
en él el que no comparezca oportunamente. 
ARTÍCULO 998 
(Art. 997 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si no se hubiere presentado ningun aspirante á la 
 
herencia, 6 no fuere reconocido con derecho á ella nin-
guno, de los presentados, se hará un tercer llamamiento 
 
por edictos, por el término de dos meses, en la forma  
prevenida para los anteriores, y con apercibimiento de 
tenerse por vacante la herencia si nadie la solicitare. 
 
ARTÍCULO 999 
(Art. 998 para Cuba y Puerto Rico.) 
Trascurrido el término del tercer llamamiento sin 
 
que nadie se haya presentado, 6 si fuesen declarados  
sin derecho los que hubieren acudido reclamando la he- 
 
rencia, se considerará ésta como vacante, y á instancia  
del Promotor fiscal se le dará el destino prevenido por 
 
las leyes.  
ARTÍCULO 1000  
(Art. 999 para Cuba y Puerto Rico.) 
En el caso del artículo anterior, se entregarán al Es-
tado los bienes, con los libros y papeles que tengan  
relacion con ellos.  
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Respecto de los demás papeles, el Juez, oyendo 
sobre ello al Promotor fiscal, dispondrá que se conser-
ven los que  puedan ser de algun interés, inutilizando 
los restantes. Los que deban conservarse se archiva-
rán con los autos del ab-intestato, en pliego cerrado y 
sellado, en cuya cubierta se pondrá nota de su conte-
nido, que rubricarán el Juez y el Promotor y firmará 
el actuario. 
La ley de 1855 no contenía otra disposión sobre el objeto de 
estos artículos más que la de su art. 377, que dice: «Si no se pre-
sentare nadie reclamando la herencia, ó no fuere reconocido el de-
recho de los presentados, .se considerará como vacante, y á instan-
cia del promotor se le dará el destino prevenido por las leyes.} 
Es lo mismo que dispone ahora el art. 999, pero ha de llevarse á 
efecto después de haber hecho un tercer llamamiento por edictos, 
con término de dos meses, y con apercibimiento de tenerse por 
vacante la herencia si nadie la solicitare, como se previene en 
el 998. Así se da más publicidad al abintestato y se concede un 
término más amplio á los parientes lejanos para que puedan reunir 
los datos y documentos necesarios á fin de justificar su parentesco 
con el finado. De este modo quedan compensados ventajosamente 
los procedimientos más breves que se han establecido para la de-
claración de herederos abintestato. 
Los edictos para este tercer llamamiento han de fijarse y pu-
blicarse en los lugares y periódicos designados en el art. 984 y 
en la forma que hemos expuesto en su comentario. Habrá de ex-
presarse en ellos el motivo de ese tercer llamamiento, 6 sea, el de 
no haberse presentado ningún aspirante á la herencia en los pla-
zos de los dos anteriores, 6 el de haberse declarado por auto ó 
sentencia firme que no tiene derecho á la herencia ninguno de los 
presentados, con el apercibimiento de tenerla por vacante si na-
die la solicitare dentro de los dos meses de este último plazo. Así 
lo acordará el juez de oficio luego que transcurra el término de 
los segundos edictos sin que nadie se haya presentado, ó que sea 
firme el auto 6 sentencia declarando sin derecho á los aspirantes_ 
^ 
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Si en virtud de ese tercer llamamiento comparece algún aspi-
rante á la herencia, deberá verificarlo en la forma que ordena el  
art. 988, empleándose el procedimiento establecido en los artícu-
los 989 y siguientes y hemos explicado en su comentario, según los  
casos de ser uno ó más los pretendientes, y de alegar igual 6 dife-
rente derecho. Si se hace la declaración de herederos á favor de  
todos ó de alguno de ellos, luego que sea firme el auto 6 sentencia,  
se hará lo que ordenan los artículos 996, 1001 y 1002; y si se les  
declara sin derecho, sin más trámites ni llamamientos, se comuni-
carán los autos á la representación del Estado para que inste lo  
que le interese. Esto mismo se practicará luego que transcurra el  
término del tercer llamamiento sin que nadie se haya presentado.  
Para estos casos ordena el art. 999, que «se considerará la he-
rencia como vacante, y á instancia del promotor fiscal se le dará  
el destino prevenido por las leyes.» Cuando se publicó la ley de  
Enjuiciamiento civil, el Ministerio fiscal tenía la representación  
del Estado y regía la ley de mostrencos de 16 de Mayo de 1835,  
en la cual se declaró que correspondían al Estado, con aplicación  
al pago de la deuda pública, los bienes de los que mueran ó hayan  
muerto intestados sin dejar personas capaces de sucederles con  
arreglo á las leyes vigentes, que según la misma ley eran en último  
lugar los parientes colaterales hasta el décimo grado inclusive, y  
se dió la representación del Estado en estos negocios, que se de-
clararon de la competencia de la jurisdicción ordinaria, á los pro-
motores fiscales en primera instancia y á los fiscales de las Audien-
cias y Tribunales supremos en las ulteriores. Todo esto se halla  
hoy modificado y es preciso sujetarse á lo que está vigente.  
Respecto de las herencias vacantes, el Código civil, después de 
 
declarar en su art. 955 que «el derecho de heredar abintestato no  
se extiende más allá del sexto grado de parentesco en línea colate-
ral», ordena en el art. 956 que «á falta de personas que tengan de-
recho á heredar conforme á lo dispuesto en las precedentes seccio-
nes, heredará el Estado, destinándose los bienes á los estableci-
mientos de beneficencia é instrucción gratuita, por el orden si-
guiente: 1. 0, los establecimientos de beneficencia municipal y las 
 
escuelas gratuitas del domicilio del difunto; 2 °, los de una y otra 
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clase de la provincia del difunto; 3. ° , los de beneficencia é instruc-
ción de carácter general». En el art. 957 declara que los derechos 
y obligaciones de esos establecimientos serán los mismos que los de 
los otros herederos; y en el 958 que «para que el Estado pueda 
apoderarse de los bienes hereditarios, habrá de preceder declara-
ción judicial de heredero adjudicándole los bienes por falta de he-
rederos legítimos.» 
Y en cuanto á la representación del Estado, por el art. 5.° del 
Real decreto con fuerza de ley, de 16 de Marzo de 1886, se ordenó, 
que «la representación y defensa en juicio de la Hacienda ante los 
tribunales, estará á cargo de los abogados del Estado: esto no obs-
tante, el Ministerio fiscal continuará con la representación y defen-
sa especiales que hoy le corresponden en los juicios civiles que inte-
resan á personas inciertas, ausentes, menores é incapacitados, así 
como en todos los demás en que deba intervenir como representan-
te de la ley». Por esta disposición quedó sin efecto la del art. 57 de 
la ley de 14 de Octubre de 1882, adicional á la orgánica del Poder 
judicial, por el que, al suprimir los promotores fiscales, se confirió 
la representación y defensa del Estado en primera instancia á los 
fiscales de las Audiencias. 
En virtud de estas reformas, los fiscales municipales que sean 
letrados, y no siéndolo, el abogado que designe el fiscal de la Au-
diencia, ó éste por sí mismo en todo caso, que son los que tienen, 
según el art. 58 de dicha ley adicional, en los juzgados de primera 
instancia la representación del Ministerio fiscal en todos los nego-
cios civiles en que debe éste ser oído con arreglo á la ley de Enjui-
ciamiento civil, deben intervenir en los juicios de abintestato hasta 
que se haga la declaración de herederos, porque el art. 972 les con-
fiere la representación de los que puedan tener derecho á la he-
rencia; pero llegado el caso del art. 999, que estamos comentando, 
como resulta que no hay ningún pariente con derecho á la heren-
cia, debe cesar la intervención del Ministerio fiscal y entenderse 
las diligencias sucesivas con el abogado del Estado, que tenga la 
representación de la Hacienda, única interesada ya en el asunto. 
Por consiguiente, la providencia, que en el caso de que se trata 
ha de dictar el juez de oficio, mandando se comuniquen los autos á 
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la representación de la Hacienda pública para que inste lo que le in-
terese, ha de entenderse con el abogado del Estado, á quien corres-
ponda dicha representación, notificándosela personalmente, para lo 
cual habrá de dirigirse exhorto en su caso á la capital de la pro-
vincia, donde residirá dicho funcionario. El abogado del Estado, 
previa consulta á la Dirección de lo Contencioso y con arreglo á 
las instrucciones de la misma, presentará escrito pidiendo se declare 
heredero al Estado, adjudicándole los bienes, por no existir ó no 
haberse presentado parientes con derecho á la herencia. Y así de-
berá acordarlo el juez por medio de auto, sin más trámites, puesto 
que no los exige la ley ni son necesarios, mandando á la vez al ad-
ministrador judicial que deje los bienes á disposición de la Ha-
cienda rindiéndole cuentas y que se haga la entrega de los libros y 
papeles, en la forma que ordena el art. 1000, último de este co-
mentario. 
Según este artículo, el juez debe acordar que con los bienes se 
entreguen al Estado los libros y papeles que tengan relación con 
aquéllos, y que se pasen después los demás, si los hubiere, al Minis-
terio fiscal para que los clasifique á fin de conservar, archivados 
con los autos en pliego cerrado y sellado, los que puedan ser de 
algún interés, inutilizando los restantes. Pero ese interés puede ser 
para la historia ó para la ciencia, y como en tal supuesto interesa 
al Estado que esos papeles no queden sepultados y olvidados en 
el archivo de la escribanía, creemos que el juez cumplirá con su de-
ber y con el objeto de la ley dando cuenta al Gobierno, por el con-
ducto ordinario de su superior jerárquico y del Ministerio de Gra-
cia y Justicia, con una relación ó índice circunstanciado, para que 
les dé el destino que crea más conveniente. 
Con el auto antedicho declarando heredero al Estado, y luego 
que quede ejecutado con la entrega de los bienes y papeles al dele-
gado ó representante de la Hacienda, concluye la misión y compe-
tencia del juez en el abintestato, y principia la de la Administra-
ción. Sobre este punto, se declaró por Real orden de 29 de Marzo 
de 1848, «que las atribuciones de los juzgados tienen sus límites, 
y no deben extenderse á más que á juzgar y fallar, haciendo la de-
claración correspondiente, y que la ejecución de esto, con todas sus 
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incidencias, debe ser de la competencia de la Administración.. 
Esto es lo conforme á los principios por que se regula hoy el des-
linde de lo judicial y lo administrativo, y por consiguiente la auto-
ridad judicial ha de limitarse á declarar heredero al Estado, corres-
pondiendo después á la Administración designar los estableci-
mientos de beneficencia ó de instrucción pública á quienes hayan 
de destinarse los bienes, conforme al art. 956 del Código civil. 
Si después de adjudicados los bienes al Estado, resultare algún 
pariente que se crea con derecho á la herencia, podrá entablar an 
acción contra la Hacienda en juicio ordinario, después de haber 
utilizado inútilmente la vía gubernativa, puesto que le queda á sal-
vo este derecho, como se declara en el art. 996. 
SECCIÓN TERCERA 
DEL JUICIO DE AB- INTESTATO. 
ARTÍCULO 1001 
(Art. 1000 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Hecha la declaracion de herederos ab-intestato por 
auto 6 sentencia firme, se acomodará este juicio á los 
trámites establecidos para el de testamentaria. 
Concuerda este artículo con el 376 de la ley de 1855, y aunque 
se ha modificado la redacción, no se ha alterado el concepto. Se-
gún dicha ley, siempre que no había conformidad entre los aspiran-
tes á la herencia, ó se oponía el Ministerio fiscal, había que venti-
lar y decidir la cuestión en juicio ordinario, y por esto se decía en 
el artículo citado de la misma «terminados estos pleitos.» En la 
nueva ley se ha establecido un juicio especial, más breve y adecua-
do al objeto, para hacer la declaración de herederos abintestato, 
cuyo juicio se termina por auto ó sentencia, apelables en ambos 
efectos, según los casos determinados en la sección anterior y ex-
plicados en sus respectivos comentarios: por sentencia, cuando hay 
llamamiento por edictos y resulta oposición, y por auto en los de- 
más casos. Consecuencia de esta reforma es la que se ha hecho en 
el presente artículo, ordenándose en él que el juicio de abintestato 
se acomode á los trámites establecidos para el de testamentaría . 
después de «hecha la declaración de herederos abintestato por auto 
6 sentencia firme», refiriéndose á la sentencia que recaiga en este 
juicio especial, y no á la que pueda dictarse en juicio ordinario, el 
cual no puede tener hoy cabida sino después de dicha declaración 
entre los que se crean con derecho á la herencia, que no hubiesen 
comparecido en el juicio especial, y los herederos en él recono-
cidos. 
Luego que sea firme el auto ó sentencia en que se haya hecho 
la declaración de herederos abintestato, «se acomodará este juicio 
á los trámites establecidos para el de testamentaría», por ser igual 
el objeto de ambos, que consiste en la liquidación del caudal here-
ditario, y su partición y adjudicación entre los herederos, lo cual 
ha de hacerse lo mismo cuando éstos sean nombrados por el testa-
dor, que cuando sean legítimos, luego que haya sido reconocido ju-
dicialmente su derecho. Emplea la ley el verbo acomodar para dar 
á entender que no ha de seguirse el abintestato por todos los trá-
mites de las testamentarías, sino empleando tan sólo aquellos que 
sean necesarios para terminar dichas operaciones. Si en las diligen-
cias preventivas se hubiere formalizado, por ejemplo, el inventario, 
no debe repetirse esta operación, y se principiará por la junta que 
previene el art. 1068, en la cual podrán hacer los interesados el 
nombramiento de administrador, en cuya virtud habrá de cesar el 
judicial del abintestato, y así en lo demás. Y podrán también los 
interesados hacer extrajudicialmente todas las operaciones para di-
vidirse el caudal, lo mismo que en las testamentarías, como expon-
dremos en el comentario que sigue. 
ARTÍCULO 1002 
El Juez mandará que se entreguen á los herederos 
reconocidos todos los bienes, libros y papeles del ab-in-
testato, y que el administrador les rinda cuentas, cesan-
do la intervencion judicial. 
6 
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Sólo podrá continuar esta intervencion:  
1.0 Cuando la solicite alguno de los herederos re-
conocidos, 6 el cónyuge sobreviviente. . 
2.° Cuando legalmente sea necesaria, por concurrir  
alguna de las circunstancias que, segun el art. 1041,  
hacen necesario el juicio de testamentaría.  
Art. 1001 do la ley para Cuba y Puerto Rico.—(Jis referencia del nú- 
mero 2.° es al art. 1040 de esta ley, sin otra variación.)  
Este artículo no tiene concordante en la ley anterior, aunque  
algo se relaciona con lo prevenido por la misma en sus artículos  
402 y 403. Para su recta aplicación debemos recordar que, según  
el art. 978, puede hacerse la declaración de herederos abintestato  
á instancia de los interesados, sin que preceda la prevención del  
juicio, en los casos en que ésta no sea necesaria ni se solicite por  
parte legítima. En tales casos, hecha la declaración de herederos,  
tienen éstos las mismas facultades y libertad que los nombrados en  
testamento para apoderarse del caudal y distribuirse la herencia 
 
extrajudicialmente, sin que tenga que intervenir para nada la auto-
ridad judicial; y como ésta no ha llegado á ocupar los bienes, libros  
y papeles del abintestato, ni se han puesto en administración, claro  
es que no debe ni puede mandar lo que en este artículo se previe-
ne. Es, pues, aplicable solamente á los casos en que de oficio ó  á 
instancia de parte se haya prevenido el juicio de abintestato. 
 
En estos casos, hecha la declaración de herederos, el juez debe 
 
mandar que se les entreguen todos los bienes, libros y papeles del  
abintestato, y que el administrador les rinda cuentas, cesando la 
 
intervención judicial, á no ser que deba ésta continuar por las 
 
causas que luego expondremos. Cuando no concurra ninguna de 
 
estas causas, en el mismo auto ó sentencia en que se haga la decla-
ración de herederos, deberá mandar el juez lo que se acaba de in-
dicar y previene este artículo; y si no lo hubiere hecho, lo acorda-
rá luego que sea firme el auto 6 sentencia, en cumplimiento ó eje-
cución de la misma, no de oficio, sino á instancia de parte, como 
 
lo establece por regla general el art. 919, pues habiendo partes 
 
^ 
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interesadas, á éstas incumbe instar lo que les convenga y sea pr o-
cedente. 
La regla general es que, cuando hay herederos reconocidos, el 
juez no debe intervenir en el abintestato, cesando su intervención 
si se hubiere prevenido el juicio antes de hacer la declaración de 
herederos. Pero, como después de hecha esta declaración ha de 
acomodarse el juicio á los trámites del de testamentaría según el 
art. 1001, era lógico y natural establecer en aquél las mismas , ex-
cepciones que en éste, y así lo hace el presente artículo al ordenar 
que sólo podrá continuar la intervención judicial en los dos casos 
que designa. Y debemos advertir, pie aunque se emplea el verbo 
podrá, en contraposición al precepto prohibitivo que precede, no 
es potestativa en el juez, sino obligatoria, porque lo manda la ley, 
su intervención en los dos casos á que se refiere, que son los si-
guientes: 
1.° «Cuando la solicite alguno de los herederos reconocidos, 6 
el cónyuge sobreviviente.» En las testamentarías no puede inter-
venir el juez cuando el testador lo haya prohibido expresamente, 
según los artículos 1039 y 1044; pero como en los abintestatos no 
puede mediar esa prohibición por no existir testamento, es obliga-
toria la intervención judicial, ó su continuación, siempre que la so-
licite alguno de los herederos ya reconocidos, ó el cónyuge sobre-
viviente. En estos casos, continuará la intervencion si se hubiere 
prevenido el juicio de abintestato, y no habiéndolo prevenido 
antes de la declaración de herederos, se procederá en la forma que 
se ordena para el juicio de testamentaría en los artículos 1055 y 
siguientes. 
2.° «Cuando legalmente sea necesaria la intervención judicial 
por concurrir alguna de las circunstancias que, según el artícu-
lo 1041, hacen necesario el juicio de testamentaría.» Estas cir-
cunstancias son, la ausencia sin representación legítima en el lugar 
del juicio, la menor edad ó la incapacidad de todos ó alguno de 
los herederos, cuando no estén representados por su padre y en su 
defecto por la madre. En estos casos se habrá prevenido el juicio 
conforme á los artículos 961 y 692, y deberá continuar de oficio la 
intervención judicial, aunque no la solicite ninguno de los intere- 
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aados; pero con sujeción á lo que para el juicio necesario de testa-
mentaría se previene en el art. 1095, y sin repetir las diligencias 
que para la seguridad é inventario de los bienes se hubieren ya 
practicado. 
ARTÍCULO 1003 
(Art. 1002 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Para los efectos de la causa 4.a del art. 161, se de-
claran acumulables á estos juicios y a los de testa-
mentaria: 
1. 0 Los pleitos ejecutivos incoados contra el fina-
do antes de su fallecimiento, con la excepcion estable-
cida en el art. 166. 
2.0 Las demandas ordinarias por accion personal, 
pendientes en primera instancia contra el finado. 
3.° Los pleitos incoados contra el mismo por ac-
cion real, que se hallen en primera instancia, cuando 
no se sigan en el Juzgado del lugar en que esté sita la 
cosa inmueble, 6 donde se hubiere hallado la mueble 
sobre que se litigue. 
4. 0 Todas las demandas ordinarias y ejecutivas 
que se deduzcan contra los herederos del difunto 6 
sus bienes despues de prevenido el ab-intestato, con la 
excepcion antes indicada del art. 166. 
ARTÍCULO 1004 
Desde que se hubiere decretado la prevencion del 
juicio de ab-intestato, podrá pedirse la acumulacion al 
mismo, de los pleitos expresados en el artículo ante-
rior: 
1.0 Por el Promotor fiscal, mientras sea parte en 
el juicio. 
2.° Por el administrador de los bienes, mientras 
tenga la representacion del abintestato. 
3.0 Por los herederos, 6 cualquiera de ellos, luego 
que fueren reconocidos y declarados tales por ejecu-
toria. 
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4. 0 Por cualquiera otro que sea parte legítima en 
el juicio de ab-intestato. 
Para llevar á efecto la acumulacion, se observará lo 
prevenido en los artículos 1186 y 1187. 
Art. 1003 para Cuba y Puerto Rico.
—(La referencia del párrafo úl- 
timo es á los artículos 1184 y 1185 de esta ley, sin otra variación.) 
I 
Juicios acumulables d los de abintestato y testamentaria.—De 
la acumulación de autos trata la ley en la sección 2.a del tít. 4.°, li-
bro 1. 0, determinando los casos en que procede y el procedimiento 
que ha de seguirse por regla general. En el art. 161, comprendido 
en dicha sección, se consignan las causas por las cuales debe de-
cretarse la acumulación, siendo la 4 «cuando haya un juicio de 
testamentaría ó ab-intestato al que se halle sujeto el caudal contra 
el que se haya formulado ó se formule una acción de las declara-
das acumulables á estos juicios." Preciso era hacer esta declaración 
para completar ese precepto de la ley, y con tal objeto se ban adi-
cionado los dos artículos de esto comentario, determinándose en el 
primero las acciones que son acumulables á estos juicios, y en el 
segundo las personas que en ellos pueden pedir dicha acumulación. 
Y aunque estas disposiciones son aplicables también al juicio de 
testamentaría, como se expresa en la del art. 1003, y como es na-
tural por dirigirse ambos juicios á un mismo fin, se han colocado 
en el de abintestato por preceder al de testamentaría en el orden 
en que de ellos trata la ley. 
En los artículos 380 al 383 de la ley de 1855, al determinar la 
competencia del juez del abintestato, se declararon acumulables á 
este juicio universal, de acuerdo con la antigua jurisprudencia, los 
mismos pleitos que ahora se designan en el art. 1003, sin otra di-
ferencia que la excepción establecida en éste con referencia al 166, 
relativa á los juicios ejecutivos en que sólo se persigan los bienes 
hipotecados. Véase lo que sobre esta excepción hemos dicho al co-
mentar el citado art. 166, en la pág. 376 y siguientes del tomo L 
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Con arreglo, pues, á todas estas disposiciones, deben acumu-
larse al juicio universal de abintestato, lo mismo que al de testa-
mentaría, todos los pleitos que hubiera pendientes en primera ins-
tancia contra el causante de la herencia al tiempo de su falleci-
miento, tanto ejecutivos, salvo la excepción antedicha, como ordi-
narios declarativos por acción personal, y también por acción real, 
cuando no se hubiere seguido el fuero de la cosa determinado en 
las reglas 2. 8 y 3.' del art. 62; y todas las demandas, ya ordinarias, 
ya ejecutivas, éstas también con la excepción antes indicada, que 
después de prevenido el abintestato ó la testamentaría y durante 
este juicio, se deduzcan contra los bienes del finado, ó contra sus 
herederos en concepto de tales, ó sea por obligaciones contraídas 
por el causante de la herencia que deban cumplir aquéllos, y no 
por las que sean personales de los mismos. 
De ello se deduce que no son acumulables á estos juicios, y de-
ben sustanciarle, decidirse y ejecutarse por separado en el juzgado 
competente: 1. 0 , los ejecutivos en que sólo se persigan los bienes 
especialmente hipotecados al cumplimiento de la obligación que se 
reclame, ya se hubieren incoado antes, ya después del fallecimiento 
del causante de la herencia: 2 °, los ordinarios declarativos por 
acción real, incoados antes de dicho fallecimiento en el lugar don-
de se halle la cosa mueble, ó esté sita la inmueble litigiosa, pues los 
que se promuevan después de prevenido el juicio universal, todos 
son acumulables al mismo, cualquiera que sea la acción; y 3.°, los 
de desahucio, interdictos y demás juicios especiales, que tampoco 
son acumulables al universal, según la regla general del art. 164, 
y el mismo 1003 que estamos comentando, en el que sólo se men-
cionan los pleitos ejecutivos y los ordinarios. 
Téngase también presente que, según la regla general del ar-
tículo 165, aplicable á estos casos, «no son acumulables los autos 
que estuvieren en diferentes instancias, ni los ordinarios que estén 
conclusos para sentencia.» Es, pues, erróneo suponer que, porque 
en el núm. 1° del art. 1003 no se hace distinción ni limitación al-
guna, son acumulables los pleitos ejecutivos incoados contra el fina-
do antes de su fallecimiento, cualquiera que sea la instancia y el 
estado en que se hallen. Esto no puede ser, por estar en contradic- 
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ción con las reglas establecidas para las acumulaciones y con el 
precepto terminante de dicho art. 165, cuya disposición, como to-
das las demás que tratan especialmente de esta materia, constitu-
yen reglas generales, que han de observarse en la acumulación de 
autos á los juicios universales, según tiene declarado el Tribunal 
Supremo en sentencia de 17 de Abril de 1889, y es de práctica co-
rriente. 
En otra sentencia de 28 de Marzo de 1888, declaró también el 
mismo Tribunal Supremo que no son acumulables á los juicios uni-
versales de testamentaría y abintestato los ordinarios terminados 
por sentencia firme, ni aun para los efectos de su ejecución, fun-
dándose en la disposición del artículo 165 antes citado y en la del 
163, que previene que «la acumulación puede pedirse en cualquier 
estado del pleito antes de la citación para sentencia difinitiva», y 
en que «no obsta que los efectos del fallo firme, en el período ya 
de su ejecución, puedan afectar á los bienes sujetos al juicio uni-
versal, porque para la acumulación atiende la ley en las disposi-
ciones mencionadas al estado de los autos, y los que en otro juzga-
do radican como terminados no son susceptibles de esta medida, 
cuyo motivo y alcance están definidos en los artículos 161 y 162 
de la propia ley»,'que se refieren á pleitos pedientes ó no termina-
dos. Pero esta doctrina, conforme con la antigua jurisprudencia 
de no ser acumulables los juicios terminados por sentencia firme, 
no es hoy aplicable á los ejecutivos, en los cuales, según la decla-
ración del art. 167, «no será obstáculo para la acumulación, cuan-
do proceda, el que haya recaído sentencia firme de remate: y para 
este efecto no se tendrán por terminados mientras no quede paga-
do el ejecutante, ó se declare la insolvencia del ejecutado.» 
Indicaremos, por último, que en otra sentencia de 13 de Junio 
de 1889 ha declarado también el Tribunal Supremo, que «la ley de 
Enjuiciamiento civil, en el art. 1003, con relación á la causa cuarta 
del 161, únicamente declara acumulables á los juicios de testamen-
taría los pleitos incoados contra el difunto pendientes en primera 
instancia, y todas las demandas que se dirijan contra los herederos 
del mismo ó sus bienes, y que por tanto, no pueden llevarse á aque-
llos juicios ni acumularse á ellos las reclamaciones que dichos he- 
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rederos dirijan contra un tercero, las cuales han de deducirse en 
el juzgado que sea competente, con arreglo á la acción que se ejer-
cite y á las demás circunstancias que la ley establece.» Esta es la 
buena doctrina, y conforme á ella los pleitos incoados por el cau-
sante de la herencia como demandante, y los que tengan que pro-
mover sus herederos ó el administrador judicial contra otras per-
sonas en reclamación de bienes ó derechos que pertenezcan al 
abintestato ó testamentaría, han de seguirse en el juzgado compe-
tente para el demandado, según la clase de acción que se ejercite, 
sin que en ningún caso proceda su acumulación al juicio universal. 
Como complemento de esta materia puede consultarse el co-
mentario á los artículos 163 al 167, páginas 370 y siguientes del 
tomo I. 
II 
Cukndo y por quién ha de pedirse la acumulación en estos jui-
cios.—Si no hay pendientes dos ó más juicios, no existe materia 
para la acumulación, como lo da á entender el significado de esta 
palabra y se deduce de las causas que la determinan, expresadas 
en el art. 161. Por esto se ordena en el 1004, que «desde que se 
hubiere decretado la prevención del abintestato, podrá pedirse la 
acumulación al mismo de los pleitos expresados en el artículo ante-
rior.» Lo propio ha de entenderse respecto del juicio de testamen-
taría; mientras no se haya decretado su prevención, no puede soli-
citarse la acumulación al mismo de los juicios que á él sean acumu-
lables, expresados en el párrafo anterior, porque falta la base para 
esa medida, como tampoco podrá pedirse después de terminado el 
juicio de abintestato ó de testamentaría con la partición y adjudica-
ción de los bienes, ó por desistimiento de los interesados conforme 
al art. 1047: en tales casos no existe el juicio universal, y es impo-
sible la acumulación. No basta, pues, que se haya incoado y esté 
pendiente el juicio para la declaración de herederos, sin prevenir el 
abintestato, que permite el art. 978; es indispensable que se haya 
decretado la prevención del juicio de abintestato ó de testamenta-
ría para pedir y acordar la acumulación de que se trata; y podrá 
• 
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hacerse en cualquier estado del juicio mientras no esté terminado, 
aunque haya estado paralizado, como declaró el Tribunal Supre-
mo en sentencia de 12 de Enero de 1882. 
La acumulación de autos á estos juicios universales no puede 
decretarse de oficio; ha de ser precisamente á instancia de parte 
legítima, como se ordena por regla general en el art. 160, decla-
rando en él á la vez que «lo serán para este efecto los que hayan 
sido admitidos como partes litigantes en cualquiera de los pleitos 
cuya acumulación se pretenda.» Esto tiene natural y perfecta apli-
cación cuando se trate de pleitos acumulables entre sí, pero no res-
pecto de los juicios universales á los que ha do hacerse necesaria-
mente la acumulación de los demás, y no pueden, por tanto, 
 soli-
citarla los que sean parte en los otros pleitos. Por esto, como ex-
cepción á dicha regla, se determinan taxativamente en el art. 1004 
las personas que pueden pedir la acumulación al juicio de abintes-
tato, debiendo entenderse lo mismo para el de testamentaría, limi-
tándolas á las que pueden ser parte en estos juicios, con exclusión 
de las que lo sean en los ordinarios ó ejecutivos que á ellos deban 
acumularse. Dichas personas son: 
1.° «El Ministerio fiscal, mientras sea parte en el juicio»; que 
lo será desde que la prevención del abintestato llega al estado que 
determina el art. 972, hasta que se haga por auto ó sentencia firme 
la declaración de herederos, que es cuando debe cesar su inter-
vención conforme al art. 996. En las testamentarías se estará á lo 
d ispuesto en los artículos 1059 y 1060, para determinar el período 
del juicio en que ha de ser parte el Ministerio fiscal. 
2.° «El administrador de los bienes, mientras tenga la repre-
sentación del abintestato.» La tiene, según los arts. 1007 y 1008, 
desde que, prestada la fianza, se le pone en posesión del cargo, 
hasta que se haga la declaración de herederos por auto ó senten-
cia firme. En las testamentarías no tiene esta facultad el adminis-
trador, puesto que el art. 1097 le priva expresamente de la repre-
sentaci ón que el 1008 otorga al del abintestato, como es proceden-
te en razón á que son conocidos los herederos y á éstos incumbe 
gestionar en el juicio lo que les interese. Sin embargo, cuando los 
her ederos hagan uso del beneficio de inventario ó del derecho de 
r 
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deliberar, poniéndose la herencia en administración, corresponderá 
al administrador dicha facultad, puesto que el art. 1026 del Códi-
go civil le atribuye la representación de la herencia para ejercitar 
las acciones que á ésta competan. 
3.° «Los herederos, ó cualquiera de ellos, luego que sean reco-
nocidos y declarados tales por ejecutoria.» Emplea la ley aquí esta 
palabra en su acepción forense de sentencia ú otra resolución ju-
dicial que ha pasado en autoridad de cosa juzgada, refiriéndose sin 
ningún género de duda al auto ó sentencia firme en que se haya 
hecho la declaración de herederos. Como en el juicio de testamen-
taría no procede hacer esta declaración por resultar del testamen-
to, podrán pedir la acumulación los herederos testamentarios, ó 
cualquiera de ellos, desde que se personen y sean tenidos por 
parte en el juicio. 
4.° «Cualquiera otro que sea parte legítima en el juicio de ab-
intestato»; y lo mismo en el de testamentaría. Según los artícu-
los 973 y 1038, son parte legítima para promover estos juicios, 
además de los herederos, y en las testamentarías los legatarios de 
parte alícuota, el cónyuge sobreviviente y los acreedores con tí-
tulo escrito que justifique cumplidamente su crédito y no lo tengan 
asegurado con hipoteca ú otra garantía. A todos ellos se refiere la 
disposición que estamos examinando, y cualquiera de ellos podrá pe-
dir la acumulación, siempre que se hubiere personado en el juicio 
y se le haya tenido por parte, pues sin este requisito no se puede 
gestionar en los autos. 
III 
Procedimiento para estas acumulaciones.—Concluye el artícu-
lo 1004 diciendo que, «para llevar á efecto la acumulación, se ob-
servará lo prevenido en los artículos 1186 y 1187» (en la ley para
. 
Cuba y Puerto Rico, 1184 y 1185). En el 1186 se ordena con toda 
claridad el procedimiento que ha de seguirse cuando los juicios 
cuya acumulación se pretenda, radiquen en el mismo juzgado que 
conozca del abintestato ó testamentaría, ya en la misma escriba-
nía, ya en otra; pero este artículo habla sólo de juicios ejecutivos, 
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y como en el mismo y en el 1187 se previene que en los demás 
casos se proceda en la forma ordinaria, establecida para las acu-
mulaciones en general, preciso es distinguir entre estos casos, é in-
dicar el procedimiento que en cada uno de ellos ha de seguirse. 
Si son ejecutivos los autos, que deban acumularse, y radican en 
el mismo juzgado, el juez debe acordar la acumulación en el juicio 
universal, mandando al actuario que los acumule á él, poniendo 
en aquéllos testimonio de esta providencia, si radican en la misma 
escribanía; y si en otra, quo requiera á su compañero con testimo-
nio de la providencia, que se unirá á los autos que han de ser acu-
mulados, á fin de que se los entregue para acumularlos al juicio 
universal. En ambos casos debe citarse al procurador del ejecu-
tante para que comparezca en este juicio á hacer uso de su dere-
cho. Esta citación se hará por el actuario que conozca de los autos 
ejecutivos, en virtud de dicho testimonio y por medio de cédula 
en la forma que se ordena en los artículos 270 y siguientes. 
Dentro de los tres días siguientes al de la citación, puede opo-
nerse el ejecutante, presentando escrito, sin acompañar copia, en 
los autos ejecutivos pidiendo reposición de la providencia en que 
se mandó la acumulación. De este escrito se da traslado por otros 
tres días, con entrega de los autos, al administrador del abintes-
tato, y en las testamentarías á los herederos y demás que sean 
parte en el juicio, y en vista de lo que expongan, el juez resolverá, 
sin más trámites, por medio de auto lo que estime procedente. Este 
auto es apelable en ambos efectos, y como para resolver la apela-
ción sólo han de remitirse á la Audiencia los autos ejecutivos en 
que se ha dictado, queda el juicio universal en el juzgado, y expe-
dita la jurisdicción del juez para continuarlo. 
Si las ejecuciones pendieren en otros juzgados, al acordar la 
acumulación en el juicio universal, mandará el juez que con testi-
monio del auto de prevención del juicio y de lo demás que estime 
necesario, se oficie al juez ó á los jueces que conozcan de los autos 
ejecutivos para que se los remitan á fin de acumularlos al univer-
sal. Para todo esto se empleará el procedimiento ordenado en los 
artículos 174 y siguientes, explicado ya en sus comentarios. Y sólo 
eu el caso de que el juez requerido deniegue la acumulación, se 
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formará pieza separada con testimonio de lo necesario para los  
procedimientos ulteriores, cuya pieza es la que ha de remitirse en  
su caso al tribunal superior ó al Supremo, á quien corresponda de-
cidir la contienda. Cuando sean dos ó más los autos ejecutivos en  
que el juez requer;do se oponga á la acumulación, para cada uno  
de ellos se formará una pieza separada.  
Cuando sean ordinarios ó declarativos los pleitos, cuya acumu-
lación se pretenda, ha de decretarse ésta en la forma ordinaria,  
como previene el art. 1187, si bien it instancia de cualquiera de los  
que, conforme al 1004, pueden deducir esta pretensión en los jui-
cios de abintestato y de testamentaría, de que estamos tratando, y 
que hemos reseñado   en el párrafo que precede de este comentario.  
Por consiguiente, si los autos acumulables radican en el mism o 
 
juzgado que conoce del juicio universal, se empleará el procedi-
miento establecido en los artículos 168, 169 y 170; y si se siguen  
en juzgados diferentes, el que se determina en los artículos 171 y 
siguientes. Y como en el 172 se previene que «del escrito pidiendo 
 
la acumulación se acompañarán tantas copias cuantas sean las otras 
 
partes litigantes en el mismo pleito en que se pida, á quienes serán  
entregadas para que, dentro de tres días, puedan impugnar dicha  
pretensión, si les conviniere», debemos advertir que esto no podrá  
tener aplicación en los juicios universales cuando no haya otras 
 
partes litigantes en el mismo juicio, como sucederá en la mayor  
parte de los casos; pero si las hubiere, habrán de presentarse las 
 
copias del escrito y entregarlas á las otras partes para que puedan 
 
impugnar la acumulación, si lo creen procedente. 
 
^ 
Efectos de la acumulación d los juicios de abintestato y de tes-
tamentaria.—Según los artículos 186 y 187, en virtud de la acu-
mulación, los autos acumulados se seguirán en un solo juicio y se-
rán terminados por una misma sentencia», suspendiéndose en 
 an 
 caso «el curso del que estuviere más próximo á su terminación  
hasta que los otros se hallen en el mismo estado., Estos son los 
 
efectos y las ventajas de la acumulación, pero aplicables tan sólo, 
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como regla general, á los juicios de una misma clase, á los que son 
acumulables entre sí según el art. 164, y están sujetos á un mismo 
procedimiento, porque sólo así pueden seguirse en un solo juicio 
y terminarse por una misma sentencia. Esto no puede ser cuando 
la acumulación se hace á un juicio universal, cuyo procedimiento 
es especial y distinto del establecido para los juicios que á él se acu-
mulan. Por esto se declara en el párrafo segundo del art. 187, que 
«dicha regla no es aplicable á las acumulaciones que se hagan á 
los juicios universales, á cuya tramitación se acomodarán desde 
luego los que se acumulen á ellos.» Nótese que no dice la ley que 
se sujeten á la tramitación del juicio universal la de los acumula-
dos á él, sino que se acomoden, lo cual no es lo mismo, y natural-
mente ha de entenderse que se acomodarán á ese procedimiento 
en cuanto sea posible. 
Concretándonos ahora á los juicios de abintestato y de testa-
mentaría de que estamos tratando, indicaremos la forma y el es-
tado de los autos en que pueden acomodarse á la tramitación de 
estos juicios la de los ordinarios y ejecutivos que á ellos se acu-
mulen. Nada ha ordenado la ley especialmente sobre esto, de lo 
cual resulta que es el punto que más dificultades ofrece en la prác-
tica; pero se vencerá la dificultad aplicando en cada caso con recto 
criterio, como deben hacerlo y lo hacen los tribunales, los princi• 
pios y reglas generales del procedimiento, y teniendo en cuenta el 
objeto principal de estas acumulaciones, que no es otro que el de 
facilitar la liquidación del caudal hereditario y cubrir sus atencio-
nes con los menos gastaos y dilaciones posibles, y sin que se divida 
la continencia de la causa. 
Que contra el abintestato 6 la testamentaría pueden promo-
verse pleitos y seguirse los promovidos antes de prevenir el juicio 
universal, lo dice claramente el art. 1008, que confiere al adminis-
trador de los bienes la representación del abintestato en todos esos 
juicios; representación que en las testamentarías tienen los here-
deros si no hay administrador especial. Lo confirma también el ar-
tículo 1026 del Código civil al ordenar que «hasta que resulten pa-
gados todos los acreedores conocidos y los legatarios, se entenderá 
que se balla la herencia en administración. El administrador, ya lo 
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sea el mismo heredero, ya cualquiera otra persona, tendrá, en ese 
concepto, la representación de la herencia para ejercitar las accio-
nes que á ésta competan y contestar d las demandas que se inter-
pongan contra la misma.» Es, pues, incuestionable que pueden áe-
guirse pleitos contra el abintestato ó la testamentaría, y que han 
de sustanciarse en pieza separada por los trámites correspondien-
tes á la naturaleza de la acción que en ellos se ejercite, sin suje-
tarse, porque no es posible, á la tramitación del juicio universal. 
En tales casos, el efecto que produce la acumulación es el de atri-
buir competencia exclusiva al juez que conoce del juicio universal 
para conocer de esos otros juicios, ya sean ejecutivos, ya ordinarios. 
A los pleitos que se promuevan después de prevenido el juicio 
universal, y cuyas demandas deben presentarse desde luego ante 
el juez que de éste conozca, por ser el competente según la re-
gla 7. ` del art. 63, hay que darles la tramitación ordenada por la 
ley, emplazando á quien tenga la representación de la herencia, ya 
sea el administrador, ya el heredero ó herederos, y si el juicio es eje-
cutivo, requiriéndoles de pago y citándoles de remate. Si el deman-
dado se opone, habrá de seguirse el juicio por los trámites corres-
pondientes hasta que recaiga sentencia firme; y si se allana á la 
demanda, se dictará sin más trámites la sentencia declarando el 
derecho ó condenando al pago, dándose por terminado el pleito. 
Pues lo mismo habrá de hacerse en los incoados con anterioridad, 
que se acumulen al juicio universal: á instancia del actor se comu-
nicarán á quien tenga la representación de la herencia, para que 
manifieste si se allana ó se opone á la demanda, á fin de darlos por 
terminados, ó de continuarlos en el estado en que se hallen y por 
los trámites que resten hasta que recaiga sentencia firme. Obtenida 
ésta, será cuando podrá acomodarse la tramitación á la del juicio 
universal. 
En toda herencia es preferente el pago de las deudas, tanto 
que no pueden pagarse los legados hasta después de haber pagado 
á todos los acreedores conocidos, según previene el art. 1027 del 
Código civil, ni entregarse los bienes á ninguno de los herederos 
ni legatarios sin estar completamente pagados los acreedores que 
sean parte en el juicio, ó garantidos á su satisfacción, como se or- 
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dena en el art. 1093 de la presente ley. Por consiguiente, en el jui-
cio de testamentaría ó de abintestato ha de hacerse el pago á los 
acreedores, y á su tramitación tendrá éste que acomodarse, como 
previene el párrafo segundo del art. 187, después que haya sido 
reconocido el crédito ó declarado por sentencia firme. Tendrán, 
pues, que esperar esos acreedores á que se practiquen las operacio-
nes de inventario, avalúo y liquidación del caudal, como lo hacen 
los demás reconocidos que esperan el pago sin reclamarlo judicial-
mente, pudiendo aquéllos apremiar á los contadores conforme al 
art. 1076, y gestionar lo conveniente para que se les pague en el 
juicio universal, en el que son parte legítima en virtud de la acu-
mulación de sus demandas. 
Podrá suceder que por culpa ó negligencia de los herederos se 
dilaten las operaciones de la testamentaría y el pago de las deudas, 
y como no es justo que se aplace indefinidamente el pago de un 
crédito reconocido y vencido, podrá en tal caso el acreedor acudir 
al juez, solicitando que en cumplimiento de la sentencia firme re-
caída á su favor, ó del allanamiento al pago, mando al administra-
dor de la herencia que realice desde luego el pago, y si no hubiere 
metálico suficiente, que se proceda á la venta en pública subasta 
de los bienes necesarios para ello; y así debe acordarlo el juez, de 
conformidad con las disposiciones citadas, con el art. 1030, núme-
ro 4.°, y 1031 de la presente ley de Enjuiciamiento, y con el 1030 
del Código civil. Se entenderán estas actuaciones con el adminis-
trador de la herencia, el cual tiene la representación de la misma, 
ya sea el heredero, ya cualquiera otra persona, según el art. 1026 
de dicho Código, hasta que resulten pagados todos los acreedores. 
De este modo se acomoda en lo posible al procedimiento del juicio 
universal el de los que á el sean acumulados, que es lo que manda 
la ley. 
Al exponer el procedimiento indicado, nos hemos referido al 
pago de deudas por ser el caso más frecuente; para el mismo pro-
cedimiento habrá de emplearse cuando el pleito acumulado verse 
sobre la reivindicación ó entrega de una cosa mueble ó inmueble, 
ó el cumplimiento de cualquiera otra obligación. Luego que se ob-
tenga el allanamiento ó la sentencia firme, se requerirá al represen- 
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tante de la testamentaría 6 abintestato, , para que entregue la cosa 
ó cumpla la obligación ó lo que se hubiere mandado en la sentencia, 
y si no lo verifica se empleará el procedimiento que el caso requie- 
ra, del establecido para la ejecuciónte las sentencias, por no haber, 
ni ser posible, otro especial en estos juicios universales, al que pue-
da acomodarse. 
SECCIÓN CUARTA 
DE LA ADMINISTRACIÓN DEL AB-INTESTATO 
ARTÍCULO 1005 
(Art. 1004 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En todo juicio de ab-intestato, se formará una pieza 
separada, que se llamará de administration, en la cual 
se actuará cuanto tenga relacion con ella. 
Se formarán además, en su caso, los ramos separa-
dos de dicha pieza que fueren necesarios para evitar 
confusion. 
ARTÍCULO 
 1006 
(Art. 1005 para Cuba y Puerto Rico.) 
La pieza de administracion, con el ramo de cuentas 
y demás incidencias de la misma, se pondrán de ma-
nifiesto en la escribanía, durante las horas de despa-
cho, á los que se hayan presentado alegando derecho á 
la herencia, siempre que lo soliciten del actuario, el 
cual no devengará derechos por esta exhibicion. 
Si en su vista formularen algunas reclamaciones, el 
Juez las atenderá en cuanto sean fundadas. 
• 	 En el art. 378 de la ley de 1855, después de ordenar que se 
formase una pieza separada con las solicitudes de los que se pre- 
sentasen alegando derecho á la herencia para hacer en ella la de- 
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claración de herederos, se añadía: «quedando la primitiva para tra-
tar en ella de la administración del abintestato y sus incidencias, 
sobre las cuales podrán formarse los ramos que se estimen necesa-
rios para evitar confusión.» Esa pieza primitiva es la de la pre-
vención del juicio, y como en la mayor parte de los casos está sin 
terminar cuando comienza la administración con la formación del 
inventario y depósito de los bienes, conforme á lo prevenido en el 
art. 966, con mejor acuerdo y para que no haya confusión en los 
procedimientos, reformando dicha disposición se manda ahora en 
el art. 1005, primero de este comentario, que en todo juicio de ab-
intestato se forme una pieza separada, que se llamará de adminis-
tración, en la cual se actuará cuanto tenga relación con ésta, y 
que se formen en su caso los ramos separados de dicha pieza, que 
sean necesarios para evitar confusión. De este modo quedará ex-
pedita la pieza primitiva para continuar en ella la formación del 
inventario, y terminado éste y hecha la declaración de herederos, 
proceder en la misma al nombramiento de contadores y peritos y 
á la liquidación y división de la herencia en la forma prevenida 
para el juicio de testamentaría, actuándose en la pieza de admi-
nistración, y en los ramos separados que de ella se formen, cuanto 
tenga relación con la administración del caudal, que será todo lo 
que se ordena en la sección 4.a que estamos examinando. 
Uno de los extremos que debe comprender el auto que para 
pasar al segundo período de la prevención del abintestato debe 
dictar el juez conforme al art. 966, es que se proceda «á inventa-
riar y depositar los bienes en persona que ofrezca garantía sufi-
ciente, la cual se encargará también de su administración», luego 
que haya prestado la correspondiente fianza conforme al art. 967, 
haciendo á la vez el nombramiento de dicha persona y fijando la 
cuantía de la fianza, segun se ha expuesto en el comentario de di-
chos artículos. Cuando sea el juez del domicilio del finado, ó el 
competente para conocer del juicio, quien dicte dicho auto, deberá 
mandar en el mismo, y si no fuere posible, tan pronto como lo per-
mita el estado de los autos, que se forme la pieza separada de ad-
ministración con testimonio de ese auto en la parte necesaria, y da 
la aceptación del administrador nombrado. 
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Formada así la pieza separada de administración, deberá ac-
tuarse en ella todo lo que se ordena en los artículos 1007 y siguien-
tes. En esta pieza, pues, y para no embarazar ni complicar lo que 
es propio de la primitiva, habrá de prestar la fianza el administra-
dor nombrado, y al aprobarla el juez, mandará que se le ponga en 
posesión del cargo y se le dé á reconocer por el actuario á las per-
sonas que el mismo administrador designe, y no á otras, de aque-
llas con quienes deba entenderse para su desempeño, practicándose 
en ella todas estas actuaciones y las demás que se refieran á la ad-
ministración, como el aumento de la fianza en el caso del art. 1009, 
la rendición de cuentas en los plazos que el juez señale, reparación 
de fincas, arrendamientos y ventas, y en su caso el reemplazo del 
administrador. 
Aunque todas estas actuaciones pertenecen á dicha pieza y en 
ella deben actuarse, pueden ocurrir á la vez dos ó más de esos inci-
dentes, y á fin de que haya más expedición en los procedimientos, 
autoriza la ley al juez para que forme los ramos separados que esti-
me necesarios para evitar confusión. El de cuentas es indispensa-
ble, porque lo manda la ley en el art. 1011, y queda á la discreción 
del juez la formación de los demás ramos separados, cuando lo es-
time necesario al fin indicado: no se formarán, cuando puedan 
practicarse las actuaciones en la misma pieza sin producir confu-
sión. Estos ramos separados se formarán con el escrito ó solicitud 
que los motive, sin necesidad del testimonio con que se forman las 
piezas separadas, puesto que son ramos de la de administración, á 
la cual han de agregarse como parte de la misma después de ter-
minados, para los efectos del art. 1006. 
Según este artículo, la pieza de administración con el ramo de 
cuentas y los demás ramos é incidencias de la misma, antes indica-
dos, han de ponerse de manifiesto en la escribanía, durante las ho-
ras de despacho, á los que se hayan presentado alegando derecho á 
la herencia. Esto mismo se ordenó en el art. 387 de la ley anterior, 
dando ocasión á que se creyeran autorizados los escribanos para 
exigir los derechos de exhibición de esa pieza, desde el día que se 
formaba hasta que se terminaba el juicio , fundados en la obliga-
ción de tenerla siempre de manifiesto en la escribanía, aunque na- 
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die se presentara á examinarla, con lo cual les resultaba una retri-
bución diaria sin ningún trabajo ni responsabilidad. Como esto no 
era justo, para corregir el abuso y evitar también que se exigiera 
la presentación de escrito y providencia para la exhibición, se ha 
adicionado en el artículo que estamos examinando, que se pongan de 
manifiesto á los interesados dicha pieza y sus incidencias, siempre 
que lo soliciten del actuario, el cual no devengará derechos por esta 
exhibición. Basta, pues, presentarse en la escribanía en las horas de 
despacho, y solicitarlo verbalmente del actuario, para que éste deba 
hacer la exhibición sin devengar derechos, siempre que quien la 
pida se hubiere personado en los autos alegando derecho á la he-
rencia. 
Excusado es indicar el fin moral que la ley se ha propuesto al 
ordenar esa publicidad de todos los actos que se relacionan con la 
administración del caudal hereditario. Así pueden los interesados 
vigilar mejor todas las operaciones y reclamar contra los abusos 
que puedan cometerse, imponiendo dicho artículo al juez el deber 
de atender esas reclamaciones en cuanto sean fundadas. No se or-
dena procedimiento especial para ellas, por no ser posible prever 
los casos que podrán ocurrir, y por tanto, el juez les dará la trami-
tación que considere más conforme á su naturaleza y objeto, y que 
conduzca á remediar el mal, si lo hubiere, con la prontitud y eco-
nomía posibles: en la mayor parte de los casos la tramitación de 
los incidentes será la procedente y la más adecuada. 
ARTÍCULO 1007 
(Art. 1006 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Nombrado el administrador y prestada por éste la 
fianza conforme á lo prevenido en la seccion primera 
de este título, se le pondrá en posesion de su cargo, 
dándole á reconocer á las personas que el mismo de-
signe de aquellas con quienes deba entenderse para su 
desempei o. ' 
Para que pueda acreditar su representacion, se le 
dará testimonio con el V. 0 B.o del Juez, en que conste 
su nombramiento, y que se halla en posesion del 
 cargo.. 
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Este artículo no tiene concordante en la ley anterior, cuya 
omisión se suplió en la práctica del modo natural y corriente que 
ahora se ordena. Su precepto es tan claro y terminante que no ne-
cesita de explicación alguna. Véase lo que sobre el nombramiento 
y fianza del depositario administrador se dispone en los artículos 
966 y 967, y lo que hemos expuesto al comentarlos en las páginas 
291 y siguientes de este tomo. Ya se ha dicho en el comentario que 
precede, que lo que se ordena en el presente artículo ha de practi-
carse en la pieza de administración. 
ARTÍCULO 1008 
(Art. 1007 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El administrador de los bienes representará al ab-
intestato en todos los pleitos que se promuevan 6 que 
estuvieren principiados al prevenirse este juicio, así 
como en todas las incidencias del mismo que se rela-
cionen con el caudal, excepto en lo relativo á la decla-
racion de herederos, en cuyas actuaciones no tendrá 
intervencion. 
Tambien ejercitará en dicha representacion las ac-
ciones que pudieran corresponder al difunto, aunque 
deban deducirse en otro Juzgado 6 Tribunal, 6 en la 
vía administrativa; y asimismo la tendrá en los demás 
actos en que sea necesaria la intervencion del ab-intes-
tato, hasta que se haga la declaracion de herederos por 
sentencia firme. 
Concuerda este artículo con el 384 de la ley de 1855, aunque 
modificada y ampliada su redacción para determinar más detalla-
damente todas las atribuciones y facultades que corresponden al 
administrador de los bienes como representante del abintestato, 
además de las relativas á la custodia y administración del caudal 
hereditario, y el término de las mismas. No puede ofrecer dudas la 
inteligencia de este articulo: en él se expresa con toda claridad 
que el administrador tiene la representación del abintestato, tanto 
en juicio como fuera de él, en todos los actos y asuntos que á éste 
• 
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puedan interesar y se relacionen con el caudal, cualquiera que sea 
el tribunal ú oficina en que se ventilen, y que dura esa representa-
ción desde que se le pone en posesión del cargo, hasta que por auto 
ó sentencia firme se hace la declaración de herederos ó se adjudi-
can los bienes al Estado. Sólo se excluye su intervención en las 
actuaciones para la declaración de herederos, porque en estas co-
rresponde al Ministerio fiscal, y hecha esta declaración pasa la re-
presentación del abintestato á los herederos reconocidos, cesando 
aquél por consiguiente. 
También concuerda este artículo con el 1026 del Código civil, 
según el cual, «hasta que resulten pagados todos los acreedores co-
nocidos y los legatarios, se entenderá que se halla la herencia en 
administración; y el administrador, ya lo sea el mismo heredero, 
ya cualquiera otra persona, tendrá, en ese concepto, la representa-
ción de la herencia para ejercitar las acciones que á ésta competan 
y contestar á las demandas que se interpongan contra la misma.» 
De suerte que, mientras no estén pagados los acreedores que resul-
ten del juicio, ha de seguir la herencia en administración, aunque 
se hayan encargado de ésta los herederos, declarados tales por 
auto ó sentencia firme, y cesado el administrador nombrado por el 
juez; y el que tenga á su cargo la administración, tendrá también 
la representación del abintestato para todos los efectos que se de- 
terminan en el presente artículo. 
Para que se comprendan los motivos, objeto y conveniencia de 
esta disposición, creemos oportuno reproducir aquí lo que sobre 
ella dijimos al comentar el art. 384 antes citado de la ley anterior, 
que fué lo siguiente: 
«La nueva ley, con más lógica que la antigua jurisprudencia, 
ha distribuido entre el promotor fiscal y el administrador de los 
bienes las funciones que antes ejercía el defensor judicial del ab-
intestato, cuyo cargo queda suprimido. Encarga al promotor la vi-
gilancia por el cumplimiento de la ley, para que no se perjudiquen 
los intereses del Estado, y de los menores el incapacitados, en la 
declaración de heredero, y como consecuencia de esto mismo el 
promover lo que considere oportuno para la seguridad y buena ad-
ministración de los bienes, según hemos expuesto en el comentario 
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del art. 367 (972 de la ley actual); y al administrador, la represen- 
 
tación del abintestato en el ejercicio de las acciones activas y pa-
sivas en que éste se halle interesado, al tenor de lo que prescribe  
el artículo que estamos comentando, además de la custodia y ad-
ministración del caudal.  
»Esta división do atribuciones está muy en armonía con las 
 
funciones que desempeñan una y otra persona, y no puede ponerse 
 
en duda su conveniencia. El promotor es el defensor de la ley y 
 
el representante de los que puedan tener derechos á la herencia, y 
 
con tal carácter interviene en estos juicios: el administrador de los 
 
bienes es el representante del abintestato; es la continuación jurí-
dica de la persona del difunto, en el período que media desde el  
fallecimiento hasta la declaración de heredero, y bajo tal concepto 
 
debe representarle en todos los pleitos que se promuevan ' contra 
 
la herencia, y en los que estuviesen ya principiados al prevenirse 
 
el abintestato, que serán los que hubiese dejado pendientes el fina-
no al tiempo de su fallecimiento; y además debe ejercitar las accio-
nes que á éste correspondían, promoviendo como actor los pleitos 
 
necesarios. Pero no debe intervenir en las cuestiones sobre decla-
ración de heredero, porque esto es de la competencia del promo-
tor; así como éste tampoco intervendrá en los negocios cuya repre-
sentación y defensa está encargada exclusivamente al administra-
dor, si bien debe cuidar de que éste llene cumplidamente los debe-
res de su encargo. Las atribuciones de uno y otro están bien des-
lindadas para que puedan confundirse. Y cesan ambos en ellas 
 
luego que hay un heredero reconocido y declarado por ejecutoria, 
 
porque entonces éste es el legítimo representante de los derechos, 
 
acciones y obligaciones del difunto, y el verdadero interesado en 
 
la conservación del caudal.  
»El administrador, pues, en el ejercicio de las atribuciones an-
tedichas, que le confiero el artículo que estamos comentando, es-
tará facultado para nombrar procurador que le represente en los 
 
pleitos en que el abintestato sea actor 6 demandado, y para con-
fiar la defensa de los mismos al letrado que tenga por conveniente. 
 
También podrá pedir al juez que deje á su disposición los fondos 
 
necesarios para la defensa de los pleitos.» Acreditará su personar 
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lidad y representación con el testimonio de su nombramiento y 
posesión, que debe dársele conforme á la nueva disposición del ar-
ticulo 1007, y en su virtud podrá otorgar poder para pleitos á un 
procurador del juzgado, sustituyendo en éste las facultades que él 
tiene para representar en juicio al abintestato. Y el mismo docu - 
mento le servirá á dicho fin en los demás actos en que deba inter-
venir con ese carácter. ' 
ARTÍCULO 1009 
(Art. 1005 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Luego que sea conocida la importancia del caudal, 
dispondrá el Juez que el administrador aumente la 
fianza que hubiere prestado en las primeras diligen-
cias, hasta la cantidad que determine, si estima que 
aquélla no es suficiente.. 
No haciéndolo el administrador en el término que 
el Juez le señale, será reemplazado con otro que pres-
te fianza cumplida. 
Lo mismo se ordenó en el art. 385 de la ley de 1855, pero con 
una variación importante que vamos á indicar. Por regla general, 
mientras no esté terminado el inventario, no puede conocerse con 
datos seguros la importancia del caudal: por esto sin duda decía 
dicho artículo de la ley anterior que terminado y rectificado el in-
ventario, podría el juez exigir el aumento de la fianza, si no esti-
maba suficiente la prestada por el administrador en las primeras 
diligencias. Pero en muchos casos no es necesario llegar á la ter-
minación del inventario para comprender y saber que el caudal es 
de más importancia de la que se creía al principio, y como no sería 
justo exponer al juez á las consecuencias de la insolvencia del ad-
ministrador que nombró bajo su responsabilidad, se ha reformado 
dicha disposición ordenando que en cualquier estado del juicio, 
luego que sea conocida la importancia del caudal, deberá el juez 
disponer que el administrador, dentro de un plazo que le fijará, 
aumente la fianza hasta la cantidad que aquél determine, si esti- 
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mare que no es suficiente la prestada en las primeras diligencias, 
y se le faculta para remover ese administrador y reemplazarlo 
con otro que preste fianza cumplida, al aquél no lo verifica en el 
término señalado. Siendo el administrador amovible á voluntad 
del juez hasta sin causa, según el art. 967, con mayor razón debía 
permitírsele esta facultad cuando concurra la justa causa antes in-
dicada. Esta resolución es de tal índole, que no cabe ni se dá re-
curso alguno contra ella. 
El juez, como responsable de la insolvencia del administrador, 
dictará de oficio las providencias conducentes al efecto indicado; 
pero también podrá solicitarlo el Ministerio fiscal en cumplimiento 
de la obligación, que le impone el art. 972, de promover cuanto 
considere necesario para la seguridad y buena administración de 
los bienes, y lo mismo cualquiera de los que se hubieren presenta-
do alegando derecho á la herencia, por ser de su interés y como se 
deduce del art. 1006. 
Véase lo que se ha dicho sobre la fianza del administrador en 
las páginas 291 y siguientes de este tomo, al comentar el artícu-
lo 967. 
ARTICULO 1010 
(Art. 1009 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El administrador rendirá cuenta justificada en los 
plazos que el Juez le señale, los que serán proporcio-
nados á la importancia y condiciones del caudal, sin 
que en ningun caso puedan exceder de un ano. 
Al rendir la cuenta consignará el saldo que de la 
misma resulte, 6 presentará el resguardo original que 
acredite haberlo depositado en el establecimiento des-
tinado al efecto. En el primer caso, el Juez acordará 
inmediatamente el depósito; y en el segundo, que se 
ponga en los autos diligencia expresiva de la fecha y 
cantidad del mismo. 
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ARTÍCULO 1011 
(Art. 1010 para Cuba y Puerto Rico.) 
Con las cuentas, del administrador y con los com-
probantes de las mismas, se formará un ramo separado. 
Para el efecto de instruirse de la cuentas, y á fin de 
inspeccionar la administracion 6 promover cualesquie-
ra medidas que versen sobre rectificacion 6 aprobacion 
de aquéllas, serán puestas de manifiesto en la escriba-
nía a la- parte que en cualquier tiempo lo pidiere. 
ARTÍCULO 1012 
(Art. 1011 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando el administrador cese en el desempeño de su 
cargo, rendirá una cuenta final complementaria de las 
ya presentadas. 
ARTÍCULO 1013 
(Art. 1012 para Cuba y Puerto Rice.) 
Todas las cuentas del administrador, inclusa la final, 
serán puestas de manifiesto á las partes en la escriba-
nía, cuando cese en el desempeño de su cargo, por un 
término comun, que el Juez señalará segun la impor-
tancia de aquéllas. 
ARTÍCULO 1014 
(Art. 1018 para Cuba y Puerto Ricc ) 
Pasado dicho término sin hacerse oposicion á las 
cuentas, 6 al desestimar los reparos que se hubieren 
alegado, el Juez dictará auto aprobándolas, y declaran-
do exento de responsabilidad al administrador. En el 
mismo auto el Juez cancelará la hipoteca que el admi-
nistrador hubiere constituido, 6 mandará devolverle la 
fianza que hubiere prestado. 
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' ARTÍCULO 1015 
(Art. 1014 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si las cuentas fueren impugnadas en tiempo hábil, 
se sustanciará la impugnacion con el cuentadante por 
los trámites establecidos para los incidentes. 
Contra el auto que ponga término al incidente de 
cuentas, procederá la apelacion en ambos efectos. Con-
tra el que pronuncie la Audiencia se dará el recurso 
de casacion. 
- 	
De las cuentas que debe rendir el administrador del abintesta- 
to tratan estos seis artículos, ordenando cuándo y cómo ha de 
darlas $ y por quién y en qué forma podrán ser impugnadas y apro-
badas en su caso, determinando también los efectos de la aproba-
ción y los recursos que podrán utilizarse contra las resoluciones 
que recaigan en estos incidentes. Sólo tres artículos, y no correla-
tivos, que eran el 386, 388 y el 402, dedicó á esta importante ma-
teria la ley de 1855, cuyas disposiciones se han refundido en los 
de este comentario, modificándolas y ampliándolas en los puntos 
que vamos á indicar, á fin de subsanar los inconvenientes y defi-
ciencias de aquélla. 
Además de no indicarse en dicha ley anterior el procedimiento 
para la impugnación de las cuentas, desde luego se echaba de ver 
ra inconveniencia de obligar al administrador en todo caso á ren-
dirlas el día último de cada mes, aunque fuesen improductivos lo s . 
bie ies de la herencia, ó de los que producen renta anual pagadera 
en un solo plazo, y por consiguiente, aunque no hubiera de qué 
darlas, y de aprobar todos los meses esas cuentas parciales, des-
pués de oir al promotor ó á los interesados, sin perjuicio de la ge-
neral que debía rendir el mismo administrador á los herederos ó al 
Estado en su caso. Todo esto daba lugar á procedimientos inútiles 
y á gastos de bastante consideración, y para evitarlo se han refor-
mado en la nueva ley esas disposiciones de la anterior en la forma 
que vamos á exponer, ordenando á la vez el procedimiento con 
toda claridad. 
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Por el art. 1010, primero de este comentario, se impone al ad-
ministrador del abintestato la obligación que tiene todo el que ad-
ministra bienes ajenos de rendir cuenta justificada, pero no men-
sualmente como lo exigía la ley anterior, sino en los plazos que el 
juez le señale. Queda, pues, al prudente criterio del juez la fijación 
de esos plazos, no arbitrariamente, sino teniendo en consideración 
la importancia y condiciones del caudal, y sin que en ningún caso 
puedan exceder de un año. Si el caudal consiste, en todo ó en parte, 
en casas cuyos alquileres se cobren mensualmente, ó en un esta- 
blecimiento industrial ó mercantil, deberá el juez imponer al ad-
ministrador la obligación de rendir cuentas todos los meses, y aun 
también cada quince días, si el caso lo requiere; pero si por la con-
dición de los bienes, sus rentas ó productos se recaudan en plazos 
más largos, deberá el juez atender á esta circunstancia para fijar el 
de las cuentas en dos, tres 6 seis meses, ó el que estime conve-
niente á fin de que no pueda abusar el administrador disponiendo 
de fondos que no le pertenecen, y tengan oportunamente los inte-
resados noticia exacta del estado de la administración. Y sólo fija-
rá el plazo máximo de un año, señalando el mes 6 día en que haya 
de contarse, cuando los bienes sean de poca importancia y sus ren-
tas se recauden anualmente, atendiendo á la época de esta recauda-
ción para fijar el día en que hayan de rendirse las primeras cuentas. 
Estas cuentas parciales han de ser justificadas, debiendo, por 
consiguiente, presentar con ellas el administrador los documentos 
que justifiquen la data. Esta presentación la hará por medio de un 
escrito sencillo, sin firma de letrado ni de procurador, ó por com-
parecencia en el juzgado. El saldo que de las mismas resulte, no ha 
de quedar en poder del administrador hasta que el juez apruebe 
las cuentas y mande su depósito, como antes se hacía conforme al 
art. 386 de la ley anterior; sino que, según se manda en el 1010 de 
la actual, ha de consignarlo aquél en el juzgado al tiempo de pre-
sentar las cuentas, á no ser que lo hubiere depositado previamente 
en la Caja general de Depósitos 6 en su sucursal de la provincia, 
como conviene hacerlo así que se recibe una cantidad que lo me-
rezca para salvar responsabilidades y lo ordena para su caso el ar-
tículo 1020. Si lo consigna en el juzgado, debe el juez acordar in- 
41, 
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mediatamente el depósito en dicho establecimiento público; y en  
el otro caso, que se ponga en los autos diligencia expresiva de su  
fecha y cantidad, ó testimonio del resguardo, como previene dicho  
art. 1020, devolviendo el resguardo original al administrador, que  
es quien debe conservarlo. En esto no puede temerse el menor pe-
ligro de abuso, porque el depósito debe hacerse á disposición del  
juzgado, sin cuya orden y autorización no puede ya retirarlo el ad-
ministrador; y si no se hubiere hecho en esta forma, debe mandarlo 
el juez, lo mismo que cuando el saldo se consigna en metálico, para  
que no esté á disposición del administrador.  
Aunque el administrador, al rendir la cuenta parcial ó periódica,  
debe consignar ó depositar el saldo que de la misma resulte, según  
se ha dicho, es preciso combinar esta disposición del art. 1010 con  
la del 1019, según el cual el juez puede dejar en poder de aquél  
la suma necesaria para cubrir los gastos de reparaciones, pleitos,  
contribuciones y demás atenciones ordinarias del abintestato. Por  
consiguiente, podrá el administrador conservar en su poder del sal-
do que resulte al rendir la cuenta la suma necesaria para dichas  
atenciones, cuando no pueda cubrirla con los ingresos ordinarias,  
pero haciéndolo presente al juzgado para que lo autorice, en la 
 
forma que diremos al comentar dicho art. 1019. 
 
En la proyidencia, que se dictará en la pieza de administra-
ción, fijando el juez los plazos en que periódicamente deba presen-
tar las cuentas el administrador, se acordará que con testimonio 
 
de la misma se forme el ramo separado de cuentas, al que se uni-
rán las que se vayan presentando y sus comprobantes. En ese  
mismo ramo se apremiará de oficio, si no hay parte que inste, al 
 
administrador para que rinda las cuentas, luego que transcurra  
el plazo sin haberlas presentado, á cuyo fin dará cuenta el ac-
tuario. 
 
A cada cuenta parcial ó periódica que se presente, acordará el  
juez que se una con sus comprobantes al ramo de cuentas y que se 
 
ponga de manifiesto en la escribanía á los interesados para los efec-
tos del art. 1011. Tanto el Ministerio fiscal, mientras dure su inter-
vención, como cualquiera de los que sean parte en el juicio, tienen 
 
el derecho de examinar esas cuentas para inspeccionar la adminis- 
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tración y promover lo que con relación á ella les interese, á cuyo 
fin está obligado el actuario á ponerlas de manifiesto al interesado 
que lo solicite, sin necesidad de nueva providencia, en las horas de 
despacho y en cualquier tiempo que lo pida, sin devengar derechos 
por esta exhibición, como se previene en el art. 1006. Si no hay 
parte que inste, nada tiene que tramitarse ni resolverse sobre estas 
cuentas, hasta que se presente la final de que luego hablaremos; 
pero si se presenta alguna reclamación, ya sobre gastos indebidos, 
ó sobre errores en el cargo o en la data, ó por cualquier abuso, el 
juez la atenderá en cuanto sea fundada, aunque no se refiera á la 
última cuenta, sino á las anteriores, oyendo al cuentadante, y si 
éste se opone, sustanciando la reclamación por los trámites de los 
incidentes. La resolución que en este caso se dicte, servirá para 
corregir desde luego el error ó el abuso, y rectificar la cuenta, si 
así procede, pero se entenderá sin perjuicio de la aprobación defi-
nitiva de las cuentas, la que no puede dictarse hasta que se presen-
te la cuenta final. 
«Cuando el administrador cese en el desempeño de su cargo, 
rendirá una cuenta final complementaria de las ya presentadas.» Así 
lo dispone el art. 1012, reformando en este punto el 402 de la ley 
anterior, que exigía fuese general esa cuenta. La cuenta general.ten-
dría que ser una reproducción ó resumen de las parciales, y como en 
éstas se habrá ido arrastrando el saldo de la una á la otra, y corre-
rán con ellas los correspondientes comprobantes, basta la final com-
plementaria, y es excusado el trabajo de formar la general que á 
nada conduciría, puesto que habría de dar el mismo resultado. Por 
eso ha reservado también la ley la aprobación de las cuentas parcia-
les para cuando se presente la final. Esta ha de rendirse siempre que 
el administrador cese en el desempeño de su cargo, ya sea por excu-
sa, ya por remoción ó por fallecimiento, ó por haberse terminado el 
juicio. En este último caso se rendirá la cuenta final, y se aprobarán 
todas en la forma que aquí se ordena, cuando el administrador no 
se entienda amistosamente con los herederos reconocidos, á quie-
nes debe rendirlas conforme al art. 100 .2, y después de haber hecho 
la entrega de todos los bienes de que era depositario. 
Ya se ha dicho que, aunque las cuentas parciales ó periódicas 
-^---..^— 
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han de estar de manifiesto en la escribanía, no ha de fijarse plazo  
para reclamar contra ellas, lo cual puede hacerse en cualquier tiem-
po; pero llegado el caso de rendir la cuenta final, es preciso resolver  
sobre la responsabilidad del administrador que ha cesado en el des-
empeño de su cargo. Por esto se ordena en el art. 1013, que cuan-
do llegue este caso, debe acordar el juez que todas las cuentas del  
administrador, inclusa la final, se pongan de manifiesto á las par-
tes en la escribanía por un término común, que señalará según la  
importancia de aquéllas, cuidando de que sea suficiente para exa-
minarlas con detención, hacer comprobaciones y reunir en su caso  
los datos necesarios para impugnarlas. Ese término es de los pro-
rrogables conforme á los artículos 306 y 307.  
Dentro del término señalado por el juez para el examen de las  
cuentas, y de la prórroga en su caso, podrán impugnarlas los inte'  
resados, que serán los herederos declarados por auto ó sentencia  
firme, ó la representación del Estado, cuando éste sea el heredero.  
Pasado dicho término sin hacerse oposición, dará cuenta el actua-
rio, y el juez, sin más trámites, dictará el auto que previene el ar-
tículo 1014, aprobando las cuentas, declarando exento de responsa-
bilidad al administrador y mandando se cancele la hipoteca por  
éste constituida ó que queda libre y so le devuelva la fianza que 
 
hubiere prestado. Y si son impugnadas las cuentas en tiempo há-
bil, como dice el art. 1015, refiriéndose al señalado por el juez, y  
dando á entender que no debe admitirse la oposición si no se de-
duce dentro de ese término, se sustanciará la impugnación con el  
cuentadante por los trámites establecidos para los incidentes, re-
solviéndola como sea procedente en justicia por medio de auto, 
 
puesto que así lo previene dicho artículo. 
 
Concluye el mismo artículo declarando que contra el auto que  
ponga término al incidente de cuentas, ya sea aprobándolas, ya rec-
tificándolas, ó accediendo á la impugnación, procederá la apela-
ción en ambos efectos, y que contra el 'que pronuncie la Audiencia,  
cuando aquélla se interponga, se dará el recurso de casación, como  
se consigna también en el núm. 1.° del art. 1690. Pero téngase pre-
sente, que este recurso sólo procede contra las sentencias ó autos  
que dicten las Audiencias en los incidentes que se promuevan para  
f 
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impugnar las cuentas finales que presenten los administradores de 
abintestatos y testamentarías, después de cesar en su cargo, y no 
cuando el incidente verse sobre las cuentas periódicas y parciales, 
pues la resolución que en éstos se dicte es interina y sin perjuicio 
del resultado de la cuenta final, y por tanto no tiene el carácter 
de sentencia definitiva, como ha declarado el Tribunal Supre-
mo (1). 
(1) La Sala tercera del Tribunal Supremo, por auto de 4 de Diciembre 
do 1888, declaró no haber lugar á la admisión de un recurso de casación en 
incidente sobre cuentas periódicas y parciales, fundándose en lo siguiente: 
«Considerando que al disponer el art. 1690 de la ley de Enjuiciamiento ci-
vil en su núm. 1. 0, que tienen el concepto do definitivas para los efectos de la 
casación las sentencias de las Audiencias que resuelven los incidentes sobre la 
aprobación de cuentas de loe administradores de abintestatos y testamenta-
rias, se refiere indudablemente á las que recaen y ponen término á los inciden-
tes que surgen y se plantean con ocasión de impugnarse las cuentas finales 
que presentan los administradores después de cesar en el desempeao de su car-
go, en cumplimiento del precepto del art. 1012 de la expresada ley rituaria, y 
no á las sentencias dictadas por las Audiencias en los incidentes que acerca 
do las cuentas periódicas y parciales presentadas por los administradores en 
conformidad á los arts. 1006, 1010 y 1011 de la misma ley, haya podido suscitar 
la impugnación más ó menos oportuna de estas cuentas; porque esta es la 
inteligencia lógica que debe darse al art. 1690 antes citado, y esa inteligencia, 
que se desprende necesariamente de la ley, letra y espíritu de las disposicio-
nes contenidas en los referidos articules 1006, 1010, 1011 y 1012, y muy espe-
cialmente del precepto del articulo siguiente 1015, que al establecer que la 
impugnación de las cuentas finales complementarias de las ya presentadas 
debo sustanciarse con el cuentadante por los trámites establecidos para los 
incidentes, y al otorgar el recurso de casación contra las sentencias de las 
Audiencias que pongan término á los incidentes sobre aprobación de estas úl-
timas cuentas, fija de un modo terminante que sólo en ese caso procede aquel 
recurso: 
»Considerando que las resoluciones dictadas por las Audiencias en las 
discusiones á que haya dado margen la impugnación de las cuentas parciales 
ó periódicas de los administradores de abintestatos y testamentarías, no tie-
nen el carácter de permanentes y definitivas, toda vez que estas cuentas, de 
las que son complementarias las finales, deben presentarse conjuntamente 
por los administradores para ser conjuntamente también discutidas al tenor 
de los artículos 1012 y 1013 de la ley de Enjuiciamiento civil, que es lo propio 
que sucede en los concursos de acreedores, en los que sólo se da el recurso 
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ARTÍCULO 1016 
(Art. 1015 de is ley para Cuba y Puerto Rico.) 
 
1 
 
El administrador está obligado, bajo su responsa-
bilidad, á conservar sin menoscabo los bienes del ab-
intestato, y a procurar que den las rentas, productos 6 
utilidades que correspondan. 
A este fin deberá hacer en los edificios las repara-
ciones ordinarias que sean indispensables para su con-
servacion, y en las fincas rústicas que no estén arren-
dadas, las labores y abonos que exija su cultivo. 
    
 
ARTÍCULO 1017 
(Art. 1016 para Cuba y Puerto Rico.) 
     
Cuando las fincas necesiten reparaciones 6 cultivos 
extraordinarios, lo pondrá en conocimiento del Juz-
gado, el cual, oyendo en una comparecencia a los he-
rederos reconocidos 6 a sus representantes, y en su 
defecto, por escrito, al Promotor fiscal, y prévio reco-
nocimiento pericial y formacion de presupuesto, podrá 
acordar que se hagan las obras por administracion 6 
por subasta, segun estime más conveniente, atendidas 
las circunstancias del caso. 
Si alguno 6 todos los herederos reconocidos no asis-
tieren á la comparecencia, no por eso dilatará el Juez 
acordar lo que corresponda. 
    
    
de casación contra las sentencias que ponen término á los incidentes sobre 
las cuentas finales de los síndicos, según lo disponen los artículos 1690 y 211 
(deberá ser el 1245) de la ley de Enjuiciamiento civil: 
*Considerando, además, que las resoluciones que contiene la sentencia 
recurrida por el concepto de provisionales ó de por ahora con que aparecen 
dictadas la mayor parte de ellas, y por la naturaleza del incidente en que 
aquella sentencia ha recaído, no pueden justificar el presente recurso al te-
nor del núm. 3.° del art. 1729.s 
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ARTÍCULO 1018 
Cuando el importe del presupuesto exceda de 2.000 
pesetas, se empleará el medio de la subasta pública, 
a no ser que los herederos, 6 el Promotor en su caso, 
prestasen su conformidad á que se hagan por adminis-
tracion. 
Art. 1017 para Cuba y Puerto Rico.--1 Cuando el importe del presu-
puesto exceda de 5.000 pesetas, se empleará etc. (Sin variación en 
lo demás.) 
El administrador de los bienes de un abintestato reune el do-
ble carácter de depositario judicial y de mandatario, y queda por 
tanto sujeto á las obligaciones del uno y del otro. Según los artícu- 
los 1788 y 1789 del Código civil, el depositario judicial ó de bie-
nes secuestrados está obligado á cumplir respecto de ellos todas las 
obligaciones de un buen padre de familia, y en lo que no se halla-• 
re dispuesto en dicho Código, el secuestro judicial se regirá por las 
disposiciones de la ley de Enjuiciamiento civil. Y en los artículos 
1718 y siguientes del mismo Código se imponen al mandatario las 
obligaciones, de cumplir el mandato una vez aceptado, respondien-
do de los daños y perjuicios que ocasionare; de hacer, á falta de 
instrucciones especiales, todo lo que, según la naturaleza del nego-
cio, haría un buen padre de familia; de dar cuenta de sus operacio-
nes, abonando al mandante cuanto haya recibido en virtud del 
mandato, y de pagar intereses de las cantidades que aplique á usos 
propios desde el día en que lo hizo, y de las que quede debiendo 
después de fenecido el mandato ó de cesar en el cargo, desde que 
se haya constituido en mora. Como nuestro antiguo derecho reco-
nocia las mismas obligaciones, se hace cargo de ellas la presente ley 
en cuanto se relacionan directamente con el ejercicio de dicho 
cargo. 
De la rendición de cuentas, que es una de esas obligaciones, 
tratan los artículos expuestos en el comentario anterior, y en los 
que son objeto del presente y en los que subsiguen se ordena el 
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procedimiento para el cumplimiento de las demás obligaciones que 
son inherentes al cargo y deben realizarse durante su desempeño. 
De las que son consecuencia de faltas, omisiones ó abusos, como el 
abono de perjuicios y pago de intereses, nada se dispone especial-
mente por estar sujetas al procedimiento ordinario, según la acción 
que se ejercite para exigir su cumplimiento ó la responsabilidad 
en su caso. 
Los tres artículos de este comentario carecen de concordantes 
en la ley anterior. En el primero de ellos se impone al administra-
dor la obligación de conservar sin menoscabo, bajo su responsabi-
dad, los bienes del abintestato y de procurar que den las rentas, 
productos ó utilidades que correspondan según su clase; esto es, 
que los conserve, cuide y administre con el celo y diligencia que lo 
haría un buen padre de familia, según la expresión del art. 1788 
del Código civil. Y como medio necesario para llenar esa obliga-
ción, no sólo se le autoriza, sino que se le impone el deber de hacer 
en los edificios las reparaciones ordinarias que sean indispensables 
para su conservación, y en las fincas rústicas que no estén arren-
dadas, las labores y abonos que exijan el cultivo á que estuvieren 
destinadas. Estos gastos se consideran como indispensables y pro-
pios de la administración, y por esto puede y debe hacerlos el ad-
ministrador sin solicitar la autorización judicial: se datará de ellos 
en las cuentas con los correspondientes comprobantes, y por el 
examen de las mismas podrán enterarse los interesados en el cau-
dal, y reclamar contra cualquier abuso que pueda haberse come-
tido. 
No se hallan en el mismo caso las reparaciones ó cultivos ex-
traordinarios que necesiten las fincas; estos gastos no pueden ha-
cerse sin autorización judicial, la cual ha de recaer en vista del 
expediente en que so justifique la necesidad de la obra en la forma 
que se ordena en el art. 1017. La ley se refiere al caso de necesidad, 
no al de utilidad de la obra, para evitar que el administrador, bajo 
el pretexto ó con el propósito de mejorar una finca, intente hacer 
obras ó gastos extraordinarios que no sean indispensables para su 
conservación: su deber es conservar los bienes sin menoscabo, y á 
esto ha de limitarse, dejando esas otras obras para que las hagan 
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los herederos, si les conviene, luego que se les entregue el caudal. 
Cuando, por ejemplo, en una casa sean necesarias obras extra-
ordinarias de reparación para evitar su ruina, ó en un estableci-
miento fabril sustituir con otra una máquina que se ha inutilizado 
sin culpa de nadie, ó en una finca rústica, que por inundación ó 
por otra causa ha quedado improductiva, hacer obras para reparar 
el _daño, lo propondrá el administrador al juzgado en escrito razo-
nado. Si hay ya herederos reconocidos, el juez los convocará á com-
parecencia con la urgencia que el caso requiera, para que por sí 
mismos ó por medio de sus representantes manifiesten su conformi-
dad 6 expongan lo que les interese: si reconocen la necesidad de la 
obra, designarán el perito 6 peritos para su reconocimiento, y di-
rán su parecer sobre si conviene hacerla por administración ó por 
subasta, consignándose en el acta el resultado de la junta, que se 
celebrará con los que asistan, pudiendo concurrir el administrador 
sólo para dar explicaciones. 
Si todavía no hay herederos reconocidos por auto ó sentencia 
firme, pues no basta para este caso que se hayan presentado como 
aspirantes á la herencia, se comunicará al Ministerio fiscal la pre- 
tensión del administrador para que emita por escrito su dictamen 
sobre la necesidad de la obra y sobre si ha de hacerse ó no por ad-
ministración. Si el juez entiende que hay méritos para estimar di-
cha pretensión, acordará el reconocimiento pericial por uno ó tres 
peritos nombrados por el mismo, á no ser que los herederos los 
hubieren designado en la comparecencia, ordenándoles que á la 
vez que den su parecer sobre la necesidad de la obra propuesta, 
formen el presupuesto de los gastos de la misma y las condiciones 
para la subasta en su caso, ó informen sobre el pliego de condicio-
nes que hubiere formado y presentado el administrador. 
Dada esta instrucción al expediente, que se sustanciará en ra-
mo separado de la pieza de administración, el juez, aunque no se 
haya celebrado la comparecencia por no haber concurrido los ci-
tados, autorizará las obras, si las considera necesarias, acordando 
á la vez que se hagan por administración 6 por subasta, según es-
time más conveniente atendidas las circunstancias del caso, pero 
con sujeción al presupuesto y á las condiciones establecidas por 
t 
382 	 Lm. n—TfT. a—ARTs. 1016 A 1018 
los peritos. Sóloen el caso de que el importe del presupuesto ex-
ceda de 2.000 pesetas (de 5.000 en Cuba y Puerto Rico), no podrá 
prescindirse del medio de la subasta pública, á no ser que los he-
deros reconocidos, ó el Ministerio fiscal en su caso, hubieren pres-
tado su conformidad á que se hagan por administración, como se 
previene en el art. 1018, último de este comentario. 
Podrá ocurrir que no haya licitadores en la subasta: en tal caso, 
no previsto en la ley, lo procedente será que á instancia del admi-
nistrador, y oyendo á los herederos reconocidos, y en su defecto al 
Ministerio fiscal, el juez acuerde que so hagan las obras por admi-
nistración con sujeción al presupuesto, ó que se anuncie nueva du-
basta con modificación del precio ó de alguna de las condiciones, si 
aquéllos hubieren manifestado su conformidad sobre este punto. 
Tampoco señala la ley término para estas subastas, dejándolo 
por consiguiente al arbitrio judicial: el juez lo fijará teniendo en 
consideración la importancia y urgencia de las obras, y sirviéndole 
de norma lo dispuesto en el art. 1026. 
ARTICULO 1019 
(Art. 1018 de Is ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Para dichos gastos, los de pleitos, pago de contribu-
ciones y demás atenciones ordinarias del ab-intestato, 
el Juez podrá dejar en poder del administrador la suma 
que se crea necesaria, mandando sacarla del depósito, 
si no pudiere cubrirse con los ingresos ordinarios. 
Tampoco se encuentra en  la ley anterior disposición alguna 
que concuerde con la del presente artículo, el cual contiene dos 
declaraciones importantes. Es la primera, la de considerar como 
gastos ordinarios del abintestato, que puede y debe pagar el ad-
ministrador sin necesidad de autorización judicial, no sólo los ne-
cesarios para la conservación de los edificios y cultivo de las fincas 
rústicas que no estén arrendadas, á que se refiere el art. 1016, 
sino también los de los pleitos, escrituras y demás negocios en que 
ntervenga en representación del abintestato conforme al 1008, 
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pago de las contribuciones que se impongan sobre los bienes, y 
demás atenciones ordinarias. Y es la segunda, que el juez puede y 
debe dejar en poder del administrador la suma en metálico que se 
crea necesaria para cubrir esas atenciones, 6 mandar que se saque 
del depósito cu ando no pueda cubrirse con los ingresos ordinarios. 
El administrador, al rendir la cuenta parcial 6 periódica con-
forme al art. 1010, deberá exponer al juzgado las atenciones ordi-
narias que será preciso cubrir en el periodo que medie hasta la otra 
cuenta, y que los ingresos no son suficientes para cubrirlas, solici-
tando en su virtud que del saldo que resulte y consigna, se deje 
en su poder la cantidad necesaria á dicho fin. No creemos correcto 
que el administrador retenga en su poder esa suma sin exhibirla: 
la ley le obliga á consigner íntegro en el juzgado el saldo que re-
sulte de la cuenta, y así debe hacerlo para de mostrar su existencia 
y que no lo ha invertido en usos propios; y hecha la consignación, 
el juez acordará que se le entregue la cantidad necesaria para cu-
brir esas atenciones, y que la restante, si la hubiere, se deposite 
en la Caja de Depósitos. 
Y cuando se hallen depositados todos los fondos del abintes-
tato, y no haya ingresos 6 no basten para cubrir las atenciones an-
tedich as 6 cualquiera otra de pago ineludible, el administrador lo 
hará presente al juzgado por medio de escrito solicitando que 
mande sacar del depósito y entregarle la cantidad necesaria, y así 
lo acordará el juez, sin necesidad de oirá los herederos ni al fiscal, 
dirigiendo al Director de la Caja general de Depósitos, 6 á quien 
corresponda, el oportuno oficio con testimonio de la providencia y 
acompañando el resguardo original, según está prevenido, para 
que se entregue al administrador la cantidad acordada. 
ARTICULO 1020 
(Art. 1019 de la ley para Cuba y puerto Rico.) 
El administrador podrá vender en época y sazon 
oportunas los frutos que recolecte como producto de 
su administracion, y los que recaudare en concepto de 
rentas de los bienes del ab-intestato, verificándolo por 
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medio de corredor donde lo haya, y depositando sin 
dilacion, á disposicion del Juzgado, su importe líqui-
do y el de las rentas á metálico que cobrare, en el es-
tablecimiento público en que se hallen los demás 
fondos. 
De los resguardos de los depósitos se pondrá testi-
monio en los autos, entregando despues dichos docu-
mentos al administrador para que los conserve en su 
poder. 
Con este artículo se ha suplido una omisión de la ley de 1855, 
en la cual sólo se hablaba de la venta de los frutos inventariados en 
los mismos términos que ahora se hace en  el 1030, dando lugar á du-
das y prácticas diferentes sobre la forma en que habían de venderse 
los frutos que recolecte el administrador de las fincas que lleve en 
administración, y los que recaude en concepto de rentas de las arren-
dadas en aparcería ó á pagar en frutos. Estos frutos constituyen 
la renta de las fincas y ha de dárseles el mismo destino que á las 
demás rentas en metálico, y podrán ser de los que es necesario ven-
derlos en el acto mismo de recolectarlos; por esto se autoriza al ad-
ministrador para venderlos por sí mismo, sin otra formalidad que 
la de valerse de corredor en los pueblos donde lo haya, y encargán-
dole que bajo su responsabilidad lo verifique en la época y sazón 
oportunas, como lo haría un buen padre de familia para obtener el 
precio más ventajoso. 
Se ordena, además, en este artículo, que el importe líquido de 
la venta de esos frutos recolectados por el administrador y no in-
cluidos en el inventario, y el de las rentas á metálico que cobrare, 
sea depositado por éste sin dilación, y por consiguiente sin esperar 
á la presentación de la cuenta periódica, á disposición del juzgado, 
en el establecimiento público en que se hallen los demás fondos, 
y si no los hubiere todavía, en el que deban depositarse, y que del 
resguardo del depósito se ponga testimonio en los autos, devolvien-
do el original al administrador para que lo conserve en su poder. 
Esos frutos y rentas constituyen los ingresos ordinarios, con los 
cuales debe cubrir el administrador los gastos y demás atenciones 
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del abintestato á que se refiere el art. 1019, y por tanto, lo que 
reste después de cubiertas estas atenciones, será el importe líquido 
que ha de constituirse en depósito á disposición del juzgado. En 
la primera cuenta que después presente el administrador dará ra-
zón de todo ello y acompañará los resguardos de los depósitos, si 
no los hubiere presentado anteriormente, para que se ponga el tes-
timonio en los autos. 
ARTÍCULO 1021 
(Art. 1020 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Tambien podrá el administrador dar en arrenda-
miento, sin subasta, las casas de habitacion 6 cuartos 
en que estén divididas, y las fincas rústicas de poca 
importancia, acomodándose á los precios y pactos co-
rrientes en la localidad. 
Podrá asimismo autorizar la continuacion por la tá-
cita de los arrendamientos que estaban pendientes al 
fallecimiento del dueño, 6 renovar los fenecidos con las 
condiciones por éste pactadas, y por el mismo precio 6 
mejorándolo, cualquiera que sea la importancia y clase 
de la finca. 
ARTICULO 1022 
Deberán celebrarse en subasta pública 'judicial, á 
propuesta del administrador del ala-intestato, los arren-
damientos: 
1.0 De establecimientos .fabriles, industriales 6 de 
cualquiera otra clase. 
2.0 De fincas rústicas cuya renta anual exceda de 
2.000 pesetas. 
3. 0 De los que deban inscribirse en el Registro de 
la propiedad, conforme á lo prevenido en la Ley hipo-
tecaria. 
Art. 1021 para Cuba y Puerto Rico.—(El núm. 2.° dice: «De fincas 
rústicas cuya renta anual exceda de 5.000 pesetas.» En lo demás 
son iguales ambos artículos.) 
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ARTÍCULO 1023 
(Art. 1022 para Cuba y Puerto Rico.) 
Servirá de tipo para estas subastas el precio medio 
del arrendamiento de la misma finca en los cinco años 
últimos, y en su defecto el que se fije por avalúo de 
peritos elegidos por el Juez 
ARTÍCULO 1024 
(Art. 1023 para Cuba y Puerto Rico.) 
Se formará por el administrador un pliego de con-
'  diciones para la subasta, sometiéndolo á la aprobacion 
del Juzgado. 
Este pliego se pondrá de manifiesto á los licitadores 
en la escribanía del Juzgado que conozca del juicio, y 
en su caso, en la del Juzgado en que radiquen los bie-
nes, expresándolo así en los edictos, como tambien el 
tipo señalado, sin perjuicio de dar principio al acto de 
la subasta con la lectura de dicho pliego. 
ARTÍCULO 1025 
La subasta se anunciará por edictos, que se fijarán 
en los sitios públicos del lugar del juicio y del en que 
radicaren los bienes, y se insertarán en los periódicos 
oficiales de ambos pueblos, si los hubiere. 
Tambien podrán insertarse en la Gaceta de Madrid, 
cuando el Juez lo crea conveniente. 
Art. 1024 para Cuba y Puerto Rico.—(Al final del párrafo primero 
después de las palabras si los hubiere, se añade: «6 en su defecto 
en la Gaceta del Gobierno general.» En todo lo demás son iguales 
ambos artículos) 
No se admitirá postura inferior al tipo señalado '' 
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ARTÍCULO 1026 
El término de las subastas será de treinta dias con-
tados desde la publicacion de los edictos. El Juez, sin 
embargo, podrá reducirlo cuando las circunstancias lo 
exigieren, sin que pueda bajar de quince, y señalará 
el dia, hora y sitio en que haya de celebrarse el rema-
te, lo cual se expresará tambieh en los edictos. 
Art. 1025 para Cuba y Puerto Rico.—(Se copia el 1026 de la ley de 
la Peninsula y se añade un párrafo que dice): «Si los edictos hu-
bieren de insertarse también en la Gaceta de Madrid, el Juez 
señalará para la subasta el término de sesenta días, contados des-
de dicha publicación.» 
ARTÍCULO 1027 
(Art. 1026 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si no se presentare postura admisible, se llamará á 
segunda subasta con iguales solemnidades que la an-
terior, rebajando el tipo que haya servido para ésta de 
un 10 á un 15 por 100, que fijará el Juez segun estime 
conveniente. 
ARTÍCULO 1028 
Si tampoco se hiciere proposicion admisible, el Juez, 
oyendo previamente a los herederos reconocidos en la 
forma establecida en el art. 1017, y en su defecto al 
Promotor fiscal, podrá autorizar al administrador para 
que otorgue privadamente el arrendamiento, 6 dispon-
drá lo que estime más conveniente. 
Art. 1027 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al art. 1016 
de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1029 
(Art. 1028 para Cuba y Puerto Rico.) 
Por regla general se darán en arrendamiento todas 
las fincas del ab-intestato. Podrán exceptuarse las que 
I 
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el finado explotase 6 cultivase por su cuenta, y cual-
quiera otra respecto de la cual, por sus circunstancias 
especiales 6 para que sea más productiva, así conven-
ga hacerlo á juicio del administrador de acuerdo con 
los herederos, cuando los haya reconocidos. 
Casos y forma en que han de arrendarse las fincas del abintes-
tato.—De ello tratan estos nueve artículos, determinándose con 
toda claridad los casos, modo y forma en que ha de realizarse. 
Comparándolos con los artículos 389 al 396 de la ley de .1855, con-
sagrados á la misma materia, Be verá que si bien no se ha hecho 
novedad sustancial en el procedimiento para las subastas, es radi-
cal la reforma en cuanto á las facultades del administrador para 
celebrar dichos contratos. 
En el art. 389 de la ley anterior se ordenó que «no se ejecuta-
rá arriendo alguno sino en pública subasta.» Al comentar esta dis-
posición indicábamos que, lejos de favorecer los intereses del abin-
testato cual era su propósito, los pejudicaría considerablemente 
por hacer casi imposible el arrendamiento de los cuartos que con 
frecuencia se desalquilan en las casas de habitación, y porque en 
las fincas rústicas de poca importancia ascenderían á más que la 
renta los gastos de la subasta, y así lo ha demostrado la experien-
cia. Por esto se ha modificado en la nueva ley ese sistema de des-
confianza, dando más amplitud á la gestión administrativa en be-
neficio de los intereses del abintestato, pero con las precauciones 
convenientes para evitar abusos. A estos fines se han adicionado 
los artículos 1021, 1022 y 1029, en los cuales se dan reglas pru-
dentes y precisas, á las que ha de sujetarse el administrador en el 
arrendamiento de las fincas, y por razones tan obvias que no nece-
sitamos exponerlas. 
«Por regla general se darán en arrendamiento todas las fincas 
del abintestato.» Así principia el art..1029, último de este comen-
tario, que algunos opinan debiera ser el primero por establecer 
una regla general; pero como esta regla tiene sus excepciones en 
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el mismo artículo, y no puede darse este carácter á lo que se orde-
pa en los artículos 1021 y 1022, limitados á determinar los casos 
en que los arrendamientos han de hacerse en pública subasta ó sin 
ella, era accidental la colocación, la cual, por otra parte, en nada 
influye para la recta inteligencia y aplicación de unas y otras dis-• 
posiciones en sus casos respectivos. El adverbio también, con que 
principia el art. 1021, demuestra que se sigue tratando de la mis-
ma materia, 6 sea de las facultades del administrador á que se re-
fieren los artículos anteriores, y esto justifica el método de la ley. 
La regla general antedicha de que todas las fincas del abintes-
tato han de darse en arrendamiento, tiene dos excepciones, esta-
blecidas en el mismo art. 1029, que son: 
La Las fincas que el finado al tiempo de su fallecimiento ex-
plotaba ó cultivaba por su cuenta, por ser de suponer que eso será 
lo más conveniente á los intereses del abintestato, puesto que así 
lo hacía el finado. Sin embargo, el verbo podrdn, empleado en di-
cho artículo, demuestra que no es obligatorio continuar explotando 
6 cultivando esas fincas por administración. Cuando el administra-
dor entienda que es más conveniente arrendarlas, podrá hacerlo 
por sí mismo, si la finca es rústica de poca importancia, y propo-
niéndolo al juzgado en los demás casos, conforme á los arts. 1021 
y siguientes. En la denominación genérica de fincas, que aquí em-
' plea la ley, están comprendidos los establecimientos fabriles, in-
dustriales ó de comercio, en los cuales acaso no pueda prescindirse 
de aplicar esta excepción. 
2.' Cualquiera otra finca, aunque estuviese arrendada, cuando 
por sus circunstancias especiales ó para que sea más productiva 
convenga explotarla ó cultivarla por administración. Pero esto no 
puede hacerlo el administrador sino de acuerdo con los herede-
ros, cuando los haya reconocidos por auto ó sentencia firme, y na 
habiéndolos, sin autorización del juzgado, previa audiencia del Mi-
nisterio fiscal. Habrá de emplearse para ello el procedimiento es-
tablecido en el art. 1017, que la ley hace extensivo á los casos aná-
logos del 1028 y 1031, y que por la misma razón creemos aplica-
ble al presente. 
Cuando el administrador entienda que conviene explotar ó cul- 
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tivar por administración alguna finca ó establecimiento que estu-
viere arrendado, deberá exponerlo al juzgado con expresión de las 
razones en que se funde y de la importancia del negocio, pues si la 
finca no es de importancia no habrá motivo por regla general para 
esa novedad. En vista del escrito, el juez convocará á comparecen-
cia á los herederos reconocidos, si los hubiere, y resolverá de con-
formidad con lo que éstos acuerden; y si no hay herederos recono-
cidos, comunicará el expediente al Ministerio fiscal para que emita 
su dictamen por escrito, y resolverá lo que estime más conveniente, 
pudiendo oir previamente el dictamen de uno ó tres peritos, ele - 
gidos por el mismo juez, si lo cree necesario y lo merece.la impor-
tancia de la finca ó del establecimiento. 
Las fincas rústicas ó urbanas, y los establecimientos industria-
les 6 de cualquiera otra clase que no se hallen en alguno de los 
dos casos que acabamos de exponer, deben ser dados en arrenda-
miento por el administrador, á quien por razón de su cargo y bajo 
su responsabilidad incumbe gestionar lo necesario para ello. Pero, 
si bien no se le obliga hoy á celebrar todos los arrendamientos en 
pública subasta, reformando en este punto la ley anterior, como 
ya se ha dicho, se determinan los casos en que es indispensable ese 
requisito, tomando por base la clase é importancia de las fincas, 
según vamos á exponer en los dos párrafos que siguen. 
LL 
Fincas que puede dar en arriendo el administrador por si mis-
mo.—Según el art. 1021, puede el administrador dar en arrenda-
miento por sí.mismo, sin acudir para ello al juzgado y sin subasta 
pública, pero acomodándose bajo su responsabilidad á los precios 
y pactos corrientes en la localidad, las fincas que siguen: 
1.0 Las casas de habitación ó los cuartos en que estén dividi-
das, cualquiera que sea la importancia de la renta. Téngase pre-
sente que esta facultad se limita á las casas ó cuartos destinados á 
habitación, por la necesidad de arrendarlos cuando se presenta in-
quilino, pues es de suponer, y así lo supone lag ley, que éste no 
querrá sujetarse á las dilaciones y contingencias de la subasta; pero 
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no es extensiva á las casas y cuartos destinados á una industria ó 
comercio, como cafés, fondas, teatros, tiendas, etc., aunque sirvan 
también para habitación: las casas y edificios destinados á esas em-
presas suelen arrendarse por años, y tiene tiempo el administrador 
para preparar la subasta cuando se aproxime la terminación del 
contrato. 
2.° Las fincas rústicas de poca importancia, que son aquellas 
cuya renta anual no exceda de 2.000 pesetas (de 5.000 en Cuba y 
Puerto Rico), como se deduce del núm. 2.° del art. 1022. 
3.° Las fincas de todas clases, y cualquiera que sea la impor-
tancia de la renta, cuyos arrendamientos estuvieran pendientes al 
fallecimiento del causante de la herencia, siempre que el adminis-
trador se limite á autorizar al arrendatario para que continúe por 
la tácita, ó á renovarlos, al terminar el plazo del contrato, con las 
mismas condiciones establecidas por el finado y por el mismo pre-
cio, ó mejorándolo, aunque sea â favor de otra persona. Por con-
siguiente, no podrá prescindirse de la subasta, cuando sea necesa-
rio modificar las condiciones ó rebajar el precio, si no está compren-
dida la finca en alguno de los dos casos anteriores. 
III 
Fincas que han de arrendarse en publica subasta.—Conforme 
al art. 1022, deben celebrarse en subasta pública judicial, á pro-
puesta del administrador, los arrendamientos de los bienes del abin-
testato, que á continuación se expresan: 
1.° «De establecimientos fabriles, industriales ó de cualquiera 
otra clase.»—Se refiere aquí la ley, no al edificio ó local donde se 
halle el establecimiento, sino al establecimiento mismo. Si el finado 
tenía montada una fábrica, ó cualquiera industria 6 comercio, ya en 
edificio propio, ya en ajeno, y la explotaba por su cuenta, podrá 
continuarse explotándola por administración en la misma forma, 
en virtud de la autorización que para este caso concede el artícu-
lo 1029. Si tenía dada en arrendamiento la explotación de la fá-
brica ó industria, podrá el administrador, conforme al art. 1021, 
i 
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autorizar la continuación por la tácita ó renovar el contrato con 
las mismas condiciones y por el mismo precio, ó mejorándolo. Fue-
ra de estos casos, ha de arrendarse el establecimiento, llevándolo á 
efecto necesariamente en subasta pública judicial, cualquiera que 
sea su importancia. 
2.° «De fincas rústicas cuya renta anual exceda de 2.000 pe-
setas» (de 5.000 en Cuba y Puerto Rico).—Cuando no exceda la 
renta de dicha suma, es considerada la finca rústica como de poca 
importancia, y puede arrendarla el administrador por sí mismo, sin 
necesidad de subasta, conforme al art. 1021. 
3.° Los arrendamientos «que deban inscribirse en el Registro 
de la propiedad, conforme á lo prevenido en la ley Hipotecaria.» 
—Según el núm. 5.° del art. 2.° de dicha ley, y á cuya disposición 
ha de estarse conforme al art. 608 del Código civil, deben inscri-
birse en el Registro de la propiedad los contratos de arrendamien-
to de bienes inmuebles, cuando se otorguen por un período que 
exceda de seis años, ó anticipando la renta de tres ó más años, y 
cuando, sin tener ninguna de estas condiciones, hubiere convenio 
expreso de las partes para que se inscriban. El objeto de esta dis-
posición ha sido salvar los derechos de los arrendatarios, estable-
ciendo implícitamente en su favor un verdadero derecho real; y 
como de ello puede resultar perjuicio á los herederos por imponer-
se esa carga ó derecho sobre la finca, por esto se previene que los 
arrendamientos con esas condiciones se celebren en subasta públi-
ca judicial, cualquiera que sea la importancia de la finca, á fin de 
que no pueda el administrador llevarlos á efecto sin la autoriza-
ción del juez, el cual sólo deberá concederla en casos muy excep-
cionales y oyendo á los herederos reconocidos y en su defecto al 
Ministerio fiscal. Apoya esta doctrina la disposición del art. 1548 
del Código civil, que por la razón indicada prohibe al administra-
dor de bienes ajenos dar en arrendamiento las cosas por término 
que exceda de seis años, á no ser que tenga poder especial para 
ello, cuyo poder se supliría en este caso con la conformidad de los 
herederos ó la autorización del juez. 
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IV 
Procedimiento para las subastas.—Cuando deba hacerse en pú-
blica subasta el arrendamiento de alguna finca del abintestato, 
debe el administrador proponerlo al juzgado con la anticipación 
conveniente, exponiendo las razones en que se funde y acompa-
ñando el pliego de condiciones para la subasta y los antecedentes 
que han de servir para fijar el precio que haya de servir de tipo. 
Según el art. 1023, «servirá de tipo para estas subastas el precio 
medio del arrendamiento de la misma finca en los cinco años últi-
mos, y en su defecto el que se fije por avalúo de peritos elegidos 
por el juez., De suerte que, cuando la finca no estuviere arrenda-
da, ó no lo haya estado consecutivamente en los cinco años ante-
riores, debe fijarse el precio por peritos elegidos por el juez, que 
deberán ser uno ó tres, según el sistema de la ley actual consigna-
do en el art. 613 para evitar discordia y el nombramiento de ter-
cero. 
Presentado el escrito con los datos indicados, el juez dictará 
providencia mandando proceder al arrendamiento en pública su-
basta de la finca de que se trate, aprobando el pliego de condicio-
nes, ó modificando las que á su juicio lo merezcan, y fijando el pre-
cio que haya de servir de tipo para la subasta, y acordará á la vez 
la fijación y publicación de edictos, con lo demás que se previene 
en los artículos 1024, 1025 y 1026, en los que está ordenado con 
tanta claridad el procedimiento, que debemos remitirnos á su tex-
to para evitar repeticiones innecesarias: véase además en los for-
mularios de este título. Es de advertir que no se determina en la 
ley el lugar en que haya de celebrarse el remate; sólo se dice que 
e 1 juez señalará el dla, hora y sitio en que haya de celebrarse, de-
jándole por consiguiente en libertad para señalar el lugar del jui-
cio ó aquel en que esté situada la finca, si radica en territorio de 
otro juzgado, según lo crea más conveniente para la concurrencia 
de licitadores, ó que se celebre el remate en ambos juzgados simul-
táneamente, si así conviene por la importancia de la finca y las 
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demás circunstancias del caso. Estas actuaciones se sustanciarán 
en ramo separado de la pieza de administración. 
Cuando no tenga efecto el remate por falta de licitadores ó 
por no haberse presentado postura admisible, se llamará á segun- 
da subasta, rebajando de un 10 á un 15 por 100 el tipo señalado 
como precio para la primera, para lo cual tendrá el juez en consi-
deración las posturas 6 proposiciones que se hubieren hecho. Esta 
segunda subasta se celebrará con las mismos formalidades de edic-
tos y demás que la primera, como se previene en el art. 1027. Y 
según el 1028, si tampoco se hiciere en ella proposición admisible, 
á instancia del administrador el juez convocará á comparecencia á 
los herederos reconocidos, si los hubiere, para que acuerden lo 
más conveniente, que podrá ser, ó autorizar al administrador para 
que ,otorgue privadamente el arrendamiento modificando las con-
diciones y el precio, si fuere necesario, 6 que con estas modifica-
ciones se anuncie una tercera subasta, 6 que se explote ó cultive 
la finca por administración. Cuando no haya herederos reconoci-
dos, se oirá al Ministerio fiscal sobre lo que proponga el adminis-
trador, y el juez acordará lo que estime más conveniente á los in-
tereses del abintestato, que necesariamente habrá de ser alguno 
de los tres extremos antes indicados; y lo mismo cuando no haya 
conformidad entre los herederos. 
ARTÍCULO 1030 
(Art. 1029 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Durante la sustanciacion del juicio de ab-intestato no 
se podrán enajenar los bienes inventariados. 
Exceptúanse de esta regla: 
1. 0 Los que puedan deteriorarse. 
2.0 Los que sean de difícil y costosa conservacion. 
3.0 Los frutos para cuya enajenacion se presenten 
circunstancias que se estimen ventajosas. 
4.° Los' demás bienes cuya enajenacion sea nece-
saria para el pago de deudas, 6 para cubrir otras aten-
ciones del ab-intestato. 
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ARTÍCULO 1031 
El Juez, á propuesta del administrador, y oyendo á 
los herederos reconocidos en la forma expresada en el 
art. 1017, y en su defecto al Promotor fiscal, podrá 
decretar la venta de cualesquiera de dichos bienes, ve-
rificándola en pública subasta y prévio avalúo por pe-
ritos. 
La de los efectos públicos, se hará al precio de coti-
zacion por medio de Agente de Bolsa 6 corredor que 
nombrará el Juez. 
Art. 1030 para Cuba y Puerto 
 Rico.—("La 
 referencia delpárrafopri-
,nero es al art. 1016 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1032 
(Art. 1031 para Cuba y Puerto Rico.) 
Las subastas de que habla el artículo anterior, se 
verificarán con las mismas solemnidades y en los pro-
pios términos establecidos anteriormente para las de 
los arrendamientos, sin otra exception que la de re-
ducir á diez dias el término para la de los frutos y 
bienes muebles 6 semovientes. 
I 
Casos en que pueden venderse los bienes inventariados.—Con 
los artículos 397, 398 y 399 de la ley de 1855 fipncuerdan los tres 
de este comentario, en los que para mayor claridad y mejor méto-
do se ha modificado la redacción de aquéllos, aunque sin alteración 
sustancial en el fondo. Se trata en ellos de la venta de bienes inven-
tariados, determinándose los casos y la forma en que podrá reali-
zarse. 
Nótese que se refieren estos artículos solamente á los bienes in-
ventariados, no á los frutos que el administrador recolecte por ren-
tas ó como producto de su administración, y á que se refiere el ar- 
  
• 
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título 1020. Los bienes inventariados constituyen el caudal relicto 
al fallecimiento del causante de la herencia, y ha de conservarse 
sin menoscabo bajo la responsabilidad del administrador, como se 
previene en el art. 1016, para darle en su día el destino correspon-
diente, que será entregarlo á los herederos después de pagadas las 
deudas y las demás atenciones del abintestato. Por esto en el 1030 
se establece como regla general que no podrán enajenarse los bie-
nes inventariados durante la sustanciación del juicio de abintesta-
to, incluso el período en que ha de continuarse por los trámites es-
tablecidos para el de testamentaría, hasta que llegue el caso de en-
tregarse los bienes á los herederos que sean reconocidos por auto' 
ó sentencia firme. 
Pero esta regla general no podía ser tan inflexible que no per-
mitiera la venta de esos bienes en ningún caso: puede haber casos 
en que sea útil y ventajosa para el caudal, y habrá otros en que 
sea necesaria para cubrir sus atenciones 6 para evitar que se inuti-
licen y pierdan los bienes, cuya conservación sea imposible. Fun-
dado en estas dos causas de utilidad y de necesidad, el mismo ar-
tículo 1030 establece cuatro excepciones á dicha regla, según las 
cuales, durante la sustanciación del juicio de abintestato, pueden 
enajenarse los bienes siguientes: 
1.° «Los que puedan deteriorarse.»—No se refiere esta excep-
ción á los deterioros que naturalmente pueden sobrevenir en los in-
muebles, bien por el transcurso del tiempo, como sucede á las casas, 
bien por inundación en las fincas rústicas, ó por otro accidente im-
previsto. La ley en este caso y en los dos que siguen se refiere, sin 
duda, á bienes muebles 6 semovientes. Es sabido que hay frutos 
agrícolas que no pueden conservarse más allá de cierto tiempo: 
hay también comestibles, ropas y otros muebles que no pueden 
guardarse sin deterioro notable que les hace disminuir su valor. 
Todos estos bienes y los demás que se encuentran en iguales cir-
cunstancias, están comprendidos en la excepción antedicha, y por 
necesidad y utilidad deben enajenarse oportunamente para evitar 
que inutilizándose, ó disminuyendo de valor, se perjudiquen los in-
tereses del abintestato. 
2.° «Los que sean de difícil y costosa conservación.»—Hay al- 
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gunos frutos y otros efectos, que si bien pueden conservarse, es á 
costa de mucho esmero y trabajo, y aun así suelen á veces perder-
se 6 deteriorarse. También cuesta mucho la conservación de ani-
males de lujo que no se emplean en trabajos reproductivos; y la de 
los muebles de una casa, cuando para guardarlos es necesario al-
quilar una habitación, cuyos alquileres al cabo de algunos meses 
suelen importar más que valen los muebles. Como la conservación 
de éstos y otros bienes semejantes es perjudicial y gravosa á los 
intereses del abintestato, permite la ley que se vendan durante la 
sustanciación del juicio. 
3.° «Los frutos para cuya enajenación se presenten circunstan-
cias que se estimen ventajosas.»—Es sabido que los frutos de la 
tierra, á los que parece referirse esta disposición, aunque en su es-
píritu están comprendidos también los productos de los estableci-
mientos fabriles ó industriales, tienen sus alternativas en el merca-
do, y es necesario aprovechar ciertas circunstancias para vender-
los á mejor precio. Podrá ser que después de la venta suba de 
precio aquel género; pero como al alcance del hombre no está el 
prever todo lo que sucederá, basta que las circunstancias se estimen 
ventajosas, como dice la ley, para que el administrador y el juez 
hayan cumplido con su deber, proponiendo aquél y autorizando 
éste la venta. Téngase presente que se trata de frutos inventaria-
dos no comprendidos en las excepciones anteriores; aunque sean de 
los que pueden conservarse, deben venderse cuando se presenten 
,circunstancias ventajosas. 
4.° «Los demás bienes, cuya enajenación sea necesaria para el 
pago de deudas, 6 para cubrir otras atenciones del abintestato.» 
—El pago del funeral y sufragios . del difunto, el de las contribu-
ciones y censos que graviten sobre los bienes, el de las deudas le-
galmente reconocidas, los alimentos de la viuda en su caso, los gas-
tos indispensables para la administración y conservación de los 
bienes y para sostener los pleitos en que sea parte el administra-
dor, y algunos otros, son atenciones del abintestato, que deben cu-
brirse con sus bienes; y cuando no haya dinero, ni créditos cobra-
bles, es indispensable vender los bienes que sean necesarios para 
cubrirlas. En tal caso la razón natural dicta que se eche mano, pri- 
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mero de los efectos públicos, frutos, semovientes, alhajas y demás 
muebles, prefiriendo aquellos cuya venta pueda hacerse con más 
ventaja, según las circunstancias; y en último término, de los bie-
nes raíces. 
II 
Procedimiento para la venta de los bienes inventariados.—En 
cualquiera de estos casos, corresponde al administrador, en tum- 
plimiento de su deber y bajo su responsabilidad, proponer al juz-
gado la venta exponiendo las razones de necesidad 6 utilidad que 
la justifiquen. Presentado el escrito, si hay herederos reconocidos 
por auto 6 sentencia firme, el juez los convocará á comparecen-
cia para que deliberen sobre lo que proponga el administrador, 
el cual podrá concurrir también á la junta. Si prestan su con-
formidad á la venta, podrán designar en el mismo acto uno 6 tres 
peritos para el avalúo de los bienes que hayan de venderse, excep-
to cuando sean efectos públicos, y el juez deberá acceder á lo que 
propongan de común acuerdo los herederos como interesados, se-
gún el resultado de la comparecencia, que se consignará en el acta 
que de ella ha de extenderse. 
Cuando no haya herederos reconocidos, se comunicará el es-
crito del administrador al Ministerio fiscal para que emita su dic-
tamen por escrito, y sin más trámites el juez acordará lo que esti-
me procedente sobre la venta, como lo hará también cuando no 
haya acuerdo entre los herederos. En estos casos, si no resulta jus-
tificada la necesidad ó utilidad de la venta, podrá acordar el juez, 
para mejor proveer, lo que estime necesario para comprobarla, que 
por regla general será el reconocimiento por peritos de los bienes 
de que se trate, cuando se funde la venta en alguna de las tres pri-
meras excepciones del art. 1030, para que manifiesten si concurre 
la causa alegada. Cuando se funde en la excepción 4.a, el adminis- 
 - 
trador cuidará de exponer y justificar en su caso las atenciones 
que sea necesario cubrir con el valor de los bienes que se vendan. 
El procedimiento que acabamos de exponer es conforme á lo 
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que se ordena en el art. 1031 en su referencia al 1017. Al esta-
blecerlo, no pudo olvidarse que antes de la declaración de here-
deros pueden ser parte legítima en estos juicios, según el art. 973, 
los parientes que se crean con derecho á la herencia, el cónyuge 
sobreviviente, y los acreedores allí determinados; y sin embargo 
se ordena que sólo se oiga sobre la venta á los herederos recono-
cidos en consideración sin duda á que sólo en éstos puede recono-
cerse interés legítimo é indudable, y á que mientras tanto sólo el 
administrador tiene la representación legítima del abintestato, con 
la inspección del Ministerio fiscal, y subordinada á lo que el juez 
acuerde. Sin embargo, aunque sólo deben ser oídos los herederos 
reconocidos, porque así lo manda la ley, como todas las providen-
cias y resoluciones deben notificarse á los que sean parte legítima 
en el juicio, podrán éstos reclamar contra las pretensiones del ad-
ministrador y las resoluciones del juzgado, cuando las crean im-
procedentes, y utilizar los recursos que permite la ley, admitién-
dose por regla general el de apelación en un solo efecto, conforme 
al art. 383. 
También debemos advertir que el procedimiento expuesto es 
aplicable solamente á los casos en que sea el administrador quien 
proponga la venta de los bienes. Podrá suceder que reconocido, ó 
declarado un crédito por sentencia firme, se proceda á instancia 
del acreedor á la venta de bienes para hacerlo efectivo, y en este 
caso deberá emplearse el procedimiento establecido para la vía de 
apremio, á no ser que el administrador se anticipe á proponer la 
venta para pagar esa deuda. 
Al decretar el juez la venta de cualesquiera de los bienes antes 
indicados, debe acordar que se proceda previamente al avalúo de 
los mismos por uno ó tres peritos, elegidos por el propio juez, 
cuando no los hubieren designado los herederos reconocidos. El 
precio que fijen los peritos servirá de tipo para la subasta, y como 
no puede admitirse postura inferior al tipo señalado, tendrán pre- 
sente esta circunstancia y la de la necesidad de la venta, para no 
hacerla imposible fijando un precio más alto del que sea corriente 
en la localidad y corresponda al estado en que se hallen los bienes. 
Practicado el avalúo, acordará el juez que se anuncie la su- 
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basta, con señalamiento de día, hora y sitio para el remate, obser-
vándose las solemnidades y requisitos establecidos en los artículos 
1025 y 1026 para las do los arrendamientos, sin otra excepción que 
la de reducir á diez días el término para la subasta de frutos y 
bienes muebles ó semovientes. Así lo dispone el art. 1032, último 
de este comentario. 
Creemos aplicable también á estas subastas lo que se ordena 
en los artículos 1027 y 1028 para el caso de no presentarse pos-
tura admisible en el acto del remate, y que podrá exigirse para to-
mar parte en la subasta la consignación ó depósito que previene el 
art. 1500, como es conveniente, pero anunciándolo en los edictos. 
También podrá acordar el juez la doble y simultánea subasta, que 
permite el 1502, cuando los bienes sean inmuebles y estén situados 
fuera del partido judicial en que se siga el juicio. El remate se ce-
lebrará en la forma que ordena el 1503. 
La venta de efectos públicos, comprendiendo en ellos todos los 
que sean cotizables en Bolsa, no está sujeta al avalúo ni á las de-
más formalidades que acabamos de indicar. Conforme al párrafo 
segundo del art. 1031 y á las disposiciones especiales que rigen so-
bre la materia, dicha venta ha de hacerse al precio de cotización 
y por medio de agente de Bolsa ó de corredor elegido por el juez. 
Cuando el juicio se siga en población donde no haya Bolsa de co-
mercio, el juez habrá de dirigir exhorto al decano de los de Ma-
drid, acompañando los efectos públicos que hayan de enajenarse, 
para que se realice la venta por agente que nombrará el juez re-
querido. El pliego que contenga los valores deberá remitirse por el 
correo, certificado y asegurado en la forma prevenida para valores 
declarados. 
Aunque, según el art. 1020, el administrador puede vender por 
medio de corredor los frutos recolectados por el mismo, no se le 
concede esta facultad respecto de los inventariados, porque no se 
hallan en el mismo caso. Estos forman parte del caudal relicto por 
el finado, como ya se ha dicho, y el hecho de haberlos inventariado 
demuestra que son de los que pueden conservarse por más 6 me-
nos tiempo: por esto, cuando llegue el caso de venderlos, ha de su-
jetarse la venta á la autorización del juez, sin que pueda quedar al 
DE LOS ABINTESTATOS 	 401 
arbitrio del administrador, y ha de hacerse con las formalidades 
de la subasta para mayor garantía, puesto que permite esta dila-
ción la clase y estado de los frutos. 
Indicaremos, por último, que cuando se haga la venta para pa-
gar deudas ú otras atenciones, á cubrirlas se destinará desde luego 
el importe ó precio de lo vendido, consignándose en la Caja de Dé-
pósitos el remanente, si lo hubiere; en los demás casos se hará desde 
luego dicho depósito de todo el producto de la venta. 
ARTÍCULO 1033 
El administrador no tendrá derecho á otra retribu-
cion que la siguiente: 
1. 0 Sobre el producto liquido de la venta de frutos, 
bienes muebles 6 semovientes de los incluidos en el in-
ventario, percibirá el 2 por 100. 
Los que procedan de su administracion, á que se re-
fiere el art_ 1020, se considerarán çomprendidos en el 
núm. 4. 0 
2.0 Sobre el producto líquido de la venta de bienes 
raíces y cobranza de valores de cualquiera especie, el 
1 por 100. 
3.0 Sobre el producto líquido de la venta de efectos 
públicos, el medio por 100. 
4. 0 Sobro los demás ingresos que haya en la admi-
nistracion, por conceptos diversos de los expresados en 
los párrafos precedentes, el Juez le señalará del 4 al 
10 por 100, teniendo en consideracion los productos 
del caudal y el trabajo de la administracion. 
Tambien podrá acordar el Juez, cuando lo considere 
justo, que se abonen al administrador los gastos de 
 via-. 
jes que tenga necesidad de hacer para el desempeño 
de su cargo. 
Art. 1032 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del pá- 
rrafo 2.° del núm. 1. 0, es al art. 1019 de esta ley, sin otra varia-
ción.) 
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Justo es conceder al administrador la recompensa del trabajo 
y tiempo que necesariamente ha de emplear en el cuidado y ad-
ministración del caudal del abintestato y por la responsabilidad 
que tiene de conservarlo sin menoscabo. Esa retribución se señala 
taxativamente en el presente artículo por los tres conceptos de 
renta, cobranza y administración, que son las operaciones confia-
das al administrador, como se señaló también en el art. 401 de la 
ley de 1855, en el que se han hecho las modificaciones que indica-
remos. 
Por la venta de frutos, bienes muebles ó semovientes, se seña-
la al administrador el 2 por 100 del producto líquido, lo mismo 
que en la ley anterior; pero con la aclaración, para evitar las du-
das á que ésta se prestaba, de que esos frutos y semovientes han de 
ser de los incluídos en el inventario, y por tanto de los que había 
existentes al fallecimiento del causante de la herencia, y no de los 
que obtenga ó recaude como producto de su administración, pues 
éstos han do regirse por el núm. 4.° de este mismo artículo. En el 
1020, á que éste se refiere, se determinan con claridad cuáles son 
esos frutos que han de considerarse como recolectados por el ad-
mi nistrador. 
Sobre el producto liquido de la venta de bienes raíces se con-
cede al administrador el uno por 100, y sobre el de la venta de 
efectos públicos el medio por 100; lo mismo que en la ley anterior. 
Por producto líquido se entenderá lo que ingrese é se reciba como 
precio de la venta, deducido el importe de las cargas que pesen 
sobre la finca, y en los efectos públicos que han de'venderse en 
Bolsa el do los derechos del agente que intervenga en la operación. 
Por la cobranza de valores de cualquiera especie, se fija la re-
tribución del administrador en el uno por 100 (por la ley anterior 
era el medio) de la cantidad que cobre. Por valores de cualquiera 
especie habrán de entenderse los créditos, pensiones de censos, in-
tereses de préstamos y de efectos públicos, dividendos activos de 
sociedades mineras, industriales ó de otra clase, ó cualesquiera 
otros valores que deba cobrar el administrador en representación 
del abintestato, incluso lo que recauden y deben entregarle los ad-
ministradores subalternos, cuando los haya, conforme al art. 1035; 
i 
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pero no los alquileres de las casas, ni las rentas de las demás fincas, 
porque estos valores son el producto de su administración y están 
comprendidos en el núm 4.° 
Sobre los demás ingresos que haya en la administración por 
conceptos diversos de los expresados en los párrafos precedentes, 
en vez del 5 por 100 que fijó la ley anterior, se autoriza al juez, 
como más equitativo, para que señale del 4 al 10 por 100, tenien-
do en consideración los productos del caudal y el trabajo de la ad-
ministración, que no pueden ser iguales en todos los casos. Habrán 
de considerarse á dicho fin como ingresos de la administración, los 
productos líquidos de un establecimiento industrial, mercantil ó de 
otra clase, que se explote por cuenta del abintestato; los alquileres 
de carruajes y caballerías; los de casas; las rentas de cualquiera 
finca ó establecimiento, que se cobren en dinero; los frutos que pro-
duzcan las fincas rústicas cultivadas por cuenta del abintestato, y 
los que se recauden por rentas de las mismas ó por terraje de las 
dadas en aparcería; en una palabra, todo cuanto producen los bie-
nes administrados, y tenga ingreso por actos propios de la admi-
nistración y no por los conceptos de venta y cobranza, para loa 
cuales rigen los tipos antes expresados. 
No será lícito cobrar por dos conceptos de un mismo ingreso: 
de los frutos, por ejemplo, que se recauden por rentas, tendrá el 
administrador el tanto por 100 que haya fijado el juez conforme al 
núm. 4.°; pero cuando los venda, no tendrá derecho al 2 por 100 
señalado en el núm. 1. 0, como lo da á entender el párrafo adicio-
nado á este número, y porque tal venta, para la cual autoriza el 
art. 1020, pertenece á los actos peculiares de la administración, á 
que se refiere el núm. 4.° del presente artículo. 
Pi ra suplir una omisión de la ley anterior, se ha adicionado el 
párrafo último, por el cual se declara, que «podrá acordar el juez, 
cuando lo considere justo, que se abonen al administrador los gas-
tos de viajes que tenga necesidad de hacer para el desempeño de 
su cargo.» Nótese que no se permiten dietas ni otra recompensa, 
sino tan sólo el abono de los gastos del viaje, limitados por tanto á 
lo que cueste el transporte, hospedaje y manutención, y cuyo im-
porte habrá de justificar el administrador, cuando no sea el usual 
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y corriente. No exige la ley que el administrador obtenga previa-
mente la autorización del juez para esos viajes, que podrán ser ur-
gentes en algún caso; pero convendrá obtenerla, siempre que sea 
posible, para evitar la contingencia de que el juez, á quien corres-
ponde apreciar si es justo el abono de esos gastos, estime que no 
era necesario tal viaje y deniegue el abono de lo que el administra-
dor reclame por este concepto. 
Indicaremos, por último, que cuando el administrador sea abo-
gado ó procurador, y como tal se encargue de la defensa de loa 
pleitos del abintestato, tendrá derecho á percibir los honorarios 
que en tal concepto devengue, sin perjuicio de la retribución que 
le corresponda por la administración. Esto es lo justo y corriente 
en la práctica, y así se declara también en el art. 908 del Código 
civil respecto de los albaceas ó testamentarios. Los trabajos facul-
tativos que sean indispensables para la defensa de los intereses 
del abintestato, no pertenecen á los actos propios de la adminis-
tración y deben abonarse por separado. 
ARTÍCULO 1034 
(Art. 1033 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Se conservarán la s administraciones subalternas que 
para el cuidado de sus bienes tuviera el finado fuera 
de la poblacion en que se siga el juicio, con la misma 
retribucion y facultades que aquél les hubiere otorgado. 
ARTÍCULO 1035 
(Art. 1034 para Cuba y Puerto Rico.) 
Dichos administradores rendirán sus cuentas y re-
mitirán lo que recauden al administrador judicial, con-
siderándose como dependientes del mismo; pero no po-
drán ser separados por éste sino por causa justa y con 
autorizacion del Juez. 
Con la misma autorizacion podrá proveer el adminis-
trador judicial, bajo su responsabilidad, las vacantes 
que resultaren. 
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Estos dos artículos no tienen concordante en la ley de 1855. 
Se revela en ellos claramente el propósito, á que responden otras 
disposiciones de la misma ley, de que se conserve la administración 
de los bienes del abintestato tal como la tuviera establecida el 
finado dueño de los mismos, hasta que, hecha la declaración de he-
rederos, se encarguen éstos del caudal y dispongan de él como me-
jor les parezca. Aunque se refieren á las administraciones subalter-
nas de los bienes que se hallen fuera de la población en que se siga 
el juicio, sin coartar por consiguiente la facultad del juez para 
nombrar el administrador general del abintestato, procederá aquél 
conforme al espíritu de estas disposiciones si elige para dicho car-
go á la misma persona á quien el finado lo hubiere conferido, si 
bien exigiéndole la fianza que previene la ley, caso de no estimar 
suficiente la que hubiere prestado. Aparte de la confianza que le 
dispensaba el finado, y que debe respetar el juez como garantía de 
acierto en la elección, la conveniencia es notoria por el conoci-
miento que debe suponerse en esa persona de los bienes y nego-
cios de la casa, y porque así se evitan las perturbaciones y gastos 
consiguientes al cambio de administrador. 
En cuanto á lo que ordenan estos dos artículos, ninguna difi-
cultad puede ocurrir en su inteligencia y aplicación: son tan claras 
sus disposiciones que excusan todo comentario, y nos remitimos á 
su texto. Sólo indicaremos, que los administradores subalternos, 
aunque han de seguir con la misma retribución y facultades que 
les hubiere otorgado el finado, cuando tengan que comparecer en 
juicio por razón de su cargo ó intervenir oficialmente en cualquier 
acto, tendrán que acreditar su personalidad y representación, no 
con el poder que tuvieran del finado, porque caducó á su muerte, 
sino con el que habrá de otorgarles el administrador judicial de 
quien son dependientes, según la ley. Cuando se haga el nombra-
miento para cubrir una vacante, deberá acreditarse en el poder la 
autorización judicial. 
FORMULARIOS DEL TÍTULO IX. 
De los abintestatos. 
SECCION 1. 
PREVENCIÓN DEL ABINTESTATO. 
1.— Prevención de oficio. 
Luego que ocurra el fallecimiento de una persona que deje algunos bie-
nes, sin que se tenga noticia de que haya hecho testamento, y sin dejar 
en la localidad descendientes, ascendientes ó colaterales dentro del cuar-
to grado, ni cónyuge legítimo que viviera en su compañía, ó caso de te-
nerlos si estuviera ausente alguno de ellos sin representación legítima en 
el pueblo, ó si fuere menor ó incapacitado que no se halle bajo la patria 
potestad del padre de la madre, el Juez de primera instancia, y donde 
no lo haya el municipal, debe proceder de oficio á prevenir el juicio de 
abintestato, por medio de providencia en la que se consignen los moti-
vos antedichos, ó en la forma siguiente: 
Comparecencia dando cuenta del fallecimiento.—En (lugar y fecha), 
A tal hora de este día, ante el Sr. D. N., Juez de primera instancia (ó mu-
nicipal) de esta villa, compareció José Tafalla, soltero, criado doméstico, 
de tal edad, con residencia en esta villa según la cédula personal de un-
décima clase número tantos, que exhibe y se le devuelve, y dijo: Que á 
á las cinco de la mañana del día de hoy ha fallecido de pulmonía su amo 
D. Francisco Gómez en su casa habitación de la calle tal, número tantos: 
que dicho señor era viudo, propietario, y aunque natural de Burgos, resi-
día en esta villa hace muchos años, sin tener en ella parientes de ningu-
na clase: que el compareciente estaba a su servicio hace diez años, y no 
tiene noticia de que haya hecho testamento, ni de que tenga otros pa-
rientes más que un hermano llamado D. Juan, que reside en Burgos 
 (6 
lo que sea); y que en cumplimiento de lo que ordena el art. 963 de la ley 
de Enjuiciamiento civil, lo pone en conocimiento del Juzgado para lo que 
estime procedente. Así lo dijo y firma con el Sr. Juez, de que doy fe.—
(Firma del Juez, del compareciente y del Escribano con Ante mí.) 
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Providencia previniendo el abintestato.—Juez Sr. N. 
Por lo que resulta de la comparecencia que precede, y en cumplimien-
to de lo que ordenan los artículos 959, 960 y 964 de la ley de Enjuicia-
miento civil, procédase á prevenir el juicio de abintestato de D. Francis-
co Gómez, practicándose inmediatamente las diligencias necesarias, de las 
prevenidas en dicho art 959, para poner en seguridad los bienes que 
haya dejado, á cuyo fin constitúyase el Juzgado en la casa mortuoria, sin 
perjuicio de acordar también lo procedente para-el enterramiento del di-
funt9, si fuese necesario; y en vista de lo que resulte de dichas diligen- 
cias, se acordará lo demás que proceda. Lo mandó y firma el Sr. D. N., 
Juez de primera instancia de este partido (ó Juez municipal de esta villa), 
en... (lugar y fecha), de que doy fe- -([Media firma del Juez y entera del 
actuario con Ante mi.) 
Diligencia de haber puesto en seguridad los bienes.—En la misma vi-
lla y día, y acto continuo, el Sr. Juez de primera instancia co mi asis-
tencia y la de los alguaciles se constituyó en la casa habitación de Don 
Francisco Gómez, sita en la calle de..., núm..., y habiendo entrado en 
ella, se rió que en una cama que había en la alcoba de la sala principal, 
estaba el cuerpo de dicho Gómez, de cuyo conocimiento doy fe, con to-
das las apariencias y señales naturales de ser cadáver, y reconocido á pre-
sencia del Sr. Juez, no se le encontró lesión exterior ni otra señal que 
haga sospechar haber sido violenta la muerte. En seguida el Sr. Juez 
mandó á José Tafalla, quien dijo ser criado del difunto y estar al cuida-
do de la casa, que pusiera de manifiesto todas las llaves de las papele-
ras, haules, cómodas, almacenes y demás en que existieran intereses, lo 
cual verificó entregando tantas llaves. Practicado el reconocimiento de 
la casa á presencia de dicho Tafalla y de los testigos N. y N., se encon-
traron tantos cofres, una cómoda y un armario llenos de ropa, una pa-
pelera con un libro de cuentas y otros varios papeles, y en uno de los 
cajones de la misma una porción de dinero, que no se contó (ó que con-
tado resultó tanta cantidad), y las sillas, mesas y demás muebles ordina-
rios de la casa; todo lo cual por disposición del Sr. Juez, después de ha-
ber cerrado y recogido las llaves de los muebles que las tienen, fué colo-
cado en tal habitación, que pareció la más segura, y puesta segunda Ha-
ve á la puerta de ella por el cerrajero N., llamado al efecto, se cerró con 
las dos llaves que guardó el Sr. Juez con todas las demás, sellando con 
el del juzgado á mayor precaución dicha puerta; siendo de advertir que 
los libros, papeles y dinero han quedado encerrados en la misma papele- 
ra por ofrecer bastante seguridad (6 lo que el Juez disponga sobre ello, 
contando y depositando el dinero y efectos públicos en su caso). También 
se cerró y sobrellavó del mismo modo el granero que hay en la propia 
casa, en el que existe algún trigo y cebada. Acto continuo el Sr. Juez se 
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trasladó á la cochera y cuadra de la misma casa, donde se encontró lo 
siguiente: (Se formará inventario de las cab:illerias, carruajes, guarni-
ciones y demás que se encuentre de la propiedad del difunto, que no pue-
da guardarse en lugar cerrado y sellado.) De cuyas caballerías y efectos 
nombró el Sr. Juez depositarip provisionalmente al cochero N., el cual, 
hallándose presente, aceptó el cargo, obligándose á responder de todo 
ello y á cuidar las caballerías y demás efectos en la misma forma que ve-
nía haciéndolo por encargo del difunto. Y no habiendo otras medidas ur-
gentes que adoptar, el Sr. Juez dió por terminada esta diligencia, en la 
cual se han invertido tantas horas, y la firma con los concurrentes, de 
todo lo cual doy fé.—(Afedza firma del Juez y entera de los demás.) 
Diligencia.--Acredito por la presente, de orden del Sr. Juez, no ha-
ber sido necesario adoptar disposición alguna para el enterramiento del 
cadáver de D. Francisco Gómez, por haberse encargado de ello su ami-
go N. y su criado de confianza José Tafalla. Y para que. conste lo acre-
dito por la presente (lugar y fecha).—(Media firma del actuario.) 
Providencia. —Juez Sr. N.—(Lugar y fecha.) 
Librese exhorto al Sr. Juez de primera instancia de Burgos para que 
se sirva disponer se dé aviso del fallecimiento de D. Francisco Gómez á 
su hermano D. Juan Gómez que, según parece, reside en dicha ciudad, 
calle de tal, número tantos, haciéndole saber al mismo tiempo que por 
este Juzgado se han adoptado las medidas más indispensables para la se-
guridad de los bienes, y que se seguirá adelante en el juicio de abintes-
tato mientras no comparezca por si ó por medio de apoderado con los 
documentos necesarios para justificar su parentesco con el finado: dirí-
jase la' oportuna comunicación al Sr. Juez municipal de esta villa, recla-
mándole el certificado de defunción del D. Francisco Gómez: líbrese coin-
pulsorio á los Notarios de esta localidad para que pongan testimonio en 
papel de oficio, y lo pasen a este Juzgado, de cualquiera disposición tes-
tamentaria que hubiese otorgado ante ellos el referido D. Francisco Gó-
mez, 6 fe negativa en su caso: oficiese al Sr. Administrador de correos 
de esta villa para que disponga se entregue á este Juzgado la correspon-
dencia que venga dirigida a dicho finado, poniéndose nota del número 
de cartas que diariamente se reciban, y hecho todo, dése cuenta. Lo 
mandó, etc. 
Notas de haberse librado el exhorto, compulsorio y oficios mandados 
en la providencia que precede. 
Escrito compareciendo el pariente.— Al Sr. Juez de...—D. Pedro Pé-
rez, procurador de este Juzgado, á nombre de D. Juan Gómez, vecino de 
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Burgos, cuya representación acredito con el poder que acompaño, en los 
autos de prevención del abintestato de su hermano D. Francisco Gó-
mez, como mejor proceda parezco y digo: Que mi representado ha te-
ni do noticia del fallecimiento de su referido hermano por el aviso que se 
le ha dado de orden de este Juzgado, habiéndosele hecho saber al propio 
tiempo que por el mismo se han adoptado las medidas más indispensa-
bles para la seguridad de los bienes. Que mi representado es hermano 
carnal del finado D. Francisco Gómez, lo acredito con las partidas de 
bautismo de ambos que acompaño. Existe, pues, un pariente dentro del 
cuarto grado del finado, y como en este caso no debe prevenirse el juicio 
de abintestato, según lo que ordena el art. 960 de la ley de Enjuicia-
miento civil, á fin de evitar los gastos consiguientes, comparezco á nom-
bre de dicho pariente, y 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con los 
documentos que se acompañan, y á mi por parte en representación de 
D. Juan Gómez, se sirva sobreseer en las diligencias preventivas del abin-
testato (le D. Francisco Gámez, cesando la intervención judicial y man-
dando se me haga entrega en dicha representación de los bienes y efec-
tos pertenecientes al difunto, puesto que para ello me autoriza el poder 
presentado, conforme á lo prevenido en el párrafo 2." del art. 964 de la 
ley antes citada, como es de justicia que pido.—(Lugar, fecha y firma 
del interesado, 6 de su procurador y abogado.) 
Providencia.—Por presentado el anterior escrito con los documentos 
que se acompañan, uniéndolos á los autos de su referencia: se tiene por 
parte á D. Pedro Pérez á nombre de D. Juan Gómez, y (en su caso) 
luego que se reciba el certificado de defunción y el testimonio pedido á 
los Notarios de esta villa sobre la existencia de testamento del finado, 
tráiganse los autos a la vista para acordar lo que corresponda. Lo man-
dó, etc. 
Notificación á la parte ó su procurador en la forma ordinaria. 
Auto para que cese la intervención judicial.—Juez Sr. N. 
Resultando que por haber fallecido en esta villa el dia 40 de los co-
rrientes D. Francisco Gómez, vecino de la misma, sin que constase la 
existencia de disposición testamentaria, y sin haber dejado en esta loca-
lidad descendientes, ascendientes, ni colaterales dentro del cuarto grado, 
ni cónyuge sobreviviente, ni tenerse noticia de otro pariente que la de 
un hermano llamado D. Juan residente en Burgos, se procedió á la pre-
vención del abintestato, practicándose en el mismo dia las diligencias más 
indispensables para poner en seguridad los bienes susceptibles de sustrac-
ción ú ocultación: 
Resultando que á consecuencia del aviso del fallecimiento de dicho 
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individuo, que por acuerdo de este Juzgado se ha dado á su hermano Don 
Juan Gómez, ha comparecido a nombre de éste el procurador D. Pedro 
Pérez, con poder bastante, solicitando se sobresea en estas actuaciones, 
cesando la intervención judicial y que se le haga entrega de los bienes y 
efectos pertenecientes al difunto: 
Resultando cumplidamente justificado con los documentos presenta-
dos que el reclamante D. Juan Gómez es hermano carnal del finado Don 
Francisco, de cuyo abintestato se trata, sin que hasta ahora conste le 
existencia de disposición testamentaria: 
Considerando que en cumplimiento de lo que ordena el art. 964 de la 
ley de Enjuiciamiento civil, procede hacer la entrega de los bienes y efec-
tos pertenecientes al difunto al legítimo representante de su hermano 
D. Juan, Cesando la intervención judicial, mediante á que no consta la 
existencia de disposición testamentaria, ni la de otros parientes que pue-
dan estar ausentes ó ser menores ó incapacitados; 
Accediendo a lo solicitado en el escrito que precede, se sobresee en 
estas actuaciones, cesando la intervención judicial en el abintestato de 
D. Francisco Gómez, y bagase entrega á su hermano D. Juan Gómez, y 
en su representación al procurador D. Pedro Pérez, de todos los bienes y 
efectos pertenecientes al difunto intervenidos por el Juzgado, para lo cual 
se da comisión al actuario. (Cuando por presumirse la existencia de otros 
parientes, ó por otro motivo lo crea conveniente el Juez, podrá mandar 
que se haga bajo inventario la entrega de los bienes contenidos en las ha-
bitaciones cerradas y selladas). Lo mandó y firma el Sr. D. N., Juez de 
primera instancia (0 municipal) de esta villa y su partido, en (lugar y fe-
cha) de que doy fe.—(Firma entera del Juez y del actuario.) 
Notificación al procurador en la forma ordinaria. 
Diligencia de entrega de los bienes. —En la misma villa y dia, para dar 
cumplimiento á lo mandado en el auto que precede, el Sr. Juez, con mi 
asistencia, la del alguacil y la de D. Pedro Pérez, se constituyó en la casa 
de la calle de..., núm..., donde falleció D. Francisco Gómez, y reconoci-
dos los sellos que se colocaron en tales habitaciones, se encontraron sin 
fractura ni otra señal de violencia. Rotos dichos sellos de orden del señor 
Juez, y abiertas las puertas con las llaves que éste conservaba, se encon-
tró todo en la misma disposición que lo dejó el Juzgado. Y habiendo ma-
nifestado D. Pedro Pérez que se hacia cargo de los bienes y efectos allí 
guardados, sin necesidad de otra formalidad, el Sr. Juez dispuso que se 
tuviera por hecha la entrega, quedando todo con las llaves de las habita-
ciones á disposición del referido Sr. Pérez bajo su responsabilidad, y dió 
por terminada esta diligencia que firma el Sr. Juez con los concurrentes, 
de todo lo cual doy fe.—(Media firma del Juez y entera de los demás.) 
Cuando el Juez hubiere mandado que se haga la entrega bajo inven- 
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tario, 6 así lo solicite la parte interesada, la diligencia anterior se limitará 
á dejar consignado que se levantaron los sellos y se abrieron las puertas 
sin novedad, retirándose luego el Juez para que el actuario, con asisten-
cia de la parte interesada, forme el inventario y le haga entrega de los 
bienes según se vayan describiendo. 
Continuación de las diligencias preventivas.—Practicadas las prove-
nidas en el art. 959 para la seguridad de los bienes, papeles y efectos que 
sean susceptibles de sustracción ú ocultación, si hay necesidad de conti-
nuarlas por no haberse presentado 6 no existir parientes dentro del cuarto 
grado, ni cónyuge sobreviviente, ó por ser alguno de ellos menor 6 inca-
pacitado y no estar representado por su padre 6 madre, se dictará provi 
dencia acordando, además de reclamar el certificado de defunción y tes'.i-
monios de los Notarios de la localidad sobre la existencia de testamento, 
caso de no haberlo acordado anteriormente, lo que sigue: 
Providencia.—Juez Sr. N.—(Lugar y fecha.) 
Sin perjuicio de lo que pueda resultar del testimonio pedido á los No-
tarios de esta villa, recihase la información que previene el art 965 de la 
ley de Enjuiciamiento civil, citándose por el alguacil á los parientes, 
amigos ó vecinos del difunto D. Francisco Gómez que puedan dar noti-
cia acerca de si ha hecho testamento y de los parientes que tenga, y fie-
cho dése cuenta. Lo mando, etc. 
Información.—Testigo, D. Juan Ruiz.—En la misma villa y dia, 
ante el Sr. Juez de primera instancia (6 municipal), compareció D. Juan 
Ruiz, de edad de cuarenta años, casado, propietario, de esta vecindad, á 
quien dicho Sr. Juez recibió juramento, que presto en debida forma, y 
preguntado por los particulares que determina el art. 965 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, dijo: Que trató con amistad y confianza al hoy di-
funto D. Francisco Gómez, por cuya razón sabe que era viudo sin hilos, 
y le oyó decir repetidas veces que no tenia más parientes que u n hernia-
no llamado Juan, residente en Burgos, de donde ambos eran naturales 
(6 que no tenia parientes de ninguna clase, ó lo que sea); que también le 
oyó decir varias veces que pensaba en hacer testamento, pero no tiene 
noticia de que lo realizara, por lo cual cree el testigo que dicho señor lia 
muerto abintestato. Y que lo dicho es la verdad bajo el juramento pres-
tado; leida esta declaración, se afirmó y ratificó en ella, y firma con el 
Sr. Juez, de que doy fe.—(ózedia firma del Juez y entera del testigo y  del 
 actuario.) 
En esta forma se examinarán dos 6 tres testigos de los que hubiesen 
sido amigos 6 vecinos del difunto. Si de la información y demás actua- 
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clones resultan parientes dentro del cuarto grado o herederos testamen-
tarios, se acordará que se les dé aviso del fallecimiento, continuando las 
diligencias preventivas para la seguridad de los bienes hasta que compa-
rezcan en forma. Si resulta haber fallecido sin testamento y sin parientes 
dentro del cuarto grado, se dictará el siguiente 
Auto.—En (lugar y fecluc). —El Sr. D. N., Juez de primera instancia 
(ó municipal) de esta villa, en vista de estos autos, y 
Resultando que en el día lo de los corrientes se procedió por este Juz-
gado á practicar las diligencias necesarias para poner en seguridad los 
bienes y efectos susceptibles de ocultación 6 sustracción, que pertenecían 
A D. Francisco Gómez, por haber éste fallecido en el mismo dia en esta 
villa sin tenerse noticia de disposición testamentaria y sin que hubiere 
dejado descendientes, ascendientes ni colaterales dentro del cuarto grado, 
ni cónyuge sobreviviente con representación legitima en esta localidad: 
Resultando justificadas también estas circunstancias por la informa-
ción que precede, de la cual aparece confirmado que el D. Francisco Gó-
mez ha muerto abintestato y sin que tenga parientes ó herederos de las 
clases antes expresadas: 
Considerando que procede en este caso la continuación de la interven-
ción judicial en el abintestato, conforme á lo prevenido en el art. 966 de 
la ley de Enjuiciamiento civil; 
Dicho Sr. Juez, por ante mí el Escribano, acordó y dijo: Continúese en 
la prevención de este abintestato por los trámites correspondientes; se 
nombra albacea del difunto D. Francisco Gómez á D. Juan Ruiz, á quien 
se haga saber para su aceptación, y para que desde luego se encargue de 
disponer el entierro (si no estuviere hecho), las exequias y todo lo demás 
propio de este cargo con arreglo á las leyes y á la posición social y cau-
dal del difunto; procédase á ocupar los libros, papeles y correspondencia 
de dicho finado, á cuyo fin, y para levantar los sellos se constituirá el 
Juzgado en el local donde aquéllos están guardados: practiquese en de-
bida forma el inventario y depósito de los bienes, á cuyo fin se nombra 
por administrador depositario á D. Jesús Alonso, á quien se haga saber 
para su aceptación y juramento, y que dentro de tercero dia preste fianza 
para responder de dicho cargo hasta en cantidad de... por ahora y sin 
perjuicio: para la formación de dicho inventario se da comisión al pre-
sente actuario, el cual dará principio al acto tan pronto como el deposi-
tario se halle en posesión de su cargo; y hecho todo, se acordará lo demás 
que corresponda. Lo mandó y firma dicho Sr. Juez, de que doy fe.—
(Firma entera del Juez y del actuario.) 
Notificación, aceptación y juramento del albacea dativo, y del admi-
nistrador depositario en la forma ordinaria. 
Cuando el Juez de primera instancia competente para conocer del ab- 
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intestato sea quien dicte el auto anterior, deberá mandar en él que se for-
me la pieza separada de administración con testimonio de dicho auto en la 
parte que se refiere al nombramiento de depositario administrador de los 
bienes, y de su aceptación y juramento, y en esa pieza se actuará todo 
lo relativo á la prestación de fianza hasta poner al administrador en po-
sesión del cargo, cuya posesión se acreditará por diligencia en la pieza 
principal para proceder la formación del inventario. Pero cuando en-
tienda en estas diligencias preventivas cualquiera de los otros Jueces que 
puede conocer de ellas para remitirlas al de primera instancia competen-
te, á continuación de las mismas, se actuará lo relativo á la fianza y lo 
demás acordado. 
Prestada la fianza por el administrador, se dictará la siguiente 
Providencia.— Se admite la fianza prestada por D. Jesús Alonso para 
el cargo de depositario administrador de este abintestato, y llévese á 
efecto lo mandado en auto de tal fecha, constituyéndose el Juzgado en 
la casa mortuoria para abrir las puertas sobrellavadas y selladas, ocupar 
los libros y papeles del difunto, contar el dinero y trasladarlo con la se-
guridad conveniente á la Caja de Depósitos (6 Tesoreria de Hacienda pú-
blica, y si no la hubiere en el pueblo, el Juez dispondrá la forma en que 
ha de guardarse interinamente), donde quedará depositado, recogiéndose 
el oportuno resguardo que conservará el administrador después de testi-
moniado en los autos: procédase acto continuo por el actuario á la for-
mación del inventario: hágase saber á dicho administrador que compa-
rezca en el Juzgado mañana á las once para abrir la correspondencia re-
cibida, verificándolo en lo sucesivo con igual objeto, en los días (los que 
el Juez señale); y hecho todo dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación al depositario administrador en la forma ordinaria. 
Diligencia de ocupación de papeles y depósito del dinero. — En la 
misma villa y dia, el Sr. Juez, con mi asistencia, la del administrador de 
los bienes y la de los alguaciles (y convendrá también que asistan los tes-
tigos que presenciaron el acto de cerrar las habitaciones, si los hubo), se 
constituyó en la casa mortuoria de D. Francisco Gómez, y después de 
haber reconocido que los sellos se hallan en el mismo estado en que los 
dejó el Juzgado, se alzaron éstos, y abierta la puerta de la habitación en 
que se dejaron cerrados los muebles, tampoco se observó novedad alguna 
notable. En seguida el Sr. Juez abrió la papelera en que quedaron ence-
rrados los libros y papeles del difunto, y se encontró un libro de cuentas 
compuesto de 200 hojas, muchas de ellas en blanco, habiendo sido rubri-
cadas en el acto por el Sr. Juez y el infrascrito escribano las que se ha-
llan escritas: examinadas las cuentas y demás asientos que contiene este 
libro, no se encontró cosa alguna que requiera medida urgente. También 
r 
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fueron examinados los demás papeles y cartas que se encontraron, y sólo 
se hallo un pagaré á favor del difunto librado por N. en tal fecha, de 
tanta cantidad, cuyo plazo vence en tal día, y varios títulos de pertenen-
cia de las fincas, de todo lo cual se formará á su tiempo inventario por 
separado para entregarlo al depositario. También se recogió y contó el 
dinero, y resultó haber tanta cantidad, que formará la primera partida 
del inventario, y acto continuo fué trasladado á la Caja de Depósitos (ó 
Tesorería de Hacienda pública) con el testimonio y oficio para su admisión. 
l' quedando con esto cumplido lo mandado sobre el particular, el Sr. Juez 
dió por terminada esta diligencia, entregando al infrascrito escribano las 
llaves de los cofres y demás muebles, para la formación del inventario, 
y previniendo que hasta que éste quede concluido, tenga una llave de la 
puerta el administrador y la otra el actuario, y firma con los concurren-
tes, de todo lo cual doy fe.—(Media firma del Juez y entera de los 
demás.) 
Délibencia de la apertura de la correspondencia.—En la misma villa 
y dia tantos, habiendo comparecido ante el Sr. Juez el administrador del 
abintestato 1) Jesús Alonso, se procedió á abrir las tantas cartas que de 
las notas puestas en autos resulta haberse recibido, y después de exami-
nadas por el Sr. Juez, se vió que sólo una de ellas fechada en tal parte á 
tantos do tal mes y año, firmada por N., hablaba del cumplimiento de un 
contrato sobre venta de granos; y por ser interesante al caudal dispuso 
el Sr. Juez que se entregue al administrador quedando nota de ella en los 
autos, y las demás en poder del actuario para darles en su día el destino 
correspondiente. Y para que conste extiendo la presente que firman el 
Sr. Juez y administrador, de que doy fe.—(Media firma del Juez y entera 
de los demás.) 
Los inventarios se formalizarán del modo que podrá verse en losJor-
mularios del titulo siguiente. 
Cuando las diligencias preventivas que preceden hayan sido practica-
das por el Juez municipal ó el de primera instancia del lugar del falleci-
miento ó donde existan bienes que deban ponerse en seguridad, luego 
que lleguen á este estado se dictará providencia mandando remitirlas 
por conducto seguro al Juez de primera instancia del domicilio del fina-
do, á quien corresponde conocer del juicio, con los libros y demás efec-
tos que puedan transportarse, y dejando á su disposición los demás bie-
nes, haciéndolo saber al depositario á los efectos consiguientes. 
l.a remesa se hará con oficio en el que se expresará todo lo que se 
acompaña, y el Secretario pondrá en su libro de conocimientos la 
 corres- 
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pondiente nota, firmando el recibo la persona encargada de la traslación 
cuando no pueda verificarse por el correo. 
El Juez de primera instancia del domicilio, luego que reciba dichas 
diligencias, acusará el recibo, mandará unirlas á las que esté practicando 
y dictará las providencias que en su caso estime oportunas para recti-
ficar cualquiera falta que en ellas se hubiese cometido. 
Luego que las actuaciones lleguen á este estado, se dictará la si-
guiente 
Providencia.—Juez Sr. N.—(Lugar y fecha.) 
Hágase saber al Ministerio fiscal la prevención de este abintestato en-
terándole del estado de las actuaciones y teniéndole por parte en ellas y 
en las piezas separadas que se formen, sin perjuicio (en su caso) de con-
tinuar en las mismas la formación del inventario: con testimonio de lo 
conducente fórmese la pieza separada que previene el art. 977 de la ley 
de Enjuiciamiento civil para hacer en ella la declaración de herederos 
abintestato, y dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación al Fiscal municipal en la forma ordinaria. 
Nota de haberse formado la pieza separada. 
I1.—Prevención del abintestato á instancia de parte. 
Pueden ser parte legítima en los juicios de abintestato los parientes 
más próximos del finado que se crean con derecho á la herencia, el cón-
yuge sobreviviente, y los acreedores que justifiquen cumplidamente su 
crédito con un título escrito, y no lo tengan asegurado con hipoteca ti 
otra garantía. Cuando el Juez haya prevenido de oficio el abintestato, 
cualquiera de los antedichos podrá mostrarse parte justificando su dere-
cho á serlo en los mismos autos, ó en pieza separada si por ello pudieran 
interrumpirse la práctica de las diligencias preventivas, y si se le tiene 
por parte, se entenderán con él todas las actuaciones. Y cuando el Juez 
no haya procedido de oficio, podrá solicitar la prevención del juicio cual-
quiera de ellos, presentando el siguiente 
Escrito solicitando la prevención del abintestato.—Al Juzgado de 
primera instancia.—D. Pedro Pérez, a nombre de D. Juan Gómez, pro-
pietario y vecino de..., cuya representación acredito con el poder que 
acompaño, ante el Juzgado parezco y digo: Que el dia 40 de los corrien-
tes falleció en esta villa, en la casa de su domicilio, D. Francisco Gómez, 
casado que era con Doña Ana Gil, sin haber hecho testamento, y sin hi-
jos ni descendientes legítimos, como resulta del certificado de defunción 
t,ue acompaño. Por haber quedado cónyuge sobreviviente que vivía en 
compañía del finado no ha podido el Juzgado proceder á la prevención 
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del abintestato; pero me interesa solicitarla, y tengo derecho para ello 
por ser mi representado hermano carnal del difunto D. Francisco Gómez 
y creerse con derecho á su herencia. 
El parentesco de mi representado con el finado se . justifica con las 
partidas de bautismo de ambos, que acompaño, de las que aparece que 
son hermanos de doble vinculo. Ofrezco además justificar con informa-
ción de testigos que el D. Francisco Gómez no ha dejado descendientes 
ni ascendientes, ni otros colaterales más que dos sobrinos hijos de su 
hermano Pedro, hoy difunto, llamados Francisco y Antonia Gómez y 
Ruiz, los cuales por ser menores de edad están bajo la patria potestad de 
su madre viuda Doña Josefa Ruiz, la cual reside en Burgos, calle de..., 
núm... Y como á falta de descendientes y ascendientes corresponde la 
herencia intestada á los-hermanos de doble vínculo y á los sobrinos hi-
jos de hermanos, según los artículos 947 y 948 del Código civil, es indu-
dable que mi representado tiene derecho á la herencia de su difunto her-
mano, y por consiguiente, es parte legítima para solicitar la prevención 
del juicio de abintestato , como comprendido en el nú m . 4.° del art. 973 
de la ley de Enjuiciamiento civil. 
Para justificar que el D. Francisco Gómez ha fallecido abintestato, 
presento la certificación de la Dirección general de los Registros civil y 
del Notariado que previene el Real decreto de 44 de Noviembre de 1885, 
de la cual aparece que en el Registro general de últimas voluntades no 
consta la existencia de disposición testamentaria de aquél. Además ofrez-
co también información de testigos sobre este extremo. 
Llenados así los requisitos que exige el art. 974 de la ley antes citada, 
y por ser este Juzgado el competente para conocer del juicio de abintes-
tato de que se trata, según la regla 5.a del art. 63 de la misma ley, 
puesto que en esta villa tuvo el finado su último domicilio, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con los 
documentos que se acompañan, y á mi por parte en representación de Don 
Juan Gómez, en cuyo nombre lo ratificaré por haberme autorizado para 
ello especialmente en el poder, se sirva tener á dicho D. Juan Gómez por 
parte legítima para pedirla prevención del juicio de abintestato de su di-
funto hermano D. Francisco, y en su virtud, acordar la prevención de di-
cho juicio mandando practicar las diligencias prevenidas en los arts. 964 
y 966 de la ley antes citada, como es de justicia que pido.—(Lugar, fe-
cha y firma del letrado y procurador.) 
Providencia.—Juez Sr. N.—(Lugar y fecha.) 
Por presentado el anterior escrito con los documentos que se acorn-
pañan, y en virtud del poder se tiene por parte al procurador D. Pedro 
Pérez en nombre de D. Juan Gómez; ratifiquese en dicho escrito, y hecho 
 • 
se proveerá. Lo mandó, etc. 
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Notificación al procurador en la forma ordinaria. 
Ratificación del interesado en el anterior escrito bajo juramento. Po-
drá hacerla el procurador si para ello se le autoriza expresamente en el 
poder. 
Providencia.—Con citación del Ministerio fiscal recíbase la informa-
ción que se ofrece en el anterior escrito, y practicada, tráiganse los au-
tos á la vista para la resolución que proceda. Lo mandó, etc. 
Notificación al procurador en la forma ordinaria. 
Otra y citación por medio de cédula al fiscal municipal. 
Recibida la información de testigos, para la cual podra.servir de mo-
delo la formulada anteriormente, si resulta justificado el fallecimiento sin 
testar de la persona de cuya sucesión se trate, y que el actor es parte le-
gítima para promover el juicio, se dictará el siguiente 
Auto. —En (lugar y fecha), el Sr. D. N., Juez de primera instancia de 
la misma y su partido, en vista de estos autos, y 
Resultando que D. Francisco Gómez, casado que era con Doña Ana 
Gil, falleció el día 10 de los corrientes en esta villa donde tenía su do-
micilio, sin descendientes ni ascendientes y sin que se tenga noticia de 
que hubiese otorgado testamento, apareciendo de la certificación librada 
con referencia al Registro de últimas voluntades que no consta la exis-
tencia de disposición testamentaria del mismo: 
Resultando que el actor D. Juan Gómez es hermano de doble vínculo 
del difunto D. Francisco Gómez, y que existen además dos sobrinos car-
nales, hijos de su hermano Pedro, llamados Francisco y Antonia Gómez 
y Ruiz, constituidos por ser menores de edad, no emancipados, bajo la 
patria potestad de su madre viuda Doña Josefa Ruiz, la cual reside en 
tal parte: 
Resultando que por haber quedado cónyuge sobreviviente que vivía 
en compailía del finado, no se ha prevenido de oficio el juicio de abin-
testato: 
Considerando que a falta de descendientes y ascendientes corresponde 
la sucesión intestada á los hermanos é hijos de hermano de doble víncu-
lo, según los artículos 917 y 918 del Código civil, y siendo el actor Don 
Juan Gómez hermano carnal del difunto D. Francisco, es evidente que 
tiene derecho para pedir como parte legitima la prevención del abintes-
tato de dicho su hermano, por estar comprendido en el núm. 4.° del ar-
ticulo 973 de la ley de Enjuiciamiento civil: 
Considerando que este Juzgado es el competente para conocer de di-
elio juicio, según la regla 5.a del art. 63 de dicha ley, y que habiéndose 
practicado con citación del Ministerio fiscal la información ofrecida por 
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el actor, se han llenado los requisitos legales para su validez y eficacia: 
Visto además lo que ordena el art. 9'75 de la ley antes citada, su se-
ñoría por ante mí el escribano, dijo: 	 • 
Se tiene por parte legitima para promover el juicio de abintestato de  . 
D. Francisco Gómez á su hermano D. Juan, y en nombre de éste al Pro-
curador D. Pedro Pérez: procédase a practicar las diligencias necesarias 
para poner en seguridad los bienes y efectos que sean susceptibles de 
ocultación ó sustracción, constituyéndose para ello el Juzgado en la casa 
mortuoria ó donde sea necesario: se nombra á D. Juan Ruiz albacea da-
tivo para que de acuerdo con la señora viuda disponga el funeral y todo 
lo demás propio de ese cargo con arreglo á las leyes: ocúpense por el 
Juzgado los libros, papeles y correspondencia del difunto, extendiéndose 
de ello la oportuna diligencia: procédase también á inventariar y deposi-
tar los bienes, para lo cual se da comisión a! presente actuario, y se nom-
bra para el cargo de depositario administrador de los mismos á la viuda 
Doña Ana Gil con relevación de fianza en razón á que tiene bienes propios 
suficientes para responder de los que no le pertenezcan (ó fijando la canti-
dad que el Juez estime necesaria por razón de fianza), haciéndole saber 
dicho nombramiento para que acepte y jure el cargo; y entérese de la 
prevención de este juicio á Doha Antonia Ruiz en representación de sus 
hijos menores D. N. y N. por si le conviene hacer uso de su derecho, li-
brándose para ello el correspondiente exhorto al Juzgado de primera ins-
tancia de... Y por este su auto así lo proveyó, mandó y firma dicho señor 
Juez, de que doy fe.—(Firma entera del Juez y del actuario.) 
Notificación al Procurador y al Fiscal en la forma ordinaria. 
Para las diligencias que han de llevarse á efecto en cumplimiento del 
auto que precede, podrán servir de modelo las formuladas anteriormente 
para la prevención de oficio. 
Téngase presente que cuando se solicite la prevención del juicio de 
abintestato después de treinta días de haber fallecido el causante de la 
herencia, ha de limitarse el aut o- anterior á mandar que se ocupen los li-
bros, papeles y correspondencia del finado y á que se practique el inven-
tario y depósito de los bienes (párrafo ultimo del art. 975), sin que en tal 
caso se pueda sellar ni sobrellavar puertas. Si la viuda no diese en su caso 
la fianza que se le exija, ó careciese de capacidad legal para administrar, 
se nombrará otro depositario administrador con fianza, de elección del 
Juez y bajo su responsabilidad (art. 976). 
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SECCIÓN II. 
DECLARAC16N DE HEREDEROS ABINTESTATO. 
Cuando se haya prevenido el juicio de abintestato, en él ha de hacer-
se la declaración'de herederos, en pieza separada formada á este fin, como 
ya se ha dicho Pero cuando no se haya prevenido dicho juicio, puede 
solicitarse y hacerse sin necesidad de incoarlo la declaración de herede-
ros, para que éstos puedan hacer valer su derecho, del modo siguiente: 
DESCENDIENTES.—Escrito solicitando éstos la declaración de herede-
ros abintestato.—Al Sr. Juez de primera instancia.—D. Juan, D. Pedro y 
D. Antonio Gómez y Gil, mayores de edad, y domiciliados en esta villa, 
según las cédulas personales que exhiben, ante el Juzgado parecemos 
y decimos: Que nuestro padre D. Francisco Gómez falleció en esta villa 
el día 40 de los corrientes, como resulta del certificado de defunción que 
acompañamos, sin haber hecho disposición testamentaria. Esta circuns-
tancia,además de que se justificará con la información testifical que ofre-
cemos, resulta de la certificación que se acompaña, expedida por la Di-
rección general de los Registros civil y Notariado con referencia al re-
gistro de últimas voluntades. 
Conforme al art. 934 del Código civil, la sucesión intestada corres-
ponde en primer lugar á los hijos legítimos y sus descendientes. En este 
caso se hallan los tres comparecientes, pues son hijos legítimos del fina-
do D. Francisco Gómez habidos en su Matrimonio con Doña Ana Gil, 
según se justifica con las partidas de bautismo que también se acompa-
ñan. Y como el finado no ha dejado otros hijos ni descendientes legíti-
mos (6 se expresará los que hubiere dejado), como también se justificará 
con información de testigos, a los tres comparecientes (ó los que sean) 
corresponde la herencia intestada de dicho señor por partes iguales. 
Por tanto, y á fin de poder acreditar nuestro derecho donde nos con-
venga, 
Suplicamos al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con 
los documentos que se acompañan, se sirva recibir la información ofre-
cida, practicándola con citación del Ministerio fiscal, y en vista de todo 
declararnos herederos abintestato de nuestro padre D. Francisco Gómez, 
mandando se nos facilite el oportuno testimonio de esta declaración para 
el uso de nuestro derecho, como es de justicia que pedimos. (Lugar, fe-
cha y firma de los interesados: no necesitan valerse de abogado ni de 
 pro-
curador, aunque pueden hacerlo.) 
Repartido el escrito y puesta la nota de las cédulas personales, se dic-
lard la siguiente 
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Providencia.—Por presentado el anterior escrito con los documentos 
que se acompañan: recíbase la información ofrecida con citación del Mi-
nisterio fiscal, y hecho dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación á los interesados en la forma ordinaria. 
Otra y citación al Fiscal municipal por medio de cédula. 
Información.—Podrá servir de modelo la formulada anteriormente, 
consignándose en las declaraciones lo que digan los testigos sobre haber 
fallecido sin testar la persona de cuya sucesión se trate, y quiénes sean 
los hijos ó descendientes legítimos que hubiere dejado, con la razón de 
ciencia de sus dichos. Recibida la información se dictará la siguiente 
Providencia.—Comuniquese este expediente al Ministerio fiscal para 
que dé su dictamen dentro de seis días. Lo mandó, etc. 
Notificación l los interesados y al Fiscal en la forma ordinaria. 
Dictamen fiscal. —El Fiscal municipal dice: Que ha examinado este 
expediente, y de él resulta debidamente justificado el fallecimiento ab-
intestato de D. Francisco Gómez, y que son hijos legítimos del mismo 
D. N., N. y N., sin que haya dejado otros descendientes, por lo cual les 
corresponde conforme á la ley la herencia intestada de aquél. Por tanto, 
y por haberse llenado en la sustanciación del expediente los requisitos le-
gales, es de parecer el Fiscal que procede declararlos herederos abintestato 
del D. Francisco Gómez. El Juzgado no obstante acordará lo que estime 
más conforme á derecho.—(Lugar, fecha y firma del Fiscal.) 
Si el Fiscal encontrase incompleta la justificación, lo expondrá en su 
dictamen con las razones en que se funde, y de él se dará vista á los in-
teresados para que subsanen la falta, ampliando la información, ó pidan 
lo que crean procedente. También podrá pedir el Fiscal el cotejo de algún 
documento, en cuyo caso será indispensable verificarlo. Hecho todo, sin 
más trámites, se dictará el siguiente 
Auto.—En... (lugar y fecha).—El Sr. D. N., Juez de primera instan-
cia de esta villa y su partido, vistos estos autos: 
Resultando que D. Francisco Gómez, natural de Burgos, casado con 
Doña Ana Gil, con domicilio en esta villa, falleció en la misma el día 40 
de Agosto último sin haber otorgado testamento y dejando de su citado 
matrimonio tres hijos llamados N., N. y N., que le han sobrevivido, sin 
tener otros descendientes legítimos: 
Resultando que dichos tres hijos acudieron á este Juzgado con fecha 
4 del corriente exponiendo el fallecimiento intestado de su padre y ser 
ellos tres sus únicos herederos legítimos, acompañando las partidas sacra-
mentales y del Registro civil que justifican su parentesco con el finado y 
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el fallecimiento de éste, y otra certificación de la Dirección de los Regis-
tros civil y del Notariado para hacer constar que en el Registro general 
de últimas voluntades no consta la existencia de disposición alguna del 
D. Francisco Gómez, por lo cual concluyeron solicitando se les declare 
herederos abintestato del mismo: 
Resultando que recibida, con citación del Ministerio fiscal, la informa-
ción ofrecida sobre dichos extremos, se comunicó al mismo el expediente 
y ha emitido su dictamen en sentido favorable á dicha declaración: 
Considerando que la sucesión intestada corresponde en primer lugar 
I los hijos legítimos, según el art. 934 del Código civil: 
Considerando que conforme á esta disposición legal, la herencia de 
D. Francisco Gómez corresponde á sus tres hijos N., N. y N. por haber 
fallecido sin disposición testamentaria, y procede, por tanto, hacer a fa-
vor de los mismos la declaración de herederos abintestato que han soli-
citado: 
Visto lo que ordena el art. 984 de la ley de Enjuiciamiento civil, su 
señoría por ante mi el Escribano, dijo: Que debía declarar y declaraba 
herederos abintestato de D. Francisco Gómez á sus hijos legítimos Don 
Juan, D. Pedro y D. Antonio Gómez y Gil, mandando se les facilite tes-
timonio de esta declaración para el uso de su derecho. Y por este su auto 
así lo proveyó, mandó y firma dicho Sr. Juez, de que doy fe.—(Firma 
entera del Juez y del actuario.) 
Notificación á los interesados y al Fiscal en la forma ordinaria. 
Diligencia de haber librado el testimonio y de haberlo entregado á 
los interesados. 
ASCENDIENTES. —Los formularios que preceden servirán de modelo 
para la declaración de herederos abintestato á favor de los ascendientes; 
pero teniendo presente que cuando de la certificación de nacimiento del 
finado resulte haber fallecido antes de llegar á la edad legal de poder 
testar, cuya edad ha fijado el Código civil, art. 663, en los catorce años 
para uno y otro sexo, no es necesaria la información de testigos para 
justificar que el causante de la herencia ha muerto intestado, y tampoco 
la relativa á ser los reclamantes sus únicos herederos, cuando sean am-
bos padres los que soliciten la declaración, ó si alguno de ellos hubiese 
fallecido, se justifique este hecho con el certificado de defunción. 
COLATERALES DENTRO DEI. CUARTO GRADO Y CONYUGE. —Para hacer á 
favor de éstos la declaración de herederos abintestato, también podrán 
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servir de modelo los formularios que preceden; pero teniendo presente 
que cuando no exceda de 2.000 pesetas el valor de los inmuebles y dere-
chos reales que correspondan á cada uno de los herederos 6 al mayor in-
teresado en la herencia, debe ampliarse la información á este extremo 
para evitar la publicación de edictos, que será indispensable en otro caso. 
Recibida la información testifical sobre el fallecimiento intestado y 
ser los reclamantes los parientes con mejor derecho á la herencia, como 
también en su caso sobre que no excede de 2.000 pesetas el valor de los 
inmuebles, se oirá al Ministerio fiscal, ysi éste no se opone, se hará sin 
más trámites la declaración de herederos abintestato. Pero si dicho Mi - 
nisterio encuentra motivos racionalmente fundados para creer que po-
drán existir otros parientes de igual ó mejor grado, ó así lo estima el 
Juez por el resultado de la información, debe éste mandar que se llame 
por edictos con término de treinta días, por lo menos, á los que se crean 
con igual mejor derecho; y lo mismo siempre que exceda de 2.000 pe-
setas el valor de los inmuebles, conforme á lo prevenido en el art. 984. 
Véanse más adelante los formularios de los edictos y la indicación de 
los sitios y periódicos en que han de publicarse. 
COLATERALES DEL QUINTO GRADO Y POSTERIORES. —Cuando no se hu- 
biere presentado ningún pariente dentro del cuarto grado ni el cónyuge 
sobreviviente á solicitar la declaración de herederos abintestato, como en 
este caso ha de prevenirse de oficio el juicio, y ha de formarse la pieza 
separada para la declaración de herederos, formada esta pieza del modo 
que se ha dicho anteriormente, se dictará en ella la siguiente 
Providencia.—Publíquense edictos anunciando la muerte intestada 
de D. Francisco Gómez y llamando á los que se crean con derecho á su 
herencia, para que dentro de treinta días (6 el término que el Juez es-
time si se presume que habrá parientes fuera de la Península) comparez-
can en este Juzgado á reclamarla, (y en su caso) haciéndose también ex-
presión de los nombres y grado de parentesco de los que ya se han pre-
sentado solicitando la herencia: fíjense dichos edictos en los sitios públi-
cos de este Juzgado y en los pueblos del fallecimiento y naturaleza del 
finado (si son distintos), é insértense en los periódicos oficiales de dichos 
pueblos (si los hubiere, y en la Gaceta de Madrid cuando el Juez lo crea 
conveniente), y transcurrido el plazo de los edictos, dése cuenta. Lo man-
dó, etc. . 
Notificación en la forma ordinaria al Fiscal y a los interesados que 
sean parte en el juicio. 
Edicto llamando á los que se crean con derecho á la herencia.—
D. N., Juez de primera instancia de esta villa y su partido; 
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Por el presente se anuncia la muerte sin testar de D. Francisco G6-
#mez y Ruiz, natural de Burgos, viudo sin hijos, de setenta años de edad, 
dijo de D. Ramón y de Doña Antonia, el cual falleció en esta villa, 
donde tenia su domicilio, el día 40 de Agosto último, y se llama á los 
que se crean con derecho á su herencia para que comparezcan en este 
Juzgado á reclamarla dentro del término de treinta días (6 el que se hu-
biere señalado), apercibidos que de no verificarlo les parará el perjuicio 
á que hubiere lugar. (Si se hubiere presentado ya algaín pariente, se ad-
vertirá así en el edicto, expresando el nombre y grado de parentesco.) 
Dado en... (lugar, fecha y firma entera del Tuez y del actuario). 
Diligencia de haberse fijado el anterior edicto en el sitio público de 
costumbre del lugar en que esté el Juzgado. 
Notas de haberse librado los exhortos, mandamientos y oficios nece-
sarios con copia del edicto para su publicación en los otros pueblos é in-
serción en los periódicos oficiales en que se haya mandado publicarlos. 
Nota de haber unido a los autos un ejemplar del periódico en que se 
haya insertado el edicto. 
Luego que transcurra el plazo del primer edicto, háyanse presen-
tado 6 no aspirantes á la herencia, dará cuenta el actuario, y se dictará 
providencia mandando fijar y publicar en los mismos sitios y periódicos 
nuevos edictos haciendo un segundo llamamiento por término de veinte 
días en la Peninsula y de treinta en Cuba y Puerto. Rico, con apercibi-
miento de lo que haya lugar, y haciendo expresión en su caso de los 
nombres y grado de parentesco de los que se hayan presentado recla-
mando la herencia. 
Escrito compareciendo un pariente.—Al Juzgado de primera instan-
cia.—D. Pedro Ruiz, á nombre de D. Juan Gómez y Serrano, según el 
poder que acompaño, en los autos de abintestato de D. Francisco Gómez, 
parezco y digo: Que mi representado es pariente en quinto grado civil del 
difunto D. Francisco Gómez, en razón á que éste y el padre de aquél eran 
primos hermanos. Asi aparece del árbol genealógico que acompaño, jus-
tificándose cumplidamente dicho parentesco con los certificados de las 
partidas de nacimiento y de matrimonio que también se acompañan. 
En tal concepto, y por la circunstancia de no haber dejado el difunto 
descendientes, ascendientes ni colaterales dentro del cuarto grado, ni cón-
yuge sobreviviente, corresponde á mi representado la herencia intestada 
de su pariente el D. Francisco Gómez, conforme al art. 954 del Código 
civil. Por tanto, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con los 
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documentos y árbol genealógico que se acompañan, y á mi por parte en 
nombre de D. Juan Gómez, se sirva declarar éste heredero abintestato 
del D. Francisco Gómez, con los demás pronunciamientos consiguientes 
para que se dejen á su disposición los bienes pertenecientes á esta heren-
cia, como es de justicia que pido.—(Lugar, „echa y firma del aboyada y 
procurador.) 
Providencia.—Por presentado con los documentos y árbol genea-
lógico que se acompañan, teniéndose por parte al Procurador D. Pedro 
Ruiz en nombre de D. Juan Gómez y Serrano; únase todo á la pieza co-
rrespondiente, y téngase presente á su tiempo. Lo mandó, etc. 
Notificación al Procurador y al Fiscal en la forma ordinaria. 
En igual forma se unirán á la pieza formada para la declaración de 
herederos los escritos de los aspirantes que se vayan presentando dentro 
del término de los edictos, y por el orden en que se presentaren. 
Transcurrido dicho término, dará cuenta el actuario, y en el caso de 
ser uno solo el aspirante á la herencia, ó si siendo varios todos alegare 
igual derecho fundados en un mismo titulo ó grado de parentesco, se 
dictará la siguiente 
Providencia.—Comuniquense estos autos al Ministerio liseal para que 
emita su dictamen dentro de seis días. Lo mandó, etc. 
Notificación al Fiscal y á los procuradores de los interesados en la 
forma ordinaria. 
Si el Ministerio fiscal conviene en que se declare herederos á los as-
pirantes, el Juez mandará traer los autos á la vista, y sin citación ni más 
trámites hará la declaración de herederos por medio de auto, si la estima 
procedente, denegándola en otro caso. Este auto es apelable en ambos 
efectos. 
Si el Ministerio fiscal se opone á la declaración de herederos, de su 
dictamen se dará traslado por seis días á los interesados, sustanciándo-
se la oposición por los trámites establecidos para los incidentes y se re-
solverá por medio de sentencia, la cual también será apelable en ambos 
efectos. 
Cuando sean dos ó nyZs los aspirantes á la herencia y no estén confor-
mes en sus pretensiones, luego que transcurra el término de los segundos 
edictos, se les comunicarán los autos por seis días, por el orden en que se 
hubieren presentado, para que expongan y pidan lo que crean proceden-
te, debiendo formular sus pretensiones en un mismo escrito y bajo una 
sola dirección los que hagan causa común. En estos escritos deberá soli- 
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citar por medio de otrosí el recibimiento á prueba la parte a quien inte-
rese, cuando sea procedente conforme al art. 993. 
Evacuada la comunicación por todos los interesados, se oirá al Minis-
terio fiscal para que califique el derecho de cada aspirante y proponga lo 
que estime procedente. Emitido este dictamen, se recibirán los autos á 
prueba si alguna de las partes lo hubiere solicitado, observándose lo pre-
v enido para los incidentes, y unidas las pruebas á los autos, ó sin ellas, 
se dictará la siguiente 
Providencia.—Convóquese a los interesados y al Ministerio fiscal á la 
junta que previene el art. 994 de la ley de Enjuiciamiento civil, señalán-
dose para celebrarla tal día á tal hora (dentro de los ocho días siguien-
tes) en la sala audiencia de este Juzgado. Lo mandó, etc. 
Notificación y citación para la junta por medio de cédula á todas las 
partes y al Fiscal. 
Acta de la junta. —En... (lugar y /'echa), siendo la hora señalada, ante 
el Sr. Juez de primera instancia, con mi asistencia, comparecieron, de 
una parte, el Sr. D. N., Fiscal municipal, y de otra, F. N. y Z., persona-
dos en este juicio como aspirantes á la herencia de D. Francisco Gómez, 
acompañados de sus respectivos Procuradores y Abogados (ó los que ha-
yan comparecido, nombrándolos) con el objeto de celebrar la junta acorda-
da en el auto que precede, y abierta discusión acerca del derecho que cada 
uno de éstos pretende tener á la herencia abintestato de D. Francisco Gó-
mez, por último, de común acuerdo convinieron en... (Se expresará con 
claridad y precisión lo que hayan convenido los interesados, tanto sobre su 
derecho respectivo á la herencia, como acerca de laforma y porciones en 
que hayan de dividirla cuire sí. Si no pudieren avenirse, se expresará 
que no hubo conformidad entre ellos, ó lo que acuerden, cuando todos re-
conozcan el derecho de alguno y no haya avenencia en cuanto al de los 
otros, 6 cuando no la haya respecto á la 
 forma y porciones en que han de 
dividirse el caudal. Tambidn se consignará la opinión del Fiscal, expre-
sando si está 6 no conforme con el acuerdo de los interesados.) Y el señor 
Juez dió por terminada esta junta, en la que se han invertido tantas ho-
ras; leida la presente acta á los interesados, la encontraron conforme, 
ratificándose en lo que de ella resulta, y la firman con el Sr. Juez, de que 
doy fe.— (Media firma del Juez y entera de los demás.) 
Cualquiera que sea el resultado de la junta, acto continuo dictará el 
Juez la siguiente 
Providencia.—Tráiganse los autos á la vista con citación de las par-
tes para sentencia. Lo mandó, etc. 
Notificación y citación al Fiscal y á ,los Procuradores por medio de 
cédula en la forma prevenida para las citaciones. 
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Sentencia.—En... (lugar y fecha), el Sr. D..., Juez de primera ins-
tancia de la misma y su partido, en vista de estos autos sobre declaración 
de herederos abintestato de D. Francisco Gómez, en los que han compa-
recido y son parte como aspirantes á dicha herencia F. y N. representa-
dos por el procurador P. y defendidos por el letrado M., y Z., cuya re-
presentación y defensa tienen el procurador B. y el letrad H., siendo 
también parte en representación del Ministerio fiscal D. F., Fiscal muni-
cipal de esta villa. 
Resultando que D. Francisco Gómez, natural de Burgos y domicilia-
do en esta villa, falleció en tal día sin disposición testamentaria, y sin 
herederos legítimos de la clase de descendientes, ascendientes ni colate-
rales dentro del cuarto grado, ni cónyuge sobreviviente, habiéndose traí-
do á los autos para justificar aquel extremo la certificación prevenida de 
la Dirección general de los Registros civil y del Notariado, de la cual re-
sulta que en el Registro general de últimas voluntades no consta la exis-
tencia de disposición testamentaria de dicho finado: 
Resultando que llamados en legal forma por medio de edictos los que 
se crean con derecho á dicha herencia abintestato, solo han compareci-
do reclamándola F., N. y Z.: 
Resultando justificado cumplidamente que F. y N. son parientes del 
finado en quinto grado civil, y que Z. se halla en el sexto grado: 
Resultando que en la junta celebrada en tal día hubo conformidad en-
tre los interesados respecto de estos hechos, habiendo además convenido 
F. y N. en dividirse la herencia por partes iguales: 
Resultando que el Ministerio fiscal está también conforme en que se 
haga la declaración de herederos solicitada y convenida por los intere-
sados: 
Resultando que en la sustanciación de este juicio se han observado 
las prescripciones legales: 
Considerando que eon arreglo al art. 954 del Código civil correspon-
de á F. y N. la herencia abintestato de D. Francisco Gómez por ser pa-
rientes del mismo en quinto grado civil, y no haberse presentado otros 
con igual 6 mejor derecho: 
Considerando que el derecho de aquéllos es preferente al de Z., por 
ser parientes mas próximos que éste del finado; 
Considerando que habiendo convenido F. y N. en dividirse la heren-
cia por partes iguales, debe estarse á este convenio, conforme el art. 995 
de la ley de Enjuiciamiento civil, por tener aquéllos capacidad legal para 
obligarse; 
Fallo que debo declarar y declaro á F. y N. herederos abintestato 
del difunto D. Francisco Gómez, y que Z. no tiene derecho á esta heren-
cia, por ser preferente el de aquéllos: mando en su consecuencia que se 
dejen á disposición de los expresados F. y N. los bienes pertenecientes á 
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nen convenida, expidiéndose al efecto los mandamientos necesarios y ha-
ciéndolo saber al depositario administrador de tos bienes para que les rin-
da cuentas; y que se les entreguen también los libros, correspondencia y 
demás papeles del difunto, que han sido intervenidos, según resulta de 
autos. (Si los herederos fuesen menores 6 incapacitados la parte disposi-
tiva de esta sentencia se redactará del modo siguiente:—Fallo que debo 
declarar y ;declaro á F. y N. herederos abintestato por partes iguales 
del difunto D. F. Gómez; y en atención á que son menores de edad y no 
se hallan representados por sus padres, continúese este juicio por los trá-
mites del necesario de testamentaría hasta dejar hecha la división y adju-
dicación del caudal, á cuyo fin, luego que esta sentencia cause ejecutoria, 
dése cuenta para acordar lo que corresponda.) Y por esta mi sentencia 
.definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando y firmo.—(Firma es-
tera del Juez.) 
Publicacion.— (Vease en la pág. 444 del tomo III.) 
Notification á los Procuradores de las partes .y al Fiscal en la forma 
ordinaria. 
Esta sentencia ha de dictarse dentro de seis días, lo mismo en el caso 
que en ella se supone, como cuando el Juez declare no haber lugar á las 
pretensiones de los aspirantes por estimar que ninguno de ellos ha justi-
ficado su derecho a la herencia. En los dos casos es apelable en ambos 
efectos. 
Luego que sea firme el auto ó sentencia en que se haga la declara-
ción de herederos abintestato, cesa de derecho la intervención del Minis-
terio fiscal, y no deben hacérsele más notificaciones, entendiéndose sólo 
con el heredero 6 herederos reconocidos todas las cuestiones pendientes 
y las que puedan promoverse. 
PROCEDIMIENTO PARA DECLARAR HEREDERO AL ESTADO.— Cuando no se 
presente ningún aspirante a la herencia dentro del término de los segun-
-dos edictos, 6 se declare por sentencia no tener derecho a ella ninguno 
de los presentados, luego que ésta sea firme, ó que transcurra aquel tér-
mino, se dictará la siguiente 
Providencia.—Hágase un tercer llamamiento por edictos á los que se 
crean con derecho a la herencia de que se trata, para que eu el término 
de dos meses, último que se concede, comparezcan en este Juzgado á ha-
cer uso de su derecho, con apercibimiento de tenerse por vacante la he- 
rencia si nadie la solicitare dentro de dicho término, verificándose la pu-
blicación de los edictos en la forma prevenida en providencia de... (la de 
los primeros edictos). Lo mandó, etc. 
Î 
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Aólificación al Fiscal en la forma ordinaria. 
Si dentro del término de este tercer llamamiento se presenta algún 
aspirante a la herencia, se sustanciará su pretensión en la forma antes 
expuesta para los que comparecen en virtud de los segundos edictos; pero 
si nadie la solicita, transcurrido el término dictará auto el Juez declaran-
do vacante la herencia y mandando se haga saber al representante de la 
Hacienda pública para que inste lo que á ésta interese, que será pedir se 
haga a favor del Estado la declaración judicial de heredero conforme al 
art. 958 del Código civil, y que se le adjudiquen los bienes para darles el 
destino que previene el art. 956 del mismo Código. 
No corresponde al Ministerio fiscal ordinario deducir esta pretensión, 
sino al Abogado del Estado que tenga la representación de la Hacienda, 
como hemos expuesto en la pág. 344 de este tomo. Sobre este punto se 
ha publicado, al entrar en prensa este pliego, en la Gacela de 48 de Sep-
siembre de 4890, una Real orden expedida por el Ministerio de Hacienda 
en 28 de Agosto anterior, disponiendo que el art. 65 del reglamento or-
gánico de la Dirección general de lo Contencioso y del Cuerpo de Abo-
gados del Estado de 5 de Mayo de 4886 quede redactado del modo si-
guiente: 
«Art. 65. La representación y defensa del Estado ante los Tri- 
bunales ordinarios en poblaciones que no sean capitales de provin-
cia, estará á cargo del Abogado del Estado á quien se comisione al 
efecto, si el Ministerio de Hacienda lo ordena, á propuesta de la 
Dirección general de lo Contencioso, 6 del liquidador del impuesto 
de derechos reales y transmisión de bienes de la localidad, si la 
misma Dirección lo ordena, á propuesta de los Abogados del Es- 
tado que prestan sus servicios ante las Audiencias territoriales.» 
SECCION Ill. 
DEL JUICIO DE ABINTESTATO. 
Terminadas las diligencias preventivas y hecha la declaración de he-
rederos abintestato por auto 6 sentencia firme, se continuará este juicio 
acomodándose su procedimiento á los trámites establecidos para el de 
testamentaría (véanse sus formularios en el titulo que sigue); pero sélo 
en el caso de que lo solicite alguno de los herederos reconocidos, 6 el 
cónyuge sobreviviente, ó cuando sea menor 6 incapacitado alguno de 
los herederos que no esté sujeto á la patria potestad, ó se halle ausente 
sin representación legitima en el lugar del juicio. Fuera de estos casos, 
I 
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en que es también necesario el juicio de testamentaría, hecha la declara-
ción de herederos debe cesar la intervención judicial y entregarse á 
aquéllos todos los bienes, libros y papeles, rindiéndoles cuentas el admi-
nistrador, y dándose por terminado el juicio de abintestato. 
En ambos períodos de este juicio, ó sea desde que principia su pre-
vención, procede acumular al mismo los pleitos contra el difunto ó sus 
bienes que se determinan en el art. 4003. Esta acumulación no puede 
decretarse de oficio, sino que ha de solicitarse por el Ministerio fiscal, 
por el administrador del abintestato, ó por los herederos ó cualquiera de 
los que sean parte legítima en el juicio, como se previene en el art. 1004. 
Teniendo presente lo que hemos expuesto sobre estos procedimientos en 
el comentario de dichos artículos, véanse los formularios de las acumu-
laciones en la pág. 394 y siguientes del tomo I. 
SECCION IV. 
ADMINISTRACIÓN DEL ABINTESTATO. 
Formada la pieza de administración del modo que se ha dicho ante-
riormente, el depositario administrador presentará en ella la fianza pre-
venida por el Juez, si no la hubiese prestado en la pieza principal, cuya 
fianza podrá ser en metálico ó efectos públicos, depositándolos en la Caja 
general de Depósitos ó sus sucursales á disposición del Juzgado, ó hipo-
tecaria por medio de escritura pública, ó de cualquiera otra clase de las 
que permite el derecho, siempre á satisfacción del Juez y bajo su respon-
sabilidad. Prestada la fianza y presentado el documento que lo justifique, 
se dictará la siguiente 
Providencia.—Se admite la fianza prestada por el depositario ad-
ministrador: póngasele en posesión de su cargo dándole á reconocer á 
las personas que él mismo designe con quienes deba entenderse para sn 
desempeño: para que pueda acreditar su representación désele el corres-
pondiente testimonio de su nombramiento y posesión, y hágasele saber 
que rinda cuentas justificadas cada tres meses (6 en los plazos que el Juez 
señale según la importancia y condiciones del caudal); y el presente es-
cribano pondrá de manifiesto esta pieza y los ramos separados que de 
ella se formen á los interesados ó cualquiera de ellos, durante las horas 
de despacho; siempre que lo soliciten del mismo. Lo mandó, etc. 
Notificación al administrador en la forma ordinaria, y lo mismo al 
Fiscal si es ya parte en el juicio, y á los que se hayan presentado ale-
gando derecho á la herencia. 
Nota de haberse librado el testimonio, con el V.° B.° del Juez, del 
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nombramiento y posesión del depositario administrador y de habérselo 
entregado. 
En la pieza principal se acreditará por diligencia haber prestado la 
fianza el administrador y habérsele puesto en posesión del cargo. 
Diligencia dando á reconocer al administrador.—En la misma villa 
y dia, y á requerimiento del administrador de este abintestato D. Jesús 
Alonso, acompaüado del mismo me constituí en la casa de este abintes-
tato calle de..., número..., y habiendo comparecido el inquilino de la 
misma D. José Il., le hice saber el nombramiento de administrador hecho 
á favor de D. Jesús Alonso y que se halla en posesión del cargo, requi-
riéndole para que le reconozca como tal administrador y haga al mismo 
el pago de los alquileres de la casa, bajo pena de mal pagado; y enterado 
el Il. contestó que reconoce como tal administrador al D. Jesús Alonso 
para los efectos consiguientes, y en su crédito lo firman ambos, de que 
doy fe.—(Media firma del actuario y entera de los demás.) 
Escrito del administ^ador presentando la cuenta.—A I Juzgado de...—
D. Jesús Alonso, como administrador judicial del abintestato de D. Fran-
cisco Gómez, parezco y digo: Que en cumplimiento de lo mandado por 
el Juzgado, y en el plazo marcado por el mismo, presento la primera 
cuenta justificada de mi administración con tantos documentos compro-
bantes de la data. De ella aparece que los ingresos en los tres meses trans-
curridos ascienden á 40.000 pesetas, y los gastos á 40.000, resultando, por 
consiguiente, un saldo de 30.000 pesetas á favor del abintestato. De esta 
cantidad he consignado en la Caja de Depósitos á disposición de esté Juz-
gado 40.000 pesetas, como lo acredito con el resguardo que exhibo para 
que se nie devuelva después de testimoniado ó puesta nota en los autos. 
Las 40.000 pesetas que restan en mi poder, y consigno también á dispo-
sición del Juzgado, son indispensables para cubrir en el trimestre próximo 
las atenciones del abintestato, puesto que es preciso pagar la contribución 
territorial que importa... (Se indicarán las demás atenciones que sea ne-
cesario cubrir.) 
Por tanto, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentada la cuenta en el plazo 
señalado, con los diez documentos que justifican la data, y por exhibido 
el resguardo de la cantidad depositada en la Caja de Depósitos para que 
puesta diligencia expresiva de su fecha y cantidad se me devuelva, se 
sirva tenerme por cumplido en dicha obligación, y autorizarme para re-
tener en mi poder las 40.000 pesetas que consigno como existencias, á 
lin de cubrir con ellas las atenciones necesarias del abintestato, acordando 
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lo demás que estime procedente en justicia que pido.—(Lugar, fecha y 
firma del administrador.) 
Providencia.—Por presentado con la cuenta y los diez documentos 
que justifican la data: fórmese con todo ello el ramo de cuentas, al que 
se unirán las que se presenten en lo sucesivo, poniéndolo de manifiesto 
en la Escribanía á los interesados siempre que lo pidan: póngase á conti-
nuación testimonio del resguardo del depósito hecho en la Caja de Depó-
sitos, devolviéndolo al administrador; y se autoriza á éste para retener 
en su poder las 40.000 pesetas que resultan de saldo y que ha consigna-
. do, á lin de que cubra con ellas las atenciones del abintestato que men-
ciona en su anterior escrito, debiendo ser la primera partida de cargo en 
la cuenta sucesiva. (Cuando haya fondos sobrantes, acordará el Juez en 
esta providencia que inmediatamente se constituyan en depósito.) —Lo 
mandó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria al administrador, al Fiscal y á los 
demás que sean parte en el juicio. 
Diligencia de haber entregado al administrador las 40.000 pesetas 
coirsignadas, firmando su recibo. 
Testimonio del resguardo de la Caja de Depósitos, y diligencia de 
haber devuelto el original al administrador, quien firmará su recibo. 
El ramo de cuentas se formará con el escrito y actuaciones que prece-
den, poniendo en la pieza de administración nota de haberse formado ese 
ramo. 
De estas cuentas parciales no se da traslado á los interesados, y sin más 
trámites que los antedichos quedan en la Escribanía á disposición de los 
interesados y del Fiscal, los cuales podrán enterarse de ellas cuando quie-
ran y promover cualesquiera medidas que versen sobre rectificación 6 
aprobación de las mismas y para corregir abusos que puedan cometerse 
en la administración, sin que haya plazo para esto. 
Cuando el administrador cese en el cargo, debe rendir una cuenta 
final, complementaria de las anteriores, y entonces se dictará la si-
guiente 
Providencia.—La cuenta final presentada por el administrador únase 
á las anteriores, y pónganse todas de manifiesto á las partes en la Escri-
banía por el término común de... (el que el Juez estime, teniendo en con-
sideración el volumen y la importancia de las cuentas) para que puedan 
hacer uso de su derecho. Lo mandó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria al administrador, á los que sean 
parte en el juicio y al Fiscal, si todavía no se hubiere hecho la declara-
ción de herederos. 
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Si dentro del término señalado no se hiciere oposición á las cuentas, 
transcurrido aquél dará cuenta el actuario, y el Juez dictará auto aprobán-
dolas y declarando exento de responsabilidad al administrador, mandan-
do cancelar la hipotea, ó devolverle el depósito que hubiere constitu ido 
por razón de fianza. 
Cuando las cuentas sean impugnadas en tiempo hábil, se sustanciará 
la impugnación con el cuentadante por los trámites de los incidentes, y 
el Juez dictará su resolución por medio de auto. Contra este auto proce-
de la apelación en ambos efectos, y en su caso el recurso de casación. 
Si antes de llegar el caso de presentar la cuenta final se hiciera al-
guna reclamación contra las cuentas parciales, se sustanciará también 
por los trámites de los incidentes, y el Juez acordará lo que crea justo 
para rectificar algún error, ó evitar cualquier abuso, pero sin perjuicio de 
lo que podrá resolverse en la aprobación definitiva de las cuentas. Contra 
ese auto, aunque es apelable en ambos efectos, no se da el recurso de 
casación, por no tener el carácter de sentencia definitiva. 
Los procedimientos pidiendo autorización al Juzgado para hacer repa-
raciones ó cultivos extraordinarios en las fincas que los necesiten, son 
tan sencillos y corrientes que creemos excusados los formularios de los 
mismos, y los omitimos por esta razón y para no hacer más extensa esta 
materia: bastará atenerse á lo que ordenan losarticulos 4047 y 4018, y 
á lo que hemos expuesto al comentarlos. 
Por la misma razón omitimos también los formularios para el arren-
damiento de fincas en que haya de intervenir el Juzgado, y para la venta 
de los bienes inventariados. Respecto de aquéllos véanse los artículos 
4024 al 4029, y respecto de éstos los artículos 4030, 4034 y 4032 y sus 
comentarios, y en los formularios del juicio ejecutivo los relativos á las 
subastas. 
• 	
TITULO X 
DE LAS TESTA,MENTARÍAS 
Por testamentaría, voz derivada de testamento, se entiende 
todo lo que se refiere á la ejecución de las últimas voluntades: así 
es que se da este nombre á la reunión de los albaceas testamenta-
rios; al conjunto de documentos y demás papeles que son necesa-
rios para dar cumplimiento á la voluntad del testador; á las dili-
gencias y operaciones que extrajudicial y privadamente practican 
los ejecutores testamentarios ó los mismos herederos para el inven-
tario, avalúo, pago de deudas y legados, liquidación y división de 
la herencia, y para la ejecución de lo demás que haya ordenado el 
testador; y por último, á las actuaciones judiciales que con este mis-
mo objeto se promueven, alguna vez de oficio, y otras veces á ins-
tancia de parte legítima. A esta última acepción se refiere la lcy 
al tratar de las testamentarías en el presente título, y bajo tal con-
cepto establece y ordena los procedimientos que han de emplearse 
en uno y otro caso, esto es, ya se promuevan de oficio, ó ya á ins-
tancia de parte legítima, determinando también, como era consi-
guiente, los casos en que pueden emplearse cada uno de estos pro-
cedimientos. 
La ley de 1855 les dió la organización de que antes carecían, 
procurando corregir las dilaciones y abusos de la práctica antigua 
que hacían interminables estos juicios. Se notaban, sin embargo, 
en dicha ley algunas omisiones, que indicábamos al comentarla, 
como las relativas á los procedimientos para hacer uso del derecho 
de deliberar y de la aceptación de la herencia á beneficio deinven- 
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torio; al caso en que, siendo menores los herederos, estén sujetos 
á la patria potestad; á la forma en que hayan de aprobarse las par-
ticiones, cuando siendo menores ó incapacitados los herederos, el 
testador haya prohibido la intervención judicial, y algunas otras 
de menos importancia. En la presente se han subsanado esas defi-
ciencias y se ha reformado algún tanto el procedimiento para hacer-
lo más breve y menos costoso, en cumplimiento de lo ordenado en 
las bases 9.0 y 10.0 de las aprobadas por la ley de 21 de Junio 
de 1880. En sus lugares respectivos llamaremos la atención sobre 
esas novedades. 
Téngase presente que, según el art. 1001, y por las razones ex-
puestas en su comentario, las disposiciones de este título son apli-
cables al juicio de abintestato después de hecha la declaración de 
herederos por auto ó sentencia firme; y como esta declaración pue-
de hacerse sin que se hayan incoado las diligencias preventivas de 
dicho juicio, es preciso distinguir de casos. Cuando de oficio 6 á 
instancia de parte se hubiere prevenido el abintestato, su procedi-
miento después de la declaración de herederos se acomodará al del 
juicio de testamentaría, en cuanto sea necesario para liquidar el 
caudal y para su partición y adjudicación; pero cuando no se haya 
prevenido el abintestato, y se promueva este juicio después de he-
cha la declaración de herederos, tendrá que sujetarse todo su pro-
cedimiento al del juicio de testamentaría, y será aquél voluntario 
ó necesario, según lo prevenido para éste. 
Por la analogía que existe entre esos dos juicios son iguales al-
gunas de sus disposiciones, y en obsequio á la brevedad excusare-
mos la repetición de la doctrina expuesta en el título anterior que 
sea aplicable al presente. 
SECCIÓN PRIMERA 
DISPOSICIONES GENERALES 
ARTÍCULO 1036 
(Art. 1086 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El juicio de testamentaría podrá ser voluntario ó 
necesario. 
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Concuerda literalmente este artículo con el 404 de la ley 
de 1855. La división que en él se hace del juicio de testamentaría 
se refiere tan sólo á la forma de incoar el procedimiento: será vo-
luntario, cuando lo promueva cualquiera de las personas designa-
das taxativamente en el art. 1038; y necesario, cuando el juez lo 
prevenga de oficio, lo cual sólo puede hacer en los casos determi-
nados en el art. 1041. Faltaría á su deber, incurriendo en respon-
sabilidad por infracción notoria de la ley procesal, el juez que pre-
viniera de oficio este juicio en cualquiera de los casos en que ha de 
ser voluntario; pero los interesados que son parte legítima para 
 promoverlo, pueden promover también el necesario, y ser parte en 
el prevenido de oficio, como es de derecho natural y se deduce del 
art. 1043. En los artículos siguientes se determinan los casos en 
que puede incoarse el procedimiento en una ó en otra forma. 
ARTÍCULO 1037 
(Art. 1036 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Será voluntario cuando lo promoviere parte legí-
tima. 
ARTÍCULO 1038 
(Art. 1037 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Serán parte legítima para promoverlo: 
1.0 Cualquiera de-  los herederos testamentarios. 
2.0 El cónyuge que sobreviva. 
3. 0 Cualquiera de los legatarios de parte alícuota 
del caudal. 
4.0 Cualquier acreedor, siempre que presente un 
título escrito que justifique cumplidamente su crédito. 
ARTÍCULO 1039 
(Art. 1038 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los herederos voluntarios y los legatarios de parte 
alícuota, no podrán promover el juicio voluntario de 
testamentaría cuando el testador lo haya prohibido ex-
presamente. 
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ARTÍCULO 1040 
(Art. 1039 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Tampoco podrán promoverlo los acreedores: 
1. 0 Cuando tengan asegurado su crédito con hipo-
teca voluntaria 6 con otra garantía suficiente. 
2.e Cuando, en otro caso, los herederos les dieren 
fianza bastante á responder de sus créditos, indepen-
dientemente de los bienes del finado. 
Juicio voluntario de testamentaria.—En estos cuatro artículos 
se determinan las personas que son parte legítima para promover 
este juicio y los casos en quo no pueden verificarlo. Concuerdan 
con los artículos 405, 406, 408 y 409 de la ley de 1855, pero con 
una modificación importante. Dicha ley por su art. 407 facultaba 
á los acreedores para solicitar la prevención del juicio necesario, 
y no los incluyó entre los que eran parte legítima para promover 
el voluntario. Al comentar dicho artículo hicimos notar que seme-
jante disposición era contraria á la naturaleza de estos procedi-
mientos y á la conveniencia de los interesados, y como así lo había 
demostrado la práctica, al reformar la ley se ha modificado ese 
punto declarando que los acreedores del finado tienen derecho á 
ser parte legítima en el juicio voluntario, y por consiguiente, á 
promoverlo cuando les convenga, sin tener que sujetarse en todo 
caso, como antes, al rigorismo de los trámites y dilaciones del ne-
cesario. 
Según el art. 1037, primero de este comentario, será volunta-
rio el juicio de testamentaría cuando lo promueva parte legítima: 
por consiguiente, el juez nunca puede incoarlo de oficio, y si lo 
previene en los casos en que puede y debe hacerlo, se le da la de-
nominación de necesario, del que trataremos en el comentario que 
subsigue. 
Sólo son parte legítima para promover el voluntario las perso-
nas designadas taxativamente en el art. 1038, de suerte que si lo 
instase cualquiera otra, debe ser rechazada de plano su pretensión. 
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Las (micas personas, á quienes por ser notoriamente de su interés, 
concede la ley ese derecho, son las siguientes: 
1.° Cualquiera de los herederos testamentarios, ya sea pura 6 
condicional la institución, ya en nuda propiedad 6 en usufructo. 
Se limita aquí la ley á los herederos testamentarios, porque si no 
hay testamento, el juicio será de abintestato: sin embargo, cuando 
después de hecha la declaración de herederos, haya de acomodarse 
este juicio á los trámites del de testamentaría, serán parte legítima 
para promoverlo esos herederos, como ya se ha dicho en su lugar 
oportuno. Pero si aquéllos son voluntarios, como tienen que some-
terse á las condiciones lícitas que les hubiere impuesto el testador, 
no podrán promover el juicio de testamentaría, cuando el testador 
lo baya prohibido expresamente y nombrado una 6 más personas 
para que practiquen extrajudicialmente las operaciones de la tes-
tamentaría, como se previene en los artículos 1039 y 1045. Esa 
prohibición no alcanza á los herederos forzosos, según tiene decla-
rado el Tribunal Supremo en sentencia de 21 de Mayo de 1884. 
«El heredero instituido en una cosa cierta y determinada será 
considerado como legatario», dice el art. 768 del Código civil, y 
por consiguiente, tal heredero no podrá ser considerado como parte 
legítima para promover el juicio de testamentaría. 
2.° El cónyuge que sobreviva, aunque no viviera en compañía 
del finado, por las razones expuestas en la pág. 305 de este tomo. 
3.° Cualquiera de los legatarios de parte alicuota del caudal, 
porque tienen el mismo interés que los herederos en que no haya 
ocultaciones ni fraudes, pues será mayor 6 menor su legado en la 
proporción que aumente ó disminuya el caudal. No se encuentran 
en el mismo caso los legatarios de cosa genérica 6 específica ó de 
• cantidad determinada, y por esto no les concede la ley el que sean 
parte legítima para promover el juicio; pero tienen el derecho de 
pedir la anotación preventiva sobre la misma cosa legada, si fuese 
determinada é inmueble, y en los demás casos la del valor del le-
gado sobre bienes raíces de la herencia, conforme á lo prevenido 
en los artículos 45 y siguientes de la ley Hipotecaria. La prohibi-
ción impuesta á los herederos voluntarios, en cuya virtud, según-
antes se ha dicho, no pueden promover el juicio cuando el testa- 
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dor lo haya prohibido expresamente, es extensiva á los legatario 
de parte alícuota, por la razón ya indicada de encontrarse en idén-
ticas condiciones. 
4.° Cualquier acreedor del finado, siempre que presente un tí-
tulo escrito que justifique cumplidamente su crédito; pero con las 
excepciones establecidas en el art. 1040, según el cual, no pueden 
los acreedores promover el juicio de testamentaría cuando tengan 
asegurado su crédito con hipoteca ú otra garantía suficiente, y 
cuando los herederos les diesen fianza bastante, independientemen-
te de los bienes del finado. Véase lo expuesto sobre esta materia en 
la pág. 305 y siguientes de este tomo, con relación al juicio de abin-
testato, que contiene disposiciones análogas. 
ARTÍCULO 1041 
(Art. 1010 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Será necesario el juicio de testamentaría en los ca-
sos en que el Juez deba prevenirlo de oficio. Estos ca-
sos serán: 
1.0 Cuando todos 6 algunos de los herederos estén 
ausentes y no tengan representante legítimo en el lu-
gar del juicio. 
2.° Cuando los herederos 6 cualquiera de ellos sean 
menores 6 estén incapacitados, a no ser que estén re-
presentados por sus padres. 
ARTÍCULO 1042 
En estos casos, cualquiera de los Jueces expresados 
en la regla 5.a del art. 63 prevendrá el juicio, practi-
cando las diligencias indicadas en dicha regla y en el 
art. 959. 
Art. 1041 para Cuba y Puerto Rico.—(La segunda referencia es al 
art. 958 de esta ley, sin otra variación.) 
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ARTÍCULO 1043 
En el caso 1. 0 del art. 1041, luego que comparezcan 
los parientes por sí 6 por medio de representante legí-
timo, se les hará entrega de los bienes y efectos perte-
necientes al finado, cesando la intervencion judicial, á 
no ser que la solicitare alguno de los que sean parte 
legitima para promover el juicio voluntario. 
Art. 1042 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al caso 1.° 
.del art. 1040 de esta ley, sin otra novedad.) 
ARTÍCULO 1044 
Aunque sean menores 6 estén incapacitados los he-
rederos, no se podrá prevenir el juicio necesario de tes-
tamentaría cuando el testador lo haya prohibido ex-
presamente. 
Si se hubieren incoado las diligencias preventivas á 
que se refiere el art. 1042, se sobreseerá en ellas luego 
que con la copia del testamento se acredite dicha pro-
hibicion. 
Art. 1048 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del pdrrafo 
2.° es al art. 1041 de esta ley, sin otra variación.) 
Juicio necesario.—A él exclusivamente se refieren estos cuatro 
artículos, determinando los casos en que el juez debe prevenirlo de 
oficio y lo que ha de practicar para ello, después de declarar que 
sólo en estos casos será necesario el juicio de testamentaría. Con-
cuerdan con los artículos 401 y 410 al 413 de la ley de 1855, 
pero con modificaciones importantes. 
Es la principal la de haber quitado al juicio el carácter de ne-
cesario cuando lo promueven los acreedores, dándole el de volun-
tario, como ya se ha dicho en el comentario anterior. Y es tam-
bién importante la declaración que se hace en el núm. 2. ° del ar-
tículo 1041, de que cuando los herederos menores 6 incapacitados 
estén representados por sus padres, esto es, por el padre y en su 
1 1 
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defecto por la madre, no debe el juez prevenir de oficio este jui-
cio. Aunque en la ley de 1855 nada se dijo sobre este punto, eso 
era lo conforme al derecho y á la jurisprudencia entonces vigen-
tes, según expusimos al comentarla, y para evitar dudas se ha he-
cho en la nueva ley la declaración expresa antes indicada. Y con 
ella está también conforme el Código civil, el cual en su art. 1060 
dispone que ¢cuando los menores de edad estén sometidos á la pa-
tria potestad y representados en la partición (de la herencia) por 
el padre ó, en su caso, por la madre, no será necesaria la interven-
ción ni la aprobación judicial.» 
Lo que en estos artículos se ordena acerca de los casos en que 
el juez debe prevenir de oficio el juicio de testamentaría y lo que 
ha de practicarse en cada uno de ellos, es lo mismo que se esta-
bleció para el de abintestato en los artículos 959, 961 y 962, cuyos 
comentarios podrán consultarse. Y en cuanto á la disposición 
del 1044, véase lo dicho sobre este punto en el comentario ante-
rior, y lo que se previene en el artículo que sigue. 
En cuanto á la competencia para conocer de estos juicios, ha 
de estarse á lo dispuesto en la regla 5.g del art. 63, á que se refie-
re el 1042. Véase el comentario del art. 964 (pág. 276 de este 
tomo) que dispone lo mismo para el juicio de abintestato. Cuando 
sea el juez municipal, 6 el de primera instancia que no tenga com-
petencia para conocer del juicio, quien adopte de oficio las medi-
das indispensables para la seguridad de los bienes de las preveni-
das en el art. 959, terminadas estas diligencias, las remitirá al juez 
de primera instancia del domicilio del finado, poniendo á su dispo-
sición los bienes, libros, papeles y correspondencia, como se orde-
na en el 970. En estos casos, si consta la existencia de testamento,, 
no se recibirá la información que previene el 965. 
ARTÍCULO 1045 
Cuando el testador haya prohibido la intervencion 
judicial en su testamentaria, para que esta prohibicion 
produzca los efectos expresados en el artículo anterior 
y en el 1039, será necesario que aquél haya nombrado 
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una 6 más personas, facultándolas para que con el ca-
rácter de albaceas, contadores 6 cualquiera otro, prac-
tiquen extrajudicialmente todas las operaciones de la 
testamentaria. 
Art. 1044 de la ley para Cuba y Puerto Rico.— (La referencia es al 
art. 1038 de esta ley, sin otra variación.) 
Este artículo no tiene concordante en la ley anterior, y es el 
complemento de lo prevenido en los artículos 1039 y 1044. Según 
ellos, no puede prevenirse el juicio de testamentaría, ya sea volun-
tario, ya necesario, cuando el testador lo haya prohibido expresa-
mente, salvo el derecho de los herederos forzosos. Y ahora se de-
clara que para que produzca sus efectos esa prohibición en uno y 
otro caso, es necesario que el testador haya nombrado en su testa-
mento una ó más personas, facultándolas para que con el carácter 
de albaceas, contadores ó cualquiera otro, practiquen extrajudicial-
mente todas las operaciones de la testamentaría. Será, pues, inefi-
caz aquella prohibición del testador si no va acompañada del nom-
bramiento de una ó más personas á quienes faculte para que hagan 
extrajudicialmente el inventario, avalúo, liquidación y partición de 
la herencia. La voluntad del testador es la ley del caso, y el juez 
está en el deber de respetarla absteniéndose de intervenir en la 
testamentaría, de oficio y á instancia de parte, cuando aquél haya 
ordenado lo necesario para el cumplimiento de su voluntad, á no 
ser que reclamen esa intervención los herederos forzosos que se 
crean perjudicados en sus legítimas, ó los acreedores que no ten-
gan asegurado su crédito conforme al art. 1040. 
No es nueva esa disposición en nuestro derecho: por la ley 10, 
tít. 21, libro 10 de la Novísima Recopilación, se mandó que se res-
petara la facultad que tenían los testadores para nombrar parti-
dores ó contadores que dividieran la herencia entre los hijos, sin 
perjuicio de la aprobación judicial cuando fuesen menores. 
También en el nuevo Código civil se ha legislado sobre este 
punto, confirmando la disposición de este comentario, con la res-
tricción que luego indicaremos. Después de ordenar en el art. 1056, 
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que «cuando el testador hiciere, por acto entrevivos ó por última 
voluntad, la partición de sus bienes, se pasará por ella, en cuanto 
no perjudique á la legítima de los herederos forzosos», se dispone 
lo siguiente en el 1057: «El testador podrá encomendar por acto 
inter vivos ó mortis causa para después de su muerte la simple fa-
cultad de hacer la partición á cualquiera persona que no sea uno 
de los coherederos. Lo dispuesto en este artículo y en el anterior se 
observará, aunque entre los coherederos haya alguno de menor 
edad ó sujeto á tutela; pero el comisario deberá en este caso inven-
tariar los bienes de la herencia con citación de los coherederos, 
acreedores y legatarios.» 
Llamamos la atención sobre las palabras que hemos subrraya-
do, porque ellas contienen la restricción antes indicada, ó más 
bien, una adición al artículo que estamos comentando. Según todas 
estas disposiciones combinadas, el testador puede prohibir la in-
tervención judicial en su testamentaría, aunque sean menores ó in-
capacitados los herederos; mas para que produzca sus efectos esta 
prohibición, es necesario que nombre una ó más personas, con ex-
clusión de los coherederos á quienes no puede conferirse este cargo, 
facultándolas para que practiquen extrajudicialmente todas las 
operaciones de la testamentaría. En tal caso, si es menor ó inca-
pacitado alguno de los herederos, y no está representado por su 
padre y en su defecto por su madre, la persona ó personas autori-
zadas por el testador para hacer la partición deberán formar el in-
ventario con citación de los herederos, acreedores y legatarios, si 
bien extrajudicialmente, como han de proceder en todo; y lo mis-
mo habrá de entenderse cuando esté ausente algún heredero que 
no tenga representante legítimo en el lugar de la testamentaría, y 
no sea posible citarlo personalmente por ignorarse su paradero. 
Luego que el contador ó contadores testamentarios hayan he-
cho la liquidación y partición de la herencia, se consignarán en 
escritura pública sus operaciones, á no ser que sea necesaria la 
aprobación judicial, sobre la cual véase el art. 1049 y su 
 corn en-
tario. 
1 
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ARTÍCULO 1046 
(Art. 1045 de la ley para Cuba y Puerto Rioo.) 
Si el testador hubiere establecido reglas distintas de 
las ordenadas en esta ley para el inventario, avalúo, 
liquidacion y division de sus bienes, los herederos vo-
luntarios y los legatarios deberán respetarlas y suje-
tarse á ellas. 
Lo mismo deberán hacer los herederos forzosos, 
siempre que no resulten perjudicados 6 gravados en 
sus legítimas. 
Fundándose en el principio de que la voluntad del testador es 
la ley especial del caso, se declara en este artículo que los herede-
ros voluntarios y los legatarios deben sujetarse á las reglas que el 
testador haya establecido para el inventario, avalúo, liquidación y 
división de sus bienes, aunque sean distintas de las ordenadas en 
esta ley; y que lo mismo deben hacer los herederos forzosos, en 
cuanto no resulten perjudicados ó gravados en sus legítimas. Lo 
mismo se dispuso en el art. 496 de la ley de 1855, pero limitándo-
lo sin razón á los herederos voluntarios. 
ARTÍCULO 1047 
(Art. 1045 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En cualquier estado del juicio voluntario de testa-
mentaria podrán los interesados separarse de su segui-
miento y adoptar los acuerdos que estimen conve-
nientes. 
Para este efecto se considerarán como interesados, 
además de los herederos y legatarios, los , acreedores 
que hubieren promovido el juicio, y el cónyuge sobre-
viviente. 
Cuando lo solicitaren de comun acuerdo, deberá el 
Juez sobreseer en el juicio y poner los bienes á dispo-
sicion de los herederos. 
444 	 LIB. II—TIT. X—ART. 1047 
Se han refundido en este artículo las disposiciones del 492 y 
493 de la ley de 1855, adicionándose el párrafo 2.° para evitar todo 
motivo de duda acerca de las personas comprendidas en su dispo-
sición. Su precepto es claro y terminante, y teniendo presente que 
sólo se refiere al juicio voluntario de testamentaría, no creemos 
puedan ocurrir dudas ni dificultades al aplicarlo en la práctica. 
Sólo indicaremos que al hablar de legatarios no puede referirse 
sino á los que lo sean de parte alícuota del caudal, que son los úni-
cos que tienen derecho á ser parte legítima en estos juicios, según 
el núm. 3.° del art. 1038. 
  
  
ARTÍCULO 1048 
En el juicio necesario, después de haber practicado 
judicialmente el inventario y depósito de los bienes 
conforme á lo prevenido en el art. 1095, podrán tambien 
los interesados separarse de su seguimiento para hacer 
extrajudicialmente las demás operaciones de la testa-
mentarfa. 
En este caso, no pondrá el Juez los bienes á dispo-
sicion de los herederos hasta despues de aprobadas las 
particiones. 
Art. 1047 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al 
art. 1094 de esta ley, sin otra variación.) 
Este artículo se refiere solamente al juicio necesario de testa-
mentaría, y su disposición es tan clara y terminante, que no necesita 
de otra explicación que ver lo que ordena el 1095. Sustancialmente 
está conforme con lo que se previno en la última parte del artícu-
lo 493 de la ley de 1855. 
ARTÍCULO 1049 
(Art. 1048 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Las liquidaciones y particiones de herencia hechas 
extrajudicialmente, aunque lo hayan sido por contado-
res nombrados por el testador, deberán presentarse á 
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la aprobacion judicial siempre que tenga interés en 
ellas como heredero 6 legatario de parte alícuota algun 
menor, incapacitado 6 ausente cuyo paradero se ignore .. 
ARTÍCULO 1050 
Para obtener dicha aprobacion, se observarán los trá-
mites establecidos en los artículos 1077 y siguientes. 
No están comprendidas en las disposiciones de este 
artículo y del anterior, las particiones hechas por los 
mismos testadores, las cuales no necesitarán la aproba-
cion judicial. 
Art. 1049 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es d los artícu- 
los 1076 y siguientes de esta ley, sin otra variación.) 
Con estos dos artículos se ha llenado un vacío de la ley ante-
rior sobre un caso muy frecuente en la práctica, y que había su-
plido la jurisprudencia con un procedimiento análogo al que ahora 
se establece. En ellos se determinan los casos en que deben pre-
sentarse á la aprobación judicial las liquidaciones y particiones de 
herencia hechas extrajudicialmente, y el procedimiento que para 
ello ha de seguirse, y se ordena todo con tal claridad, que es ex-
cusado comentarlos. Convendrá, sin embargo, tener presente lo que 
se ordena en el Código civil con relación á esta materia, para pro-
ceder en armonía con sus disposiciones. 
Según el art. 1056 de dicho Código, cuando el testador hiciere 
la partición de sus bienes, se pasará por ella en cuanto no perjudi-
que á la legítima de los herederos forzosos. Si ha de pasarse por 
ella, claro es que no necesita la apro.bación judicial para su vali-
dez y eficacia, como se previene en el párrafo 2.° del art. 1059 de 
la presente ley, sin perjuicio del derecho del heredero forzoso pie 
se crea perjudicado en su legítima para deducir en vía ordinaria 
la correspondiente reclamación. 
Y según el art. 1060 del mismo Código, ecuando los menores de 
edad estén sometidos á la patria potestad y representados e n. la 
partición por el padre 6, en su caso, por la madre, no será necesa- 
H  
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ria la intervención ni la aprobación judicial.» Debe, pues, consi-
derarse este caso como una excepción de la regla general que es-
tablece el art. 1049, que estamos comentando, según el cual deben 
presentarse á la aprobación judicial las liquidaciones y particiones 
de herencias siempre que tenga interés en ellas como heredero ó 
legatario de parte alícuota algún menor, incapacitado ó ausente 
enyo paradero se ignore; si el menor está representado por su pa-
dre 6 por on madre, no es necesaria hoy la aprobación judicial para 
la validez y eficacia de la partición, por ordenarlo así el nuevo 
Código. 
ARTÍCULO 1051 
(Art. 1050 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
A los menores, incapacitados 6 ausentes les queda-
rán a salvo los derechos que les conceden las leyes, 
además de los que se les reconocen en las disposicio-
nes de este título. 
Concuerda este artíoulo literalmente con el 495 de la ley 
de 1855. Aunque á primerá vista parece superflua é innecesaria su 
disposición, se ha creído conveniente conservarla para que no se 
dude que á los menores, incapacitados 6 ausentes, que resulten per-
judicados en una partición, los quedan á salvo los derechos que la 
ley civil les concede para pedir la rescisión 6 nulidad, aunque las 
operaciones hayan sido hechas y aprobadas con sujeción á lo que 
se dispone en esta ley procesal. 
ARTÍCULO 1052 
(Art. 1051 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
No obstará el juicio de testamentaría para que los 
herederos ejerciten en tiempo y forma el derecho de de-
liberar, 6 el beneficio de inventario. 
Al promover el juicio, podrán pedir el término legal 
para deliberar, 6 manifestar que aceptan la herencia á 
beneficio de inventario. 
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En uno y otro caso, formalizado que fuere el inven-
tario, el Juez mandará que se les ponga de manifiesto 
para que puedán resolver lo que convenga á sus inte-
reses. 
Nada se ordenó en la ley de 1855 para el caso bastante fre-
cuente, á que este artículo se refiere, y se adicionó al reformarla 
para suplir esa omisión. Su disposición se acomodó á la legislación de 
las Partidas, que entonces regía, sobre el derecho de deliberar y el 
beneficio de inventario, y como esta legislación se halla hoy deroga-
da y sustituida por el Código civil, será preciso examinar si el pro-
cedimiento que aquí se establece para el ejercicio de esos derechos 
está en armonía con las disposiciones del Código. 
«Del beneficio de inventario y del derecho de deliberar» es el 
epígrafe de la sección 5.a del capítulo 5.°, tít. 3.°, libro 3.° del Có-
digo civil. De las varias disposiciones que contiene, nos haremos 
cargo solamente de las que tienen relación con el procedimiento 
que es objeto de este comentario. 
Después de declarar dicho Código en el art. 998 que la heren-
cia pode á ser aceptada pura y simplemente, ó á beneficio de inven-
tario, dice en el 1010: «Todo heredero puede aceptar la herencia 
á beneficio de inventario, aunque el testador se lo haya prohibido. 
También podrá pedir la formación de inventario antes de aceptar 
ó repudiar la herencia, para deliberar sobre este punto.» 
En el art. 1011 y siguientes, se declara que la aceptación de la 
herencia puede hacerse ante notario, ó por escrito ante cualquiera 
de los jueces que sean competentes para prevenir el juicio de tes-
tamentaría ó abintestato, y en el extranjero ante el agente diplo-
mático ó consular de España; y que dicha declaración no producirá 
efecto alguno si no va precedida ó seguida de un inventario fiel y 
exacto de todos los bienes de la herencia, hecho con las formalida-
des y dentro de los plazos que se expresan en el mismo Código. 
Estos plazos se fijan en los artículos 1014 y siguientes. Según 
ellos, el heredero que quiera utilizar el beneficio de inventario ó el 
derecho de deliberar, debe manifestarlo al juez competente para 
conocer de la testamentaría ó del abintestato, dentro de los diez 
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días siguientes al en que supiere ser tal heredero, si tiene en su  
poder los bienes de la herencia ó parte de ellos y reside en el lugar  
del fallecimiento del causante de la herencia; y si reside fuera, di-
cho plazo es de treinta días. Si no tiene en su poder los bienes, ni  
ha practicado gestión alguna como tal heredero, los plazos ante-
dichos se contarán desde el día siguiente al en que espire el plazo  
que el juez le hubiere fijado para aceptar ó repudiar la herencia  
en el caso del art. 1005 del mismo Código, ó desde el día en que  
la hubiere aceptado, ó hubiera gestionado como heredero. Fuera  
de estos casos, si no se hubiere presentado ninguna demanda contra  
el heredero, podrá éste aceptar á beneficio de inventario ó con el  
derecho de deliberar mientras no prescriba la acción para recla-
mar la herencia. 
 
En el mismo escrito en que se acepte la herencia debe pedirse  
la formación del inventario y la citación de los acreedores y lega-
tarios, para que acudan á presenciarlo si les conviniere. Así se pre-
viene en el párrafo 2.° del art. 1014 antes citado, de lo cual se de-
duce que ha de ser judicial el inventario. Y según el 1017, éste ha 
 
de principiarse dentro de los treinta días siguientes á la citación  
de los acreedores y legatarios, y ha de concluirse dentro de otros  
sesenta días, los que por justa causa podrá el juez prorrogar por 
 
el tiempo que estime necesario, sin que pueda exceder de un año. 
 
Si no se formaliza el inventario dentro de dicho término por culpa 
 ó negligencia del heredero, se entenderá que éste acepta la heren-
cia pura y simplemente.  
Y según el art. 1019, «el heredero que se hubiere reservado el  
derecho de deliberar, deberá manifestar al juez dentro de treinta 
 
días, contados desde el siguiente al en que se hubiese concluido el 
 
inventario, si acepta ó repudia la herencia. Pasados los treinta 
 
días sin hacer dicha manifestación, se entenderá que la acepta pura 
 
y simplemente. 
 
La aplicación de todas estas disposiciones cabe perfectamente 
 
dentro del procedimiento establecido en el artículo que estaco )s  
comentando. Se previene en él, que no obstará el juicio de testa-
mentaría, ya sea voluntario ya necesario, para que los herederos  
ejerciten en tiempo y forma el derecho de deliberar, ó el beneficio  
^ 	
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de inventario. El tiempo será el plazo fijado para ello en las dispo-
siciones del Código civil antes expuestas; y la forma, por medio 
de escrito dirigido al juez que sea competente para conocer de la 
testamentaría ó del abintestato. 
También se previene que al promover el juicio podrán los he-
rederos pedir el término legal para deliberar, ó manifestar que 
aceptan la herencia á beneficio de inventario, lo cual está en ar-
monía con lo que dispone el Código. Según éste, habrán de pedir, 
en tal caso, en el mismo escrito, que se forme el inventario con ci-
tación de los acreedores y legatarios para que acudan á presenciar-
lo si les conviniere. También habrán de ser citados los coherede-
ros que no promuevan el juicio y el cónyuge sobreviviente, si los 
hubiere. Aunque la ley de Enjuiciamiento civil limita en su artícu-
lo 1065 estas citaciones á los legatarios de parte alícuota, y á los 
acreedores que hubieren promovido el juicio ó sean en 61 parte le-
gítima, creemos que cuando el heredero haga uso del beneficio de 
inventario 6 del derecho de deliberar, deben ser citados todos los 
legatarios y los acreedores que sean conocidos como tales, puesto 
que el Código no distingue y habla en general de unos y otros, en 
consideración sin duda á que, en tal caso, todos ellos tienen interés 
en que no haya ocultaciones, y á que durante la formación del in-
ventario y el término para deliberar no pueden los legatarios de-
mandar el pago de sus legados, según el  art. 1025 del mismo Código. 
Ordena, por último, el artículo que estamos comentando, que 
en estos casos, formalizado que sea el inventario, el juez mandará 
que se ponga de manifiesto á los herederos para que puedan resol-
ver lo que convenga á sus intereses. Esta resolución no puede ser 
otra que la de aceptar ó repudiar la herencia los que se hubieren 
reservado el derecho de deliberar, y deberán exponerla al juzgado 
dentro de los treinta días que señala el art. 1019 del Código, pa-
sados los cuales se entenderá que aceptan pura y simplemente la 
herencia. Esto no puede tener aplicación á los que la hubieren 
aceptado á beneficio de inventario, y en tal caso la manifestación 
de éste servirá para que los herederos y los demás que sean parte 
en el juicio insten lo que estimen procedente y les convenga según 
el estado de los autos. 
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Indicaremos, por último, que según el art. 1020 del Código, 
en todos estos casos el juez podrá proveer, á instancia de parte in-
teresada, durante la formación del inventario y hasta la aceptación 
do la herencia, á la administración y custodia de los bienes here-
ditarios con arreglo á lo que se prescribe para el juicio de testa-
mentaría en la ley de Enjuiciamiento civil, y lo mismo habrá de en-
tenderse respecto del de abintestato. Estas medidas serán las ge-
nerales del art. 959 para la seguridad de los bienes, y las relativas 
á la administración del caudal en uno y otro juicio. 
ARTÍCULO 1053 
(Art. 1032 de la lay para Cuba y Puerto Rico.) 
Las testamentarías podrán ser declaradas en con-
curso de acreedores 6 en quiebra, en los casos en que 
así proceda respecto á los particulares; y si lo fueren, 
se sujetarán á los procedimientos de estos juicios. 
Concuerda este artículo con el 497 de la ley de 1855. Su pre-
cepto es claro y terminante, y no necesita de otra explicación sino 
tener presente que ha de atenderse á la condición ó estado social del 
causante de la herencia, y no al de sus herederos, para hacer la de-
claración de concurso ó de quiebra: si aquél era comerciante, será 
declarada en quiebra su testamentaría, y si no lo era, lo será en 
concurso. Y lo mismo ha de entenderse respecto de los abintesta-
tos, puesto que su procedimiento ha de acomodarse al del juicio de 
testamentaría. 
No deben olvidar los herederos, para no comprometer sus bie-
nes particulares cuando la testamentaria pueda ser declarada en 
concurso ó en quiebra, que es indispensable hagan cesión de la he-
rencia antes de aceptarla, ó que la hayan aceptado á beneficio de 
inventario, pues en otro caso quedarán obligados con sus propios 
bienes al pago de todas las deudas y cargas de la herencia. 
Hecha la declaración de concurso ó de quiebra, cesará el juicio 
de testamentaría ó el de abintestato en el estado eu que se halle, 
y desde allí en adelante se acomodará la sustanciación á las reglas 
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establecidas para los concursos ó las quiebras, según el caso, acor-
dándose el embargo de los bienes y lo demás que proceda para la 
ocupación y depósito de los mismos, cuando estas diligencias no 
se hubiesen ya practicado en el juicio de testamentaría ó en el de 
abintestato. 
SECCIÓN SEGUNDA! 
DEL JUICIO VOLUNTARIO DE TESTAMENTARÍA. 
ARTÍCULO 1054 
(Art. 1053 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El que promueva el juicio voluntario de testamenta-
ría deberá presentar el certificado de defuncion de la 
persona de cuya sucesion se trate, y no siendo esto po-
sible, otro documento 6 prueba que la acredite, y el 
testamento del finado. 
ARTÍCULO 1055 
(Art. 1054 para Cuba y Puerto Rico.) 
Siendo parte legítima quien lo pida, y cumplidos los 
requisitos expresados en el artículo anterior, mandará 
el Juez que se ratifique en la solicitud deducida á su 
nombre. 
Hecha esta ratificacion, el Juez habrá por prevenido 
el juicio, mandando citar para él en forma á los here-
deros, á los legatarios de parte alícuota y al cónyuge 
sobreviviente, si los hubiere, y en su caso á los acree-
dores que hayan promovido el juicio. 
Concuerdan con los artículos 414 y 415 de la ley de 1855, con 
algunas modificaciones que afectan más á la redacción que al 
fondo. Determinase en ellos la forma de promover el juicio volun-
tario de testamentaría, ordenándose este primer trámite con toda 
claridad: será conveniente, sin embargo, hacer algunas observa-
ciones. 
Sólo puede promover este juicio alguna de las personas desig- 
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nadas en el art. 1038; y han de hacerlo por medio de procurador y 
con dirección de letrado, acompañando al escrito el certificado de 
defunción y copia fehaciente del testamento de la persona de cuya 
sucesión se trate. Cuando por cualquier motivo no pueda presen-
tarse el certificado de defunción, librado por el encargado del Re-
gistro civil, podrá acreditarse el fallecimiento con otro documento 
ó prueba, inclusa la de testigos, que sea suficiente, á juicio del 
juez, para justificar cumplidamente ese extremo, pues no basta 
para ello la presunción de la muerte, á no ser que haya sido decla-
rada por, sentencia firme, conforme á lo prevenido en los artículos 
191, 192 y 193 del Código civil. 
Será conveniente acompañar también á dicho escrito el certi-
ficado de la Dirección de los Registros que previene el art. 8.° del 
Real decreto de 14 de Noviembre de 1885, á fin de hacer constar 
con referencia al Registro general de actos de última voluntad, 
que el testamento presentado es el último ó que no resulta regis-
trado otro de fecha posterior. Aunque la disposición citada pre-
viene que se presente dicho documento al solicitar la aprobación 
judicial de las particiones, obligando al juez á consignar lo que de 
Al resulte en el auto de aprobación, y á los registradores de la 
propiedad, por el art. 10, á que lo hagan constar brevemente en la 
inscripción de los bienes adquiridos por herencia testada ó intes-
tada, suspendiéndola hasta que se subsane la falta, interesa presen-
tar dicha certificación al incoar el juicio para proceder con la se-
guridad de que no existe otro testamento posterior que pueda 
anular lo actuado. No podrá, sin embargo, el juez rechazar ni sus-
pender la admisión de la demanda por la falta de ese requisito, 
puesto que no es obligatoria su presentación hasta que se solicite 
la aprobación de las particiones. 
Cuando sean los herederos, ó alguno de ellos, los que promue-
van el juicio voluntario de testamentaría, en el mismo escrito de-
berán manifestar si aceptan la herencia á beneficio de inventario, 
ó si se reservan hacer uso á su tiempo del derecho de deliberar, 
pues de otro modo se entenderá aceptada aquélla pura y simple-
mente. Véase lo que hemos expuesto sobre este punto en el co-
mentario al art. 1052 (pág. 447 y siguientes de este tomo). 
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Si no fuere parte legítima quien promueva el juicio, el juez 
debe rechazar de plano la solicitud por medio de auto, en el que, 
fundándose en dicha razón, declarará no haber lugar á lo que se 
pretende. Cuando no se acompañen el certificado ó la prueba de de-
función y el testamento, ó cualquiera de estos documentos, suspen-
derá proveer sobre lo principal hasta que se subsane la falta. Y si 
se han llenado todos estos requisitos, dictará providencia teniendo 
por presentado el escrito con los documentos, y mandando que la 
parte que promueva el juicio se ratifique en la solicitud deducida 
A su nombre. Esta ratificación será personal, y bajo juramento 
como se practica, compareciendo para ello la parte ante el juez, ó 
librándose el despacho ó exhorto necesario, cuando esté ausente y 
así se haya solicitado, pues el juez no debe acordarlo de oficio: sólo 
en virtud de poder especial, que se presente en los autos, podrá 
hacerla el procurador. 
Luego que la parte é partes demandantes se hayan ratificado 
en la solicitud, dictará el juez providencia teniendo por prevenido 
el juicio voluntario de testamentaría y mandando citar para él en 
forma á los herederos, y en su caso á los legatarios de parte alí-
cuota que resulten del testamento, al cónyuge sobreviviente si lo 
hubiere, y en su caso también á los acreedores que hayan promo-
vido el juicio. Así lo ordena el párrafo 2.° del art. 1055 que esta-
mos comentando; pero es preciso completar esta disposición con lo 
que previene el Código civil para estos casos, y que ya hemos ex-
puesto en el comentario al art. 1052 antes citado. 
Si la herencia ha sido aceptada pura y simplemente, no hay 
otra disposición aplicable más que la del art. 1055; pero si se 
acepta á beneficio de inventario ó se pide el término legal para 
deliberar, es preciso combinar dicha disposición con la del ar-
tículo 1014 del Código civil. Según éste, al promover el juicio ha-
ciendo uso de uno ú otro derecho, deben pedir los herederos, y acor-
dar el juez por consiguiente, que se forme el inventario y que se 
cite á los acreedores y legatarios para que acudan á presenciarlo, 
si les conviniere. Será, pues, indispensable en este caso citar á to-
dos los acreedores de quienes tengan noticia los herederos, y á to-
dos los legatarios que resulten del testamento, aunque no lo sean 
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de parte alícuota, y en una misma diligencia se les citará para el 
juicio y para el inventario, como deberá mandarse en la providen-
cia, á diferencia del otro caso en el que estas citaciones han de ser 
en dos actos, legan se deduce de los artículos 1055 y 1064. En el 
lugar antes citado hemos indicado ya la razón en que podrá ha-
berse fundado el Código para ordenar que se cite á los acreedores 
y legatarios, sin distinción. 
En todo caso estas citaciones han de hacerse por medio de cé-
dula, en la forma prevenida en los artículos 270 y siguientes, y se 
entenderán con el procurador del que sea parte en el juicio, y per-
sonalmente con los demás interesados con residencia conocida que 
tengan capacidad para recibirlas, y respecto de los que no la ten-
gan, ó estén ausentes, con las personas que indicaremos en el co-
mentario que sigue. 
También puede solicitarse, al promover el juicio, la interven-
ción del caudal á fin de poner en seguridad los bienes que sean sus-
ceptibles de 'ocultación 6 sustracción: sobre esto véanse los artícu-
los 1061 y 1062 y su comentario. 
ARTÍCULO 1056 
(Art. 105.5 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si hubiere herederos 6 legatarios de los antedichos, 
que por ser menores 6 incapacitados tengan tutor 6 cu-
rador, se entenderá con éstos la citacion para el juicio. 
Si no lo tuvieren, se les nombrará 6 se hará que lo 
nombren cou arreglo a derecho, a no ser que se hallen 
representados por sus padres. 
ARTÍCULO 1057 
(Art. 1036 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando el tutor, curador, padre 6 madre tengan en 
la herencia un interés incompatible con el del menor 
6 incapacitado á quien representen, se proveerá á éste, 
con arreglo á derecho, de un curador especial para el 
juicio, cuya intervencion se limitará á los actos en que 
exista dicha incompatibilidad. 
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ARTÍCULO 1058 
A los herederos y demas interesados ausentes, que 
tengan residencia conocida , se les citará personal-
mente. 
A los que no la tengan se les llamará por edictos, 
,que se fijarán en los sitios públicos é insertarán en los 
diarios oficiales del pueblo del juicio, si los hubiere, y 
-en el Boletin de la provincia; y si el Juez lo estimare 
necesario, atendidas las circunstancias del caso, en la 
Gaceta de Madrid 6 en el lugar de la última residencia 
del ausente. 
Art. 1057 para Cuba y Puerto Rico.—(Después de las palabras Bo-
letín de la provincia», se añade: «6 . en su defecto en la Gaceta del 
Gobierno general»: siendo iguales en todo lo demás uno y otro ar-
.tfculo.) 
ARTÍCULO 1059 
(Art. 1068 para Cuba y Puerto Rico.) 
Se citará tambien al Promotor fiscal para que repre-
sente á los interesados en la herencia que sean meno-
res 6 incapacitados y no tengan representacion legíti-
ma; á los ausentes cuyo paradero se ignore, y á los que, 
debiendo ser citados en persona por tener domicilio co-
nocido, no se hallaren en el lugar del juicio. 
ARTÍCULO 1060 
Cesará la representacion del Promotor fiscal: 
Respecto de los menores é incapacitados, luego que 
estén habilitados de tutor 6 curador. 
En cuanto á los ausentes cuyo paradero se ignore, 
cuando se presenten en el juicio, 6 puedan ser citados 
personalmente, aunque vuelvan á ausentarse. 
Y respecto de los ausentes citados en persona, tam-
bien cuando se presenten, 6 trascurran desde la cita-
cion, sin haberse presentado, quince dias si residen en 
la Península, y tres meses en otra parte. 
456 	 LIB. u—TIT. X—ARTS. 1056 A 1060 
En este último caso se seguirá el juicio en rebeldía, 
sin volver á citar á los que habiéndolo sido en forma 
no hayan comparecido. 
Art. 1059 para Cuba y Puerto Rico.—(Copiado literalmente menos el 
parra fo ó inciso cuarto, que en esta ley dice asl:• «Y respecto de los 
ausentes citados en persona, también cuando se presenten, ó trans-
curran desde la citación, sin haberse presentado, veinte días si re-
siden en el territorio de la isla respectiva, dos meses si residiendo 
en Puerto Rico tengan que hacer valer su derecho en Cuba ó vi-
ceversa, y seis meses en cualquiera otra parte.») 
En estos cinco artículos se designan las personas con quienes 
ha de entenderse la citación para el juicio voluntario de testamen-
taría en representación de las que deben ser citadas conforme 
a11055, cuando éstas carezcan de capacidad legal para intervenir 
por sí mismas ó se hallen ausentes. Concuerdan sustancialmente y 
sin alteración en el fondo con los artículos 416 al 421 de la ley 
de 1855; pero se ha reformado la redacción para expresar mejor 
loe conceptos de guerte que no haya lugar á dudas. 
En el comentario anterior se han indicado las personas que 
conforme á dicho art. 1055 de esta ley y en su caso al 1014 del 
Código civil deben ser citadas para este juicio, y que la citación 
ha de hacerse por medio de cédula en la forma ordenada en los 
artículos 270 y siguientes. Esta citación se hará personalmente á 
los mismos interesados ó á quien los represente legítimamente, por 
el actuario si residen en el lugar del juicio, ó por medio de ex-
horto ó despacho dirigido al juez correspondiente cuando estén 
ausentes y sea conocida su residencia; y á los que estén ausentes 
sin representación legítima en el pueblo, y cuyo paradero se ig-
nore, se les citará y llamará por medio de edictos, en la forma que 
previene el art. 1058, á cuyo texto nos remitimos. Excusado pare-
cerá advertir que, respecto de los interesados que se hayan perso-
nado en el juicio, la citación se hará á su procurador, conforme á 
la regla general del art. 6.° 
También ha de ser citado en forma el fiscal municipal ó quien 
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ejerza las funciones del Ministerio fiscal, para que represente en 
el juicio á los interesados en la herencia que sean menores ó inca-
pacitados y no tengan representación legítima; á los ausentes cuyo 
paradero se ignore, y á los que, debiendo ser citados en persona 
por tener domicilio conocido, no se hallaren en el lugar del juicio. 
Así lo dispone el art. 1059, ampliando esta protección, que el ar-
tículo 418 de la ley anterior limitaba á los herederos ausentes, is 
 todos los interesados en la herencia, que por su ausencia ó incapa-
cidad no puedan gestionar, para que no sufran perjuicio ni menos-
cabo en sus intereses; la misma razón hay para amparar á los unos 
que á los otros. Y se deduce de dicha disposición, que no ha de 
acordarse ni hacerse la citación al Ministerio fiscal cuando todos 
los interesados en la herencia se hallen ó tengan representación le-
gítima en el lugar del juicio, aunque sean menores ó incapacitados. 
Pero dicha protección no debe ser ilimitada, ni tan indefinida 
como la estableció el art. 419 de la ley anterior, según el cual no 
cesaba la representación del promotor fiscal mientras no se pre-
sentasen en el juicio todos los herederos ausentes. El Gobierno no 
debe constituirse en tutor de los particulares que abandonan vo-
luntariamente la defensa de sus derechos, en cuyo caso se hallan los 
que no comparecen en el juicio de testamentaría después de haber 
sido citados en forma: en los demás juicios se les declara en rebel-
día, y no hay razón para que no se haga lo mismo en el presente. 
Por eso, reformando dicho artículo de la ley anterior, se declara ex-
presamente en el 1060, último de este comentario, cuándo ha de 
cesar la representación del Ministerio fiscal en cada uno de los 
tres casos en que se la confiere la ley por el art. 1059, que son los 
siguientes: 
1.° Menores é incapacitados.—Respecto de éstos ha de cesar 
dicha representación luego que estén habilitados de tutor ó cura-
dor, boy de tutor conforme al Código civil. Ya se previno en el 
art. 1056 que se entenderá con el tutor la citación para el juicio 
de los menores ó incapacitados, y que si no lo tienen, se les pro-
veerá de él conforme á derecho, á no ser que se hallen representa-
dos por sus padres, porque entonces con el padre, y en su defecto 
con la madre bajo cuya potestad se hallen, ha de entenderse la ci- 
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tación. A falta de padres se entenderá con el tutor, y si no lo tienen 
se les habilitará de 61 en la forma que hemos indicado en la pági-
na 272 de este tomo al comentar el art. 962, que oontiene una dis-
posición igual para el juicio de abintestato. Mientras tanto tendrá 
el Ministerio fiscal la representación de aquéllos, y cesará en ella 
luego que el tutor sea puesto en posesión del cargo, entendiéndose 
con él las actuaciones sucesivas. Si el padre, la madre 6 el tutor 
estuvieren ausentes, se hará lo que se previene para el caso 3.° 
2.° Ausentes cuyo paradero se ignore.—Cesa la representación 
que de ellos tenga el Ministerio fiscal, luego que se personen en el 
juicio, aunque vuelvan á ausentarse: por consiguiente continuará 
aquélla mientras no comparezcan. Pero como, según el art. 181 
del Código civil, ucuando una persona hubiere desaparecido de sn 
domicilio sin saberse su paradero y sin dejar apoderado que admi-
nistre sus bienes, podrá el juez, á instancia de parte legítima 6 del 
Ministerio fiscal, nombrar quien le represente en todo lo que fuere 
necesario», podrá y aun deberá pedir dicho Ministerio que se haga 
este nombramiento, y verificado cesará su representación, lo mis-
mo que cuando se habilita de tutor al menor que no lo tiene. Si 
llega á saberse el paradero del ausente llamado por edictos, se le 
citará personalmente, y desde ento nces quedará sujeto á lo que se 
dispone para el caso que sigue. 
3.° Ausentes citados en persona.—Tienen la obligación de per-
sonarse en el juicio dentro de quince días, á contar desde el si-
guiente al de la citación, si residen en la Península, y de tres me-
ses si se les ha citado en cualquiera otra parte, ya sea en territorio 
espafiol 6 extranjero. Estos plazos son para Cuba y Puerto Rico, 
de veinte días si residen en el territorio de la isla respectiva; de 
dos meses si, residiendo en Puerto Rico, tienen que hacer valer su 
derecho en Cuba, 6 viceversa, y de seis meses en cualquiera otra 
parte. Transcurrido el plazo respectivo sin haber comparecido en 
el juicio, se les declarará en rebeldía á instancia de parte 6 del Mi-
nisterio fiscal, y cesará la representación de éste, siguiéndose el 
juicio con los estrados, sin volver á citar al rebelde. 
Nos haremos cargo, por último, de lo que dispone el art. 1057, 
que concuerda con el 420 de la ley anterior. Según él, ccuando el 
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tutor, curador, padre madre tengan en la herencia un interés in 
 - 
compatible con el del menor ó incapacitado á quien representen, se 
proveerá á éste, con arreglo á derecho, de un curador especial 
para el juicio, cuya intervención se limitará á los actos en que 
exista dicha incompatibilidad.» Esta disposición ha sido modifi-
cada por el Código civil en cuanto al nombramiento de curador 
especial 6 para pleitos, cuyo cargo no reconoce dicho Código: en 
su lugar ha de nombrarse hoy un defensor al menor ó incapacitado 
que se halle en dicho caso, de suerte que, en vez de llamarse cura-
dor para pleitos, se denominará defensor, debiendo recaer el nom-
bramiento en alguna de las personas designadas en el art. 165 de 
dicho Código civil, cuya disposición conviene tener presente por 
ser la que hoy debe aplicarse en el caso de que se trata. Dice así: 
«Art. 165. Siempre que en algún asunto el padre ó la madre 
tengan un interés opuesto al de sus hijos no emancipados, se nom-
brará á éstos un defensor que los represente en juicio y fuera de 
él. El juez, á petición del padre de la madre, del mismo menor, 
del Ministerio fiscal ó de cualquier persona capaz para comparecer 
en juicio, conferirá el nombramiento de defensor al pariente del 
menor, á quien en su caso correspondería la tutela legítima, y á 
falta de éste, á otro pariente 6 á un extraño.» 
ARTÍCULO 1061 
r . Si el que haya promovido el juicio solicitare oportu-
namente la intervencion del caudal, se decretará, prac-
ticándose las diligencias prevenidas en el art. 959 de 
la manera ménos vejatoria posible. 
Art. 1060 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia e.4 al 
art. 958 de esta lcy, sin otra variación) 
ARTÍCULO 1062 
(Art. 1061 para Cuba y Puerto Rico.) 
No podrá decretarse dicha intervencion sino limi-
tada á formar judicialmente los inventarios, cuando se 
solicite despues de treinta dias de la muerte del testa-
dor 6 de haberse tenido noticia de su fallecimiento. 
A 
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Según el art. 422 de la ley de 1855, en cualquier tiempo en que 
se promoviera el juicio de testamentaría, podía pedirse la interven-
ción del caudal, y si se solicitaba, estaba el juez en el deber de de-
cretarla. Y aunque se prevenía en el mismo artículo que se practi-
cara dicha intervención de la manera menos vejatoria posible, eran 
inevitables las vejaciones, sin ningún resultado favorable á su ob-
jeto, cuando se promovía el juicio mucho tiempo después del falle-
cimiento del testador. Para evitar los abusos á que esto se pres-
taba, se ha reformado dicho artículo por medio de los dos que son 
objeto de este comentario. 
Según ellos, el que promueva el juicio puede pedir la interven-
ción del caudal, y el juez debe decretarla si se solicita oportuna-
mente. Esta oportunidad será al tiempo de promover el juicio, so-
licitándolo en el mismo escrito, ó inmediatamente después antes de 
dar principio á los inventarios, y en todo caso antes de que trans-
curran treinta días de la muerte del testador ó de haberse tenido 
noticia de su fallecimiento. Transcurrido este plazo, más que su-
ficiente para la ocultación ó sustracción de los bienes que sean sus-
ceptibles de ello, con razón la ley considera inútiles las medidas 
preventivas de dejarlos en lugares seguros, cerrados y sellados, y 
las demás que previene el art. 959, mandando que en tales casos se 
limite la intervención á formar judicialmente los inventarios. 
ARTÍCULO 1063 
(Art. 1082 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Para hacer los inventarios judicialmente, se dará co-
mision al actuario, sin perjuicio de que el Juez pueda 
concurrir á su 
 form acion en todo o en parte, cuando lo 
solicite alguno de los interesados y él lo considere ne-
cesario. 
ARTÍCULO 1064 
(Art. 1063 para Cuba y Puerto Rico.) 
Dentro de los ocho dias siguientes al en que se haya 
mandado formar judicialmente el inventario, deberá 
l 
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principiarlo el actuario, señalando dia y hora, que 
hará saber á los interesados al citarlos para esa ope-
racion. 
ARTÍCULO 1065 
(Art. 1064 para Cuba y Puerto Bioo.) 
Deberán ser citados para la formacion del inven-
tario: 
1. 0 Los herederos 6 sus legítimos representantes, 
que se hallaren en el lugar del juicio, 6 se hubieren 
personado en los autos; y por los ausentes, si los hu-
biere, el Promotor fiscal. 
2. 0 El cónyuge sobreviviente, 6 su representacion 
legítima. 
3.0 Los legatarios de parte. alícuota. 
4. ° Los acreedores que hubieren promovido el jui-
cio 6 hayan sido admitidos en él como parte legítima. 
ARTICULO 1066 
(Art. 1065 para Cuba y Puerto Bioo.) 
Citados todos los que menciona el artículo anterior, 
en el dia y hora señalados, procederá el actuario, con 
los que concurran, á formar el inventario, el cual con-
tendrá la descripcion de los bienes de la herencia por 
el órden siguiente: 
1.0 Metálico. 
2. ° Efectos públicos. 
3.0 Alhajas. 
4.0 Semovientes. 
5. 0 Frutos. 
6.0 Muebles. 
7.° Inmuebles. 
8.0 Derechos y acciones. 
Todo se expresará en las diligencias que se extien-
dan, con la claridad y precision convenientes; y si el 
inventario no se pudiere terminar en el dia señalado, 
se continuará en los siguientes. 
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ARTfcuLO 1067 
(Art. 1066 para Cuba y Puerto Rico.) 
Se formará, además, con igual precision, inventario 
especial de las escrituras, documentos y papeles de im-
portancia que se encuentren. 
I 
Reforma de estos procedimientos y su objeto.—Según los articu-
les 423 y siguientes de la ley de 1855, practicadas las diligencias 
necesarias para la intervención del caudal, á que se refiere el co-
mentario anterior, caso de haberlo solicitado oportunamente el que 
promueva el juicio, y en otro caso, inmediatamente después de pre-
venido y de hechas las citaciones para él, debia el juez convocar á 
junta á los herederos para que se pusieran de acuerdo sobre la ad-
ministración del caudal, su custodia y conservación. Resuelto este 
punto por acuerdo de la junta, ó por el juez si en ella no hubo ave-
nencia, en adelante había que dividir el juicio en tres períodos su-
cesivos, llamados de inventario, de acalrío y de división, sin poder 
pasar al de avalúo sin estar aprobados los inventarios, ni al de di-
visión sin la aprobación previa de los avalúos. Había que convo-
car á junta.á los interesados para hacer el nombramiento de peri-
tos, otra después para el de contadores, otra para resolver las du-
das que éstos tuvieren, otra para obtener el acuerdo de los intere-
sados respecto á la adjudicación; y además, la aprobación de cada 
una de dichas operaciones había de hacerse también en junta, y si 
no se conformaban los interesados, la oposición que se hiciera, 
tanto á los inventarios, como á los avalúos ó á la división, debía 
ventilarse en juicio ordinario. 
Con esa serie de actuaciones se hacían casi interminables y muy 
dispendiosas las testamentarías judiciales, y para evitar los incon-
venientes y perjuicios que de ello resultaban, se han reformado es-
tos procedimientos en la presente ley. Practicadas las diligencias 
conducentes it la seguridad del caudal y hacer constar su impor- 
4 
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tancia, debe mandar el juez que se convoque á junta á los intere-
sados en la herencia, no sólo para que se pongan de acuerdo sobre 
la administración del caudal, su custodia y conservación, sino tam-
bién para el nombramiento de uno ó más contadores que practi-
quen las operaciones divisorias, y para el de los peritos de quienes 
hayan de valerse los contadores para el avalúo de los bienes, si no 
facultan á éstos para nombrarlos. Así resulta de los artículos 1068, 
1070 y 1071, de suerte que en una sola junta se trata y resuelve 
todo lo que antes era objeto de tres juntas por lo menos. 
A los contadores, cuyas atribuciones estaban limitadas por la 
ley anterior á la liquidación y división del caudal, se les confieren 
ahora las mismas facultades que ordinariamente tienen los nombra-
dos por el testador, las de llevar á efecto todas las operaciones de 
la testamentaría: pueden, pues, practicar el inventario, si no estu-
viere hecho, el avalúo, la liquidación y la división del caudal here-
ditario, según se consigna en el art. 1074. Y en vez de aprobarse 
por separado y sucesivamente cada una de esas operaciones, como 
antes se hacía, han de presentarse al juzgado por los contadores 
todas á la vez para su aprobación, y si se formaliza oposición den-
tro del término señalado por la ley á todas ó á cualquiera de ellas, 
después de reunir en junta á los interesados por si pueden ponerse 
de acuerdo, no habiendo conformidad, se sustancia y decide el 
asunto por los trámites del juicio ordinario correspondiente á su 
cuantía. No pueden, pues, celebrarse hoy más de dos juntas, en vez 
-de las muchas que autorizaba la ley anterior, ni seguirse más de 
un juicio ordinario para ventilar todos los motivos de oposición. 
Así se han simplificado los trámites en cumplimiento de la base 9.a 
Sin perjuicio de ampliar estas indicaciones al comentar los ar-
tículos respectivos, hemos trazado á grandes rasgos la marcha que 
hoy ha de darse al juicio de testamentaría, para que se vea á pri-
mera vista la importante reforma introducida en estos procedi-
mientos, con el objeto de hacerlos más breves y menos dispendio-
sos. Y vamos á concluir este punto con una observación que no de-
jará de tener importancia en la práctica. 
Del orden en que están colocados los artículos que van al 
frente de este comentario y de las palabras con que principia 
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el 1068, parece procedente que así que se practiquen las diligen-
cias para la intervención del caudal, si se hubiese solicitado, y en 
otro caso luego que se hagan todas las citaciones para el juicio, 
dicte el juez providencia mandando formar el inventario, dando 
comisión al actuario para ello; y que mientras no esté terminado 
el inventario, no debe convocarse á los interesados para la junta 
que previene el artículo antes citado. Aunque ésta será la trami-
tación que habrá de seguirse por regla general, no vemos inconve-
niente en que se anteponga la junta al inventario, siempre que lo 
solicite el que haya promovido el juicio ó cualquiera de los que en 
él estén admitidos como parte legítima. La misma ley reconoce 
que esto puede hacerse, al ordenar on el art. 1074 que los contado-
res practiquen el inventario, cuando éste no hubiere sido hecho: 
luego puede hacerse tanto antes como después de la junta indi-
cada, puesto que en ésta ha de verificarse el nombramiento de los 
conta dores.  
Como en dicha junta ha de hacerse también el nombramiento 
de administrador y el de los peritos para el avalúo, celebrándola 
antes del inventario se tendrá la ventaja de que, al formalizar éste, 
habrá ya administrador que se encargue definitivamente de los bie-
nes, según se vayan inventariando, y la no menos importante de 
que se haga á la vez el avalúo de los mismos, y alguna vez también 
la de que sean los contadores los que formen el inventario, excu-
sándose gastos. Por esto creemos conveniente que el que promueva 
el juicio ó cualquiera de los interesados solicito la convocación de 
la junta antes de que se haga el inventario: si se pide, deberá el 
juez otorgarlo, y en otro caso tendrá que sujetarse á la tramitación 
marcada en la ley. 
II 
Citación para el inventario y forma del mismo.—Estas dos co-
sas se determinan con toda claridad en los cinco artículos que son 
objeto de este comentario. Téngase presente que se refieren á los 
inventarios que han de hacerse judicialmente, en cuya forma deben 
practicarse siempre que los herederos quieran utilizar el beneficio 
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de inventario ó el derecho de deliberar, cuando esté intervenida la 
herencia 6 sea necesario el juicio, y cuando lo solicite cualquiera 
de los que son parte legítima para promover el voluntario. Fuera 
de estos casos, y siempre que así lo haya ordenado el testador lle-
nando los requisitos del art. 1045, podrán hacerse extrajudicial-
mente ante notario ó por los contadores 6 los mismos interesados, 
con citación y concurrencia de todos ellos, y haciendo la descrip-
ción de los bienes y documentos en la forma que se determina en 
. los artículos 1066 y 1067. 
Para hacer los inventarios judicialmente debe dar el juez comi-
sión al actuario; pero puede aquél concurrir también á su forma-
ción en todo ó en parte, cuando lo solicite alguno de los interesa-
dos y él lo considere necesario. Así lo dispone el art. 1063, primero 
de este comentario, copiando el 429 de la ley anterior, que á en 
 vez sancionó lo que venía practicándose conforme á nuestro anti-
guo derecho, según el cual, sólo debía concurrir el juez cuando hu-
biere que recontar dinero ó inventariar alhajas y objetos preciosos. 
También será conveniente su presencia y no deberá excusarla 
cuando, por desavenencias entre los interesados, pueda evitar dis-
gustos y cuestiones. Su prudencia le aconsejará lo que deba hacer 
en cada caso, teniendo presente que la ley no le permite asistir 
 ' 
oficiosamente á los inventarlos, sino cuando lo solicite alguno de 
los interesados y él lo crea necesario. 
En la ley anterior no se fijó término al escribano para dar 
principio al inventario, y á fin de evitar cualquier abuso se ha adi-
cionado en la presente el art. 1064, por el cual se le ordena que lo 
principie dentro de los ocho días siguientes á la providencia en 
que el juez haya mandado formarlo judicialmente. También se le 
previene que señale día y hora para dar comienzo al acto, y que lo 
haga saber á los interesados al citarlos para esa operación, á fin 
de que concurran si les conviniese. Hecha en forma esta citación, 
la falta de asistencia de todos ó de alguno de los interesados no es 
obstáculo para llevar efecto el inventario: el actuario lo princi-
piará en el día y hora señalados, concurran ó no los interesados, y 
si  no puede terminarse en el mismo día lo continuará en el si-
guiente con los que concurran, y en los sucesivos que sean necesa- 
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rios, conforme á lo prevenido en el art. 1066. Se extenderá diligen-
cia de lo que se practique en cada día, consignando los nombres de 
los concurrentes, haciendo con claridad y precisión la descripción 
de los bienes que se hayan inventariado, y señalando en su caso 
día y hora para continuar la operación. El actuario autorizará con 
su firma cada una de esas diligencias después de firmarlas los que 
á ellas concurran. 
En el comentario al art. 1055 se ha dicho la forma en que han 
de hacerse estas citaciones, indicando que cuando en la misma pro-
videncia en que se tenga por prevenido el juicio se mande la for-
mación del inventario, en una sola diligencia deberá hacerse la ci-
tación para el juicio y para el inventario. Cuando así se practique, 
esto no excusará al actuario de hacer saber á los interesados el día 
y hora quo señale para dar principio al inventario, aunque sin 
nueva citación en forma, puesto que ya están citados para ese acto. 
En el art. 1065 se determinan las personas que deben ser cita-
das para la formación del inventario. Concuerda con el 430 de la 
ley anterior, pero con la aclaración, respecto á los herederos, de 
quo sólo han de ser citados los que se hallen en el lugar del juicio 
ó se hubieren personado en los autos, en cuyo caso se entenderá la 
citación con el procurador que los represente, y por los ausentes 
con el Ministerio fiscal de conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 1059; y en cuanto á los acreedores, que sean citados los que 
hubieren promovido el juicio ó hubieren sido admitidos en él como 
parte legítima. No se ha hecho novedad respecto al cónyuge so-
breviviente y á los legatarios de parte alícuota, cuya citación ha de 
entenderse en las mismas condiciones y circunstancias que la de 
los herederos, esto es, en su persona si se hallan en el lugar del 
juicio; á su procurador, si se hubieren personado en los autos, y 
al Ministerio fiscal si están ausentes. Es aplicable á este caso lo 
que hemos expuesto en el comentario antes citado al art. 1055 
acerca de la citación de todos los legatarios y acreedores, cuando 
los herederos hagan uso del derecho de deliberar ó del beneficio de 
inventario conforme al Código civil. 
En cuanto á la forma del inventario y al orden con que ha de 
hacerse en él la descripción de los bienes de la herencia, así como 
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respecto del inventario especial de escrituras, documentos y pape-
les de importancia, nos remitimos á los artículos 1066 y 1067, úl-
timos de este comentario, por estar ordenado en ellos con toda cla-
ridad y ser de práctica corriente. Sólo indicaremos que cuando se 
forme el inventario antes del nombramiento de administrador, ha-
brán de quedar los bienes al cuidado y conservación de las perso-
nas en cuyo poder se hallen, haciéndoles responsables de ellos como 
depositarios interinos, hasta que se haga dicho nombramiento en 
la forma que se dirá en el comentario que sigue; pero depositán-
dose desde luego el metálico y efectos públicos en el estableci-
miento destinado al efecto, y las alhajas con la seguridad conve-
niente. 
ARTÍCULO 1068 
(Art. 1067 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Practicadas las diligencias prevenidas en los artícu-
los anteriores, mandará el Juez convocar junta a los 
interesados, señalando el dia dentro de los ocho siguien-
tes, para que se pongan de acuerdo sobre la adminis-
tracion del caudal, su custodia y conservation. 
ARTÍCULO 1069 
(Art. 1068 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si no se consiguiere dicho acuerdo, determinará el 
Juez lo que segun las circunstancias corresponda, con 
sujecion á las reglas siguientes: 
l.a El metálico y efectos públicos se depositarán 
en el establecimiento público destinado al efecto. 
2.a Las alhajas, muebles, semovientes y frutos re-
colectados se pondrán en depósito, exigiéndose las se-
guridades convenientes al depositario. 
3.a Se nombrará administrador al viudo ó viuda, y 
en su defecto al interesado que tuviere mayor parte en 
la herencia, si reune, á juicio del Juez, la capacidad 
necesaria para desempeñar el cargo. 
4.3 Si no concurriere esta circunstancia en quien 
tuviere la mayor parte de la herencia, ó fuere igual la 
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participacion de todos los interesados 6 de algunos de 
ellos, podrá el Juez nombrar cualquiera de éstos, 6 
á un extraño. 
5.a Cualquiera que fuere el administrador, deberá 
prestar fianza bastante á responder de lo que perciba 
en bienes muebles y de la renta de un año de los in-
muebles, si los interesados, de eomun acuerdo, no le 
dispensaren de hacerlo. 
6.a No habiendo acerca de esto conformidad, la 
fianza será proporcionada al interés en el caudal de 
los que no otorguen su relevacion. 
ARTÍCULO 1070 
En la junta á que se refiere el art. 1068, los intere-
sados deberán tambien ponerse de acuerdo sobre el 
nombramiento de uno 6 más contadores que practiquen 
las operaciones divisorias del caudal. Si no lo consi-
guieren, cada parte, 6 grupo de partes, que tengan 
idéntico interés en la testamentaría, designará un con-
tador, y se intentará el acuerdo de todos para elegir 
un contador dirimente que habrá de ser letrado. 
Art. 1009 para Cuba y Puerto Rico.—(Este artículo contiene tres pd-
rrafos: en el primero se copia literalmente el art. 1070 de la ley 
de la Peninsula, pero haciendo la referencia al art. 1067; y los 
otros dos pdrrafoe dicen así:) 
«En los Juzgados donde aun existan contadores judiciales por 
oficio enajenado, y en tanto que no se lleve á cabo la reincorpora-
ción en el Estado de dichos oficios, continuarán en el desempeño 
de las atribuciones que esta ley confiere á los contadores nombra-
dos por las partes. 
»Los contadores judiciales por oficio enajenado serán recusa-
bles por las mismas causas y en igual forma que los peritos.» 
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ARTÍCULO 1071 
(Art. 1070 para Cuba y Puerto Rico.) 
Tambien acordarán los concurrentes á dicha junta el 
nombramiento de los peritos de que para el avalúo de 
los bienes deberán valerse los contadores, 6 facultarán 
á éstos para elegir uno 6 varios de comun acuerdo, y 
para designar cada cual el suyo, si el acuerdo no fuere 
posible. 
ARTÍCULO 1072 
(Art. 1071 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si alguno de los concurrentes se negare á nombrar 
contador 6 perito, se le tendrá por conforme con la de-
signacion que hicieren los otros interesados. 
ARTÍCULO 1073 
Si. de la Junta resultare falta de acuerdo para la de-
signacion de contador dirimente, se observará lo pre-
venido en los artículos 616 al 625 de esta ley. Esto 
mismo se hará en el caso de que los peritos discorda-
ren sobre el avalúo. 
Art. 1072 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es d los artícu-
los 615 al 624 de esta ley, sin otra variación.) 
En el párrafo 1.° del comentario anterior se ha hecho un breve 
resumen de las reformas que la presente ley ha introducido en es-
tos procedimientos, reservándonos ampliar aquellas indicaciones al 
examinar cada uno de los artículos que las introducen. Los seis que 
van al frente de este comentario contienen la reforma más radical, 
puesto que reducen á una sola junta lo que antes era objeto de 
tres, y son la base para suprimir otras muchas juntas, actuaciones 
é incidentes que autorizaba la ley anterior. 
Según el procedimiento que en ellos se ordena, practicadas las 
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diligencias prevenidas para la formación de los inventarios judi-
ciales, dará cuenta el actuario, y el juez acordará sin necesidad de 
instancia de parte, que se convoque á junta á los interesados, que 
son los determinados en el art. 1065, con el objeto que se previene 
en los artículos 1068, 1070 y 1071 de esta ley, señalando día y 
hora para celebrarla dentro de los ocho días siguientes. La misma 
providencia dictará á solicitud de parte legítima antes de formarse 
el inventario, cuando no fuere indispensable que éste sea judicial. 
La citación para la junta se hará por medio de cédula, como ya se 
ha dicho repetidas veces. 
En esa junta, que se celebrará con los que concurran, ha de 
tratarse: 1. 0 , sobre la administracción del caudal, su custodia y 
conservación: 2.°, sobre el nombramiento de contadores, que prac-
tiquen las operaciones divisorias de la herencia; y 3.°, sobre el 
nombramiento de peritos para el avalúo de los bienes. Se levan-
tará acta, consignándose con claridad y precisión los acuerdos que 
se tomen y nombramientos que se hagan por los interesados, fir-
mándola el juez y los concurrentes y autorizándola el actuario. Po-
drán concurrir ella los letrados y procuradores de las partes, 
puesto que la ley no lo prohibe, y estar éstas represe ntadas por 
sus procuradores. Se llevará á efecto lo que sobre cada un o de di-
chos puntos acuerden los interesados, y en otro caso se liará lo que 
vamos á indicar. 
1.° Nombramiento de administrador. 
—
Si los interesados que 
concurran á la junta no se ponen de acuerdo sobre la persona que 
haya de encargase de la administración, custodia y conservaci ón 
de los bienes, ó sobre la forma en que esto haya de hacerse, y ga-
rantía que deba prestar el administrador, corresponde al juez la 
resolución del punto ó puntos en que no haya avenencia; y lo 
mismo cuando no pueda celebrarse la junta por no haber concu-
rrido ninguno de los interesados, después de citados en forma. La 
ley no ha previsto este último caso, pero como no autoriza para 
otra convocación y la falta de concurrencia supone la falta de con-
formidad y hace imposible el acuerdo, no queda otro recurso que 
someter el asunto á la resolución del juez. Este no puede proceder 
en ello arbitrariamente, sino con sujeción á las reglas que se esta- 
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blecen en el art. 1069, el cual concuerda con el 424 de la ley ante-
rior, sin otra diferencia que la declaración que hace en la regla 5.a, 
de que la fianza que debe prestar el administrador, cuando no sea 
relevado de ella, ha de ser bastante á responder, no de todo lo que 
perciba, como decía la ley anterior, sino de lo que perciba en bienes 
muebles-y de la renta de un año de los inmuebles. A. nada conducía 
la fianza por el valor de los inmuebles sino á dificultar el nombra-
miento de administrador, y basta asegurar las rentas de un año, en 
razón á ser éste el plazo máximo que debe fijársele para rendir 
cuentas y depositar ó consignar el saldo que resulte, después de 
cubiertas las atenciones de la testamentaría, conforme al art. 1010, 
que es de aplicación á este caso según el 1097. 
Dichas reglas del art. 1069 están redactadas con tal claridad, 
que basta atenerse á su texto, y á él nos remitimos, para aplicarlas 
rectamente, teniendo presente que de ellas sólo han de aplicarse 
las que correspondan según las circunstancias del caso, como lo pre-
viene el mismo artículo. 
Hecho el nombramiento de administrador por los interesados ó 
por el juez, y aceptado el cargo, con testimonio de estas actuacio-
nes se formará la pieza separada de administración; en ella pres-
tará aquél en su caso la fianza, se le pondrá en posesión y se le 
dará testimonio de su nombramiento, en la forma que previene el 
art. 1007. Si no estuviere hecho el inventario, se le hará la entrega 
de los bienes según se vayan inventariando, y en otro caso se hará 
saber á las personas en cuyo poder se hallen, que los dejen á dis-
posición de aquél, fuera del metálico, efectos públicos y alhajas, 
que deberán conservarse en el establecimiento en que se hubieren 
depositado. En esa pieza se actuará cuanto se relacione con la ad-
ministración, conforme al art. 1097, en su referencia al 1005 y si-
guientes. 
2.° Nombramiento de contadores.—A fin de evitar en cuanto 
sea posible la costosa intervención del juzgado, se hace ahora en 
la primera junta el nombramiento de contadores, que antes se ha-
cía, según los artículos 466 y 467 de la ley de 1855, después de 
aprobados el inventario y avalúo y de terminados todos los pleitos 
A que uno y otro hubieren dado lugar, y se amplían sus facultades, 
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como ya se indicó en el comentario anterior, á practicar todas las 
operaciones de la testamentaría, incluso el inventario cuando no 
hubiere sido hecho judicialmente, hasta liquidar, dividir y adjudi-
car á los interesados el caudal hereditario, como se previene en los 
artículos 1074 y 1077. 
Según el 1070, que estamos comentando, luego que se ventile 
en la junta lo relativo á la administración del caudal, habrá de pro-
poner el juez á los interesados que se pongan de acuerdo sobre el 
nombramiento de uno ó más contadores. No fija la ley el número 
que la anterior en su art. 469 fijó en el de dos, y podrán los intere-
sados, por tanto, nombrar de común acuerdo los que estimen; pero 
convendrá que sean uno ó tres para evitar discordias, y si nombran 
dos, habrán de elegir á la vez un tercero que sea letrado para que 
dirima la discordia, si la hubiere. De la circunstancia de exigir la 
ley la cualidad de letrado sólo para el dirimente, so deduce que 
no es necesario este requisito en los demás contadores, y bastará 
que se hallen en el pleno ejercicio de los derechos civiles: puedo 
recaer el nombramiento en cualquiera persona de la confianza de 
los que lo elijan, como-e dijo en el art. 468 de la ley anterior, 
y no se ha repetido en la presente por ser innecesario preve-
nirlo. 
Si no se consigue el acuerdo de los interesados, cada parte 6 
grupo do partes que tengan idéntico interés en la testamentaría de-
signará un contador, y á todos se les tendrá por nombrados, cual-
quiera que sea el número que resulte, aunque les conviene no nom-
brar más de dos para evitar gastos. En este caso, ha de invitar el 
juez á los interesados para que de común acuerdo elijan un conta-
dor dirimente, que sea letrado, lo cual previene la ley por la pre-
sunción de que podrá haber discordias entre aquéllos, en razón á 
que cada uno querrá sostener lo que interese á la parte que lo hu-
biere elegido. Si no se consigue el acuerdo sobre este punto, se 
hará la elección del dirimente en la forma establecida para los pe-
ritos en los artículos 616 al 625, como se ordena en el 1073, esto 
es, por medio de la insaculación y sorteo que previene dicho ar-
tículo 616, ó por el juez cuando no lleguen á tres en el partido ju-
dicial los letrados en ejercicio con exclusión de los que sean recu- 
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sados en el acto. El sorteo se hará en el acto mismo de la junta, 
como previene dicho artículo. 
Cuando todas las partes tengan un mismo interés en la herencia, 
co mo sucederá si son herederos por partes iguales sin haber otros 
interesados, y no pueden ponerse de acuerdo sobre el nombra-
miento de contadores, habrá de permitírseles que cada uno nom-
bre el suyo; pero si son varias las partes con intereses distintos, no 
debe permitir el juez que las que tengan un mismo interés, si son 
dos ó más individuos, designe cada una su contador, sino que ha de 
obligar los de cada grupo á que designen uno solo; y si no pueden 
ponerse de acuerdo entre sí, se hará la elección del que corresponda 
al grupo disidente por insaculación, 6 en su caso por el juez, en la 
forma antes indicada para el contador dirimente. No vemos otro 
medio legal de resolver ese conflicto, que aplicar por analogía la 
disposición de dicho art. 616. 
De la índole del cargo y de la referencia que se hace en el ar-
tículo 1073 se deduce que todos los contadores pueden ser recusa-
dos por causas posteriores á su nombramiento, y que el dirimente 
podrá serlo también por causas anteriores, cuando sea designado 
por la suerte 6 por el juez, conforme á lo prevenido en el art. 619. 
Sobre las causas y procedimiento para estas recusaciones se obser-
vará lo dispuesto en los artículos 620 al 625. 
Téngase presente que, según el art. 1072, si alguno de los con-
currentes á la junta se negare á nombrar contador ó perito, se le 
tendrá por conforme con la designación que hicieren los otros in-
teresados. Lo mismo habrá de entenderse por analogía respecto de 
los que, citados'en forma, dejen de asistir á la junta. 
ZY qué se hará en el caso de que no pueda celebrarse la junta 
por no concurrir ninguno de los interesados? Como la ley no auto-
riza para convocar de nuevo á junta, será preciso que el juez resuel-
va, no de oficio, sino á instancia de parte. En tal caso, la parte in-
teresada en la continuación del juicio deberá presentar escrito pi-
diendo que el juez acuerde lo que estime conveniente respecto de 
los tres extremos que debieron resolverse en la junta, y en su vista 
dictará éste providencia acordando, respecto de la administración, 
lo que hemos indicado anteriormente; y en cuanto á contadores y 
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peritos, que se haga la elección por medio de sorteo ó por el mis-
mo juez en su caso, conforme al art. 616, fijando el número de uno 
ó dos, según la importancia del caudal, y si son dos, que en igual 
forma se haga la elección del contador dirimente, señalando día y 
hora para celebrar el sorteo, por si quieren concurrir las partes, á 
las que se notificará esta providencia. 
3.° Nombramiento de peritos para el aval,ío.
—
Este es el ter-
cero y último punto de que ha de tratarse en la junta. Pueden los 
interesados de común acuerdo facultar los contadores para que 
éstos elijan los peritos que hayan de hacer el avalúo de los bienes, 
ó hacer la elección por sí mismos, nombrando á uno o varios, se-
gún acuerden. Y si no puede conseguirse el acuerdo, se hará el 
nombramiento de peritos en la misma forma que el de los contado-
res, antes expuesta; pero sin necesidad de hacer en aquel acto la 
elección del dirimente, puesto que según el art. 1073 dicha elec-
ción ha de hacerse «en el caso de que los peritos discordaren so-
bre el avalúo,» y por consiguiente después de resultar la discordia. 
Sin embargo, no vemos inconveniente en que se haga en el acto de 
la junta como la del contador dirimente, cuando lo acuerden ó con-
sientan los interesados. 
ARTÍCULO 1074 
(Art. 1073 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Elegidos los contadores y peritos en su caso, prévia 
su aceptacion, se entregarán los autos á los primeros, 
y se pondrán á disposicion de unos y otros cuantos ob-
jetos, documentos y papeles necesiten para practicar 
el inventario, cuando éste no hubiere sido hecho, y el 
avalúo, la liquidacion y la division del caudal heredi-
tario. 
ARTÍCULO 1075 
(Art. 1071 para Cuba y Puerto Rico ) 
La aceptacion de los contadores dará derecho á cada 
uno do los interesados para obligarles á que cumplan 
su encargo. Deberán verificarlo en el término que ra- 
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cionalmente se estime necesario, teniendo en conside- 
racion la importancia y dificultad de las operaciones. 
ARTÍCULO 1076 
(Art. 1075 para Cuba y Puerto Rico.) 
Tambien á instancia de parte podrá el Juez fijarles 
un plazo para que presenten las operaciones divisorias, 
y si no lo verificaren, serán responsables de los daños 
y perjuicios. 
Elegidos los contadores del modo expuesto en el comentario 
anterior, y también los peritos cuando aquéllos no hubieren sido 
facultados para elegirlos, después de la junta dictará el juez pro-
videncia teniéndolos por nombrados y mandando se les haga saber 
para su aceptación, y que se entreguen los autos á los contadores 
y se pongan á disposición de los mismos y de los peritos cuantos 
objetos, documentos y papeles necesiten para llevar á efecto su co-
metido, encargándoles que procedan desde luego á desempeñar su 
encargo. Así lo dispone el art. 1074: el 474 de la ley anterior, con 
el que concuerda, prevenía que la entrega de papeles y documen-
tos se hiciera bajo inventario, cuya prevención se ha suprimido 
por innecesaria, en razón á que el actuario debe recoger en su li-
bro de conocimientos el recibo de lo que entregue. En la entrega 
de los autos no debe comprenderse la pieza de administración, 
porque ésta, con el ramo de cuentas y demás incidencias de la 
misma, ha de estar siempre en la escribanía para ponerla de mani-
fiesto á los interesados, cuando lo soliciten del actuario, como se 
previene en el art. 1006, y para actuar en ella cuanto se refiera á 
la administración del caudal. 
La diligencia de aceptación se hará por el actuario á cada uno 
de los elegidos en la forma ordinaria, sin necesidad de juramento, 
porque no lo exige la ley para este caso, aunque no estará de más 
exigirlo, como lo previene el art. 618 para los peritos, á fin de que 
juren desempeñar bien y fielmente su encargo, que es la obligación 
que contraen al aceptarlo. Si no aceptase alguno de los nombra- 
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dos, será necesario proceder su reemplazo, para lo cual el actua-
rio dará cuenta sin dilación al juez, á fin de que éste acuerde lo 
que sea procedente. No ha previsto la ley el caso, dejándolo á la 
prudencia del juez para que acuerde lo que las circunstancias y el 
sentido común le aconsejen. Si el que no acepta hubiere sido ele-
gido por todos los interesados de común acuerdo, tendrá que 
mandar el juez que comparezcan éstos ante él en el día y hora 
que señale para que en la misma forma hagan el nombramiento; 
si hubiere sido elegido por un grupo, se limitará á éstos la com-
parecencia cou dicho objeto; si por una sola de las partes, se hará 
saber á ésta la no aceptación para que en el acto de la notificación 
ó dentro de un breve plazo nombre otro, bajo apercibimiento de 
tenerla por conforme con los designados por los otros interesados; 
y si por sorteo 6 por el juez, so procederá en la misma forma al 
nombramiento del que haya de reemplazar al no aceptante, ha-
ciendo saber á los interesados el día y hora en que se liará la insa-
culación y sorteo, para que puedan presenciarlo, si quisieren. 
Aceptado el cargo por los contadores y peritos, quedan obliga-
dos unos y otros á evacuar sin dilación su cometido. En la imposi-
bilidad de fijarles término, se dice en el art. 1075 para aquéllos, y 
lo mismo habrá de entenderse para éstos, que «deberán verificarlo 
en el término que racionalmente se estime necesario, teniendo en 
consideración la importancia y dificultad de las operaciones.» 
Entregados los autos á los contadores, queda á cargo de éstos 
el practicar todas las operaciones de la testamentaría, sin la 
 inter-
vención del juzgado, al que podrán acudir sin embargo para que 
con su autoridad imperativa y coercitiva resuelva las dificultades y 
resistencias que ellos no puedan vencer. Los interesados sólo acu-
dirán al juzgado para obligar á los contadores á que cumplan su 
encargo, si vieren en ellos morosidad notable, y á su instancia, si 
el primer apremio no diere resultado, el juez les fijará un plazo 
para que presenten las operaciones divisorias, bajo apercibimiento 
de ser responsables de los daños y perjuicios que se sigan á los in-
teresados. Según se deduce del art. 1076, no podrá exigirse esta 
responsabilidad sin que el juez haya fijado ese plazo á los contado-
res y lo dejen transcurrir sin cumplir su cometido. Dicho plazo 
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será prorrogable en las mismas condiciones que los demás térmi-
nos judiciales de esa clase. 
Los contadores practicarán por sí mismos el inventario de loa 
bienes de la herencia, si no estuviese ya hecho judicialmente, po-
niendo en conocimiento de los interesados, del modo extrajudicial 
que crean más oportuno, el día y hora en que principiarán la ope-
ración, por si quieren concurrir. Simultáneamente siempre que sea 
posible, ó después, harán el avalúo por medio de los peritos elegi-
dos por los interesados, ó por los que ellos elijan, si se les hubiere 
dado esta facultad. Y por último, practicarán la liquidación, divi-
sión y adjudicación del caudal, presentando al juzgado todas estas 
operaciones juntas ó á la vez, del modo que expondremos en el co-
mentario que sigue, que deberá consultarse como continuación de 
esta materia. 
ARTÍCULO 1077 
(Art. 1076 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Las operaciones divisorias deberán presentarse por 
los contadores extendidas en papel comun y suscritas 
por ellos, y contendrán: 
1.0 Relacion de los bienes que en concepto de cada 
uno formen el caudal partible. 
2.0 Avalúo de todos los comprendidos en esa re-
lacion. 
3.0 Liquidacion del caudal, su division y adjudica-
cion á cada uno de los partícipes. 
ARTÍCULO 1078 
(Art. 1077 para Cuba y Puerto Rioo.) 
El contador dirimente, resumiendo los puntos en 
que las partes estuvieren conformes, se limitará á for-
mular, con arreglo á derecho, aquella 6 aquellas ope-
raciones en que hubiere desacuerdo, procurando evi-
tar la indivision, lo mismo que la excesiva division de 
las fincas. 
I 
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Forma en que han de proceder los contadores.—Terminadas las 
operaciones divisorias, deberán presentarlas al juzgado los conta-
dores, extendidas en papel común y autorizadas con sus firmas. Así 
lo dispone el primero de estos artículos, de acuerdo con el 480 de 
la ley anterior, añadiendo que esas operaciones contendrán la re-
lación y avalúo de los bienes, la liquidación del caudal, su división 
y adjudicación. Y en previsión do que pueda haber desacuerdo en-
tre los contadores cuando sean dos ó más, se ordenan en el se-
gundo de estos artículos las funciones que ha de ejercer en tal caso 
el contador dirimente, que según el art. 1070 ha de ser letrado y 
elegido en la junta á que dicho artículo se refiere. Estas disposi-
ciones son tan concisas, que exigen algunas explicaciones para 
comprender su objeto y aplicarlas rectamente. Por esto creemos 
conveniente decir algo sobre la forma en que deben proceder los 
contadores, y el dirimente en su caso, hasta terminar las operacio-
nes divisorias para presentarlas al juzgado, lo cual ha dejado la 
ley á la prudencia y discreción de los mismos. 
La primera operación de los contadores debe ser la formación 
del inventario, si no hubiere sido hecho judicialmente, como se 
previene en el art. 1074 y hemos expuesto en el comentario ante-
rior: eso es lo más urgente para la seguridad de los bienes. Hecho 
el inventario, deberán los contadores enterarse detenidamente de 
los autos y de los papeles y documentos de la testamentaría para 
formar juicio exacto acerca de la importancia del caudal heredita-
rio, y bienes de que debe componerse; los que deban excluirse por 
no pertenecer á dicho caudal; aportaciones que cada uno de los 
cónyuges hubiere hecho á la sociedad conyugal; bajas generales 
que de aquél deban hacerse; si resultan ó no gananciales; bajas par 
titulares que deban deducirse del caudal del difunto; si los legados 
son legales, y no exceden de la cantidad de que puede disponerse 
en favor de extraños; si existen bienes que deban traerse á cola-
ción; y acerca de todo lo demás que sea necesario, según los casos, 
para hacer la liquidación de la herencia. A este fin celebrarán en- 
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tre sí las conferencias necesarias, reuniéndose en casa del más an-
tiguo cuando por conveniencia mutua no determinen otra cosa. Si 
necesitan algún otro documento de los inventariados, lo pedirán al 
depositario ó á quien lo tenga en su poder, puesto que todos están 
á su disposición, según el art. 1074; y si no existe entre aquéllos, 
podrán pedir que se libre el oportuno testimonio á costa de la tes-
tamentaría. 
Si les ocurriere alguna duda acerca de cualquiera de los pun-
tos antes indicados, podrán pedir á los interesados las noticias que 
estimen oportunas, ya individualmente, ya reuniéndolos extrajudi-
cialmente en junta cuando lo crean necesario. La ley de 1855 les au-
torizaba por sus artículos 475, 476 y 477 para recurrir al juez á fin 
de que mandara convocar á junta á los interesados con el objeto 
de que se pusieran de acuerdo sobre los puntos dudosos: si había 
acuerdo entre ellos, se consignaba en el acta, y los contadores de-
bían considerar lo convenido como supuesto de la liquidación y di-
visión; y á falta de conforniidad en la junta, éstos habían de resolver 
las dudas como estimasen justo, adoptando también como supuesto 
las resoluciones que tomaren. La nueva ley no permite esas juntas 
judiciales para evitar gastos; pero no prohibe que las convoquen los 
contadores y se celebren extrajudicialmente, antes bien las auto-
riza como se deduce del art. 1078. En tal caso, si el acuerdo fuere 
de importancia, convendrá consignarlo en un acta, que firmarán los 
concurrentes; y si los interesados no se pusieren de acuerdo, aqué-
llos resolverán lo que estimen justo; y lo mismo cuando no pueda 
celebrarse la junta por no concurrir los interesados, ó no crean 
prudente ó conveniente convocarla. 
Luego que los contadores hayan reunido los datos necesarios 
y tengan la instrucción conveniente, procederán á practicar las 
operaciones que se determinan en el art. 1077, bien de común 
acuerdo, en cuyo caso es de práctica que se encargue de la redac-
ción el más moderno cuando son letrados, aunque aquéllos pueden 
acordar otra cosa, ó ya formulando cada uno su opinión sobre los 
puntos en que discordaren, y si la discordia fuese radical y abso-
luta, extendiendo cada uno, ó el que discordare de la mayoría, su 
proyecto de partición. 
4 
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En primer lugar, han de formar los contadores la relación de los 
bienes que, en concepto de todos, 6 de cada uno do ellos si hubier e 
discordia, formen el caudal partible. Esta relación deberá ser el 
mismo inventario, si estuviere completo; pero si hubiere necesidad 
de hacer en el alguna adición, ó de excluir algunos bienes que no 
pertenezcan al caudal de la herencia, y sin embargo fueron inven-
tariados por haberse encontrado entre los del causante de la mis-
ma, se rectificará el inventario á fin de incluir en la relación de 
bienes sólo los que pertenezcan al caudal hereditario, ó al caudal 
partible, como dice la ley. Convendrá numerar correlativamente las 
partidas de esa relación, como se practica, para facilitar y aclarar 
las referencias en las adjudicaciones. En los supuestos de la parti-
ción se expondrán las razones de dichas exclusiones 6 inclusiones, 
si las hubiere. 
Previene también el artículo que estamos comentando, que las 
operaciones divisorias contengan el avalúo de todos los bienes 
comprendidos en la relación. El modo racional y práctico de ejecu-
tarlo es fijando á cada cosa ó á cada uno de los bienes, á continua-
ción de su descripción, el valor en que haya sido tasado por los 
peritos. 
Y por último, han de practicar la liquidación del caudal, su 
división y adjudicación á cada uno de los partícipes, en la forma 
que luego explicaremos. 
II 
Modo de dirimir las discordias de los contadores.—Cuando los 
contadores, por ser dos 6 luás, no puedan ponerse de acuerdo so-
bre alguna de las operaciones divisorias, tienen que someter el 
punto ó puntos de la discordia á la resolución del dirimente, antes 
de presentar al juzgado dichas operaciones. Así se deduce de los 
artículos 1078 y 1082, y es conforme al sistema de la nueva ley, 
segun el cual han de practicarse extrajudicialmente todas las ope-
raciones divisorias cometidas á los contadores, sin que deba inter-
venir el juzgado hasta que llegue el caso de presentarlas al mismo, 
después de terminadas, para su aprobación. 
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En el caso, pues, de que se trata, cada uno de los contadores 
discordantes formará su proyecto de partición, expresando con 
claridad los puntos de la discordia. Pasarán estos proyectos con 
los autos y demás antecedentes al contador dirimente, el cual, se-
gún el art. 1078, segundo de este comentario, «resumiendo los pun-
tos en que las partes estuvieren conformes, se limitará á formular, 
con arreglo á derecho, aquella 6 aquellas operaciones en que hu-
biere desacuerdo.» Creemos que por error de copia ó de imprenta, 
se emplea en este artículo la palabra partes en lugar de contadores, 
pues lo lógico y natural es que el tercero, después do hacer el re-
sumen de los puntos en que estén conformes los contadores, cuya 
discordia, y no la de las partes, va á dirimir, se limite á formular 
aquella ó aquellas operaciones en que hubiere desacuerdo entre 
aquéllos. Esta es la misión del tercero, y así tendrá que hacerlo en 
la práctica. 
Pero aceptando el artículo tal como está redactado y como es 
necesario aplicarlo, dedúcese de él que el contador tercero tiene la 
facultad, que de todos modos no podría negársele, de reunir á los 
interesados para enterarles de los puntos de la discordia, y que de-
liberen y acuerden lo que pueda convenirles. Si en esa reunión, 
que también ha de ser extrajudicial, los interesados convinieran en 
la solución que haya de darse á todos ó alguno de los puntos en 
que han discordado los contadores, con su acuerdo quedará re-
suelta la cuestión, y entonces el tercero, al formar el resumen de 
los puntos en que estén de acuerdo los contadores, lo hará también 
de los relativos á la discordia en true las partes estuviesen confor-
mes, como dice la ley, si hubo tal conformidad, y «se limitará á 
formular, con arreglo á derecho, aquella 6 aquellas operaciones en 
que hubiere desacuerdo», ya sea éste de las mismas partes, ya de 
los contadores. 
El contador dirimente nada puede hacer ni resolver sobre los 
puntos en que estén conformes los contadores, y ha de limitarse á 
formular las operaciones en que hubiere desacuerdo, sujetándose 
en su caso á lo convenido por los interesados en todo aquello en 
que éstos estuvieren conformes. Podrá aceptar las operaciones he-
chas por uno ó por la mayoría de los contadores, en cuyo caso 
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bastará que así lo consigne; pero si no acepta en todo ó en parte 
las de ninguno de ellos, deberá hacer y formular, con arreglo á de-
recho, todas aquellas en que hubiere desacuerdo, que en algún caso 
podrá ser toda la partición. Hecho su trabajo, lo extenderá y 
fumará en papel común y Be presentará al juzgado en la forma que 
diremos en el comentario que subsigue. Si los discordantes se con-
formasen con la opinión del dirimente, lo procedente será que, con-
signándolo así, se rectifiquen las operaciones divisorias y las pre- 
senten de común acuerdo. 
No fija la ley término al contador dirimente para evacuar su 
cometido, y deberá estarse, por tanto, á lo que se ordena en los 
artículos 1075 y 1076, y hemos expuesto en su comentario. 
III 
Forma en que han de hacerse las operaciones dirisorias.—En 
el párrafo primero de este comentario se ha indicado ya que, se• 
gún el art. 1077, las operaciones divisorias han de contener indis-
pensablemente la relación y avalúo de los bienes, y la liquidación, 
división y adjudicación del caudal hereditario. Allí hemos expuesto 
también lo suficiente respecto de las dos primeras, reservando para 
este lugar lo relativo á las tres últimas. No daremos á esta materia 
toda la extensión que ella permite en su relación con el Código 
civil, por ser ajeno al procedimiento; pero haremos las indicacio-
nes y referencias necesarias para que sirvan de guía á los conta-
dores en el desempeño de su importante cometido. 
Realmente no se ha introducido novedad en este punto por la 
ley actual, y seguirán haciéndose las operaciones divisorias en la 
misma forma que hasta ahora se han practicado. Aunque nada dice 
la ley de los supuestos que preceden á toda partición, tampoco los 
prohibe, y seguirán también por ser indispensables para hacer en 
ellos la explicación de las operaciones. Limitándonos á los cuatro 
puntos indicados, diremos lo que por regla general ha de hacerse 
en cada uno de ellos, quedando á la discreción de los contadores 
hacer aplicación de lo que sea procedente, según las circunstancias 
del caso y la índole de las operaciones. 
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1.° Supuestos.—Esta palabra se deriva del verbo suponer, en 
su acepción de establecer como cierta, ó de «dar por sentada y 
existente alguna cosa, para pasar otra.» Así es que por supuestos 
se entienden los precedentes ó hechos, que en varios párrafos ó pe-
ríodos se sientan como exactos y verídicos para deducir de ellos y 
justificar todas las operaciones referentes á la liquidación y divi-
sión del caudal. También suele llamárseles presupuestos y suposi-
ciones; pero es más usada la denominación antedicha. 
Después de puesto el encabezamiento con el nombre de los 
contadores, y con expresión de los interesados de quienes procede 
su encargo y de la herencia que se va á dividir, se van ordenando 
los supuestos con método y claridad, en párrafos numerados, fijando 
en ellos la historia ó relación de los hechos y derechos que sirven 
de base á la liquidación, y explicando la razón de todas las opera-
ciones, siguiendo en aquéllos el órden natural de éstas. En el pri-
mero se expresa el día del fallecimiento de la persona de cuya su-
cesión se trata; si era ó no casada, y los hijos ó descendientes que 
le sobrevivan, si hizo ó no testamento, y disposiciones generales 
dei mismo. En el segundo y sucesivos se hará expresión de los le-
gados, institución de herederos, y demás disposiciones particulares 
del testamento; del resultado del inventario y avalúo para fijar el 
cuerpo general de bienes; y se tratará de todo lo relativo á los bi-
nes dotales y extradotales que la mujer hubiere llevado á la socie-
dad conyugal, y de los aportados por el marido; de las deudas y 
demás bajas del cuerpo general de bienes, ó del particular del difun-
to; de los bienes adquiridos durante el matrimonio, y que han de re-
putarse como gananciales; de las mandas, mejoras y legados que 
hubiere hecho el finado, y forma en que han de pagarse; de los 
bienes que han de traerse á colación para constituir la legítima ó 
haber de los herederos; de las adjudicaciones, si hay algo que ad-
vertir respecto de ellas; en una palabra, de todo lo que pueda con-
ducir á explicar y justificar cuanto se practique para llevará efecto 
la partición, deduciendo los hechos de lo que resulte de los autos 
y documentos comunicados á los contadores, y de lo convenido por 
los interesados ó resuelto por ellos en cuanto á los puntos dudosos, 
si los hubiere. 
   
   
484 	 LIB. II-TIT. x-ARTS. 1077 Y 1078 
2.° Liquidación.—Sentados los supuestos que sean necesarios 
según las circunstancias de cada caso, se pasa á liquidar el caudal 
con arreglo á las bases en ellos establecidas. En primer lugar, se 
forma el cuerpo general de bienes, ó sea la relación y avalúo que 
ordena la ley, y que se compondrá de todos los inventariados como 
existentes á la muerte del testador, y de los que se hayan agregado 
después, con exclusión de los que no pertenezcan al caudal, nume-
rando correlativamente todas las partidas, como ya se ha dicho. 
También deben excluirse, si hubieren sido inventariados, con-
signándolo en un supuesto, los efectos que constituyan el lecho de 
que usaban ordinariamente los esposos, y las ropas y vestidos de 
uso ordinario de los mismos, pues todo esto ha de entregarse al 
que de ellos sobreviva, sin incluirlo en el inventario, como se pre-
viene en el art. 1420 del Código civil. Si cada uno de los esposos, 
viviendo juntos, usaba ordinariamente su cama particular, las dos 
constituyen el lecho cotidiano, según está admitido en la práctica. 
Aunque el cónyuge sobreviviente contraiga segundas nupcias, no 
pierde hoy la propiedad de dichos efectos, y por consiguente no 
debe hacerse en los supuestos la indicación que antes se hacia con-
forme á la legislación anterior, de que e n 
 dicho caso tendría que 
devolver la mitad del lecho cotidiano á los herederos del difunto. 
Formado el cuerpo general de bienes, ó sea el inventario de los 
que pertenezcan al caudal de la herencia, se deducirán de el las 
bajas generales 6 comunes que procedan según los casos. Si era ca-
sado el causante de la herencia, habrá de liquidarse á la vez la so-
oiedad de gananciales, á no ser que en las capitulaciones matrimo-
niales se hubiesen sometido á otro régimen, como pueden hacerlo 
según el art. 1315 del Código civil; y lo mismo en los territorios 6 
provincias forales, que no están sujetas sobre este punto á la legi e-
lación de Castilla. La liquidación de dicha sociedad se hará co n-
forme á lo prevenido en la sección 7. 8 del cap. 5°, tít. 3.°, libro 4.° 
del Código citado. 
También habrán de consultarse en sus casos respectivos las de-
más disposiciones de dicho tít. 3.° para resolver lo que proceda so-
bre el abono ó pago de las donaciones que válidamente se hubieren 
hecho los esposos; sobre la constitución y restitución de la dote y 
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de los bienes parafernales; sobre los que han de considerarse como 
de la propiedad de cada uno de los cónyuges y como gananciales, 
y sobre lo demás que se relaciona con el contrato sobre bienes con 
ocasión del matrimonio, de que trata dicho titulo. De todas esas 
disposiciones debemos mencionar aquí algunas que están íntima-
mente relacionadas con el objeto de estos procedimientos. 
Para liquidar, en su caso, la sociedad de gananciales, formado 
el inventario 6 relación de los bienes que constituyan el caudal de 
la herencia, han de agregarse å él numéricamente, para colacio-
narlas, como previene el art. 1419 del Código, las cantidades que, 
habiendo sido pagadas por dicha sociedad, deban rebajarse de la 
dote 6 del capital del marido, y el importe de las donaciones y 
enajenaciones de bienes de la misma sociedad, que sin el consen-
timiento de la mujer hubiere hecho el marido y deban considerarse 
ilegales 6 fraudulentas. 
Completado el inventario con esas adiciones, según los artícu-
los 1421 y 1422, deben liquidarse y pagarse, en primer lugar, la 
dote y los parafernales de la mujer, y después las deudas y las de-
más cargas y obligaciones de la sociedad conyugal, determinadas 
ea los artículos 1408 y siguientes del mismo Código. Si el caudal 
inventariado no alcanzare para cumplir todas esas obligaciones, se 
observará lo determinado en el tit. 17 del mismo libro 4.° sobre la 
concurrencia y prelación de créditos. Y en último lugar se liquida-
rá y pagará el capital del marido hasta donde alcance el caudal in-
ventariado (art. 1423). También han de pagarse de los gananciales 
las pérdidas 6 deterioro que hayan sufrido los bienes muebles de 
la propiedad de cualquiera de los cónyuges (art. 1425). 
Hechas estas deducciones en el caudal inventariado, el rema-
nente, si lo hubiere, constituirá el haber líquido de la sociedad de 
gananciales, el cual se dividirá por mitad entre el cónyuge que so-
breviva y los herederos del difunto (arts. 1424 y 1426). 
Cuando haya de ejecutarse simultáneamente la liquidación de 
los bienes gananciales de dos ó más matrimonios contraídos por 
una misma persona, véase el art. 1431 del referido Código civil. 
Hecha la liquidación de la sociedad de gananciales, 6 sin ella 
en su caso, se formará la del caudal que corresponda al causante 
Al 
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de la herencia. De este caudal se bajarán las deudas que de él de-
ban pagarse, cuando ha sido aceptada la herencia á beneficio de 
inventario: lo mismo se hará cuando haya sido aceptada pura y 
simplemente; pero en este caso, si no bastan los bienes para pagar 
á los acreedores, quedará á salvo el derecho de éstos contra el he-
redero. Es tan preferente este pago que, según el art. 1082 del Có-
digo, los acreedores reconocidos pueden oponerse á que se lleve á 
efecto la partición de la herencia hasta que se les pague é afiance 
el importe de sus créditos; y según el 1026 y el 1027, hasta que re-
sulten pagados todos los acreedores conocidos y los legatarios, se 
entenderá que se halla la herencia en administración, y el adminis-
trador no puede pagar los legados sino después de haber pagado 
á todos los acreedores. Sobre el orden en que han de ser pagados, 
véase el art. 1028 del mismo Código. 
Asimismo, se considerarán como deudas las dotes y donaciones 
constituidas legalmente y no satisfechas, y las demás obligaciones 
contraidas por el difunto, que deban pagarse de su caudal. 
También se bajará de dicho caudal, en su caso, lo que importe 
el vestido de luto para la viuda, por ser una deuda legal, que los 
artículos 1379 y 1427 imponen sobre la herencia, obligando á los 
herederos á costearlo con arreglo á la clase y fortuna del marido 
difunto. 
Y se bajarán, por último, los gastos de partición y los demás 
á que dé lugar el juicio y la administración del caudal, que sean 
hechos en interés común de todos los coherederos, como se pre-
viene en los artículos 1033 y 1064 de dicho Código, incluyendo en 
ellos, en su caso, las copias de los títulos de propiedad, á que se 
refiere el 1066, y los necesarios para la entrega de la cosa legada, 
según el 886. Pero, como al hacerse la liquidación no puede sa-
berse el importe total de dichos gastos, por no estar terminadas y 
aprobadas las operaciones divisorias, en la práctica suele destinarse 
para ellos una cantidad, con la declaración de que, si falta, se su-
plirá proporcionalmente por los interesados, y si sobra, se distri-
buirá entre ellos del mismo modo; ó bien se reserva el pago para 
después de terminado el juicio, sin hacer baja alguna del caudal 
por este concepto, y verificándolo los interesados á prorrata. 
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Lo que reste del caudal del difunto, después de hechas las ba-
jas que acaban de indicarse ó las que procedan, será el caudal di-
visible entre los herederos, previo el pago de los legados, si los hu-
biere, y el de entierro, funeral y sufragios. Cuando los herederos 
sean voluntarios, podrán incluirse estos últimos gastos en las bajas 
del caudal, dando al resto la inversión ordenada por el testador; 
pero si son forzosos, será preciso hacer otra liquidación para de-
mostrar que estos no resultan perjudicados en sus legítimas, y si lo 
fuesen, hacer en los legados la reducción necesaria conforme á lo 
prevenido en el art. 820 del Código, pagándolos en su caso por el 
orden que establece el 887. 
Para hacer esta liquidación, tendrán presentes los contadores 
las reformas introducidas en nuestro antiguo derecho por el 06-
digo civil respecto á herederos forzosos y á la cuantía de las legí-
timas, á fin de aplicar las disposiciones que correspondan al caso 
de que se trate. Si el testador hubiere fallecido antes del 1.° de 
Mayo de 1889 en que comenzó á regir el Código civil, deberá apli-
carse la legislación anterior; y si falleció después, se aplicará di-
cho Código, aunque sea anterior el testamento, como se previene 
en la regla 12 de las disposiciones transitorias del mismo. Sobre 
-dichos puntos véanse los artículos 807 y siguientes, en cuanto á la 
legítima de descendientes y ascendientes, y respecto del cónyuge 
viudo y de los hijos naturales reconocidos, declarados también he-
rederos forzosos en la cuota que se les asigna, los artículos 834 y 
siguientes, y 840 y siguientes del mismo Código. 
En todos estos casos, apara fijar la legítima, se atenderá al va-
lor de los bienes que quedaren á la muerte del testador, con deduc-
ción de las deudas y cargas, sin comprender entre ellas las im-
puestas en el testamento,» 6 sea á lo que resulte liquido como 
caudal particular del finado en la última liquidación antes indicada. 
Y cal valor líquido que los bienes hereditarios tuvieren, se agre-
gará el que tenían todas las donaciones colacionables del mismo 
testador en el tiempo en que las hubiera hecho.» Así lo dispone el 
art. 818 del Código. Cuáles sean los bienes ó valores que los here-
deros forzosos han de traer á colación á la masa hereditaria, se de-
tallan en los artículos 1035 y siguientes, declarándose en el 1045, 
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que ano han de traerse á colación y partición las mismas cosas do-
nadas ó dadas en dote, sino el valor que tenían al tiempo de la do-
nación 6 dote, aunque no se hubiere hecho entonces su justipre-
cio», y que «el aumento ó deterioro posterior, y aun su pérdida to-
tal, casual ó culpable, será á cargo y riesgo ó beneficio.del donata-
rio», quedando así resueltas las encontradas opiniones de nuestros 
prácticos sobre dichos puntos. 
Conforme, pues, á estas disposiciones, cuando se trate de una 
herencia que corresponda á descendientes legítimos del finado, al 
valor líquido de los bienes hereditarios se agregará el de los que 
deban traerse á colación, y la suma total que resulte se dividirá en 
tres partes iguales, de las cuales dos constituyen la legítima, y la 
tercera parte restante es de libre disposición (art. 808). De esta ter-
cera parte han de pagarse los gastos de entierro y funeral, como se 
declara en el art. 840, y las mandas y legados: si de la liquidación 
resultase no ser suficiente aquélla para cubrirlos, se reducirán és-
tos, como ya se ha indicado; y si resultare algún sobrante, acrecerá 
á los herederos. Si por haber hijos de dos matrimonios, hubiera 
que sacarse de esa tercera parte la cuota en usufructo correspon-
diente al cónyuge viudo (art. 839), se deducirá ésta en primer lu-
gar como deuda forzosa, haciéndose en su caso la declaración del 
legatario ó legatarios á quienes corresponda la propiedad de los 
mismos bienes. 
Hecha esta liquidación se hará la de las leyttivnas. Si no hay 
mejoras ni cónyuge sobreviviente, la operación es bien sencilla: está 
reducida á dividir por partes iguales lo que reste del caudal, 
después de cubiertas las cargas del tercio de libre disposición. Pero 
si hay mejoras ó cónyuge viudo, es indispensable la correspon-
diente liquidación para ver si caben aquéllas dentro del tercio á 
ellas destinado y determinar la cuota que el viudo ha de llevar en 
usufructo, que según los arts. 834 y 835 del Código ha de ser igual 
á lo que por legítima corresponda á cada uno de los hijos ó descen-
dientes legítimos no mejorados, y ha de sacarse del tercio desti-
nado á la mejora de los hijos, á no ser que éstos sean de dos ó más 
matrimonios, en cuyo caso se sacará del tercio de libre disposición, 
como ya se ha dicho. 
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La liquidación de las mejoras no puede ofrecer dificultad: fijado 
en liquidación anterior el importe del tercio de la herencia á ellas 
destinado, se bajarán de él la mejora ó mejoras hechas á favor de 
los hijos ó descendientes legítimos, ateniéndose para resolver si 
tiene ese carácter la donación, manda ó legado, á lo que se dispone 
en los artículos 823 y siguientes del Código. Si de la operación 
resulta que exceden del tercio de la herencia, se reducirán en 
cuanto sea necesario conforme á la voluntad del testador ó pro-
porcionalmente, para que quede íntegro el otro tercio que consti-
tuye la legítima corta y forzosa de los hijos. Y si no se invierte en 
ellas todo el tercio, lo que reste se agregará al de la legítima for-
zosa, y el total que resulte se dividirá por partes iguales entre los 
hijos. 
En la práctica no se ha encontrado tan fácil determinar la cuota 
que ha de llevar en usufructo el cónyuge viudo, puesto que ha sido 
ya objeto de discusión, no sólo la forma en que ha de hacerse la 
operación, sino también el resultado de la misma en cuanto al im-
porte de dicha cuota. Ateniéndonos á lo que el Código civil dispo-
ne, nos parece fácil la solución. Según el art. 834, esa cuota ha de 
ser igual á la que por legitima corresponda á cada uno de los hijos 
legítimos no mejorados, como ya se ha dicho, y según el 808, cons-
tituyen la legítima de los hijos las dos terceras partes del haber 
hereditario, pudiendo disponer de una de estas dos partes para me-
jorar á los mismos hijos 6 descendientes. Estos dos principios nos 
dan la solución, aplicándolos en su recto 'y natural sentido. 
Si no hay mejoras, como los dos tercios constituyen la legíti-
ma, ha de darse en usufructo al cónyuge viudo una cuota igual á 
la de cada uno de los hijos, y se hará la operación, en el caso de 
no haber hijos de dos matrimonios, dividiendo los dos tercios en 
tantas p artes cuantos sean los hijos y una más para el cónyuge 
viudo, de sue rte que si son tres los hijos se dividirán los dos ter-
cios en cuatro partes iguales, una para cada hijo, y la otra para el 
viudo. Así llevará éste en usufructo una cuota igual á la que por 
legítima corresponde á cada uno de los hijos no mejorados, que 
Co lo que ordena el art. 834 antes citado. 
Resultaría infringida esta disposición si, en dicho caso, se hi- 
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ciera la operación, como algunos opinan, dividiendo los dos tercios 
por partes iguales entre los hijos, y dando en usufructo al viudo 
una cuota igual, sacándola del tercio de mejoras distribuido entre 
aquéllos, porque así la cuota del viudo sería mayor que la de cada 
uno de los hijos, como vamos á demostrar. Supongamos que los 
dos tercios importan 90.000 pesetas, y que son tres los hijos; co-
rresponderán á cada uno 30.000 pesetas: para formar la cuota del 
viudo en el sistema que impugnamos, importante 30.000 pesetas, 
habría que rebajar 10.000 de la de cada uno de los tres hijos, que-
dando reducida la de éstos á 20.000. No es esto lo que ordena la 
ley expresamente, sino que el viudo lleve en usufructo una cuota 
igual á la que corresponda en pleno dominio á cada uno de los hi-
jos no mejorados, como lo confirma el párrafo 2.° del mismo ar-
tículo 834, al prevenir que «si no quedare más que un solo hijo ó 
descendiente, el viudo ó viuda tendrá el usufructo del tercio des-
tinado á mejora, conservando aquél la nuda propiedad, hasta que 
por fallecimiento del cónyuge supérstite se consolide en él el domi-
nio.» Luego no hay otro medio de distribuir la herencia con arre-
glo á la ley, en el caso de que se trata, más que el indicado anterior• 
mente, de dividir los dos tercios de legítima en tantas partes cuan-
tos sean los hijos y una más para el viudo; si aquéllos son tres, se 
harán cuatro partes; éste llevará la suya en usufructo, y á su falle-
cimiento se consolidará el dominio en los hijos, que conservan la 
nuda propiedad. 
Cuando haya mejoras, si éstas consumen todo el tercio, el otro 
tercio se dividirá por partes iguales entre los hijos, y se dará al 
viudo una cuota igual, sacándola proporcionalmente de las mejo-
ras, si son varias, y quedando la propiedad de estos bienes á favor 
de los mejorados. Si no se consume todo el tercio en las mejoras, 
se hará del mismo modo la operación, pero agregando el resto al 
otro tercio, porque todo ello constituye la legítima, y correspon-
derá al viudo una cuota igual á la que lleve cada hijo no mejorado. 
Y si la mejora fuese tan corta, que con lo que resta del tercio basta 
ó sobra para cubrir la cuota del viudo, podrá hacerse la operación 
del modo antes indicado para el caso de no haber mejoras. 
Cuando concurran á la herencia hijos de dos ó más matrimo- 
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nios, como en este caso el usufructo correspondiente al cónyuge 
viudo de segundas nupcias ha de sacarse del tercio de libre dispo -
sición, según el art. 839, se hará entre los hijos la distribución de 
los dos tercios, en su totalidad ó con deducción de las mejoras, si 
las hubiere, y se dará al viudo una cuota igual á la que corresponda 
por legítima á cada hijo no mejorado, sacándola del tercio de libre 
disposición, como se ha dicho. 
En ninguno de estos casos ha de computarse lo que se adjudi-
que á los hijos del tercio de libre disposición, cuando en todo ó en 
parte no hubiere dispuesto de él el testador, porque este tercio no 
pertenece á las legítimas, y sólo ha de tomarse en consideración lo 
que por legítima corresponda á los hijos. para fijar la cuota que ha 
de usufructuar el viudo. Y téngase también presente que, como 
esta cuota se debe por la ley en concepto de herencia forzosa, ha 
de entenders e sin perjuicio del legado del quinto ó cualquiera otro 
hecho en el testamento, que ha de pagarse además en cuanto no 
perjudique la legítima de los hijos. 
Las liquidaciones que quedan expuestas podrán servir de nor-
ma para los demás casos que ocurran, sujetándose los contadores 
á las disposiciones del Código civil que sean aplicables al caso. 
3.° División y  adjudicación. —Hecha la liquidación de la heren-
cia en la forma expuesta, ó en la que proceda según las circunstan-
cias del caso, procederán los contadores á hacer la división del 
caudal entre los interesados, adjudicando á cada uno la porción de 
bienes necesaria para hacerle pago del haber que le corresponda 
según el resultado de la liquidación. Con estas dos operaciones, 
que por ser simultaneas conviene tratarlas conjuntamente, termina 
el encargo de los contadores, y se consigue el fin de estos juicios, 
que es la distribución material del caudal hereditario y la entrega 
á cada interesado de lo que le haya sido adjudicado en pago de su 
haber. 
La ley ha establecido para estas operaciones algunas reglas 
generales, á las que deberán atenerse los contadores. En el ar-
tículo 1078 que estamos comentando, se les encarga que procuren 
evitar la indivisión, lo mismo que la excesiva división de las fin-
cas. Y en cuatro artículos del Código civil se ha refundido lo que 
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sobre este punto había establecido nuestro derecho antiguo y se 
observaba en la práctica. 
Según el art. 1056 de dicho Código, cuando el testador hiciere 
la. partición de sus bienes, se pasará por ella, en cuanto no perju-
dique á la legítima de los herederos forzosos; y el padre que en in-
t eres de su familia quiera conservar indivisa una explotación agrí-
cola, industrial 6 fabril, podrá disponer que se adjudique al hijo 
6 hijos que designe, y que se satisfaga en metálico su legítima á 
l os demás. De esta disposición se deduce que si el testador hubiere 
h echo el señalamiento de lo que ha de adjudicarse á cada intere-
s ado, tanto para el pago de las legítimas, corno el de las mejoras, 
6 si designase la persona á quien haya de adjudicarse una finca fi  
objeto determinado, no deben separarse los contadores de lo que 
a quel haya ordenado, siempre que los herederos forzosos no salgan 
perjudicados en su legítima. Cuando sean voluntarios los herede-
ros, han de atenerse en todo á lo ordenado por el testador. 
Según el art. 1058, cuando los herederos sean mayores de edad 
y tengan la libre administración de sus bienes, podrán distribuir 
la herencia de la manera que tengan por conveniente. Será, pues, 
preciso en este caso que los contadores reunan á los interesados 
para que se pongan de acuerdo sobre lo que haya de adjudicarse 
á cada uno, y deberán sujetarse á lo que éstos acuerden; pero si no 
se entienden sobre el modo de hacer la partición, ó fuere menor ó 
incapacitado, 6 estuviere ausento alguno de los interesados, los 
contadores harán lo que estimen justo y conveniente. 
El art. 1061 del mismo Código ordena, que «en la partición de 
la herencia se ha de guardar la posible igualdad, haciendo lotes ó 
ad judicando á cada uno de los coherederos cosas de la misma natu-
raleza, calidad ó especie.» En cumplimiento de esta justa disposi-
e ión, conforme con nuestro antiguo derecho, deberán los contado-
res distribuir proporcionalmente cada clase de bienes, cuando ten-
gan cómoda división, de modo que cada interesado lleve la parte 
que le corresponda en metálico, alhajas, muebles, raíces, etc., adju-
dicando á todos de lo bueno y de lo malo, y compensando lo muy 
productivo con lo que lo sea menos, y lo que esté valuado por un 
precio alto con lo que lo esté por otro ventajoso. Los créditos de 
i 
i 
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cobro difícil ó dudoso se adjudicarán también proporcionalmente, 
á no ser que los interesados hubieran adoptado el medio de dar 
facultades á uno solo para que los cobre y distribuya, rindiendo 
cuentas de ello en los períodos que se marquen. Cuando todos los 
interesados tengan igual participación en la herencia, podrán for-
marse de la manera dicha tantos lotes cuantos sean éstos, y luego 
se echan suertes, adjudicando á cada uno la parte ó lote que le 
haya correspondido; pero si no tienen igual participación, no será 
posible este medio, y habrá de emplearse el otro que alternativa-
mente permite dicho artículo, de adjudicar á cada uno cosas de la 
misma naturaleza, calidad ó especie, procurando evitar la indivi-
sión, lo mismo que la excesiva división de las fincas, como reco-
mienda el artículo que estamos comentando. 
Al cónyuge sobreviviente le adjudicarán los mismos bienes que 
hubiere aportado al matrimonio; y si no existen, se ajustarán á lo 
que para la restitución de la dote y de los bienes parafernales se 
previene en las artículos 1365 y siguientes de dicho Código. 
Se tendrá presente para su caso lo que disponen los artícu-
los 1618 y 1619 del mismo Código, según los cuales, no pueden di-
vidirse entre dos ó más personas las fincas gravadas con censo sin 
el consentimiento expreso del censualista, aunque se adquieran á 
título de herencia. En este caso, si el censualista no presta su con-
sentimiento para dividir la finca entre los herederos , quedando 
constituidos tantos censos cuantas sean las porciones, se pondrá á 
licitación entre ellos, y á falta de conformidad, ó no ofreciéndose 
el precio de tasación, se venderá la finca con la carga, repartién-
dose el precio entre los herederos. Siempre que se adjudiquen fin-
cas gravadas con cargas, ha de rebajarse el capital de éstas del 
valor total de la finca, conforme al art. 1086 del Código. 
Cuando alguno de los herederos tenga parte en alguna finca 
ó cosa de la herencia, deberá adjudicársele el resto para que se con-
solide el dominio en uno solo y evitar los inconvenientes d e la co-
munión de bienes. También será conveniente adjudicar una finca al 
que tenga otra contigua, siempre que esto pueda hacerse sin per-
juicio de los demás interesados, por la utilidad que aquél re portará. 
Por la misma razón ha de procurarse dar reunido lo que correa- 
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ponda á cada partícipe. La igualdad entre todos debe conciliarse 
con la utilidad de uno sin perjuicio de los demás, siempre que sea 
posible. 
Si hubiere necesidad de dividir entre varios una misma finca 
rústica, convendrá designar la porción de terreno que á cada uno 
se adjudique, con expresión de su situación, cabida y linderos. No 
debe olvidarse en tal caso de dejar entrada para las tierras interio-
res, si no la tuvieren establecida anteriormente, imponiendo esta 
servidumbre á las tierras por donde haya de verificarse el paso 6 
la entrada, pues de no hacerlo con la indemnización correspon-
diente, se estará á lo dispuesto en el art. 567 del Código civil, que 
en tal caso obliga á dar paso sin indemnización. Lo mismo conven-
drá hacer respecto de las casas, siempre que tengan cómoda divi-
sión. Los gastos que se originen para la separación de las partes, 
serán de cuenta de todos los herederos, lo mismo que los de inven-
tario, división, etc. 
Según el art. 1062 del Código, «cuando una cosa sea indivisi-
ble ó desmerezca mucho por su división, podrá adjudicarse á uno, 
á calidad de abobar á los otros el exceso en dinero.» Lo mismo 
disponía la ley 10, tít. 15 de la Part. 6.a, pero con carácter obli-
gatorio, y como esto no era equitativo, se observaba lo preve-
nido en la ley 2.a, tít. 4.°, libro 3.° del Fuero Real, según la cual 
debía en tal caso venderse la cosa á uno de los herederos, si la que-
ria, y en su defecto, á otra persona, y partirse el dinero, ó sor-
tearla entre sí; y si á nada de esto se avinieren, ó no había com-
prador, debía quedar en común hasta que lo haya, y dividirse sus 
productos en proporción á la parte que cada uno tenga. Esto ha 
sido modificado por el artículo del Código antes citado, en benefi-
cio de todos' los interesados, previniendo que bastará que uno solo 
de los herederos pida la venta en pública subasta de la cosa indi-
visible, y con admisión de licitadores extraños, para que así se 
haga. De lo cual se deduce que si los herederos convienen en que 
Be subaste privadamente entre ellos y se adjudique al mejor postor, 
abonando á los otros el exceso en dinero, así deberá prácticarse. 
Si dos ó más de los interesados quieren se les adjudique una 
misma cosa, ya sea mueble ó raíz, y no tiene cómoda división, se 
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adopta el medio de sortearla entre ellos, ó de adjudicarla al que 
mejor la pague, en cuyo caso el aumento de precio es en beneficio 
de todos los interesados en la herencia, pues debe ser reputado 
como aumento del caudal. Cuando á nada de esto se avengan, los 
contadores harán la adjudicación en la forma que crean más con-
veniente y arreglada á derecho. 
Como las deudas han de pagarse con preferencia á todo, cuando 
se forma hijuela de deudas, deberán adjudicarse para su pago los 
bienes de más fácil salida, y en cuya venta no pueda experimen-
tarse quebranto; y si lo hubiere, debe ser indemnizado por todos 
los interesados en proporción it su haber, á no ser que el que re-
ciba la hijuela de deudas se obligue al pago de éstas por los bie-
nes que se le adjudiquen, en cuyo caso es reputado como compra-
dor de ellos. Cuando hay dinero en la testamentaria, de él deben 
pagarse las deudas con preferencia. Si el pago de éstas apremia, 6 
ningún interesado quiere encargarse de verificarlo, antes de la di-
visión han de venderse los bienes necesarios al efecto, como se de-
duce del art. 1093 de la presente ley y de las disposiciones del Có-
digo, citadas anteriormente al tratar la liquidación del caudal. 
Los herederos no pueden obligar los mejorados, ni á los le-
gatarios de cosa específica 6 de parte alícuota, á que reciban en 
dinero el importe de la mejora ó legado, sino en el caso de que los 
bienes no tengan cómoda división (1), porque no lo permite el Có-
digo civil ; -únicamente les autoriza por su art. 838 para satisfacer 
al cónyuge viudo su parte de usufructo, asignándole una renta vi-
talicia, 6 los productos de determinados bienes, 6 un capital en 
efectivo. Pero deben aquéllos abon arse entre sí en dinero las pe-
queñas diferencias que resulten en las adjudicaciones, para no frac-
cionar una finca. 
Los libros, pinturas y papeles prohibidos por inmorales 6 como 
contrarios á la religión y buenas costumbres, no deben dividirse ni 
adjudicarse á nadie, ni tampoco inventariarse; antes bien, han de 
destruirse y quemarse. Lo mismo ha de hacerse con las cosas no-
civas á la salud, si bien esto no ha de entenderse respecto de las 
(1) Así lo prevenía la ley 40 de Toro, 6 sea 4.`, tit. 6. 0, lib. 10, Nov. Rea. 
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drogas ú otros efectos en que comerciara legalmente el difunto. 
Aunque el Código civil no contiene sobre este punto una disposi-
ción análoga á la de la ley 2.", tít. 15, Part. G.", el procedimiento 
indicado es conforme á los principios morales y religiosos en que 
está inspirado. 
Por último, en cuanto á documentos y papeles, deben entre-
garse á cada interesado los que sean relativos á los bienes que se 
le adjudiquen, como diremos al comentar el art. 1092. Los que in-
teresen á toda la familia, deben quedar en poder del que lleve la 
mayor parte de la herencia: si todos tienen igual parte, en poder 
del que sea mayor en edad ó dignidad, prefiriendo los varones á 
las hembras; y si todos son iguales, debe tenerlos aquel á quien de-
signe la suerte: pero los demás interesados tienen derecho á que-
darse con copia y á pedir la exhibición de los originales siempre 
que les sea necesario. De modo que estos papeles, en los cuales se 
comprenderán las ejecutorias de nobleza, libros de cuentas, corres-
pondencia y demás que sean de algún interés, no se adjudican, sino 
que se entregan como en depósito, en fieldad, según dice la ley 7.", 
tít. 15 de la Part. G." 
Quedan expuestas las reglas de equidad y de justicia que debe-
rán tener presentes los contadores para hacer con acierto la divi-
sión y adjudicación del caudal hereditario, haciendo aplicación de 
las que sean pertinentes al caso, y supliendo con su buen juicio las 
que puedan faltar. Y vamos á concluir este ya extenso comentario 
indicando la forma de llevar á efecto y consignar dichas operacio-
nes para presentarlas al juzgado. 
Según la ley de 1855, además de la junta que debía convocar 
el juez, á instancia de los contadores, para resolver las dudas que 
éstos tuviesen sobre la liquidación y división del caudal, antes de 
hacer las adjudicaciones debían promover la celebración de otra 
junta, convocada también por el juez, y á la cual aquéllos debían 
concurrir, para obtener el acuerdo de los interesados respec to á la 
adjudicación. Si había conformidad, los contadores tenían que eje-
cutar la adjudicación en la forma convenida por los interesados, y 
en otro caso como creyesen que procedía con arreglo á derecho (ar-
tículos 478 y 479 de dicha ley). Ya hemos dicho que la nueva ley 
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no autoriza esas juntas presididas por el juez, pero que pueden 
convocarlas los contadores y celebrarlas extrajudicialmente, á fin 
de procurar el acuerdo de los herederos sobre la adjudicación del 
caudal, como asunto de su exclusivo interés. Si no puede conse-
guirse acuerdo, ó no puede celebrarse la junta por falta de concu-
rrencia de los interesados, prueba evidente de su desacuerdo, pro-
cederán los contadores á terminar su cometido del modo que crean 
más conforme á derecho. 
Tomando por base el resultado de la liquidación del caudal y 
lo acordado ó resuelto sobre las adjudicaciones, formarán las hijue-
las de cada uno de los partícipes en la herencia. Por hijuela se en-
tiende el conjunto de lo que por cualquier concepto corresponde 
á cada interesado en la herencia, y de los bienes que se le adjudi-
can en. pago: también se da este nombre al documento en que cons-
tan estos extremos. De ello se deduce que cada hijuela ha de cons-
tar dedos partes: la primera contiene el haber del interesado, esto 
es, lo que debe percibir de la herencia según la liquidación y divi-
sión practicadas, tanto por legítima, como por mejora, legado ó por 
cualquier otro concepto, y se consigna partida por partida para 
reducirlas á una suma que forma el total haber de aquel partícipe; 
y en la segunda se hace la adjudicación y pago, 6 sea la designación 
de los bienes inventariados que se le dan hasta en cantidad su-
ficiente, según los avalúos, para cubrir el haber. Si hhbiere deudas, 
suele también formarse hijuela de deudas, adjudicando á uno 6 más 
interesados, según convengan, los bienes necesarios para pagarlas. 
Cuando hay créditos de dudoso 6 dificil cobro, suelen dejarse sin 
dividir, bajándolos del caudal, y se dan facultades á uno 6 más de 
los interesados para que los cobren y distribuyan entre todos los 
partícipes en la misma proporción que se haya dividido la he-
rencia, como ya se ha dicho. Sobre este punto véase el art. 1072 
del Código civil. 
Formadas así las hijuelas, se extienden por su orden á conti-
nuación de la liquidación del caudal, en papel común ó sin timbre 
como las demás operaciones. Antes 6 después de ellas, suele ha-
cerse la comprobación de la cuenta, lo cual está reducido á poner 
uno por uno y por su orden el haber de cada interesado, para re- 
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ducir å una suma todas las partidas, y demostrar a primera vista 
que todas juntas suman una cantidad igual á la del cuerpo general 
de bienes, y que de consiguiente están bien hechas la liquidación y 
división. Aunque bajo tal concepto puede ser conveniente esta ope-
ración, no es de necesidad, puesto que puede hacerla por sí mismo 
el que dude de la exactitud. Y en último lugar suelen ponerse, 
cuando es necesario, algunas declaraciones 6 advertencias, para ex-
plicar 6 aclarar algún punto de la liquidación 6 adjudicaciones, 6 
para fijar los derechos respectivos de los interesados sobre algún 
particular de que no se ha tratado en los supuestos: en seguida se 
da por terminada la partición, expresando haber sido hecha bien 
y fielmente; y extendida y firmada por los contadores, se presen-
tará al juzgado para los efectos que explicaremos en el comentario 
que sigue. 
ARTÍCULO 1079 
(Art. 1078 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Las operaciones divisorias de los contadores se pon-
drán de manifiesto en la escribanía por término de 
ocho días, haciéndolo saber á las partes. 
ARTICULO 1080 
(Art. 1079 para Cuba y Puerto Rico.) 
Se excusará esta dilacion si todas las partes acuden 
al Juzgado, por medio de comparecencia 6 por escrito, 
manifestando su conformidad con cualesquiera de los 
proyectos. En el segundo caso, no será necesario que 
se ratifiquen, cuando todos hayan firmado el escrito 6 
lo presenten personalmente, lo que acreditará el actua-
rio por diligencia. 
ARTÍCULO 1081 
(Art . 1080 para Cuba y Puerto Rico.) 
Pasado dicho término sin hacerse oposicion, ó luego 
que los interesados hayan manifestado su conformidad, 
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el Juez llamará los autos á la vista, y dictará auto apro= 
bando las operaciones divisorias, mandando protocoli- 
zarlas con reintegro del papel sellado correspondiente. 
ARTICULO 1082 
(Art. 1081 para Cuba y Puerto Rico.) 
En los puntos en que hubiere discordancia entre los 
contadores, serán objeto de disousion y materia de re-
solucion las operaciones practicadas por el dirimente. 
ARTICULO 1083 
Si dentro del término que fija el art. 1079 las partes 
no hicieren oposicion al proyecto del contador diri-
mente, ó manifestaren su conformidad con cualquiera 
otro, el Juez lo aprobará y mandará protocolizarlo con 
reintegro del papel sellado correspondiente. 
Art. 1082 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al art. 1078 
de esta ley, sin otra variación.) 
ARTICULO 1084 
(Art. 1083 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando los interesados, ó alguno de ellos, pidieren 
dentro de los ocho días que se les entreguen con los 
autos las operaciones divisorias para examinarlas, lo 
decretará el Juez por término de quince días pàra cada 
uno de los que lo hubieren solicitado. 
ARTICULO 1085 
Trascurridos los quince días señalados en el ar-
tículo precedente sin haberse formalizado oposicion, 
se recogerán los autos sin necesidad de apremio, y se 
procederá á aprobar las operaciones divisorias de la 
manera prevenida en el art. 1081. 
Art. 1084 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al art. 1080 
de esta ley, sin otra novedad.) 
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ARTÍCULO 1086 
(Art. 1086 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando en tiempo hábil se hubiere formalizado la 
oposicion á las operaciones divisorias del contador di-
rimente, el Juez convocará á junta á los interesados y 
dicho contador, para que, oidas las explicaciones que 
mútuamente se dieren, acuerden lo que más convenga. 
De esta junta se levantará la oportuna acta, que fir-
marán todos los concurrentes. 
ARTÍCULO 1087 
(Art. 1088 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si hubiere conformidad de todos los interesados res-
pecto á las cuestiones promovidas, se ejecutará lo acor-
dado, y el contador dirimente hará en las operaciones 
divisorias las reformas convenidas. 
ARTÍCULO 1088 
Si no hubiere conformidad, se dará al asunto la tra-
mitacion del juicio ordinario, que por la cuantía corres-
ponda, empezando los traslados por aquellos que pri-
mero hubieren solicitado la entrega de las operaciones, 
conforme al art. 1084. 
Art. 1087 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al art. 108 3 
de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1089 
(Art. 1088 para Cuba y Puerto Rico.) 
También será oido el Ministerio fiscal cuan do el 
avalúo de la operacion divisoria que se discuta fuere 
impugnado por cohecho 6 inteligencias fraudulentas 
entre el perito dirimente y alguno 6 algunos de los 
interesados para aumentar 6 disminuir el valor de cua-
lesquiera bienes. 
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ARTICULO 1090 
(Art. 1089 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si apareciere fundado motivo para creer que • en el 
avalúo han intervenido el cohecho ó las inteligencias 
fraudulentas, el Juez acordará que se saque testimo-
nio de lo necesario para proceder criminalmente con-
tra los culpables. 
ARTICULO 1091 
(Art. 1090 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si los interesados prescindiendo del avalúo objeto 
de la impugnacion á que se refiere el artículo anterior, 
practicaren otro dentro del término probatorio, el 
pleito será terminado por sentencia. En otro caso se 
suspenderá el fallo hasta que en la causa instruida en 
virtud de lo dispuesto en dicho artículo, recaiga sen-
tencia firme. 
I 
Aprobación judicial de las operaciones divisorias: casos en que 
es necesaria.—En estos trece artículos se ordena el procedimiento 
para la aprobación judicial de las operaciones divisorias, cuando 
es necesaria, tanto en el caso de que medie la conformidad de to-
dos los interesados en la herencia, como cuando se formalice opo-
sición á todas ó alguna de dichas operaciones. Estos procedimien-
tos son de aplicación muy frecuente en la práctica, porque no sólo 
han de emplearse en el caso, de que aquí se trata, de existir juicio 
de testamentaría, sino también cuando han sido hechas extrajudi-
cialmente, ya por contadores nombrados por el testador, ó ya por 
los interesados; y lo mismo en los abintestatos, puesto que, según 
el 1001, han de acomodarse á estos procedimientos después de he-
cha la declaración de herederos. Por esto, y para facilitar la con-
sulta sobre el procedimiento que deba seguirse, según el caso,  he - 
1 
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mos creído conveniente examinar todos estos artículos en un solo 
comentario. 
Es necesaria la aprobación judicial de las operaciones diviso-
rias para que sean válidas y eficaces: 1. 0 , cuando por existir juicio 
de testamentaría ó de abintestato, se practiquen por contadores 
nombrados judicialmente, cualquiera que sea la condición de los 
herederos; y 2.°, las hechas extrajudicialmente, aunque lo hayan 
sido por contadores nombrados por el testador, siempre que tenga 
interés en ellas como heredero ó legatario de parte alícuota algún 
menor, incapacitado ó ausente cuyo paradero se ignore, según or-
dena el art. 1049. 
Este segundo caso tiene dos excepciones: 1.", la establecida en 
el art. 1050, según el cual no es necesaria la aprobación judicial 
de las particiones cuando han sido hechas por los mismos testado-
res; y 2.a, la que contiene el art. 1060 del Código civil para el  CASCO 
de que los menores estén sometidos á la patria potestad y repre-
sentados en la partición por el padre, ó en su defecto por la ma-
dre. Véase sobre estas dos excepciones el comentario á los artícu-
los 1049 y 1050 (1). 
Ra ocurrido duda sobre si será necesaria la aprobación judi-
cial de las particiones, en que tenga interés algún menor ó incapa-
citado, cuando medie la intervención y aprobación del consejo de 
familia. Aunque, en nuestro concepto, no hay motivo para seine-
jante duda, basta que haya ocurrido á personas competentes para 
que nos creamos en el deber de consignar nuestra opinión. El con-
sejo de familia no tiene ni puede ejercer otras facultades que las 
determinadas expresamente en la ley, y entre ellas no se halla la 
de aprobar las particiones. No puede deducirse esta facultad, como 
se pretende, de lo que prescribe el Código civil en los números 7.° 
y 10 de su art. 269, porque no se refieren á dicha aprobación, 
sino á la autorización que necesita el tutor para proceder la 
división de la herencia, y para aceptarla sin beneficio de inven- 
(1) En dicho comentario (pig. 44-' de este tomo, linea 27), donde dice pá-
rrafo 2.° del art. 1059, debe decir párrafo 2. ° del art. 7050. Aunque es mani-
fiesta la errata de imprenta, croemos conveniente corregirla. 
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tario ó para repudiarla. No podrá, pues, el tutor promover el jui-
cio de testamentaría ó de abintestato en representación del  me - 
nor ó incapacitado, ni practicar extrajudicialmente las operaciones 
divisorias, si no hubiere sido autorizado previamente para ello 
por el consejo de familia; pero obtenida esta autorización, tiene 
que sujetarse al procedimiento que establece la ley de Enjuicia-
miento civil y presentar á la aprobación judicial las operaciones 
divisorias, como lo exige el art. 1049 de la misma. No podía ser ni 
ha sido derogada esta ley por el Código civil, en el cual se reco-
noce que queda subsistente, y tampoco existe en él disposición al-
guna que sea incompatible con el procedimiento que aquí se or-
dena para la aprobación de las particiones; lejos de ello, la regla 
general del art. 1049 de la ley está confirmada por la excepción 
antes indicada que establece el 1060 del Código. Si, según éste, no 
es necesaria la aprobación judicial de la partición cuando el me _ 
nor está representado en ella por su padre por su madre, claro es 
que reconoce y deja subsistente la necesidad de ese requisito para 
los demás casos en que lo exige la ley procesal, incluso el en que 
tenga la representación del menor su tutor, aunque haya sometido 
las operaciones á la aprobación del consejo de familia, y lo mismo 
cuando la tenga el defensor que se le nombré por incompatibilidad 
del padre ó de la madre, conforme al art. 1057 de esta ley y 165 
del Código. 
II 
Procedimiento para la aprobación de las operaciones divisorias 
cuando están conformes los interesados.—Ya se ha dicho en el co• 
mentario anterior, exponiendo los artículos 1077 y 1078, que 
luego que los contadores hayan practicado las operaciones diviso-
rias, deben presentarlas al juzgado extendidas en papel coman y 
suscritas por todos ellos, cuando estuvieren de acuerdo; y que no 
estándolo, presentará cada uno su proyecto de partición en igual 
forma, y también el suyo el contador dirimente resolviendo los 
puntos sobre que haya versado la discordia. Presentadas dichas 
operaciones en uno ó más proyectos, con devolución de los autos 
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dictará el juez providencia mandando que se pongan de manifiesto 
en la escribanía por término de ocho días, haciéndolo saber á las 
partes para el uso de su derecho. Asilo dispone el art. 1079, pri-
mero de este comentario, reproduciendo lo que ordenaba sobre 
este punto el 481 de la ley anterior. Esa notificación se hará en la 
forma ordinaria á los procuradores de las partes que se hubieren 
personado en el juicio, y personalmente á los demás interesados 
que no se hallen en este caso. 
Ateniéndose á la letra del art. 482 de la ley anterior, era ge-
neral la práctica de no dictar el juez el auto de aprobación hasta 
después de transcurridos los ocho días antes indicados, y si para 
evitar esta dilación presentaban escrito los interesados manifes-
tando su conformidad, so les obligaba á comparecer personalmente 
para ratificarse en el escrito, con lo cual solía ser mayor la dila-
ción y se aumentaban los gastos. Para corregir esta práctica, ade-
más de haberse reformado la redacción de dicho artículo en 
el 1081, con el que concuerda, se ha adicionado el 1080, por el 
cual se previene expresamente que se excusará dicha dilación de los 
ocho días, si todas las partes acuden al juzgado, por medio de com-
parecencia ó por escrito, manifestando su conformidad con cual-
quiera de los proyectos, en cuyo caso debe dictarse desde luego el 
auto de aprobación. Se añade en dicho artículo, que en el segundo 
caso, refiriéndose al de haber manifestado su conformidad por me-
dio de escrito, no será necesario que se ratifiquen en él los intere-
sados, cuando todos lo hayan firmado ó lo presenten personal-
mente, cuya circunstancia acreditará el actuario por diligencia; y 
se limita á este caso por ser el único en que había que corregir la 
práctica anterior, y por ser innecesaria igual declaración para el 
primero, en el que ya han comparecido las partes ante el juez ma-
nifestando su conformidad, y sería absurdo obligarles á que compa-
recieran de nuevo con el mismo objeto. 
Cuando las operaciones divisorias hayan sido hechas extrajudi-
cialmente por las mismos interesados é por persona de su con-
fianza, las presentarán éstos al juzgado con escrito en el que, ma-
nifestando su conformidad, soliciten la aprobación, designando el 
notario que haya de protocolizarlas. Igual manifestación pueden 
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hacer por medio del escrito en que los contadores testamentarios 
ó elegidos por las partes presenten dichas operaciones, compare-
ciendo con éstos para que conste que proceden de común acuerdo. 
Y cuando los contadores las presenten por sí solos en cumplimiento 
de su encargo, podrán los interesados hacer dicha manifestación 
por comparecencia ante el juez ó por escrito, luego que se les no-
tifique la providencia mandando ponerles de manifiesto por ocho 
días las operaciones divisorias, conforme al art. 1079. 
En todos estos casos, y lo mismo luego que transcurran los 
ocho días sin hacerse oposición, dictará el juez providencia man-
dando traer los autos á la vista, sin citación puesto que no la or-
dena la ley, y sin más trámites aprobará por medio de auto las 
operaciones divisorias si se hubieren llenado los requisitos legales, 
mandando además que, previo el reintegro del papel sellado co-
rrespondiente, se protocolicen por el notario designado por las par-
tes, ó en su caso por el que esté en turno, conforme á lo prevenido 
en el art. 76 del reglamento del Notariado de 9 de Noviembre 
de 1874. Así lo dispone el art. 1081, y como, según el 1080, 
cuando se hubieren presentado dos ó más proyectos de partición 
pueden conformarse las partes con cualquiera de ellos, la aproba-
ción del juez ha de ser precisamente del proyecto con el que estén 
conformes todos los interesados; y en el caso de que dejen transcu-
rrir los ocho días sin haber manifestado su conformidad, y de que 
por desacuerdo de los contadores haya dos ó más proyectos, de-
berá ser aprobado el del contador dirimente, como se ordena en el 
art. 1083. 
No es de presumir la apelación de dicho auto, puesto que para 
dictarlo ha de preceder la conformidad expresa ó presunta de todos 
los interesados en la herencia, y por esto sin duda ha hecho la ley 
caso omiso de este recurso; pero como tampoco lo prohibe, procede 
seguir la regla general y admitir la apelación en ambos efectos, 
conforme al art. 384, si se interpone en forma dentro de cinco días, 
por tratarse de un auto que pone término al juicio. La ley anterior 
en su art. 482 prevenía que en estos casos se admitiera la apela-
ción en un solo efecto, de suerte que debía ejecutarse el auto pro-
tocolizando las particiones y dando á los interesados testimonio de 
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su haber con entrega de los bienes, todo lo cual quedaba sin efecto 
si era revocado el auto por el tribunal superior. Se evitará esta 
perturbación con sus graves consecuencias admitiendo la apelación 
en ambos efectos, como creemos ser lo procedente y legal, ya que 
no se prohibe la admisión de ulterior recurso, en consideración á 
que ese auto pudiera contener algún extremo que sea gravoso y 
perjudicial para alguno de los interesados, ó no estar ajustado á 
lo manifestado por éstos de común acuerdo. 
Cuando dentro de los ocho días, en que deben estar de mani-
fiesto en la escribanía las operaciones divisorias, solicitare alguna 
de las partes que se le entreguen éstas para examinarlas, debe 
mandar el juez que se haga dicha entrega con los autos originales 
por término de quince días para cada uno de los que lo hubieren 
solicitado, como previene el art. 1084, de suerte que cada uno de 
los solicitantes, si son varios, puede utilizar sucesivamente y por 
completo este segundo término; no así el primero, que es común 
para todos los interesados. Transcurridos los quince días sin ha-
berse formalizado oposición, debe dar cuenta el actuario y mandar 
el juez que se recojan de oficio los autos, sin necesidad de apremio, 
procediéndose conforme á lo prevenido en el art. 308. Recogidos 
los autos, se dictará providencia llamándolos á la vista, y sin más 
trámites el auto de aprobación de las operaciones divisorias, pre-
sentadas por los contadores de común acuerdo, é por el dirimente 
en el caso de discordia; lo mismo quo cuando transcurren los ocho 
días sin anunciarse oposición: así lo dispone el art. 1085. 
Dichos dos términos de ocho y quince días tienen el carácter de 
improrrogables por su índole y objeto, en razón á que transcurrido 
el primero sin hacerse oposición ó sin pedir la entrega de los au-
tos, y el segundo sin formalizar la oposición, debe dictarse sin más 
trámites ni dilaciones el auto aprobando las operaciones divisorias, 
perdiéndose por consiguiente el recurso ó derecho para el que han 
sido concedidos. Así lo confirma el art. 1086, según el cual, sólo 
en el caso de formalizarse la oposición en tiempo hddbil, cuyo 
tiempo no puede ser otro más que el señalado de los quince días, 
se sustanciará y resolverá ésta por los trámites que después expon-
dremos. 
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Concluiremos este punto indicando que para ejecutar el auto 
de aprobación, luego que' sea firme, y en el cual se mandará tam-
bién que se haga lo que ordena el art. 1092, el actuario des glo-
sará las operaciones divisorias originales, y las pasará al no tario 
designado para protocolizarlas con testimonio del auto de apro-
bación y de los documentos conducentes, que por regla general se-
rán el testamento y certificado de defunción del causante de la he-
rencia, y el de la Dirección de los Registros de no constar la exis-
tencia de otro testamento posterior. El notario lo protocolizará 
todo en su registro corriente, previo el reintegro del papel, y dará 
á cada uno de los interesados el testimonio de su'haber y adjudi-
cación. 
Ill 
Motivos de oposición d las operaciones divisorias.—No se deter-
minan estos motivos en la presente ley, sin duda por considerarlos 
de la competencia del Código civil; sólo en el art. 1090 se alude 
al caso en que hayan intervenido en el avalúo el cohecho ó inteli-
gencias fraudulentas, para ordenar el procedimiento que ha de se-
guirse en tales casos. 
La oposición puede referirse a cualquiera de las operacio nes 
divisorias. Ya hemos dicho que la ley actual ha modificado el sis-
tema de la de 1855, según la cual no podia pasarse al avalúo sin 
estar aprobado el inventario, ni á la división sin la aprobación pre-
via de los avalúos, sustanciándose en juicio ordinario la oposición 
que se hiciera á cada una de estas operaciones. Hoy no es esto per-
mitido, y ha de esperarse, para impugnar todas y cada una de esas 
operaciones, á que se presenten al juzgado después de terminadas 
todas ellas, como ya se ha dicho. 
Pero creemos que esto no puede ser aplicable á las reclama-
ciones que se hagan sobre inclusión ó exclusión de bienes en el in-
ventario. Si en él se han incluido bienes que no pertenezcan al cau-
dal hereditario, no puede privarse al que se crea dueño de ellos, 
de su derecho para demandarlos en cualquier estado del juicio de 
testamentaría, y lo mismo para que se incluyan los que á ella per- 
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tenezcan reclamándolos de quien los tenga en su poder. Estas de-
mandas no impiden el curso del juicio universal, pues deben ven-
tilarse en pieza separada por la vía ordinaria que corresponda, 
como prevenía la ley anterior en sus artículos 437 y 438, y es con-
forme á la naturaleza y objeto de tales reclamaciones. Si no se ter-
minasen estos juicios antes que el de testamentaría, podrán conve-
nir los interesados en que se suspenda éste, y en otro caso no será 
obstáculo para llevar á efecto las operaciones divisorias, haciéndose 
después la adición o deducción que proceda en el haber de cada 
interesado, como se deduce del art. 1079 del Código civil. 
También previene éste en su art. 1050, que «si entre los cohe-
rederos surgiere contienda sobre la obligación de colacionar ó so-
bre los objetos que han de traerse á colación, no por eso dejará de 
proseguirse la partición, prestando la correspondiente fianza.» Por 
consiguiente, esta contienda podrá promoverse durante el juicio ó 
en la impugnación á las operaciones divisorias, y se sustanciará en 
pieza separada cuando alguno de los interesados solicite que, sin 
perjuicio de ella, se ponga término á dichas operaciones: en este 
caso se prestará la fianza por el que deba colacionar, ó por los que 
deban reintegrar lo colacionado indebidamente, en cantidad su-
ficiente á responder de lo que sea objeto del pleito. 
La impugnación de las operaciones divisorias puede fundarse, 
6 en defectos sustanciales del procedimiento, que sea necesario rec-
tificar anulando en todo ó en parte las operaciones practicadas; ó 
en infracción de ley, error ó dolo en esas operaciones, que dé lugar 
á la nulidad ó rescisión de las mismas. 
La falta de citación para la formación del inventario de alguna 
de las personas designadas en el art. 1065; el dar á los bienes un 
valor arbitrario sin el consentimiento de todos los interesados, no 
sujetándose al avalúo de los peritos nombrados conforme al ar-
tículo 1071; la omisión de los contadores en las operaciones divi-
sorias de alguno de los requisitos determinados en el 1077, y cual-
quiera otra infracción esencial del procedimiento que pueda influir 
en el resultado de la partición, podrá servir de fundamento á la 
aposición, teniendo ésta por objeto en tal caso que se subsane la 
 falta cometida, 6 que se anule y rectifique lo hecho contra dispo- 
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sición expresa de la ley procesal que sirve de garantía al derecho 
de las partes. 
En cuanto á las infracciones de ley en el fondo, que puedan 
anular ó rescindir las operaciones divisorias, debe estarse á lo que 
ordena el Código civil. Según sus artículos 1073 y 1074, las parti-
ticiones pueden rescindirse por las mismas causas que las obliga-
ciones, y también por lesión en más de la cuarta parte, atendido el 
valor de las cosas cuando fueron adjudicadas; y según el 1081, es 
nula la partición hecha con uno á quien se creyó heredero sin serlo_ 
Además, en el comentario anterior hemos citado y expuesto las dis-
posiciones legales á que han de sujetarse los contadores para li-
quidar, dividir y adjudicar el caudal. En la infracción de cual-
quiera de esas disposiciones; en el error cometido, ya sea material 
ó de cálculo, ó ya proceda de haber apreciado equivocadamente los 
derechos de los interesados en cuanto á su participación en el 
caudal ó á lo que deban colacionar; ó bien en la lesión causada por 
no haberse guardado en las adjudicaciones la igualdad que exige 
la ley, y en cualquier otro motivo análogo, podrá fundarse la ina-
pugnacîón de las operaciones divisorias, oponiéndose á su aproba-
ción en todo ó en parte á fin de que se rectifiquen ó se hagan de 
nuevo con arreglo á derecho. 
La ley anterior designó taxativamente los motivos de impug-
nación con relación al avalúo de los peritos, declarando en su ar-
tículo 457, que á dicho avalúo sólo podría hacerse oposición por 
dos causas: u1 a, por error en la cosa objeto del avalúo, ó en sus 
condiciones y circunstancias esenciales; y 2.a, por cohecho á los pe-
ritos ó inteligencias fraudulentas entre ellos y alguno ó algunos de 
los interesados para aumentar ó disminuir el valor de cualesquiera 
bienes.» Aunque este artículo ha sido suprimido en la nueva ley, 
sin duda por creerle innecesario, subsisten esos dos motivos, por-
que el primero se funda en un error de hecho que debe corregirse 
luego que se note, y el segundo es consecuencia necesaria del dolo 
ó delito á que se refiere. De este segundo motivo se hacen cargo 
los tres últimos artículos de este comentario, dándolo por supuesto 
para ordenar el procedimiento que ha de seguirse en tal caso, y 
que luego expondremos. 
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Indicaremos, por último, que aunque el juez debe aprobar las 
operaciones divisorias cuando no han sido impugnadas en tiempo 
hábil, esa aprobación no priva á los interesados del derecho que 
les reccnoce el Código civil, en su  art. 1076, para pedir en juicio 
ordinario dentro de los cuatro años siguientes la rescisión de las 
mismas por causa de lesión, siempre que no se haya fundado en 
esta causa la oposición de que aquí se trata. Y lo mismo habrá de 
entenderse respecto de los demás motivos de nulidad ó rescisión 
que establece el mismo Código. 
IV 
Procedimiento para sustanciar y decidir la oposición.—Es de 
notar ante todo, que según el art. 1082, «en los puntos en que hu-
biere discordancia entre los contadores, serán objeto de discusión 
y materia de resolución las operaciones practicadas por el diri-
Pieute); y según el 1086, «cuando en tiempo hábil se hubiere for-
malizado la oposición á las operaciones divisorias del contador di-
rimente, el juez convocará á junta á los interesados y dicho con-
tador para quo acuerden lo que más convenga», añadiéndose en 
el siguiente que si hubiere conformidad, «el contador dirimente 
hará en las operaciones divisorias las reformas convenidas.» ¿Quiere 
esto decir que sólo pueden ser impugnadas las operaciones del con-
tador dirimente? De ningún modo, en nuestro concepto, porque 
esto estaría en contradicción con los artículos precedentes, en los 
que se manda se pongan de manifiesto las operaciones de los con-
tadores, sin limitarlas á las del dirimente, y se conceden ocho 
días á los interesados para pedir su entrega con el objeto de exa-
minarlas, y quince días más para que formalicen la oposición. 
Dichas operaciones pueden lesionar los derechos de algún intere-
sado, lo mismo cuando han sido hechas por el contador dirimente, 
que cuando sin intervención de éste lo han sido por los otros con-
tadores de común acuerdo, ó por uno solo, y sería injusto privar 
al lesionado de la defensa de su derecho. Que la ley no se ha pro-
puesto sancionar esta injusticia lo confirma la referencia que hace 
el art. 1050 á los de este comentario. 
DE LAS TESTAMENTARÍAS 	 511 
Al referirse, pues, la ley en los artículos antes citados á las ope. 
raciones divisorias del contador dirimente, no lo hace ni podía ha-
cerlo con el propósito de limitar la oposición á sólo este caso, sino 
por ser el más común y frecuente en la práctica. También en el ar-
tículo 1089 se hace mención del perito dirimente, y nadie negará 
que el cohecho y las inteligencias fraudulentas á que se refiere, 
pueden mediar igualmente con los otros peritos, y que á uno y 
otros ha de aplicarse la disposición del 1090 para que no quede 
impune el delito por éstos cometido. 
Por las consideraciones expuestas entendemos que la oposición 
á his operaciones divisorias, lo mismo puede hacerse contra las 
praLÍ icadas por el contador dirimente, que contra las hechas por 
los otros contadores, puesto que, según el art. 1079, unas y otras 
han de ponerse de manifiesto á las partes para que se conformen 
con cualquiera de los proyectos presentados ó formalicen su opo-
sición. En ambos casos habrá de seguirse el procedimiento que va-
mos á exponer, por razón de analogía y por no establecer otro la 
ley para sustanciar y decidir la oposición á los operaciones diviso-
rias en que no intervenga el contador dirimente. 
Según el art. 1086, presentado en tiempo hábil, por medio de 
procurador y con dirección de letrado, el escrito formalizando la 
oposición, y cuan do sean varios los que se opongan, á cada uno de 
los cuales se habrán concedido los quince días que señala el ar-
tículo 1084, luego que se presente el del último de ellos, dictará el 
juez providencia mandando convocar á junta á los interesados y al 
contador ó contadores, cuyas operaciones hayan sido impugnadas, 
para que se den en ella las explicaciones oportunas y acuerden los 
inter( sados lo que les convenga. Para esta junta señalará el juez 
día y hora dentro del plazo más breve posible: se hará la citación 
de los interesados ó sus procuradores y de los contadores por 
medio de cédula, como se dijo respecto de la anterior; y de su re-
sultarlo se levantará acta qne firmará el juez con los concurrentes, 
y autorizará el actuario. Cuando la impugnación se refiera sola• 
mente á las operaciones hechas en su caso por el contador diri-
mente, sólo sobre ellas versará la discusión y la resolución, como 
es natural y se previene en el art. 1082. También la ley anterior 
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en su art. 486 exigía la celebración de dicha junta con el mismo 
objeto. 
Si de la junta resultase la conformidad de todos los interesados 
á ella concurrentes (se supone la conformidad de los que no con-
curren después de citados en forma), acerca de las cuestiones pro-
movidas, luego que se extienda el acta dictará el juez providencia 
mandando que vuelvan los autos con los demás antecedentes al con-
tador ó contadores, ó al dirimente en su caso, para que se ejecute 
lo acordado haciendo en las operaciones divisorias las reformas 
convenidas. Así lo dispone el art. 1087, de acuerdo con el 487 de 
la ley anterior. En este caso, será preciso dar conocimiento á los 
interesados de las reformas hechas para que vean si están ó no con-
formes con lo acordado en la junta, y para ello habrá de emplearse 
el procedimiento establecido en los artículos 1079 y siguientes, ex-
plicado anteriormente; pero la oposición habrá de fundarse precisa-
mente en no estar ajustada la reforma á lo convenido en la junta, 
sin que puedan admitirse otros motivos de impugnación por haber 
pasado ya el término para alegarlos. 
Para el caso de no resultar de la junta la conformidad de los in-
teresados, ordenaba la ley anterior en sus artículos 489 y 490, que 
se diese conocimiento á los contadores de las reclamaciones formu-
ladas para que informasen sobre ellas por escrito, y evacuado este 
informe, que se sustanciaran aquéllas en juicio ordinario. En la 
nueva ley se ha suprimido aquel trámite por innecesario, puesto 
que los contadores habrán expuesto en la junta cuanto pudieran 
decir en ese informe, previniéndose en el art. 1088, que «si no hu-
biere conformidad, se dará al asunto la tramitación del juicio or-
dinario que por la cuantía corresponda, empezando los traslados 
por aquellos que primero hubieren solicitado la entrega de las ope 
- 
raciones, conforme al art. 1084.» Como estos litigantes son los que 
han formalizado la oposición, si por ellos han de empezar los tras-
lados para promover el juicio ordinario, claro es que no puede ser-
vir de demanda el escrito de oposición, sino que han de formularla 
de nuevo en la forma que ordena el art. 524, acompañando copia 
del escrito y de los documentos y conservándose en la escribanía 
los autos originales. No es necesario el acto de conciliación por 
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estar comprendidos estos juicios en la excepción 2.' del art. 460. 
De la demanda se dará traslado á los demás interesados para que 
la contesten dentro del término legal, y se continuará el juicio por 
los trámites de su naturaleza, obligando á que litiguen unidos y 
bajo una sola dirección á los que sostengan las mismas preten-
siones. 
Los tres últimos artículos de este comentario se refieren á un 
caso especial, previsto también en los artículos 464 y 465 de la ley 
anterior, cual es, el en que verse la oposición sobre el avalúo y so 
funde en haber mediado cohecho ó inteligencias fraudulentas entre 
el perito dirimente ó el que haya verificado el avalúo y alguno ó 
algunos de los interesados para aumentar ó disminuir el valor de 
cualesquiera bienes. Para este caso ordena el art. 1089 que sea 
oído también el Ministerio fiscal, como es procedente por tratarse 
de un delito que puede perseguirse de oficio. No se determina en 
qué estado del juicio habrá de concederse dicha audiencia, para la 
cual deberán entregarse los autos al Ministerio fiscal: parece lo 
más natural que esto se haga después de practicadas las prue-
bas, á fin de que el fiscal pueda apreciar si resulta ó no probado 
el delito, y creemos que no faltará á su deber el juez que llene di-
cho requisito legal oyendo al fiscal antes de dictar sentencia; pero 
como éste puede coadyuvar al descubrimiento del delito, también 
se llenará el objeto de la ley dándole audiencia después de contes-
tada la demanda y notificándole las providencias como si fuese parte 
en el juicio, aunque él se reserve dar su dictamen para cuando 
pueda apreciar el resultado de las pruebas. 
Se ordena en el art. 1090, como en el 465 de la ley anterior, 
que «si apareciese fundado motivo para creer que en el avalúo han  
intervenido el cohecho ó las inteligencias fraudulentas, el juez  
acordará que se saque testimonio de lo necesario para proceder  
criminalmente contra los culpables.» ¿Cuándo ó en qué estado del  
juicio deberá acordarlo? La resolución de esta duda se deduce del  
artículo siguiente 1091, el cual no tiene concordante en la ley an-
terior, y del 362 de la presente, que es de aplicación á este caso . 
Según dicho art. 1091, último de este comentario, cuando lus 
 
interesados, prescindiendo del avalúo objeto de la impugnación, 
TOMO IV 
	
G^ 
L 
514 	 LIB. II—TIT. X—ARTS. 1079 A 1091 
practiquen otro dentro del término probatorio, el juez debe fallar 
el pleito dictando la sentencia que proceda; y «en otro caso, se sus-
penderá el fallo hasta que en la causa instruida en virtud de lo 
dispuesto en dicho artículo (el 1090) recaiga sentencia firme»; lo 
mismo que ordena como regla general el art. 362. Luego debe es-
perarse á que se hayan practicado las pruebas y se halle el pleito 
en estado de dictar sentencia, para acordar lo que se ordena en el 
art. 1090 sobre la formación de causa por el cohecho: si se ha 
practicado nuevo avalúo prescindiendo del impugnado, en la mis-
ma sentencia en que se falle el pleito habrá de mandar el juez que 
se libre el testimonio de lo necesario para proceder criminalmente 
contra los culpables, si resulta de los autos motivo fundado para 
ello; pero si ha de recaer el fallo sobre la nulidad ó validez del ava-
lúo impugnado por dicha causa, como en este caso ha de fundarse 
en el supuesto de la existencia del delito, debe suspenderse hasta 
que recaiga sentencia firme en la causa criminal, y en tal caso, an-
tes de dictar aquélla, acordará el juez, por medio de auto, después 
de oído el Ministerio fiscal, que con suspensión de la misma, se pro-
ceda criminalmente sobre el delito en que se haya fundado la im-
pugnación, librándose para ello el tanto de culpa ó testimonio de 
lo que resulte del pleito civil. Este auto es apelable en ambos efec-
tos, según el art. 362 antes citado. Como ampliación de esta doc-
trina puede verse la expuesta al comentar dicho artículo en las pá-
ginas 119 y siguientes del tomo 2.° 
El procedimiento que acabamos de exponer habrá de aplicarse 
también al caso análogo en que sean impugnadas las operaciones 
divisorias por haber mediado cohecho ó inteligencias fraudulentas 
entre el contador ó contadores que las hayan practicado y alguno 
de loa interesados. Aunque de este caso, tan posible como el de los 
peritos, no hace la ley mención expresa, está comprendido en el 
art. 362 antes citado. 
ARTÍCULO 1092 
(Art. 1091 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Aprobadas definitivamente las particiones, se pro-
cederá á entregar a cada uno de los interesados lo que 
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en ellas le haya sido adjudicado y los títulos de pro-
piedad, poniéndose préviamente en éstos, por el actua-
rio, notas expresivas de la adjudicacion. 
Luego que sean protocolizadas, se dará á los partici-
pes que lo pidieren, testimonio de su haber y adjudica-
cion respectivos. 
Concuerda este artículo con el 491 de la ley anterior, habién-
dose modificado la redacción del párrafo 2.° para que no haya 
duda acerca de que, no es al actuario del juzgado, sino al notario 
que haya protocolizado las particiones, á quien corresponde dar á 
los interesados, que lo pidan, el testimonio de su hijuela respec-
tiva, ó sea de su haber y adjudicación. 
Corresponde al juzgado la ejecución del auto aprobando defini-
tivamente las particiones, y por él se dictarán á instancia de parte 
las providencias necesarias para la entrega de los bienes y de los 
títulos de propiedad. No será necesaria dicha intervención judicial 
cuando estén de acuerdo los interesados, y á instancia , de todos ó 
cualquiera de ellos podrá el juez dar por terminado el juicio man-
dando al administrador judicial, si lo hubiere, que teniendo por 
terminado su encargo, entregue los bienes á quien hayan sido ad-
judicados, y rinda cuentas á los herederos ó á quien corresponda. 
Respecto de este último extremo, aparte de la obligación que 
tiene de rendir cuentas todo el que administra bienes ajenos, la 
impone expresamente el art. 1012, aplicable á las testamentarías 
según el 1097, al administrador del caudal hereditario, cuando cese 
en el 'desempeño de su cargo. También reconoce y establece esa 
misma obligación el Código civil al ordenar en sus artículos 1031 
y 1032, que «no alcanzando los bienes hereditarios para el pago de 
las deudas y legados, el administrador dará cuenta de su adminis-
tración á los acreedores y legatarios que no hubiesen cobrado por 
completo», y que pagados éstos, la rendirá al heredero ó herederos 
que queden en el pleno goce del remanente de la herencia. Por 
consiguiente, en las testamentarías lo mismo que en los abintesta-
tos, al dar el juez por terminado el juicio, debe mandar al admi-
nistrador, como se ha indicado, que rinda la cuenta final de su ad- 
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ministración á quien corresponda, conforme á las disposiciones ci-
tadas. Si la rinde judicialmente, se observará el procedimiento es-
tablecido en los artículos 1013, 1014 y 1015 de la presente ley. 
En cuanto á la entrega de los títulos de propiedad, téngase tam-
bién presente lo que se previene en los artículos 10GG y 1067 del 
Código civil. 
ARTÍCULO 1093 
(Art. 1092 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando se haya promovido el juicio á instancia de 
uno ó más acreedores, no se hará la entrega de los bie-
nes á ninguno de los herederos ni legatarios, sin estar 
aquéllos completamente pagados 6 garantidos á su sa-
tisfaccion. 
Este artículo no tiene concordante en la ley anterior. Su pre-
cepto es bien claro, y su objeto prevenir en el procedimiento el 
cumplimiento de lo dispuesto por el derecho civil sobre el pago 
preferente de las deudas de la herencia. _Sobre este punto véanse 
los artículos 1026 al 1034, y 1082 al 1087 del Código civil. 
SECCIÓN TERCERA 
DEL JUICIO NECESARIO DE TESTAMENTARIA 
ARTÍCULO 1094 
Sólo se prevendrá el juicio necesario de testamenta-
ría en los casos determinados en el art. 1041, con la 
limitation consignada en el 1044. 
Art. 1093 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La primera referen- 
cia es al art. 1040 y la segunda al 1043 de esta ley, sin otra varia-
ción) 
ARTÍCULO. 1095 
Practicadas las diligencias necesarias para la seguri-
dad de los bienes, libros y papeles á que se refiere el 
artículo 1042, se acomodará este juicio á los trámites 
establecidos para el voluntario, con las modificaciones 
siguientes: 
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1.a Los inventarios se formarán judicialmente. 
2.a Los bienes se constituirán siempre en depósito, 
sin que pueda adoptarse acuerdo alguno en contrario. 
3.a El administrador dará fianza bastante á respon-
der de lo que administre. Si le hubieren relevado de 
ella los interesados que sean mayores de edad, será 
proporcionada a la participacion que tengan en la he-
rencia los menores, incapacitados ó ausentes, sin que 
en ningún caso pueda dispensársele de esta obligacion. 
Hasta que estén adoptadas estas medidas, no po-
drá cesar la intervencion judicial, caso de solicitarse 
conforme á lo prevenido en el art. 1048. 
Art. 1094 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del pdrrafo 1.° 
es al art. 1041, y la del párrafo último al 1047 de esta ley, sin 
otra variación.) 
Concuerdan con los artículos 498 y 499 de la ley de 1855, pero 
con las modificaciones necesarias para ponerlos en armonía con las 
novedades introducidas en los artículos 1041 al 1044, que pueden 
verse en su comentario. 
El juez de primera instancia del lugar en que hubiere tenido 
el finado su último domicilio debe prevenir de oficio el juicio de 
testamentaria, por lo cual se llama necesario, cuando no lo pro-
mueve parte interesada, siempre que todos ó alguno de los here-
deros estén ausentes y no tengan representante legítimo en el lu. 
gar del juicio, ó sean menores ó incapacitados; pero con las dos 
excepciones que siguen: 1.a, que los menores 6 incapacitados no 
estén representados por su padre, y en su defecto, por la madre; 
y 2.a, que el testador no lo haya prohibido expresamente, nom-
brando á la vez una ó más personas para que practiquen extraju-
dicialmente todas las operaciones de la testamentaría. Así lo dis-
ponen los artículos 1041 al 1045, añadiéndose ahora en el primero 
de este comentario que sólo en dichos casos y con estas excepciones 
podrá prevenirse el juicio necesario de testamentaría. Véase, pues, 
la doctrina expuesta en los comentarios de dichos artículos, cuyas 
disposiciones, como también las del 1046 y 1048, son aplicables al 
juicio necesario de que se trata especialmente en esta sección. 
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La prevención de este juicio consiste en practicar las diligen-
cias necesarias para la seguridad de los bienes, libros y papeles, 
que sean susceptibles de ocultación ó sustracción, conforme á lo 
prevenido en el art. 959; diligencias que podrá llevar á efecto cual-
quiera de los jueces expresados en la regla 5.a del art. 63, como lo 
declara el 1042, al que se refiere el segundo de este comentario. 
Según él, practicadas dichas diligencias, se acomodará este juicio á 
los trámites establecidos para el voluntario, con las modificacio-
nes que en el mismo se establecen. Estas modificaciones son: 
1.a Que los inventarios se formen judicialmente, para lo cual 
habrá de observarse lo que se ordena en los artículos 1063 á 1067 
y hemos expuesto en su comentario. No puede prescindirse de esta 
formalidad, establecida para garantizar los intereses de los ausen-
tes, menores ó incapacitados, aunque el testador haya ordenado 
reglas distintas de las que establece la ley para las operaciones de 
su testamentaría, pues si bien, según el art. 1046, deben respetar 
estas reglas y sujetarse á ellas todos los herederos, inclusos los for-
zosos, siempre que no resulten perjudicados en sus legítimas, esto 
ha de entenderse para el caso en que no pueda prevenirse el jui-
cio necesario por haberlo prohibido expresamente el testador lle-
nando los requisitos que se determinan en el art. 1045; pero si por 
no mediar esta prohibición procede prevenir de oficio el juicio de 
testamentaría, siempre que este juicio tenga lugar han de hacerse 
judicialmente los inventarios, como lo confirma el párrafo último 
del artículo que estamos examinando. 
2.a Que los bienes se constituyan siempre en depósito, sin que 
pueda adoptarse acuerdo en contrario. De esta disposición se de-
duce que el juez tampoco puede prescindir de convocar la junta 
que ordena el art. 1068 para que se pongan de acuerdo los intere-
sados sobre la administración del caudal, su custodia y conserva-
ción, pero advirtiéndoles que no son árbitros para establecer sobre 
este punto lo que más les convenga, como pueden hacerlo en el 
juicio voluntario, sino que necesariamente han de constituirse en de-
pósito todos los bienes, el metálico y efectos públicos en el estable-
cimiento público destinado al efecto, y los demás bienes en poder 
del depositario administrador que elijan los mismos interesados, ó 
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el juez conforme al art. 1069, si ellos no se ponen de acuerdo. Sin 
embargo, esto ha de entenderse para el caso en que no deba tener 
aplicación lo dispuesto en el art. 1096. 
3 	 Que el administrador dé danza bastante d responder de lo 
que administre. De este punto ha de tratarse también en la junta 
antes indicada, y por consiguiente no puede prescindirse de ella en 
el juicio necesario, como ya se ha dicho, sino en el caso del art. 1096 
antes citado. En el voluntario pueden los interesados relevar de 
fianza al administrador depositario, porque se supone que tienen 
la libre administración de sus bienes; y como en el necesario care-
cen de este requisito todos o alguno de los herederos, para ga-
rantizar sus intereses no puede eximirse al administrador de dicha 
obligación. Por el núm. 5.° del art. 499 de la ley anterior se exi-
gía dicha fianza en todo caso, sin que pudieran dispensar de ella 
los interesados; pero teniendo presente que no hay razón para pri-
var de esta facultad á los que de éstos sean mayores de edad, se 
ha mitigado ese rigor en el núm. 3.° del artículo que estamos co-
mentando, declarando que, cuando los interesados mayores de 
edad releven de fianza al administrador, será ésta proporcionada á 
la participación que tengan en la herencia los menores, incapaci-
tados ó ausentes, sin que en ningún caso pueda dispensarse de esta 
obligación. La fianza, según la regla 5.a del art. 1069, deberá ser 
bastante á responder de lo que el administrador depositario re-
ciba en bienes muebles y de la renta de un año de los inmuebles, 
que correspondan â dichos interesados, si los mayores de edad le 
hubieren relevado de ella. 
Resulta, pues, que en el juicio necesario de testamentaría es in-
dispensable la intervención judicial, hasta poner en seguridad los 
bienes, para evitar abusos y fraudes, á cuyo fin conducen, no sólo 
las diligencias preventivas que autoriza el art. 1042 en su referen-
cia al 959, sino también el inventario judicial y depósito de todos 
los bienes, exigiendo al depositario la correspondiente fianza. 
Adoptadas estas medidas, ha de acomodarse este juicio á las reglas 
establecidas para el voluntario, como se previene en el art. 1095, 
y sólo después de practicadas podrán los interesados hacer uso 
de la facultad, que les concede el 1048, de separarse del segui- 
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miento del juicio para hacer extrajudicialmente las demás opera-
ciones de la testamentaría, pidiendo al juez que cese la interven-
ción judicial, como se declara en el párrafo final de dicho art. 1095 
quo catamos comentando. Cuando se deduzca esta pretensión, el 
juez debe acceder á ella si  se hubieren practicado judicialmente to-
das las diligencias antedichas, mandando que queden en la escri-
banía á disposición de los interesados todas las actuaciones, que 
podrán entregárseles, si lo solicitan, menos la pieza de administra-
ción; pero en ningún caso pueden ponerse los bienes á disposición 
de los herederos hasta después de aprobadas las particiones, como 
se previene en el art. 1048. Sobre los casos en que ha do ser judi-
cial esta aprobación, véanse los artículos 1049 y 1050 y su comen-
tario, y lo expuesto en la pág. 501 de este tomo. 
Indicaremos, por último, que respecto de los ausentes ha de 
emplearse el procedimiento que queda expuesto mientras perma-
nezcan en ese estado, ya se hallen representados por el Ministerio 
fiscal, ya por la persona nombrada por el juez en el caso del ar-
tículo 181 del Código civil, ó bien que hayan sido declarados en 
rebeldía conforme al 1060 de la presente ley; pero luego que com-
parezcan por sí ó por medio de representante legítimo, cualquiera 
que sea el estado de las actuaciones y aunque no se hubiere for-
mado el inventario, debe sobreseerse en ellas mandando hacerles 
entrega de los bienes y efectos pertenecientes al finado, y cesando 
la intervención judicial, á no ser que la solicitare alguno de los 
que sean parte legítima para promover el juicio voluntario, como 
se previene en el art. 1043. Cesa en este caso la razón de la ley 
para la intervención judicial de oficio, y en esto se funda dicho 
precepto. 
SECCIÓN CUARTA 
DE LA ADMINISTRACIÓN DE LAS TESTAMENTARÍAS 
En la ley de 1855 se encuentra una sección con este mismo 
epígrafe, la cual contiene los artículo 500 al 504. En ellos se or-
denó que se formase la pieza separada de administración; que se 
diera posesión al administrador luego que prestase la fianza; que 
éste rindiera una cuenta el día último de cada mes, sobre la cual 
1 
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se oirían y resolverían todas las reclamaciones de los interesados; 
que al cesar en su cargo y aprobadas las cuentas, entregase á los 
herederos lo que les correspondiese, y que todo lo demás se rigiera 
por lo establecido para la administración de los abintestatos. Con 
esta última prevención son innecesarias las demás, por lo cual se 
han suprimido en la presente ley, y se han adicionado los artículos 
que vamos á examinar para suplir la omisión de la ley anterior so-
bre los puntos importantes á que se refieren. 
Téngase presente que las disposiciones de esta sección son co-
munes al juicio voluntario y al necesario, y han de aplicarse en to-
dos los casos en que se pongan en administración las testamenta-
rías con intervención de la autoridad judicial. 
ARTÍCULO 1096 
(Art. 1095 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En todo juicio de testamentaría se guardará y cum-
plirá lo que el testador hubiere dispuesto sobre la ad-
ministracion de su caudal hasta entregarlo á los here-
deros. 
La disposición de este artículo, sin concordante en la ley ante-
rior, se funda en el principio jurídico de que la voluntad del tes-
tador es ley para los herederos, los cuales están obligados á cum-
plirla en cuanto no sea contraria á la moral ni á las leyes, ni grave 
la legítima de los herederos forzosos. Este principio ha sido respe-
tado por el Código civil, como resulta de varias de sus disposicio-
nes, entre ellas, y con relación á esta materia, la del art. 901, el 
cual ordena que «los albaceas tendrán todas las facultades que ex-
presamente les haya conferido el testador, y no sean contrarias á 
las leyes,» entre cuyas facultades suelen con frecuencia designarse 
las de apoderarse del caudal y administrarlo hasta entregarlo á los 
herederos, con relevación de fianza, si así place al testador. 
De ese principio se derivan, la facultad que el art. 1044 de 
esta ley reconoce en el testador para prohibir la intervención ju-
dicial en su testamentaría; la del 1046, para establecer reglas dis-
tintas de las ordenadas en la ley para el inventario, avalúo, liqui- 
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dación y división de sus bienes, y la disposición del artículo que 
estamos comentando, por el cual se previene que,  en todo juicio de 
testamentaría (lo mismo en el voluntario que en el necesario), se 
guardará y cumplirá lo que el testador hubiere dispuesto sobre la 
administración de su caudal hasta entregarlo á los herederos.» Por 
consiguiente, puede el testador, no sólo hacer el nombramiento de 
administrador, sino también ordenar la forma en que hayan de ser 
administrados sus bienes desde el día de su fallecimiento hasta que 
sean entregados á los herederos: podrá también relevar de fianza 
al administrador y hasta de rendir cuentas ó prohibir la impugna-
ción de las que rindiere, si son voluntarios los herederos; en una 
palabra, puede conferir al administrador ó á los albaceas todas 
las facultades que crea convenientes para la mejor administración 
de su caudal, inclusa la de vender bienes sin la autorización judi-
cial ni subasta pública, para dar su producto la inversión que 
hubiere dispuesto en el caso antedicho de ser voluntarios los he-
rederos, y ha de guardarse y cumplirse cuanto sobre ello dispon-
ga, siempre que no puedan resultar perjudicados en su legíti-
ma los herederos forzosos, únicos que podrán oponerse por esta 
causa. 
Téngase presente que cuando el testador haya hecho uso de la 
facultad que le reconoce este artículo, no podrá tener aplicación lo 
que se dispone en el 1068, y naturalmente habrá de prescindirse, 
por ser innecesaria, de la junta que en él se previene para que los 
interesados se pongan de acuerdo sobre la administración del cau-
dal, su custodia y conservación, y tampoco podrá ejercer el juez 
las facultades que le concede el 1069 para el nombramiento de ad-
ministrador y depósito de los bienes. Según las circunstancias de 
cada caso, el juez hará la aplicación que corresponda de cada una 
de esas disposiciones. 
ARTÍCULO 1097 
Cuando el testa .ior no haya dispuesto lo que deb a 
hacerse sobre este punto, la administration de las tes-
tamentarías se regirá por las reglas establecidas para 
la de los ab-intestatos en la section cuarta del titulo au- 
terior, cuyas disposiciones serán aplicables á este caso, 
excepto la del art. 1008. 
Art. 1096 de la ley para Cuba y Puerto Rico.
—(La referencia es al 
art. 1007 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1098 
(Art. 1097 para Cuba y Puerto Rico.) 
El administrador de la testamentaría sólo tendrá la 
representacion de la misma en lo que se relacione di-
rectamente con la administracion del caudal, su custo-
dia y conservacion, y en tal concepto podrá y deberá 
gestionar lo conducente para ello, ejercitando las ac-
ciones que procedan. 
En los artículos 500 y siguientes de la ley de 1855, que tratan 
de la administración de las testamentarías, se ordenó que se for-
mase la pieza separada de administración con los ramos necesarios; 
que se pusiera al administrador en posesión de su cargo después 
de prestada la fianza; que éste rindiera una cuenta el día último 
de cada mes, sin perjuicio de la general al cesar en el cargo, de-
terminándose lo que había de practicarse en el caso de oposición 
y después de aprobadas las cuentas; y en el 503 se previno que 
«todo lo concerniente á la administración, enajenación, subastas, 
reclamación de fondos, correspondencia, recompensa del adminis-
trador y rendición de cuentas, ordenado en el juicio de abintes-
tato, era aplicable á la administración de las testamentarías.» 
Dada esta regla, que acepta el art. 1097, primero de este comen-
tario, son innecesarias las demás disposiciones antedichas, pues 
todas ellas se hallan en los artículos 1005 y siguientes, relativos á 
la administración de los abintestatos, y por esto se han suprimido 
en la presente ley. 
Teniendo, como tienen, el mismo objeto, pudiendo ocurrir los 
mismos incidentes y debiendo ejecutarse en igual forma la admi-
nistración del caudal en las testamentarías que en los abintestatos, 
natural es que se sujeten á unas mismas reglas. Por esto, y para 
evitar repeticiones, se previene en dicho art. 1097, que «la admi- 
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nistración de las testamentarías se regirá por las reglas estableci-
das para la de los abintestatos en la sección 4.a del título anterior, 
cuyas disposiciones serán aplicables á este caso, excepto la del ar-
tículo 1008.D Esta es la regla general, que tiene una excepción in-
dicada al principio del mismo artículo; la del caso previsto en el 
anterior 109G, de que el testador hubiere dispuesto lo que haya de 
hacerse sobre la administración de su caudal hasta entregarlo á los 
herederos: fuera de este caso, en el que ha de guardarse y cum-
plirse lo ordenado por el testador, la administración de las testa-
mentarías se regirá por las reglas establecidas para la de los abin-
testatos en los artículos 1005 al 1035. Cuanto en ellos se dispone 
es, por tanto, aplicable al juicio de que tratamos, con exclusión 
tan sólo del art. 1008, por la razón que vamos á indicar. 
Como en los abintestatos nadie tiene personalidad para repre-
sentar á la herencia hasta que se hace la declaración de herederos 
por auto ó sentencia firme, preciso era que determinase la ley quién 
había de tener mientras tanto esa representación para el ejercicio 
de los derechos activos y pasivos del caudal hereditario, y así se 
hizo por el citado art. 1008, confiriéndola al administrador de los 
bienes. No concurre aquella circunstancia en las testamentarías, 
puesto que consta desde luego quiénes son los herederos, y es justo 
y procedente darles intervención en todo lo que es de su interés, 
limitando la del administrador á los actos de mera administración 
y á lo que sea indispensable para llenar los deberes de su cargo. 
Por esto se declara en el art. 1097 que no es aplicable á las testa-
mentarías el 1008 antes citado, que determina las atribuciones del 
administrador en los abintestatos, y en su lugar se establece lo 
que ordena el 1098, el cual previene que «el administrador de la 
testamentaría sólo tendrá la representación de la misma en lo que 
se relacione directamente con la administración del caudal, su cus-
todia y conservación, y en tal concepto podrá y deberá gestionar 
lo conducente para ello, ejercitando las acciones que procedan.» 
Resulta, pues, de las disposiciones citadas que el administra-
dor de la testamentaría carece de la personalidad conferida al del 
abintestato para representar á la herencia, como actor ó deman-
dado, en los pleitos promovidos antes de incoarse el juicio, y en 
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los que se promuevan después ejercitando acciones que correspon-
dieran al difunto, así como en los demás actos judiciales ó extra-
judiciales en que sea necesaria la intervención de la testamentaría; 
en todo esto la representación de la misma, según la ley de Enjui-
ciamiento civil, corresponde á los herederos designados en el tes-
tamento, por ser de su exclusivo interés, como Sucede también en 
los abintestatos desde el momento en que es firme la declaración 
de herederos. 
Pero téngase presente que será preciso combinar estas disposi-
ciones con la del art. 102G del Código civil, que dice: «Hasta que 
resulten pagados todos los acreedores conocidos y los legatarios, se 
entenderá que se halla la herencia en administración. El adminis-
trador, ya lo sea el mismo heredero, ya cualquiera otra persona, 
tendrá, en ese concepto, la representación de la herencia para ejer- 
citar las acciones que á ésta competan y contestar á las demandas 
que se interpongan contra la misma.» Este artículo está colocado 
entre los que tratan del beneficio de inventario y del derecho de 
deliberar, y se refiere al caso en que el heredero, por haber acep-
tado la herencia con dicho beneficio, no queda obligado á pagar 
las deudas y legados sino hasta donde alcancen los bienes de la 
misma. Para este caso se previene que, mientras no resulten paga-
das dichas cargas, se entenderá que se halla la herencia en admi-
nistración, aunque se haya apoderado de ella el heredero, para 
que no pueda disponer de los bienes, y que el administrador, sea 
el heredero ú otra persona, tendrá la representación de la heren-
cia para ejercitar sus acciones y contestar á las demandas que con-
tra ella se interpongan, como es de necesidad, por mediar la inter-
dicción del heredero y á fin de que éste no pueda perjudicar á los 
acreedores y legatarios. Pagados unos y otros, y cuando la heren-
cia haya sido aceptada simplemente, la representación de la misma 
corresponderá al heredero ó herederos, conforme á la ley de En-
juiciamiento civil y á la doctrina antes expuesta, quedando limi-
tada la del administrador á lo que se determina en el art. 1098, 
último de este comentario. 
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ARTICULO 1099 
Cuando esté intervenido el caudal, al acto de abrir 
la correspondencia, que según el art. 969 deberá veri-
ficarse á presencia del administrador, podrán concurrir 
los herederos. 
Art. 1098 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al ar- 
tículo 968 de esta ley, sin otra variación) 
Entre las diligencias preventivas del juicio de abintestato, 
aplicables también al de testamentaría cuando éste es necesario, ó 
hay parte legítima que lo solicite y no lo hubiere prohibido el tes-
tador, se halla la de ocupar la correspondencia del finado. Según 
el art. 969, el juez debe abrir esta correspondencia en presencia 
del administrador nombrado y del actuario, y adoptar las medidas 
que su resultado exija para la seguridad de los bienes. Lo mismo 
ha de hacerse en las testamentarías que estén intervenidas judicial-
mente, por hallarse en los casos antedichos, á que se refieren los 
artículos 1042, 1061 y 1095, como lo da por supuesto el presente 
artículo al prevenir que, además del administrador, podrán concu-
rrir los herederos á la apertura de la correspondencia: prevención 
justa y procedente, por la razón ya indicada de ser conocidos los 
herederos al incoarse este juicio y corresponderles desde luego la 
representación del finado á quien habrá sido dirigida esa corres-
pondencia. 
Para llevarlo á efecto, debe mandar el juez se haga saber á los 
herederos el día y hora que señale para abrir la correspondencia, 
por si quieren concurrir presenciarlo: podrán concurrir, dice la 
ley, y por consiguiente no es obligatoria su asistencia. Si concu-
rren todos 6 alguno de ellos, el juez abrirá la correspondencia á 
presencia de los que concurran y del administrador, lo mismo que 
en los abintestatos; y como se previene en el párrafo 2.° de dicho 
artículo 969, y se ha dicho al comentarlo, entregará al administra-
dor la que tenga relación con el caudal, quedando en los autos nota 
ó testimonio de ella, según lo estime oportuno atendida su impor-
tancia, y dejará la restante á disposición de los herederos para los 
L 
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fines y uso que les interese. Y si éstos no concurren, se abrirá la 
correspondencia del mismo modo, pero dejando en poder del actua-
rio la que no se relacione con el caudal para entregarla á los here-
deros cuando se presenten á recogerla, siempre que á juicio del 
juez no haya motivo racional suficiente para retenerla ó conser-
varla. 
ARTÍCULO 1100 
(Art. 1099 do la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
A instancia de los interesados, el Juez podrá man-
dar que, de los productos de la administracion, se en-
tregue por vía de alimentos á los herederos y legata-
rios y al cónyuge sobreviviente, hasta la cantidad que 
respectivamente pueda corresponderles como renta lí-
quida de los bienes á que tengan derecho. 
El Juez fijará la cantidad y los plazos en que el 
administrador haya de hacer la entrega. 
Estaba prevenido en la ley anterior, lo mismo que en la actual, 
que se custodiase en la Caja de Depósitos todo lo que recaudara 
el administrador por frutos y rentas de los bienes de la testamen-
taría ó del abintestato, y que hasta después de aprobadas las par-
ticiones no se entregase á los herederos lo que á cada uno les co-
rrespondiera. De la rigurosa aplicación de estas disposiciones re-
sultaba que hasta la terminación del juicio con la aprobación de 
las operaciones divisorias se veían privados los herederos de lo que 
era suyo, y á veces sin otros recursos para atender á las necesida-
des más perentorias de la vida. Esto envolvía una notoria injusti-
cia, que se agravaba con las dilaciones tan frecuentes é inevita-
bles en esa clase de asuntos, y para evitar dudas y salvar dichos 
inconvenientes, salvados después por el art. 1430 del Código civil, 
como luego veremos, se adicionó en la presente ley el artículo de 
este comentario, cuya razón y objeto son bien notorios. 
Por este artículo se faculta al juez para que, á instancia de los 
interesados, y no de oficio, pueda mandar que de los productos de 
la administración se entregue por via de alimentos á los herederos 
y legatarios y al cónyuge sobreviviente hasta la cantidad que res- 
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pectivamente pueda corresponderles como renta líquida de los bie-
nes á que tengan derecho, fijando la cantidad y los plazos en que 
el administrador haya de hacer la entrega. Aunque se deja la re-
solución al prudente criterio judicial (podrá mandar, dice la ley), 
el juez deberá conceder esos alimentos, por ser de equidad y de 
justicia, siempre que las rentas líquidas lo permitan, después de 
cubiertas las atenciones preferentes del caudal hereditario, y sin 
echar mano de los bienes inventariados, que han de conservarse 
hasta realizar su partición. 
El pago de las deudas del finado es atención preferente en toda 
herencia: así lo reconoce también el Código civil en sus artícu-
los 1026, 1027 y 1032, ordenando que se entenderá que se halla la 
herencia en administración hasta que resulten pagados los acreedo-
res y legatarios; que no pueden pagarse los legados sino después 
de haber pagado á todos los acreedores; y que pagados los a cree-
dores y legatarios, quedará el heredero en el pleno goce del re-
manente de la herencia. Por consiguiente, no podrán concederse 
alimentos á los herederos y legatarios con perjuicio del derecho 
preferente de los acreedores, comprendiendo entre éstos al cónyu-
ge sobreviviente respecto de los bienes que hubiere aportado á la 
sociedad conyugal y á cuyo reintegro tenga derecho. 
Sobre este último punto se tendrá presente que, según el ar-
tículo 1379 del mismo Código, «si el matrimonio se disuelve por 
muerte del marido, podrá la mujer optar entre exigir durante un 
año los intereses ó frutos de la dote, ó que se le den alimentos del 
caudal que constituya la herencia del marido.» Si la viuda opta 
por este segundo medio, se tendrá en cuenta para fijar la cuantía 
de los alimentos la cuota que le corresponde en usufructo confor-
me ft los artículos 834 y siguientes de dicho Código, y lo que pro-
duzcan los bienes aportados por la misma al matrimonio, puesto 
que, según el artículo que estamos comentando, los alimentos han 
de regularse por la renta líquida de los bienes á que tenga dere-
cho el alimentista. 
Hemos indicado ya que la prestación de alimentos, 6. que este 
artículo se refiere, tiene hoy su fundamento en el 1430 del Código 
civil. En él se previene que «de la masa común de bienes se darán 
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alimentos al cónyuge superviviente y á sus hijos mientras se haga 
la liquidación del caudal inventariado y hasta que se les entregue 
su haber., Combinando ambas disposiciones resulta que, aunque 
en la del Código no se pone limitación alguna, habrá de observarse, 
por ser racional y justa, la que en la ley procesal se establece en 
cuanto á la cuantía de los alimentos, para que no excedan de la can-
tidad que pueda corresponder al interesado cono renta liquida de 
los bienes á que tenga derecho. Sin embargo, habrá casos en que 
no pueda apreciarse con exactitud esa renta, ó en que disminuya 
después de apreciada; habrá otros en que no sea suficiente para 
cubrir las necesidades perentorias é ineludibles del alimentista, de-
terminadas en el art. 142 del mismo Código: en tales casos no será 
posible ajustarse estrictamente á dicha regla, y previéndolo así el 
mismo art. 1430 antes citado, ordena á su final que, cuando los ali-
mentos excedan de lo que corresponda al hijo ó cónyuge viudo por 
razón de frutos ó rentas, se rebaje del haber hereditario el exceso 
que resultare. 
En cuanto al procedimiento, sólo dice el presente articulo que, 
d instancia de los interesados, el juez podrá mandar que se den los 
alimentos, dando con ello á entender que ha de resolverse de plano 
en vista de la instancia 6 solicitud de los interesados. Así podrá y 
deberá hacerse cuando todos los interesados en el caudal estén con-
formes ó soliciten alimentos simultáneamente; pero como el juez no 
 debe resolver sin conocimiento de causa, presentada la solicitud, 
mandará traer á la vista la pieza principal y la de administración 
con el ramo de cuentas, 6 la que contenga los datos necesarios 
para poder apreciar la participación que cada interesado tenga en 
la herencia, si existen cargas ó atenciones preferentes á los alimen-
tos, la importancia del caudal y la renta líquida que produzca. Si 
esto último no resultare todavía del ramo de cuentas, podrá oir so-
bre ello al administrador. Todos estos datos son indispensables 
para dar cumplimiento á la disposición de que tratamos, y con 
vista de ellos dictará el juez sin dilación y  sin más trámites, por 
medio de auto, la resolución que estime justa. Si accede á la pre-
tensión de los interesados, fijará la cantidad que haya de entre-
garse á cada uno de ellos por vía de alimentos, y los plazos en que 
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el administrador haya de hacer la entrega, teniendo para esto en 
consideración los períodos en que venzan las rentas ó se recauden 
los frutos, y expedirá el oportuno mandamiento al administrador 
para que lo cumpla. 
Pero si no son todos los interesados, sino alguno de ellos quien 
pida alimentos, la equidad y los principios del derecho exigen 
que no se otorguen sin oir á los demás á quienes pueda perjudicar, 
inclusos los acreedores que sean parte 
 en el juicio. 
 Mas, esta au-
diencia deberá ser por el medio más breve y sencillo que establece 
la ley para casos análogos, como el de 
 los alimentos provisionales 
ó el ordenado en los artículos 1017 y 1031 dentro 
 del juicio de que 
tratamos, pues de otro modo no se llenaría el 
 objeto del presente 
artículo. Conforme, pues, á su espíritu y á las disposiciones citadas, 
nuestra opinión es que, presentada la solicitud, debe el juez con- 
vocar á junta á todos los interesados, con señalamiento de día y 
hora, para oirles en esta comparecencia sobre dicha pretensión y 
que expongan de palabra lo que pueda interesar á su respectivo 
derecho, extendiéndose la correspondiente acta, y en vista de su 
resultado y de los demás datos antedichos, dictará por medio de 
auto la resolución que estime procedente, como en el caso ante-
rior. Este auto será apelable en ambos efectos, si se deniegan los 
alimentos, y en uno solo si se otorgan. 
Estas pretensiones deberán sustanciarle en pieza separada 
para no entorpecer el curso de los autos principales. Podrán dedu-
cirse también en el juicio de abintestato, por el cónyuge sobrevi-
viente en cualquier estado del mismo, y por los herederos, luego 
que hayan sido declarados tales por auto  ó sentencia firme. 
Concluiremos esta materia recordando que  son aplicables al 
juicio de testamentaría las disposiciones de los artículos 1003 y 
1004, incluídos en el de abintestato, relativas á la acumulación de 
autos á estos juicios. 
FORMULARIOS DEL TÍTULO X. 
De las testamentarias. 
SECCIÓN l. 
PARTICIONES EXTRAJUDICIALES. 
Escrito solicitando la aprobación de una partición hecha extrajudi-
cialmente.
—Al Juzgado de primera instancia.—D. Pedro Gil, abogado, 
con residencia en esta villa, según cédula personal de tal clase que exhibe, 
en concepto de albacea testamentario de D. Juan Gómez y contador de 
su herencia; Doña Pilar Ortiz, también vecina de esta villa, mayor de 
edad, con cédula personal de tal clase, por si y como viuda de D. Juan Gó-
mez, y D. Pascual Gómez, como defensor judicial de los menores A. B. 
y C., que también exhibe su cédula personal, etc., ante el Juzgado pare-
cernos y como mejor en derecho proceda decimos: Que, como se justi-
fica con el certificado de defunción que se acompaña, D. Juan Gómez fa-
lleció en esta villa, donde tenia su domicilio, el dia 15 de Octubre del año 
Ultimo, bajo testamento que otorgó el 4.° del mismo mes, ante el notario 
D. N., de cuyo documento se acompaña también copia fehaciente. De él 
resulta que el testador legó en pleno dominio el tercio de libre disposi-
ción á su esposa la Doña Pilar Ortiz; instituyó por sus únicos y univer-
sales herederos por partes iguales á sus tres hijos A. B. y C., constituidos 
en menor edad, y nombró al compareciente D. Pedro Gil su albacea tes-
tamentario, confiriéndole amplias facultades para que con el carácter de 
contador practicase extrajudicialmente todas las operaciones de su testa-
mentaria, prohibiendo en absoluto la intervención judicial. Y que este 
ha sido el último testamento del D. Juan Gómez se justifica con la certi-
ficación que también se acompaña, librada por la Dirección general de 
los Registros con referencia al de actos de última voluntad. 
Ocurrido el fallecimiento de dicho D. Juan Gómez, su albacea y con-
tador procedió a dar cumplimiento á su encargo, y resultando que la ma-
dre viuda, a quien corresponde la patria potestad de sus hijos menores, 
tenía en esta herencia un interés opuesto al de dichos sus hijos, en cum-
plimiento de lo prevenido en el art. 465 del Código civil, se les nombró 
un defensor que los represente, recayendo este nombramiento en su tia 
paterno D. Pascual Gómez, A quien fué discernido el cargo por auto de 
este Juzgado de 10 de Enero último, como resulta también del testimonio 
que se acompaña. 
El albacea contador lia practicado todas las operaciones de la testa-
mentaria, con as stencia y conformidad, tanto de la señora viuda como 
del defensor de los hijos menores, y en prueba de esta conformidad las 
presentamos de común acuerdo, extendidas en papel común como pre-
viene la ley, A fin de que el Juzgado se sirva prestarles su aprobación, la 
cual es indispensable para su validez, conforme A los artículos 4060 del 
Código civil y 4049 de la ley de Enjuiciamiento civil, en razón á que, si 
Lien los herederos menores están sometidos á la patria potestad de la 
madre, por la razón ya indicada no se hallan representados por ésta, 
sino por el defensor judicial, en la testamentaria de que se trata. 
Por tanto, y mediante A que este Juzgado es el competente para otor-
gar dicha aprobación, conforme á la regla 6.a del art. 63 de la citada ley 
de Enjuiciamiento civil, por ser el del lugar en que lia tenido el finado su 
último domicilio, 
Suplicamos al Juzgado que habiendo por presentadas dichas opera-
ciones divisorias con el testamento y partida de defunción del causante 
de la herencia D. Juan Gómez, y demás documentos de que se ha hecho 
mérito, mediante la conformidad de todos los interesados, se sirva apro-
bar dichas operaciones divisorias, conforme a lo prevenido en los artícu-
los 1050, 1080 y 1081 de la ley de Enjuiciamiento civil, mandando pro-
tocolizarlas con reintegro del papel sellado correspondiente en el regis-
tro del notario de esta villa D. N., y que por éste se dé A los interesados 
testimonio de sus respectivas hipotecas con los insertos necesarios, como 
es de justicia que pedimos.—(Layar, fecha y firma de todos los interesa-
dos.—Si alguno no sabe firmar, comparecerá personalmente en la escri-
banía para que el a,tuzrio acredite por diligencia su conformidad.) 
Prooidencia. 
—Juez Sr. N.—Por presentado con las operaciones divi-
sorias y documentos que se acompaiian y tráigase todo á la vista para la 
resolución que corresponda. Lo mandó, etc. 
Notificación A los interesados en la forma ordinaria. 
Véase en la sección siguiente el formulario del auto de aprobación, y 
el de la aceptación de la herencia a beneficio de inventario o con reserva 
del derecho de deliberar, A que se reliere el art. 1058 de la sección pri-
mera. 
SECCIÓN II. 
JUICIO vOLUNTARio DE TESTAMENTARÍA. 
Escrito promovieado este juicio.—D. José A., en nombre de Don 
Justo B., como marido de Dalia Rosa Gómez Pardo, según el poder que 
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presento , ante el Juzgado parezco y como mejor en derecho proceda 
digo: Que D. Francisco Gómez, de esta vecindad, padre de la esposa de 
mi poderdante, falleció el día 2 de los corrientes bajo testamento otor-
gado ante el notario D. N., por el cual deja por sus universales herede-
ros á sus hijos Rosa, Jacinto é Inés Gómez Pardo, y estableciendo á fa-
vor de su esposa Doña Casilda Pardo el usufructo legal, distribuye en di-
versas mandas el tercio de libre disposición. Desgraciadamente, no reina 
la mejor armonía entre los interesados, de modo que por ahora no es fá-
cil que se entiendan extrajudicialmente; por lo cual, aunque el testador ha 
prohibido la intervención judicial,en su testamentaria, y por cuya razón 
sin duda se ha abstenido el Juzgado de proceder de oficio, á pesar de ha-
ber un heredero menor, que lo es Doña Inés, y otro ausente en Guana-
bacoa (isla de Cuba), que lo es D. Jacinto, me veo en el caso de instar di-
cha intervención, haciendo uso del derecho que me concede el núm. 4.° 
del art. 4038 de la ley de Enjuiciamiento civil para promover este juicio. 
Por tanto, y mediante a que la heredera Doña Rosa Gómez, mujer de 
mi representado, ha sido autorizada por éste para aceptar la herencia de 
que se trata, conforme al art. 995 del Código civil, según se consigna en 
el poder con que acredito mi representación, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con los 
documentos que se acompañan, y a mí por parte en representación de 
D. Justo B., como marido de Doña Rosa Gómez, se sirva tener por pre-
venido el juicio voluntario de testamentaria de D. Francisco Gómez Sal-
vadores, y mandar que se cite para él a su viuda Doña Casilda Pardo y 
a sus expresados hijos, procediéndose en la forma que se ordena en los 
artículos 4055 y siguientes de la ley de Enjuiciamiento civil, como es de 
justicia que pido. 
Primer otrosí.—Digo: Que conviene mucho á los intereses de la tes-
tamentaria se celebre desde luego la junta que previene el art. 1068 de la 
ley antes citada, a fin de que el administrador que se elija se haga cargo 
de los bienes, según se vayan inventariando. Que esta junta puede cele-
brarse en el primer período del juicio, además de ser de sentido común, 
se deduce del art. 1074, al ordenar que los contadores, que han de nom-
brarse en dicha junta, practiquen el inventario cuando éste no hubiere 
sido hecho anteriormente. Por tanto,—Suplico al Juzgado se sirva acordar 
la convocación de la junta de los interesados en el caudal a los efectos que 
se determinan en los artículos 4068, 4070 y 4074 de la propia ley, seña-
lando dia y hora para celebrarla, y mandando que se haga la citación para 
la misma al propio tiempo que se verifique la que ha de hacerse para el 
juicio, pues así es también de justicia que pido. 
Segundo olroati.—Para que pueda practicarse la citación en debida for-
ma, debo hacer presente que la viuda Doña Casilda Ramos reside en la 
casa mortuoria, Plaza de la Constitución, núm. 7, de esta villa, con su 
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hija menor Doña Inés, y D. Jacinto Gómez Pardo está empleado en la isla 
de Cuba, residiendo en Guanabacoa.—Suplico al Juzgado se sirva tener 
por hecha esta manifestación al efecto de que se practiquen las cita-
ciones conforme á los artículos 1058 y 4065 de la citada ley de Enjuicia-
miento civil, librándose para que tenga lugar la de D. Jacinto Gómez 
Pardo el oportuno exhorto al Juzgado de Guanabacoa, en la isla de Cuba, 
y mandando en cumplimiento del art. 4059 que se cite también al Fiscal 
municipal, en representación de dicho ausente y de la menor Doha Inés 
Gomez, para el caso de que no pueda ser representada por su madre, sobre 
lo cual me reservo instar oportunamente lo que proceda, si fuere nece-
sario. 
Tercer olrosi.—Digo: Que utilizando el derecho que me concede el 
art. 4064 de la ley de Enjuiciamiento civil, y puesto que aun no han 
transcurrido treinta días desde la muerte del testador,—Suplico al Juz-
gado se sirva decretar desde luego y ante todo fa intervención del caudal 
hereditario, practicándose para ello de la manera menos vejatoria posible 
la ocupación de bienes, libros y papeles del finado y de la correspon-
dencia que se vaya recibiendo.—(Lugar, fecha y firme del letrado y pro-
curador.) 
Cuando convenga al heredero 6 herederos aceptar la herencia á bene-
ficio de inventario, 6 con la reserva del derecho de deliberar, lo manifes-
tarán en este escrito, en lo principal 6 por medio de otrosí, solicitando a 
la vez que se hagan judicialmente los inventarios 
Hecho el repartimiento y puesta la nota de la cédula personal, se dic-
tará la siguiente 
Providencia.—Juez Sr. N.—(Lugar y fecha.) 
Por presentado el anterior escrito con el poder y documentos que se 
acompañan, se tiene por parte al procurador A. en la representación que 
ostenta, y ratificándose D. Justo B. en dicho escrito, se proveerá.—Lo 
mandó, etc. 
Notificación al procurador en la forma ordinaria. 
Ratificación.—En... (lugar y fecha), ante el Sr. Juez D. N. compare-
ció D. Justo B., vecino de esta villa, mayor de edad, exhibiendo cédula 
personal de tal clase, expedida en tal parte con el número tantos, y ha-
biéndosele leido el escrito antecedente, después de haber prestado jura-
mento en forma legal, dijo: Que se afirma y ratifica en la solicitud que su 
procurador D. José A. ha deducido por medio de dicho escrito, el cual 
ha sido formulado y presentado con arreglo á las instrucciones que le 
ha dado el declarante de conformidad con su mujer Daña Rosa Gómez, 
á quien representa en estos autos. Asi lo dijo y firma con el Sr. Juez, de 
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que doy fe.—(Media firma del Juey y entera del interesado y del ac - 
t uario.) 
Providencia.— Juez Sr. N. — (Lugar y fecha.) 
Se tiene por prevenido á instancia de la heredera Doña Rosa Génte z 
Pardo el juicio voluntario de testamentaria de su padre D. Francisco Gó-
mez, y citense para él en forma á los herederos y al cónyuge sobrevi-
viente, como se solicita en lo principal del anterior escrito: al mismo tiem-
po convóquese á junta á los interesados, señalándose para celebrarla el 
dia tantos, á tal hora, en la sala-audiencia del Juzgado, para que se pon-
gan de acuerdo sobre la administración del caudal, su custodia y conser-
vación, y sobre el nombramiento de contadores y peritos, conforme á 
lo prevenido en los artículos 4068 y 4070 de la ley de Enjuiciamiento ci-
vil y á lo solicitado en el primer otrosí,' teniéndose presente para ello lo 
que se expone en el segundo otrosí, y dirigiéndose el exhorto que ea él 
se solicita, citándose y convocándose también al Fiscal municipal, en re-
presentación del ausente D. Jacinto Gómez Pardo y de la menor Doña 
Inés; y sin perjuicio do llevar á efecto lo acordado, procédase desde luego 
y ante todo á la intervención del caudal en la forma que ordena el ar-
ticulo 4064 de la citada ley, como se solicita en el tercer otrosí, oficián-
dose al administrador de Correos para que ponga á disposición de este 
Juzgado la correspondencia que venga dirigida al difunto. Lo mandó, etc. 
Notificación al procurador en la forma ordinaria. 
Diligencia de intervención del caudal.— En la misma villa y dia, acto 
continuo, el Sr. Juez deprimera instancia, con mi asistencia, la de los al-
guaciles y la del procurador D. José A., se trasladó á la casa mortuoria de 
D. Francisco Gómez, sita en la calle de..., número...., y habiendo hallado 
en ella á su viuda Doña Casilda Pardo, la requirió para que pusiera de ma-
nifiesto los muebles y demás intereses, con los libros de cuentas y pape-
les pertenecientes á esta testamentaria, á fin de ocuparlos é intervenirlos 
judicialmente, como está mandado por la providencia que antecede, de 
que fué enterada por mí el escribano; en su consecuencia, dicha señora 
presentó tantas llaves, que dijo eran de los muebles y habitaciones en 
que existían intereses de la testamentaria, y rogó al Juzgado que pasara 
á enterarse de lo que existía en la casa. Verificado así, se encontraron tan-
tos cofres, una cómoda y dos armarios llenos de ropa, en una papelera 
un libro de cuentas y varios papeles, y tal cantidad en metálico, y ade-
más las camas, sillas, mesas y demás muebles ordinarios de la casa; todo 
lo cual, por disposición del Sr. Juez, después de haber cerrado y recogido 
las haves de los muebles que la tienen, fué colocado en tal habitación 
que pareció la más segura, menos tales cosas (se describirán) que dejó á 
disposición de la viuda para su uso y alimento; y puesta segunda llave á 
la puerta por el cerrajero N., se,cerró ésta con las dos llaves, que guardó 
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el Sr. Juez con todas las demás. (Para completar esta diligencia, segun 
los casos, 'c^ase la de la pág.  407 de este tomo.) En cuyo estado, no ha-
biendo otras medidas urgentes ni precauciones que adoptar, el Sr. Juez 
dió por terminada esta diligencia, en la que se han invertido tantas ho-
ras, después de haber manifestado la viuda Doha Casilda Pardo que se 
obligaba con todos sus bienes g responder de los efectos antes descritos 
que se han dejado a su disposición, y á conservarlos sin deterioro y á te-
nerlos ;i disposición de este Juzgado; y en su crédito lo firma con el se-
ñor Juez y demás concurrentes, de todo lo cual doy fe.—(Jledfa firma 
del Juez y entera de los demás.) 
Nola de haber dirigido al administrador de Correos el oficio mandado 
en la providencia que antecede para la retención de la correspondencia. 
Nolifcacsón y citación por medio de cédula á la viuda y herederos 
para que comparezcan en el juicio y para la celebración de la junta, con-
fo rme á los formularios de la pág. 649 del tomo 1. 0 , y también al Fiscal 
e n su caso. 
Nota de haberse librado el exhorlo para la notificación y citación del 
ausente. Se insertarán en él el escrito y providencia, y podrá servir de 
modelo el formulado en la pág. 636 del torno 1.° 
Diligencia de apertura de la corresl:ondencia en el dia señalado. Pue 
d e servir de modelo la de la pág. 414 de este tomo. 
Acta de la junta.—En... (lugar y /'echa), siendo la hora señalada, ante 
el Sr. Juez de primera instancia comparecieron Doha Casilda Pardo, co-
mo viuda del causante de la herencia D. Juan Gómez, D. Justo 13., como 
marido y representante legal de la heredera Doña Rosa Gómez, y el se-
ñor Fiscal municipal D. N., en representación del heredero ausente Don 
Jacinto Gómez y también de la menor Doha Inés, por haber manifestado 
su madre la Doña Casilda ser incompatible su interés en la herencia con 
el de dicha menor, y expuesto por el Sr. Juez el objeto de esta junta, 
después de haber conferenciado y deliberado dichos interesados, convi-
nieron en que se ponga en administración todo el caudal, eligiendo para 
administrador de la testamentaria á D. N., á quien por su notoria honra-
dez y responsabilidad relevaron de fianza la viuda Dota Casilda y Don 
Justo B., manifestando el señor Fiscal municipal que, aunque reconoce 
que el administrador elegido reune las condiciones necesarias para rele-
varle de la fianza, no puede hacerlo en representación del ausente y de 
la menor. En vista de esto, invitó el Sr. Juez á los concurrentes para 
que, como conocedores del caudal, indiquen la cuantía de la fianza que 
haya de exigirse al administrador, y convinieron en que para garantizar 
los intereses del ausente y de la menor, bastará con que la preste en can- 
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tidad de diez mil pesetas (6 lo que sea). También convinieron lós intere-
sados en que, por no haber sucursal del Banco de España ni de la Caja de 
Depósitos en esta villa, se encargue dicho administrador del metálico, 
efectos públicos y alhajas, sin perjuicio de trasladarlo todo bajo su res-
ponsabilidad á cualquiera de dichos establecimientos tan pronto como le 
sea posible. Convinieron asimismo en autorizar al administrador para re-
novar los contratos de arriendo sin necesidad de subasta pública, cobrar 
los alquileres y rentas y los demás créditos de la testamentaria, y hacer 
en las fincas las reparaciones que sean indispensables para su conserva-
ción, siempre que no excedan de dos mil pesetas, debiendo rendir cuenta 
de su administración cada seis meses. 
También convinieron todos los interesados en nombrar al letrado Don 
Joaquín Ruiz, como único contador, para que practique las operaciones 
divisorias del caudal, facultándole para que forme el inventario y elija el 
perito ó peritos que crea necesarios para el avalúo de los bienes. (Si se 
nombrasen dos 6 más contadores, se procurará el acuerdo de los interesa-
dos para la designación de un tercero que sea letrado, On de que dirima 
las discordias que puedan ocurrir. También podrán los interesados ele-
gir por si mismos los peritos y pedir que se hagan los inventarios judi-
cialmente, sin encomendarlos á los contadores.) 
En cuyo estado, y no habiendo otros asuntos de que tratar, el señor 
Juez dió por terminada la junta, en la que se han invertido tantas horas, 
y leída esta acta y encontrándola conforme, la firman el Sr. Juez y los 
concurrentes, de que doy fe.  — 
 (Media firma del Juez y entera de los 
demás.) 
Providencia.—Llévese á efecto lo acordado por los interesados en la 
junta que precede, y en su virtud, se tiene por nombrado administrador 
depositario del caudal de esta testamentaria a D. N., con relevación de 
fianza en cuanto al interés que en ella tienen la viuda Doña Casilda Par-
do y la heredera Doña Rosa Gómez, debiendo prestarla en cantidad de 
diez mil pesetas por ahora en garantía de lo que corresponda á los here-
deros D. Jacinto y Doña Inés Gómez Pardo, sin perjuicio de lo que pro-
ceda luego que sea conocida la importancia del caudal; bagase saber al 
D. N. pala su aceptación y juramento, y demás efectos consiguientes: 
con testimonio de esta providencia y del acta que precede, fórmese la 
pieza separada de administración, en la que se actuará lo necesario para 
la fianza de dicho administrador y ponerle en posesión del cargo. Se 
tiene también por nombrado para el cargo de contador al letrado Don 
Joaquin Ruiz, con la facultad de formalizar los inventarios y nombrar 
peritos para el avalúo; hágasele saber para su aceptación, y practicado 
iodo, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación á los interesados en la forma ordinaria. 
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Notificación, aceptación y juramento del administrador. 
Nota de haberse formado la pieza separada de administración, con el 
testimonio prevenido en el auto anterior. En ella se actuará todo lo rela-
tivo á la prestación de fianza, lo mismo que en los abintestatos (pág. 43 9 
de este tomo). 
Notificación y aceptación del contador ó contadores. 
Providencia.—Juez Sr. N.—(Lugar y fecha.) 
Entréguense los autos a los contadores, menos la pieza de administra-
ción, que quedará en la escribanía, y pónganse á disposición de los mis-
mos cuantos objetos, documentos y papeles necesiten para practicar el 
inventario y las demás operaciones divisorias, en cumplimiento de su 
cargo. Lo mandó, etc. 
Notificación á los interesados y contador 6 contadores en la forma or-
dinaria. 
Cuando no haya habido conformidad en la junta, se consignará así 
en el acta para que resuelva el Juez lo que proceda. Si el desacuerdo 
fue sobre la administración del caudal, se hará lo que ordena el art. 4069, 
y si sobre la elección de contadores, lo que previene el 4073. En el p ri-
mer caso se practicará lo siguiente. 
Providencia.—En atención á que no Iran podido avenirse los intere-
sados, corno resulta del acta que precede, se nombra administrador de 
esta testamentaria á la viuda Doña Casilda Pardo, á la cual se hará sa-
ber para su aceptación y juramento: pónganse en depósito de la misma 
todos los bienes, excepto el metálico y efectos públicos, que se deposita-
rán en la Caja de Depósitos (6 Tesoreria de hacienda pública, y si tam-
poco la hubiere en el pueblo, el Juez dispondrá la forma en que ha de 
hacerse interinamente), á donde se trasladarán con las formalidades co-
rrespondientes; hágase saber  a los interesados que en el acto de la noti-
ficación manifiesten si relevan 6 no de fianza a dicho administrador, y 
hecho todo, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación, aceptación y juramento del administrador nombrado. 
Notificación y respuesta de los interesados, consignando la contesta-
ción que dieren sobre si relevan 6 no de fianza al administrador. 
Según sea la contestación que dieren, se dictará providencia man-
dando que se entienda relevado de fianza al administrador, 6 fijando la 
que haya de prestar, la cual ha de ser bastante á responder de lo que per-
ciba en bienes muebles, y de la renta de un año de los inmuebles, ya en 
su totalidad, ó ya proporcionada al interés que tengan en el caudal los 
que hubieren exigido la fianza. Cuando se confiera la administración al 
cónyuge sobreviviente que habitaba en compañía del finado, se le dis- 
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pensará de la fianza si tiene bienes propios suficientes para responder de 
los que no le pertenezcan, como se previene para los'abintestatos en el 
art. 976. En la misma providencia podrá acordarse la formación de la 
pieza separada de administración, en la cual se actuará lo relati' o á la 
prestación de la fianza. 
Cuando el desacuerdo de los interesados sea sobre el nombramiento 
de contadores ó de peritos, se hará la elección-del modo establecido en 
los artículos 616 al 625, pudiendo servir de modelo los formularios de 
la pág. 424 y siguiente del tomo 3.° 
Aceptación de la herencia k beneficio de inventario ó con reserva del 
derecho de deliberar.— Al promover el juicio pueden pedir los interesa-
dos el término legal para deliberar 6 manifestar que aceptan la herencia 
beneficio de inventario, como se previene en el art. 4052. Esta preten-
sión habrá de deducirse en lo principal 6 por medio de otrosí del escrito 
promoviendo el juicio, como ya se ha indicado anteriormente. En tales 
casos es indispensable que se formen judicialmente los inventarios, y para 
ello, si no se hubiere solicitado y acordado al promover el juicio, se pre-
sentará el siguiente 
Estrilo solicitando el inventario judicial.
—
Al Juzgado de primera 
instancia.—D. José A., en nombre de D. Justo B., como marido de Doña 
Rosa Gómez, etc., digo: Que aunque al promover este juicio se propuso 
mi parte aceptar la herencia de que se trata á beneficio de inventario, 
por las noticias que ha adquirido, le interesa reservarse el derecho de de-
liberar sobre si le conviene aceptarla 6 repudiarla. Para hacer uso de este 
derecho que le concede el art. 4010 del Código civil, es preciso que se 
%practique judicialmente el inventario, guardándose los plazos y formali-
dades que previenen los artículos 4044 y 4047 de dicho Código y los co-
rrespondientes de la ley de Enjuiciamiento civil. Por tanto: 
Suplico al Juzgado que teniendo por hecha la manifestación antes ex-
presada, de que mi parte se reserva el derecho de deliberar sobre aceptar 
6 repudiar la herencia (6 que la acepta á beneficio de inventario), se 
sirva acordar la formación del inventario judicial de los bienes relictos 
al fallecimiento de D. Francisco Gómez, citándose para él en forma á los 
acreedores y legatarios que resulten del testamento y de los autos, y á 
los - herederos y cónyuge sobreviviente (convendrá designarlos por sus 
nombres y residencia), para que acudan á presenciarlo si les conviniese, 
dando comisión al actuario para la formación de dicho inventario, y 
mandando que lo formalice dentro de los pl tzos que fija el art. 4047 
del Código civil, y luego que esté terminado, acordar se me comunique 
para hacer uso de mi derecho en justicia, que pido.—(Lugar, lecha y 
firma del letrado y procurador.) 
i 
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Nola de prestulacion de este escrito, por ser de término perentorio, 
según los artículos 4015 y 9015 del Código civil. 
En el caso de no haberse solicitado y acordado anteriormente la inter-
vención del caudal, podrá solicitarse en el escrito antes formulado, con-
forme al art. 1030 del mismo Código civil. 
Providencia.—Juez Sr. N.—(Lugar y fecha.) 
Por hecha la reserva del derecho de deliberar, contenida en el  ante-
rior escrito (ó por aceptada la herencia á beneficio de inventario), y para 
que produzca los efectos legales, fórmese el inventario judicialmente, con 
citación de los legatarios y herederos que resultan del testamento, del 
cónyuge so! reviviente y de los acreedores que se flan personado en el 
juicio, conforme á lo prevenido en el párrafo segundo del art. 9015 del 
Código civil y en el art. 4065 de la ley de Enjuiciamiento civil: para la 
formación de dicho inventario se da comisión al presente escribano, el 
cual deberá principiarlo dentro de ocho días y concluirlo en los plazos 
que lija el art. 9017 de dicho Código, haciendo saber á los interesados y 
al administrador el día y hora en que comenzará la operación, y luego 
que lo termine, dará cuenta para acordar lo que proceda. Lo mandó, etc. 
Notificación y citación por medio de cédula á todos los interesados, 
scinlando el día y hora en que el actuario dará principio á la formación 
del inventario. 
Diligencia de inventario. —En... (lugar y fecha), yo el escribano, en 
cumplimiento de la comisión que se me confiere por el auto anterior y 
siendo tal hora, nie constituí en la casa mortuoria de Il. Francisco Gómez, 
con asistencia de D. N., N. y N. (aquí los interesados) y de la viuda Doña 
Casilda Pardo, á quien requerí para que pusiera de manifiesto los bienes; 
verificado así, procedí á formar el inventario y descripción de los mismos 
á presencia de los testigos que luego se expresarán, del modo siguiente: 
METÁLICO 
9.° Primeramente, veinticuatro mil pesetas en monedas de oro y pla-
ta, que se encontraron en una caja de hierro y en los cajones de la mesa 
del despacho. 
Y.° Treinta mil pesetas en billetes del Banco de España, que fueron 
hallados en el mismo sitio. 
(Si al intervenir el caudal se hubiera depositado el dinero en la Caja 
de Depósitos ó en otra part( se hará aquí la conveniente expresión, re-
ftr^lndose d la carta de pago ó resguardo, que se habrá testimoniado en 
los autos.) 
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EFECTOS PÚBLICOS 
3.° Un resguardo del Banco de España de depósito transferible, nu-
mero de orden tantos, expedido en tal fecha, á favor de D. Francisco Go-
mez, por quinientos Billetes llipotecarios de Cuba, emisión de 4890, nú-
meros..., importantes doscientas cincuenta mil pesetas nominales. 
4.° Otro resguardo del mismo Banco (número y fecha), á favor tam-
bién de D. Francisco Gómez, por ochocientas mil pesetas nominales en 
tantos títulos de renta perpetua interior, al 4 por 400, á saber: dos de la 
serie F, números 12.422 y 14.033; tres de la serie E, números, etc. 
ALIJAJAS 
5.° Un aderezo de brillantes y zafiros, compuesto de pulsera, collar y 
pendientes. 
6.° Un reloj remontoir de caballero, áncora linea derecha, con quince 
rubies; autor, Losada, núni. 41.684. 
SEMOVIENTES 
7.° Un caballo de seis amos, pelo negro, con un lunar blanco en la 
frente, llamado Moro. 
(Por este orden se irán describiendo con claridad y precisión todos los 
bienes, poniendo después de los semovientes los frutos, muebles, inmue-
bles, derechos y acciones, orden establecido por el art. 4066, expresando 
en los ralees la situación, cabida y linderos de cada finca, y poniendo á 
cada partida la numeración correlativa que le corresponda. Cuando no 
pueda concluirse la operación en un solo dla, se cerrará la diligencia del 
modo siguiente): 
En cuyo estado, siendo tal hora, se suspendió esta diligencia para 
continuarla en el día de mañana á las mismas horas. Los bienes anterior-
mente inventariados quedaron en la casa mortuoria al cargo y depósito 
de la viuda, como administradora del caudal, la cual se dió por entregada 
de ellos, prometiendo custodiarlos y tenerlos á disposición del Sr. Juez 
que conoce de estos autos bajo la fianza que tiene prestada (ó con obliga-
ción que para ello hace de todos sus bienes). Y en crédito de todo, firma 
esta diligencia con los demás interesados que han asistido á la misma, y 
a quienes doy fe conozco, siendo testigos F. y F., de todo lo cual doy 
fe.—(Firma entera de todos.) 
Del mismo modo se irá extendiendo el inventario en los demás días 
que dure su for,nación, y en el último se cerrará del modo siguiente: 
En cuyo estado, habiendo manifestado la viuda y los demás interesa-
dos que no tenían noticia de otros bienes que pertenezcan á la herencia 
de que se trata fuera de los inventariados, con protesta de adicionar los 
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que pudieran resultar en lo sucesivo, se dió por terminado este inventa-
rio, quedando todos los bienes al cargo y depósito de dicha viuda, como 
se ha expresa lo en las diligencias anteriores, con obligación de respon-
der de ellos y de tenerlos á disposición del Sr. Juez que entiende en es-
tos autos, y en su crédito lo firman, siendo testigos F., F. y F., de todo 
lo cual doy fe, como asimismo del conocimiento de . las panes. Firma 
 extera de todos.) 
Inventario especial de escrituras y papeles de importancia.—En... (lu-
gar y fecha), yo el escribano, con asistencia d e. los interesados N., N. 
y N., procedí á formar el inventario especial de las escrituras, documentos 
y papeles de importancia que se han encontrado entre los del difunto Don 
Francisco Gómez, y son los siguientes: 
4.° Primeramente, una escritura de venta de la finca tal, inventariada 
al número tal, otorgada por N. á favor de D. Francisco Gómez en tal fe-
cha, ante tal notario, la cual consta de seis hojas. 
2.° Una escritura de obligación con hipoteca otorgada por N. en tal 
fecha ante tal notario, confesando ser en deber á D. Francisco Gómez la 
cantidad de veinte mil pesetas, cuyo crédito es el inventariado al número 
Ial: consta de dos hojas. 
3. 0 Un pagaré en papel timbrado, librado en tal fecha por N., obli-
gándose á pagar á la orden de D. Francisco Gómez en tal día diez mil 
pesetas, cuyo crédito es el inventariado al número tantos. 
4.° Y por último, un libro de cuentas en folio, encuadernado á la ho-
landesa, con tantas hojas útiles y tantas en blanco, habiendo sido las úti-
les rubricadas por mi el escribano y los interesados. 
Y no habiendo más papeles de importancia que inventariar, se dió por 
terminada esta diligencia, en la que se invirtieron tantas horas, mani-
festándose conformes los interesados con el inventario practicado, que-
dando dichos papeles y documentos en poder de la administradora, la 
que se obligó á tenerlos á disposición del Juzgado, firmando con los in-
teresados y los testigos N. N., de lo cual doy fe.—(Firma entera de 
todos.) 
Si se hubiera practicado previamente la intervención del caudal, al 
acordar la formación de inventario se mandará que se constituya el Juz-
gado en la casa mortuoria, ó donde se crea necesario, para abrir las puer-
tas sobrellevadas, acreditándolo con diligencia, para la cual podrá servir 
de modelo la de la pág. 413 de este tomo. 
Cuando deba depositarse el dinero en la Caja de Depósitos ó en sus 
dependencias, se acordará así, á cuyo fin el escribano dará cuenta luego 
que aquél haya sido inventariado, y se pondrá en los autos testimonio 
de la carta de pago ó documento del depósito, quedando el original en 
poder del administrador. 
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Terminados los inventarios, dará cuenta el actuario sin dilación y 
dictará el Juez la providencia que proceda para el curso de los autos. 
En el caso de haberse reservado los herederos el derecho de deliberar 
sobre repudiar la_herencia ó aceptarla á beneficio de inventario, se dictará 
la siguiente 
Providencia.—Puesto que está ya formalizado el inventario, póngase 
de manifiesto en lajescribania á los herederos para que puedan resolver 
lo que convenga á sus intereses.—Lo mandó, etc. 
Notificación a los interesados en la forma ordinaria. 
Dentro de los treinta días siguientes al en que se hubiere concluido 
el inventario, deberán presentar escrito los herederos, todos juntos ó cada 
uno de por si, manifestando si repudian la herencia ó si la aceptan á be-
neficio de inventario. Transcurrido dicho término sin hacer esta manifes-
tación, se entenderá que aceptan la herencia pura y simplemente (articu-
lo 4019 del Código civil). 
Fuera de este caso, se dictará la siguiente 
Providencia.—Entréguense los inventarios con las demás actuaciones 
al contador ó contadores, para que procedan al avalúo de los bienes por 
medio de los perit, s elegidos por los interesados (6 por los que ellos eli-
jan, si se les hubiere dado esta facultad), y á practicar sin dilación las 
demás operaciones divisorias, hasta dejar terminado su encargo. Lo man-
dó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria á los interesados y á los contado-
res, y en su caso, á los peritos. 
Los contadores deben evacuar su encargo en el término que racional-
mente se estime necesario, teniendo en consideración la importancia y di-
ficultad de las operaciones. Si no lo verifican, serán responsables de los 
dailos y perjuicios que se sigan a los interesados; mas para incurrir en 
esta responsabilidad, es preciso que sean apremiados á instancia de 
parte, fijándoles el Juez un plazo para que presenten las operaciones di-
visorias. Con este objeto se presentará el siguiente 
Escrito apremiando ú los contadores.—D. José A., en nombre de Don 
Justo B., etc., digo: Que van transcurridos tantos meses desde que se co-
municaron á los contadores los inventarios, sin que hasta ahora hayan 
presentado las operaciones divisorias, y como dicho término es más que 
suficiente para que hubiesen evacuado su cometido, y de esta dilación 
injustificada se siguen considerables perjuicios á la parte que represento, 
me veo en la necesidad de apremiarles. Por tanto, y en virtud de lo que 
dispone el art. 1076 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
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Suplico al Juzgado se sirva fijar el plazo de un mes, ó el que estime 
necesario, para que los contadores presenten las operaciones divisorias, 
apercibiéndoles de que, si no lo verifican, serán responsables de los daños 
y perjuicios, conforme á lo prevenido en la disposición legal antes citada, 
y como es de justicia que pido.—(Lugar, fecha y firma del letrado y 
procurador.) 
Providencia.— Hágase saber á los contadores que presenten las ope-
raciones divisorias dentro del plazo de dos meses, bajo apercibimiento de 
que, si no lo verifican, serán responsables de los daños y perjuicios. Lo 
mandó, etc. 
Notificación á los contadores y á los que sean parte en el juicio en la 
forma ordinaria. 
MODELO DE PARTICIÓN DE HERENCIA 
D. N. y N., vecinos de esta villa, contadores nombrados para liquidar 
y dividir la herencia del difunto D. Francisco Gómez, procedemos de co-
mún acuerdo á formalizar las operaciones divisorias del caudal relicto 
perteneciente á dicha herencia, las que hemos practicado después de ha-
ber examinado detenidamente' el testamento del difunto, el inventario y 
lo demás que resulta de los autos de esta testamentaría, y cuantos pape-
les y documentos relacionados con el caudal podían conducir al mejor 
desempeño de nuestro encargo; y para la mejor inteligencia de estas ope-
raciones, establecemos los supuestos siguientes: 
SUPUESTO PRIMERO 
Sobre la muerte y testamento de D. Francisco Gómez. 
Según resulta de los correspondientes documentos, D. Francisco Gó-
mez, natural y vecino que era de esta villa, falleció en ella en tal día, 
bajo la disposición testamentaria, que en tal fecha había otorgado ante 
el notario D. N. En ella declaró que de su único matrimonio con Doña 
Casilda Pardo había tenido varios hijos, de los cuales sólo le sobrevivían 
Doña Rosa, D. Jacinto y Doña Inés, á quienes instituyó por sus herede-
ros. También ordenó que se sepultara su cadáver en el cementerio cató-
lico de..., con los funerales correspondientes á su clase que determina-
sen sus albaceas, nombrando para este cargo á N. y N., y que se cele-
braran por su alma doscientas misas rezadas; todo lo cual ha sido ejecu-
tado, invirtiéndose en ello la cantidad de cinco mil seiscientas treinta y 
siete pesetas, que se bajarán de la parte del caudal que á ello destina la 
legislación vigente, como también algunos legados de que luego se hará 
expresión. Dicho testamento, pues, servirá de base para la distribución 
de esta herencia. 
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SUPUESTO SEGUNDO 
Sobre la dote y bienes parafernales de la viuda. 
Al celebrarse el matrimonio de D. Francisco Gómez con Doña Casibl 
Pardo, los padres de ésta la dieron en dote la cantidad de setecientas cin-
cuenta mil pesetas en ropas, alhajas y dinero, de que el Sr. Gómez se dió 
por entregado, con estimación que causaba venta, según resulta de la co-
rrespondiente escritura que se otorgó en tal fecha ante tal notario. Pos-
teriormente, la Doña Casilda adquirió por herencia de sus padres en me-
tálico, fincas y algunos muebles que ingresaron en la sociedad conyugal, 
la cantidad de dos millones doscientas cincuenta mil pesetas, como resulta 
de la hijuela que se le formó en las particiones que fueron aprobadas ju-
dicialmente en tal fecha, y se hallan en los protocolos de tal notario. 
Pero como para cubrir esta cantidad llevó á colación las setecientas cin-
cuenta mil pesetas que habla recibido en dote, debe considerarse reducida 
esta última aportación, para deducirla del caudal común, á la cantidad de 
un millón quinientas mil pesetas, que fué lo que realmente aporto a la 
sociedad de gananciales, bajo cuyo régimen se constituyó aquel matri-
monio, conforme a la legislación entonces vigente. Con arreglo, pues, á 
dicha legislación, y también al nuevo Código civil, á cuyas prescripcio-
nes han de ajustarse estas operaciones divisorias, del cuerpo general de 
bienes han de bajarse y pagarse en primer lugar las dos cantidades antes 
consignadas que en concepto de dote y de bienes parafernales aportó la 
Doña Casilda Pardo á la sociedad conyugal. En pago de las mismas se le 
adjudicarán las fincas y alhajas que existen todavía de las que aportó por 
uno y otro concepto, y por el valor de su aportación en que ahora hait 
sido también tasàdas por no haber sufrido deterioros ni beneficios, y lo 
que falle se cubrirá con los demás bienes del caudal. 
SUPUESTO TERCERO 
Sobre el caudal aportado por D. Francisco Gómez. 
En la escritura de dote, de que se hace mención en el supuesto ante-
rior, se consignó que D. Francisco Gómez aportaba a la sociedad conyu-
gal con Doña Casilda Pardo en metálico y bienes muebles é inmuebles la 
cantidad de seiscientas mil pesetas, cuyos bienes había adquirido, hasta 
en valor de quinientas mil pesetas por herencia de sus padres, y las cien 
mil restantes como producto de sus especulaciones y ahorros. La primera 
de estas partidas se halla comprobada con el testimonio de la adjudicación 
que se le hizo en la partición da los bienes de sus padres, practicada ex-
trajudicialmente en tal fecha ante tal notario; pero respecto de la se-
gunda no existe otra prueba que la declaración consignada en la citada 
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sciitura de dote, sin que diera fe el noLrio de la existencia del melá-
lico. Sin embargo, la señora viuda reconoce la verdad de esa declaración, 
si bien afirma que pocos dias después de su casamiento, su marido Don 
Francisco Gómez pagó á D. N. la cantidad de quince mil pesetas que le 
debla, según pagaré de fecha anterior al matrimonio. Los contadores que-
suscriben, en cumplimiento de su deber, lean procurado depurar la verdad 
de este hecho, que ha resultado cierto según el pagaré con el recibí del 
acreedor, que han encontrado entre los papeles del linado. Por consi-
guiente, de las seiscientas mil pesetas que éste aportó á la sociedad con-
3 ngal, deben rebajarse las quince mil pesetas que debla antes de contraer 
r•l matrimonio y pagó después, quedando reducida su aportación á qui-
nientas ochenta y cinco mil pesetas, cuya cantidad se bajará del cuerpo 
general de bienes después de pagados la dote y parafernales de la mujer 
y las deudas de la sociedad de gananciales, que se expresan en el supuesto 
siguiente. 
SUPUESTO LUAN TO 
Sobre las deudos de la sociedad de gananciales. 
Segun resulta del libro de cuentas y de otros antecedentes que se han 
unido á la vista, durante la sociedad conyugal se han contraído varias 
leudas, de las cuales á la muerte de D. Francisco Gómez estaban sin pa-
gar, y aun se están debiendo las siguientes: (Se hará relación de ellas 
si no hubiesen sido inventariadas, en cuyo caso se referirán al inventa-
rio.) Cuyas deudas reducidas á una suma importan ciento cuarenta mil 
pesetas, que serán otra baja del cuerpo general de bienes, puesto que 
hay gananciales suficientes para satisfacerlas. Para su pago se formará 
la correspondiente hijuela, que se adjlt licará á la viuda según lo conve-
nido entre los interesados. 
SUPUESTO QUINTO 
Liquidación de la sociedad de gananciales. 
Como resulta de los autos de esta testamentaria, fallecido D. Ftan- 
fisco Gómez se previno el juicio á solicitud de la heredera Doña 
 Rosa 
 con autorización de su esposo, habiéndose practicado judicialmente el 
i iventario, y el avalúo por los peritos designados por lus Contadores que 
suscriben, según facultad que se les otorgó en la junta celebrada en tal 
fecha. 
De estas operaciones resulta que el cuerpo general de bienes existen-
in en la sociedad conyugal al fallecimiento de D.  Francisco Gomez, as-
ciende á seis millones novecientas ochenta y tres mil setecientas cua- 
renta y siete pesetas setenta y cinco céntimos, como se demostrará más 
a l lante,'siend0 de advertir que no se han incluido en *I_ los efectos que 
constituyen el lecho que usaban ordinariamente los esposos, ni las ro-
pas y vestidos de su uso ordinario, todo lo cual se ha entregado á la 
viuda Doña Casilda Pardo, en cumplimiento de lo que ordena el art. 1130 
del Código civil. 
De dicho cuerpo general de bienes han de bajarse y pagarse: en pri-
mer lugar, la doto y bienes parafernales aportados 'a l matrimonio por 
Doña Casilda Pardo, importantes en junto dos millones doscientas cin-
cuenta mil pesetas, como se ha consignado en el supuesto t.°: en se-
gundo lugar, las deudas de la sociedad de gananciales, expresadas en el 
supuesto I.°, que ascienden á ciento sesenta mil pesetas; .y por último, 
los bienes que aporto al matrimonio el D. Francisco Gómez, que según 
el supuesto 3.° importan quinientas ochenta y cinco mil pesetas. Estas 
partidas suman dos millone§ novecientas noventa y cinco mil pesetas, 
y deducidas del caudal inventariado expresado anteriormente, restan 
de éste tres millones novecientas ochenta y ocho mil setecientas cua-
renta y siete pesetas setenta y cinco céntimos, cuyo remanente consti-
tuye el haber liquido de la sociedad (le gananciales, que ha de dividirse 
por mitad entre la viuda y los herederos del cónyuge difunto, corres-
pondiendo á Cada parte un millón novecientas noventa y cuatro mil 
trescientas setenta y tres pesetas ochenta ÿ siete y medio céntimos. 
SUPUESTO SEXTO 
Sobre los bienes colacionables. 
Cuando la heredera Doha Rosa Gómez contrajo matrimonio con Don 
Justo B., recibió de sus padres, por via de dote, la cantidad de cincuenta 
to il pesetas, según se consignó en escritura pública otorgada ante el no-
tario N. en tal fecha. Y los mismos padres redimieron del servicio mili-
tar R eu hijo D. Jacinto Gómez, per la cantidad de mil quinientas pese-
tas. Corno estas sumas fueron pagadas por cuenta de la sociedad de ga-
nanciales, no deben colacionarse al caudal inventariado para hacer la 
liquidación de dicha sociedad, puesto que sin comprenderla eta él numé-
ricamente resultan gananciales, como se ha demostrado en el supuesto 
anterior; pero deben colacionarse por mitad en la herencia de cada uno 
de los padres, por cuya cuenta han sido satisfechas, conforme a. le pre- 
venido en el art. 1016 del Código civil. Por consiguiente, los herederos 
Doña Rosa y D. Jacinto traerán a colación á la inasa hereditaria la mi-
tad de las cantidades antedichas, 6 sean veinticinco mil pesetas la pri-
mera y setecientas cincuenta el segundo, para computadas en la regula-
ción de las legitimas y en la cuenta de partición, en la cual tomarán de 
menos respectivamente esas cantidades qne ya r;çiJ)idas i cuenta 
de sus legitimas. 
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SUPCESTO SEPTIMO 
Sobre tos le!;ados y bajas del tercio de libre disposición. 
.EI causante de esta herencia D. Francisco Gómez, hizo en su'testa-
nlen to ^ a citado los legados siguientes: uno de cien mil pesetas ú su es-
posa Doha Casilda Pardo; otro de dos mil pesetas a su criado N.; otro de 
veinte mil pesetas al Asilo de huérfanos del Sagrado Corazón; y otro de 
dos mil quinientas pesetas para los pobres de su parroquia. Estos cuatro 
legados se bajarán del tercio de libre disposición, habiendo sido ya pa-
gados los tres últimos del caudal hereditario por los albaceas conforme a 
la voluntad del testador. Del primero se hará pago a la interesada, in-
eluyéndolo en el haber de su hijuela. También deben bajarse de dicho 
tercio siete mil quinientas pesetas que se han pagado por la asistencia 
médica y demás gastos de la última enfermedad del finado, y las cinco 
mil seiscientas treinta y siete pesetas, a que han ascendido los gastos de 
entierro, funeral y misas, según se ha consignado en el supuesto 4.° De-
ducidas las ciento treinta y siete mil seiscientas treinta y siete pesetas, 
que importan todas estas partidas, del tercio de libre disposición, lo que 
de él reste, según la liquidación que se hará más adelante, se distribuirá 
por partes iguales entre los tres hijos y herederos, además de lo que les 
corresponda por su legitima. 
SUPUESTO OCTAVO 
Sobre el luto y 1isufruete de la riada. 
La Sra. viuda Doña Casilda Pardo, además de su dote y bienes para-
fernales y del legado que le ha hecho su marido, expresados en los su-
puestos 2.° y 7.°, debe percibir del caudal de esta herencia el importe de 
los vestidos de luto, conforme á lo prevenido en los artículos 4379 
y 4.127 del Código civil, cuyo importe se ha fijado por los interesados 
de común acuerdo en tres mil pesetas, que se pagarán del raudal here-
ditario, del cual se bajarán antes de hacer la regulación de las legítimas. 
Y tiene también derecho á la cuota en usufructo, que le señala el art. 831 
de dicho Código, cuya porción hereditaria ha de ser igual a la que por 
legitima corresponda á cada uno de sus hijos no mejorados, y según el 
articulo 835 ha de sacarse de la tercera parte de los bienes destinados a 
 la mejora de los hijos. Aunque el testador ha hecho preterición de su 
viuda en la institución de herederos, ésta conserva su derecho á dicha 
cuota en usufructo, corno lo declara el art. 844 del mismo Código, y por 
consiguiente le será adjudicada, además ilel legado de cien mil pesetas 
de que se ha hecho mérito en el supuesto anterior, en razón á que éste se 
le debe por voluntad del testador y ha de sacarse del tercio de libre dis-
posición, y aquél por ministerio de la ley y ha de sacarse del tercio de 
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mejoras, como se ha dicho. En el supuesto siguiente, al fijar las bases 
para determinar la legitima de los hijos, se indicará también la cuota que 
ha de percihir en usufructo la señora viuda. 
SUPUESTO NOVENO 
Sobre las mejoras y legítimas de los hijos. 
En Is cláusula tal del testamento se consigna ser la voluntad del tes-
tailor D. Francisco Gomez que en compensación de lo que ha gastado en 
la carrera y educación de sus hijos mayores, se adjudique á su hija me-
nor Doña Ines, por via de mejora, la casa de la calle tal, número tantos, 
y que el resto de sus bienes se distribuya por partes iguales entre sus tres 
hijoi ya mencionados, á quienes instituyó por sus únicos y universales 
herederos. En cumplimiento, pues, de esta disposición y de lo que ordena 
la ley, del tercio que se puede invertir en mejoras, ha de sacarse la hecha 
â favor de Doña Inés, consistente tan solo en la casa antes indicada, la 
que ha sido tasada en cien mil pesetas, y como dicho tercio excede en 
mucho á ésta cantidad, el exceso se agregará al otro tercio destinado por 
la ley á la legitima forzosa, constituyendo todo ello las legitimas de los 
tres hijos, entre los cuales se distribuirá por partes iguales. El remanente 
del tercio de mejoras es superior á lo que por legítima corresponde á cada 
uno de los hijos no mejorados, y por consiguiente, para fijar la cuota que 
corresponde en usufructo á la señora viuda, se dividirá en cuatro partes 
el resto de los dos tercios de legítima, adjudicándose una á cada uno de 
los tres hijos en pleno dominio, y la restante  a la viuda en usufructo. En 
la liquidación que se formará más adelante, se lijará la cantidad que á 
cada interesado corresponde por estos conceptos, y en sus respectivas hi-
juelas se expresarán los bienes que se adjudicarán en usufructo á la viu-
da, y el derecho de los hijos â la nuda propiedad de los mismos para re-
partirlos entre si por partes iguales, cuando adquieran el pleno dominio 
por el fallecimiento de su madre. 
SUPUESTO fICINq 
Sobre la liquidación y división del caudal hereditario. 
Constituyen el caudal de esta herencia, lo que D. Francisco Gómez 
aportó á su matrimonio con Doña Casilda Pardo, que según el supuesto 
3.° queda reducido á quinientas ochenta y.cinco mil pesetas, y su mitad 
de gananciales importante un millón novecientas noventa y cuatro mil 
trescientas setenta y tres pesetas ochenta y siete céntimos, como se ha 
demostrado en el supuesto 5.0, que hacen el todo la suma de dos millo-
nes quinientas ochenta y nueve mil trescientas setenta y tres pesetas 
ochenta y siete céntimos. De esta suma se bajarán las tres mil pesetas se-
ñaladas á la viuda para sus vestidos de luto, como se ha consignado en 
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el supuesto 8.°, y del remanente se deducirá el tercio de libre disposición, 
del que se pagarán los legados y los gastos de la última enfermedad, en-
tierro, funeral y misas, distribuyéndose lo que reste entre los tres here-
deros por partes iguales, conforme á lo que se ha dicho detalladamente 
en el supuesto 7.° A las otras dos terceras partes del haber hereditario, 
yue constituyen la legítima de los hijos, según el art. 888 del Código ci-
vil, se aumentarán numéricamente las cantidades que deben traer á cola-
ción los herederos Doña Rosa y D. Jacinto, como se ha consignado en el 
supuesto 6.°: de lo que sumen ambas partidas se bajarán las cien rail 
pesetas en que ha sido mejorada Doba Inés, y el resto constituirá la legi-
lima de los tres hijos, dividiéndola en cuatro partes iguales para dar á la 
Ora. viuda la cuota que le corresponde en usufructo, según se ha expli-
cado en el supuesto anterior. 
Cou arreglo, pues, á lu establecido en los supuestos que preceden, pa-
sa u tos á formalizar la liquidación ï  división de la sociedad de ganancia-
les y del haber hereditario, formando como base de estas operaciones, y 
con arreglo á lo que resulta de los inyentarios y avalúos, el siguiente 
UHC7ho general de bienes. 
t'esetas . 
Lo constituyen todos los bienes inventariados, que exis-
tían al fallecimiento de D. Francisco Gómez, como per-
tenecientes á su sociedad conyugal con D..ña Casilda 
l'ardo, á saber: 
1.° En metálico, inventariado bajo el núm. 4." 	 345.609 
2.° En efectos públicos, inventariados bajo los núme- 
ros 2.° á 5.° por su valor efectivo, según la cotiza- 
ción del día en que falleció el testador 	  2.500.000 
:t.° En alhajas, reseñadas en los nioneros 6.° á 20 del 
inventario 	 105.000 
4." En semovientes, números 21 á 26 del inventario... 	 40.000 
3." En muebles, reseñados en los núms. 27 a 400 de id 	 418.438.'75 
7.° En inmuebles, descritos en los núms. 401 á 190 de íd. 3.000.000 
s.° En derechos y acciones, inventariados bajo los nú- 
meros 191 á 204 	 905.000 
Sntua el cuerpo general de bienes, seis millones novecien-
tas ochenta y tres mil setecientas cuarenta y siete 
pesetas setenta y cinco céntimos.... ........ 6.983.747,75 
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Liquidación de la sociedad de gananciales. 
Constituye el capital de esta sociedad el importe antes 
expresado del Cuerpo general de bienes. 
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Bajas. 
Por la dole de Doña Casilda Pardo, expresada en el su-
puesto 2.° 	  
Por los bienes parafernales que la misma aportó al ma- 
trimonio, según dicho supuesto 	  
Por las deudas de la sociedad de gananciales, expresadas 
en el supuesto 4.° . 	  
Y por los bienes aportados al matrimonic por D. Fran- 
cisco Gómez, según el supuesto 3.° 	  
750.004 
I . 500.000 
160.000 
585.000 
 
Suman estas bajas dos millones novecientas noventa 
y cinco mil pesetas    ! 995.000 
Deducidas del Cuerpo general de bienes, que importa 
seis millones novecientas ochenta y tres mil setecien • 
tas cuarenta y siete pesetas setenta y cinco céntimos. 6.983.747,75 
Itestan como haber liquido de la sociedad de gananciales 
eres millones novecientas ochenta y ocho mil setecien-
tas cuarenta y siete pesetas setenta y cinco céntimos.. 3.988.747,75 
Cuya cantidad, dividida por mitad entre la viuda y los 
herederos del cónyuge difunto, corresponden t cada 
parle un millón novecientas noventa.y cuatro mil tres-
cientas setenta y tres pesetas ochenta y siete y medio 
céntimos    I .99 í.373,87 
Liquidación del caudal hereditario. 
'Pertenecen â este caudal: 
4.° Los bienes aportados al matrimonio por el causante 
de esta herencia D. Francisco Gómez, que según el su-
puesto 3.° importan  
2." Su mitad de gananciales, que según la liquidación 
anterior asciende A 	  
58'i 000 
4.994.373,87 
Total, dos millones quinientas setenta y nueve mil tres- 
cientas setenta y tres pesetas ochenta y siete céntimos. 2.570 373,87 
11e esta suma han de bajarse las tres mil pesetas. asigna- 
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l'esetas. 
das i la viuda Doha Casilda Pardo para sus vestidos 
de loto, según el supuesto 8.° .  
Queda reducido el caudal hereditario a dos millones qui-
nientas setenta y seis mil trescientas setenta y tres pe-
setas ochenta y siete céntimos  
3.000 
2.376.373,87 
I.a tercera parte de esta suma, que es de libre disposi-
ción, asciende g ochocientas cincuenta y ocho mil sete-
cientas noventa y un pesetas veintinueve céntimos 858.791,29 
las otras dos terceras partes que corresponden a las legi-
timas de los hijos, importan un millón setecientas die-
cisiete mil quinientas ochenta y dos pesetas cincuenta 
y ocho céntimos 1.7 17.582,58 
Igual al caudal hereditario liquido. 
	 2.576.373,87 
Liquidación del tercio de libre disposición. 
De la suma antes expresada. á que asciende el tercio de 
libre disposición, se bajan, conforme ti lo consignado 
en el supuesto 7.^: 
I.° Las siete mil quinientas pesetas, pagadas del metá-
lico inventariado, que han importado la asistencia mé-
dica y demás gastos de la última enfermedad del fina-
do D. Francisco Gómez  7.500 
2.° Las cinco mil seiscientas treinta y siete pesetas, á 
que han ascendido los gastos de entierro, funeral y mi-
sas, pagados también del metálico inventariado  3.637 
:3.• El legado de dos mil pesetas, hecho a su criado N 	 , 
pagado igualmente del dinero inventariado 	 tA00 
1. 0 El legado de veinte mil pesetas, pagado del mismo 
modo al Asilo de huérfanos del Sagrado Corazón 
	 M.000 
El legado de dos mil quinientas pesetas para los 
pobres, pagado también como los anteriores 
	 2.500 
s ° 	 Y por último , el legado de cien mil pesetas, que ha 
de pagarse á la viuda Doña Casilda Pardo. 
	  100.000 
Suman estas bajas. 
 del tercio de libre disposición, que como se ha 
dicho importa 	  
137.637 
858.791,29 
Restan de dicho tercio setecientas veintiún mil ciento 
cincuenta y cuatro pesetas veintinueve sentimos 
	  721.154,29 
Distribuida esta suma por partes iguales entre los tres 
herederos, corresponden: 
A Doña Rosa Gómez Pardo 	 240.384,76 
A D. Jacinto Gómez Pardo  	 240.384,76 
A Doha Inés Gómez Pardo  	 240.384,7 7 
Suma igual al remanente de dicho tercio 	 721.154,29 
Liquidación de las legitimas y mejora. 
Según resulta de la liquidación del caudal hereditario, 
los dos tercios, que constituyen las legitimas de los 
hijos, importan un millón setecientas diecisiete mil 
quinientas ochenta y dos pesetas cincuenta y ocho cén-
timos   1.747.582,58 
A esta suma se aumentan numéricamente para la regula-
ción de las legitimas las cantidades que, según el su-
puesto 6.°, traen á colación: 
Doha Rosa Gómez Pardo, por la mitad do su dote 	 2:2.000 
1 I) . Jacinto Gómez Pardo, por la mitad de lo, gastado 
por sus padres para redimirle del servicio militar..... 	 750 
Total para legítimas un millón setecientas cuarenta y 
tres mil trescientas treinta y dos pesetas cincuenta y 
ocho céntimos  1.743.332,58 
Se baja de esta cantidad la mejora hecha á la hija Doña 
Inés Gómez, importante cien mil pesetas, según se ha 
consignado en el supuesto 9. 0..   • 100.000 
Restan para las legitimas un millón seiscientas cuarenta 
y . Ires mil trescientas treinta y dos pesetas cincuenta 
y ocho céntimos 1.6 1:1.:13Y,58 
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Pesetas. 
Dividida esta cantidad entre los tres hijos y herederos, 
corresponderían á cada uno 547.777 pesetas 52 cénti-
mos; pero como la viuda ha de llevar en usufructo una 
cuota igual, pagadera del tercio de mejoras, y el re-
manente que de éste queda es muy superior d dicha 
cuota, por las razones expuestas en el supuesto 9. ° y 
para que sea igual la cuota de ésta y de aquéllos, como 
previene la ley, que de otro modo quedaría reducida la 
de los hijos á 365.185 pesetas 2 céntimos, se divide 
el remanente para legitimas en cuatro pattes iguales: 
una para cada uno de los tres hijos en pleno dominio, 
TOMO W 
	
i0 
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Pesetas 
y la otra para la viuda en usufructo. Corresponden por 
consiguiente: 
A Doña Rosa G6mez Pardo, en pleno dominio. 410.833,15 
A D. Jacinto Gómez Pardo, en id 	  440.833,15 
A Doña Ines Gómez Pardo, en  id 	  410.833,1 4 
A la viuda Doña Casilda Pardo, en usufructo 	  410.833,14 
Igual al remanente para legitimas, que según la demos-
tración anterior asciende 4  	 4.643.335,68 
Adjudíieaeio)te . 
Practicadas en la forma expuesta la liquidación y división del caudal 
inventariado por fallecimiento de D. Francisco Gómez, pasamos á termi -
nar estas operaciones divisorias formando las hijuelas de los interesados. 
con expresión del haber que corresponde á cada uno y de lo que se les 
adjudica para su pago; siendo de advertir que hemos guardado la igual-
dad posible en las adjudicaciones, después de dar a la viuda los bienes 
existentes de los aportados por la misma al matrimonio, como se con-
signó en el supuesto i ° 
HABER DE LA VIUDA DORA CAstt,DA PAnDli 
Pesetas. 
lia de haber esta interesada: 
1. 0 Para pagar las deudas de la sociedad de ganancia-
les, expresadas en el supuesto 4.°, ciento sesenta mil 
pesetas  160.000 
I.° Por la dote que aportó á su matrimonio con Don 
Francisco Gómez, de que se hace expresión en el su-
puesto t.°, setecientas cincuenta mil pesetas........ 750.000 
3.' Por los bienes parafernales que adquirió durante el 
matrimonio y aportó también al mismo, según se ex-
presa en dicho supuesto, un millón quinientas mil 
pesetas  1.500.000 
4.° Por su mitad de gananciales, un millón novecien-
tas noventa y cuatro mil trescientas setenta y tres pe-
setas ochenta y siete céntimos  1.994 373,87 
;.° Para sus vestidos de luto, conforme á lo consignado 
en el supuesto 8.°, tres mil pesetas  	 3.000 
6.° Por el legado que le ha hecho su esposo, de que s'+ 
hace referencia en el supuesto 7. °, cien mil pesetas... 	 100.000 
7.' Y últimamente, por la cuota que del caudal heredi- 
i 
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Pesetas. 
tario le corresponde en usufructo, cuatrocientas diez 
mil ochocientas treinta y tres pesetas catorce cénti-
mos  410.833,11 
Total haber de esta interesada, cuatro millones novecien- 
tas dieciocho mil doscientas siete pesetas un centilno.. 4.918.307,01 
ADJUDICACIÓN Y PAGO 
I.° Para el paso de details (1). 
l'ara el pago de las deudas de la sociedad de gananciales, 
4 que se refiere el núm. 4.° del haber de esta interesa-
da, y que ha quedado á cargo de la misma, se le ad-
judican del metálico inventariado bajo el núm. 4.° las 
ciento sesenta mil pesetas, importe de dichas deudas. 160,000 
3.° Ea pleno dominio. 
Tara hacer pago á esta interesada de su dote y bienes 
parafernales, mitad de gananciales, luto y legado, que 
se expresan en los números 2.° al 6° de su haber, s+' 
le adjudican en pleno dominio: 
1. 0 Del metálico inventariado bajo el núm. 4.° se le ad-
judican cuarenta y siete mil cien pesetas cincuenta y 
un céntimos  47.100,51 
á.° Tantos títulos de la deuda perpetua interior al 4 por 
100, de los inventariados bajo el núm. 2 e, á saber: 
diez de la Serie A, números...; ocho de la Serie C, mi-
meros..., etc., cuyo valor nominal es de tantas pese-
tas, y su valor efectivo, por el que se adjudican, se-
gún la cotización del dia en que falleció el testador, es 
el de un millón doscientas cincuenta mil pesetas  I.250.000 
3.° Un collar de cuatro hilos de perlas, núm. 7.e del 
inventario, tasado en veinte mil pesetas. ...  	 30.000 
tl'or este orden, y siguiendo el del inventario, que será 
el que previene el art. 1066 de la ley, se irá poniendo 
todo lo que se adjudique, con sus referencias al inven- 
(1) Como en las adjudicaciones de inmuebles para el pago de deudas so 
,exige el S por 100 por el impuesto de derechos reales para la Hacienda pú• 
bucs, y el 0,60 por 100 en las de muebles, conviene adjudicar metálico ó efec-
tos públicos para dicho pago, siempre que sea posible, y hacer la oonveniento 
expresión, como se hace en este forma/arto, para evitar dificultades en la li 
quidacihn (1e1 impuesto . 
Ï 
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Pesetas. 
tarjo, y con la descripción conveniente, conteniendo 
la de los inmuebles y derechos reales los datos necesa- 
rios para inscribirlos en el Registro de la propiedad.) 
3.° En usufructo. 
l'ara hacer pago á esta interesarla de la cuota que le ha 
correspondido en usufructo como viuda del causante 
de la herencia, y cuya cuota es la expresada en el nú-
mero 7.° del haber, se le adjudican los bienes que se 
expresan á continuación, de los cuales pertenecen la 
nada propiedad por partes iguales á sus tres hijos 
Doña Rosa, D. Jacinto y Doña Inés Gómez Pardo, y 
asi deberá hacerse constar en el Registro de la propie-
dad (si son inmuebles). Dichos bienes, que se adjudi-
can en usufructo á esta interesada, son: 
4.° Una dehesa... (Se hará la descripción de estos bie-
nes en la misma forma indicada anteriormente, cui-
dando de que el valor de todos sea igual á la cuota en 
usufructo)  4 10 833,1 
Suma todo lo adjudicado, cuatro millones novecientas 
dieciocho mil doscientas siete pesetas un céntimo 	 4.918.207,01 
Y siendo el haber de esta interesada 
	
 4.918.207,01 - 
Es visto queda pagado 
	  0.000.000,00 
IIAHER DE DOÑA ROSA GÓMEZ PARDO. 
Ha de haber esta interesada, según las liquidaciones del 
caudal practicadas anteriormente: 
4." Por su legitima paterna, cuatrocientas diez mil 
ochocientas treinta y tres pesetas quince céntimos 
	 110.8:13,15 
2.° Por la tercera parte que le corresponde del reina-
nente del tercio de libre disposición, doscientas cua-
renta mil trescientas ochenta y cuatro p.>setas seten-
ta y seis céntimos....  
 2i0.384,76 
Total haber de esta interesada, seiscientas cincuenta y 
un mil doscientas diecisiete pesetas noventa y un cén-
timos   65I.21 7,91 
• 
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ADJUDICACIÓN Y PAGO 
Pe,retae. 
4." Primeramente, se le computan en parte de pago las 
veinticinco mil pesetas que trae á colación por la mi-
tad de la dote que recibió de sus padres, según se ha 
consignado en el supuesto 6.°  
2.° Del metálico inventariado bajo el núm. 4.0 se le ad-
judican treinta y tres mil seiscientas veinticuatro pese-
tas noventa y un céntimos   
(.1si se irán poniendo, como en la hijuela anterior, to-
dos los bienes que se adjudiquen hasta cubrir el haber.) 
Suma todo lo adjudicado, seiscientas cincuenta y un mil 
doscientas diecisiete pesetas noventa y un céntimos 	  
	
l siendo el haber de esta interesada la misma cantidad 	  
 
25.000 
33.624,94 
654.247,94 
654.247,94 
Queda pagada 	 000.000,00 
Adición. —Además de lo adjudicado en esta hijuela, corresponde á 
la interesada Doha Rosa Gómez Pardo la tercera parte, proindiviso con 
sus hermanos D. Jacinto y Doña Inés, de la nuda propiedad de los bienes 
adjudicados en usufructo á su madre Doña Casilda Pardo en pago de la 
cuota legal que le pertenece como viuda de D. Francisco Gómez, de-
biendo reunirse en aquéllos el usufructo y la propiedad al fallecimiento 
de la señora usufructuaria. Dichos bienes, que han sido valorados en 
cuatrocientas diez mil ochocientas treinta y tres pesetas catorce céntimos, 
son los siguientes: /Se hará la ;descripción de ellos para inscribirlos, si 
sox inmuebles, en el Registro de la propiedad.) 
(Del mismo modo se formarán las hijuelas de los demás herederos, 
consignando en el haber lo que cada uno deba percibir según las liquida-
ciones practicadas, y en la adjudicación los bienes que se le dan en pago. 
Cuando resulte exceso ó defecto en las adjudicaciones por no tener los 
bienes cómoda división y no haber metálico para cubrir la diferencia, al 
final de la adjudicación se consignará la cantidad que sobra y á quién ha 
' de abonarla, ó la que le falte y de quién ha de recibirla. Como estas di-
ferencias se abonan con dinero, se consideran como compraventa para el 
pago del impuesto á la Hacienda.) 
(Extendidas todas las hijuelas, para demostrar que se ha distribuido 
con exactitud todo el caudal inventariado, suele hacerse, aunque no es 
' 	 de necesidad, la siguiente) 
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Pesetas. 
Importa lo adjudicado á la viuda Doha Casilda Pardo 	 1.918 307,01 
Id. id. á la heredera Doha Rosa Gómez Pardo 	 651.317,91 
Id id. al heredero D. Jacinto Gómez Pardo 	 651.317,91 
Id. id. á la heredera Doha Inés Gómez Pardo, por legi- 
tima y mejora.   	 751.317,'.11• 
Pagado del caudal hereditario por los gastos de la última 
enfermedad del finado 
	
7.500 
Id. por el entierro, funeral y misas 	 5.637 
Id. al criado N. por su legado 	 3.000 
Id. al Asilo de huérfanos del Sagrado Corazón, por id 	 20.000 
Id. «ii limosnas para los pobres 	 ..  	 3.500 
Suma lo adjudicado y pagado    7.009.497,74 
Importa el cuerpo general de bienes... 6.983.747,75 
Id. lo traído á colación por los herederos 
Doha Rosa y D. Jacinto 	 .. 	 25.750 
7.009.497,75 
Diferencia perdida en las divisiones. 	
 .. 0.000.000,0 I 
Resulta, por tanto, bien hecha la distribución del caudal. 
Decl aracioneS . 
I.° Si apareciesen otros bienes y créditos pertenecientes á esta he-
rencia, se distribuirán entre los interesados en ella en la misma propor-
ción que se ha dividido el caudal inventariado, así como pagarán tam-
bién proporcionalmente cualquier deuda, obligación ó gravamen que pu-
diera resultar y de que no se ha hecho mérito por ignorarse su exis-
tencia. 
2.a Los interesados en estas particiones quedan recíprocamente obli-
gados á la evicción y saneamiento de los bienes que les han sido adjudi-
cados, sujetándose sobre este punto á las prescripciones generales del de-
recho. 
3.' Se pagarán proporcionalmente por los interesados los gastos del 
juicio de testamentaría y de las demás operaciones divisorias hasta su 
aprobación judicial, hechos en interés común; y serán de cuenta parti-
cular de cada uno de ellos los hechos en su interés respectivo, como tam-
bién los del testimonio de su hijuela y el pago de los rteríchos correspon- 
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dientes á la Hacienda por el impuesto de transmisión de bienes, quedan-
do á cargo y bajo la responsabilidad de cada interesado la presentación 
del documento para la liquidación y pago dentro del plazo legal, y su 
inscripción en el Registro de la propiedad. 
4. 8 Mediante a que no se han incluido en la partición las rentas ven-
cidas y los frutos recolectados después de la muerte del causante de la 
herencia, luego que quede terminado el juicio de testamentaría y sean 
aprobadas las cuentas que ha de rendir el administrador de la misma, se 
hará una liquidación adicional, incluyendo en ella los gastos comunes del 
juicio y de las operaciones divisorias, para distribuir entre los interesa-
dos el saldo que resulte en la proporción que cada uno tiene en el caudal. 
5.5 Se entregarán á cada uno de los interesados los títulos de propie-
dad de las fincas que se les adjudican; pero en atención á que los hay que 
son comunes, éstos quedaran en poder del heredero D. Jacinto Gómez, 
sin perjuicio de facilitará los demás interesados copias fehacientes á costa 
del caudal hereditario, si las reclamasen. 
(En igual forma se harán las demás declaraciones que sean necesarias 
según las circunstancias del caso, y se concluirá del modo siguiente.) 
Con cuyas declaraciones damos por terminadas las operaciones divi- 
sorias de la testamentaria de D, Francisco Gómez, las que hemos practi-
cado bien y fielmente, con sujeción á la ley, y procurando en todo la 
justicia é igualdad que corresponden. Y para que conste lo firmamos en..; 
(Lugar, fecha y firma de los contadores.) 
Cuando eaten conformes los interesados con las operaciones divisorias, 
para excusar dilaciones, convendrá que las firmen con los contadores ex-
presando su conformidad, y que con éstos las presenten al Juzgado en un 
solo escrito para su aprobación. También podrán manifestar su confor-
midad por medio de comparecencia ó por escrito luego que se les notifi-
que la providencia mandando que se les pongan de manifiesto por ocho 
Bias. En estos casos no eá necesaria la ratificación de los interesados si 
todos firman el escrito, ó lo presentan personalmente, lo que acreditará 
el actuario por diligencia, como se previene en el art. 4080, y sin niás 
trámites llamará el Juez los autos á la vista y dictará auto aprobando las 
operaciones divisorias. 
Este mismo procedimiento se observará para la aprobación de las ope-
raciones divisorias que hayan sido practicadas extrajudicialmente. 
Si por cualquier motivo los interesados no firmasen la partición -con 
los contadores, la presentarán éstos con el siguiente 
Escrito presentando las operaciones divisorias para su aprobación. 
D. N. y D. N., contadores nombrados para liquidar y dividir la herencia 
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de D. Francisco Gómez, etc., decimos: Que en cumplimiento de nues-
tro encargo hemos practicado las operaciones divisorias del referido cau-
dal, las cuales presentamos extendidas en tantas hojas de papel común, 
autorizadas con nuestras firmas, como preceptúa el art. 4077 de la ley de 
Enjuiciamiento civil. En su virtud, 
Suplicamos al Juzgado se sirva tener por cumplido nuestro encargo 
y acordar para la aprobación de las particiones que acompaiiamos lo que 
sea procedente en justicia.—(Fecha y firma de los contadores.) 
Providencia.--Por presentadas las operaciones divisorias de la heren-
cia de D. Francisco Gómez, pónganse de manifiesto en la escribanía por 
término de ocho días, haciéndolo saber á los interesados para que puedan 
examinarlas y usar de su derecho, y transcurrido que sea dicho término 
sin haberse hecho oposición, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación á los interesados y contadores en la forma ordinaria. 
Escrito pidiendo la entrega de las particiones.—D. Juan A., en nom-
bre de D. Justo B., como marido y representante legal de Doha Rosa GO. 
rnez Pardo, ante el Juzgado, etc., digo: Que mi parte se cree perjudicada 
en las operaciones divisorias de la herencia de D. Francisco Gómez que 
tian formado los contadores D. N. y N., y á fin de poder examinarlas con 
la detención que se merecen para hacer uso en sa caso del derecho que 
asista á mi cliente con arreglo al art. 4084 de la ley de Enjuiciamiento 
civil, 
Suplico al Juzgado se sirva mandar que se me entreguen dichas ope-
raciones divisorias con los autos de que proceden, por el término de quince 
días. Asi es de hacer en justicia que pido, etc.—(Lugar, fecha y firma 
de letrado y procurador.) 
Nota de presentación de este escrito por ser de término perentorio. 
Providencia. —Como se pide, y transcurridos los quince días, mú-
janse los autos sin necesidad de apremio, y dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación á los interesados en la forma ordinaria. 
Transcurridos dichos quince días sin haberse formalizado la oposición , 
ó los ocho anteriores sin haberla anunciado ninguno de los interesados, 
el actuario dará cuenta al juez, y se dictará la siguiente 
Providencia.—Mediante á que ha transcurrido el término legal sin ha-
berse formalizado la oposición (ó que todos los interesados han manifes-
tado su conformidad con las operaciones divisorias). tráiganse los autos 
1 la vista para la resolución que proceda. Lo mandó, etc. 
Notificación á los interesados en la forma ordinaria. 
Auto de aprobación.—En... (lugar y fecha), el Sr. D. N., Juez de pri-
mera instancia de este partido, en vista de estos autos: 
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Resultando que D. Francisco Gómez, vecino que fué de esta .villa , fa-
Ileció en ella en tal día, bajo disposición testamentaria que otorgó en tal 
fecha ante el notario N., por la cual, después de hacer algunas mandas y 
legados, instituyó por sus únicos herederos á sus tres hijos Doüa Rosa, 
1). Jacinto y Doña Inés Gómez y Pardo, y que dicha disposición testa-
mentaria es la última que otorgó, como se acredita con la certificación de 
la Dirección de los Registros, librada con referencia al de últimas volun- 
tades, que corre unido á los autos: 
Resultando que á instancia de la heredera Doña Rosa Gómez se pre-
vino el juicio voluntario de testamentaria, el que se ha seguido por los 
trámites legales, formándose judicialmente los inventarios, y que en la 
junta celebrada en tal fecha los interesados nombraron contadores a N. 
y N., los cuales han practicado todas las operaciones divisorias del cau-
dal relicto al fallecimiento del D. Francisco Gómez, y las han presentado 
al Juzgado para su aprobación: 
Resultando que puestas de manifiesto dichas operaciones divisorias á 
los interesados por el término de ocho días como previene la ley, ha trans-
currido dicho término sin hacerse oposición (ó no se ha formalizado la 
oposición anunciada por parte de N, ó han manifestado su conformidad 
los interesados): 
Considerando que por no haberse hecho oposición á dichas operacio-
nes divisorias, procede la aprobación de las mismas, conforme á lo pre-
venido en el art. 1081 (ó 4085) de la ley de Enjuiciamiento civil; 
S. S., por ante mi el escribano, dijo: Que debía aprobar y aprobaba en 
cuanto ha lugar en derecho las operaciones de inventario, avalúo, liqui-
dación, división y adjudicación de los bienes relictos al fallecimiento de 
D. Francisco Gómez, practicadas y presentadas al Juzgado en tal fecha 
por los contadores N. y N., mandando que, previo el reintegro del papel 
sellado correspondiente, se protocolicen dichas operaciones en los regis-
tros del notario D. N., por el cual se facilitará á los interesados testimo-
nio de sus respectivas hijuelas para que en el término legal lo presenten á 
la liquidación y pago del impuesto á la Hacienda, y para los demás efec-
tos que procedan, y que para ello se desglosen y entreguen originales a 
dicho notario, con testimonio de este auto y de los documentos necesa-
rios. Así por éste su auto lo proveyó, mandó y firma dicho Sr. Juez, de 
que doy fe.—(Firma entera del juez y  tel actuario.) 
Notificación á los interesados y contadores en la forma ordinaria. 
Luego que sea firme este auto se llevará a efecto, extendiéndose en 
los autos la correspondiente diligencia para acreditar el desglose de las 
operaciones divisorias y su entrega al notario, con testimonio del auto 
de aprobación del testamento y certificado de defunción. 
TOMO IV 71 
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( ;osicióa á las operaciones divisorias.—La impugnación de todas y 
cada una de estas operaciones ha de hacerse á la vez en un mismo escrito 
con dirección de letrado, ya se refiera á los inventarios, ya á los avalúos, 
liquidación ó adjudicaciones, y ha de esperarse para ello 1 que las presen-
ten los contadores, y si hubiere discordia entre éstos, á que de su dicta-
men el contador dirimente. Si son dos ó más los motivos de la impugna-
ción, convendrá numerarlos, pero sin necesidad de razonar 6 exponer los 
fundamentos de derecho, reservándolo para la junta que ha de celebrarse, 
o para el juicio ordinario, si en ella no hubiere conformidad de todos los 
interesados sobra las cuestiones promovidas. Presentado en tiempo el es-
crito de oposición, se dictará la siguiente 
Providencia.—Por formalizada la oposición por parte de N. á las ope-
raciones die isorias; convóquese á junta á los interesados y á los contado 
res (6 al contador dirimente, en su caso) para que, oídas las explicacio-
nes que mutuamente se dieren, acuerden lo que más convenga, y se se-
ñala para celebrarla el día tantos á tal hora (dentro de los ocho días si-
guientes) en la sala audiencia de este Juzgado. Lo mandó, etc. 
Arolificación y citación por medio de cédula á los interesados, al con-
tador 6 contadores, y al fiscal cuando tenga la representación de algún 
ausente, menor ó incapacitado. 
Acta de la junta.—En... (lugar y fech I), ante el Sr. Juez de primera 
instancia, presente yo el Actuario, á la hora señalada comparecieron en 
audiencia pública (aqut los nombres y apellidos de todos tos concurren-
tes), procediéndose á la lectura del escrito de oposición presentado por el 
procurador tal á nombre de D. N., el cual manifestó que nada tenía que 
añadir al mismo. Usaron de la palabra los señores tal y tal, manifes-
tando no ser procedentes los motivos de impugnación ni existir causa 
para la reforma de las operaciones divisorias. Vista la imposibilidad de 
que las partes llegasen á un acuerdo, el Sr. Juez dió por terminado el 
acto y firma con los concurrentes, de que doy fe.—(Media firma del 
jut. y entera de lodos les concurrentes y del actuario con Ante mi.) 
Si en la junta se pusieren de acuerdo los interesados, se consignará 
en el acta con claridad lo que hayan convenido sobre cada una de las 
cuestiones promovidas, y á continuación se dictará la siguiente 
Providencia.—Vuelvan á los contadores (ó al contador dirimente) las 
operaciones divisorias con los autos para que hagan en ellas las reformas 
convenidas por los interesados en la junta que precede. Lo mandó, etc. 
.VoliÆcación en la forma ordinaria á los interesados y al contador ó 
contadores. 
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Ilechas lJor el contador ó contadores las reformas convenidas en las 
operaciones divisorias, las presentarán de nuevo al juzgado extendidas 
n papel común; se pondrán de manifiesto á los interesados por ocho 
días y se seguirá el procedimiento antes formulado para dictar el iuto de 
aprobación. 
Cuando no se consiga la conformidad de los interesados, á continua-
ción del acta de la junta se dictará la siguiente 
Providencia. --No habiéndose logrado conformidad en la junta que 
precede, dése á la oposición contra las operaciones divisorias la trami-
tación del juicio ordinario de mayor cuantía (ó de menor cuantía, si es 
éste el que procede), conforme á lo prevenido en el art. 4088 de la ley 
de Enjuiciamiento civil, y para que pueda formular la demanda corres-
pondiente entréguense los autos á la parte de Doma Rosa Gómez (ó por el 
orden en que solicitaron la entrega de las operaciones, si son dos ó más 
los opositores). Lo mandó, etc. 
Notificación á las partes en la forma ordinaria. 
Presentada la demanda por el opositor, se dará traslado de ella á los 
demás interesados y se sustanciará este juicio por los trámites del ordi-
nario que corresponda, con presentación de copias de los escritos y do-
cumentos para que ya no salgan los autos de la escribanía, como se hace 
en dicho juicio, debiendo litigar unidos y bajo una sola dirección los que 
sostengan las mismas pretensiones. 
SECCIÓN Ill. 
JUICIO NECESARIO DE TESTAMENTARÍA. 
Cuando se prevenga de oficio, podrán servir de modelo las diligencias 
formuladas para la prevención del abintestato (pág. 406 y siguientes de 
este tomo), y para prevenirlo á instancia de parte, las del juicio volunta-
rio (pág. 533). 
Practicadas las diligencias necesarias para la seguridad de los bienes, 
se sustanciará este juicio como el voluntario; pero los inventarios han de 
formarse siempre judicialmente, no pudiendo prescindirse de que los 
bienes se depositen, ni de que preste fianza el administrador en cuanto á 
la participación de los menores, incapacitados ó ausentes, relevándosele 
únicamente de esta obligación respecto á los interesados mayores de edad 
en cuanto á la participación de cada uno de los que le dispensasen de 
prestarla. 
Después de haber llevado á efecto judicialmente el inventario y el de-
pósito de los bienes, podrán los interesados practicar extrajudicialmente-
las demás operaciones divisorias. Para ello presentarán el siguiente 
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Escrito solicitando la suspensión del juicio.—N. N. y N., únicos in-
teresados en la herencia de D. Francisco Gomez, etc., decimos: Que para 
evitar gastos hemos convenido en practicar extrajudicialmente las opera-
.iones divisorias separándonos de la continuación de este juicio, en uso 
del derecho que para ello nos concede el art. 1048 de la ley de Enjuicia-
miento civil, puesto que ya se han practicado judicialmente el inventa-
rio y depósito de los bienes. Por tanto, 
Suplicamos al Juzgado se sirva tenernos por separados de la conti-
nuación de este Juicio con el objeto de practicar extrajudicialmente 
las demás operaciones divisorias, las cuales, por existir un menor in-
teresado, presentaremos en su día  a la aprobación judicial, y mandar 
que se pongan a nuestra disposición los autos y los demás papeles y do-
cumentos necesarios para llevar efecto dichas operaciones, como es de 
justicia.—(Lugar, fecha y firmas.) 
Providencia.—Conforme a lo prevenido en el art. 7048 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, se tiene a los interesados en la herencia de Don 
Francisco Gomez por separados de la continuación de este juicio necesa-
rio de testamentaría para hacer extrajudicialmente las demás operaciones 
divisorias, como lo solicitan en su anterior escrito: entrégueseles bajo re-
cibo á dicho fin la pieza principal que contiene los inventarios, y los pa-
peles y documentos que necesiten de los inventariados, quedando en la 
escribanía la pieza de administración, á la cual seguirán sujetos los bie-
nes sin entregarlos á los interesados hasta después de aprobadas las par-
ticiones. Lo mandó, etc. 
SECCIÓN 1V. 
ADMINISTRACIÓN DE LAS TESTA MENTARÍAS. 
Se guardará y cumplirá lo que et testador hubiere dispuesto sobre la 
administración de su caudal hasta entregarlo a los herederos. Cuando 
aquel no haya dispuesto lo que deba hacerse sobre este punto, se regirá 
la administración de la testamentaría por las reglas establecidas para la 
de los abintestatos, como se ordena en el art. 7097. Véanse, por tanto, 
los formularios de las páginas 439 á 432 de este tomo. 
Cuando alguno de los interesados en la herencia se vea en la necesi-
dad de pedir alimentos del caudal hereditario, conforme al art. 7 400, 
véase el comentario á dicho articulo: las explicaciones dadas en él sobre 
el modo y forma de hacerlo hacen innecesarios los formularios. 
l 
TITULO XI 
DE LA ADJUDICACIÓN DE BIENES A QUE ESTÉN LLAMADAS 
VARIAS PERSONAS SIN DESIGNACIÓN DE NOMBRES 
Los juicios á que este título se refiere pertenecen á la clase de 
unicersales, por ventilarse y decidirse en ellos el derecho que 
tengan á determinados bienes varias personas inciertas ó no de-
signadas por sus nombres, sino por condiciones 6 circunstancias 
que pueden ser comunes á muchas, dando lugar á la concurren-
cia de cuantos en ellas se crean comprendidos; de suerte que 
es una especie de ocurrencia de acreedores 6 de concurso de los 
que se creen llamados á participar de aquellos bienes, para que en 
un solo juicio se haga la declaración del derecho que 
 respective- 
 mente les corresponda. En los dos primeros artículos se determi-
nan los casos en que esto puede ocurrir, y en su comentario los 
explicaremos. 
Ni en nuestra legislación antigua ni en la ley de Enjuicia-
miento civil de 1855 se encuentra disposición alguna que regule 
estos procedimientos. Como su objeto, por regla general, es dar 
cumplimiento á la voluntad del testador, se les consideraba como 
juicios de testamentaría; pero su índole especial exigía el llama-
miento de los que se creyeran con derecho á los bienes y otros 
trámites que no estaban determinados, ni son necesarios cuando 
el testador designa concretamente las personas entre las cuales 
haya de distribuirse su caudal. De aquí el que fuese arbitrario é 
irregular ese procedimiento, dando ocasión á dilaciones que hacían 
interminable el juicio, y á que en costas y gastos se consumiese una 
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gran parte del caudal. Juicios de esta clase se han terminado en 
nuestros días, que comenzaron ea el siglo pasado. 
Preciso era poner coto á esas irregularidades estableciendo un 
procedimiento adecuado á la índole del caso, y con este objeto, al 
reformar la ley, se adiciouó el presente título en virtud de la au-
torización concedida al Gobierno por la base 19 de las aprobadas 
por la ley de 21 (le Junio de 1880. Las disposiciones que contiene 
están redactadas con tal claridad y precisión, que bastará atenerse 
A su letra para aplicarlas rectamente. 
ARTÍCULO 1101 
(Art. 1100 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando un testador haya ordenado que el todo 6 
parte de sus bienes se distribuya entre sus parientes 
hasta cierto grado, entre los pobres ú otras personas 
quo reunan ciertas circunstancias, pero sin designarlas 
por sus nombres, para hacer la declaracion del derecho 
y la adjudicacion de los bienes se observará el proce-
dimiento que se establece en el presente título. 
ARTÍCULO 1102 
(Art. 1101 para Cuba y Puerto ]flor  
El mismo procedimiento se empleará para la adjudi-
cacion de bienes de cualesquiera fundaciones que de-
ban distribuirse entre los parientes llamados por el 
fundador 6 por la ley, y en los demas casos análogos 
en que los Tribunales hayan de hacer la declaracion 
del derecho. 
Los casos á que estos artículos se refieren, en que el testador, 
dejando á salvo las legítimas de los herederos forzosos, si los tu-
viere, dispone del todo ó parte de sus bienes á favor de varias per-
sonas que reunan ciertas condiciones, sin designarlas por sus nom-
bres, están también autorizados por el nuevo Código civil. Nos 
haremos cargo de las disposiciones del mismo que se relacionan 
con esta materia, para determinar los casos en que ha de hacerse 
1 
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la declaración del derecho y la adjudicación de los bienes por el 
procedimiento que aquí se establece. 
Declara dicho Código en su art. 671, que «podrá el testador 
encomendar á un tercero la distribución de las cantidades que deje 
en general á clases determinadas, como á los parientes, á los po-
bres ó á los establecimientos de beneficencia, así como la elección 
de las personas ó establecimientos á quienes aquéllas deban apli-
carse.» Cuando esto ocurra, habrá de procederse en la forma or-
denada por el testador, y en tal caso, no podrá emplearse el pro-
cedimiento establecido en el presente título. Si se promueve al -
guna cuestión, sólo podrá versar sobre si el encargado de hacer la 
elección de las personas y la distribución del caudal, ha infringido 
lo ordenado en el testamento, y tal cuestión habrá de ventilarse 
entre el que se crea agraviado y el ejecutor testamentario en la 
vía ordinaria que corresponda. Y sólo en el caso de que por muerte, 
renuncia ó incapacidad de la persona ó personas encargadas por 
el testador, sea necesario acudir á la Autoridad judicial para que 
tenga cumplimiento la disposición testamentaria, deberá emplearse 
el procedimiento aquí establecido para hacer la declaración del 
derecho y la adjudicación de los bienes. 
En todo caso han de observarse las reglas que se establecen en 
los artículos 749 y 751 del mismo Código civil. Según aquél, «las 
disposiciones hechas á favor de los pobres en general, sin designa- 
ción de personas ni de población, se entenderán limitadas á los del 
domicilio del testador en la época de su muerte, si no constare 
claramente haber sido otra su voluntad.» Y añade el mismo ar-
tículo: «La calificación de los pobres y la distribución de los bie-
nes se liarán por la persona que haya designado el testador, en 
su defecto por los albaceas, y, si no los hubiere, por el párroco, el 
alcalde y el juez municipal, los cuales resolverán, por mayoría de 
votos, las dudas que ocurran. Esto mismo se Dará cuando el testa-
dor haya dispuesto de sus bienes en favor de los pobres de una pa-
rroquia ó pueblo determinado.» 
Estas disposiciones han modificado en parte las ciel título que 
estamos comentando, y combinándolas entendemos, que cuando el 
testador haya prohibido en absoluto la intervención judicial nom- 
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brando la persona ó personas que hayan de hacer la calificación de 
los pobres y la distribución de los bienes, como esta es la ley del 
caso, el juez debe abstenerse de conocer en el asunto y repeler la 
demanda que promueva el juicio universal, según se deduce tam-
bién del art. 1103, oyendo previamente al Ministerio fiscal por im-
plicar una cuestión de competencia. Pero si el testador no hubiere 
prohibido la intervención judicial, el juez deberá admitir la de-
manda para el efecto de convocar por edictos á los que se crean 
con derecho á los bienes, en la forma que se ordena en los artícu-
los 1106 y siguientes, y celebrada la junta que previene el 1116, 
pasará los autos á la persona 6 personas designadas por el testa-
dor, y en su defecto á los albaceas, y si tampoco los hubiese, at 
párroco, alcalde y juez municipal, para que hagan la calificación 
de los pobres y la distribución de los bienes. Contra lo que éstos ó 
los albaceas acuerden por mayoría de votos, no se concede recurso 
alguno, y por consiguiente se llevará á efecto, sin perjuicio de que 
los que se crean perjudicados puedan hacer uso de su derecho en 
juicio ordinario. 
Respecto de los parientes, si el testador determina el grado y 
condiciones que hayan de reunir, se cumplirá su voluntad; pero si 
dispone genéricamente en favor de sus parientes, ha de entenderse 
hecha la disposición en favor de los más próximos en grado. Así 
lo ordena el art. 751 del Código civil, y como nada previene res-
pecto de las personas que hayan de hacer la calificación de los pa-
rientes y la distribución de los bienes, es indudable que queda su-
jeto este caso al procedimiento que se establece en el presente ti-
tulo, siempre que el testador no hubiere dispuesto la forma y por 
quién haya de practicarse. 
Cuando el testador haya dispuesto del todo ó parte de sus bie-
nes para sufragios y obras piadosas en beneficio de su alma, hacién-
dolo indeterminadamente y sin especificar su aplicación, se hará 
lo que previene el art. 747 del Código, sin que sea aplicable el 
procedimiento de que tratamos, porque tal disposición no se rel 
fiare á personas, sino á otros fines no comprendidos en el art. 1101, 
que estamos. comentando. 
Tampoco es aplicable este procedimiento al caso en que el tes- 
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tador llame á la sucesión de sus bienes á sus herederos leglUmos, d 
quienes correspondan por derecho, sin designarlos por sus nombres. 
ni determinar el grado de parentesco ni otra circunstancia que les 
dé preferencia. Esto equivale á la sucesión intestada, y procede, 
por tanto, aplicar el procedimiento establecido en el juicio de abin-
testato, y no el del presente título, para hacer la declaración de he- 
rederos y la adjudicación de los bienes, como es lo racional, y así 
lo tiene declarado el Tribunal Supremo en sentencia de 21 de Di-
ciembre de 1888. 
También ha declarado el mismo Tribunal en otra sentencia de 
2 de Marzo de 1887, que no es aplicable el procedimiento de este 
juicio universal y procede repeler ó no admitir la demanda que lo 
promueva, cuando el testador designa por su nombre al heredero; 
y para el caso de premorirle, llama a  los hijos legítimos de éste, y 
en igual forma hace otras sustituciones, pues no está comprendido 
este caso en ninguno de los que se determinan en los dos artículos 
de este comentario, en razón á que para los efectos de los mismos 
no importa que no sean designados nominalmente los hijos del he-
redero, cuando éste es llamado por su nombre. 
Las fundaciones, á que se refiere el art. 2.° de este comentario, 
no son aquellas cuyos bienes han de conservarse para invertir sus 
productos ó rentas en dotar doncellas, dar carrera á estudiantes po-
bres, ó en otras obras de piedad, beneficencia ó instrucción; sino 
aquellas, cuyos bienes han de distribuirse desde luego, ó cumplidas 
ciertas condiciones, entre los parientes llamados por el fundador ó 
por la ley, y en los demás casos análogos, en que sea necesario que 
los tribunales hagan la declaración del derecho. Siempre bajo el 
supuesto de que las personas llamadas no hayan sido designadas 
por sus nombres, y sean varias las que puedan tener derecho á los 
bienes, sin que pueda saberse las que se hallen en este caso mien-
tras no justifiquen el grado de parentesco ó las circunstancias de-
terminadas en la fundación. 
Y se dice en el artículo «los parientes llamados por el funda-
dor d por la ley», porque al desamortizar los bienes de algunas 
fundaciones, la misma ley ha determinado los parientes á quienes 
han de adjudicarse, como se hizo respecto de las capellanías cola- 
TOMO IV 7-2 
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tivas por la ley de 19 de Agosto de 1841, mandando que lus bie-
nes se adjudicaran á los individuos de las familias llamadas ( su 
goce, en quienes concurra la circunstancia de preferente paren-
tesco. pero sin diferencia de sexo, edad, condición ni estado. ï' 
aunque esta ley quedó derogada en virtud del concordato celebra-
do con la Santa Sede en 1851, ha de regularse por ella el derecho 
á los bienes de los parientes que quieran hacer uso del beneficio de 
conmutación por títulos de la Deuda pablica, concedido por el con-
venio-ley de 24 de ,l unio de 1867, sobre capellanías colativas, obras 
pies y demás fundaciones piadosas de esta especie. Por consi - 
guiente, siempre quo sea necesario que los tribunales hagan la de-
claración del mejor derecho á bienes de las fundaciones indicadas, 
se empleará para ello el procedimiento establecido en el presente 
titulo, teniendo presente la disposición del art. 1105. 
ARTÍCULO 1103 
; Art. 1102 de la ley para Cuba y Puerto aleo.) 
Podrán promover este juicio universal, si el testador 
uo hubiere dispuesto algo que lo impida, los que se 
crean con derecho á los bienes, 6 cualquiera de ellos, 
v el Ministerio fiscal en representacion del Estado. 
ARTICULO 1104 
La demanda se formulará conforme á lo preveuido 
en el art. 524, presontaudo cou ella el testamento 6 
fundaciou y los demas documentos en que pueda fun- 
darse la action que se ejercite y el derecho del actor á 
los bienes. 
Tambien se acompaùará copia de la demanda en pa-
pel comun. 
Art. lias para Cuba y Puerto Rico.—(Lit referencia es el art. 523 
de esta ley, sin otra variación.) 
Va se ha dicho en el comentario anterior que no se puede pro-
mover el juicio universal de que se trata cuando el testador 6 fun- 
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dador haya ordenado el modo y forma y por quién haya de hacerse 
la declaración del derecho y la distribución de los bienes, y asi lo 
confirma el primero de estos dos artículos al declarar que podrán 
promoverlo las personas que indica, si el testador no hubiere dis-
puesto algo que lo impida: su voluntad es la ley del caso, y á ella 
tienen que someterse cuantos se crean con derecho á participar de 
los bienes. Estos, ó cualquiera de ellos, tienen personalidad legi-
tima para promover el juicio, y podrán hacerlo, si no lo hubiere 
prohibido el testador. Y como á falta de personas quo tengan ese 
derecho corresponderán los bienes al Estado, conforme á lo preve-
nido en el art. 95G del Código civil y á la legislación anterior, se 
declara también que podrán promover el juicio el Ministerio fiscal 
en representación del Estado. Téngase presente que esta represen-
tación corresponde hoy á los abogados del Estado, como ya se ha 
dicho en la pág. 344 de este tomo. 
La comparecencia con dicho objeto ha de ser por medio de pro - 
curador y con dirección de letrado. La demanda se formulará 
como la del ordinario de mayor cuantía, numerando los hechos y 
los fundamentos del derecho, y han de presentarse con ella, además 
del poder que legitime la personalidad del procurador, el testa - 
mento 6 la fundación y los demás documentos en que pueda fun-
darse la acción y el derecho del actor á los bienes. Si no se acorn-
pallan estos documentos, deberá el juez suspender la admisión de 
la demanda, mientras no se llene ese requisito exigido por la ley. 
Los documentos serán los adecuados en cada caso para justificar 
el derecho: si éste se funda en el parentesco, habrán de presen-
tarse las partidas ó certificaciones de matrimonios y nacimientos 
que lo justifiquen, con el correspondiente árbol genealógico; si se 
funda en ser uno de los pobres llamados, la declaración de pobreza 
obtenida para el juicio y la certificación correspondiente de la au-
toridad local, ó de quien proceda, para justificar las demás circuns 
tancias que se exijan; y asi en los demás casos. 
Se previene, por último, que se acompañe también copia de la 
demanda, en papel común. Esta copia es para entregarla al repre-
sentante del Estado al tiempo de ser citado y emplazado, como 
se ordena en el art. 1109; por esto, y porque no se sabe todavía 
Ir 
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cuántos podrán ser los litigantes contrarios, sólo ha de acompa-
íiarse una copia de la demanda, y no de los documentos, de los 
cuales se enterará el abogado del Estado cuando se le comuniquen 
los autos conforme al art. 1113. 
ARTÍCULO 1105 ( 1 ) 
Si la demanda tuviere por objeto la declaracion del 
derecho á los bienes de alguna capellanía colativa, de 
las que se declararon subsistentes por el art. 4. 0 del 
convenio-ley de 24 de Junio de 1867, deberá acompa-
ñarse el documento que acredite haber precedido el 
expediente que para la conmutacion y libertad de los 
bienes ordenan dicho convenio y la instruccion para 
llevarlo á efecto, sin cuyo requisito no se dará curso á 
la demanda. 
En estos casos se reducirá á treinta dias el término 
de cada uno de los tres edictos que han de publicarse 
conforme á los artículos siguientes. 
En la ley de 19 de Agosto de 1841, por la cual se suprimieron 
las capellanías colativas de patronato familiar activo 6 pasivo, se 
mandó que los bienes de las mismas se adjudicasen á los individuos 
de las familias llamadas á su goce, en quieneé concurriese la cir-
cunstancia de preferente parentesco, pero sin diferencia de sexo, 
edad, condición ni estado, con la obligación de cubrir las cargas ci-
viles y eclesiásticas á que estuviesen afectas; y lo mismo estaba pro-
venido para las demás fundaciones piadosas familiares. Por Real 
decreto de 30 de Abril de 1852 se declaró que desde el día 17 
de Octubre anterior, en que se publicó como ley el Concordato 
celebrado con la Santa Sede, debían considerarse derogadas la ci-
tada ley de capellanías y las disposiciones relativas á las fundacio-
nes piadosas familiares, mandando que quedaran subsistentes todas 
aquellas cuyos bienes no hubiesen sido adjudicados judicialmente á 
(1) Este articulo ha sido suprimido en la ley para Cuba y Puerto Rico, 
en coneíderación sin duda é que no se ha hecho extensiva á aquellas islas la 
legislación sobre capellanías que rige en la Peninsula
. 
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las familias, ó para cuya adjudicación no hubiera juicio pendiente; 
mas por otro Real decreto de 6 de Febrero de 1855 se declaró en 
su fuerza y vigor dicha ley de 19 de Agosto de 1841 y las demás 
disposiciones relativas á fundaciones piadosas familiares. 
Por otra ley de 15 de Junio de 1856, partiendo del supuesto 
de estar vigente la de 1841, se declaró que los que tenían derecho 
á los bienes de capellanías colativas al tiempo de la publicación 
de la ley de 1841, y habían fallecido sin haber pedido la adjudica-
ción, lo habían transmitido á sus herederos: que prescribía el dere-
cho para pedir la adjudicación á los veinte años, contados desde 
la ley de 1841, y se transmitía á los siguientes en grado, conce-
diéndoles cuatro años para ejercitarlo, como también á los que se 
creyesen con mejor derecho que aquellos á quienes hubiesen sido 
adjudicados los bienes. 
Por Real decreto de 28 de Noviembre de 1856 se suspendieron 
los efectos del de 6 de Febrero de 1855 por el que se había resta-
blecido la ley de capellanías y demás fundaciones piadosas, y se 
mandó que quedaran en suspenso los juicios y reclamaciones pen-
dientes ante los tribunales civiles y eclesiásticos. Y por últímo, se 
puso término á todas esas disposiciones contradictorias con el con-
venio-ley sobre capellanías de 24 de Junio de 186 î. 
Por el art. 4.° de dicho convenio, se declararon subsistentes 
las capellanías cuyos bienes no hubiesen sido reclamados á la pu-
blicación del Real decreto de 28 de Noviembre de 1856, y sobre 
los cuales por consiguiente no pendiera juicio ante los tribunales; 
pero á la vez por el mismo convenio, y por la instrucción acordada 
para llevarlo á efecto en el día siguiente, se autorizó la conmuta-
ción de los bienes de capellanías, obras pías y demás fundaciones 
de su especie, cuyos bienes se adjudicarían á las familias que á 
ellos tuvieran derecho con arreglo d la legislación observada antes 
del concordato, siempre que entregasen previamente en títulos de 
la Deuda pública el importe de la congrua que fijase el diocesano 
según el producto de los bienes, dejando una porción que no ex-
cedería de la cuarta parte 6. beneficio de las familias, y el de las 
demás cargas piadosas de carácter eclesiástico; y se mandó tam-
bién en el art. 36 de la instrucción, que si los interesados no estu - 
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viesen conformes, podrian acudir al juzgado de primera instancia 
A que perteneciera la parroquia en que estuviese fundada la cape-
llanía, para la resolución judicial relativa al derecho de los intere-
sdos sobre los bienes. 
Por consiguiente, no sólo pueden continuarse los pleitos pen-
dientes, sino también promoverse otros de nuevo sobre mejor de-
recho á los bienes de capellanías colativas declaradas subsistentes 
por el concordato y de las demás fundaciones piadosas de patronato 
familiar activo ó pasivo. Pero como no puede llegarse á la adjudi-
cación de los bienes sin que antes se haya acordado por el dioce-
sano la conmutación y libertad de los mismos, mediante la entrega 
de títulos de la Deuda pública que produzcan la renta necesaria 
para cubrir la congrua del capellán y demás cargas eclesiásticas, á 
fin de asegurar el cumplimiento de estas disposiciones concordadas 
con la Santa Sede, se ordena en el artículo que estamos comen-
tando que no se dé curso á la demanda mientras no se presente el 
documento que acredite haber precedido el expediente que para la 
conmutación y libertad de los bienes ordenan dicho convenio y la 
instrucción para llevarlo á efecto. 
I)e este modo se ha fijado la jurisprudencia, en armonía con la 
establecida por el Tribunal Supremo, el cual ha declarado en va-
rias sentencias de casación que no puede hacerse la adjudicación 
de bienes de capellanías mientras no preceda la conmutación de 
todo el capital, porque de otro modo se infringe el art. 4.° del con-
venio y el 36 de la instrucción antes citados. (Sentencias de 17 de 
Febrero y 8 de Abril de 1881, 28 de Enero y 6 de Febrero de 1882, 
29 de Noviembre de 1883, 19 de Abril de 1888, y otras.) 
También ha declarado el Tribunal Supremo que la ley de 15 
de Junio de 1856 es aclaratoria de la de 19 de Agosto de 1841, 
y que estas leyes no han sido derogadas por el convenio celebrado 
con la Santa Sede en 24 de Junio de 1867, toda vez que éste deja 
subsistente la legislación anterior al concordato de 1851 sobre el 
derecho á los bienes de las capellanías. (Sentencias de 1.° y 15 de 
Marzo y 28 de Noviembre de 1881, y otras.) 
Sobre la prescripción de esta clase de acciones, conforme it la 
ley de 15 do Junio de 1856, véanse las sentencias del mismo Tri- 
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bunal Supremo de 15 de Marzo de 1881, 12 de Diciembre de 1882, 
12 de Abril de 1884, 4 de Febrero de 1885 y 1.° de Febrero 
de 1886. 
Téngase presente, por último, que según el párrafo final del 
artículo de este comentario, en los juicios universales sobre cape-
llanías se reduce á treinta días el término de los edictos llamando 
á los que se crean con derecho á los bienes, que en los demás casos 
es de dos meses, como se establece en los artículos siguientes. La 
razón de esta diferencia está en el número y calidad de las perso-
nas que podrán concurrir en virtud del llamamiento. 
ARTÍCULO 1106 
Si de los documentos resultare que la demanda se 
halla comprendida en alguno de los casos á que se re
-fieren los artículos 1101 y siguiente, el Juez la admi-
tirá, acordando que se llame por edictos á los que se 
crean con derecho á los bienes, para que comparezcan 
á deducirlo en el término de dos meses, á contar desde 
la fecha de la publicacion de aquellos en la Gaceta de 
Madrid. 
Art. 1104 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es at 
art. 1100 y siguiente de esta ley, y se amplia d seis meses el tr-
mino para comparecer, sin otra variación) 
ARTÍCULO 1107 
Los edictos á que se refiere el artículo anterior se 
publicarán y fijarán en los sitios públicos del lugar del 
juicio, en el pueblo 6 pueblos donde radiquen los bie-
nes, y en los demas en que, teniendo en consideracion 
la procedencia del testador 6 el objeto de la institucion, 
se presuma que podrán existir personas de las lla-
madas. 
Se insertarán además en los Diarios de Avisos de 
dichos pueblos, si los hubiere, en el Boletín oficial de 
la provincia 6 provincias á que pertenezcan, y en la 
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Gaceta de Madrid, uniéndose á los autos un ejemplar 
de los periódicos en que se haga la publicacion. 
Art. 1105 para Cuba y Puerto Rico.—(Igual el primer párrafo, y el 
segundo dice así: «Se insertará, además, si lo hubiere, en el Bole-
tín Oficial de la provincia ó provincias á que pertenezcan, en la Ga-
cela de la Habana 6 de Puerto Rico en su caso, y en la de Madrid, 
uniéndose á los autos un ejemplar de los periódicos en que se haga 
la publicación. , ) 
ARTÍCULO 1108 
(Art. 1106 para Cuba y Puerto Rico.) 
En los edictos se expresarán el nombre, apellido y 
naturaleza del testador 6 fundador, la fecha del testa-
mento 6 de la fundacion, y lo demas conducente para 
que pueda formarse concepto del objeto de la institu-
cion y de las personas llamadas á participar de los 
bienes, como tambien el nombre y apellido de la per-
sona 6 personas que hayan promovido el juicio, y su 
grado de parentesco, 6 razon en que funden su derecho. 
El primero de estos artículos comienza diciendo que 'si de los 
documentos resultare que la demanda se halla comprendida en al-
guno de los casos á que se refieren los artículos 1101 y siguientes, 
el juez la admitirás: luego no deberá admitirla cuando no se halle 
comprendida en ninguno de dichos casos, y así lo declarará por 
medio de auto, contra el cual procederán los recursos de reposi-
ción y apelación. Esta doctrina está conforme con la establecida 
por el Tribunal Supremo en sentencia de 2 de Marzo de 1887. 
Si el juez admite la demanda, como deberá hacerlo siempre 
que no sea notoria su improcedencia, deberá acordar en la misma 
providencia que se llame por edictos á los que se crean con dere - 
cho á los bienes para que comparezcan á deducirlo en el términ o 
de treinta días, si se trata de bienes de capellanías, como ya se h a 
dicho, y en el de dos meses en los demás casos. Este término es 
de seis meses cuando el juicio se siga en Cuba ó Puerto Rico. Y 
acordará también que se cite y emplace al abogado del Estado, á 
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quien corresponda la representación de la B acienda, entregándole 
la copia de la demanda, y que se le tenga por parte en el juicio, 
conforme al art. 1109. 
Todo lo relativo á la forma y publicación de los edictos está 
expresado con tanta claridad en estos tres artículos, que es innece-
sario repetirlo, y nos remitimos á su texto y á lo expuesto al co-
mentar los artículos 986 y siguientes, en los cuales se establece 
un procedimiento análogo, aunque con términos y procedimientos 
más cortos, como lo exige la diferencia de los casos, para el llama-
miento y declaración de herederos abintestato, cuando corresponda 
la herencia á parientes colaterales que pasen del cuarto grado. 
La admisión de la demanda no obsta para que, llegado el jui-
cio al estado que determina el art. 1113, pueda oponerse á su con-
tinuación el representante del Estado, por creer improcedente 
este juicío universal, como se deduce de dicho artículo y del 1114. 
El mismo incidente podrá promover cualquiera de los interesados 
luego que sea admitido como parte, ó pedir reposición de la pro-
videncia que admitid la demanda, si no hubiere transcurrido el 
término para este recurso. 
ARTÍCULO 1109 
(Art. 1107 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El Ministerio fiscal, en representacion del Estado, 
será parte en estos juicios hasta que se terminen por 
sentencia firme. 
En tal concepto se citará y emplazará al Promotor 
fiscal del Juzgado luego que fuere admitida la de-
manda, dándole la copia de esta que habrá presentado 
el actor, y se le notificarán todas las providencias que 
recaigan. 
De Real orden, expedida por el Ministerio de Hacienda en  29 
de Julio de 1847, y comunicada por el de Gracia y Justicia á las 
Audiencias y Juzgados en 22 de Agosto siguiente, se mandó que 
en los expedientes sobre adjudicación de capellanías de sangre á 
los parientes de los fundadores, se oyera á los promotores fiscales 
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como representantes del Estado. Esta audiencia tenía por objeto 
evitar que, á pretexto de derechos no declarados en las fundacio-
nes y de parentescos simulados, se privara al Fisco de bienes que 
en otro caso debieran corresponderle, como se dijo por Hacienda 
en otra Real orden de 12 de Febrero de 1850, dando instruccio-
nes al Ministerio fiscal para su intervención en estos juicios. Y 
por otra Real orden, también de Hacienda, de 1.° de Mayo de 1850, 
para uniformar la práctica, por ser varia la que se observaba 
sobro esta materia, se mandó que en los referidos pleitos de cape-
llanías y patronatos, se tuviera por parte al Ministerio fiscal, en-
tendiéndose con él todas las diligencias y actuaciones; que los pro-
motores no dedujeran pretensión alguna hasta después de publi• 
radas las pruebas, en cuyo caso, si encontraban que los litigantes 
no tenían derecho á los bienes de la fundación, bien por los térmi-
nos de ésta, bien porque el parentesco alegado no estuviera com-
probado, hicieran la pretensión que convenga á los intereses de la 
hacienda, y de lo contrario devolvieran los autos sin oposición, 
pero precediendo consulta con el fiscal de la Audiencia; y que en 
las Audiencias se comunicasen los autos al fiscal después quo las 
partes hubiesen alegado y antes do sentencia, debiendo proceder 
en la forma antes indicada para los promotores. 
Aceptando esa intervención de Ministerio fiscal, por ser con-
forme á la índole de estos procedimientos, y haciéndola extensiva 
á los demás casos ú que han de aplicarse, respecto de los cuales 
nada se hallaba dispuesto, se ordenó en el artículo de este comen-
tario, que el Ministerio fiscal sera parto en estos juicios hasta que 
se terminen por sentencia firme, y quo en tal concepto se cite y 
emplace al promotor fiscal del juzgado luego que sea admitida la 
demanda, dándole la copia do ésta presentada por el actor, y se le 
notifiquen todas las providencias que recaigan. 
La intervención que se da al Ministerio fiscal en estos asuntos, 
no es en representación de las personas inciertas, ni de los ausen-
tes, menores ó incapacitados que puedan tener derecho á los bie-
nos, sino en representación del Estado, y para defender los intere-
ses del Fisco, según se consigna expresamente en esto artículo y 
en el 1103; y como por el Real decreto-ley de 1G de Marzo 
579 DE LA ADJUDICACIÓN DE BIENES 
de 1886 se confirió esta representación á los abogados del Estado, 
según ya se ha dicho, con éstos, y no con el Ministerio fiscal, ha 
de .entenderse hoy lo que se ordena en el presente articulo y en 
los demás de este título que con él tienen relación. Por consiguien-
te, la citación y emplazamiento para estos juicios se hará al abo-
gado del Estado de la capital de la provincia á quien corresponda 
dicha representación, por medio de exhorto si fuere necesario, y á 
él ó al funcionario delegado se le notificarán todas las providen-
cias, teniéndole por parte desde el principio del juicio hasta que 
recaiga sentencia firme, en virtud del precepto de la ley, y sin ne-
cesidad de que lo solicite ó de que presente escrito mostrándose 
parte. 
ARTÍCULO 1110 
(Art. 1108 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los que comparezcan en el juicio alegando derecho 
a los bienes, deberán acompañar los documentos en 
que lo funden y el correspondiente árbol genealógico 
en su caso. 
Si no tuvieren á su disposicion alguno de los docu-
mentos, expresarán el archivo en que deba hallarse, 
ofreciendo presentarlo oportunamente. 
Los escritos y  documentos se unirán á los autos por 
el órden en que se vayan presentando. 
Es tan clara la disposición de este artículo y tan fácil y expe-
dita su ejecución, que no necesita de explicación alguna. Sólo in-
dicaremos que no ha de acompañarse copia del escrito ni de los 
documentos que se presenten, y que los interesados pueden com-
parecer por sí mismos, sin necesidad de valerse de procurador, con-
forme á lo prevenido en el núm. 5." del art. 4.", siempre que se li-
miten á alegar su derecho á los bienes y á presentar los documen-
tos que lo justifiquen, sin promover ninguna otra cuestión; pero 
deben hacerlo con dirección de letrado. 
Aunque este artículo está colocado á continuación de los que 
ordenan el primer llamamiento por edictos, su disposición es apii- 
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cable á todos los que comparezcan en el juicio, ya lo verifiquen en 
virtud del primer llamamiento, ya en el término del segundo ó ter-
cero á que se refieren los dos artículos que siguen. 
A RTÍCULO 1111 
Trascurrido el término de los primeros edictos, se 
hará un segundo llamamiento, tambien por dos meses, 
en igual forma y con la misma publicidad que el ante-
rior. 
En estos edictos se hará expresion de ser el se-
gundo llamamiento y de las personas que hayan com-
parecido alegando derecho á los bienes, con indicacion 
del grado de parentesco, 6 de la razon en que funden 
aquel. 
Art. 1109 de la ley para Cubs y Puerto Rico.—(El primer párrafo 
de este artículo, dice así: (Trascurrido el término de los primeros 
edictos, se hará un segundo llamamiento por el mismo plazo y cou 
igual forma y publicidad establecidas en el art. 1105.» En el pá-
rrafo segundo no se lia hecho novedad.) 
ARTÍCULO 1112 
Con los mismos requisitos, 7 en igual forma, se hará 
un tercer llamamiento, tambien por dos meses, luego 
que trascurra el término del segundo, expresando en 
los edictos ser el tercero y último, y añadiendo el 
apercibimiento de que no será oido en este juicio el 
que no comparezca dentro de este último plazo. 
Art. 1110 para Cuba y Puerto Rico. — (Principia diciendo: (Con el 
mismo término y requisitos se hará un tercer llamamiento, luego 
•Ie trascurra el del segundo», y se copia sin alteración el resto 
dei art. 1112 de la Peninsula) 
Tampoco necesitan de explicación alguna estos dos artículos: 
basta atenerse á su texto para ejecutar sin dificultad lo que en 
.ellos se ordena. Téngase presente que, si versa el juicio sobre 
bienes de capellanías, ha de ser de treinta días el término de los 
DE LA ADJUDICACIÓN DE BIENES 	 581 
edictos, como se previene en el párrafo último del art. 1105; y que 
en Cuba y Puerto Rico se ha ampliado á seis meses dicho término, 
que sólo es de dos meses cuando el juicio se siga en la Península é 
islas adyacentes. Transcurrido el término de los primeros edictos, 
sin necesidad de solicitud de parte debe acreditarlo el actuario 
por diligencia y dar cuenta al juez sin dilación para que acuerde 
el segundo llamamiento, y lo mismo luego que transcurra el tér-
mino de éste para que acuerde el tercero. 
Nótese también que el apercibimiento, que según el art. 1112 
debe hacerse en el tercero y último edicto, y no en los anteriores, 
ha de ser «de que no será oído en este juicio el que no compa-
rezca dentro de este último plazo». Con estas mismas palabras ha 
de expresarse, en los edictos, y no con la fórmula vaga de lo que 
haya lugar, empleada en el art. 987, aunque con el mismo objeto, 
según expusimos al comentarlo. Véanse los artículos 1126 y 1127, 
en los que se determinan con precisión los efectos de dicho aperci-
bimiento. 
ARTÍCULO 1113 
(Art. 1111 de la ley para Cuba y Puerto Rioo.) 
Acreditándose por diligencia del actuario haber 
trascurrido el término de los tres llamamientos, y que 
se han unido á los autos las solicitudes de todos los 
que se hubieren presentado, se comunicarán al Promo-
tor fiscal por el término que el Juez estime necesario, 
pero que no podrá exceder de veinte dias, para que 
emita su dictámen sobre la procedencia de este juicio 
universal, y si los concurrentes, 6 algunos de ellos, 
reunen las circunstancias necesarias para aspirar la 
adjudicacion de los bienes. 
Para la ejecución de lo que en este artículo se ordena, tén-
gase presente que hoy no es al Ministerio fiscal, sino al abogado 
del Estado, como ya se ha dicho, á quien han de comunicarse los 
autos. Los escritos y documentos de los que comparezcan en el 
juicio alegando derecho á los bienes se habrán unido á los autos 
por el orden en qne se hubieren presentado, como se previene en 
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el art. 1110. Transcurrido el término del tercer edicto, el actua-
rio, de oficio, lo acreditará por diligencia, expresando en ella ade-
más que se hallan unidas á loe autos las solicitudes de todos los 
que se han presentado, y sin dilación dará cuenta al juez, el cual 
acordará que se comuniquen los autos al abogado del Estado para 
que emita el dictamen que previene el presente artículo, fijando 
el término que estime necesario, según el volumen y complicación 
de los autos, sin que pueda exceder de veinte días, y hasta cuyo 
máximum podrá prorrogarse, si se hubiere señalado un término 
más corto. 
El dictamen del promotor fiscal, hoy del abogado del Estado, 
ha de comprender'dos extremos: 1.", sobre la procedencia del juicio 
universal de que se trata, ajustándose para ello á lo dispuesto en 
los arts. 1101 y 1102 y á la doctrina expuesta en su comentario; 
y 2.°, sobro si todos ó alguno de los concurrentes reunen, ó no, las 
circunstancias necesarias para aspirar á la adjudicación de los bie-
nes. Luego que emita su dictamen el representante del Estado, el 
juez dará í^  ^los autos el curso que se previene en los dos artículos 
que siguen para cada uno de los casos que pueden ocurrir, esto es, 
que aquél se oponga por estimar improcedente el juicio ó por ca-
recer de derecho todos los aspirantes, ó que se allane en todo ó en 
parte á sus pretensiones. 
ARTictÍLo 1114 
(Art. 1114 de la I°y para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el Promotor fiscal formulare oposicion por creer 
improcedente el juicio, 6 por que ninguno de los aspi-
rantes re tina las circunstancias exigidas para partic i-
par de los bienes, el Juez acordará se haga saber á 
aquellos que usen de su derecho, en via ordinaria, si 
les conviniere. 
Siempre que el representante del Estado se oponga á la con-
tinuación del juicio universal, ya por creerlo improcedente á 
causa de no estar comprendido en ninguno de los casos de los ar-
tículos 1101 y 110.2, ó bien purque ninguno de los aspirantes reuna 
emu 
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las circunstancias exigidas para participar de los bienes, debe el 
juez acordar sin más trámites, y sin oirá los interesados, se haga 
saber á los concurrentes que usen de su derecho en vía ordinaria, 
si les conviniere. Así lo dispone el presente articulo, cerrando la 
puerta á todo incidente y recurso sobre ese punto, que sólo podrá 
discutirse en la vía ordinaria, y así debe acordarlo el juez aunque 
no sea de la misma opinión que el abogado del Estado y aunque 
crea quo es infundada la oposición. Ordénalo así la ley para evi-
tar dilaciones y gastos, en consideración, sin duda, á que en úl-
timo término han de ventilarse las cuestiones en juicio ordinario 
cuando no hay conformidad de las partes, y una de ellas en estos 
juicios es siempre el representante del Estado. 
La vía ordinaria, á quo este artículo se refiere, es la correspon-
diente á la cuantía de los bienes, y si ésta no fuere conocida, el 
juicio de mayor cuantía, como se declara en el art. 1119, y ha de 
sujetarse el procedimiento á las reglas establecidas en el 1120. 
ARTÍCULO 1115 
(Art. 1113 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
No haciendo el Promotor fiscal dicha oposicion, si 
fueren dos 6 más los aspirantes, el Juez los convocará 
á junta para el dia y hora que señalará dentro de los 
quince siguientes. 
En esta Junta, á la que podrán concurrir el Pro-
motor fiscal y los defensores de las partes, discutirán 
estas su mejor derecho á los bienes, consignándose el 
resultado en el acta, que firmarán todos los concur-
rentes. 
ARTICULO 1116 
(Art. 1111 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si en la Junta hubiere acuerdo unánime sobre el 
derecho á los bienes y participacion que a cada uno 
corresponda, 6 en el caso de no haber mas que un as-
pirante, si no se hubiere opuesto el Promotor, el Juez 
llamará los autos á la vista, con citacion de las partes, 
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y dictará sentencia, haciendo las declaraciones que es-
time procedentes en derecho. 
Esta sentencia será apelable en ámbos efectos. 
ARTICULO 1117 
(Art . 1115 para Cuba y Puerto Rico.) 
Antes de dictar dicha sentencia, podrá el Juez acor-
dar, para mejor proveer, el cotejo de algun documento 
cuya eficacia pueda ser dudosa, 6 que se traiga á los 
autos cualquier otro que estime necesario. 
ARTICULO 1118 
(Art. 1116 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando no haya habido conformidad en la Junta, el 
Juez dará por terminado el acto, mandando á las par-
tes que hagan uso de su derecho en juicio ordinario. 
Se ordena en estos artículos el procedimiento que ha de seguir-
se, luego que devuelva los autos el abogado del Estado evacuando 
la comunicación que se le habrá conferido conforme al art. 1113, 
cuando no haga oposición por creer procedente el juicio y que to-
dos ó alguno de los aspirantes han justificado su derecho á los 
bienes. 
Si no hubiere más que un aspirante y aquél se hubiese allana-
do í la pretensión de éste, sin más trámites debe el juez llamar 
los autos á la vista con citación de las partes, y dictar sentencia 
dentro de doce días (art. 678), haciendo las declaraciones que esti-
me procedentes en derecho. Y si son dos 6 más los aspirantes, el juez 
los convocará á junta en la forma y con el objeto que con toda cla-
ridad se expresa en los dos primeros artículos de este comentario. 
La citación para esa junta se hará por medio de cédula á todos 
los interesados y al abogado del Estado, aunque no es obligato-
ria la asistencia de éste; podrá concurrir, como dice la ley, si lo 
cree conveniente. Y extendida y firmada el acta de la junta, si hu-
biere habido en ella conformidad de todoslos concurrentes, el juez 
llamará los autos á la vista y dictará sentencia, lo mismo que en el 
1 
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caso anterior. En ambos casos, la sentencia es apelable en ambos 
efectos. 
Pero si no hubiere sido unánime el acuerdo de los concurren-
tes á la junta sobre el derecho á los bienes 6 la participación que 
á cada uno corresponda, el juez dará por terminado el acto y dic-
tará providencia mandando á los aspirantes que hagan uso de su 
derecho en el juicio ordinario que corresponda. Sobre la forma en 
que lia de promoverse y sustanciarse este juicio, véanse los dos 
artículos siguientes. 
Como en los casos de que se trata ha de dictarse la sentencia 
sin haber precedido el recibimiento á prueba, podrá suceder que 
no haya sido posible el cotejo de algún documento de cuya auten-
ticidad 6 exactitud y eficacia dude el juez, 6 que para esclarecer el 
derecho, crea éste necesario traer á la vista algún otro documento 
no presentado por los interesados. Para salvar estos inconvenientes 
y facilitar al juez el medio de aclarar la verdad y fallar con el de-
bido conocimiento de causa, se le autoriza por el art. 1117 para 
que antes de dictar la sentencia y después de la citación pueda 
acordar, para mejor proveer, el cotejo del documento 6 documentos 
que se hallen en aquel caso, 6 que se traiga 6 los autos cualquiera 
otro que estime necesario. En el art. 340, que es de aplicación ge-
neral á todos los juicios, se determinaron taxativamente las provi-
dencias que, para mejor proveer, pueden dictar los jueces y tribu-
nales. No se hizo mención en dicho articulo del cotejo de documen-
tos, en razón á que es de interés exclusivo de las partes el solici-
tarlo dentro del término de prueba, en los casos del art. 597, para 
que aquéllos sean eficaces en juicio; pero como no es posible prac-
ticarlo así en el juicio universal de que tratamos por la razón antes 
indicada de no ser procedente el recibimiento á prueba, se auto-
riza á los jueces por el presente artículo para que puedan acor-
darlo cuando lo estimen necesario: pueden, pues, acordar dicho 
cotejo, y cualquiera de las diligencias expresadas en el artículo ci-
tado. El cotejo se practicará en la forma que ordena el 599. Véase 
también el articulo 340 antes citado y su comentario. 
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ARTICULO 1119 
Tanto en este caso, como en el del art. 1114, los in-
teresados ventilarán sus derechos en el juicio ordinario 
que corresponda á la cuantía de los bienes; y si ésta 
fuese desconocida, por los trámites del de mayor cuan-
tía, debiendo litigar unidos y bajo una sola direccion 
los quo sostengan una misma causa. 
Art. 1117 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(Donde dice juicio or- 
dinario, en la ley de Ultramar se dice juicio declarativo, y la refe-
rencia es al art. 1112 de ésta, sin otra rariación.) 
ARTÍCULO 1120 
Para el buen Orden de estos procedimientos, se ob-
servarán las reglas siguientes: 
1.a Se entregarán los autos á la parte que hubiere 
promovido el juicio, para que en el término de diez 
dias amplíe la demanda, reproduciendo 6 modificando 
sus pretensiones. 
2.a Si dicha parte desistiere de su demanda por re-
conocer mejor derecho en otro ft otros de los aspiran-
tes, con éstos se entenderá la entrega de autos para 
que formulen sus pretensiones; y si no hubiere mediado 
dicho reconocimiento, se entenderá con el que primero 
se persono en el juicio. 
3.3 De dicho escrito se dará traslado, sin nuevo 
emplazamiento, á los demas aspirantes por el Orden en 
que se hubieren personado en el juicio, entregándoles 
los autos por otros diez dias á cada parte, para que 
formulen tambien sus respectivas pretensiones. 
4.3 En el caso del art. 1114, el Promotor fiscal 
será considerado corno demandado, y se le entregarán 
los autos para que conteste despues de haber formu-
lado sus pretensiones todos los aspirantes a los bienes. 
5.3. Tambien será considerado como parte el Pro-
motor fiscal en el caso del art. 1118, y se le entrega-
rán los autos luego que los aspirantes hayan formulado 
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sus pretensiones, para que pueda pedir lo que estime 
procedente en defensa de los intereses del Estado, 6 
sobre el cumplimiento de las cargas piadosas á que es-
tuvieren afectos los bienes. Si nada tuviere que propo-
ner sobre estos extremos, devolverá los autos con la 
fórmula de Vistos, en cuyo caso no se le dará nueva 
audiencia, á no ser que él la solicitare; pero se le noti-
ficarán todas las providencias hasta que recaiga sen-
tencia firme. 
6.a Los escritos de los aspirantes se formularán en 
los términos prevenidos para las demandas, acompa-
ñando tantas copias cuantas sean las otras partes liti-
gantes, á quienes serán entregadas para los efectos 
prevenidos en el art. 520 respecto de los traslados su-
cesivos, en los que ya no se entregarán los autos. 
7.a Luego que todos los aspirantes hayan formu-
lado sus pretensiones, se dará al juicio la sustanciacion 
establecida para despues de contestada la demanda en 
el ordinario de mayor 6 de menor cuantia, segun co-
rresponda, obligando el Juez á los interesados que no 
lo hubieren hecho, á que, los que sostengan una mis-
ma causa, litiguen en adelante unidos y bajo una mis-
ma direccion. 
Art. 1118 para Cuba y 
 Puerto Rico.—(La referencia de la regla 4° es 
al art. 1112; la de la regla 5.a al art. 1116, y la de la regla 6.° al 
art. 519 de esta ley; y en la regla 7.a, en lugar de ordinario, se 
dice declarativo, siendo iguales en todo lo demás ambos artículos.) 
El juicio ordinario declarativo, en el que los interesados han de 
ventilar sus derechos, tanto en el caso del art. 1114 en virtud de 
la oposición del representante del Estado, como en del 1118 por 
no haber habido conformidad en la junta, ha de ser el que corres-
ponda á la cuantía de los bienes que sean objeto del juicio univer-
sal: esto es; el de menor cuantía, cuando el valor de aquéllos, de-
ducidas las cargas y acumulando los frutos y rentas vencidos, si se 
pidieren ó hubieren de entrar en la distribución, no exceda de 
3.000 pesetas en la Península y de 5.000 en Ultramar; y si exce- 
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de, 6 no es conocido el valor de los bienes, se ventilarán por los 
trámites del ordinario de mayor cuantía. Así lo dispone con toda 
claridad el art. 1119, primero de este comentario, añadiendo que 
cualquiera que sea la clase del juicio, deben litigar en él unidos y 
bajo una sola dirección los que sostengan una misma causa, esto 
es, los que se hallen en el mismo grado de parentesco ó reunan las 
mismas circunstancias, y no pretendan preferencia entre sí. Si no 
lo hicieren al formular sus pretensiones, el juez debe obligarles á 
que la verifiquen para la continuación del juicio al darle la sustan-
ciación correspondiente, como se previene en la regla ï." del ar-
tículo 1120. (Véase el comentario del art. 531, pág. 5t1 del to-
mo 3.°) 
En las siete reglas que para el buen orden de estos procedi-
mientos se establecen en dicho art. 1120, segundo de este comen-
tario, se expresa con tanta precisión y claridad y con tan buen sen-
tido práctico todo lo que ha de hacerse en el primer período de 
este juicio hasta darle la sustanciación que corresponda de mayor 
ó de menor cuantía, que bastará atenerse á su texto, al que nos re-
mitimos. Haremos, sin embargo, algunas observaciones. 
Como en estos juicios universales todos los litigantes tienen el 
doble carácter de demandantes y demandados, en razón á que cada 
uno formula y sostiene sus pretensiones y se opone á la vez á las 
de los otros concurrentes 6 se allana á ellas, preciso era fijar el or-
den en que han de comunicárseles los autos, y así se hace en las 
reglas 1.' y 2.* del modo más conformo â la recta razón. Si uno 6 
más aspirantes hubieren promovido el juicio, se les tendrá como 
primer demandante, y serán entregados los autos originales al pro-
curador que les represente para que en el término de diez días 
amplíe su demanda, reproduciendo ó modificando sus pretensiones 
é impugnando las de los otros, en vista de lo que resulte de los 
autos. Si dicha parte hubiere desistido de su demanda, ó se apar-
tare de ella al devolver los autos por reconocer mejor derecho en 
otro (I otros de los aspirantes, se tendrá á aquella parte por desis-
tida y por apartada del pleito, y ocuparán éstos su lugar para el 
efecto de entregarles loa autos con el fin antedicho. Lo mismo se 
practicará si éstos desisten también de sus pretensiones recono- 
        
         
   
DE LA ADJUDICACIÓN DE BIENES 	 589 
cieudo en otro mejor derecho. Y si el desistimiento se hace lisa y  
llanamente sin mediar dicho reconocimiento, entonces han de en-
tregarse los autos al primero que se personó en el juicio, conside-
rándolo como primer demandante.  
De esa primera demanda ha de darse traslado á los demás as-
pirantes, entregándoles los autos originales por otros diez días  á 
cada parte, también por el orden en que se hubiesen personado  
en el juicio, para que formulen sus respectivas pretensiones y  
puedan impugnar las de los otros que les perjudiquen. Como todos  
se han personado en los autos, dicho traslado ha de ser sin empla-
zamiento, según se previene e' la regia 3.a, porque ya no tiene 
 
objeto. 
Cuando se haya abierto el juicio ordinario en virtud de la opo-
sición del representante del Estado (art. 1114), este será conside-
rado como demandado, y se le entregarán los autos para que con-
teste después de haber formulado sus pretensiones todos los aspi-
rantes, á quienes la ley da aquí el carácter de actores ó demande n-
tes para la sustanciación de este juicio. En tal caso, éstos podrán 
 
impugnar la oposición de aquél, demostrando la procedencia del 
 
juicio, si á ésta se refiriese solamente, y en todo caso su derecho 
 á 
los bienes, para que sobre todo ello se falle en definitiva. En los 
 
demás casos, también ha de ser considerado como parte el abogado 
 
del Estado, entregándole los autos luego que todos los aspirantes 
 
hayan formulado sus pretensiones, para los efectos que se deter-
minan en la regla  
Es prorrogable el término de diez días que se concede, tanto 
 
al primer demandante, como á todos los demás, para que formulen 
 
sus pretensiones, puesto que no está comprendido en ninguno de 
 
los que el art. 310 declara improrrogables. La prórroga habrá de 
 
solicitarse y otorgarse conformo á lo prevenido en los artículos 
 
306 y 307. 
Los escritos de los aspirantes han de formularse como se pre-
viene para la demanda del juicio ordinario en el art. 524, expo - 
niendo sucintamente y numerados los hechos y los fundamentos de 
 
derecho y fijando con claridad y precisión lo que se pida. 
 
También se ordena en la regla 6.', que á estos escritos se acom- 
 
^ 
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pañen tantas copias de los mismos cuantas sean las otras partes li-
tigantes, á quienes serán entregadas para los efectos del art. 520 
respecto de los traslados sucesivos, en los que ya no se entregarán 
los autos originales. Por partes litigant s no han de entenderse á 
dicho fin cada uno de los aspirantes, sino cada grupo de éstos que 
litiguen unidos y bajo una sola representación, de suerte que serán 
tantas las copias cuantos sean los procuradores que figuren corno 
parte á nombre de uno ó más aspirantes, y otra para el abogado 
del Estado, quo es también parte en estos juicios. Este habrá de 
presentar también igual número de copias de su escrito, en cum-
plimiento del art. 515. 
En dicha regla 6." nada se dice sobre copias de documentos, en 
consideración á que deben obrar ya en los autos todos los que jus-
tifiquen el derecho de los aspirantes. y de ellos habrá podido tornar 
cada parte las notas ó copias que le interesen, cuando se le comu-
nicaron originales; pero al con los escritos de que se trata se pre-
sentase algún documento, por hallarse comprendido on alguno de 
los casos que se determinan on el art. 506, pues fuera de estos ca-
sos no pueden ser admitidos, será preciso acompañar tantas copias 
del mismo cuantas sean las otras partes litigantes, como se previe-
ne en el art. 616. 
Ha de emplearse en estos juicios el procedimiento establecido 
en el art. 308 para los apremios y recogidas de autos. La recogida 
ó devolución sin escrito equivale á la renuncia de su derecho por 
el aspirante respectivo; pero si no la hace por escrito desistiendo 
de sus pretensiones, seguirá figurando como parte en el juicio, y 
en el fallo definitivo se liará de su abandono la apreciación corres-
pondiente. 
Cuando alguno de los aspirantes devuelva los autos desistiendo 
de sus pretensiones, ya simplemente, ya por reconocer en otros 
mejor derecho, se le tendrá por desistido y por apartado del juicio 
con los costas por sí y para sí causadas, no incluyéndose en ellas 
las que lo hayan sido en interés general, como lo serán las de la 
promoción del juicio. Se le notificará la providencia en que así ce 
declare, y no se le tendrá por parte ni se le harán más notifica-
ciones en lo sucesivo, continuando la comunicación de los autos é 
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los restantes. Si el procurador no tiene poder especial para el de-
sistimiento, será necesario que su representado ó representados se 
ratifiquen en el escrito, conforme á la doctrina del art. 410. 
Con los escritos de los aspirantes formulando sus pretensiones y 
con el de contestación del representante del Estado, ó la devolución 
de los autos por éste con la fórmula de Vistos en el caso de la re-
gla 5 ", quedan planteadas las cuestiones y terminado el primer 
período de este juicio, debiendo el juez resolver, sin más trámites, 
si ha do continuarse la sustanciación como de mayor ó de menor 
cuantía, conforme á la regla 7." No cabe aquí el incidente que se 
establece en los artículos 492 y siguientes para determinar la 
clase del juicio que haya de seguirse: el juez resolverá por lo que 
resulte de los autos, y sólo deberá acordar que se siga por los 
trámites de menor cuantía, cuando conste que no excede de 
ella el valor de los bienes: si no consta este valor, si fuese descono-
cida la cuantía de los bienes, como dice el art. 1119, la tramitación 
correspondiente es la de mayor cuantía. 
Previene también la regla 7.' que «se dará al juicio la sustan-
ciación establecida para despues de contestada la demanda en el 
ordinario de mayor ó de menor cuantía, según corresponda», en 
razón á que los escritos de los interesados tienen el doble carácter 
de demanda y de contestación. Por consiguiente, si se acuerda que 
se siga el juicio por los trámites del de mayor cuantía, en la 
misma providencia se dará traslado, al que es considerado corno 
primer demandante, de los escritos presentados por los demás as-
pirantes y por el representante del Estado, para réplica por tér-
mino de diez días, y de este escrito á los demás que sean parte en 
el juicio, por igual término, para dúplica, como previene el ar-
tículo 546. Estos traslados se evacuarán en vista de las copias de 
los escritos, sin entregarse los autos originales, y se ajustarán á lo 
prevenido en los artículos 548 y 549, siguiéndose los demás trámi-
tes de dicho juicio hasta sentencia, con los recursos que en él se 
establecen. Y si es de menor cuantía la sustanciación que ha de 
seguirse, en la misma providencia acordará el juez que se cite á 
las partes para la comparecencia que ordena el art. 691, ó que se 
reciba el pleito á prueba, conforme al 693, si resultare que aqué- 
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lias no están conformes eu los hechos, siguiéndose los demás trá-
mites de este juicio. 
Como en uno y otro caso ha de darse al juicio la sustanciación 
establecida para después de contestada la demanda, claro es que 
no cabe la reconvención, permitida tan sólo en la contestación, ni 
el incidente de excepciones dilatorias, que sólo pueden alegarse 
antes de contestar. Así lo exige la índole especial de estos juicios. 
Pero esto no obsta para que, si se estima insuficiente el poder pre-
sentado por un nuevo procurador, ó resulta la falta de personali-
dad de alguno de los litigantes ú otro de los defectos que pueden 
producirla nulidad del juicio, se reclame la subsanación de la falta, 
luego que se note, si no ha sido consentida, promoviendo para ello 
el oportuno incidente, pues caben en estos juicios todos los inci-
dentes y recursos que se permiten eu el ordinario después de con-
testada la demanda. 
Téngase presente, por último, que en la providencia antes indi-
cada acordando la sustanciación que lia de darse al juicio, debe 
mandar el juez á los interesados que sostengan una misma causa, 
que litiguen unidos y bajo una misma dirección, si ya no lo hubie-
ren hecho, como se ha dicho al principio de este comentario. 
ARTÍCULO 1121 
(Art. 1119 do la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando se reconozca el derecho de alguno ó algunos 
de los aspirantes, se acordará en la misma sentencia 
lo que proceda para asegurar el cumplimiento de las 
cargas piadosas con que estuvieren gravados los bienes, 
aunque nadie lo haya solicitado ni haya sido objeto de 
discusion en el pleito. 
ARTÍCULO 1122 
(Art. 1110 para Cuba y Puerto Rico.) 
Luego que sea firme la sentencia, se procederá á su 
ejecucion en la forma que corresponda, con interven-
ciou del Ministerio fiscal sólo en el caso de que haya 
de asegurarse el cumplimiento de cargas piadosas ó 
1 
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cualesquiera otras a favor del Estado, 6 de alguna cor-
poracion 6 instituto que de él dependa. 
ARTICULO 1123 
(Art. 1121 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando hayan de distribuirse los bienes entre va- 
rios interesados, si para ello se solicita G es necesaria 
la intervencion judicial, se procederá por los trámites 
establecidos para los juicios de testamentaría. 
Estos tres artículos no necesitan de comentario: basta atenerte 
á su letra para aplicarlos sin dificultad. Sólo advertiremos respec-
to del último de ellos, que para la ejecución de la sentencia, cuan-
do hayan de distribuirse los bienes entre varios interesados, será 
necesaria la intervención judicial en los mismos casos en que lo es 
en los juicios de abintestato y de testamentaría, esto es, cuando se 
halle ausente sin representación legítima alguno de los partícipes, 
ó sea menor ó incapacitado y no esté representado por sus padres, 
siempre que no lo haya prohibido el testador ordenando por quién 
y cómo haya de hacerse la distribución de sus bienes. Así como en 
los abintestatos, hecha la declaración de herederos por auto ó sen-
tencia firme, ha de acomodarse el juicio ú los trámites establecidos 
para el de testamentaría, según el art. 1001, por las mismas razo-
nes que expusimos al comentarlo, pues son análogos los casos, se 
declara ahora, que hecha por sentencia firme la declaración de los 
que tengan derecho á los bienes y la participación que á cada uno 
corresponda, para distribuirlos entre sí se acomodará el procedi-
miento á los trámites establecidos para el juicio de testamentaría, 
siempre que sea necesaria la intervención judicial ó la solicite al-
guno de los interesados. Serán de aplicación á este caso las indica-
ciones hechas sobre el procedimiento en el comentario de dicho ar-
tículo (pág. 347 de este tomo). 
Cuando se haga extrajudicialmente la distribución de los bienes 
por haberlo ordenado así el testador ó por conformidad de los in-
teresados, si hubiere que asegurar el cumplimiento de cargas pia-
dosas, 6 de otras á favor del Estado ó de algún instituto que de 
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él depends, habrá de presentarse la partición á la aprobación 
judicial, para que, oyendo al representante del Estado, se aprecie 
y determine si está bien asegurado el cumplimiento de dichas car-
gas. Así se deduce del art. 11.2, pues de otro modo no podría con-
ciliarse lo que en él se dispone para la ejecución de la sentencia 
que contenga dicho extremo con la facultad de hacer extrajudi-
cialmente la distribución de los bienes en los casos indicados. 
• ARTICULO 1124 
(Art. 1121 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Respecto de la administracion de los bienes que 
sean objeto de estos juicios, se guardará y cumplirá lo 
que el testador hubiere dispuesto. 
Si nada dispuso, ó se hallaren abandonados por 
cualquier motivo, el Juez adoptará las medidas nece-
sarias para la seguridad, custodia y conservacion de 
dichos bienes, observándose lo dispuesto para la admi-
nistracion de los abintestatos. 
ARTÍCULO 1125 
tArt. 11'x-3 para Cuba y Puerto Rico.) 
El Juez cuidará tambien de que con las rentas se 
cumplan puntualmente las cargas que sobre los bienes 
hubiere impuesto el testador ó fundador. 
La voluntad del testador ó del fundador es la ley del caso: por 
esto se ordena que se guarde y cumpla lo que hubiere dispuesto 
sobre la administración de sus bienes hasta que llegue el caso de 
distribuirlos; pero si nada dispuso, ó si por cualquier motivo se ha-
llan abandonados ó en poder de un administrador intruso, corres-
ponde al juez, á instancia de parte, y aun también de oficio, adop-
tar las medidas necesarias para la seguridad, custodia y adminis-
tración de tales bienes, procediendo para ello en la forma estable-
cida para los abintestatos. 
Si el testador ó fundador hubiere impuesto sobre sus bienes 
algunas cargas piadosas 6 de otra clase, como la celebración de 
DE LA ADJUDICACIÓN DE BIENES 
	
595 
misas, limosnas, pensión alimenticia, etc., que deban cumplirse en 
días ó períodos determinados, ya sean perpetuas tales cargas, ya 
hasta que se distribuyan los bienes, el juez debe cuidar de que se 
cumplan puntualmente con las rentas de los mismos bienes y hasta 
donde éstas alcancen, autorizando para ello al administrador, como 
lo está por la ley para el pago de contribuciones y demás atencio-
nes ordinarias de la administración. Habrá de justificar el adminis-
trador que están cumplidas y pagadas dichas cargas en las cuentas 
que habrá de rendir al juzgado periódicamente conforme al ar-
tículo lolo, que es de aplicación á este caso, como todos los de-
más que se refieren á la administración de los abintestatos. Si los 
bienes estuviesen administrados por la persona y en la forma or-
denada por el testador, el juez habrá de respetar la voluntad de 
éste sobre ese punto, como en todo lo demás, y sólo á instancia de 
parte podrá acordar en tal caso lo que proceda para el cumpli-
miento de esas cargas. 
ARTICULO 1126 
No serán admitidos como parte en estos juicios los 
que dio hubieren comparecido en ellos durante los tér-
minos de los edictos, aunque aleguen no haber llegado 
á su noticia los llamamientos judiciales; pero les que-
dará á salvo su derecho para ventilarlo en juicio ordi-
nario con el interesado 6 interesados á quienes hayan 
sido adjudicados los bienes, luego que sea firme la 
sentencia. 
(Art. 1124 de la ley para Cuba y Puerto Rioo.)—(En este .articulo se 
dice juicio declarativo, donde aquél dice juicio ordinario, sin otra 
variación.) 
ARTICULO 1127 
No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si 
en los casos previstos en los artículos 1114 y 1118 se 
hubiere promovido el juicio ordinario para hacer la 
declaracion del derecho á los bienes, el que crea que 
lo tiene preferente podrá comparecer en este juicio y 
Tales demandas quedarán en suspenso hasta que re-
caiga sentencia firme en el juicio universal, y despucs 
se seguirán con los que hayan obtenido á su favor, por 
dicha sentencia, la declaracion del derecho y la adj u-
dicacion de los bienes. 
Tienen por objeto estos cuatro artículos corregir, sin lesionar 
ningún derecho, un censurable y transcendental abuso de la prác-
tica antigua. Cuando el administrador de los bienes 6 cualquiera 
tenia interés en dilatar indefinidamente el negocio, lo conseguía 
fácilmente empleando un procedimiento legal. El juicio universal 
tiene que convertirse en ordinario para hacer la declaración del 
derecho: cuando este juicio, después del término de prueba, estaba 
próximo á su conclusión, aparecía un nuevo aspirante, que presen-
taba su demanda en el mismo juzgado 6 en otro, alegando derecho 
å los bienes: era inevitable la acumulación de esta demanda al otro 
juicio con suspensión del mismo, dar traslado de ella á todos los 
ll 
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será tenido como parte en el estado en que se halle, 
sin que en ningun caso pueda retroceder la sustancia- 
cion, observándose lo que previenen los artículos 766 
y siguiente. 
(Art. 1125 para Cuba y Puerto Rico.)—( También se dice juicio decla-
rativo en lugar de juicio ordinario; la primera referencia es d los 
artículos 1112 y 1116, y la segunda d los artículos 765 y siguiente 
de esta ley, sin otra novedad.) 
ARTÍCULO 1128 
(Art . 1126 para Cuba y Puerto Rico.) 
Tampoco se dará curso á las demandas que durante 
la sustanciacion de estos juicios universales se deduz-
can por separado, en el mismo Juzgado ó en otro, pnr 
los que no hayan comparecido en ellos para que se les 
declare con derecho á los bienes. 
ARTÍCULO 1129 
(Art . 1127 para Cuba y Puerto Rico.) 
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que en éste eran parte y sustanciarla por todos los trámites ordi-
narios, hasta que los dos pleitos se hallaban en el mismo estado 
para poder seguirlos en un solo juicio y terminarlos por una misma 
sentencia, como prevenía y previene la ley. Cuando el segundo 
pleito llegaba al estado del primero, se echaba mano de otro aspi-
rante que empleaba el mismo procedimiento, con igual suspensión 
de los juicios pendientes; y así sucesiva é indefinidamente. Con ta-
les procedimientos, además de consumirse los bienes en costas, 
cuando no por mala administración, se hacían interminables estos 
juicios, como ya se ha dicho en la introducción de este título. 
Hoy ya no pueden tener lugar tales procedimientos. En virtud 
de lo que se ordena en los artículos de este comentario, los que se 
crean con derecho á los bienes deben personarse en el juicio uni-
versal, y deducir su pretensión durante los términos de los edic-
tos: los que no lo verifiquen, no pueden ser admitidos como parte 
en el juicio, conforme al apercibimiento que, según el art. 1112, se 
les hace en el último edicto, aunque aleguen no haber llegado á su 
noticia los llamamientos judiciales. No por esto se les priva de su 
derecho: podrán, ejercitarlo en el juicio ordinario correspondiente 
á la cuantía do la demanda contra el interesado 6 interesados á 
quienes hayan sido adjudicados los bienes, pero después de termi-
nado el juicio universal por sentencia firme. 
Tampoco pueden los que se hallen en dicho caso deducir por 
separado su demanda, como antes se hacía, on el mismo juzgado ni 
en otro. Todos los aspirantes á los bienes han de ejercitar su dere-
cho en el juicio universal, y si después de incoado éste deducen 
por separado su pretensión, ordena terminantemente la ley, para 
evitar los incidentes de acumulación y demás abusos de la práctica 
antigua, que no se dé curso á tales demandas, quedando en suspen-
so hasta que, terminado el juicio universal por sentencia firme, 
puedan seguirse con los que hayan obtenido á su favor la adjudi-
cación de los bienes. Así deberá acordarlo de plano el juez que 
esté conociendo del juicio universal, cuando se presente ante él 
una demanda de esa clase; y si se presentase y fuese admitida en 
otro juzgado, se acordará lo mismo luego que lo solicite la parte 
demandada, acreditando la existencia del juicio universal. 
n 
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Presume la ley que el que se cree con derecho á los bienes y 
no se persona en el juicio durante los términos de los tres edictos, 
se constituye voluntariamente en rebeldía, y debe sufrir las conse-
cuencias de ésta. Contra esa presunción legal no cabe prueba, como 
lo indica el art. 1126 al ordenar que no sean admitidos como parte, 
caunque aleguen no haber llegado á su noticia los llamamientos 
judiciales'-. Pero esto ha de entenderse con relación al juicio uni-
versal, cuando haya de terminarse con la sentencia á que se refiere 
el art. 1116, y se establece así para que no se perturbe su marcha 
legal y pronta terminación, como tendría que suceder si debie-
ran admitirse los escritos y documentos do los aspirantes contuma-
ces con perjuicio de los quo comparecieron oportunamente. De 
suerte que cuando se termina el juicio con dicha sentencia, no pue-
den ser admitidos como parte los aspirantes que se presenten des-
pués de transcurrido el plazo del último llamamiento, si bien les 
queda á salvo su derecho para ejercitarlo en la vía ordinaria, como 
ya se ha dicho. 
Pero si del juicio universal se pasa al ordinario para ventilar 
en él con más amplitud los respectivos derechos de los aspirantes 
A los bienes, ya por la oposición del representante del Estado, ó 
bien por la falta de conformidad de los interesados, que son los ca-
sos previstos en los artículos 1114 y 1118, la lógica y la equidad 
exigen que se conceda á los que se personen en este juicio ordinario, 
alegando igual mejor derecho que el que tengan los que ya son 
parte en él, lo mismo que se concedo por los artículos 766 y 767 á 
todo litigante constituido en rebeldía; esto es, que se les admita 
como parte en el estado en que se hallen los autos, entendiéndose 
con ellos la sustanciación sucesiva, sin que ésta pueda retroceder 
en ningún caso, y que si comparecen cuando ya no puedan propo-
ner prueba en la primera instancia, se reciban precisamente los 
autos á prueba en la segunda, cuando lo soliciten y sea necesaria 
para justificar los hechos en que funden su derecho. Esto es lo que 
dispone con notoria justicia el art. 1127, siendo de advertir que 
aunque se refiere al que crea que es preferente su derecho, lo mis-
mo ha de entenderse respecto del que alegue que lo tiene igual al 
de los aspirantes que son parte en el juicio. 
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Concluiremos esta materia indicando que el aspirante á los bie-
nes, que se persone en el juicio ordinario de que se trata en el caso 
que acabamos de exponer, queda sometido al fallo que recaiga en 
este juicio, sin que le sea lícito promover después la misma cues-
tión de preferencia con los que hayan sido favorecidos por la sen-
tencia, porque obstaría la excepción de cosa juzgada. La reserva 
del derecho, que se declara en el art. 1126, es sólo para los que no 
han sido admitidos como parte en estos juicios; pero no es exten-
siva ni podía concederse á los que han sido parte y han alegado y 
defendido su derecho. En tales casos, debe meditar el letrado di-
rector si conviene á su cliente abstenerse de comparecer para po-
der utilizar después dicha reserva, ó someterse al juicio pendiente, 
cuyo estado puede ser tan avanzado que dificulte la defensa. 
• 
FORMULARIOS DEL TÍTULO XI. 
Be la adjudicación de bienes á que ester llamadas varias personas 
sin designación de nombres. 
Escrito promoviendo este juicio universal.—Al Juzgado de primera 
instancia.— D. José A., en nombre de B. y C., de quienes presento poder 
en forma, ante el Juzgado parezco promoviendo el juicio universal que 
ordena cl tit. 44 del libro 2.° de la ley de Enjuiciamiento civil, y como 
mejor proceda digo: Que el presbítero D. Juan Sancho y Gómez falleció 
en esta villa, donde tenía su domicilio, disponiendo en su testamento que 
sus bienes se distribuyeran por partes iguales entre sus parientes pobres 
hasta el sexto grado, sin designarlos por sus nombres. Es llegado el caso 
de dar cumplimiento á dicha disposición testamentaria, y á este fin, 
 ere-
- yéndose mis representados con derecho á los bienes, promueven, y yo en 
su nombre, el juicio universal que previene el art. 1101 de la ley de En-
juiciamiento civil, fundando esta demanda en los siguientes 
Hechos. 
4.° D. Juan Sancho y Gómez, presbitero y cura que fué de esta villa, 
falleció en ella el dia 19 de Marzo de 1887, bajo disposición testamenta-
ria que en 20 de Abril del aíro anterior otorgó ante el Notario de la misma 
D. N. Para acreditar estos hechos presento el certificado de defunción, 
copia fehaciente de dicho testamento, y certificación de la Dirección de 
los Registros con referencia al de Ultimas voluntades, con la cual se jus-
tifica no haber otorgado aquél con posterioridad ningún otro testamento 
ui disposición que modifique la citada. 
2.° Según resulta de dicho testamento, el testador nombró para el 
cargo de sus albaceas testamentarios á M. y N., facultándoles para que 
sin intervención judicial se incautasen de todos sus bienes luego que ocu-
rriera su fallecimiento, bajo inventario que formarían extrajudicialmente, 
y los administrasen en la forma que él venía practicándolo; para que in-
virtieran todas las rentas y productos líquidos que se obtuvieran de sus 
bienes en los tres primeros amos posteriores a su fallecimiento, la mitad 
NY, 
en misas y sufragios por su alma y las de sus padres, y la otra mitad en 
limosnas á los pobres más necesitados de su parroquia, todo a discreción 
de sus albaceas; y ordenó, por último, que transcurridos dichos tres años, 
se distribuyesen sus bienes por partes iguales entre sus parientes pobres 
de ambas lineas, paterna y mate rn a, hasta el sexto grado inclusive, con 
exclusión de los que, ellos ó alguno de sus padres 6 abuelos no fueren hi-
jos legítimos de matrimonio canónico, debiendo tenerse por pobres a di-
cho efecto los que no paguen cuota alguna de contribución al Estado por 
los conceptos de territorial é industrial; y que continuara la administra-
ción de los bienes A cargo de los albaceas hasta que llegara el caso de en-
tregar a los parientes la porción que A cada uno correspondiese. 
3.° Los álbaceas M. y N. siguen con la administración de los bienes, 
y aunque han transcurrido con exceso los tres años fijados por el testa-
dor para distribuirlos entre sus parientes pobres, no se ha practicado 
hasta ahora gestión alguna para dar cumplimiento A la voluntad del tes-
tador sobre este punto, y se esta, por tanto, en el caso de promover para 
ello el correspondiente juicio universal. 
4.° Mis representados B. y C. son parientes en quinto grado del tes-
tador D. Juan Sancho y Gómez, puesto que descienden por línea recta 
del abuelo paterno de éste D. Juan Sancho y Pérez, bisabuelo de aqué-
llos, como se demuestra en el Arbol genealógico, y se justifica con las 
partidas de nacimiento y matrimonio que acompaño, resultando también 
de éstas que tanto mis representados, como todos sus ascendientes, fue-
ron procreados y nacidos de legítimo matrimonio, que es una de las cir-
cunstancias exigidas por el testador A sus parientes, ademas de la de ha-
llarse dentro del sexto grado, para que puedan aspirar A sus bienes. 
S.° Concurre también en mis representados la otra circunstancia exi-
gida por el testador de ser pobres, como se justifica con la declaración 
de pobreza hecha A su favor para litigar en este juicio, en cuya sentencia 
firme, de la que acompaño testimonio, se consigna que, según certifica-
ción del Administrador de contribuciones de la provincia, no aparecen 
aquéllos incluidos en el amillaramiento para la contribución territorial, 
y que tampoco satisfacen cuota alguna al Estado por el concepto de in-
dustrial. 
De estos hechos se deduce que mis representados tienen derecho a 
participar de los bienes de que se trata, y por consiguiente para promo-
ver este juicio universal, por los siguientes 
Fundamentos de derecho. 
4.° La voluntad del testador, que es la ley del caso. D. Juan Sancho 
y Gómez en su último testamento, de cuya autenticidad no puede du-
darse, ordeno que, transcurridos los tres primeros años siguientes al día 
de su fallecimiento, se distribuyesen sus bienes entre sus parientes po- 
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bres hasta el sexto grado inclusive, debiendo tenerse por tales pobres 
los que no paguen cuota alguna de contribución al Estado por los con-
ceptos de territorial é industrial, y con la circunstancia además de que 
hayan nacido ellos y sus ascendientes de legitimo matrimonio canónico, 
como se ha consignado en el hecho 1° Todas estas circunstancias con-
curren en mis representados, según resulta también justificado, y es in-
dudable, por tanto, que conforme a la voluntad del testador tienen dere-
cho á participar de sus bienes. 
Y.° Los artículos 674, 749, '750 y 751 del Código civil, de los cuales 
se deduce que el testador que carece de herederos forzosos, puede dispo-
ner de sus bienes en la forma que lo ha hecho D. Juan Sancho y Gómez. 
3.° Los artículos 4101 y 4103 de la ley de Enjuiciamiento civil, en 
los cuales se previene que cuando el testador haya ordenado que se dis-
tribuyan sus bienes entre sus parientes hasta cierto grado, sin designar-
los por sus nombres, que es el caso de que se trata, para hacer la decla-
ración del derecho y la adjudicación de los bienes se observara el pro-
cedimiento que se establece en el tit. 44 del libro 3.° de dicha ley, y 
que podrán promover este juicio universal los que se crean con derecho 
á los bienes, siempre que el testador no hubiere dispuesto algo que lo 
impida, como no lo ha dispuesto en el presente caso, puesto que en el 
testamento no se prohibe la intervención judicial, ni se determina por 
quién ni en qué forma haya de hacerse la declaración del derecho ni la 
adjudicación de los bienes. 
Por tanto, y correspondiendo a este Juzgado el conocimiento de di-
cho juicio conforme a la regla 6.a del art. 63 de la ley antes citada, por. 
ser este el lugar en que el finado tuvo su último domicilio, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con su 
copia y con los documentos que se acompailan, y á mi por parte en re-
presentación de B. y C. eft virtud del poder presentado, se sirva admitir 
esta demanda teniendo por promovido el juicio para la adjudicación de 
los bienes que el finado D. Juan Sancho y Gómez ha dejado á sus parien-
tes pobres hasta el sexto grado sin designación de nombres, y dándole 
la sustanciación ordenada en los artículos 7406 y siguientes de la ley de 
Enjuiciamiento civil, acordar desde luego que se llame por edictos á 
los que se crean con derecho á dichos bienes para que comparezcan á de-
ducirlo en el término de dos meses, á contar desde la fecha de la publi-
cación de aquéllos en la Gaceta de Madrid, y mandando que se publiquen 
también en el Boletín oficial de la provincia, y se fijen en esta villa y en 
el pueblo de... donde radican los bienes, y que se cite y emplace para 
este juicio al Abogado del Estado, con lo demás que previene la ley y 
estime procedente en justicia, que pido. 
Otrost.
—Mediante á que mis representados están declarados pobre 
para litigar en este juicio por sentencia firme, según el testimonio de la 
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misma, que tengo presentado en lo principal, Suplico al Juzgado se 
sirva mandar que se les asista y defienda en concepto de pobres, como es 
también de justicia.—(Lugar, fecha y firma del abogado y procurador.) 
Si los albaceas, facultados para ello por el testador, hubieren for-
mado el inventario de los bienes, convendrá solicitar por otrosí en este 
escrito se les requiera para que presenten copia del mismo, 6 lo exhiban 
para testimoniarlo en los autos, formándose con estas actuaciones pieza 
separada, que servirá de cabeza á la de administración. 
Cuando, por estar abandonados los bienes, ó no haber dispuesto el 
testador por quién y cómo hayan de administrarse, sea necesario aten-
der á la seguridad, custodia y administración de los mismos, podrá soli-
citarse. también por otrost que el Juez adopte las medidas conducentes a 
dicho fin, conforme á lo prevenido en el art. 4424, formándose para ello 
pieza separada. Para los formularios de estas actuaciones podrán servir 
de modelo los de los abintestalos, á los que han de acomodarse. 
Hecho el repartimiento de este negocio y puesta la nota de la cédula 
personal, dará cuenta el actuario á quien corresponda, y se dictará la si-
guiente 
Providencia.—Juez Sr. N.—Por presentado el anterior escrito con I a 
copia y documentos que se acompañan: se tiene por parte al Procurador 
D. José A., en nombre de B. y C., en virtud del poder presentado: se ad-
mite la demanda, teniendo por promovido á instancia de éstos el juicio 
universal a que se refiere, y para darle la sustanciación prevenida por la 
ley de Enjuiciamiento civil, llámese por edictos, con la expresión que or-
dena el art. 4408 de la misma, á los que se crean con derecho á los bie-
nes, para que comparezcan á deducirlo en el término de dos meses (de 
treinta días si son de capellanía los bienes, y de seis meses, si se sigue el 
juicio en Ultramar), á contar desde la fecha de la publicación de aquéllos 
en la Gaceta de Madrid: publiquense también en el Boletín oficial de la 
provincia y en el Diario de Avisos (si lo hubiere en el pueblo) y fíjense 
en los sitios públicos de esta villa y de la de... donde radican los bienes, 
expidiéndose para ello los oficios y despachos necesarios: citese y em-
place al Abogado del Estado entregándole la copia de la demanda, y no-
tifíquensele todas las providencias que recaigan; y transcurrido el térmi-
no de los edictos, dése cuenta; y en cuanto al otrosí, como se pide. Lo man-
dó y firma el Sr. D. N., Juez de primera instancia de esta villa y sa par-
tido, en... (lugar y fecha), de que doy fe. (Firma entera del juez y la 
del actuario, con Ante mi, como en todas las providencias.) 
Notificación al Procurador de la parte demandante, en la forma or-
dina^ia.
• Citación y emplazamiento por medio de cédula al Abogado del Esta- 
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do, entregándole en el mismo acto la copia de la demanda. Si no reside 
aquél en el lugar del juicio, se expedirá para ello el correspondiente 
exhorto. 
Edicto llamando á los que se crean con derecho á los bienes.—D. N., 
Juez de primera instancia de esta ciudad de Alicante, y su partido. 
llago saber, que D. Juan Sancho y Gómez, natural de Dolores, cura 
párroco que fud de esta ciudad de Alicante, falleció en ella el dia 49 de 
Marzo de 4887, bajo testamento que en 20 de Abril del año anterior olor-
g6 ante el Notario de la misma D. N., disponiendo, entre otras cosas, que 
transcurridos los tres años siguientes al dia de su fallecimiento se distri-
buyan sus bienes por partes iguales entre sus parientes pobres de ambas 
lineas, paterna y materna, hasta el sexto grado inclusive, con exclusión 
de los que, ellos ó cualquiera de sus ascendientes, no fueren hijos legíti-
mos de matrimonio canónico, y debiendo tenerse por pobres los que no 
paguen cuota alguna de contribución al Estado por los conceptos de te-
rritorial é industrial: que Basilio y Carmen Sancho y Pérez, naturales y 
vecinos de Dolores, han comparecido en este Juzgado promoviendo el jui-
cio universal correspondiente para la adjudicación de dichos bienes, ale-
gando derecho á ellos por ser parientes del testador en quinto grado por 
la linea paterna y reunir las demás circunstancias por éste exigidas; 
y habiendo admitido la demanda en providencia de ayer, he acordado 
llamar por edictos á los que se crean con derecho á dichos bienes, para 
que comparezcan en este Juzgado y Escribanía del infrascrito á dedu-
cirlo en el término de dos meses, á contar desde la fecha de la publica-
ción ile aquéllos en la Gaceta de Madrid. Lo que se hace saber al público 
por este primer edicto para los efectos consiguientes. 
Dado en... (lugar, fecha y firma entera del juez y del actuario). 
Diligencia de haberse fijado el anterior edicto en el sitio público de 
costumbre del lugar en que resida el Juzgado. 
Nota de haberse librado los exhortos, mandamientos y oficios necesa-
rios con copia del edicto, firmada como el original, para su fijación en 
los otros pueblos é inserción en los periódicos oficiales en que se hubiere 
mandado publicarlos. 
Nota de haberse unido á los autos un ejemplar de los periódicos en que 
se haya insertado el edicto. 
Escrito compareciendo en el juicio.
— A I Juzgado de...—D. Pio Gil, en 
nombre, y con poder bastante que acompaño, de José y Ana Gómez y 
Rico, ante el Juzgado parezco en el juicio universal para la distribución 
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de los bienes relictos por fallecimiento de D. Juan Sancho y Gómez entre 
los parientes pobres del mismo, y como mejor proceda digo: Que ha lle-
gado á noticia de mis representados el llamamiento hecho por este Juz-
gado en edicto de tal fecha á los que se crean con derecho á los bienes 
del difunto D. Juan Sancho para que comparezcan á deducirlo dentro 
del término de dos meses. En este caso se hallan aquéllos por ser parien-
tes del testador por su línea materna en cuarto grado, y reunir las demás 
circunstancias por éste exigidas para tener participación en los bienes, 
por lo cual comparecen en este juicio á deducir su derecho conforme á 
dicho llamamiento. 
Con efecto; según aparece en el árbol genealógico que acompaño con 
las partidas de matrimonio y nacimiento que lo comprueban y justifican, 
mis representados José y Ana Gómez Rico son nietos de Pedro Gómez 
Sánchez, que también fué abuelo materno del testador D. Juan Sancho y 
Gómez, y por consiguiente éste y aquéllos son parientes en cuarto grado. 
De los mismos documentos resulta que tanto los expresados José y Ana 
Gómez, como sus ascendientes, han nacido de legítimo matrimonio ca-
nónico. Y para acreditar que son pobres en la forma ordenada por el tes-
tador, presento una certificación del Administrador de contribuciones de 
esta provincia, de la cual resulta que aquéllos no pagan contribución al-
guna al Estado por los conceptos de territorial é industrial. Queda, pues, 
justificado con los correspondientes documentos que mis representados 
reunen todas las circunstancias exigidas por el testador para tener parti-
cipación en sus bienes, y por tanto, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con el 
árbol genealógico y documentos que se acompañan, se sirva tener por 
comparecidos oportunamente en el juicio universal de que se trata á José 
y Ana Gómez Rico, y á mí por parte en representación de los mismos en 
virtud del poder presentado, y mandar que se una á los autos este escrito 
y se tenga presente a su tiempo para hacer la declaración de que aquéllos 
tienen derecho á los bienes del finado D. Juan Sancho Gómez, y adjudi-
carles la parte que les corresponda en participación con los demás pa-
rientes que justifiquen igual derecho, como es de justicia que pido. 
Otrosí.— (Habrá de solicitarse la declaración de pobreza para litigar, 
si no se hubiese hecho anteriormente, puesto que ban de ser pobres los 
interesados, y que se sustancie este incidente en pieza separada.)—(Lu-
gar,fecha y firma del letrado y procurador.) 
Providencia.—Juez Sr,, N.—(Lugar y fecha.) 
Por presentado este escrito con el poder, árbol genealógico y demás 
documentos que se acompañan: en virtud de aquél, se tiene por parte en 
este juicio al procurador Gil en representación de José y Ana Gómez 
Rico, y á éstos por comparecidos alegando derecho á los bienes de qua 
Mob- 
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se trata: Únanse a los autos el escrito y documentos y téngase presente 
á su tiempo lo que se solicita en lo principal; y en cuanto al otrosí, con 
testimonio del mismo y de esta providencia, fórmese pieza separada y 
dese cuenta para sustanciar el incidente de pobreza que en él se solicita. 
Lo mandó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria a todos los que sean parte en el 
juicio y al Abogado del Estado. 
En igual forma se presentarán y se unirán a los autos las solicitudes 
de los demás aspirantes, por el orden en que se vayan presentando. 
Luego que transcurra el término del primer edicto, lo acreditará el 
actuario por diligencia, y sin necesidad de instancia de parte dará cuenta 
y se dictará la siguiente 
Providencia.—Juez Sr. N.—(Lugar yfecha.) 
llagase el segundo llamamiento por edictos á los que se crean con de-
recho a los bienes, en la forma y por el término que previene el art. l t 1 t 
de la ley de Enjuiciamiento civil. Lo mandó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria al Procurador del demandante, á 
los que se hubieren personado en los autos y al Abogado del Estado. 
Segundo edicto.—(Como el formulado anteriormente, haciendo expre-
sión A su final de ser el segundo llamamiento, y de las personas que ha-
yan comparecido alegando derecho a los bienes, con indicación del gra-
do de parentesco 6 de la razón en que funden aquél; 6 de no haberse pre-
sentado ningt)n aspirante.) 
Para la publicación de este segundo edicto se practicarán las mismas 
diligencias indicadas respecto del primero, y puesta la relativa á haber 
transcurrido el término, se dictara, sin necesidad de instancia de parte, 
la siguiente 
Providencia.—llágase el tercer llamamiento por edictos á los que se 
crean con derecho a los bienes, por el término, en la forma y con el 
apercibimiento que ordena el art. 1113 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
Lo mandó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria a la parte demandante, al Abogado 
del Estado y š todos los demás que sean parte en el juicio. 
Tercer edicto.--(También podrá servir de modelo el primero, pero mo - 
dificando su conclusión desde donde se expresa en él haber sido admitida 
la demanda, y diciendo en su lugar lo siguiente): que publicados los 
edictos primero y segundo que previene la ley, se han presentado como 
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aspirantes á los bienes N. y N., fundándose en ser parientes del testa-
dor en sexto grado por la linea paterna; Z. y Z., en que lo son en cuarto 
grado por la línea materna (y así los demás con sus nombres y apelli-
dos); y que en cumplimiento de lo ordenado en el art. 4412 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, he acordado hacer este último llamamiento á los 
que se crean con derecho á los bienes, para que comparezcan en este Juz-
gado á deducirlo dentro del término ya improrrogable de dos meses, á 
contar desde la publicación de este tercero y Ultimo edicto en la Gaceta 
de Madrid, bajo apercibimiento de que no será oído en este juicio el que 
no comparezca dentro de este Ultimo plazo. 
Las actuaciones para la publicación de este edicto son iguales a las de 
los anteriores. Transcurrido el término, se pondrá por el actuario la si-
guiente 
Diligencia.—Doy fe de haber transcurrido en el dia de ayer el tér-
mico de los tres edictos, y de haber unido á los autos, por el orden en 
que se han presentado, las solicitudes y documentos de todos los que han 
comparecido alegando derecho á los bienes, que lo son: N. y N., repre-
sentados por el procurador D. Pedro Ruiz, Z., Z. y Z., por el procurador 
D. Luis Gil, (y asi los demás). Y para que conste, en cumplimiento de lo 
que manda la ley, y dar cuenta al Sr. Juez, lo acredito por la presente, 
en... (lugar, fecha y media firma del actuario). 
Providencia.— Comuniquense estos autos al Abogado del Estado para 
que en el término de... (no puede pasar de veinte días) emita su dictamen 
sobre los puntos que determina el art. 4443 de la ley de Enjuiciamiento 
civil. Lo mandó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria a todos los que sean parte en el 
juicio. 
Si el Abogado del Estado se opone á la continuación del juicio uni-
versal por creerlo improcedente, ó porque, á su juicio, ninguno de los 
aspirantes reune las circunstancias exigidas por el testador para partici-
par de los bienes, presentado el escrito con este dictamen, sin Inds trámi-
tes se dictará la siguiente 
Providencia.— Mediante la oposición del Abogado del Estado, y con-
forme á lo provenido para este caso en el art. 4144 de la ley de Enjuicia-
miento civil, hágase saber á los aspirantes á los bienes que hagan uso 
de su derecho en la via ordinaria que corresponda, si les conviniere. Lo 
mandó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria á los Procuradores de todos los que 
sean parte en el juicio, y al Abogado del Estado. 
Con esta providencia, contra la cual sería improcedente é inútil pedir 
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reposición 6 entablar cualquier otro recurso, queda terminado el juicio 
universal, y sólo tiene cabida el ordinario, si lo promueve alguno de los 
interesados. Este nuevo juicio se sustanciará del modo que luego se indi-
cará, y pueden ventilarse en él todas las cuestiones á que den lugar los 
fundamentos de la oposición. 
Cuando el Abogado del Estado devuelva los autos sin formalizar opo-
sición, si son dos 6 más los aspirantes, se dictará la siguiente 
Providencia.—Convóquese á junta á los que han comparecido en el 
juicio como aspirantes á los bienes para que en ella discutan y acuerden 
sobre su mejor derecho, señalándose para celebrarla el dia tantos á tal 
hora (dentro de los quince días siguientes) en la audiencia del Juzgado; 
citese también para dicha junta al Abogado del Estado, p r si estima 
conveniente su asistencia. Lo mandó, etc. 
Notiilcación y citación para la junta por medio de cédula á todos los 
que sean parte en el juicio. 
Acta de la junta.—(Podrá servir de modelo la formulada para los abin-
testatos en la página 425 de este tomo, teniendo presente que en lagar 
del liscal municipal, que no tiene intervención en estos asuntos, podrá 
concurrir el Abogado del Estado, si lo cree conveniente, pues no es obli-
gatoria su asistencia, y que debe consignarse con toda claridad lo que 
acuerden los interesados sobre su mejor 6 igual derecho á los bienes y la 
participación que á cada uno corresponda. Si no llegan A un acuerdo 
unánime sobre estos dos extremos, 6 sobre alguno de ellos, se consig-
nará en el acta el resultado de la junta, sin necesidad de expresar lo que 
hayan manifestado en la discusión, ni las pretensiones sostenidas por 
cada uno de los concurrentes, y el Juez dará por terminado el acto, fir-
mando con todos los concurrentes que sepan, con indicación de los que 
no lo hagan por no saber ó no poder firmar.) 
Cuando en la junta hubiere resultado el acuerdo unanime de todos 
los interesados sobre el derecho á los bienes y participación que á cada 
uno corresponda, dictará el Juez providencia, sin más trámites, llamando 
los autos á la vista, con citación de las partes, para sentencia. 
I.o mismo se practicará cuando no se haya opuesto el Abogado del 
Estado, y sea uno solo el aspirante á los bienes. 
La sentencia se dictará sin vista pública; dentro del término y con la 
formula de la del juicio ordinario de mayor cuantía: véase en la pág. áá3 
del tomo 3.° En ella hará el Juez las declaraciones que estime proceden-
tes en derecho, teniendo presente que si de la fundación ó del testamento 
resultaren impuestas sobre los bienes algunas cargas piadosas, debe 
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acordar en la misma sentencia lo que proceda para asegurar el cumpli-
miento de tales cargas, aunque nadie lo haya solicitado ni haya sido ob-
jeto de discusión en el juicio (art. 1121). Cuando las cargas sean á favor 
del Estado, ó de alguna corporación 6 instituto que de el dependa, in-
cumbe al Abogado del Estado pedir lo conducente para asegurar el cum-
plimiento de las mismas; pero si no lo hubiere hecho, creemos que tarn-
bién debe el Juez acordarlo de oficio. 
La sentencia que se dicte en estos casos es apelable en ambos efectos. 
Antes de dictarla, puede el Juez acordar, para mejor proveer, el cotejo 
de cualquier documento cuya eficacia sea dudosa, 6 la práctica de alguna 
de las diligencias que se determinan en el art. 310. 
Cuando no haya habido conformidad en la junta, terminada ésta, se 
dictirá la siguiente 
Providencia.—llágase saber á las partes que usen de su derecho en 
el juicio ordinario que corresponda, y a este fin comuniquense los autos 
á la que ha promovido el juicio para que en el término.de diez días 
amplie la demanda, reproduciendo ó modificando sus pretensiones. Lo 
mandó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria a todos los que sean parle en el 
juicio, incluso cl Abogado del Estado. 
Escrito desistiendo de la demanda.—Al Juzgado de...—D. José A., 
en nombre de B. y C., en los autos sobre adjudicación de los bienes del 
finado D. Juan Sancho, como mejor proceda digo: Que enterados de las 
pretensiones de los varios aspirantes á dichos bienes y de las razones y 
documentos en que las fundan, en virtud de la comunicación de los autos 
que me ha sido conferida, se han convencido mis representados de que 
carecen de derecho por ser preferente el de M. y N., por lo cual, y dando 
una prueba de su buena fe, desisten de su demanda, y yo en nombre de 
los mismos en virtud del poder especial que acompaüo (6 de las faculta-
des que me tienen conferidas en el poder que tengo presentado). Por 
tanto, 
Suplico al Juzgado que habiendo por devueltos los autos y por pre-
sentado este escrito con el poder mencionado, se sirva tener á mis repre-
sentados B. y C. por desistidos de su demanda y por apartados de este 
juicio, dejando de notificarme las providencias que en él recaigan, como 
es de justicia que pido.—(Lugar, fecha y firma del letrado yprocurador.) 
Cuando el Procurador no tenga poder especial para desistir de la de-
manda, se acordará que se ratifiquen los interesados en el anterior escrito: 
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luego que se ratifiquen, ó si es bastante el poder del Procurador, se dic-
tará la siguiente 
Providencia.—Por devueltos los autos con el escrito que precede, y 
conforme á lo prevenido en la regla 4. ° del art. 11MO de la ley de Enjui-
ciamiento civil, se tiene á B. y C. por desislidos de su demanda y por 
apartados de este juicio con las costas causadas á su instancia que sean 
de su interés exclusivo, y entréguense los autos á la parte de M. y N., 
en quienes aquéllos reconocen mejor derecho, para que en el término de 
diez dias formulen sus pretensiones. Lo mandó, etc. 
.VoliIFcacitin en la forma ordinaria á los que sean parte en el juicio. 
No se notificarán las providencias sucesivas al que haya desistido de 
la demanda, porque deja de ser parte en el juicio. 
Si el desistimiento se hiciere lisa y llanamente, sin reconocer el me-
jor derecho de otro, entonces se mandará en la anterior providencia que 
se entreguen los autos á la parte que primero se hubiere personado en 
el juicio para que formule sus pretensiones. 
Escrito ampliando la demanda.—(Ya sea la parte que promovió el 
 juicio, ya la que primero se personó en él, la que deba deducir en primer 
lugar sus pretensiones, ha de formular este escrito en los términos pre-
venidos para las demandas en el art. 524. Puede servir de modelo la for-
mulada part promover este juicio, pero teniendo presente que, resultando 
ya de los autos las pretensiones de los demis aspirantes y los documen-
tos en que las fundan, será preciso hacerse cargo de ellas para impugnar 
las que se crean improcedentes y demostrar que es mejor el derecho de 
la parte que presenta el escrito ó igual al menos al de otros aspirantes, 
para concluir reproduciendo ó modificando las pretensiones deducidas al 
owulparecer en el juicio universal. A este escrito han de acompañarse tan-
tas copias del mismo cuantas sean las otras partes, inclusa la representa-
ción del Estado.) 
Presentado este escrito, se dictará la siguiente 
Providencia.—Por devueltos los autos y por presentado el escrito 
que precede con sus copias, las que se entregarán á las otras partes liti-
gantes: se confiere de él traslado á los demás aspirantes por diez días á 
cada parte, entregándoles los autos por el orden en que se han presentado 
en el juicio, para que formulen á la vez sus respectivas pretensiones. La 
mandó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria á los Procuradores de los que sean 
parte en el juicio y al Ahogado del Estado, con entrega de las copias del 
escrito á quienes correspondan. 
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Diligencia de entrega de los autos al Procurador correspondiente. 
Lo expuesto anteriormente acerca del escrito ampliando la demanda 
es aplicable á los escritos que en virtud del traslado de aquél deben pre-
sentar los demás aspirantes formulando sus respectivas pretensiones: to-
dos deben acomodarse á lo prevenido para las demandas, y han de acom-
pañarse tantas copias cuantas sean las otras partes litigantes, á las que 
serán entregadas al notificarles la providencia. 
Evacuado el traslado por el primero á quien se hayan entregado los 
autos, se dictará providencia mandando que siga el traslado á los demás 
aspirantes, por su orden y por el término de diez días, como se acordé 
en la providencia anterior. 
En estos escritos deben comparecer unidos y bajo una sola dirección 
los aspirantes que sostengan una misma causa, por hallarse en el mismo 
grado de parentesco 6 reunir iguales circunstancias de suerte que no 
pretendan preferencia alguna entre si: si no lo hicieren, no por esto se re-
chazarán los escritos que presenten por separado; pero el Juez debe obli-
garles á que lo verifiquen en la providencia que dictará después de oir al 
representante del Estado. 
Luego que haya evacuado el traslado formulando sus pretensiones el 
Ultimo de los aspirantes que hubiere comparecido en el juicio, si se hú-
biere pasado al ordinario en virtud de la oposición del Abogado del Es-
tado, se dictará la siguiente 
Providencia.—Por presentado el anterior escrito con sus copias, las 
que serán entregadas á las partes, y estando ya evacuado el traslado por 
todos los aspirantes a los bienes, entréguense los autos al Abogado del 
Estado en concepto de demandado, para que conteste a las pretensiones 
de aquéllos. Lo mandó, etc. 
Neliftcación en la forma ordinaria a todos los que sean parte en el 
juicio, con entrega de las copias. 
Cuando se haya abierto el juicio ordinario por falta de conformidad 
en la junta, luego que hayan evacuado el traslado todos los aspirantes, 
se dictará la siguiente 
Providencia.—Por devueltos los autos. con el anterior escrito y copias 
que se acompañan, las que serán entregadas á las otras partes; y puesto 
que ya han formulado sus pretensiones todos los aspirantes, comuni-
quense los autos al Abogado del Estado para que pueda pedir lo que es-
time procedente, conforme á la regla 5.` del art. 1150 de la ley de Enjui-
ciamiento civil. Lo mandó, etc. 
Notificación como en las providencias anteriores. 
No debe fijarse término al Abogado del Estado porque no lo preview- 
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la ley en consideración sin duda á que acaso tendrá que elevar consulta 
á la Dirección general de lo Contencioso, en cuyo caso es preciso atenerse 
3 las disposiciones especiales que rigen sobre este punto. 
Luego que el Abogado del Estado devuelva los autos con escrito, 6 
con la fórmula de Vistos, ha de acordar el Juez si ha de ser de mayor ó 
de menor cuantía la sustanciación que ha de darse al juicio en los trámi-
tes sucesivos, que son los establecidos por la ley para después de contes-
tada la demanda, como se previene en la regla 7.° del art. 4420. Será la 
del juicio de mayor cuantía siempre que sea desconocido el valor de los 
bienes, 6 que éste exceda de 3.000 pesetas, y solo en el caso de que resulte 
de los autos que dicho valor no excede de las 3.000 pesetas, será la de 
menor cuantía. 
Cuando haya de continuarse el juicio por los trámites del de mayor 
cuantía, se dictará la siguiente 
Providencia.—Por devueltos los autos por el Abogado del Estado (en 
su caso) con el anterior escrito, del que se dará copia á las otras partes: 
conforme á lo prevenido en la regla 7.a del art. 44.20 de la ley de Enjui-
ciamiento civil, continûiese este juicio por los trámites establecidos para 
el ordinario de mayor cuantía después de contestada la demanda, en aten-
ción á que es desconocido el valor de los bienes (6 excede de 3.000 pese-
tas), y en su consecuencia de las pretensiones de los demás aspirantes y 
de la contestación del Abogado del Estado se da traslado por diez días 
para réplica á la parte de... (la que promovió el juicio ú ocupó su lugar), 
debiendo evacuarlo en vista de las copias de los escritos, sin entregarle 
los autos; y se previene (en su caso) a las partes de A. y B., que en ade-
lante litiguen unidos y bajo una sola dirección, mediante á que sostienen 
Ina misma causa. Lo mandó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria á los Procuradores que sean parte 
en el juicio y al Abogado del Estado. 
Del escrito de réplica se dará traslado para dúplica á los demás liti-
gantes, incluso el Abogado del Estado, fuera del caso en que haya de-
vuelto los autos con la fórmula de Vistos, sin pedir que se le dé audien-
cia sobre lo que expongan los interesados. Dicho traslado ha de ser por 
diez días para cada una de las partes que litiguen bajo una misma di-
rección. 
En los escritos de réplica y dúplica se observará lo que disponen los 
artículos 5t8 y 549, y desde ellos se dará al juicio la sustanciación esta-
blecida para el ordinario de mayor cuantía. Véanse, por tanto, los for-
mularios del mismo desde el escrito de réplica (pág. 391 del tomo 3.°). 
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Cuando por ser conocido el valor de los bienes y no exceder de 3.000 pe-
setas, deba con tinuarse el juicio por los trámites establecidos para el de 
menor cuantía, luego que devuelva los autos el Abogado del Estado, se 
dictará la providencia antes formulada, acordando en ella que se conti-
núe la sustanciación del juicio por los trámites del de menor cuantia, y 
que se cite á las partes á la comparecencia que previene el art. 694, á no 
ser que proceda el recibimiento á prueba conforme al 693, cosa que rara 
vez sucederá en estos juicios. En adelante ha de sujetarse la sustancia-
ción á los trámites establecidos en dichos artículos y en los siguientes del 
juicio de menor cuantía, tanto en la primera, como en la segùnda instan-
cia. Pueden verse los formularios de dicho juicio desde la pág. 486 del 
tomo 3.° 
Ya sea el juicio de mayor, ya de menor cuantia, cuando en la sen-
tencia se reconozca el derecho de alguno de los aspirantes, ha de acor-
darse lo que proceda para asegurar el cumplimiento de las cargas piado-
sas con que estuvieren gravados los bienes, aunque nadie lo haya solici-
tado ni haya sido objeto de discusión en el pleito, como se previene en 
el art. 4424. 
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